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CAPÍTULO I 

:£LEBSACIÓIf DEL MATBtHONIO T DE LAS OPOSICIONES AL 
MISHO. 

— 1.** BkzÓD del método. — 3.° Idea do la famili* 7 au ÍDBtítnct¿a 
uia.— ^.° Proceso hiatóríco ; I^Bl&dón vigente.^." Nocióii d«t 
> 7 sQ derecho de intervenoión ; tendencü del derecho civil moder- 
.'* Definicionee ; el matrimonio e« contrato ? — 6." Aociones qae 
ÍT«n del matrimonio. — 7." Lo que debe tenerse presente en el ma- 
lío oanónico j en el civil ; cualidades y condiciones. — 8.° Forma. 
9 preliminares ; oposiciones ; celebración del matrimonio y medios 
bario. — 9.° Esponsales. — 10. Matrimonios celebrados en otro Esta- 
n país extranjero. , 

■Hemos ya'tratado d« Itn juicios declaratiros ordinarios, 
■emoa ahora tratar de los extiaordioarioa 6 especiales, y 
deremos las reglas de procediinieiito consignadas en los 
civiles del Estado y de la Unldn, supuesto que regularizan 
ues que son el objeto de nuestro estudio, aseguran el ejer- 
los derechos j el cumplimiento de las obligaciones. 
]ue se ha querido reservar á los tratados de procedimiento 
{ue pertenece al orden ritual de los juicios para la reso- 
3 las cuestiones, es lo cierto que no se ha prescindido en 
de incluir machas de esas reglas en los Códigos sustanti. 
o las concernientes á la declaración de ausencia y preeun- 
nuerte, al divorcio y nulidad del matrimonio, 
terechos positivos 6 sustantivos, porque son derechos, no • 
estar fuera de la acción de las leyes formularias 6 judí- 



. JUICIOS RELATTVOa AL MATRIMOKIO. 
tsr enteramente independientes de aquéllas, por- 
gen y conducen los derechos hasta que reciben la 
ecea y Tribunales. Es íntima, pues, la relaciiíii 
inas y otras leyes, y su enlace tan estrecho, que 
mtendemoR de su examen y sucinta expoBÍción, 
brevísima referencia á las canánicaH, fuente de 
mte, no obstante la separación entre los matrimo- 
ivil, 

iles, en j;eneral, dejan completa libertad para 
iones jurídicas en punto á contrataciones, y no se 
isoB en que loa convenios no existan (> seau defec- 
falta estipulación entre los contratantes ; pero 
monio no sucede lo mismo, porque respecto de 
<da dejan al mutuo consentimiento despnés de ce- 
materia predomina el interés de orden público, y 
libitivas é imperativas. El legislador prescríbelas 
calidades que deben observarse, define los debe- 
arechos, y establece las causas por las que puede 
erse el matrimonio, como oportunamente mani- 

jstro método, comenzaremos en el presente título 
ta de la familia, germen inmortal de toda asocia- 
nifestación orgánica del Estado y de la persona- 
Ru vida colectiva y de relacionea, cuyo principio 
á en el matrimonio. Buscaremos su origen y de. 
;randos rasgos su desarrollo histórico hasta llegar 
ay imperante entre nosotros, exponiendo en capí. 
) referente al derecho procesal que afecta la ins- 

B jucios relativos al matrimonio se signen los trá- 
'dinaria, las variantes y eapecialidades que carac> 
len éstos de los demás juicios nos obligan á tratar 
ftulo. Sus variantes y especialidades proceden de 
e sus tendencias propias, de las causan que los 
< personas que los promueven, de las medidas de 
iparo (]ue deben dictarse y de sus peculiares 

s sucesivos trataremos de los que asumen un ca. 
il ó extraordinario por sus tramitaoiouee, y dedi- 
a abrace la exposición completa de los actos de 
Qtaria, para lo cual tomaremos de los Códigos cí- 
e no han sido incluidos en los Códigos judiciales. 
ablar de los juicios eclesiásticos. Hoy pertenece 
civil ordinaria el conocimiento y resolución de 
loniales, consecuencia de la independencia de la 
lo y de la libertad de cultos. 
ilia es indudablemente una asociación creada por 
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Díoe, r^da por lejes dÍTÍmuí desde el principio de los tiempos. 
Divina eu su instítación, divina en su esencia ; sus condiciones de 
existencia y duración han tenido qae ser anteriores y superiores á 
toda ley humana. Establecida con entera independencia de toda 
convención, la familia está fuera del alcance de los legisladores, 
quienes deben limitarse á regularizarla, para que realice sus fines 
sociales: ellos no son arbitros de organizaría de nuevo, ni á su ca- 
prícho pueden tampoco organizar los intereses privados. La socie- 
dad civil no ha sido constituida sino para conservar, fortificar y 
asegurar los derechos é intereses familiares, como que la institu- 
ción de la sociedad doméstica es cimiento sólido, base perpetua de 
las sociedades humanas. 

Desdé que al primer hombre formado del barro de la tierra, 
quiso Dios darle una compañera, carrie de sw carne y hueso de avs 
huesoe, y les dijo, creced y mvMpUcaoe, desdaieste momento que- 
daron instituidos el matinmonio y la sociedad doméstica. Nació el 
hogar ! Santuario misterioso donde el hombre abre los ojos á la 
luz primera y conoce á Dios y lo adora ; donde se desarrolla y con. 
serva. Es en el hogar donde el hombre oye por la primera vez 

Eronunciar esta palabra, deber, y en el donde adquiere el valor y 
i fuerza necesaria para sostener la ruda batalla de la vida : es la 
escuela del respeto y del amor, de la abnegación y del sacrificio, 
del derecho, de la justicia y de las grandes virtudes; es el centro 
donde se forman los caracteres, las buenas hijas, los padres pru- 
dentes, los ciudadanos útiles; doode se realizan todos los fines mo- 
rales y jurídicos que la humanidad persigue en su marcha de civi- 
lización y progreso. 

Sin ir más adelante, podemos ver aqui la revelación del gran 
principio de la unidad, ley del mundo moral, que presidió á la 
creación y á la formación del hombre, de la cual se deriva una 
diversidad armónica que se confunde en su origen y en él se pier- 
de, para la conservación del orden sociaL El padre, la madre y 
los hijos : he aqui los elementos varios componentes de la familia 
en su unidad : el padre que representa la autoridad y la fuerza ; 
la madre, la ternura y la bondad ; y los hijos el lazo que une los 
corazones, eslabones de esa cadena que ata el hogar á la patria. 

Diremos ahora que la razón del poder doméstico que reúne á 
los hombres en la familia, y la razén del poder público que reúne 
á las familias para constituir el Estado, las encontramos levantan- 
do los ojos á lo alto y contemplando las obras del Hacedor Supre- 
me, cuya voluntad resplandece en las relaciones que ha determi- 
nado y en las aptitudes que ha concedido á cada uno de los miem- 
bros de la familia. 

Comprendemos que el amor es la base moral del matrimonio. 
Como su ideal es la perpetuidad, despréndese de aqui la indisolu- 
bilidad del vinculo que une á los sexos, al hombre y á la mujer 
para constituir la familia, su condición más esencial, y agregamos 



JDIdOS :raXATIV08 AL MATKIMONJO. 
ae á poco de reflexioDar bs descubre que hay en 
iperíoT á la materia y á sus instiiitos naturales. 

bello, lo verdadero y lo justo, y el hombre siente 
oner á Dios por testigo de un compromiso tan so- 
I de su porvenir. El experimenta así una satisfac- 
•nde á la nobleza de bu origen; y esto es tan cier. 
los puebloB y en todos los cultos se ha revestido 
grado & la celebración del matrimonio con ritos y 
emuestran su naturaleza religiosa. De donde de- 
lesquiera que sean las fórmulas empleadas para su 
s antiguos pueblos, ellas nos indican el respeto 
rado siempre esta institución. 
íes características de la familia son morales, ju- 
les, porque la forman seres voluntarios, libres é 
to^ se mueven dentro de la esfera del derecho 
tnen no sólo derechos y deberes repíprocos que 
le disponen de medios externos de existencia y 
u condiciones de duración, la familia no puede 

empe&o y muy arduo sería s^uir & través de los 
iversoa pueblos antiguos y modernos, el deaenvol- 
de la instituciiín. Nuestro estudio habrá de 
arísimas indicaciones y á ideas generales sobre lo 
a pa^na y lo que es la familia cristiana, para no 
ites en que nos hemos encerrado. Cumple á núes, 
alar los principales sucesos, é indicar aue el ma- 
ído en todas partes las vicisitudes de la civiliza- 
ue la pureza o corrupción de la familia ha sido 
i de la pureza ó corrupción de las costumbres, 
ización católica, dice Donoso Cortes, va de vencí, 
período decadente, luego al punto la familia de- 
DÍón se vicia, sus elementos se descomponen, y 
ii se relajan. La familia entonces envilecida y 
spersa y va á perderse en los clubs y en los ca. 

[ue la historia del mundo no es otra cosa más que 
imente sostenida entre los dos grandes elementos de 
teria y el espíritu componentes de la personalidad 
k lucha, hasta hoy no interrumpida, la materia ha 
lentada por la fuerza 6 el poder social, como fuerza 
linadora. Su pretensión es la de sobreponerse al 
átiles han sido y son sus esfuerzos, 
no es el carácter distintivo del mundo antiguo, y la 
B los TÍnouloB morales fué el derecho comiln. Desde 
tlinquió y perdió su inocencia, desaparecieron las 
familia primitiva y el estado de perfección en 
'stB fué, sin duda, el resultado de la prevaricación 
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7 del olvido de las leyes naturales, del predominio de las pasiones 
que precipitaron á la humanidad en la pendiente del sensualismo. 
Ño había esposas sino esclavas, no había hogar ni patria. Fueron 
aquéllas como sus hijos, patrimonio del padre, víctimas de las preo- 
cnpaciones del espíritu pagano. La esclavitud formaba una de las ba- 
ses de la organización social, y el sistema personal 6 de castas influyó 
en las relaciones domésticas. Abandonada, humillada y degradada 
la mujer como esposa, no podía ser respetada ni honrada como 
madre. Fue el instrumento del trabajo, el juguete de las veleida- 
des y el objeto de las más groseras pasiones. 

Admitido el repudio y tolerado el divorcio por las costumbres, 
7 aun autorizado por las leyes, resultó lo que era natural. La co- 
rrupción del corazón y los extravíos del espíritu llevaron á los 
diferentes pueblos de la antigüedad al último extremo del liberti. 
naja Los excesos de la repudiación entre los judíos originaron el 
divorcio recíproco, y el divorcio trajo la poligamia. Las mismas 
causas tenían que producir los mismos efectos en la India y en 
Tracia, en Persia y el Egipto, en Grecia y Boma, al llegar los úl- 
timos tiempos de la República. 

En vano la escuela estoica luchó por detener el progreso de la 
desmoralización, y estériles fueron todos los esfuerzos de los juris- 
consultos. La filosofía pagana no obtuvo otras conclusiones que 
la duda ó la negación engañosa. El politeísmo había cimentado el 
egoísmo y la unidad material. Consideradas la libertad y la dig- 
nidad humanas como una propiedad del más fuerte, la unión sa- 
grada del hombre y la mujer no podía ser más que ima luiión 
pasajera que duraba lo que dura un capricho ó una pasión. 

Era esta la situación del mimdo á la aparición del Cristianismo, 
que preparó la unidad de las existencias en el espíritu, rompiendo 
la unidad material, y santificando los principios de libertad, de 
igualdad y caridad entre los hombres. Durante la Edad Media, 
cuando la Iglesia salió resplandeciente de las catacumbas y de los 
anfiteatros, pudo apoderarse de los bárbaros y se aprovechó de los 
elementos regeneradores que éstos llevaban en su seno, imponien- 
do con su doctrina una nueva dirección á las costumbres, y abrien. 
do la era de la civilización moderna. 

Pero el Cristianismo creó á la vez un dualismo social y político, 
la Iglesia y el Estado, y sobrevino la lucha entre las dos potestades, 
la espiritual y la temporal, pretendiendo cada una para sí la supre- 
macía en el dominio del mundo. La Iglesia venció y tomó posesión 
de la sociedad é hizo prevalecer la indisolubilidad del matrimonio. 
Extendió de tal manera su poder que ella pudo sustraer del Estado 
la legislación relativa á esta institución. El derecho canónico llegó 
á ser el derecho común, y las decisiones de la Iglesia eran las úni. 
cas que debían cumplirse. 

Los tiempos cambiaron, sin embargo, y los gobiernos separados 
de la Iglesia introdujeron en sus legislaciones la libertad de cul. 
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tOBy la n^acién del Saeramento 7 secularisación del matrimonio, 
la independencia de la Iglesia y el Estado» y el desafuero ecle- 

siártico (1). 

Contribuyeron á ello el gran cisma de Occidente y la Reforma 
^¿'. luterana. Algunos soberanos seculares entraron entonces en pose- 

sión del poder moral de la Iglesia y se atribuyeron el derecho de 
arreglar los asuntos eclesiásticos. La legislación civil estableció así 
las condiciones necesarias para contraer el matrimonio, reservan- 
dose la autoridad temporal, en consecuencia, la facultad de conce- 
der la dispensas de los impedimentos y el conocimiento de las 
causas relativas á la unión conyugal. 

Relajada la institución no pudo ya mantenerse el principio de 
la indisolubilidad. En Alemania, Inglaterra y Rusia "una disolu. 
ción semejante á la del mahometismo (2)," se introdujo en las eos- 
tumbres, y se declararon causas de divorcio el adulterio y el aban- 
dono, entre otras. Pero el Concilio de Trente fulminó sus anatemas, 
estableciendo que el matrimonio no podía disolverse sino por la 
muerte y sefíaló las causas del divorcio (3). 

Los países católicos siguieron rigiéndose por los Cánones tñ- 
dentinos hasta la época de la revolución en Francia. La Asamblea 
constituyente no quiso abordar la cuestión del divorcio ; pero la 
Asamblea legislativa votó la víspera de cerrar sus sesiones una ley 
(la de 20 de Setiembre de 1792), autorizándolo. Concedió el de- 
recho de provocar el divorcio por la simple alegación de incompa- 
tibilidad de humores y de caracteres, por la demencia, el desarre- 
glo de las costumbres y el abandono durante dos años, la ausencia 
durante cinco, y la emigración, y estableció el matrimonio civil. 
Consideró el le^lador francés que la libertad individual no podía 
avenirse con una unión perpetua, y que el divorcio era la deducción 
más natural del principio de igualdad de condiciones entre los es. 
posos. Mas la Convención nacional expidió decretos por los cuales 
hizo desaparecer ciertas restricciones de la ley, que ella misma 
derogó poco después, y restablecida la monarquía legítima se derogó 
también completamente la mencionada ley, por la de 8 de Mayo de 
1816. Los esfuerzos posteriores hechos por revivir el divorcio en 
Francia encallaron en la Cámara de los Pares, representación de las 
tradiciones religiosas y conservadoras del país, como han encallado 
últimamente los de M. Naquet y otro^. 

Aunque en algunos países católicos se ha reconocido el matri- 
monio civil, sus legislaciones no se han separado absolutamente de 
las doctrinas del Concilio de Trente. En ellos, como en el nuestro, 
se conserva el principio de la perpetuidad é indisolubilidad del 
matrimonio, y la familia es lo que por derecho natural y por dere- 
che divino debe ser. Hablando de la familia cristiana y del divor- 
ció un acreditado jurisconsulto, dice : " Hay en la familia moderna 
' algo más íntimo, más espiritual, más impalpable: el sentimiento 

de origen, la identidad de nombre, el parentesco con las afecciones 
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spierta ; hay algo eo ella de perpetuo, que une la memoria 
lúado con lo presente y lo porvenir ; algo que nos inspira 
eián y recogimiento al acercamoB á la tumba de una perao- 
mda ; algo que forma el anillo entre las generaciones que 
, laa que son y las que serán ; algo que constituye el culto 
ico, y de cuyo fondo surge espontáneamente ene germen de 
IB privadas, que forman después los grandes ciudadanos (4)." 
sde los tiempos de la colonia, entre nosotras, y durante el 
período de la Bepública, estuvo admitido lo ordenado por 
[Concilio (Ley 13, Libro I, ííoaíaima Recopilación), hasta 
Comenzó á i^ir entonces una nueva Constitución que garan- 
apliaroeute la libertad religiosa, y se sancionaron la ley de 
funio del mismo año, que retiró toda intervencióu de la au- 
l civil en los negocios relativos al culto católico, y la del 20 
uno mes, que estableció el matrimonio civil. Permitió esta 

disolución del vínculo por el mutuo conseiltiimento y por 
Doía de un cónyuge abandonando al otro, y prescribió que 
jcimiento y la decisión de las controversias matrimoniales 
de la competencia exclusiva de los Jueces civiles ordiaaríi». 
es disposiciones que alteraban tan profundamente el orden 
onslitución de la familia y conturbaban asímiamo las con. 
B, provocaron una oposición vigorosa por parte de los cat¿- 
' fueron desobedecida;. La necesidad de una nueva ley se 
ntir bien pronto, y la de S de Abril de 1856 vino á satis- 

y á remeaiar en parte los daños causados. Pero mantuvo 
trato separado del Sacramento, estatuyendo, sin embaí^, 
ra los efectos civiles y políticos eran válidos los matrimo- 
ilebrados conforme al rito religioso de los contrayentes, 
9 que hicieran constar la celebración del acto ante el Nota- 
1 Juez respectivo y dos testigos. Autorbó la separación ez- 
[ toro et Tuensa, por motivos graves. 

istituido el Estado de Cundinamarca bajo el sistema federal, 
Oódigo Civil promulgado en 1860 se consignaron todas las 
ciones concernientes al matrimonio civil, determinándose las 
ides y condiciones para la celebración del contrato, las obli- 
is y los derechos entre los cónyuges, las causas y lo& efectos 
nlidad y del divorcio. Respecto del matrimonio canónico 
i el Código, CD su artículo 134 : " Son válidos para los efec- 
les y políticos los matrimonios celebrados ante lo^ respecti. 
loistros de los cultos, conforme á los cánones ó constitucio- 
igiosas áque los contrayentes se hayan sujetado." 

1864, la ley de 30 de Agosto de ese aBo, en su artículo 1.°, 
» que " sólo prodncirán efectos los matrimonios que se cele. 
ite los Notarii» ó Jueces de Distrito con las formalidades 
cidas en losartículos 119 y 131 del Código Civil, desde su 
ición." Pero esta ley declaró que la disposición trascrita 
ipreodía ú los matrimonios celebrados fueía del territorio 
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del Estado, *' ni á los celebrados hasta el día de dicha publicación 
y treinta días después (5)/' 

Expidióse, además, en 1873, una nueva ley (de 28 de Enero), 
reformatoria del Código, revalidando los matrimonios celebrados 
según el rito religioso con posterioridad á la primitiva sobre el 
matrimonio civil, y exceptuando de la revalidación á los cónyuges 
que hallándose unidos por un enlace religioso hubiesen contraído 
después otro con personas distintas. Esta ley impuso la obligación 
de legitimar el matrimonio con las formalidades exigidas por la 
ley civil, bajo pena de una multa, dando cuenta los contrayentes 
de su celebración, dentro de tercero día, al funcionario ante quien 
debe otorgarse. Eleváronse varias peticiones sobre la suspensión de 
sus disposiciones á la Corte Suprema federal y sobre la nulidad de 
ellas. El Senado, en efecto, anuló algunas, como lo indicamos en 
nuestra nota (6). 

La Asambfea legislativa de Cundinamarca acaba de expedir 
una ley (la 22 de 1883, de 10 de Diciembre), que reforma algunos 
artículos del Código Civil, y considera ilegítimos esta ley á los 
hijos habidos en matrimonio celebrado conforme á cualesquiera de 
los ritos religiosos reconocidos en el Estado, para determinar la 
forma y los efectos de la partición en las sucesiones hereditarias. 
En el Estado no hay verdadera y propiamente ritos religiosos re- 
conocidos ni confesiones religiosas i|;^corporadas : hay libertad de 
conciencia y de cultos sin que el Gobierno haya hecho el reco- 
nocimiento de ellos. Para acreditar el nacimiento admite toda clase 
de pruebas y dispone que no son necesarios los diez años de que 
trata el artículo 424 de dicho Código. 

Tenemos, pues, en el Estado de Cundinamarca dos legislacio- 
nes aplicables al matrimonio, la civil y la canónica : la primera 
para los celebrados desde 20 de Junio de 1853, en conformidad 
con las prescripciones civiles, y la segunda para los matrimonios 
católicos celebra4os antes ó después de esa fecha hasta el 29 de 
Septiembre de 1864, reconocidos como legítimamente contraídos 
por la ley de 30 de Agosto, ya citada (7). 

Este es el derecho vigente ; pero el Código Civil de la Unión 
^ nada dispone acerca de los matrimonios religiosos que se celebran 
en los Territorios nacionales, y en consecuencia, no producen efec- 
tos civiles los contraídos con posterioridad á su sanción, ni los an- 
teriores no registrados, en el orden federal. En los demás Esta, 
dos, en aquéllos en que se ha adoptado el Código cundinamarq'ués, 
algunas innovaciones se han introducido, y en el de Bolívar, que 
no lo ha aceptado, rigen disposiciones especiales que hemos ano- 
tado (8). 

4.® — El Estado es la nación organizada, y la nación toma su ca- 
rácter del pueblo que en su territorio habita, como dice Bluntschli, 
y esta unión, esta influencia recíproca y permanente entre la na- 
ción y el pueblo es la base del principio político de las nacionali- 



\f 



LP. I. GELEBBACIÓN DBL HATBIUOKIO. 11 

te concepto, el Estado descansa sobre la naturaleza 
:tieade su poder en la medida que las necesidades so- 
i. Su poder no alcanza í determinar la forma ni tas 

la vida íntima, ni á arreglar loe actos de la concien, 
cuando -puede apoyarse en uü derecho, porque es 
prema en lo temporal y en materia de derecho. La 
e su interrenciiín procede siempre de ud fundamento 
í como tiene el poder de obligar exterior mente, está 
im&r en coníideraciiSn todas las dificultades de hecho, 
Eiplicar la nociiÍD del derecho en su pureza. De aquí 
i para que una institución sea Intima ; la verdadera 
la voluntad nacional, es preciso que se conforme con 
ie la nación misma para quien se constituye, con bus 
y con suB aspiraciones. 

sto que et matrimonio civil no apareció en la Europa 
A la revolución de 1789. Admitido en Francia, lo fué 
bras naciones, i Fué un progreso separar el contrato 
ito 1 i Responde el matrimonio á fines sociales ó poli. 
aráoter de un simple contrato j aun con la omnímoda 
iuele concederse álos esposos para hacer las conrencio- 
:an? j Satisface alguna necesidad ? 
ialacióu napoleiínica que en este sentido impulsó el 
legislativo, en confusa mezcla encontramos el tradi. 
;1 derecho antiguo j el espíritu revolncionaño de 
a bajo la influencia de una tendencia conservadora en 
rgauizacíón de la familia y de la propiedad. AbaO' 
^zaciÓD romana, fundada sobre el poder paterno, y 

organización de la familia germánica ; pero se act^ó 

la propiedad romana, que asegura mejor la libertad 
' que el sistema de la propiedad colectiva de los ger- 
bos. El principio de esta libertad es la piedra angular 
i moderna. 

el matrimonio corresponda á sus elevados fines nece< 
nis que de leyes humanas: necesita del apoyo de una 
^osa que nos acompafie aun más allá del sepulcro, 
iglesia, en su acción moral y espiritual sobre las con- 
londe mejor que el Estado á los fines que la noción 
lio implica. Cuando se contrae como un contrato pu. 
[, y los esposos no se han jurado fidelidad al pie de los 
ni6n no satisface los nobles instintos de la mujer hon- 
loa, ni tampoco ninguna necesidad social de nuestros 
Qgiin principio republicano. 

a no ha sido instituida por el Estado, y la regla más 
a es la libertad del derecho al matrimonio ; pero el 
e y debe poner límites á la arbitrariedad individual 
ervación de las familias y de las costumbres, puede y 

las violacioneíi de la fe conyugal y los actos de una 
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fragranté inmoralidad, y tiene el derecho y el deber, por tanto, de 
hacer llevar el registro del estado de las personas, porque este es ua 
servicio páblico v propio del Estado, á quien interesa saber el es- 
tado 6 la situación de cada una, desde el punto de vista civil y de 
\^ las relaciones jurídicas. Tiene poder, pues, para legislar en la ma- 

teria, para reglar, como dice Potbier, todo lo que pertenece al go- 
bierno y al buen orden de la sociedad civil. 

Sabemos que en la organización de la familia influyen las leyes 
que reglan los matrimonios, y que de esta organización depende la 
organización de la sociedad, su bienestar y su cultura. Como el 
hombre no puede separar lo que Dios ha unido, qwod ergo Deus 
conjuncity homo non eeparit, la indisolubilidad de la unión es el 
principio fundamental del matrimonio. De aquí la tendencia del 
derecho civil moderno á consolidar este principio y á realizar la 
armonía y conciliación que debe existir entre las instituciones ci- 
viles y las canónicas en lo que á esa unión se refiera. La naturale- 
za y m justicia la proclaman con la autoridad divina. 

La misma libertad de cultos impone la necesidad de reconocer 
el matrimonio católico ó religioso, cualquiera que sea la creencia 
de los contrayentes. Si hay extranjeros en el país ó nacionales no 
católicos, ó que profesan otro culto que el católico, ó que no pro. 
fesan ninguno, debiera permitirse siempre que se celebrara el ma. 
trimonio ante los Ministros de las confesiones toleradas, según los 
ritos establecidos en cada una de ellas, concediendo efectos civiles 
á estos enlaces conyugales, y dejar el matrimonio civil únicamente 
para los ateos ó los racionalistas que no creen en ninguna religión 

Í>ositiva. No es posible que el poder temporal prescinda de regu- 
ar jurídicamente los efectos civiles del matrimonio, porque la 
unión de los sexos es un acto de la voluntad de los esposos, la rea- 
lización de un hecho moral y de derecho que ocurre en el seno de 
la sociedad (9). 

Consérvese, pues, el matrimonio civil ; pero reconózcanse los 
matrimonios canónicos ó religiosos como es justo y lo reclama la to. 
talidad de la nación, y de esta suerte, sin faltar á la ley, se daría una 
prueba de respeto á las manifestaciones de la conciencia y á la 
dignidad humana. Establézcase, si se quiere, la simultaneidad de 
los actos, ó que sea en un acto continuo el uno y el otro, que los 
pormenores de esta fórmula pueden determinarse conveniente- 
mente. Lo esencial consistiría en la unidad del Sacramento y del 
contrato. 

Esta es la opinión más general, y ésta la tendencia que domina 
en el espíritu de nuestra época. 

5.° — El matrimonio canónico es un Sacramento instituido por 
Jesucristo, propio exclusivamente de legos, por el cual se une un 
hombre y una mujer, según los preceptos de la Iglesia ; ó es el 
contraído conforme á los sagrados cánones. Para el valor de este 
sacramento basta el consentimiento de los contrayentes y la pre- 
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sencia del párroco y testigos, en el concepto de que no concurra 
ningún impedimento de los que no pueden dispensarse. 

T el Tnatrimonio civil es un contrato solemne, por el cual un 
hombre y una mujer se tmén actual é indisolublemente y por 
toda la vida con el fin de habitar juntos, de procrear, educar á sus 
hijos y auxiliarse mutuamente; 6 el contrato celebrado ante la au- 
toridad civil, que produce únicamente efectos civiles y políticos. 
Se constituye y perfecciona por el libre y mutuo consentimiento 
de los contrayentes, en la forma y con los requisitos determinados 
por la ley, y no producirá los mencionados efectos si en su cele- 
bración se contraviniere'' á dichas formalidades y requisitos (10). 

Las definiciones son completas. Se indica en ellas el objeto y 
la esencia del matrimonio, ya sea canónico ó civil, y considerado 
bajo este último aspecto es por su naturaleza un contrato sui gé- 
neriSf porque es indisoluble ó irrescindible. Dedúcese que la poli- 
gamia y la poliandria están prohibidas, y que la razón y el derecho 
canónico están de acuerdo en este pnnto. 

Sin embargo, no puede mirarse como uoa teoría científica y 
racional la teoría asentada acerca del matrimonio civil. En prue- 
ba de que el matrimonio no es propiamente un contrato, como la 
compraveota 6 el arrendamiento, es que se designan reglas espe- 
ciales que lo distingue y separa de todos los demás contratos. 
Se ha prescrito uoa fórmula solemne para su celebración con el 
fin de autenticarlo, publicarlo y legitimarlo, y por regla general 
no es necesaria la interveoción de ninguna autoridad ó funciona, 
rio público, como en el matrimonio, para las contrataciones. Es 
que en la unión conyugal predomina una concepción superior, en 
la cual desaparece toda idea de un contrato, por la superioridad 
que tiene la ley moral sobre toda ley civil ó positiva, i Cuál sería 
la materia de este contrato, y cuál su prestación t Es la posesión 
de la persona ? Ningún legislador lo ha pensado. 

6.^ — Son varías las acciones que nacen con ocasión del matri. 
monio, y vamos á mencionar las que conftideramos más impor. 
atantes. 

La acción de nvJÁdad^ que se propone para pedir que el ma- 
trímonio se declare nulo por haber mediado alguno de los impedi- 
montos dirimentes, ó por no haberse celebrado con las formalida. 
des establecidas respectivamente, por las leyes civiles ó por los 
cánones, á fin de que sea disuelto y queden los cónyuges en com. 
pleta libertad para contraer con otra persona un nuevo matrimo- 
nio. Esta acción puede ejercitarse por cualquiera de los cónyuges 
y en algunos casos por el Ministerio fiscal y las personas que tu- 
vieren algún interés, ante la jurisdicción ordinaria ó la eclesiásti- 
ca, si el matrimonio se ha celebrado con ambas sanciones, aunque 
el fallo de aquella es la que produce efectos civiles (11). 

La acción de divorcio que se dirige á reclamar la separación, 
no en cuanto al vínculo, sino en cuanto á la unión del tálamo ó á 
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d ikorum et mutuam cohabitationení, como 
ta acción se propoDe por el cónyuge ínccen- 
reepectiva (12). 

ntoa y Utis ea^>«n8as, la cual tiene lugar 
itando las acciones de nulidad ó de divorcio, 
iel caso lo requiere. Debe decretarse que el 
la mujer e hijos que no quedaren en poder 
13 uecesarioB y proporciouados á bu rango y 
tención decente ; pudiendo deducirse la de. 
ordinarios con este objeto v para la habilt- 
os, á fín de costear la Utis ea^aeasaa 6 gastos 

ición de Henea (los parafernales ó la dote), 
ado disuelto el matrimoaio por haberse de. 
or haber fallecido el marido, ó bien decidido 
i mujer pueda pedir la devolución de sus ex. 
los gananciales en su caso ; y entonces podrá 
«rídad civil contra el marido ó contra los 
que le restituyan los bienes ó su valor, 
¡rúe, que puede proponerse subsistiendo aun 
indo la mujer como tercera interesada el 
si no han sido estimados, ó la preferencia ea 
Lcreedor del marido ha ejercitado &u derecho 
3 le entreguen los mismos bienes, ó se le sa- 
árido el importe de ellos con preferencia. 

üoción de bieTiea, que puede también ejerci- 
ir sus bienes ai el marido por incapacidad 
xcesos en la administración, los deteriora en 
imente se tema su destrucción ó pérdida, 
rido, para que se le prive del manejo de 
:eguen, bien á la mujer con la obligación de 
^imoniales, bien á otra persona para que 

de acciones relativas al matrimonio que con. 
nar. 

odmiento de prole, que se dirige contra el 
que reconozca por suya la prole y asigne 
I la indagación de la paternidad y la mater- 
arse, en los casos previstos. 
nal, cuando se trata del derecho de un hijo 
dguuo lo es ó no de matrimonio, ya sea que 
entre marido y mujer, ya entre el mismo 
ladre. Si, piiefi, alguno pide que se declare 
o conseguiría obtener los derechos inheren. 
jo, sino además los de hermano, tío, etc., 
indieutes del mismo padre, á pegar de no 
I. Esta acción es de las denominadas dobles. 
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ion pr^udÍGial, que es diveraa de la anterior y se ejercí- 
aicío previo, que sirve de aotecedente para otro. Abí 
r ejemplo, cuando ae propone para pedir la herencia, en 

9 de ser el que la recama hijo del testador, caso en el 
judicial 6 anterior á la aociún dirigida ú que üq declare 
6 la cualidad de hijo. Así también cuando uno reclama 

i testamentaria j se duda de la validez del testamento, 
ees el heredero puede usar de la acción preliminar para 
lare que es nulo este testamento y en otros casos de esta 

eben tenerse presentes en el matrimonio canónico : 
cunstancias que pueden 6 deben precederle, como los es- 
w amonestaciones y la licencia del Ordinario, en su caso ; 
]UÍBÍtos que intervienen en su celebración para el valor 
ento ; 3. Las personas que puedan contraerlo. La in- 
) incapacidad de éstas á que se da el nombre de impedi- 
ede ser absoluta ó relativa ¿ personas determinadas (13). 
etro derecho civil se establecen también los requisitos 
ilidades necesarias para el valor del contrato ; pero los 
itos determinados no son exactamente los mismos. Del 

10 se refieren, yá á la incapacidad absoluta, ya á la re- 
marcar diferencia ninguna entre unos y otros. Son di. 
}dos los que nuestros Códigos enumeran como causas de 
I matrimonio, y prescinden completamente de los moti- 
tos que no pueden ser apreciados, dada la separación de 
onios, el civil y el canónico. En el capitulo Del jvddo 
I expondremos las causas que la originan, expresando 
son subsanables y aquóUas que lo son. 

nto í las personas que pueden contraer matrimonio, y á 
des y condiciones que se requieren para celebrarlo, véa- 
a dispone en el capitulo 2.°, titulo 4.°, Libro 1., Código 
istado. £1 de la Unión reproduce sus disposiciones en el 
lo. 

is formalidades preliminares para la celebración del 
D tienen por objeto evitar las coDsecnencias de las unio- 
[uas. Btlas dan la s^urídad necesaria al Estado y á los 
itrayentea acerca de la validez de sus contratos, 
rdenado que los que quieran contraer matrimonio ocu- 
Imente ú por escrito ante el funcionario competente, 
1 Notario ó el Juez del domicilio de la mujer, eshibien- 
«o la licencia de los padree legitimes 6 naturales, ó del 
ipectivo, y presentando dos testigos que depongan jura. 
, que los pretendientes tienen las cualidad^ y oondi. 
idas. Kste funcionaño deberá examinar á loe testigos 
puntos indicados y sobre lo demás que crea necesario 
ir su juicio, y con presencia de estas justificaciones hará 
cto por quince días en la parte de afuera de su oficina. 
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en el cual se anunciará la solicitud de las personas que desean con- 
traer el matrimonio, sus nombres y apellidos, el lugar en que nacie- 
ron y el de la vecindad del varón, para que, dentro del término seña, 
lado, ocurra el que se crea con derecho a impedir el acto de la cele, 
bración, ó para que se denuncien los impedimentos que existan 
entre los contrayentes. 

Si el varón fuere vecino de otro distrito, 6 si no tuviere seis 
meses de residencia en el de la mujer, el Notario 6 Juez del do- 
micilio de ésta, requerirá al del domicilio del varón para que fije 
el edicto y lo devuelva con nota de haber permanecido fijado quin. 
ce días seguidos. Sin que se haya cumplido esta formalidad, no se 
procederá á practicar las diligencias ulteriores (14). 

La denuncia de los impedimentos constituye una oposición al 
matrimonio, que se sustanciará como vamos á indicar. Hecha en 
tiempo oportuno, es decir, dentro del termino de los edictos y aun 
antes de la celebración del matrimonio, producirá el ^ecto de sus- 
penderla hasta que se declare por sentencia firme su improceden, 
cia ó falsedad. Los Códigos no dicen quiénes tienen la obligación 
de denunciar ni quiénes pueden hacerlo ; pero como ellos determi. 
nan quiénes pueden pedir la nulidad, entendemos que éstos están 
en la obligación de formular la oposición y l{ue pueden entablarla 
los interesados, ó los que tengan conocimiento de la existencia de 
algún impedimento. £1 Ministerio público debe investigarlos y 
denunciarlos, con la prudencia y circunspección que el buen nom. 
bre de las familias y la reputación de las personas exijan. 

Si la causa de la oposición presentada ante el Notario sustan- 
ciador de la«< diligencias previas, fuere capaz de impedir el matri- 
monio, dará cuenta al Juez de Distrito, y lo hará saber á los pre. 
tendientes y al opositor ú opositores para que comparezcan ante 
este funcionario á fin de que se tramite y decida la oposición. £1 
Juez dictará providencia recibiendo la instancia á prueba por ocho 
días, y concluidos, señalará el de la audiencia pública. Citadas las 
partes, resolverá la oposición dentro de los tres días siguiente» con. 
tados desde el de la citación. 

Si los opositores no hubieren comparecido, los Uamará^^l Juez 
por medio de un edicto que permanecerá fijado por el término de 
veinticuatro horas en la puerta del Juzgado, y vencido el término, 
procederá á decidir la oposición practicando antes, si lo estimare 
necesario, las pruebas conducentes. Los opositores que no compa. 
recieren á fundar su oposición, á más tardar dentro de tercero día 
después de hecha, ó que no probaren el hecho ó la causa alegada, 
incurrirán en la multa de cincuenta pesos, cada uno, con aplica- 
ción á las rentas del Distrito. Se hacen también responsables de 
los gastos ocasionados, y si desestimada la oposición se considerase 
maliciosa, habrá derecho para pedir la indemnización de dafíos y 
perjuicios. 

La resolución que se dicte es apelable para ante el respectivo 
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de afinidad, el rapto, el crimen de adulterio y el conyugicidio. In. 
clúyeee el parentesco espiritual, aunque no para el matrimonio 
civü. 

El remedio extremo de la nulidad se funda en un interés de 
orden público, por razones de moralidad ó de conveniencia social. 
Es de considerar que los impedimentos abrazan todas las faltas de 
aptitud y todas las prohibiciones, como hemos indicado. 

Es nulo el matnmonio ^n los casos 6 por las causas siguientes : 

a) Cuando ha habido error acerca de las personas de ambos 
contrayentes ó de la de uno, y |io podrá alegarse sino por el que 
haya padecido el error. No será admisible una demanda proTO- 
niente de nulidad por error, si el que lo ha sufrido hubiere conti- 
nuado en la cohabitación después de haberlo conocido. El error 
vicia el consentimiento cuando recae sobre la persona misma, y no 
en su calidad ó fortuna, esto es, el error ha de consistir en la falsa 
creencia de que el matrimonio que se contrae con cierta y deter. 
minada persona, lo ha sido con otra ; 

b) Cuando se ha contraído entre un varón menor de catorce 
años y una mujer menor de doce, ó cuando cualquiera de los dos 
sea respectivamente menor de aquella edad, y podrá ser intentada 
la nulidad por el padre ó guardador del menor ó menores, ó por 
éstios con la intervención de un curador para la litis ; pero si se in- 
tentare cuando hayan pasado seis meses después de haber llegado 
á la edad nubil el menor ó los menores, no se admitirá la demanda 
por los Jueces del Estado, si se funda únicamente en la inhabilidad 
por razón de la edad, y sucederá otro tanto cuando la mujer que 
no tenia la edad suficiente, hubiese concebido. Si se intentare 
cuando hayan trascurrido tres meses después de haber libado á la 
pubertad l^al el menor ó los menores, ó cuando la mujer haya 
concebido, no habrá lugar tampoco á la nulidad del matrimonio, en 
los negocios de la competencia federal. Es indudable que el hom- 
bre no tiene la aptitud que es necesaria para contraerlo, sino en la 
época fijada por la ley : es entonces cuando se adquiere el desarrollo 
apropiado para la generación ; mas la naturaleza á veces se adelan- 
ta, y por esto el C&ligo de Cundinamarca establece que cuando el 
menor ó los menores tengan la aptitud que se requiere para llenar 
el fin de la procreación, podrán celebrar el matrimonio, aunque no 
hayan llegado á la edad señalada ; 

e) Cuando ambos contrayentes estén dementes, ó lo esté uno 
de ellos, ó cuando para celebrar el matrimonio haya faltado el con- 
sentimiento de alguno de los contrayentes ó de ambos, y en estos 
casos no podrá alegarse sino por los mismos contrayentes, ó por sus 
padres ó guardadores. La ley federal presume falta de consenti- 
miento en los locos furiosos, mientras permanezcan en la locura, y 
aun en los mentecatos á quienes se haya impuesto interdicción para 
el manejo de sus bienes. Los sordomudos pueden contraer el ma- 
trimonio, como ya indicamos, si expresaren con claridad por signos 

a 
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manifiestos su consentimiento, el cual sólo puede prestarse racio- 
nalmente ; 

d) Cuando haya impotencia 6 inhabilitación perpetua para 
consumar el matrimonio, bien de parte de uno de los contrayentes 
6 de la de ambos ; causa que no se ha señalado en el Código de la 
Unión. La impotencia física absoluta para la procreación con ante- 
rioridad á la celebración del matrimonio, ha oe ser patente, es de- 
cir, que no dé lugar á duda ni á procedimientos de averiguación, 
incurable y perpetua, como la califica la ley. De aquí es que la 
esterilidad en una mujer no es impedimento, porque siendo su cau- 
sa desconocida puede cesar ; y ^ta causa sólo podrá alegarse por 
el cónyuge no impotente ó no inhábil ; 

e) Cuando el matrimonio no se ha celebrado ante el Notario 
6 el Juez y los testigos competentes, y podrá declararse su nulidad 
á petición de los mismos contrayentes, o por la de los padres ó cu- 
radores. Abonan esta causa, el interés de la sociedad, en el cual se 
apoya la legitimidad de la intervención oficial ; 

j) Cuando se ha contraído por fuerza ó miedo grave, inferido 
á uno de los contrayentes ó á ambos, y esta nulidad no podrá ser 
alegada sino por la persona á quien se hubiere inferido la fuerza, 
causado el miedo, ú obligado á consentir por tales medios. No será 
admisible la demanda que en ella se funde, ó no tendrá lugar esta 
nulidad, si después que los contrayentes quedaron en libertad, han 
vivido juntos por espacio de tres meses sin reclamar. Entiéndase 
que la coacción ó el miedo han de ser suficientes para obligar á al- 
guno á obrar sin libertad ; bien sea que la fuerza se imponga por 
el que quiere contraer matrimonio ó por otra persona, y que disi- 
pada la fuerza, si se ratifica el matrimonio con palabras ó por la 
sola cohabitación, se disipará esta causa de nulidad. 

La fuerza ó el miedo se graduarán teniendo en consideración la 
inminencia del peligro, la constitución física, las facultades intelec- 
tuales y circunstancias morales de la persona ó personas amenaza- 
das ; apreciación que se ha dejado al prudente juicio de los Tribu- 
nales, y que habrán de hacer por el estudio de todas las circunstan- 
cias que concurran en cada caso. No es posible consignar reglas 
concretas para poder hacer esta apreciación ; 

g) Cuando no ha habido libertad en el consentimiento de la 
mujer por haber sido robada, á menos que lo preste estando fuera 
del poder de su raptor y en lugar seguro ; y esta nulidad, que es 
semejante á la anterior, no podrá declararse sino á petición de la 
midma mujer, y no tendrá lugar si después de estar en libertad ha 
vivido con el raptor por espacio de tres meses sin reclamar ; 

h) Cuando los contrayentes están en la misma línea de aseen - 
dientes y descendientes en cualquiór grado, ó en segundo de la 
linea trasversal de consanguioidad legítima ó ilegítima. Esta causa 
tiene por fundamento la misma naturaleza, cuya fuente es el pa- 
rentesco ; 
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i) Cuando se ha contraído el matrimonio por personas que 
están entre «i en primer grado de la línea recta de afinidad legiti« 
ma, entre el padrastro y la entenada, y el entenado y le madrasta ; 

j) Cuando se ha contraído entre el padre adoptante y la hija 
adoptiva, 6 entre el hiio adoptivo y la madre adoptante, o la mujer 
que fué esposa del adoptante. Aquí vemos que la ley parte del 
|>rincipio de que la adopción imita á la naturaleza ; 

Z) Cuando se ha contraído entre la mujer adúltera y su cóm- 
plice, siempre que antes de efectuarse el matrimonio 8e hubiere 
declarado probado en juicio el adulterio. Entendemos que la ley 
habla del adulterio consumado, y no del frustrado ó su tentativa ; 

II) Cuando uno de los contrayentes ha matado ó hecho matar 
al cónyuge con quien estaba unido, ó maquinado contra su vída^ 
quedando, dice el Código del Estado, perpetuamente inhabilitada 
para contraer matrimonio. No se exige, pues, la condenación pre- 
via por el delito cometido ; 

m) Cuando respecto del hombre, ó de la mujer, ó de ambos, es. 
tuviere subsistente el vínculo de un matrimonio anterior, y en el 
caso de que una persona quiera casarse de nuevo, deberá justificar 
la muerte de su consorte. 

Además de estos casos, el Código de la Unión menciona los dos 
siguientes : a) Cuando se celebre el matrimonio entre una mujer 
menor de veintiún afios, aunque haya obtenido habilitación de 
edad, y el tutor ó curador que haya administrado ó administre los 
bienes de aquélla, siempre que la cuenta de la administración no 
haya »ido aprobada judicialmente ; y b) Cuando se ha contraído 
entre los descendientes del tutor ó curador de un menor, y el res- 
pectivo menor en su guarda, aunque dicho menor (pupilo ó pupi. 
la, dice la ley), haya obtenido habilitación de edad. Toda contra- 
vención sujetará al guardador que contrajo el matrimonio ó lo hu. 
biere permitido, á la pérdida de toda remuneración, sin perjuicio de 
las otras pena3 que las leyes le impongan ; pero si es autorizado por 
el ascendiente ó ascendientes, cuyo consentimiento fuere necesario 
para contraerlo, no habrá lugar á la nulidad. Se trata de evitar de 
eete modo que la tutela ó la cúratela sean medios de especulación 
en perjuicio de los menores, 

Acerca de estas prohibiciones, el Código del Estado difiere bas. 
tante en aus disposiciones de las de aquel Código. Dice en su ar- 
tículo 115 : "Mientras que una mujer no hubiere cumplido diez y 
ocho año$!, no será lícito al tutor ó curador, encargado de la admi. 
mstración de sus bienes, casarse con ella, sin que la cuenta haya 
BÍdo aprobada por el Juez.'* Igual prohibición establece para los 
descendientes del guardador, y la sanción penal es la misma, en 
caso de contravención ; pero no produce el efecto de la nulidad del 
matrimonio, que se considera válido, aun cuando ilícito, como lo 
es el de los menores sin el consentimiento paterno. 

Otros casos hay de impedimentos absolutos, que se expresan en 
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ítulo iSeffwndas tiupeiaa. Ninguno de loa funcioDaríoB que de- 
autorizar loB matrimonios permitirá el del viudo que tenien- 
lijos del precedente bajo su patria potestad, 6 bajo su guarda, 
baya formalizado inventario de sns bienes, ni presente certifi- 
o del nombramiento de curador especial dado á éstos, 6 sin que 
seda informaciiín sumaria de que no tiene hijos bajo su potes- 
6 guarda ; ni permitirá el de la viuda en cinta antes del parto, 
} habiendo aefiales de embarazo, antes de cumplirse loa doscien- 
setenta días subdguientea á la disolucióii del matrimonio, 6 á 
leclaraci^Q de nulidad,'; pero podrán rebajarse los días que ha- 
precedido á la una ó á la otra, en los cuales baya sido imposi- 
el acceso del marido á la mujer. 

lias nulidades á que se contraen las seis letraa (A, i,j. I, II, m), 
absolutas, y por consíguieote podrán ser alegadas por el Mí- 
erio público. Deberán también declararse de oficio por el Juez, 
o podrán Banearse por la ratiñcaciiíii de las partes en el Estado ; 
D en el orden federal se permite la ratifícaciéu cuando ha tras- 
rido un lapso de tiempo no menor de veinte años, en cuyo caeo 
duce el saneamiento. Respecto de los casos mareados última, 
ite con las letraa a) y 6), se permite igualmente la ratificación 
el mismo efecto después de pasados cinco años, y no se autori- 
i\ procedimiento de oficio (2). 

Pero una diferencia notable hay entra el delito de adulterio y 
demás delitos, y es que en aquél depende del marido detener 
irocedimiento del Miniaterto público, si declara que se ha re. 
ciliado con su esposa ; mientras que con relación á los demás 
[tos, desde el momento que el MioisteTÍo público interviene, no 
«nde ya de la víctima detener los efectos de la acción fiscal. El 
Lslador ha querido, en interés de k familia y de los hijos, que 
narido sea dueSo de detener la acción de la ley auu después de 
tenciada so esposa, consintiendo en ' recibirla en su hogar. No 
ece que el cómplice puede ^ozar de esta nacia, ni fundarse en 
L, para obtener que la justicia lo releve del proceso, y esta es la, 
nion de algunos autores (3). * 

Las demás faltas que se cometan en la celebración del matrimo- 
, como la falta de la publicación ó del anuncio que debe hacerse, 
t omisión de otras formalidades que ae consideran accidentales, 
lo anularán, y deberán llenarse luego que se descubran, como 
dispone el Código del Estado. Los culpables quedarán siempre 
stos á las penas qu& el Código Penal establece, como quedan su- 
)B á la responsabilidad definida por este Código los contrayentes, 
funcionario y testigos autorizantes, en sus respectivos casos. El 
Jigo de la unión no prescribe la eubeanación de las faltas, y 
,to éste como el del EslÁdo establecen penas ó sanciones civiles 
ra los casos de contravención (4). 

3." — Las demandas de nulidad se propondrán aiñie los mismos 
icionarios y en los mismos términos que las de divorcio, y se ez- 
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as las causas que las motivaii. Los joicíoa se 
imites ordioaños, como indicamos antes, sin 
I las que éstos requieren, 
loptaríiti ó (lictarán las providencias provi- 
bablado en el capitulo anterior, y serán apli< 
ts respecto de la admioistracián de los bie- 
iotar las que considere ccoducentes para U 
ses de la mujer. 

os legales diremos que respecto de las sen. 
se pronuncien en eetoe juicios, deberán se- 
rnos respecto de los juicios de divorcio (5). 
la sentencia quedarán bajo la potestad del 
8 mayores de cinco años, y bajo el poder de 
le esta edad y las hijas de toda edad, si de 
;es hubiere habido buena fe, sin perjuicio de 
an los padres ponerse de acuerdo, disponien. 
tna fe hubiere estado de parte de uno solo, 
r y cuidado los hijos de ambos sexos, salvo los 
, que se mantendrán en todo caso al cuidado 
cumplan aquella edad, 
smo, á la restitución de bienes y á la líqui. 
nancialee, como en el caso de la disolución 
jerte, y el cónyuge que hubiere obrado de 
ror del otro la parte que debiera correspoO' 
Ds gananciales. 

estas disposiciones ; pero en loe Territorios 
lue modifican las mencionadas. Anulado un 
aismo día cesan entre los cónyuges los dere. 
ia recíprocas que del contrato resultan, y si 
quiera de ellos, tendrá el culpable la obli- 
los perjuicios ocasionados, que se estimarán 
insideran, sin embargo, como legítimos los 
I matrimonio nulo, y quedarán bajo lajM>> 
ndo ser alimentados y educados á expensas 
cuyo efecto contribuirán con la porción de- 
!B que designe el Juez. Si el matrimonio se 
7 de loa cónyuges, serán de su cargo loa ex- 
iere medios para ello, y de no, senn del que 

>rome8as que por cama de matrimonio se 
ro cónyuge al que procedió de buena fe, sub- 
. declaración de nulidad, 
ocia se ordenará lo concerniente al enjuicia* 
o de los que resulten culpables, y se deter. 
i los derechos que correspondan al cónyuge 
en los bienes del otro, as! como la cuota con 
[tribuir & la restitución que deba verificarse. 
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Se decidirá sobre los iocidbntes que se hayan ventilado por las 
partes. 

5.° — El matrimonio disuelto ó anulado en otro de los Estados 
de la Unión, ó en país extranjero, en conformidad á sus respectivas 
leyes, pero que no hubiera podido disolverse ó anularse según las 
leyes cundinamarquesas, no habilita á ninguno de los cónyuges 
para casarse en el Estado de Cundinamarca, mientras el otro vivie- 
re; y el que, según las leyes del Estado ó país en que se contrajo, 
pudiera disolverse ó anularse en él, no podrá, sin embargo, disoL 
verse ó anularse en Cundinamarca, sino en conformidad á las leyes 
de este Estado. 

En los de la competencia federal, los casos de nulidad del ma- 
trimooio se aprecian y califican según el Código Civil de la Unión, 
y lo mismo en los casos de divorcio. Los que ocurran de separa- 
ción por divorcio ó nulidad se decidirán, sin embargo, en los Terri. 
torios cedidos ó que se cedan á la Nación, con arreglo á las leyes 
sustantivas del Estado á que antes pertenecía el Territorio respec- 
tivo, si con arreglo á las mismas leyes fué celebrado el matrimonio 
de que se trata; y los matrimonios celebrados en cualquier Estado 
que no sea aquél á que antes pertenecía un Territorio, podrán ser 
en éste anulados, y los cónyuges separados por divorcio, en virtud 
de las causas que autorizan la declaración de nulidad y el divorcio, 
según las leyes del Estado donde se contrajo el matrimonio. Esta 
disposición es aplicable al contraído en país extranjero, respecto 
del cual se pida la nulidad ó el divorcio. 

La existencia de las leyes que deban cumplirse en los men- 
cionados casos, se probará con copia auténtica de los disposicioniQ6 
que se aleguen, expedida por el Poder Ejecutivo ó el Tribunal Su- 
perior de la respectiva Nación ó Estado, y con la certiñcación de 
los mismos sobre su vigencia á tiempo de celebrarse el matri- 
monio (6). 

NOTAS DEL CAPÍTULO IV. 

(1) Art. 197 del Oód. Civ. del E. y sus concordantes del de U ü. 

(2) Artículos 198 á 207, 220 á 226, y 1,746 á 1,751 del Oódigo Civil del 
Estado ; 140 á 151, 169 á 175, y 174 á 1,743 del de la Unión. En discordan. 
cia está el artículo 1,742 de este Código con el artículo 1,325 del Judicial 
de la misma Unión, por cuanto éste dispone que sólo los cónyuges podrán 
demandar la nulidad del matrimonio, y que no habrá más partes que el cón- 
yuge demandante y el demandado. Véase el artículo 10 del mismo Código 
Civil que establece la prelación. 

(3) La Corte deNimes ha resuelto esta cuestión declarando que el perdón 
concedido á la mujer por el marido, después de sentenciada por adulterio y 
de ejecutoriada la sentencia, no favorece á su cómplice, y que éste no puede 
reivindicar la impunidad mediante apelación. 

La Corte consideró : l.*^ Que el marido ultrajado en su honor por el adul- 
terio de su mujer, encuentra en la ley penal medios de represión, pudíendo 
entregar el delito á los Tribunales, para que el Ministerio público se mueva 
«n interés de la vindicta pública ; 2.^ Que entre el adulterio y los otros de- 
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I }M,y nna diferoDoia, y m qao en el adalterio depende del marido dete- 
el procedimieoto en el caso de una reconoilíación con en mujer, lo que 
acede en loa demás delitos ; 3° Qae el le^lador, en el interás d« la 
ilia y de Ion hijas, ha obedecido í nn aentimiento fíoil de comprender al 
gar eate derecho, al permitir que el marido aea dueño de detener la ac- 

de la lej, aun después de condenada en mnjer. 

?ero bí deepnés de interpneata la queja, el marido In retira, queda ez~ 
nida la acción, y el cómplice como la mujer no serin procesados. Si la 
[a sigue su curso, 7 la mujer sentenciada no apela, puede el marido per- 
irla, 7 el cómplice no podrá goear de esta graoia. Esta es la doctrina 
. generalmente admitida. 

[loa panídarios de la opinión contraria invocan un decreto del Tríbnnal 
jssación, de focha 9 de Febrero de 1R30. 

Díceee que perdonada la mujer, debe eritarse un nuevo juicio, en qne 
iría en reputación y la de los allegados. Faradán observa que la mnjer 

ha sido condenadaporadniterio 7 deshonrada en el jnicio, nada tieno 7a 

perder, 7 que nada importa qne se aÍ¡T* un nuevo debate por la spela- 

. del cómplice. 

Téase la Bevüia general Í« Ugiilaáón, tomo LVII, página 147). 

;4> Art. 207 del Oófi. Oiv. del E. 

:5} Arla. SOS á 31S del Oód. Oiv. del E.; 1,321 7 1,323 á 1,325. del Oód. 

.delaU. 

:«> Arls. 215 á 217 del Gód. Oiv. del E., 7 1,3)3 del Oód. Jnd. de laü. 
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ÜKL JUICIO EJECUTIVO Ó ÜB LAS 

EJECUCIONES. 



CAPITULO I 

DEL PRIMEE PERÍODO DEL JUICIO Ó DEL PROCEDIMIENTO 

PREVENTIVO. 

Bbbitmbn :— 1.^ Nociones preliminareB ; naturaleza del juicio ejecutivo ; sus 
doB períodoB ; bu duración.— -2.^ Actos judiciales j documentos que traen 
aparejada ejecución ; consideraciones acerca de cada uno.— 3.^ Bequisi- 
tos para que pueda tener lugar el juicio ; quiénes pueden ser actores eje- 
cutantes y quiénes ejecutados ; plazo cumpliido ; cantidad líquida ; obli- 
gación expresa de entregar ó hacer alguna cosa determinada.— 4.^ Oómo 
debe formularse la demanda ; examen que debe hacerse del título exhi- 
bido, j término dentro del cual debe despacharse ó denegarse la ejecu- 
ción ; lo que debe contener el mandamiento ejecutivo.— 5.^ DiligenciaB 
que se practicarán después de dictado ; deberes del Juez de la causa ó del 
ejecutor ; notificación, embargo ó traba de bienes y su depósito ; pago de 
costas y bu regulación ; reglas que han de observarse : ampliación 6 me- 
jora de ejecución*— 6,^ Nombramiento de depositario ; su remoción ; fa- 
cultades, retribuciones y deberes del depositario ; prestación de ñanza de 
Baneamiento y sus efectos.— 7.^ Algo más sobre manifestación y denun- 
ciación de bienes ; orden establecido para el embargo ; bienes exceptua- 
dos de embargo y ejecución : beneficio de competencia ; disposiciones fe- 
derales.— 8.^ Cuándo los bienes que han de embargarse son de propiedad 
de terceros ó se encuentran en su poder ; leyes reformatorias en el Esta- 
clo.— 9.^ Modo de hacer las notificaciones en este juicio.— 10. Procedi- 
miento ejecutivo ó vía de apremio en negocios de comercio. 

1.^ — ^Indica el epígrafe de este título que vamos á tratar de la 
serie de procedimientos que establece la ley para que los acreedo- 
res puedan cobrar de sus deudores morosos sin la dilación y los 
dispendios de un juicio ordinario los créditos á su favor constituí- 
dos, de cuya legitimidad no debe dudarse, atendida la naturaleza 
del documento en que están consignados. Defínese, por esto, el 
juicio ejecutivo, el que se sigue por trámites breves y sencillos, á 
fin de que el acreedor pueda cobrar con prontitud su crédito. 

No se trata, pues, en este juicio, á diferencia de los declarati. 
vos ordinarios, de declarar derechos dudosos y controvertidos, sino 
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de llevar á efecto lo que está determinado, por el Juez, 6 oonsta de 
un título que por sí mismo hace plena prueba. El juicio ejecutivo 
no es propiamente un juicio, sino un modo de proceder para que 
se ejecuten y no se hagan ilusorias las obligaciones 6 lae deudas 
respecto de las cuales ha precedido un juicio, 6 que están apoyadas 
en títulos 6 instrumentos tan eficaces como una sentencia firme, que 
sirven para comprobarlas. Por esto el ejecutivo es un juicio esen- 
cialmente modal, y tiene por objeto, en primer término, la aprehen- 
sión ó el embargo, y después, la venta de los bienes del deudor y 
pago del acreedor. He aquí explicada la naturaleza especial del 
juicio ejecutivo. 

Ta dijimos en otra parte que la vía ejecutiva no puede acu- 
mulante á la ordinaria, por ser aquélla más rápida y de índole dis- 
tinta, la cual se ha establecido en beneficio de los acreedores ; pero 
advertiremos que el juicio ejecutivo no es un obstáculo para enta- 
blar el ordinario, en el que se ejercita una accién diferente. Pues- 
to que la ley deja & salvo el juicio ordinario, la sentencia de rema- 
te en el ejecutivo, aunque definitiva en su clase, no podrá oponer- 
se en aquél como excepción de cosa juzgada. 

Los procedimientos ejecutivos se dividen en dos períodos : el 
primero comprende desde que se entabla la demanda hasta la cita- 
ción para sentencia de remate, aunque algunos autores y aun al. 
gunas leyes fijan el término de este período cuando se ha dictado 
esa sentencia, en cuyo período se examina el título presentado, se 
decreta la ejecución, se embargan, depositan y avalúan los bienes 
del deudor ejecutado; el segundo comprende el período en que se 
cita para sentencia de remate y se surten otras diligencias de apre- 
mio hasta que se hace pago al acreedor. 

Aceptamos en tales términos la división de los períodos para 
el efecto de tratar en este capítulo de las primeras diligencias del 
procedimiento, que son preventivas y de apremio, y en el siguiente 
de las ulteriores y últimas que forman su complemento, conside. 
rando aquéllas como medidsus de aseguración de bienes suficientes 
para el pago de la deuda, y astas de defensa limitada, si se oponen 
las excepciones, persistiendo en la vía de ejecución y apremio, cuan- 
do se rechazaren ó no probaren dichas excepciones. 

£1 apremio, _6 el procedimiento de apremio, es el ra^o más 
característico en el juicio ejecutivo, como que es el modo general, 
8Í no el único en ciertos casos, de hacer cumplir obligaciones ya in- 
discutibles á aquéllos que voluntariamente no se prestan á ello. 

Para todos los efectos legales, se entiende que hay juicio eje- 
cutivo, desde que se notifica al deudor el mandamiento de ejecu- 
ción, hasta que se hace el pago al acreedor, ó hasta que se notifica 
la sentencia definitiva que mande cesar totalmente la ejecu. 
ción (1). 

2.^— Para que proceda el juicio ejecutivo es indispensable, que 
la acción ó la demanda se apoye en un título que tenga aparejada 
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men esta calidad j producen la vía ejecutiva U 

y documentos oue siguen : 

icia ejecutoriaoa -, 

icia que aunque por su naturaleza no cause ejeci 

tarse, BÍn embaído da apelación, por concederse éat 

efecto devolutivo ¡ 

Ltorias y los despachos librados en la forma legf 

1 y por los Jugados para la ejecución de un aot 

turas páblicas ; 

j de cambio contra los aceptantes, contra los etidf 
los libradores, en sus respectivos casos, conform 
mercio ; 

res 6 vales simples, y los picares al portador deb 
ados, y sellados en la oficina pdblica de R^'stri 
9 documentos privados reconocidos por el deudc 
iblecida, ó registrados en la oficina de Registro, pe 
r, ó BUS copias cuando han sido protocolizadas; 
!Íón judicial hecha ante Juez competente; y 
iones protocolizadas de los arbitradorea (2). 
DCumentos que traen también aparejada ejecució 
de Hacienda páblica, y trataremos de ellos en ( 
cío por jurisdicción coactiva. 
lOS ahora cada uno de los que dejamos menciona 
enumerados por nuestros Códigos Judiciales, 
la ejecución de las sentencias 6 de los actos jud 
<s ya la doctrina legal concerniente á ella en el ti 
Libro. 

is páblicas han de ser primeras copias, y si es un 
ter e&pedida en virtud de mandamiento judicial, 
la persona á quien deba perjudicar ó de su cauaai 
s para qué repetir lo que se entiende por et 
ni expresar de nuevo los requisitos que ha de teñe: 
imeras copias deben ser libradas por el Notari 
ibiere otorgado la escritura, y éstas son las que 11< 
jecución sin necesidad de cobejo, lo mismo que U 
I se han cumplido las formalidades legales, porqu 
timas y se tiene por cierto lo que en ellas aparee 

la prueba eu contrario. 

ica ocurren casos en que es difícil resolver co 
iones ; y en cuanto al mérito ejecutivo de las et 
>resentaD promoviendo la vía ejecutiva, se han su: 
que la jurisprudencia ha sido diversa y en que lo 
autores no han estado de acuerdo. Cuando se píd 
)r ejemplo, con una escritura en que se ve qu 

1 trasotirrido ya los diez aSos sefialados por la le 
ñon de la acción ejecutiva, | prestará mérito par 
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la ejecuciÓD ? ¿ Será exigible por esa vía la cantidad líquida y de 
plazo vencido, 6 la obligación expresa en ella consignada i No 
puede negarse que la obligación, pasados diez años, desde el día en 
que fué exigible, ha perdido su fuerza, y en este concepto la cues- 
tión está resuelta al no dar validez áesa obligación prescrita. Pero 
la prescripción es una de las excepciones admisibles en este juicio, 
y de las alegables por el ejecutado dentro de cierto término que la 
ley ha designado con este objeto. Ella da lugar, como toda excep. 
ción, á una cuestión de* derecho que no puede resolverse a priori^ 
sino mediante la prueba, y por tanto, el Juez no puede conside- 
rarla ni declararla de oficio, puesto que tampoco hay ley expresa 
que lo autorice para hacerlo. Podrá pedirse en su tiempo la nuli- 
dad del juicio por no ser exigible la cantidad, y alegada la pres. 
cripción en este sentido, deberá entonces ser estimada en el juicio. 

Háse discutido también si la prescripción de la acción eiecuti- 
va ha de contarse desde la fecha del vale ó desde el día del reco- 
nocimiento. Muy respetables expositores y comentaristas opinan 
por esto último, fundados en que no puede empezar á correr la 
prescripción antes de haber nacido la acción, ó de ser exigible la 
obligación, para lo cual es necesario ese reconocimiento ; pero la 
jurisprudencia tiene autorizada la opinión contraria con el fin de 
que no queden indeterminadamente inciertos los derechos. Es de 
este modo, en verdad, como se estimula el interés individual y se 
evitará la incertidumbre de los derechos indefinidamente. 

Sm muy posible que un menor ó ima mujer casada contraigan 
obligaciones cuyo cumplimiento se pida por la vía ejecutiva, y que 
para contraerlas no se haya dado la competente autorización judi- 
cial, si se trata de la hipoteca de una finca raíz del menor ó de la 
mujer. £1 Notario dice que ésta es mujer casada, { traerá la escri- 
tura presentada aparejada ejecución ? Obligada mancomunada- 
mente con su marido, jes título ejecutivo esa escritura contra la 
mujer casada? La ley no es clara y precisa como debiera serlo; 
pero ella, al enumerar los documentos que tienen aparejada ejecu- 
ción, ha prescindido en absoluto de toda cuestión de derecho que 
de los mismos puedan nacer ó suscitarse en el juicio promovido. 
Los preceptos son terminantes : la ley no distingue, y no podemos 
distinguir. £1 Juez, para decretar ó denegar la ejecución, debe 
tener en cuenta exclusivamente la forma del título, ó sean sus re- 
quisitos externos, porque éstos son los que determinan su fuerza 
ejecutiva ; y si la escritura ó el documento reviste todas las condi- 
cienes extemas que la ley exige para que traiga aparejada ejecu- 
ción, deberá despacharse, d ordenarse el cumplimiento de la obli- 
gación contraída. No debe olvidarse que el juicio ejecutivo no es 
declarativo sino meramente ejecutivo, ó sea un modo de proceder 
para obtener un pago. El derecho del ejecutante no es discutible 
sino en el segundo período de este juicio, si se oponen las excep- 
ciones, y sin perjuicio, como hemos indicado, de que pueda venir 
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el juicio ordinario en que deñnitÍTamente ae díeculao y resuel' 
las cueationee que afecteo el derecho de las parteü. 

Este concepto, que no tenemos por el mejor 6 más acerta 
parece apoyado en la naturaleza del juicio ejecutivo y en laa < 
posiciones l^ale» que establecen el término de la« oposiciones 
medio de excepciones. La juria prudencia, áa embargo, en algu 
países, segiío sus leyes, ha declarado que siendo nula la obligac 
que Gont^e la mujer casada, en tales términos, es evident* < 
con tales títulos no pueden librarse ejecucionos. 

Si las escrituras páblicas reúnen todos los requisitos lega 
aunque en ellas falten algunas circunstancias no esenciales, de 
que se exigen en cuanto á la redacción, esto, no obstante, tend 
el carácter y la fuersa ejecutiva necesarias para librar la eje 
oión. Pero si no está inscrita no hará fe y no será admisible, 
gún Tribunal ha entendido que ejercitándose con ella una acc 

r'Bonal, la falta de inscripción en nada inñuye para la validez 
obligación en ella contraída. Por nuestras leyes no traerá a 
rejada ejecución el título no inscrito. 

En el antiguo derecho no figuraban laa letras de cambio ei 
los documentos ejecutivos ; pero las extensas relaciones de la v 
moderna, provenientes de laa necesidades comerciales, determi 
ron á los legisladores á incluirlas dándoles la fuerza de escritt 
páblicas. Tienen fuerza ejecutiva, sin necesidad de reconocimie 
judicial, si el aceptante no ha opuesto tacha de falsedad á su ac 
tación al tiempo de protestar la letra por falta de pago, y si al 
cerse la protesta se alega la falsedad de la letra no será dooumc 
ejecutivo, ni podrá, en consecuencia, despacharse la ejecución qu 
funde en esa letra. 

Pero, i la letra de cambio es ejecutiva sin previo recou< 
miento de fínna, cuando ha sido aceptada por personas que no 
comerciantes, y no hayan puesto tac^a de falsedad á su aceptai 
al tiempo de protestarla por falta de pago 'i Laa letras de cam 
se consideran en este caao simples piaros sobre cuyos efectos se 
juzgadas por las leyes comunes 6 las civiles, no por las especii 
de comercio, á no ser que hubiesen aido libradas 6 aceptadas 
consecuencia de operaciones comerciales, y esto sin perjuicio 
derecho de loa tenedores á exigir el importe de ellas conforu 
las r^las de la jurisprudencia mercantil, de cualquier comercia 
que haya intervenido en las mismas, 

El artículo 410 del Código de Comercio es bien termina: 
Dispone que no siendo comerciantes los libradores ó aceptante! 
las letras, se considerarán éatas respecto de los que no tengan aqu 
cualidad, simples pagarés, y deducimos de aquí que deben c< 
prenderse en el número 4." del artículo que anotamos, y ser n 
nocidas judicialmente para que traigan aparejada ejecución, 
confirmación de lo cual, el citado Código ordena, en su aitíc 
539, que la acción ejecutiva de los valos y libranzas no puede e 
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cerse sino despu& de haber sido reconocida la firma por la persona 
que la puso y contra quien se dirige el procedimiento. Si el reco- 
nocimiento lo hiciere otra persona, no podrá entablarse el juicio 
ejecutivo ; pero podrá deducirse la acción correspondiente en el 
ordinario. 

Es tan general y tan absoluto el precepto de la ley que, en 
opinión de los comentadores, debe ser aplicado en todos los casos 
sin excepción. Aun cuando el portador no haya opuesto tacha de 
falsedad á la firma en el acto del protesto, no podrá despacharse 
ejecución si se omite el requisito del reconocimiento. No sucede 
lo mismo, como ya indicamos, cuando la acción se dirija contra los 
aceptantes respecto de los cuales la ley no exige este previo reco. 
nocimiento de firma. El artículo 517 del Código no deja duda, 
pues en él se dispone que *' no será necesario dicho reconocimiento 
judicial, por parte del aceptante que no hubiere opuesto tacha de 
falsedad á su aceptación al tiempo de protestar la letra por falta 
de pago, y que se decretará la ejecución en vista de la letra acep- 
tada y del protesto, por donde coñete que no fué pagada.'* 

Con respecto á los endosos debemos advertir que para que una 
letra, ó una libranza, ó un vale endosado preste mérito para la eje- 
cución, no será preciso que todos reconozcan sus firmas. Bastará 
que reconozca la suya aquél contra quien, en su caso, haya de pro- 
cederse ejecutivamente ; pero si dentro del término que tiene el 
ejecutado para proponer excepciones alegare la falsedad de uno 
de los endosos, el que haya sido tachado de falso deberá ser com- 
probado por el demandante en el término de la prueba que en este 
juicio se concede (3). El endoso,^ sea ó no comerciante el que lo 
l^c^» produce garantía del valor de la letra, según el artículo 410, 
ya citado. 

El 402 del Código determina todos los requisitos ó circunstan- 
cias que deben contener las letras de cambio, y el 431 los tér. 
minoa de la aceptación, i Serán documentos ejecutivos, si en ellas 
falta alguno ó algunos de los requisitos ó circunstancias exigidas ? 
i Extendida una aceptación en otros términos, será eficaz en juicio? 
Sostiénese con éxito la negativa en ambos supuestos, porque el ar- 
tículo 414 preceptúa que, si en la forma de las letras faltare algu- 
na formalidad, se considerarán como pagarés á caigo del librador 
y en favor del tomador, los cuales no pueden surtir en juicio los efec- 
tos que el derecho mercantil les atriouye, y porque el artículo 431 
dispone que la aceptación debe concebirse necesariamente con la 
fórmula de " acepto ó aceptamos," declarando que puesta en otros 
términos es ineficaz en juicio. En el caso, pues, de una letra acep- 
tada con estas palabras " es corriente," ú otras semejantes, esa 
aceptación no sería eficaz en juicio. 

Ha ocurrido otra duda : la de si será ejecutiva contra el libra- 
dor una letra que no fué presentada á la aceptación, y que fué pro- 
testada por falta de pago. Se ha resuelto negativamente, con 
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arreglo i'i lo dispuesto eu ul artículo 428, porque cesa la respoi 
bilidad del librador cuaado el tenedor de la letra no la hub 
presentado d hubiere ooiitido protestarla en tiempo y forma, 
tal que pruebe f\p.a al vencimiento de la letra tenía hecha pr 
BÍón de fondos para su pago en poder de la persona á cuyo cí 
estaba girada, en cuyo caso, ñ el tenedor sufre algdn perjuicio, 
be él imputárselo á sí mismo por su negligencia, y porque, hab 
doee hecho esta prueba, procedía oponerla excepción de caduci 
que admite el articulo 518, la cual está comprendida contr 
acción ejecutiva de las letras de cambio, entre las e^iecialea y 
mieibles en el juicio (4). 

El reconocimiento de que trata el número 4 ° del articulo 
anotamos, deberá hacerse bajo juramento ante la autoridad y 
cia), y no es máií que la declaración ó confesión del hecho de & 
no del deudor la tirma puesta en el documento exhibido, ó de 
cierta la deuda. 

En realidad, el documento privado uo es guareatigio, y no 
ue por sí súto fuerza ejecutiva sin el reconocimiento o confesiói 
EU certeza. Mientras tanto sólo puede tener la de una informa* 
Homaria ; pero revestido con la formalidad del registro adquier 
fuerza Bufícieute semejante á la de una escritura pública. 

Al tratar este artículo de los documentos privados y de su 
conocimiento, no dice que se practique ante Juez competente, C( 
lo dice hablando de la confesión. No Ke exige, pues, determin 
competencia, ú sea la conferida para librar la ejecución, aun 
el reconocimiento equivale á una confesión, y as! debiera ser. 

Si el documento que ha sido firmado á ruego, ó por mam 
del deudor, por no eaber firmar, fuere reconocido por quien lo 
mó, no biisiari't el reconocimiento de éüte para preparar la acc 
Su declaraciiíii no sería más que la de un testigo; y si aparee 
suscrito ]>or dos testigos, y éstos depusieren en Tos términos ya 
choH ea el capítulo De la prueba instrumental ó literal, result 
do que el documento es cierto y legítimo, i esta prueba de test 
servirá para preparar la ejecución, ó suplirá la falta de recon 
miento i Nuestra jurispruHebcia, do acuerdo con la ley, ha res 
to el punto afirmativamente, pero eii desacuerdo con los bu( 
principios. El reconocimiento es un hecho personal, y ninguna 
gislacióu admite la prueba de testigos en tales casos. 

No encontramos, sin embaído, inconveniente en que se pid; 
heredero el rfewuocimiento de un documento privado que finuí 
causante. Si r»cot<oce ser del causante la firma ó el contenido 
tendrá un» (otifbsióndeladeuda, y procederá la ejecución en vii 
de ooufosiótt tan terminante. Parece imítil advertir que si a< 
recoQOce la firma, ó mi se confiesa la deuda, el acreedor uo po 
hacer uso de su derecho sino en la vía ordinaria. 

Expusimos ya en el Título De la prueba todo lo relativi 
procedimiento en el caso de que uo comparezca el deudor citad 
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agregaremos, que si compuiece y se prebta á declarar, iiianifestauda 
que no puede, con cualquier motivo, asegurar si es ó no suya la 
firma, 6 no confesare la certeza de la deuda, no le quedará al aeree- 
dor otro recurso que acudir al juicio declarativo. Puede recono- 
cerse la firma y á la vez negarse la deuda, y en este caso bastará 
el reconocimiento de firma, porque supone la existencia y legi- 
timidad de la obligación, sin perjuicio de las excepciones que 
competan al ejecutado para invalidarla. 

El precepto de la confesión judicial está tomado de una ley de 
la Novísima Recopilación (la 4.*, Tít. 28, Lib. 11). La confesión 
ha de ser de la deuda, y el Juez competente de que habla la ley 
ha de ser el que lo sea para decretar la ejecución y conocer del 
juicio. 

La solicitud del acreedor deberá dirigirse á dicho Juez, y tendrá 
por objeto obtener que el deudor declare acerca de los puntos de- 
terminantes de la prueba requerida, para que quede justificado que 
se le debe una cantidad líquida y de plazo cumplido, circunstancias 
indispensables para fundar la acción ejecutiva, como lo veremos. 
Esta confesión puede ser (maUJicaoUi, ya divisible ó ya indivisible, 
segón hemos explicado ; siendo de notar que la divisible tiene 
fuerza ejecutiva y no la indivisible. Si al confesar uno, por ejem. 
pío, haber recibido de otro una cantidad, alega que lo fué en pago 
de una deuda, ó con otro motivo que no constituya obligación de 
restituirla, esta confesión no prestará mérito para la ejecución ; 
pero si el confesante declara que es cierta la deuda, y que la ha 
pagado, ó que está prescrita, ó que es nula, procederá la vía eje- 
cutiva, reserTándose al deudor el derecho de oposición en su tiem- 
po. Es claro que en el caso primero se niega la deuda y en el 
segundo ^e confiesa. 

Conviene expresar en el escrito eu que se pida la confesión, y 
lo mismo en el que se pida el reconocimiento, que se hace para 
preparar la ejecución. 

La confesión hecha en juicio ordinario, en la contestación de la 
demanda, ó después, no puede servir para prondover el juicio eje- 
cutivo y abandonar el ordinario. Tampoco la que aparezca de la 
demanda. 

Respecto de los laudos compromisorios 6 sentencias pronuncia, 
das por arbitradores, su protocolización es necesaria. Es el requi- 
sito que se exige, aunque ese hecho por su naturaleza no aumenta 
su fuerza. 

3.° — =Segun la antigua JuriRprudencia, eran cinco los requisitos 
necesarios para que pudiera tener lugar el juicio ejecutivo, á saber: 
acreedor con derecho; deudor cierto; plazo cumplido; cantidad 
líquida y título ejecutivo. Hoy también son indispensables los mis. 
mos requisitos. 

Trataremos de cada uno de ellos, debiendo recordar que los 
documentos ó actos judiciales de que tratamos deben estar escritos 
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desigaado por las leyes y con las fo 
;flD, segilo los caaos (5). 
edén serlo los que teogan á bu favor 
lar el pago de una deuda 6 el cumpl 
;ta, ó ya por trasmisión legítima. ] 

coD la demanda, además del títult 
credite la traemiaión del derecho, 
jden Berlo todos los que resulten 
cumento ejecutivo. El sucesor 6 hei 
sausante hasta el importe de los bi< 
arénela á benefício de inventarío, ; 
implemente ó tiiu este beneficio, esl 

deudas. Es de observar que los bt 
os in aólidum, es decir, por la tota 
la parte que les corresponda de hereni 
inca hipotecada por el difunto, en c 
se coutra el poseedor. Cuando une 
le lo que le toca, tendrá derecho pa] 
acutiva, siempre que obtenga la caí 
los coherederos. 

;n los negocios de la competencia 
.evar adelante la ejecuciiin contra loi 
ias después de la notifícacióo judi 

de la comj>etencia del Estado es ] 
einta días después de la notifícacij 
)e hiciere, los títulos contra el dif 
paralizándose las actuaciones (7). 
a legal continuaren los juicios pe 
ion del deudor síti eea notificaciiSi 
ücularse para que se declare la nuL 
idas con posterioridad al día en qu 
ro no tendrán los herederos este der 
xpresamente por sabedores de alg 
«, 6 cuando se hallen representados i 
16 constituya el difunto, que bien 
ion de los trámites por no haber i 
do de tiempo (8). 
' que hay otras personas contra quii 
3I heredero usufructuario de todos 
o dirigirse la acción fi la vez contra 
ta del perjuicio de ambos ; el fide 
irío de todos los bienes; el socio / 
la parte que le pertenezca, en n 
ntraido ; el deudor del deudor pñ: 
ód ó sin ella, en los caswi determiiu 
), por la mitad de las deudas que ha; 
a marido, ó rate sólo en cuanto alot 
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tad de gaDanciales ; y si ambos se obligaron in sóUdum, por todo 
el importe de las deudas, á no ser el caso de la renuncia de los 
gananciales antes del matrimonio ó después (9). 

Pero no podrán ser ejecutados los terceros poseedores que 
adquirieron los bienes del deudor por venta, permuta, donación ú 
otro titulo. Esta regla, que es general, admite las excepciones si. 
guientes : a) cuando ia cosa que pasó á un tercer poseedor se halle 
hipotecada especialmente á la deuda ; b) cuando el tercer posee, 
dor adquirió la cosa por un título evidentemeote nulo ó contrato 
simulado ; c) cuando la tiene en depósito, comodato, arrendamien. 
to ó empr^tito, porque no posee eu nombre suyo ; d) cuando tie- 
ne los bienes de la mujer deudora en calidad de dote ó paraferna- 
les ; e^ cuando el deudor, para eludir su deuda, enajena la cosa 
demandada después de emplazamiento ; f) cuando el tercero com- 
pró al contado la cosa del deudor y aun no ha pagado el precio, 
puesto que el deudor conserva el dominio sobre ella ; g) cuando el 
deudor que vendió la cosa no la ha entregado al comprador, ó cuan, 
do en caso de venta de finca raíz no se ha verificado la tradición 
legal de ella, porque sin esta formalidad no se constituye dueffo 
ni poseedor el que la hubiere comprado. 

Plaao cuiR'plido. Ordenan nuestros Códigos Judiciales que sólo 
traen aparejada ejecución los documentos y actos que hemos men- 
cionado, de la obligación expresa y de plazo cumplido que de ellos 
resulte de pagar una cantidad líquida, ó de entregar ó de hacer 
algana cosa determinada (10). 

Necesario es que haya vencido el plazo de la deuda ó de la 
obligación contraída para que sean exigibles, y de consiguiente, sin 
concurrir este requisito no podrá precederse en la vía ejecutiva. 
Asimismo, la obligación contraída á día cierto ó bajo una condi. 
ción posible, tampoco podrá exigirse hasta que llegue el día ó se 
cumpla la condición (11). 

Si en el documento no se determina el plazo para el pago, de. 
herá considerarse vencido, pasados treinta días de la entrega, y con. 
cediéndase además al deudor el termino de diez días para el pago ; 
7 si se hubiere pactado pagar cuando fuere posible, el Juez podrá 
fijar el termioo, como en otros casas de que hablaremos, habida 
consideración en aquél á las circunstancias del mutuante y del 
mutuario y xx los términos del contrato. Los Códigos Civiles lo 
prescriben así, y aunque los Judiciales dicen que el plazo ha de 
resultar del mismo documento, si no resulta, será el caso de apli- 
car la ley civil, porque el plazo puede ser expreso ó tácito, y es 
tácito el indispensable para cumplir la obligación (12). 

Cantidad líquida. Este requisito de que sea líquida la cantidad 
que se demanda es también tan necesario como los anteriores. Si 
DO lo es, no podrá saberse lo que el acreedor tiene derecho á per* 
cibir, y es ÍMudable que la liquidación, cuando está sujeta á prue- 
l»as, hay que practicarla en juicio previo por trámites ordinarios. 

4 
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Los autores y prácticos considerao líquida una caiit: 

Ere que pueda contarse ó calcularse, y entiéodese por ta 
ódigo de la Uuióo, la que puede expresarse por un guai 
determiuado, bíd esbtr sujeta á deducciones iudeterminadE 
ciertas. Las leyes se reñeren á dinero efectivo, y por 
hacer pago al acreedor, ee avaldan y se veudeo los bienes 
dos del deudor, ya se trate de uu préstaoio de dinero, 
obligación ile entregar cantidades de otra especie, ya de 
gación de hacer ó no hacer. Se liquida eu equivalencia 
rario, y los perjuicios se liquidan fijaudo ru icaportaucia 
bajo juramento, aegiln veremos (13). 

Obligación de entregar ó de hacer. De los Códigos ' 
marón nuestros CiSdígos Judiciales algunas disposiciones 
materia, niguiendo el principio de que toda obligación de 
de hacer 6 no hacer, se resuelve en la de iodeniDizar los | 
Cuando la obligación que se ha de ejecutar no sea lí 
el pago de una cantidad, sino la de eatregar una cosa deti 
el acreedor, al pedir la ejecución, estimará bajo de jura 
penuicios que se le causea en el caso de no entrega de 
el Juez, eo lugar de ordenar el pago de alguna cantida 
drá : 1.° Que el ejecutado eutr^ue inmediatamente h 
se demanda; 2° Que si no la' entrega estando en su pof 
bargue y deposite la misma cosa, y además se embargue» 
ten bienes suficientes para cubrir las costas ; y S." Que 
no está en poder del ejecutado, se haga el embargo de elU 
fuere el que la tenga, ó de bieoes bastantes á cubrir e 
los perjuicios jurados, según elija el ejecutante. 

bí la obligación fuere de hacer alguna cosa ó de ejecu 
hecho determiuado, se estimarán igualmente los perjuic 
dos por la falta de cumplimiento, j el ejecutante podrii ] 
elección: 1." El cumplimiento del hecho; 2° La indei 
de los perjuicios por la infracción del contrato. Si se pi 
mero, el Juez, al librar la ejecuoióo, sefíalará un térmim 
cial para el cumpHmieuto de la obligación, y dispond: 
caso de que no se cumpla dentro del término señalado, 
barguen al ejecutado bienes que cubran con su valor los i 
eetiuiatlos ; y si se pide lo segundo, deberá librarse la 
directamente para el pago de la cantidad en que dichos | 
fueron apreciado;. En la regulación de éstos se tendr^'i 
que kí el hecho podía aun ejecutarse ó hacerse la cosa i 
en que se pidió la ejecución, la ÍDdemui»ación ee reducirí 
se costearía eu caso de que un tercero hiciera esa misma 
los daSos que se cansen ó hayan causado por la demora. 
Ed el caso de que el ejecutante pida el cumplimienl 
cho 6 de la obligación, podrá pedir también la indemniz 
la demora hasta el día que se cumpla, y se estimarán los ) 
d«I modo indicado. EL juez debe expresarla cantidad y i 
término para el cumplimiento. 
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La o«:timación jurada deIo<$ perjuicios está sujeta á modificacio- 
Des. Decretada una ejecucióu para que se paguen, luego que se haya 
intimado y se hayan embargado bienes al ejecutado, antes de que 
se cite para sentencia de remate, podrá éste reclamar contra la 
estimación hecha, y el Juez, en este caso, no citara para sentencia 
hasta tanto que sé practique la regulación de los perjuicios, y man- 
dará que se haga por peritos nombrados por el ejecutante y el 
ejecutado, ó por el Juez, en los términos prevenidos en el capítulo 
6.^, título 2.^ Esta reclamación puede entablarse desde que se haya 
notificado ó intimado el acto ejecutivo, y se llevará en cuaderno 
separado sin suspender el curso del inicio en lo principal. Al efec« 
to, cuando se comisionen dichas notificación ó intimación, se acom. 
pañará copia de esta diligencia al escrito en que se haga la recia- 
clamación (14). 

Es claro que cuando en el documento ó acto judicial, en virtud 
del cual se ha decretado la ejecución, se ha fijaao la cantidad que 
como indemnización deba satisfacerse, no se aplicarán las disposi- 
cíones antedichas. El Juez tendrá que conformarse con lo conveni- 
do por las partes ó con lo determinado en la sentencia y deberá en 
sa auto expresar esta circunstancia (15). 

4.^ — ^La demanda ejecutiva debe formularse en los términos pre- 
\enido6 y ya explicados, para la ordinaria, conteniendo, además, la 
protesta de. abonar los pagos que sean legítimos para no incurrir 
en el defecto de la phíe petíiion. 

Cuando á im Juez competente se presente por parte legítima 
un escrito con los documentos necesarios, ó después de preparada 
la demanda por medio de la confesión ó del reconocimiento judi. 
cial, y se pida que se decrete la ejecución de la obligación que estos 
documentos ó actos expresan, el Juez la despachará ó la denegará 
dentro de veinticuatro horas sin citar ni oír al deudor (16). 

Examinará el título presentado para cerciorarse si reúne los 
requisitos y las circunstancias requeridas, y si juzgare que faltan 
éstas ó que no procede la ejecución, dictará un auto sencillo de de. 
n^ación expresa de ella. Entiéndase que la prevención de que no 
se dé audiencia al demandado, no es impedimento para que éste 
pueda promover la cuestión de competencia de jurisdicción, que en 
nada se refiere al fondo de la demanda ejecutiva. Al demandado 
se concede el recurso de apelación contra la providencia en que se 
mande despachar la ejecución, y se le considera parte en los autos 
desde que se le notifica dicha providencia. 

Examinará también la demanda y los demás documentos que 
se pres^iten con ella para cerciorarse también sí se han cumplido 
las disposiciones generales sobre su fundamentación. Eiste examen 
es necesario para ver si aquélla está formulada debidamente, y si 
el ejecutante ha justificado su personalidad ó la de su poderdante, 
6 tiene derecho para pedir. Si observare cualquiera de estos defec- 
tos de forma, el Juez repelerá de oficio la demanda ; y luego que 
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lolverá en el fondo sobre si procede 6 
ía la reaolución sobre la forma, ya sobi 
le dictarla sin citai ni oír al deudor, y e 
lión á que aludimos (17). 
jr, en el escñto en que pide que su deuc 
a, solicitare además que eiendo reconoc 
ez, luego que se practique el reconocim 
I ausente el deudor, decretará la ejei 
documento prestare mérito para ello, ej 
Bncias posibles, esto es, notíncando el au 
,1 embargo de los bienes (18). 
cretodela ejecución debe contener: a) 
ejecutiva con expresión de la cautidaí 
nombre del deudor ejecutado y el de 
ota; siendo estos nombres los que resu 
amentos presentados, & menos que la 
80 6 que se persiga una finca hipotec 
resará el nombre de la persona que ee 
il ejecutante, y bajo su responsabilidad < 
iia finca, debiendo ser embargada par 
tente la accián personal que al censual: 
; c) la intimación al deudor de quecfer 
fierle saber el auto citado para nombrar 
e los bienes que haya lugar á embarj 
ídolos en el acto de la notificación, ó n 
no residan en el lugar del juicio, 6 que 
iptar el nombramiento, los nombrara e 
tor, en su caso (19). 
también en cuenta que cuando haya de 1 
tud de un documento que dé derecho 
d por la cual se ha otorgado, bien por 
isiciÓD de la ley, el Juez deberá despac 
intereses hasta el día en que se verífic 
iqiiidarán dichos intereses por el Juez 
r (20). 

3sta disposición se ofrece una duda: la ¿ 
it«re5es autes, al dictarse el auto de I 
ID préstamo de cantidad determinada, ( 
erminado, si el acreedor pide que se lit 
r el principal de la deuda, sino por dict 
ita el día de la demanda, jno deberá 
líquida á que asciendan esos intereses ? 
i principal sino los intereses también, a 
, en razóu á que se establece su cuant 
latemática la cantidad á que ascienden. 
D el aute de ejecución, ^e procederá inmi 
liligeDciaa ejecutivas por el mismo Juez 
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6 por el Juez de Distrito, á quien aquél comisione, si lo tuviere á 
bien, lo que podrá hacer siempre, excepto en el caso ya indicado, 
en que el acreedor haya pedido que se trabe la ejecucicni en el acto 
del reconocimiento. Si las diligencias hubieren de practicarse por 
comisionado, el Juez ordenará que se libre el correspondiente des- 
pacho 6 exhorto que podrá entregarse al ejecutante, quien sin ne- 
cesidad de escrito lo presentará á dicho Juez comisionado. En el 
despacho el comitente señalará un término dentro del cual deberá 
llenarse la comisión, y empezará á correr desde el día en que al 
Juez de Distrito 6 al que fuere comisionado se le presente el des- 
pacho 6 exhorto librado, y se haga constar este hecho por una no. 
ta que extenderá el Secretario y suscribirá también el ejecutante 
y un testigo (21). 

Las autoridades administrativas pueden ser comisionadas para 
el embargo, deposito y avalúo de los bienes en que se haya hecho 
la traba por manifestación del ejecutado, 6 de los que se hayan 
mandado embargar por denunciación del acreedor (22). 

£1 Juez de la causa, cuando proceda por sí, ó el comisionado, 
en su caso, cumplirán los deberes siguientes : 

a) Notificar personalmente al deudor el auto de ejecución, 
cuya diligencia se firmará por el Juez ejecutor, por su Secretario 
y por el ejecutado, haciéndolo un testigo en vez de éste, si se 
denegare á firmar, ó no supiere hacerlo. Esta notificación, y todo 
lo que al deudor se refiere, en las diligencias que deban practicar- 
se, se entiende que podrá hacerse con un apoderado suficiente- 
mente autorizado ó con el defensor que, en los casos que los 
Códigos establecen, puede nombrarse (23). 

Cuando la ejecución se haya decretado contra uoa persona 
jurídica ó una comunidad, sociedad industrial ó de comercio ; con- 
tra un menor ; un ausente á quien se le hubiere nombrado cura- 
dor ; un disipador ; un demente, ó un sordo-mudo, privados por 
decreto judicial de la administración de sus bienes, ó contra la he- 
rencia yacente, ó proindiviso, la notificación del auto se hará á sus 
respectivos representantes, y con ellos se entenderán las diligencias 
y todo el juicio hasta su terminación. 

Si la cosa embargada como especialmente afecta al pago, fuere 
una nave, cuyo embargo y remate se hubiere solicíitado para veri- 
ficar el pago de la tripulación, de sumas tomadas á la gruesa 
ventura, ó de otra deuda de que sea responsable legalmente, las 
notificaciones para todos los efectos del juicio se entenderán con 
el Capitán, el dueño ó el consignatario, si quisieren aparecer, 
y si no con un defensor. El defensor que llenare cumplidamente 
el encargo, tiene derecho á una compensación de sus servicios que 
señalará ó regulará el Juez prudencialmente, y se deducirá como 
en razón de costas del producto en venta de la cosa ejecutada. 

De consiguiente, cuando la ejecución se dirija contra una cosa es- 
pecialmente afecta al pago de la deuda por hipoteca expresa ó tácUa^ 
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notificaciones con el deudí 
ere ser habido, y si no con 
nar las formalidades del juii 
tnto haya lugar, y tendrá deti 
6a de sus servicioB, como it 
rías pueden entablarse ante ( 
ica; ante el del lugar que si 
el del lugar en que se celel 
emandado, 6 ante el Juez á ( 
I partes por el mismo cootrat 
juicios sobre nulidad y rescic 
deudor que en el acto de la i 
1, de conformidad con el d 
to, se consignará el pago en 
il Juez, suspendiendo el em 
creedor la suma condignada 
o ; pero si la consignación se 
ra impedir el embargo, y coi 

la oposición á la ejecución ] 
)ara cubrir la deuda príncip 
tfecto el embargo respecto d 
tregará al acreedor la canti 
pósito. 

e cai^o del deudor ejecutado 
el acto de la notificación ó i 
an por principal y costas, y s 
luy justo que responda de su 
!a vía judicial y se aventun 
de un juicio, es porque ha pi 
i medios conciliatonoB para 

Btimar si los bienes presenl 
r la deuda y costas, se hará p 
lo que éstas puedan impertí 
i reserva de hacerse á su ti 
i. calcular también la suma i 
nsiones, frutos, etc., como a( 
Liidarse hasta el día del pi^o 
no jmgo, exigir al deudor qi 
agar lo que se le demanda 
}. El Código de la Unión dif 
judor que, bajo de juramen 
1 p^o, y cuáles presenta al • 

bienes, exigirle un fiador dt 
edor. 
en el acto, los bienes que < 

deudor ; depositarlos y bacei 
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tanidad por peritos nombrados por las partes 6 por el^iismo Jues 
ejecutor, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo 6.^, título 
II dé este libro. Entendemos que debe prescindirse del nombra, 
miento de peritos, cuando de antemano hayan convenido ejecutante 
y ejecutado en el precio en que debían subastarse las cosas que 
han de ser objeto de licitación, 6 si fueren muebles los bienes em- 
bargados, cuando los interesados hubieren fijado en el contrato la 
cantidad por que, en su caso, debieran ofrecerse en venta. 

f) Si el ejecutado no paga ni presenta bienes suficientes, pres. 
tando la correspondiente fianza, embargar, depositar y hacer ava- 
luar los bienes que el acreedor, jurando no proceder maliciosamen. 
te, denuncie como de la propiedad del deudor. El embargo, como 
hemos indicado, no se ha de extender á otros bienes que los 
que se consideren necesarios para cubrir la cantidad demandada y 
las costas. Los que se embarguen han de ser de la propiedad del 
ejecutado, y si en el acto de embargarlos se presentare un tercero 
reclamándolos como suyos, se pondrá de ello la debida constancia 
en los autos, dejando en salvo su derecho para que entable la ter- 
cería correspondiente. 

g) Dictar todas las providencias oportunas y necesarias para 
la suspensión del pago de cualquier sueldo, pensión, renta, depósito 
6 cantidad que pertenezca al demandado y que él baya manuesta- 
do ó se le haya denunciado (26). 

Cuando el producto líquido anual de la renta, sueldo ó pensión 
comprendido en el embargo, sea fijo en su cuota, no será necesario 
el avalúo, y el acreedor podrá escoger, ó la percepción de lo embar- 
gado en los mismos términos que lo hacia el duefio ó deudor eje- 
cutado hasta extinguir totalmente la deuda ó la venta anticipada 
del producto de un número de meses ó afíos, bastante para cubrir 
la deuda y las costas. En el primerease, el acreedor tiene derecho 
al interés anual de las porciones que en la época de cada abono 
vayan quedando sin cubrir, y se incluirá en la suma total lo que 
importen las costas, estimándose el interés, si no estuviere sefíala- 
do, en un doce por ciento anual. En el segundo caso, se sacarán á 
remate, en la parte embargada, tantos meses ó afíos de réditos, 
sueldo ó pensión, cuantos sean necesarios, á juicio del mejor postor, 
para cubrir de presente y de contado la suma total de la deuda y 
costas. El mejor postor será, en este caso, el que ofrezca dar dicha 
suma por un número menor de meses ó aSos. 

Pero cuando el producto anual de la renta embargada no sea 
fijo sino eventual, los avaluadores deberán estimar aproximada, 
mente su monto ó cuantía, en virtud de los datos que puedan 
obten^ y que investigarán cuidadosamente. 

Bajo la pena de quedar constituida en las obligaciones de un 
fiador de saneamiento la persona que debe pagar la renta embar. 
gada, el Juez ordenará á ésta que presente una relación jurada en 
que conste el origen de la reata, su ci^tal, los bímieB que la ase» 
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guren si fiAra hipotecaria y las caicas que la grave 
declarará el autor de la relación si se han necbo antee 
otros embargos judiciales de la misma renta; y se in 
pena dícba, do b<51o por no presentar la relación 6Íno p 
falsedad que en ello se cometa, sea para favorecer ó ] 
car al deudor ejecutado. 

Uua vez embargada la renta anual do un deudor, m 
en favor de otros acreedores, sino cuando ha pf^ad< 
y quede libre dicha renta en alguna parte, <S para el t 
qnede. 

Cuando no sea dinero lo embargado, ni renta an 
hecho el embaí^, es conveniente proceder Á su justii 
avaluadores nombrados ; y si fueren créditos á favor c 
86 estimarlo segán el grado de solventabilidod que ten 
de los mismos avaluadores. Los «iocumentoa de deuda ] 
timarán segán el precio á que se coticen en el mercad 

Paréceoos justo que cuando la deuda consista en ( 
especies quese cuentan, pesanómiden, se haga la coi 
metálico, si no hubiere pacto eu la obligación, por el 
que tuviere la especie en el mercado, acreditado por < 
es posible, quedando á salvo su derecho al deudor pan 
ducción, ai acreditare que hubo exceso ; y que cuando 
sista en efectos de comercio, se liquide su equivalencif 
rio también por loa precios del mercado de la plaza, si 
iaos corredores, si los hubiere en ella, y sino, por dos < 
quedándole salvo al deudor el derecho para pedir 1 
en BU caso. 

£1 mismo procedimiento creemos que debe s^uirs 
do, ei la deuda fuere de efectos públicos 6 de cuale: 
valores admitidos á negociación en Bolsa, haciéndose 
ción de su valor efectivo en metálico por el precio de < 
el día del vencimiento de la obligación, porque en esle 
do empieza á deberse la cantidad, y se hace exigibl 
como este precio puede estar- fijado oficialmente, en 
remates de los documentos de deuda pública, sí de e 
es claro que no tendrá el deudor ese derecho para pe< 
ción en tal caso, porque en éste no es posible el exce 
que debe atenderse al día del vencimiento de la o 
todo caso, para hacer las expresadas computaciones. 

£1 acreedor ó loa acreedores del ejecutado pueden ci 
embargos, y como esta diligencia tiene por objeto aseg 
de la deuda en lo principal y coatas, no se podrá efect 
los bienes del deudor, según indicamos poco aiítes, 
aquéllos que basten para la satisfacción ó reintegro d 
Por el derecho antiguo la traba ó el embargo consistía 
ligencia en se manifestaba que todos los demás bienes c 
de ta pertenencia del deudor, quedaban tácitamente ei 
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responsables al pago del crédito que se reclamaba ; pero hoy no es 
así, 7 DO podrá, en consecuencia, extenderse esta diligencia en tales 
términos por estar alM>lida8 las hipotecas tácitas. 

Cuando resulte que los bienes embargados son insuficientes, 6 
que pertenecen á otra persona, podrá hacerse la ampliación ó me- 
jora de la ejecución, como lo explicaremos adelante. Es indudable 
quesieodosu objeto el que se cubran el principal y las costas, pro- 
oede en justicia la ampliación en los casos determinados por la 
ley, y así se practica. 

No disponen nada nuestras leyes para el caso en que durante 
el juicio ejecutivo y antes de dictarse la sentencia de remate, ven- 
ciere algún nuevo plazo, el que se proceda, si así lo pidiere el actor, 
á ampliarse la ejecución por su importe, sin necesidad de retro- 
ceder. Creemos que no hay inconveniente ninguno legal para consi- 
derar comunes á esta ampliación los trámites que la hayan precedido 
y que obran motives de conveoiencia para las partes en la adopción 
de este procedimiento en el mismo juicio, evitándose así imo nuevo 
con los gastos y la pérdida de tiempo que serían inevitables en caso 
contrario. 

6.^ — ^El nombramiento de depositario corresponde al ejecutado, 
excepto cuando no lo nombre en el acto en que se le prevenga ha- 
cerlo, en cuyo caso se hará por el Juez ejecutor, y lo nombrará 
áste también cuando el designado por el ejecutado no quiera ó no 
pueda aceptar el encargo, ó no resida en el lugar del juicio. Uca 
ley reformatoria del Código Judicial del Estado dispone que el 
ejecutado está en el deber de hacer que el depositario comparezca, 
dentro del término que el Juez fije, á aceptar el nombramiento y 
recibir el depósito de los bienes embargados, término que puede 
prorrogarse por tres días ; pero si vencidos, el depositario no se 
hubiere presentado ó no ha aceptado el cargo ni recibido el depó- 
sito, corresponde al Juez ejecutor hacer el nombramiento (28). 

Si los bienes que se han de depositar son establecimientos in. 
dustriales ó haciendas, de cuyo manejo no podría separarse á su 
dueño sin un gran trastorno en los trabajos, se nombrará en lugar 
de depositario un interventor, y tanto éste como aquél, en su caso, 
tendrán los deberes y las funciones que la ley les atribuye y que 
son anexas á su encargo. 

Para los bienes muebles que se hallen en un mismo lugar, se 
nombrará un solo depositario ; pero si dichos bienes estuvieren en 
diferentes lugares ó fueren fincas raíces que se han de embargar, 
podrá nombrarse un depositario para los muebles de cada lugar y 
uno para cada una de las fincas raíces (29). 

Todos los bienes sujetos á la traba ó al embargo se depositarán 
entregándose por inventario. Si son raíces, se requerirá á los arren. 
datarios ó inquilinos para que retengan las rentas en su poder á 
ley de depósito ó las entrenen al depositario, y si son deudas de 
plazo bo cumplido ú otros derechos semejantes, el embargo y el 
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depósito se cootraeráa á preveoir al obligado que se e 
el depositario como único representante del ejecutado 
hace Á la deuda 6 al derecho embargado, de lo cual se < 
el aviso correspondiente y se le entregarán además loa 
acrediten la deuda ó el derecho, si pudieren cer habídc 
en todo ca.<!0 estar á disposicióa del Juez las rentas 6 c 
presados hasta nueva providencia. Así lo dispone el C 
Unión por su artículo 496, en concordancia con el del 

Cuando las mismas rentas ó cualesquiera otros bie 
ren ya embalsados por otro procedimiento, se mandará 
al Juez 6 Tribunal de cuya orden se hubiere hecho el en 
de que las retenga j mantenga é. disposición del Juez 
para el caso de quedar libree, en parte ó en todo, de 
responsabilidad, y puedan destinarse por dicho Juez al 
deuda demandada ante él, en virtud del reembai^o. Tf 
cho que del embargo de los bienes inmuebles se tomai 
preventiva en el Registro de la propiedad, librándose . 
oportuno mandamiento y uniendo á los autos el despa 
ciado. 
.,^_^ El Código de la Unión dispone, en su artículo 1, 
xodo embaído de renta anual ó de bienes raíces se dar 
Notario del lugar en que el embargo se ejecutare, y qi 
picado ó el que haga sus veces, llevará un registro pa 
así como el desembargo, al margen de las respectivas in 
ó la venta, según sea el caso, para que los acreedores s 
dan saber la situación de sus deudores. 

Siempre que en concepto del Juez no fuere notori 
sabilidad ó el abono del depositario que el ejecutado 
signado, le exigirá, & petición del ejecutante, una ñanz 
cion del misma Juez, de llenar cumplidamente los di 
encargo, y si exigida no la prestare dentro del térmi 
baya seSalado, se entenderá que queda removido p 
hecho. Cuando no haya sido nombrado por el ejecutadc 
ejercer el derecho concedido al ejecutante paraped 
miento de la ñanza y el rendimiento de cuentas al tiem 
al acreedor. Será removido el depositario aun cuandt 
tado ñanza, siempre que el ejecutante y el ejecutadi 
acuerdo, soliciten la remoción, ó uno noIo de ellos la j 
que aduzca una prueba sumaria de que no administra 
debidamente. 

El ejecutado potlrá nombrar el depositario que de 
al removido, según el Código de la Unión, á menos 
hacer el nombramiento en el acto en que se le DOtif 
por el cual el Juez le prevenga hacerlo, o que nombre 
dúo que no quiera 6 no paeoa aceptar el cargo, 6 no 
lugar del juicio, pues entonces lo nombrará el Juez (3l 

El Juez de la causa puede autorizar al depoaitai 
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disponga de las cosas fungibles con la obligación de devolverlas en 
la misma cantidad y de la misma calidad qae las recibidas en de- 
pósito, como sucede en el de dinero, conforme á las leyes sustanti- 
vas, y si los bienes no pueden conservarse sin que se deterioren ó 
corrompan, se sacarán inmediatamente á remate, observando en 
este caso el procedimiento detallado para la venta de bienes mué. 
bles (31). 

El depositario tiene derecho á las retribuciones establecidas 
por la ley y á reintegrarse de todos los gastos que haya hecho para 
la conservación, custodia y administración de los bienes, así como 
la obligación de rendir cuentas. 

Era obligatorio prestar la fianza de saneamiento, según el de. 
recho antiguo, que prescribía el arresto del deudor, en caso de no 
darse ; pero en el día no es obligatoiio prestarla, ni hay medio 
compulsivo para obtenerla; ni sanción establecida para la negativa, 
desde la abolición de la prisión por deudas civiles. Es en vano que 
el Juez la exija, porque en la práctica vemos que no se presta. El 
ejecutado contesta que no puede presentar el fiador exigido. 

Pero en el supuesto de que haya fiador de saneamiento, res. 
pondera el constituido de que los bienes embargados son propios 
del deudor, y de que con las dos terceras partes de su avalúo, de- 
ducidos los gravámenes que tengan, se cubrirán la deuda y las 
costas, obligándose en caso contrario, con su persona y sus bieoes, 
á la satisfacción de lo que falte. En este supuesto, si resultare que 
los bienes á que la fianza se refiere no son de la propiedad del deu- 
dor, 6 que cou su producto no se cubren la deuda y las costas, po- 
drá precederse ejecutivamente contra dicho fiador por el descubier. 
to que quedare, cesando en tal caso de perseguirse al principal 
deudor, salvo empero los derechos del mismo fiador para cobrar del 
ejecutado lo que por él hubiere pagado. Servirá de suficiente re- 
caudo para la ejecución la escritura de fianza y copia de lo condu- 
cente (32). 

Dice el Código Judicial de la unión que el fiador de saneamien- 
to, en un embargo que consista en renta anual ile censo, sueldo, 
pensión ú otra semejante, queda obligado á pagar la deuda y cos- 
tas ó el desfalco que sobrevenga, si el acreedor no consiente en 
percibir dicha renta en lo embargable de. ella, como lo hacía el 
dueño, ni en cubrirse así paulatinamente, no habiendo postor que 
ofrezca dar la suma íntegra de la deuda y costas por el derecho de 
percibir esa parte durante cierto número de meses ó afíos (33). 

7.^ — ^£1 orden en que debe verificarse la manifestación ó de- 
nuncia de los bienes del deudor y el embargo de los mismos es el 
que sigue: a) En dinero contante ó en metálico, si se encontrare; 
b) En bienes muebles ó semovientes ; c) En bienes raíces ; d) En 
sueldos, rentas ó pensiones de toda especie y en las cuotas respec- 
tivas, según dejamos ya explicado ; e) En los créditos que el deu. 
dor tenga á su favor, prefiriendo los de más fácil realización u cobro, 



Tfr. IX. juicio' EJECUTIVO ó EJECUCIONES. 

io del acreedor ; y f) En cualquiera otra cosa que e 
6 denuncie como de la propiedad de dicho deudor, 
te orden establecido por la ley puede variarse á v 
reedor, BÍeiiipre que no haya dinero contante cou q< 
la deuda, y está también á voluntad del miamo acr 
) embargue menoi de laB cuotas seSaladas reapect 
ones meDHualea 6 rentas anuales (34). 

hubiere bienes dados en prenda 6 hipotecados eepecit 
cederá contra ellos en primer lugar, i^iempre que, ei 
íiíd real, seao suficientes. Pensamos que así debiera a< 

Juzgado, aun cuando el actor do ejercite esa acción 
6o alguna en tal seetido. En cuanto & la£ acciones y ( 

en favor del deudor, que sean embargables, es evidf 
guardarse respecto de aquéllos y éstos el mismo ord 
puesto que deben regularse por las cosa^ li que estf 

ifíriéndose el Código Judicial de la Unión á los biei 
?Qte hipotecados, dice en su artículo 756, que se eml 
jferencia para el pt^o de la deuda, á menos que hayí 
te, que se aplicará ante todo á hacer dicho pago, y qi 
mrezca que la hipoteca es insuficiente, se permitirá 
íd ü mejora de la ejecución en otros bienes del deudí 
joque todos los bienes del deudor, por regla generi 
s al pago de sus deudas, el ejecutado no tiene oblig. 
estar, ni el ejecutante derecho de denunciar los bi 
■gahúa. Los Códigos Civiles prohiben, en beneficio i 
ue sean objeto de la ejecución y embargo los siguien 

La mitad, tercera, y cuarta parte, ó las dos tercera 
eldo, renta ó pensión que goce el ejecutado, en li 
uisadoít, según la cuantía de esas dotaciones, ya se 
ipleado del listado ó ya del Gobierno federal, ya de 

de la competencia seccional ó de la Unión. £n gei 
abargables las pensiones de los militares de la indepe 
ilimentícias concedidas por la Nación ; 

El lecho cuotidiano del deudor, su mujer é hijos qu 

y á sus expensas, y la ropa necesaria para el abrig 
3S ; 

Loa libros relativos á la profesión del deudor hasta 
icientos pesos y á elección del mismo deudor ; 

Las máquinas é instrumentos de que i<e sirve el deuc 
eítanza de alguna ciencia, arte ú oficio hasta el vt 
mos de expresar y sujeto» á la misma elección; 

Los uniformes j equipos de los militares, según su 

Los utensilios del deudor, artesano ó trabajador del 
trios para su trabajo individual ; 
Los artículos de alimentación y combustible que ex: 
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poder del deudor hafita concurrencia de lo necesario para el con. 
sumo de la familia durante un mes ; 

h) La propiedad de loa objetos que el deudor posee fiduciaria, 
mente ; 

i) Los derechos cuyo ejercicio es enteramente personal, como 
los de uso 6 habitación ; 

f) Los bienes raíces donados 6 legados con la expresión de no 
embargables, siempre que se haya hecho constar su valor ij tiem. 
po de la entrega por tasación aprobada judicialmente ; pero podrán 
embargarse por el valor adicional que después adquirieren. La 
disposición de este inciso, no reproducida en el Código de la Unión, 
se entiende con relación al individuo á quien se hayan donado ó 
legado los bienes con la expresión indicada, mas no respecto de 
les anteriores poseedores de los mismos bienes (35). 

Según el citado CtSdigo nacional, la condición de no embarga- 
ble con que aparezca donado ó legado alguna de los bienes del 
deudor, no obstará para que sea embargado en juicio ejecutivo. 

Estos son los bienes exceptuados de la ejecución y del embargo 
y que taxativamente marcan los artículos que citamos: percal 
tratar de la Prelación de créditoa, los expresados Códigos Civiles 
declaran que tampoco pueden ser embargados el usufructo del mari. 
do6obre los bienes de la mujer, ni el del padre de familia sobre los 
bienes de su hijo (36). Todas estas prohibiciones están fundadas en 
consideraciones de equidad y de orden público. 

Pero hay algunos deudores que por razón de parentesco, reía, 
cienes, estado, liberalidad ó desgracia no pueden ser reconvenidos ú 
obligados á más de lo que pudieren hacer ó pagar después de aten- 
der á su modesta ó precisa subsistencia. En esto consiste el benefi- 
cio de competeTícia que la ley concede á los deudores que se encuen- 
tren en los casos por ella determinados y á quienes sus acreedores 
están obligados á reconocerles ese derecho (37). 

Hay también otras personas á quienes favorecen las leyes, y 
son los individuos de tropa y los que vivan del producto de la in. 
dustria ó trabajo material, á los que no podrá embargárseles de su 
renta ó pensión más cantidad que el sobrante que resulte, hecha 
la deducción de una ración diaria, ó lo que exceda de veinticinco 
centavos diarios (38). 

Disposiciones especiales y complementarias de las que quedan 
mencionadas se han consignado en el Código Judicial de la Unión. 
Dispone en la sección tercera del Título XI, Juicios especiales, 
que no podrán embargarse los frutos pendientes en las plantacio. 
nes, sino dentro de las seis semanas precedentes á la época ordina- 
ria de la madurez y cosecha ó recolección de tales frntos ; y que 
cuando tenga lugar ese embargo, se indicarán en la diligencia la 
clase de ellos, et nombre y la extensión de la plantación y los nom- 
bres de los poseedores, si posible fuere hacerlo. 

Aun cuando el embargo no comprenda la tierra sobre que la 
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pUntaciiÍD Re encuentre, tse nombrará, dice el Códigc 
tor-depositario, en lo» términos y para los efectos de 
A dicho interventor se le dará copia de la diligenc 
y se le hará eutrega de dicha plantacicín, conforme í 

Las frutox podrán venderse antea 6 después de coe 
elija el acreedor ; y en los anuDcios se espresaiíí la c) 
se fijarán eBtoH anuncios por ocho dias en el lugar don 
carse la venta, y en el Distrito á que pertenezca la pl 
venta podrá efectuarse, si se creyere conveniente, en i 
de la plantación, ó hien en otro Distrito del Circilítí 
esperarse que haya mayor nilmero de licitadores. 

Cuando el acreedor prefiera que la venta se ha 
cosechados los frutos, el iutorven tor-depositario se 
por el Juez para hacer los gastos de ta cosecha y los 
ríos para la conservación y situación de los frutos 
que hayan de vendarse. Esta enajenación se verifica 
bienea muebles (39). 

8." — Si los bienes manifestados ó denunciados pe 
6 el ejecutante xe hallaren en poder de un tercer pa 
reclama como Ruyos en el acto en que vayan á ei 
pondrá constaDcia de este hecho en los autos, cor 
cho ya, y se dejarán en bu poder embargados, siemp 
fianza á eiatíafacción del Juez ejecutor de entr^arl( 
se hallaban cuando se procedió al embargo, y cod te 
si se declarare que no le pertenecen. Lo mismo se h 
gencias de embargo y depósito no se entienden con e 
dor en persona, y éste, en uso de su derecho, intenta 
ción de que se ha hablado, lo cual puede hacer en cu 
del juicio, antes del remate, dice el Código de la TJni 
la sentencia de remate, dice una ley del K'ítado ; p' 
tercero día de notificársele personalmente la provi 
bargo, en los negocios de la competencia federal, anti 
to, de dicho remate. 

La cue-^tión de propiedad se ventilará en juicio d 
perjuicio do embargarse otros bienes del ejecutado, 
por denuncio del ejecutante. 

El ejecutante y el ejecutado, cuando manifiestei 
bienes que se hallen en poder do tercer poseedor, c 
paílar á ta denunciación la prueba sumaria que justifi 
bienes pertenecen al deudor, y sin e^te requisito, i 
cretará el embargo. Así lo prescribe una ley refonn 
digo Judicial del Estndo. 

Por otra ley reformatoria del mismo Código, se 
poner que cuando se denuncien bienes que no se hall 
del ejecutado, deberá comprobarse sumariamente la 
en ellos tenga dicho deudor, para que pueda decretan 
y dispone, además, que eu estos juicios habrá lugar i 
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del pleito, en los mismas térmioos que en los juicios ordinariofi. La 
denuncia deberá hacerse dentro de seis días después de notificado 
el auto ejecutivo. 

Cuando los bienes que hayan de embargarse sean fungibles, la 
fianza que habrá de otorgarse por el poseedor en cuyo poder se en- 
cuentren, será de devolver otros en la misma cantidad y de la 
misma calidad que los embargados, según hemos indicado para 
casos aoáiogos (40). 

9.° — Con excepción de la notificación del auto ejecutivo, que 
deberá hacerse personalmente al deudor ó á su representante legal^ 
las demás notificaciones en este juicio podrán hacerse por boletas 
6 por edictos, en la forma establecida en los artículos 339 y 342 
del Código Judicial del Estado, ó en el capítulo 6.^, Título I de este 
libro, segÚD el de la Unión, debiendo en todo caso el Secretario 
anotar la hora en que las hace (41). 

10. — No tenemos ley de enjuiciamiento sobre negocios y cau- 
sas de Comercio, y por consiguiente pocas son las disposiciones á 
que podemos referirnos en este párrafo. El Código del Estado, que 
es el mismo que comenzó á regir en España el año de 1830, es in- 
completo, y el de la Unión apenas se mira como un fragmento. 
Trata únicamente del Comercio marítimo, y muy por encima del 
contrato de cambio y de la prescripción de las obligaciones pecu- 
liares del Comercio. Bien se ve que nuestros Códigos de comercio 
necesitan urgentemente de radicales reformas, que los pongan en 
consonancia con los adelantos y exigencias de la época. 

No obstante la deficiencia ó falta de preceptos explícitos sobre 
el procedimiento, diremos, sin apartarnos de las reglas generales 
establecidas y apoyados en algunas disposiciones de dichos Códigos, 
que la acción ejecutiva en negocios de comercio puede ejercitsurse 
ante los Jueces de Circuito ó de primera instancia contra los deu- 
dores de las clases siguientes : 

a) Los consignatarios á quienes sean entregadas las meroade- 
rías, ó cualquiera otra persona que las hubiere recibido con título 
le^timo, por los fletes en los trasportes marítimos y los portes en 
las conducciones terrestres, con tal que no haya trascurrido un mes 
desde el día de la entrega ; 

b) Los aseguradores en los seguros marítimos por el importe 
de las perdidas ó daños que hubieren sobrevenido á las cosas ase. 
guradas en los riesgos que corrieren á su cargo ; 

c) Los asegurados por los premios de los asegures marítimos ; 

d) Los cargadores y capitanes de las naves por las vituallas 
suministradas para el aprovisionamiento de éstas, y los consignatarios 
de las mismas cuando se haya hecho de su orden este suifiinistro ; 

e) Los mismos cargadores por el pago de los salarios vencidos 
en la tripulación de la nave, ajustado por mesadas ó viajes, y los 
capitanes, cuando aquéllos no se hallaren en el lugar donde debe 
hacerse el pago ; 
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jor que baynn cod tratad o con intervención de corred 
etajes devengadoB en la negociación. 
a para que pueda ejercitarse esta acción y adoptarsi 
mió, será preciso que ol acreedor haga la juHtiñca 
;ho mediaute la presentación de un título que tenga 
i para ello, del cual resulte líquido el crédito que m 
le lo contrario tendrli que hacerse la liquidación 
ordinarios, es decir, por sentencia judicial ó arbitl 
< de las mismas partes ó de otra maneía. Será prec 

I sea de los enumerados por loa Códigos Judiciales, í 
□cionaa los de Comercio, para tales casox. 

podrá, pues, decretarse el mandamiento do p^o sí loi 
ue lo pidieren, no justifican su derecho en la foi 

créditos por fletes 6 portes con el conocimiento 6 h 
3 originales y firmados por el cardador, y el recibo 
)r(as contenidas en el respectivo documento. Conod 
', de carffa es el documento que comprende la relai 
;aderíaa entregadas á bordo de la nave que ha de t 
tiferenciándose de \á póliza de fleíamento en que ést 
^to hacer constar las clfíusulas y condiciones en que 1 
la nave ; y la carta de porte es el documento en que 
ato de porte. Tanto lacartade porte como el conocii 
^dactarse como lo determinan los Códigos deComerc 
e la Unión, en su artículo 168, dice que ]a.s pólizas d 
atendidas con intervención de corredor, huirán fe en 
eodo aquél la autenticidad de las firmas y (¡ue f ueroi 

II presencia por las mismas partes, ó por los testigí 
■ que discordando las pólizas presentada', se dará 
rezca conforme con laque«^ICorreilor tei-gaen s\i re 
ambién fe las pólizas privadas, siempre que las par 
1 sus firmas, y ní tas negaren, podrán Ker jiistificndas I 

condiciones del fletaineuto, con el conocimiento, I 
« libros y correspondencia, lo» recibos provisíonale 
t confesión de los interesados, el juramento decisorio 
aracionex de testigos ó presuo(-iorie>', i-i el flete no I 
utos pesos. 

Código dispone igualmente en sus anículos 322 
ete ex debido y exigible desde i-l momento en que se 
ición del cunsigiiatario las mercaderías porteadas, y 
nto está afecto privilegiadamente al pago de los fletei 
lizacíones que deban loscargadoi-esen razón del fletai 
vilegio sólo dura treinta dí^s contados desde la conc 
escarga, y dentro ds ellns podrá el ñetante pe' 
dicial de las mercaderías que ha-ten para cubrir los 
ciados, aun cuando el conRÍguatario se haya constitu 

Vencido e-ie término, tos créditos se considerarán oo 
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y las mercaderías que pasaren á tercera mano por un título legal, 
pendiente el mismo plazo, quedarán libres de toda responsabilidad, 
por el mero trascurso de los ocho días siguientes á la entrega de 
ellas. 

£1 Código del Estado diapone, en su artículo 381, que son eje- 
cutivas las pólizas privadas de los seguros de conducciooes terres- 
tres, si consta la Intimidad de las firmas de los contratantes por 
reconocimiento judicial, j reúnen las demás condiciones que se ne- 
cesitan para que los documentos privados traigan aparejada ejecu. 
ción, y en su artículo 170 establece que la carta de porte es título 
legal del contrato hecho entre el cargador y el porteador, cuyo con. 
tenido servirá para decidir todas las contestaciones que ocurran 
sobre su ejecución, sin que puedan admitirse otras excepciones en 
contrario que las de falsedad y error involuntario en su redacción. 
Veremos más adelante lo que han prescrito las leyes reformatorias. 

Este mismo Código declara en su artículo 388 que sus disposi- 
cienes sobre conducciones terrestres se harán extensivas á las con- 
ducciones por ríos y canales, lagos ó esteros, cuya navegación no 
esté sujeta á las legislativas del Grobiemo general. 

Los créditos que procedan de los contratos de seguros, sea en 
favor de los aseguradores ó en el de los asegurados, se justificarán 
por la escritura pública, póliza ó contrata privada, según la forma 
en que se hubiere celebrado el seguro, pero sin perjuicio de acom. 
pafíar, ó mejor dicho, debiendo acompañarse los demás documentos 
que determina el Código Federal, que sirvan para comprobar el 
viaje de la nave, el embarque de los efectos, el contrato de seguro 
y la pérdida ó deterioro de los que han sido asegurados. La justifi. 
cación se hará s^un el caso, dice el artículo 469, con el conocimien. 
to del capitán, los despachos de la Aduana, la carta de aviso del 
cargador, la póliza de seguro, la copia del Diario de nav^;ación, la 
protesta del capitán j las declaraciones de los pasajeros y tripula- 
ción de la nave, sin perjuicio de los demás medios probatorios que 
admiten las leyes judiciales. - 

Sobre este particular aducen con sumo acierto loe señores La- 
Sema y Reus las consideraciones siguientes : " Sí la reclamación 
del as^^urador ó asegurado se fundare sólo en el contrato de seguro, 
se presentaría desnuda de los requisitos que la hacen valedera en 
juicio, así como faltaría en este caso la justificación previa del 
crédito, circunstancia precisa en la vía ejecutiva ó de apremio. 
Iba justificación no aparece de la escritura, sino en la demostración 
' 3 la perdida de los efectos as^urados." 

De cualquiera manera que se extienda el contrato de seguros, 
be contener todas las circunstancias que los Códigos establecen, 
ú faltare alguna, no será admitido ó no producirá efectos legales. 

Las disposiciones del título 8.^, libro 2.^ del Código de Comer- 
o del Estado, son aplicables á los contratos de seguros, salvo lo 
tipulado en las pólizas, j las conoeeioDes otorgadas á los Bancos 

5 
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de emisión, giro y deBcueDto por las leyes de 1865 y 
tienden á lai compafiías anónimas de seguros, legafn 
tuídas. Por tanto, las pólizas privadas estáo compre 
artículo 2." de la ley 15 del citado año de 1874, a 
hayan extendido en papel sellado. Tieiteii, pties, el vs 
turas públicas. 

Indicaremos, por óltimo, que el ai^egurado no pu< 
de pagar los premios de los seguros quo hubiere cont 
que el cargamento haya llegado al puerto de su deetio 

Los Euministros hechos para el aprovisionatnienti 
se justifícarán por las facturas valoradas de los efectof 
dos, aprobadas por el cargador, capitán ó consignatai 
orden los haya entregado el acreedor. 

Los salarios de la tripulación por las copias de 
extendidas en el libro de cuenta y razón que debe lleva 
conforme al artículo 92 del Código Federal. Este orde 
esas contratas entre el capitán y el equipaje se extie 
crito eu el indicado libro. Los que no sepan ñrmar, pe 
zar á otro para que firme por ellos. En el caso de qi 
rehusare dar este documento, se le podrá obligar á q 
libro, y se extraerá testimonio á su presencia de lo q\ 
BUS asientos con reRpecto al crédito reclamado, ya con 
dor ó contra el mismo capitán, cuando aquél no se 
lugar donde debe hacerse el pago. 

Y loK corretajes por la» facturas de los contratos i 
nes de que procedau, firmados por el deudor, ó por I. 
la opeíaciüu verificada ; y en defecto de uno y otro do 
las copias de loe asientos hechos en el registro, con 
dispuesto en los artículo» 65 al 69 y 72 del Código 
Habrá de reconocer el deudor en las demandas que se 
firma de la factura ó contrato, y si sólo se hubiere j: 
nota del aaiento, ae comprobará q'ie la operación se llt 
para ello Re citará á dicho deudor, que puede ser el v 
comprador, para que declare acerca de la certeza del 

Entre las concesiones hechas á los Bancos, se e 
efecto, la de que los documentos de crédito otorgados á 
neo la fuerza de escrituras póblicaa para iodos los efe 
Los Bancos, por otra parte, pueden usar del deiecho q 
ticulo 2.500 del Código Civil del Estado al acreedo 
vendiendo las prendas dadas en seguridad de sus oréi 
venduta pública, previas las formalidades que vamos 

Se debe citar al deudor por medio de cualquier Jii 
cilio del Banco, haciéndole naber la venta de la prend 
miuación del lugar, día y hora en que deba verificarse 
dor no fuere hallado, btutará que la citación se hag£ 
dico oficial. Dicha venta se hará por el avalúo, anv 
público con ocho día» de anticipación, por medio de dii 
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y otro de los de más circulación, y si do hubiere postor, se sefíalará 
nuevo día para el segundo remate, en el cual será postura admisible 
la que cubra las dos terceras partes del avalúo, dejando entre éste 
y el primer remate un intervalo de diez días. El Banco, en este 
segando remate, podrá pedir la adjudicación de la prenda por las 
dos terceras partes, á falta de postor. La subasta puede suspenderse 
por orden judicial, en virtud de reclamación del deudor, si al soli- 
citar la suspensión acreditare plenamente haber pagado, ó propu- 
siere una excepción perentoria, justificando el hecho en que la 
funde. Las excepciones se admitirán, sustanciarán y fallarán como 
en los juicios ejecutivos, y el auto en que se suspende el procedi- 
miento, ó se deniega la suspensión, es apelable en ambos eroctos. 

Los derechos de los Bancos de emisión^ giro y descuento se con- 
sideran asimilados, en todo caso de cobro y pago de sus créditos, á 
Io8 que tiene el Fisco, así nacional como del Estado, conforme al 
artículo 2,583 del Código Civil ; pero sin gozar del derecho de pre- 
lación uno ú otro, entendiéndose respecto de los deudores del Ban- 
co lo que allí se dice de los administradores, recaudadores y re- 
matadores, y que dichos establecimientos podrán usar de los mis- 
mos recursos y procedimientos que se emplean para el cobro de los 
créditos á favor de la Nación ó del Estado, lo cual, sin embargo, no 
implica el ejercicio de la jurisdicción coactiva que. en ningún caso, 
corresponde á los Bancos, ni tampoco los privilegios que el Fisco del 
Estado tiene por los artículos 12 y 13 del Código Fiscal. 

Cuando se otorgare escritura hipotecaria á favor de alguno de 
estos Bancos ó de uno hipotecario ¿tablecido en el Estado, por una 
suma de dinero que debe quedar en cuenta corriente, la hipoteca 
responderá solamente por la cantidad que el prestamista haya re- 
cibido y por los intereses devengados. En consecuencia, llegado el 
caso de ejecutar la finca, sólo se librará mandamiento de pago por 
la suma que el prestamista resulte á deber, previa la liquidación 
que haga el mismo Banco acreedor, en vista de la cuenta corriente 
respectiva. 

En las ejecuciones que se libren por obligacionerf garantidas 
con hipoteca especial, otorgadas directamente en favor de los Ban. 
eos hipotecarios, sólo serán admitidas las excepciones de pago efec 
tivo y error de cuenta. Para que se admita la primera, deberá 
presentarse el documento que acredite el pago. 

Corresponde al Banco, en estas ejecuciones, el nombramiento 

de depositario de los bienes que deban embargarse, como ya lo 

hemos indicado, y el depositario administrará los bienes por ciien. 

A y rie^o del deudor, y aplicará los rendimientos á los gastos de 

dministración, al pago de réditos y al del capital, y por último al 

le las ooHtas del juicio (43). 
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NOTAS DEL CAPÍTULO I. 

(1) Beforma TÍ(;¿s¡nia de !& ley 38 de ISTT, para despn 
del 06d. Jud. del Estado. 

(3) ArU. 653 del Oód. Jad. del B. ; 7.° de la ls7 de 10 de 
1803; tíldela ley UdelSaS; G.°da1a ley de 18 de Ootobre 
emÍBloii de docQDMBtoe al portador, j 935 del Oód. Jnd. de la 

Laa leyes de laa PartídaB y las reoepíladM eepañolas t 
fuerza ejecutiva á loa rescriptos y privilegioa reales, jnroa, 
tía los Tesoreros, mitifioaciones de los Contadores de Haoie 
segin 1* leeialaoiÓR vigente, sólo tienen aparejada ejeondó 
p^lioa, d documento privado reconocido, 1« confesión j las 
bio, los t(tnloe al portMor ó nomioatiTos, legítimamente emi 
presenten obligaciones vencidas, y los cupones vencidos de 
aiempreqne los capones confronten con los titolos, y Óstos, en 
los liDros talonarios, sin qoe sea obstionlo para librar la eje 
testa de falsedad qae podrá alegarse como ana excepción, y, e 
sas originales de contratos celebrados con intervención de Ág 
ó Corredor público qae estén firtoadae por loa contratantes y 
Agente ó Corredor, delnendo comprobarse con so registro en v 
demiento jndicial y con citación contraria. En cnanto i la eje' 
tenoisa, la ley de enjaiciamienlo á que nos referimoa, le consí 
especial. 

Bn la legislación chilena y en la de casi todos los paisi 
concede faeiea ejecutiva á Isa púlizae originales de conttatoa • 
intervención de Corredor público, firmadas por los central 
mismo Oorredor. Las necesidades del comercio han determinal 
de eatoa dooamentos para fundar la acción ejecutiva, rodeóndi 
lidades que garantizan au autenticidad y oerteía, onsl si fue 

(3) Árt. SB« del Cód. Jud. del E. y E»S8 del de la V. 
Puede cousnltarse la aentencia del Tribunal Superior del Bi 

30 de Janio de 1677, Entablada una demanda ejecutiva, t 
despachando la ejecución en virtud de una letra de cambio ) 
falta de pago y librada por el ejeontado sobre Londres, qniei 
aato. La letra debía pagarse en el Londort and Covinly Bank 
necesidad, en el Union Bank, de la misma ciudad. El toms 
endeaó y el endoaatario la endosó i su tumo, valor en cuenta á fi 
efu$Ur and County Bank. El ¿7nton£anithÍ£oelpBgay seco 
y poseedor de la letraj la que devolvió para el reembolso. 

El Tribunal revoco el mandamieuto, porque no constaba d 
Union Bank hubiese girado contra el librador ó algnno de los 
refaca de que trata el articulo S33 del Código de Comercio.y po 
considerarse al ejecutante como legitimo tenedor deU letra, sin 
favor. Dice la sentencia que para decretar la ejecución en vial 
de cambio, es necesario qne sea presentada al Juez competí 
legítima, según el articulo 6S2 del Código Judicial ; coaa qne 
do en este caso, ya porque el demandante no ha justificado qm 
la letra, ya porque no obra como apoderado ó representante 1^ 
Bank. Se considera extinguido con el pago que hizo éste e 
cambio. 

(4) En la Beñáía general de Zesfúlaeión y Jnrúprvdtnt 
se han publioado loa dictámenes emitidos por jurisconsultos n 
te acreditados sobre el valor ejecutivo de una letra de etmiio 
l3>rador, Bl caso de la oonsnita es el signient* : 

Una casa de comercio, A, ^rs á oargo de otra cass, B, ta 
meroio, varias letras de cambio, sin t«ner antorisación para «11 



CAP» I. PBIMEB PBRÍ ODO DEL JUIOIO. 



69 



de ningún género anticipados ; pero prometiendo aceptar las letras en que 
se oontragirase el reembolso. Aceptadas por la casa B las letras, en vista de 
tal ofrecimiento, al pedir por medio de otro giro fondos suficientes para el 
pago de las letras ya aceptadas, se encontró con qne no lo eran sns letras 
de contragiro. En virtud de semejante irregularidad, la casa de comercio 
B decidió no pagar las letras, que fueron protestadas en tiempo j forma, 
por falta de pago. 

Los portadores se reembolsaron directamente de la casa A, giradora, 7 
ésta, en vez de dar por terminado el contrato, por la devolución de las letras, 
acudió al Juzgado pidiendo se despachara ejecución contra la casa B, pre- 
sentando como único título las mismas letras aceptadas 7 protestadas, é in- 
vocando los artículos 402, 534 7 siguientes del Oodigode Oomeroio Ooa arts. 
437, 507 7 siguientes de nuestro Código), 7 el 941, n.^ 4.^ de la Lt^ de Bn^ 
juiciamienio civü. 

La cuestión legal es, por tanto, esta : ¿ Procede que el librador demande 
directamente en juicio ejecutivo al aceptante de una letra ? Bn opinión de los 
señores Beus7 GÍarcía, Canalejas, Beus 7 Bahamonde, Duran 7 Bas no proce- 
de en manera alguna el juicio ejecutivo, 7 se fundan en que el contrato de cam- 
bio se extingue al verificar el librador el pago de la letra, porque quedando 
cobnde el tenedor, sólo existe ó puede continuar el contrato de numdato, 
ca70 cumplimiento ó incumplimiento podrá dar lugar á una contÍMi4a entra 
putos, 7 en que no teniendo juicio especial seudado, deberá sustandarse en 
jmeio ordinario ; pero el señor Andreu 7 Grau sostiene que es título ejecu- 
tivo la letra presentada por el librador para él reembolso de su im^rto contra 
•1 aceptante que no la pagó 4 su vencimiento, porque no bacieado la 107 
ninguna distinción, no podemos disting^r, si el que presenta la letra es 
portador, endosante ó librador, 7 cualquiera que sea legítimo tenedor de 
ella, cualquiera que la tenga en sus manos por ministerio de la 107 7 como 
resultado de la falte de pago en el aceptante, puede utilizarla en juicio eje- 
cutivo, 7 porque los Juzgados para decreter ó denegar la ejecución, deben 
tener en cuento exclusivamente la forma del titulo que se les presenta ó sus 
requisitos extomos; pues que tan sólo éstos son los que determinan bu 
fuerza ejecutiva. Fúndase, además, en el artículo 403, que antes bemos cito- 
do, que conBtitu7eal aceptantoen la obligación de pagar la letra, en absolu- 
to, sin limitación ni excepción, 7 en el artículo 403, por el cual se proscribe 
la restitución 7 todo otro recurso contra la aceptación puesto en debida for- 
ma. " El libraídor, dice, al retirar la letra pagando su importo, aueda subro- 
gado en el lugar 7 derecho de quien la presentó á la aceptación. ' 

Para más ilustración en el asunto, véase la citada Bcvtsta^tomo LIV, págs. 
75, 193, 208, 274, ete., 7 tomo LYI, p^. 153 7 100, consulto contestada por 
D. A. Gbarrin, sobre esto tema : La Uira de cambio no aceitada jpar él lu 
hradOf ¿es contra éste títtüo ^ecuHvo? En cuanto al valor ejecutivo de una 
letra con endoso falso, puede verse lo que en dicha Bevistaf en esto tomo 7 
págs. 24 7 siguiento, se expone. 

(5) Arto. 854 del Oód. Jud. del E. 7 920 del de la ü. 
(O) Art. 143 del Oód. Jud. de la ü. 

(7) Arte. 9, 10 7 11 de la le7 14 de 1878. 

(8) Art 13 de la citada 107 14 de 1878. Esto le7 derogó los arto. 1,443 
del Oód. Giv. del E. 7 el 257 del Jud., dejando reformados los que le fueran 
contrarios. 

(9) Arto. 840, 872, 879 7 880, 810 á 830 7 1,370, 1,187, 1,420 á 1,420, 
1,428 á 1,830, 2,102 á 1,105, 2,457 7 siguientes, 1,804, 1,840 7 siguientos 
del Oód. Giv. del E. 7 sus concordantes del de la ü. 

(10) Arto. 855 del Oód. Jud. del E. 7 927 del de la ü. 

(11) Art. 1,551 del Oód. Oiv. del E. 7 su concordanto del de la ü. 

(12) Arta. 1,500, 2,209 7 2,270 del Oód. Oiv. del E. 7 sus concordantes 
del de la ü. 
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(13) Ed Is legialftción española se admite la ejecticlÓD por can 
da en especie y m computa en metálico, siempre qae sn valorezci 
t> onantia. Dispone que cuando la deuda confita en efectos de c 
liquidará su equivalencia en numerario por loa precios del me 

{laea, según certIGcaoiÓQ da los Síndicos del Colegio de Oorie 
nbiere en ella, ; no habiéndolo, por la de los Cottedores 6 oo 
, quedando á salvo sa derecho al deudor para pedir la reducoidn, 
exceso ; y si la deuda fuere de efectos públicos, 6 de cualesquiei 
lores admitidos á negociación en Bolsa, se computará su valor 
metálico por el precio de cotiEación en el día del vencimiento d' 
ción (Arte. 1,437 y 1,438 de la £«v de Enjvimamiento eivild» lE 

(14) Art. 55 de la ley de Li de Agosto de 1869, reforma toi 
Jud.delE. 

(15) Arts. 859 á 883 del Oód. Jud. del B. y 831 á S35 del de 
El Tribunal Superior del Estado, en sentencia de £6 deFebn 

confirmó el auto del Juez que denegó la ejecución en el caso sif 
demandó el cumplimiento de una omigaciónde hacer ó la ejeoac. 
tos hechos. LBaccióneiecutivaaefundóennnaescritnrapúblioae 
tft la enajenación de unos derechps hereditarios; que contíene la o) 
que se trata. " Seconv¡ene,dicelaeBcritura, enque todadndaóc 
se BtiBoite entre los contratantes por la inteligencia de una ó má 
de la presente escritura, será decidida por un Tribunal de tres a 

tae se organizará, llegado el coso, según las disposiciones lega^ 
inaniarca ó en Boyacá. Su decisión será condenando ó absolví 
los otorgantes declaran que se someten en absoluto y sin recura 
sión de Tos arbitradores, obligándose á ejecutar todos los hechos 
para constituir dicho Tribunal, y dan á esta obligación el carácte 
za ejecutiva para sn cumplimiento." 

A peaar de reconocerse que Ib escritura prestaba mórito pa) 
sión, porque reunía los requisitos estemos exigidos por la le; 
obligación era expresa, hubo de notarse la falta de un plazo, cnai 
gacióu era condicional y dependía de un hecho previsto que vine 
esto ea, la duda ó la cuestión que las partes convinieron quedebí 
los arbitradores, y en prueba de eate hecho se adujo una info 
testigos y una certi&cación del Secretario del Juzgado ante el ci 
demandada ejecutivamente había entablado demanda, también ejei 
tra la otra parto pata el pago del precio de venta. Sobre los térm 
pago versaba la diferencia ó la diversa inteligencia de las cl 
contrato, 7 quedó sai demcatrado, actemsa, la infracción de este c 
el vendedor. 

"Aquí no se fijó pla^o, dice la sentencia, y no habiendo ploz( 
no hay deudor en mora." El Tribunal cree que, en el caso ocurrid 
aeñalarse un plazo, para poder constituir en mora al deudor, y q 
promover el juicio ordinario para probar en é! que aehahiacnmp! 
dición, y obtener la sentencia que condenara d ejecutar los hechos c 

La Oerte Suprema federal, en sentencia de 20 de Febrero de 1 
vio un punto importante. El dueño y cargador del vapor nort 
Únele Satn, i fin de obtener el permiso necesario para zarpar de 
Panamá, otorgó en 1866 nn documento de fianza por 120,000 peí 
del Gobierno federal, declarando que el vapor salía con destino a 
San-Antonio, en el Pacifico, y obligándose al pago de esa suma 
de que el vapor y sus provisiones cayeran en poder de la escuadi 
que hacía entonces la guerra á la Bepública de Ohile; pero el ' 
rumbo hacia Valparaíso y ancló cerca de diclia escuadra, entre 
capitán á uno de los buques de guerra españoles y trasborda 
cargamento 

Comprobároiiee con las declaraciones coniesreH de loa Iríp 
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ünde Sam, que volvieron á Panamá, y con los documentos remitidos por 
el Cónsul general colombiano en el Perú todos los hechos ocurridos» y en- 
tre^ esos documentos figuraba una certificación del Cónsul de los Estados 
Unidos de Amóríca en Valparaíso^ en el cual constaba por manifestación del 
Almirante D. Carlos Méndez Nuñez, que dicho vapor j su cargamento ha- 
bían sido comprados por un agente del Gobierno de España. 

Beconocido el documento de la fianza, se pidió la ejecución para el pago, 
en virtud de dichos comprobantes. El Juez departamental ae Panamá la 
doCTotó; pero la Corte revocó el auto. Estimó que las pruebas aducidas ca- 
recían de la fuerza legal suficiente para servir de complemento á un recaudo 
ejecutivo deficiente, como lo era el documento reconocido, pues la condición 
en él consignada debió comprobarse en juicio contradictorio, para obtener 
un fallo que condenara al otorgante. 

(16) Arts. 852 del Cód. Jud. del E. y 924 del de la U. 

(17) Dicen á este respecto los comentadores de la actual Ley de enjuicia^ 
mienio de España : '^ Un caso de duda ha ocurrido en la práctica, que ha 
resuelto la jurisprudencia. Beconocido un pagaré por quien en la declaración 
manifestó ser menor de edad, el Juez de primera instancia denegó la ejecu- 
ción (persuadido seguramente de la verdad de esa afirmación, en vista del 
mismo menor), fundándose en que los contratos celebrados por menores son 
ineficaces ; pero interpuesta apelación, la Sala revocó la resolución del infe- 
rior^ considerando que el Juez debe limitarse en estos asuntos á examinar 
el titulo ejecutivo, sin atender á otras circunstancias, y que el que era obje- 
te de la apelación, tenía el reconocimiento que, según la ley, da fuerza eje- 
cutiva, sin que apareciese del mismo, único que debía atenderse, circuns- 
tancia alguna que le invalidase." 

Nos sugiere este ejemplo, el siguiente : en el que del mismo documento 
ó escritura pública aparezca por la manifestación de conocimiento del Nota- 
rio, que quien contrajo la obligación es una mujer casada, ¿ servirá esto 
para autorizar la denegación ? El Notario no puede responder de la capaci- 
dad ó aptitud legal de las partes para ejecutar el acto ó celebrar el contrato 
que solemniza : la prueba directa del matrimonio está en el Registro, y la 
autorización del marido, en el supuesto del matrimonio, ó la del Juez, puede 
existir, aunque ella no conste de ]a escritura. 

£1 Tribunal Superior acaba de resolver esta cuestióu. Ha revocado el 
auto del Juez que había denegado la ejecución desechando la acción real. 
** La hipoteca, dice la sentencia de 20 de Junio de 1884, es un contrato acce- 
sorio al de mutuo ó préstamo, y no puede declararse sin efecto, sino oyendo á 
las partes. Esto tiene su oportunidad en el juicio ejecutivo, pudiendo el eje- 
cutado, á su tiempo, hacer uso de bu derecho en la forma legal." 

Sentencia del Tribunal Superior de 15 de Marzo de 1879. (Bev. Jud,, 
n.® 12, serie oficial). — Se confirmó el auto apelado que denegó el reconoci- 
miento de un documento privado y la ejecución pedida, porque el apoderado 
del acreedor no había acreditado la personalidad jurídica d^ este como Geren- 
te de la Sociedad comercial á cuyo favor aparecía otorgado dicho documento. 

Por la de 10 de Febrero del citado año, dictada por el mismo Tribunal, 
se declaró en el caso ocurrido que era asequible y procedente en derecho el 
ejercicio de las acciones personal y real simultánea, ó conjuntamente en un 
mismo juicio, aun hallándose en poder de un tercero la finca afecta al pago. 
(Bev. Jud. n.® 8.°). 

(18) Arts. 866 del Cód. Jud. del E. y 938 del de la X^ 

(19) Arts. 857, 864 y 885 del Cód. Jud. del E.,y 929, 936 y 963 del de la ü. 

(20) Arts. 858 del Cód. Jud. del E. y 930 del de la U. 

Uno de los casos que en la práctica se presentan, ha dado motivo á 
discusión. Se trataba, dicen los comentadores de la ley, del caso de haberse 
pedido una ejecución para pago de una deuda que constaba en escritura y 
por los intereses pactados en la misma, pero que el deudor había entregado 
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^ / ~ kl aoreedor algnnaa fanegas de trigo como part« de pago de los inteiei 

l' cnyas cantidades no se habían liquidado ; y ee suscito la duda de si p 

':} drapscharse mandamiento de ejecución en cnanto á los intereses, ó dt 

^: el Jnez abstenerse de hacerlo, por la consideración de que estes intereí 

r constituían cantidad líquida. Ambas solucionss se defendieron, fandi 

'^ nuos on que no eran intereses líquidos, v otros en que la cantidad d( 

;\ iutereses era liquida, aunque no lo fuera la cantidad de trigo entregada 

parte de pago. Opinan dichos comentadores que en tal cseo puede d 
^, oharse la ejecución por esos intereses, porque siendo éstos líquidos, 

¿■. ~ bióndose hecho en la demanda la protesta de abonar paeos legitim< 

|f^ este concepto se tomará después el valor del trigo dado a cuenta del 

% de esos intereses, aparte de que, asi como puede reducirse á cantidad li< 

el valor de las cases en especie, para pedir la ejeonción de ellas, de la 
: ma manera y por el míamo procedimiento podría computarse en cantid 

qoida el valor del trigo dado en pago. 

(SI) Arts. 865del0ód. Jnd.deTB. y 839deldelaU. 

(£2) Alt. 69 de la ley de U de Agosto de 1869. 

La situación jurídica de los objetos destinados á una Exposición, 

colocados en su recinto, ha dado lugar á una de tas cuestionee más d 

das de competencia j de procsdimiento, en la cual el Derecho intema< 

Srivado se discute, la de determinar si la acción de la juaticia puede € 
erse sobre ellos para efeotoar su embargo 7 su venta en los juicios f 

f tívos. Trata de esta cuestión extensamente Edmundo Olune, en la B 

Oenaral de Legitlañóny Jwritprvdenaa de España, tomo LUÍ, págs. 
177. Demuestra que la explotación de toda Exposición internacional peí 
ce sólo al Estado, 7 que los acreedores provistos de titnlo ejecutivo p' 

: proceder por la vía ejecutiva en el recinto de la Exposioión^orque la i 

nistraciÓB de ósta representa la personalidad jurídica del Sstado, 7 é 
un tercero respecto a los expositores, pudiendo desplegarse el procedí 

^ t« de embaí^ contra dicha Administración. El Estado, por su medio, 

sino un depositario 7 guardián momentáneo de los objetos que se le co: 

;,' Los expositores no tienen fundamento para reclamar ningún privilegii 

.; lugar mismo de su exposición se halla sujeto á las condiciones comuní 

(23) Art, G6 de la citada ley de 11 de Agosto de 1669. 
(£1) Arts. evo del Oód. Jud. del E. ; 33 de la ley 32 de 1881, adicit 
dicho Código, y B43, 957 al 959 del do la U. 

El Código del Estado no habla del embargo de las naves, ni de h 
cas táeitai, que no se reconocen en él. 
(3S) Art. 941 del Cód. Jud. de la U. 

H (26) Arts. 868 del Oód. Jnd. del B. 7 940 del de la U. 

: (27) Arts. 1,021 al 1,023, 1,025 7964 del Cód. Jnd. déla U. El del E 

. no contiene estas disposiciones. 

" Todas las cuestiones, dice el artículo 1,52S de la misma ley de I 
oiamiento de España, qne puedan surgir entre el acreedor y el ejecv 

L con motivo de la administración de las fincas embargadas, se sustant 

por los trámites establecidos para los incidentes." Es lo m&s acertado, 

^- ■ aunque nuestras leyes no le preceptúen, los trámites incidentales habr 

L observarse paradla resoluoión de tales cuestiones, si el acreedor se hace 

p^' de la administración por acuerdo previo con el dendor. 

[. . La idea qne comprende esta innovación en la legislación moderna, ( 

¡:' el acreedor se haga pago con los productos de los bienes del deudor 

confiarle para ese objeto su administración, es en el fondo una buena 
pero para su conveniente realización y evitar diñonltades ó cuestiones, 
darse al procedimiento una tramitación clara, fija y completa como obs 
los comentadores de dicha ley, en lo cual ha de prevalecer el concierl 
tre el acreedor y el deudor, en lo relativo á la forma, á los deberes 1 
acreedor contraiga 7 á los derechos que adquiera por la administraciói 
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^ Véase la L^ de Enjuiciamiento civil concordada y anotada por la redac- 
ción de la Bevisia general de Legislación y Jurisprudencia, tomo 3.^, pág. 
472 7 BÍgnientes. 

(28) Arta. 875 del Oód. Jud. del E., 63 de la ley 14 de 1878 y 048 del 
Cód. de la ü. 

(29) Arta. 860 del Cód. Jad. del B., 042 y 947 del de la ü. Véase el pa- 
rágrafo 2.^^ cap. 5.°, tit. I de este Libro. 

(30) Arts. 876 y 877 del Cód. Jad. del E., 57 de la ley de 14 de Agosto 
de 1869, y 040 á 001 del Cód. de la ü. 

(31) Arts. 870 del Cód. Jad. del E., reformado por el 64 de la ley 14 de 
1878 y 052 del Cód. de la ü. 

(32) Arts. 880 y 008 del Cód. Jad. del £., 053 y 002 del de la ü. 

(33) Art. 1,024 del citado Código Federal. 

(34) Arts. 881 y 882 del Cód. Jad. del E.; 65 de la ley 14 de 1868, que 
derogó los articalos 314 y 884 del citado Cód., y 054 y 055 del de la ü. El 
inciso 4.^ del primero de éstos está modificado por el 1,677 del Código Cítü 
nacional. 

(35) Arts. 1,687 del Cód. Civ. del E. y 1,577 del de laü.; 060 y 061 del 
Judicial de la misma unión, y articalo único de la ley de 28 de Enero de 1873. 

(36) Arts. 2,568 del Cód. Civ. del del E. y 2,480 del de la ü. 

Por las leyes de Partida y las recopiladas, numerosas fueron las excep- 
ciones establecidas. Han desaparecido ya los privilegios concedidos á clases 
determinadas, y se han reducido los que aun gozan los labradores, fabrican- 
tes, mineros, etc. 

Con el fin de evitar que pueda entorpecerse el servicio público, la noví- 
sima ley española sobre esta materia dispone que '' no se nar¿ embargo en 
las vías férreas abiertas al servicio público, ni en sus estaciones, almacenes, 
talleres, terrenos, obras y edificios que sean necesarios para su uso, ni en 
las locomotoras, carriles y demás efectos del material fijo y móvil destinados 
al movimiento de la línea," y establece el procedimiento que ha de seguirse 
cuando se despache ejecución contra una Compañía ó empresa de ferroca- 
rriles. 

(37) Arts. 1,602 al 1,604 del Cód. Civ. del E, y sus concordantes del 
de la ü. 

(38) Arts. 884 del Cód. Jud. del E., 65 de la ley 14 de 1878 y 062 del 
C^ód. de la ü. 

(30) Arts. 1,015 al 1,020 del Cód. Jud. de la ü. 

(40) Arts. 871 y 872 del Cód. Jud. del E. ; 67 y 68 de la ley de 14 de 
Agosto de 1860 ; reforma vigésima segunda de la le^ 38 de 1877, para des- 
pués del articulo 873 del Citado Código, y 044 del Cod. de la ü. 

(41) Arts. 000 del Cód. Jad. del E. y 004 del de la ü. 

(42) Arts. 77, 135, 136, 160, 170 al 172, 176, 103 al 106, 200 y 204; 380, 382 
y 386 del Código de Comercio del Estado ; 1.'' y 2.^ de la ley 42 de 1874 y 2.^ 
de la ley 23 de 1875 ; y 24,28,31, 55, 60, 68 y 60, 125 y 126, 136, 140, 154, 
167, 160, 170, 238, 252 y 253, 365 y 367, 430 y siguientes, 460 y 467 del 
Código de Comercie para los Estados Unidos de Colombia. 

Dice el artículo 2.^ del mismo : " Las materias no comprendidas en este 
Código ni en las leyes sobre navegación marítima ó de ríos que bañen más 
de un Estado, son de la incumbencia especial de los Estados, aun cuando 
incidentalmente puedan rozarse con el comercio exterior ó el costanero ó 
fluvial entre los mismos Estados de la Unión." 

Siempre que en el citado Código se haga referencia á la legislación civil 
común, debe entenderse, según el artículo 4.^, que se trata de las leyes ci- 
viles del Estado en donde deban tener aplicación. 

Hablando del seguro marítimo ó de sa forma interna ó extema, dispone 
que las disposiciones generales sobre segaros, ó las leyes civiles ó comer- 
ciales de cada Estado, serán aplicables á los marítimos, salvo los casos 
exceptuados (art. 408). 
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1 (art. 434) qua 1m Oónanlea colombiuioa p 
M ÉOgaa» nvM M cfllebren en lu pluu de i 
itratuitw fuere colombiano. 
M no podrán oponer la inkdmisibilidftd y c 
imloB BS5 7 S26, si «titea de la entrega lai 
solicitud de algún acreedor del aaegnrado; 

entrega ; recepoidu de mercaderías, sea 
^r el daño qne éstas hobieren sufrido (ar 
los hechos en que el aaegarado apoye su 

. conducente; pero si la púliía aparejares 
fianza suficiente, á juicio del Tribunal, A 

1 dsmandada, los ascguradoreH deberán paga 
rjoicio de llorar adelanta su oposición, ai 
jngnida por el trascurso de cuatro años, no 
errupoión (art. 467). 

' 8.° de la ley de 8 de Febrero de 16BS, qm 
1 año anterior, adicional al Código de Oomoi 
de 187S; 3° al 8." de la ley IS de 1874, y 
d: 4° de la ley 38 de 187S. 



CAPITULO II 

FEBÍODO, Ó DE LOS TfiÁUITSa HASTA. 
EFECTIVO. 

ación de reniatey su objeto ; término para i 
aignación legal ; cómo deberán formulare 
en determinados casos. — 2." Examen de lo 

prueba; inconveniente del sistema. — 3." 
íes ; fallos ó declaracioDea que pueden reci 
-4." Procedimiento ulterior, ya sea que i 
in dinero, ya eo renta, sueldo ó pensión, } 
bienes muebles ó en bienes raicea. — 5.° { 
■equisitoa y condiciones ; fuerza probatori 
eraatador ; garantías que se exigen para 
a, en caso do inoumpliui lento de la ante 

de la quiebra ; aprobación de remates. — I 
haya postor por las dos terceras partee del 
t mejora de ejecución ; nueva subasta.— 7.° 
«mates para el caso en que se anule el juici 
I en este juicio, — 0." Procedimiento en lase 
>r cuantía. 

idas por el Juez de la causa, 6 devu 

las diligencias de embaído, depósito 
iidor, y agregadas al expediente, se pn 

1 mandando citar al ejecutado para 

, y dentro de las setenta y dos horas 
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la notificación de este auto, tiene el ejecutado derecho de proponer 
las excepciones de declinatoria de jurisdicción, de ilegitimidad de la 
personería y las perentorias que reconoce el Código Civil ; pero de- 
biendo expresar con toda claridad y distinción las que propone y 
los hechos en que las funda. Esto dice el Código Judicial del 
Estado, y una ley reformatoria del mismo dispone, además, que el 
ejecutado podrá oponer como excepción perentoria todo hecho en 
virtud del cual las leyes descooocen la existencia de la obligación 
ó la declaran extinguida, si alguna vez ha existido (1). 

El Código Judicial de la Unión, después de ñjar un término 
igual para alegar excepciones, se extiende á enumerar las que son 
admisibles, y son las siguientes : á) Falsedad del instrumento eje- 
cutivo; b) Nulidad del mismo ; c) Simulación de contrato; d) Te- 
mor ó fuerza capaz de anular el contrato, ó de los que conforme á 
la ley vician el consentimiento ; e) Dolo que dio lugar al contrato; 
/) Novación ; g) Pago ; h) Compensación por otra deuda líquida y 
de plazo cumplido ; i) Transacción ; j) Promesa ó pacto de no pe- 
dir ; 1) Cosa juzgada ; U) Prescripción ; m) Concurso pendiente de 
acreedores; n) Incompetencia de jurisdicción ; ñ) Ilegitimidad de 
personería del demandante ; o) Error de cuenta (2). 

Exceptúanse las ejecuciones que proceden de las letras de cam- 
bio, en las que no se admitirán más excepciones que las prevenidas 
en el artículo 518 del Código de Comercio, que son las de falsedad, 
pago, compensación de crédito líquido y yecutivo, prescripción ó 
caducidad de la letra y espera ó quita concedida por el demandan- 
te, que se pruebe por escritura pública ó por documento privado 
reconocido en juicio ; pues respecto de cualquiera otra excepción 
que competa ai deudor, se reservará para el juicio ordinario y no 
obstará al pr(^eso del ejecutivo, el cual continuará por todos sus 
trámites hasta quedar satisfecho de su crédito el portador de la 
letra. 

Entiéndase que aquí habla la ley de aquellas excepciones que 
afectan la esencia del contrato, mas no de las que procedan de un 
vicio que impida la acción ejecutiva, como la falta de personalidad, 
la incompetencia de jurisdicción, los defectos ó informalidades de 
la demanda, etc., las cuales no pueden reservarse para ningún otro 
juicio. Sígnese la misma regla en los negocios civiles, en los que se 
reservará para el juicio ordinario cualquiera otra excepción que no 
sea de las que taxativamente marcan los Códigos, y no podrá im. 
pedir su interposición el pronunciamiento de la sentencia de re- 
mate. 

Determínanse también por los Códigos las excepciones válidas 
y admisibles en los negocios en que se ejerce la jurisdicción coac- 
tiva, y trataremos de ellas en su respectivo capítulo. 

La citación de remate de quehablamos, es equivalente al em- 
plazamiento en el juicio ordinario, y es tan esencial en el ejecuti- 
vo, que el omitirla daría lugar á la nulitlad del procedimiento. 
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tenderse la uoliñcacidn con el que 6 con los 
por partes en los autos, y producirá los efectoi 
isteriormente vengan á representar al ejecutac 
IB derechera y obligaciones. 
ci6n es un apercibimiento 6 una intimación qi 

de que, si en el término legal no se opone íí 1 
::epcioDa en forma, se va & dictar sentencia y 
sta y venta de los bienes embargadon. Por consi 
)one alguna excepción, podrá desda luego pron 

de remate condenando deñnitivamente al c 
lante la ejecución para hacer efectivo el pa 
idada. Es esta la sentencia definitiva en el juic: 
no hemos indicado, no es ejecutiva ni produ< 
osa juzgada, puesto que deja á salvo el juicio o: 
ao de las setenta y dos horas que se ha seSali 
s excepciones es improrrogable y fatal. Loe 
imbargo, que este término, lo mismo que otros 
Drme á las doctrioas generales, puede suspaní 
pedido. A^í debiera ser, porque lo contrario i 
ipio de justicia ; pero en la práctica, traecurridc 
sin utilizarlo el ejecutado, pierde éste el de: 
iciones, salvo el caso en que pueda probarse 
liento de la obligación, en el cual, según una 
le el ejecutado articular en tal sentido en c 
licio, como explicaremos, 
garse los autos al deudor en este estado, para 
oposición, según el antiguo procedimiento, se I 
iba. que dentro de cierto termino aubsiguien 
abíade probar sus excepciones, para lo cual se 
}s autos con el encantamiento de esos días, 6 1 
>r el término del encargado. £ste ea el térní 
ue hablaremos luego, que aun conserva esta 



legislación de algunos países ; pero entre nosi 
lie se recibe á prueba la excepción propues 
i á las partes, y este trámite, como los otros, 

su entrega al ejecutante, han sido suprimido 

:;i(in que se entable, ó la excepción deducida 
:omo la demanda 6 la contestación de ésta, esti 
hechos y los fundamentos de derecho. Deberá 
bien los documentos en que se funde, 6 hacer 
1 archivo ó lugar en que se encuentren los or 
!stado impone esta obligación, y con su prece{ 
evitarán las divagaciones y metodizará el j 
os Jueces y se impedirá toda táctica insidiosa, 
intestación el escrito de la oposición, y así con 
ttiva, 6 como toda demanda, debe formulara 
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oa prevenidos, la oposiciiÍQ 6 la excepción debe también fun. 
tarse. 

indo la ejecución se baja librado en virtud de cualquiera da 
nmentos expresados en loB tres primeros uúnteros del artículo 
1 Cód^ Judicial del Sstado, no ler&n admisibles o iraa esoep. 
que las de nulidad, de conformidad con lo dispuesto en el ar- 
'68 del mismo Código, j las que provengan de hechos queba. 
trevenido después del pronunciamiento de la sentencia ó auto 
% ejecución se trate, pues las nulidades anteriores debieron 
rse en el juicio en que la sentencia recayó ; pero el Código 
J de la Unión diapone acerca de este punto que cuando el 
aento ejecutivo sea una sentencia ejecutoriada, no será ad- 
) la excepción de nulidad, si ésta no hubiere sido declarada 
roceso en que se dice fué pronunciada dicha sentencia (3). 
— Examinaremos ahora separadamente laa excepciones que 
mencionado, limitándonos a hacer acerca de ellas algunas li. 
beervaciones j comenzando por las qae marca el Código de la 
& las cuales se refiere el del Estado. Trataremos, en último 
de la incompetencia de jurisdicción ; de la ilegitimidad de 
onería, qae son no sólo excepciones sino medios de oposición 
cualquier estado del juicio pueden hacerse valer en forma 
. articulación, con el ñn de que se declare la nulidad de lo 

0. 

asedad dd tH/ido ^eeativo. — 1« &lsedad del título y el no 
) bastante para la ejecución, son cosas distintas. Es falso el 
:]ae ha sido suplantado en todo ó en parte, ó en que se ban 
álteractonee ó mudanzas sustanciales ; y se considera no ser 
te para la ejecución el título que no la trae aparejada, ya 
ser de los enumerados, ó ya por no estar revestidos de los 
tos necesarios para que tenga fuerza ejecutiva, como la con- 
extrajndicial, por ejemplo, ó el documento privado no reco. 
, ó el otorgado en papel sellado incompetente, aunque baya 
conocido. Se reputaríi, pues, falsa la escritura que no fue 
la, ó la que tenga una obligación distinta de la que los cod- 
as entendieron contraer. 

rán las circunstancias, la falsedad de un documento puede 
minal ó civil, y cualquiera de estas falsedades sirve de fun. 
bo & la excepción de que tratamos. Si para impedir que siga 
be la ejecución se alegare la criminal, y el ejecutante enta- 
a action correspondiente en descubrimiento del delito y de 
>r, {deberá suspenderse el juicio ejecutivo hasta qne recaí- 
jecutoria ? Parece justo que debía suspenderse ; pero la ley 
landa, y en la práctica prosigue el procedimiento, 
tendemos que la falsedad del título ejecutivo debe compren, 
actos que la hubieren dado fuerza de tal, y que no compren- 
excepción los defectos con que se anula el título, porque la 
i ee otra de las excepciones admiñbles y es alegable en este 



pppjjTjTSSw-T^K-;. 
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caso. Algunos autores consideran incluida la Hiraulacióa de co 
trato en la excepción de falsedad, y otros en la de nulidad. 

Refiriéndose í las letras de cambio, los comantarístaa preguntt 
sí la falsedad cometida en un acto puede ser opuesta indistint 
mente por todos los ejecutados, 6 sólo por aquéllos que aparezct 
obligados en virtud del acto falso ; ó lo que es lo mismo, si la fa 
sedad cometida en la letra 6 en el endoso 6 en la aceptación de ui 
letra, dará derecho para que los libradores, los endosantes y li 
aceptantes opongan la excepción de falsedad. Al entender de esti 
comentaristas, la falsedad hace solamente nulo el acto en que i 
comete, ; los que por el acto falso aparecen obligados, son los úo 
coa que pueden alegar la excepción contra los que en el misn 
acto fundan su acción. Es esto muy justo y racional, porque I 
consecuencias de un delito no pueden extenderse ú la extinción c 
las obligaciones valederas por sí, siendo independientes de aqu 
acto. 

En este concepto diremos que la falsedad contenida en la leti 
que haga nulo ol contrato primitivo, puede oponerse como exce] 
ción por el librador y por el aceptante. Por el librador, porque 
asedad echa por tierra los derechos y las obligaciones que en el 
pueden fundarí;e desde que «e descubre la verdad; y por el ace] 
tante, porque el mandato desaparece desde qae la causa de 
aceptación no existe. No es necesario, por tanto, que la letra si 
falsa para qiio proceda la excepción. El Código de Comercio no ] 
exige precisamente, y al mencionar las excepciones atendibles « 
ios negocios de comercio no habla de la falsedad del titulo, com 
lo hacen los Códigos Judiciales, limitindose á hablar de la /oZset&u 
sin referirse al título, y es sabido que puede estar en loa endosos 
en la aceptación de la letra. Así, auuque la letra sea leal y verdi 
deramente librada, sí en ella hubiere falsedad que la haga nuli 
creemos que habrá lugar á la oposición por parte del librador ó di 
aceptante, cuando contra éste ó aquél se haya entablado la acciói 
La falsedad que lleva consigo la nulidad del endoRO, en consecnei 
cía, sólo podi^ oponerla el endosante contra quien se haya redi 
mado en virtud liel endoso falso, cualquiera queseael demandaotí 
y asimismo, la falsedad en la aceptación sólo podrá alegarla el qu 
se supone üceplantis (4). 

JVtiíwZíHÍ áíí docuTriento. — Si la escritura páblica que se preseí 
ta no es la primera (ropia, ni ha sido ésta sacada eu virtud d!e mai 
damieoto judicial y con citación contraria; si conteniendo una obl 
gacíóa hipotecaria no ^e ha tomado razón del gravamen ; si se h 
omitido eu la escritura, ó bien en el documento privado ó en 1 
confesión judicial la expreKÍóu de la causa ó razón de la deuda (e 
opinión de los autoiejque consideran esta falta como un vicio d( 
contrato); -i ol título carece de algdn otro requisito uecesario pal 
el valor del acto ó del contrato, aunque no concurra falsedad algnni 
tales documentos con tales defectos a<lolecerán de nulidad y el ir 
taresado podn'i tibjetjirlo.'; para que st debitare. 
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La excepoión de que tratamos, ¿comprende el error de hecho? 
M error de hecho, con arreglo al Código Civil, vicia el cooBenti- 
miento y hace nalo el acto 6 el contrato, cuando recae sobre la 
especie del que se ejecuta 6 celebra, ó sobre la entidad de la cosa, 
6 cuando la sustancia 6 calidad esencial del objeto sobre que ver- 
sa el acto ó contrato es diversa de lo que se ha creído, si esa calidad 
es el motivo principal, 6 cuando la consideración de la persona es 
la causa determinante y ha habido error acerca de la persona con 
quien se tuvo la intención de contratar. Podemos, pues, considerar 
comprendido el error de hecho en el párrafo que anotamos (5). 

En el mismo caso se encuentran el dolo y el miedo, 6 la fuerza ; 
pero ya hemos visto que estas causas de nulidad son de las excep- 
ciones que por separado menciona el Código de la Unión. 

Símulaisión de cantrcUo, — ^£1 objeto de toda simulación es el de 
cometer un fraude contra terceros, ó engafiar á los Jueces y fun^ 
CLonariofi públicos. Se comete de dos modos : el primero es cuando 
los contrayentes pactan que ha de celebrarse determinado contrato, 
el de pr&tamo, por ejemplo, pero que ha de aparecer otro, el de 
venta ; y el s^undo cuando se finge un contrato que en realidad 
no se ha celebrado, pero que los contrayentes convienen en que 
aparezca celebrado para sus fines particulares. De ambos modos 
es nulo ese contrato. El fraude jamás es útil al que le comete en 
perjuicio de otro. 

Mas la simuli|||i6n de un contrato no bastará para que podamos 
atribuirle á la escritura ó al documento en que se haya consignado 
el defecto de falsedad, en el sentido de una suplantación, si, por 
otra parte, en su forma aparecen otorgados ó extendidos esos docu. 
montos con todas las solemnidades requeridas por la ley. 

La palabra rimndación viene de la latina aimul y a4Íio, que 
indica el concierto de dos ó más personas para dar á una cosa la 
apariencia de otra. 

2Vmor ó fuerza, — ^La fuerza ó el temor que invalidan los actos 
6 contratos han de ser capaces de producir una impresión fuerte 
en una persona de sano juicio, tomando en consideración su edad, 
sexo y condición, y se mira como una fuerza de este genero todo 
acto que infunde un justo temor de un mal grave é inminente ó 
irreparable en su persona ó bienes, ó en la de su cónyuge ó aleuno 
de sus ascendientes ó descendientes. Sólo el niiedo grave ó la tuer- 
za irresistible vician el consentimiento ; la fuerza es la violencia 
física, y el miedo es la violencia moral, vis quoad corpas^ rruitus 
guoad a/aiñMMay como dice Gregorio López en una de sus glosas. 
Arrancado por estos medios el consentimiento, es nula la obli- 
gadÓD (6). 

D6U>. — ^El dolo de que habla la ley es el que da causa al contra- 
to» esto es» el artificio, la ocultación ó reticencia, que es obra de 
una de las partes, sin lo cual no habría dado su oonsentimiento la 
otra, ó no se habría celebrado el contrato. No w? presume sino en 



I 
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;íalmento previstos por la ley, y tal ea el contrate 
1 quebrado en loa treinta días precedentes á bu q 
upre probarse por el que lo alega : Dolv/m non 
iici/ie pr<fyvri convenit (7). 
— Dice una ley antigua (15, tít. 14, Pftrt. 5.'), 
Tücmiiento: " Bien así como la paga, es otra mai 

que desata la obligación principal de la de» 
roa Códigos CivileB, la novación es la Bustituciói 
igaciÓQ á otra anterior, la cual queda por tanto 
cuanto á loe modos de efectuarse y lí los requii 
iGurrir para su validez, ha de estarse alo prescriti 
s(8). 

)ta excepción ocupa el séptimo lugar entre las enu 
colocarse en el primero. La solucióo 6 el pago i 
itación de lo que se debe, y se hará bajo todo respt 
A con el tenor 6 términos de la obligación contra 
de lo que ea casos especiales prescriban las le 
que dijimos acerca del pago con beneñcio de c 

.do rige una disposición que favorece al ejecut 
la interponer la excepción de pago ó la del cum 
>bligación. En cualquier estado del juicio podrá i 
ido el documento auténtico en que conste el hecb 
i como las excepciones dilatorias ; pero 8Í el eji 
tdticare, se le condenará precisamente en las co) 
a de preferencia (10). 

•ñon. — Por las antiguas leyes se consignaba esta 
, de pago en un mismo número, y ciertameot 
le pi^ar, que " desata la obligación de la debda 
í otro," como dice una ley de Partida. Las mis 

han de coocurrir en la una y eD la otra: han de 
líquidas y actualmente exigibles de dinero y de ci 
ieterminadas de igual género y calidad, pues sie 
ón el pago de uaa deuda por otra, justo es y neci 
ue las deudas compensables se hallen en iguales i 

que aquélla tenga lugar en la vía ejecutiva, ya 
■blígación, en el supuesto de su igualdad, ya pare 
gunda es menor. Nuestras lej'Bs no requieren qu 
cual se opone la compensación sea ejecutivo, c< 
nan legislaciones, y es lo más racional el exigirle 

1 estas dos excepciones en su numeración, se ha 
nciarlas. Sin embargo, así como no han tasad< 
go ó se han limitado á permitir cualquiera de 
icidoa para la prueba en el juicio ordinario ei 
el pi^o, podemos concluir que respecto de la ci 
de suceder lo mismo, no exigiéndose que el créi 
«a ejecutivo (11). 
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[ón. — Dicen los autores iju» la tr^níuicciÚD cu itiiu ea- 
.ciÓD d« contrato, quedando en su virtud extÍD^ida . 
primitiva. Segtin oueetroe Códigos, es un contrato en 
i terminan extrajudicialmente un litigio pendiente 6 
litigio eventual, no ú¿ndolo el acto que solo consiste 
ia de un derecho qoe oo se disputa. Justo es, por 
jda proponerse esta excepción , si después de celebrada 
1, el acreedor demandare ejecutivamente al deudor 
la obligación primitiva (12). 

ttT aquí que nuestros Códigois Judiciales no compren- 
excepciones que el ejecutado puede proponer, la que 
el compromiso de sujetar la decisión del asunto & 
igables componedores, otorgado con todas las forma- 
utas. Nos parece claro que en virtud de un compro- 
lente contraído, no pueden ya las partea hacer uso de 
in otra forma, mientras ese compromiso subsista, el 
I á ima transacción, y por coiuiigniente, lo conaidera- 
en la excepción de que tratamoi. Es admisible, en 
ipto, si se opone en tiempo ; pero ai el compromiso 
fecto por algdn motivo, porque los arbitros á arbitra- 
itaren ó no cumplieren su encalco, etc., es también 
a las partes recobrarán su derecho para hacer ubo de 
y el ejecutante podrá instar para la continuación del 
vo. 

opado de no pedir. — El pacto ó promesa de no pedir 
la condonación ó remisión de la deuda ó á un aplaaa. 
pago, s^ún los términos en que se hubiere hecho, y 
es una modificación de la primitiva obligación. De 
de la ley para incluir esta excepción entre las válidas 

;i3). , 

nda. — En muy raras ocasiones podrá oponerse. Si la 
ha librado en virtud de una sentencia ejecutoriada 
utoríay despacho para la ejecución de un acto judi. 
formular la oposición fundada eu esta excepción, y 
í alegarla en el juicio ordinario, si el caso ocurre, si 
aso, procedería alegar la nulidad del fallo posterior. 
ion. — La prescripción puede ser de acción y de deu. 
leuda, uo podrá aplioarRe á ella, en lo general, la re- 
acción ejecutiva prescribe á los diez años en los caeos 
ida prescriba en un plaao ináa corto, como sucede en 
j de los abogados ó defeusores, eu los de médicos, inge- 
», como los dependiente!! y criados por ¡ws salarios, 
de éstos y de aquéllos, extinguida quedaní la obliga- 
, si han trascurrido dos ó tren años ún rwtamar la 

pendiente de aci'eedores. — Se tutictiile ijae formado 
or quiebra ó por habar pendimites tres ú más ejecu. 
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ra el mismo deudor, se ha de acumular h 
El al juicio naiversal de los acreedores, y ( 
de la citación de remate 6 después. La 
ire lugar cuando concurren las circuaeta 
si DO BQ ha hecho el pago al acreedor. 
ietmoia de juriadiceión. — El objeto de e 
eolare la muidad de la ejecución librada y 
idiendo que se dicte la sentencia de remaK 
el carácter que se le asigna de una exci 
'encido el término ee&alado y en cualqu 

rddad de la peraoneña. — Su objeto es i 
le indicar, j puede también oponerse con e 
do, 6 alegarse en cualquier estado del jui 
uciones, ya se trate del ejecutante 6 de : 
utado si no tuviere el carócter 6 la reprc 
emanda. El Código de la Unión ee re6ere 
idad de la personería del demandante ; peí 
10 en la del ejecutado, en ambas ilegitimid 
: que vicia de nulidad el procedimiento. 
ie ottenia. — No es vaia este error que el d 
o una cuenta. £s un error de hecho que no 
Iguno, y así, en cualquier tiempo, podrá ] 
orrección. No se entenderá que con esta 
pedir el pronunciamiento de la sentencia 
s l^slaciones permiten al ejecutado opom 
Bxceso en la computación á metálico de 1 
lun la litis pendencia. 
ato á las excepciones de quita ó espera, q 
B negocios comerciales, y que en las antigí 
as al pacto ó promesa de no pedir, ind 
liones deben probarse por escritura páblici 
reconocido en juicio. Respecto de la cadi 
no es otra cosa que una prescripción que s 
sido presentadas para su cobro el dia de su 
«n en el siguiente, en defecto de pago, en 
tiene por perjudicadas. En este concepto, 
)rtador contra los endosantes, y cesa la ref 
is resultas de su cobranza ¡ y en lo concei 
>ueda conservar el portador contra el librai 
>aeato en los artículos 428 y 429 del Código 
stifícar las excepciones propuestas, podr 
adiós probatorios que se admiten en el juic 
i las pruebas sean conducentes, 
visto que las leyes reconocen la nulidad <l 
ito que taxativamente marcan las causas 
s61o conceden el derecho de pedir dent 
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término que se declare la nulidad oponiendo esta excepción, sino 
en cualquier estado del juicio por medio de articulaciones. Véase lo 
que dijimos en el capítulo tínico, título VI, De las nulidadea ó 
invaUcUicíón de he juicioe^ 

También se ha visto que entre nosotros son numerosas las ex- 
cepciones admisibles en el juicio ejecutivo. Debiera limitarse el 
numero de las que pueda el ejecutado proponer concretándolas á 
las que sean puramente indispensables para su defensa en este 
juicio, 7 derogarse la ley cundinamarquesa que admite como ex- 
cepcién todo hecho en virtud del cual deba desconocerse la obliga- 
ción ó considerarse extinguida. Esta amplitud que se presta á los 
mayores abusos, hace que los juicios ejecutivos duren indefinida, 
mente y mucho más tiempo que los ordinarios. £n las legislaciones 
modernas es muy reducioo el nilmero de las excepciones admisibles. 

3.^ — Si el ejecutado usare oportunamente del derecho que se 
le concede para proponer excepciones, el Juez del Estado le otor- 
gará el iérm\f\o preciso é iniproi^ogahle de veinte días en calidad 
de común y de iodos cargos para que pruebe las excepciones pro- 
puestas, y el Juez federal, en los negocios de su competencia, el 
de quince días, que comenzarán á correr desde el siguiente al de 
la notificación de la providencia por la que se reciben los autos á 
prueba, concluidos los cuales, sin necesidad de pedimento, manda, 
rá dar traslado al ejecutado, y luego al ejecutante por el término 
de tres días á cada uno, y pasados éstos, previa citación, pronun- 
ciará su sentencia declarando si están ó no probadas las excepcio- 
nes y ordeoando en el mismo auto cesar la ejecución, y desembar. 
gar los bienes en que se hubiere trabado, en el primer caso, ó pre- 
gonar y rematar los bienes, en el segundó. La sentencia se dictará 
dentro de los ocho días siguientes al de la citación, en los asuntos 
de la competencia federal. 

Igualmente el Juez debe pronunciar sentencia de remate, man. 
dando llevar adelante la ejecución, y rematar los bienes embarga- 
dos, si dentro -de las setenta y dos horas señaladas, el ejecutado no 
hubiere propuesto excepción alguna legal, ó en los términos en 
que ha debido proponerla. En este caso no hay nueva citación (15). 

Es de notar que el Código del Estado habla aquí de un térmi. 
no preciso y de todos cargos, mientras que el Código de la Unión 
habla del misino término disminuyendo su duración, y sin decir 
que es improrrogable, como lo indica la ^lahrs^ preciso que em- 
plea el artículo de aquel Código, el cual, para que no quede la 
menor duda, usa también en seguida de la palabra ÍTnproi'rogable. 
Lia frase de todos cargos parece significar que el término trascurre 
en perjuicio del ejecutado si no lo utiliza, de manera tal, que ven. 
cido sin oponer excepciones, ya no tendrán lugar éstas, y procede- 
rá el pronunciamiento de la sentencia ; pero creemos, sin embargo, 
que podrá suspenderse cuando haya conformidad de ambas partes, 
á cuyo fin habrán de solicitaTlo juntamente. Por tanto, en el orden 
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federal podrá prorrogarse el termino para las pruebas cua 
bou practicarse fuera del lugar del juicio, siguiendo par 
regla general, y ea ciuuito á las tacnas, no concediendo 
especial, habrán de alegarse dentro de los quince días se 
acomodándose las partes á las disposicioDes establecidas p 
en el juicio ordinario. 

Segáo lo que dejamos expuesto, la sentencia conteadri 
estas Son declaracíoDes, á saber : 1.' So haber lugar á pro; 
setUenoia de remate, por haber probado cumplidamente el 
do cualquiera de las excepciones legales propuestas, eii ci 
se mandará, además, que Be alce el embargo, como hemos ii 
y 2.' Seguir la ejecaoión adeUvnte, expresándose la caoti 
ha de ser pagada al acreedor, por no haber justíhcado e! 
excepci^D alguna que pueda destruir ó desvirtuar la acció 
tira, ó por no haber opuesto ninguna oportunamente, de 
término legal. En uno y otro caso es esta la verdadera s< 
de remate, denominada así, porque eu ella se declara que 
trance y remate en Ior bieaes embargados, ó trance y pag 
dinero depositado ó retenido, ó con el producto de aquelloB 
Mas hay que tener en cuenta que podrá declararse la 
de todo el juicio, cuamlo se ha probado la excepción de ii 
teocia do juTÍsdicción, ó cuando la falta de personalidad ei 
cútante es la excepción que ha sido probada, 6 bien decía 
nulidad de parte del juicio, reponiendo en este caso los •■ 
e^ado que tuvieran cuando se cometió la nulidad, si se ha 
do en ella, «Jurante la tramitación, por alguna falta de laE 
produceu eu los procedimientos. 

Ed cuanto á la condenación de costas hay que hacer I 
una distinción importaLte. Cuando se mande llevar ade! 
ejecución, tal cual había sido decretada, se condenará precis 
en coatas al ejecutado ; cuando se maode cesar en todo li 
ción librada, se condenará al ejecutante al pago de las caus 
el juicio, porque no ha probado su acción y ha pedido sin d< 
y cuando se mande ceiar en parte la ejecución no habrá ct 
ción de costas, lo que nos parece hasta cierto punto injusto, 
esto indica qne el ejecutante pidió más de lo que se le de' 
ejecutado justiñcó lo que realmente se adeudaba, y en este cas 
debiera ser" responsable de los gastos causados; pero eo el 
caso, dice la ley, serán de cargo del ejecutado los gastos que 
hieren hecho en la ejecución de la sentencia de remate. H 
tasación, se pagarán con preferencia del dinero embargado 
nido, ó con el producto de los bienes rematados, y se satis: 
anticiparán por el ejecutante los gastos judiciales que neau 
rioe para seguir la ejecución quien tendrá derecho de co 
junto con las otras costas que le pertenezcan (16). 

i." — Si el embargo se hubiere hecho en dinero coutanti 
y consentida ó ejecutoriada la sentencia de remate contra el c 
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Imn sea por no haber probado ninguna de las excepoicmes propow. 
tas, bien por no haberlas opuesto dentro del término legal 6 en 
debida forma, el Juez mandará entregar al acreedor la cantidad 
que se le adeuda (17). 

Bebe inmediatamente hacerse el pago de la deuda principal j 
de las costas causadas á instancia de cucho acreedor, puesto que no 
hay necesidad de otros procedimientos, y se abonarán loe intereses 
estipulados 6 los legales. Acreditado en los autos, oomo tambíái el 
alzamiento del embargo de los demás bienes, en su caso, 6 la en- 
trega al deud(»r del dinero sobrante, si lo hubiere, se tendrá por 
terminado el juicio. 

Si el embargo se hubiere he<^ en la renta, en el sueldo 6 en 
la pensión de que goza el deudor, el Juez deberá ord^iar en la 
sentencia de remate que se libre el oorrespondi^ite despacho para 
que se entregue al acreedor lo retado, y para que en lo sucesÍTO 
se le continúe entr^ando lo que deba seguir reteméndose al deu- 
dor, hasta cubrir la cantidad en que ha sido condenado (18). 

No dice la ley en éste ni en el caso anterior que se haga 
previa tasación de costas ; pero el ejecutante puede solicitar que 
se tasen y que se liquiden los intereses antes del pago de la deuda 
principal. 

Si el embargo se hubiere hecho en cosa determinada, por ser és. 
ta la que debe entregarse al acreedor, dada y consentida la sentón, 
cía de remate 6 confirmada por el Superior, se entregará al acreedor 
la cosa embargada, según se ha prevenido en el fallo, y que se pre- 
gonen y rematen los bienes destinados al pago de costas (19). 

Rápido y sencillo es el procedimiento en éste así como en los 
casos precedentes, y practicada la tasación de costas y hecho el 
abono de ellas, quedará terminado el juicio, como hemos dicho. 

Si el embargo se hubiere hecho en bienes muebles, corporales ó 
no, se pregonarán por tres veces con intervalo de tres días del primer 
pregón al segundo y del segundo al tercero, verificado lo cual, se 
hará el remate; y si se hubiere hecho en bienes raíces, los tres pre- 
gones se darán con intervalo de nueve días, y concluidos, se verifí. 
cara el remate. 

El Código de la Unión dice que cuando el embargo se hubiere 
hecho en otra clase de bienes, se anunciará el día del remate, que 
no podrá ser antes de ocho días de la fecha del anuncio, si se trata 
de bienes muebles ó cosas incorporales, ni de diez y ocho días, si 
se trata de bienes raíces, y que cuando los muebles embargados 
sean objetos corruptibles, el Juez podrá reducir prudencialmente 
el tiempo que ha de mediar entre los anuncios y el remate. Cuan, 
do los anuncios fueren desfijados, rotos, borrados ó inutilizados para 
su lectura de cualquier otro modo, el Juez de la causa castigará, 
dice el mismo Código, con arrestos ó multas, tal desacato á su auto- 
xidad, pues así deberán considerarse los hechos mencionados (20). 

Pero al distinguir estos artículos que acabamos de citar, los 
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biettes muebles y los raíces, y aquéllos en oorport 
les, dejaron de coneiderar que las alhajas de gran 
como loB demás muebles, las múmas facilidades pai 
piadores. Es más difícil hacer la veota de éstas, j 
tanto, que mediara entre la publicación de los a' 
im ^azo mayor. 

£n los casos anteriormente espresados, desde ' 
ee anunciará al piiblico el día, la hora y el sitio 
matarse los bienes, fiiándDse carteles ó edictos en ( 
venta y se describan los efectos 6 las ñucas que ha 
expresándose el tipo de la subasta ó sea el valor e 
dos los bienes. Igual aviso se dará por la impre 
haberla en el lugar donde haya de celebrarse el re 
plimiento de estos preceptos legales dejará et Sec 
constancia en el expediente, determinando en qué 
periódicos se han ñjado ó insertado los avisos, & 
debe dar la mayor publicidad posible. 

Si todos 6 parte de los bienes que hayan de rt 
ren en distinto Distrito de aojuél en que debe cele 
el Juez de la causa librará despacho cometido á u 
del Distrito en que radiquen los bienes para que 
lo menos, un pregón en que anuncie el día de su v 
circunstancias de la subasta, esto es, la situación, 
datos que sea posible suministrar; y- sin la const 
practicado esta diligencia, no podrá precederse al 
fijación de los edictos, el Código de la Unión aefEs 
ocho días. 

También debe el Juez de la causa, á pedimei 
las partes, Jibrar despacho facultando á uno de loi 
trito donde -se hallen algunos bienes, para prot 
de ellos en pública almoneda, á cuyo efecto debe 
copia las diligencias del avalúo de dichos bienes 
de los mismos, determinando los requisitos é inte 
cada clase de bienes se han prescrito. Para obtene: 
jas en los remates, podrán dividirse las ñncaa en 
mitieren tal división ; y los muebles i^ruparse en 
de la manera más conveniente. Toda indicación h 
pecto por las partes, dice el Código de la Unión, s 
el Juez, dando preferencia á las del ejecutado (21 

Nada se dispone por nuestras leyes para cu 
púbUcos, y como ¿stos no pueden ni deben, consii 
especial, sujetarse, para el efecto de que trátame 
nes de los demás bienes que dejamos mencionados, 
y justo es que al enajenarse se tenga en cuenta, 
antes, el precio que tengan en el mercado, y por < 
ceda á su venta por medio de los agentes de Bolsa 
que el Juzgado nombre. Farécenos que no debiei 
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' qna ai en algán Circuito judicial do hubiere esos 
lez dirija exhorto lí cualquiera de Iob Juecee de* los 
inde ea más fácil ñjar la cotización del día, acompa- 
ictoa páblicos que hayan de enajenarse, ó razón cir- 

de ellos, para que se realice la venta por el agente 
e nombre el Juez requerido. 

itos no tienen un valor fijo y permanente, y bu precio, 
rio, oscila de un día á otro, en virtud de las nuotoa. 
•clones que ofrece el mercado. Lo que importa, como 
onseja, es que de nn modo cierto y solemne conste 
;tos se han vendido al precio corriente en el día en 
lajenados, de lo cual pueden certificar los corredores 
¡ambio. A los autos convendría t^egar la polis» de 
i de la negociación del día al precio corriente, y re- 
tidad que haya producido la venta, deberá entregarse 
indose el corretaje correspondiente. 
M en el capítulo IV, De las teroeriaa en loe juicios 

la obligación que tiene el ejecutante de acreditar, 
}nes embargados pertenezcan á la clase de inmuebles, 
)1 gravamen á que estén afectos estos bienes, 
regla general, los remates han de celebrarse en el lu- 
) siga el juicio y en la casa-audiencia del Juzgado, y 

no lo autorice expresamente, creemos que no habría 
s, y más bien resultarían venlñjas para el deudor y el 
lue el remate pudiera celebrarse simultáneamente en 

en el de la situación de los bienes. Así venía prac- 
Forme & la ley 32, tít. 26, Part. 2.*, y se facilitaba 

la venta. 

leí remate será presidido por el Juez, con asisten, 
ario, y se dará principio leyendo la relación de loa 
jondiciones de la subasta. Se publicarán las posturas 
hU y las mejoras que se vayan haciendo, por medio 
, y se terminará el acto cuando, por no haber quien 
ima postura, el Juez lo estime conveniente ; pero el 
Unión exige que en los anuncios se expresará siem- 
&sta la cu^ se admitirán posturas, y qne los remates 
rse entre las diez de la mañana y las cuatro de la 

> el remate de los bienes, se anunciará al público el 
' el nombre del mejor postor, declarándose ejecutada 
ciéndose la adjudicación en su favor. El Juea hará 
ario extienda una diligencia en que se individualicen 
«as rematadas, el nombre del rematador, la cantidad 
ran comprado, la causa que ha motivado el remate y 
i se hayan estipulado, si no se hubiere hecho en diñe. 
Bsta diligencia se firmará por el Juez, su Secretario 
ir, pudiendo firmarla las partes, si concurrieren. La 
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iligencia se equipara á una escritura públi 
es suñcieute título de propiedad & favor di 
baya necesidad de otorg;amiento de ^ta ps 
>mÍDÍo, bastando que ese titulo Be registra ei 
lando el remate ba sido de bienes inmuebles. ] 
>edita su acci<5n para obligar al deudor e 
rué las escrituras 6 los títulos de propiedad 
a virtud poseía los bienes rematados (23J. 
mates que se celebren en el juicio ejecutivo 
n de verificarse conforme al Código Judi' 
^nta por las dos terceras partes del avalú 
itdmitirán proposiciones ó posturas que no 
partes del avaláo, y el acreedor ei poste 
tomar parte en la subasta y mejorar las pe 
Bl acreedor podrá pedir que se le adjudiqu 
las dos terceras partes del justiprecio, no 
no ha de ser do peor condición que un te] 
ir de los bienes adjudicados al acreedor ez( 
[Kffitas de la ejecución, deberá abonar el e 
jgado al deudor. Nuestras leyes no han fací 
isto es, á los que aspiran á comprar los bic 
«turas á calidad de ceder el remate á una t< 
ncio de la ley ha ocasionado dudas y diñe 
me deberían removerse concediéndose este 
[apersona á quien se cede, en cuanto se pen 
anifieste dispuesta á aceptar el resultado ¿ 
'ogada á dicho postor en los derechos adqui 
nes contraídas. No hay inconveniente en es 
te deberá efectuarse siempre por dinero 
de las costas. Podrá hacerse á plazos para 
b1 acreedor los admitiere, libertando al de 
lad, y por la cantidad excedente que reau 
odiá celebrarse también á plazos, si éste convi 
ruiente, el comprador de bienes en almone( 
estipulado plazos, deberá pagar de contad 
iiuatro horas el valor de los Bienes que ha; 
deberá hacerse ante el Juez de la causa, ext< 
correspondiente diligencia, y mientras esto 
Irá entregársele al renmtador lo que haya 
dirá el título de propiedad, á no ser que pi 
iprobando haberse convenido con el aeree 
«o el deudor por la parte que le quede en 
! se pagarán de contado las costas (26). 
sos en que sea rematada una ñnca para el 
e de una deuda á distintos plazos, y para ci 
3 hipotecada, el deudor no podrá recibir ( 
I remate deducida la deuda esigible, sin as< 
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Idpoteea, á satirfaecióii del acreedor, la cantidad que quedare á 
deber, la que se depositará mientras tanto (27). 

Eq todo remate deberá el postor, para que su postura sea admi- 
siUe, llenar una de estas condiciones : 6 dará un fiador, principal 
picador, á satisfacción del Juez, de que cumplirá con el remate, ó 
responderá de sus consecuencias, si el rematador no cumpliere ; ó 
consignará en la mesa del Juzgado, en dinero sonante, el 5 por 100 
del yalor de la finca, 6 presentará un pagaré, á satisfacción del Juez, 
firmado por un fiador, principal pagador, que se obligue á satisfacer 
este 5 por 100, si yeriftcado el remate por el proponente, no lo 
enmpUere éste en la forma que el Código establece. Si el postor 
así admitido, no verificare el remate, quMará libre de toda obliga, 
ción, j por lo mismo se le deyolverá la cantidad que hubiere con. 
sgnado ó se le devolverá cancelado el pagare otorgado ; y si el 
peetor verificare dicho remate, j llenare sus condiciones en la forma 
l^ial, se impntará en parte de pago el 5 por 100, si lo consignó en 
dinero, ó se cancelará el pagare hecho el pago ; pero si no se cum. 
pUere con las obligaciones contraídas, el rematador y sus fiadores 
serán responsables de la quiebra, conforme al Código Judicial, 
como vamos á explicar (28). 

La consignación del 5 por 100 es una garantía en cuanto propon- 
de á la ^eotividad del remate, aunque no es la suficiente, en nuestro 
concepto ; pero consideramos bastante la garantía que ofrece la 
fianaa para asegurar con ella el cumplimiento de los deberes que 
conkaigan los licitadores. La ley es previsora en esto y provee lo 
que es conducente y necesario para los casos, que son muy fre- 
cuentes, en que el postor preferido no cumpla sus obligaciones, y 
que á consecuencia de ello sea preciso sacar de nuevo á remate los 
mismos bienes comprados. Ella dispone terminantemente que si 
el comprador no cum|^ere con lo de su cargo, el Juez dispondrá 
que los bienes se pongan de nuevo en licitación y que se vendan 
por lo que se ofrezca, después de tres pregones en tres días cense. 
Gutivos, tratándose de un negocio de que conozcan los Jueces del 
Estado, ó después de anuncios por ocho días consecutivos en los de 
competencia federal. 

Pero el rematador, inmediatamente anterior, responderá por 
la vía ejecutiva de la quiebra que resulte, esto es, de la diferencia 
entre uno y otro remate, y no podrá ser postor en la ulterior 6 
las ulteriores subastas. Servirá de recaudo contra el rematador 
culpable, para realizar el cobro de la quiebra, una certificación del 
Juez autorizada por su Secretario, en que consten los hechos que 
constituyen responsable de ella á dicho rematador ; pero podrá 
omitirse el segundo remate, segón el Código de la Unión, si el 
ejecutante prefiriere ejecutar al primer coifiprador por el valor 
total de su remate, lo que podrá hacer con copia de la diligencia 
de su celebración y una certificación del Juez, sobre el no pago. 
La ejecución por el importe de la quiebra, podrá pedirse, bien por 
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litante, si éete do quiaiere 6 no pudiera mejorar 1 
iva en otros bieneH del ejecutado, 6 bien por éet 
a mejorara ta dicha ejecución (29). 
9to ee, por tasto, que si en la nueva licitaei<Sn b 
} la finca es rematada d un precio más bajo, i 
6 su fiador de esa pérdida, abonando la diferen 
ntre el precio del ramate anterior y el porque la 
dido despulís, así como por loa gastoa de la últii 
falta ocasionados. Por esto el Juez ha de ponei 
i cuantía de la ñanza, para que sea ésta proporci 
mciaa muy poflibles, en tales caaos, y podr^ deterc 
ijeto, por lo menos, en el 10 por 100 del valor dt 
rva de tipo para la subasta. 
s disposiciones de que hemos hablado sobre fian: 
del 5 por 100 no comprenden al acreedor, si co 
ista haciendo posturas, porque la finca embarga* 
acer el pt^ de su crédito, y es claro que no ha; 
star esa fianza. Una ley reformatoria del C6digo 
° de la de 29 de Ehciembre de 1866) lo dispon( 
te. Pero si el acreedor no cumple sus deberaa co 
«emos que deberá responder de la propia man 
postores en el caso de incumplimiento, y si su ci 
<r en su importe á la cantidad en que se ha avalu 
subasta, creemos también que el acreedor eje 
ít admitido como postor, á menos que deposite 
diferencia entera, sí el 5 por 1 00 de esta difereoi 
I y el avalúo, porque no hay razón alguna que pi 
BU provecho una mejor condición que la de los oti 
inmcamos que verificado el remate con arreglo 
Q aprueba, teniendo por ejecutada la venta y ex 
caciÓQ del mismo al mejor postor. Así se practica 
,ción anticipada y sin la fórmula de un auto, que 
nisma diligencia del remate, no impide que se i 

e! término de las veinticuatro horas siguiente 
aprobándolo definitivamente, si concurren todas 

1 exigidas, es deoir, si ae ha consignado el preci 
> las condiciones de la subasta, ó bien la de impr 
lo que la subasta celebrada quedo sin efecto. 
da es cuando se procede á hacer la adjudicación 
BU consecuencia, y debe declararee en la misma [ 
to de la cual cabe el recurso de apelación. 
Dibién hemos indicado que la diligencia de remate ( 
de propiedad, debiendo registrarse, si ae ha et 
ble ; pero esto no obatará al otorgamiento de la < 
i favor del comprador, que el Juez puede otorgar 
eresado, si el deudor no lo verificare ó no pudieri 
AT ausente, ó por cualquiera otra causa. 
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6.^ — Cuando no ocurra quien haga postura por las dos terceras 
partes del avalúo, se suspenderá el remate de aquellos bienes, á 
que no se haya hecho oferta admisible, j el Juez señalará otro día 
para el remate, el que no será antes de nueve días, ni despu& de 
los veinte siguientes, en los negocios de la competencia del Estado, 
ni antes de ocho ni después de quince días contados desde la fecha 
de la notificación del auto que manda proceder á nuevo remate, en 
los de la competencia federal, avisándolo por medio de carteles ó 
edictos 7 de un pregón anticipado. En este caso será ya postura 
hábil la que se haga por la mitad del avaldo. 

Si todavía no se hiciera postura admisible, se mejorará la ejecu- 
ción en otros bienes del deudor que denuncie el acreedor, los cua- 
les se embargarán, depositarán, avaluarán, pregonarán y rematarán 
en conformidad con las disposiciones consignadas en este capítulo; 
7 si sucediere que mejorada la ejecución no quedaren al deudor 
más bienes en que pueda mejorarse, y no se hayan podido rematar 
los embargados para cubrir toda la deuda y las costas, se continuará 
el embargo y depósito de ellos, y se pregonarán todos los meses en 
un día de concurso hasta que pueda verificarse la venta ; pero si 
pasados seis meses no se hiciere postura que alcance á la mitad del 
justiprecio, se verificará el remate en el mejor postor que ocurra, 
sin consideración ninguna al tipo de la subasta ó á la base del ava- 
lúo (30). 

En estas subastas son varios los casos que pueden ocurrir, y en 
previsión de ellos consagran las legislaciones extranjeras disposi- 
dones minucáosas á examinarlos. Por esto en la nota referente á 
nuestras leyes, que son bien deficientes, trasladamos las que rigen 
en España actualmente, que son bien amplias y previenen con reglas 
fijas y circunstanciadas muchas de las eventualidades posibles, para 
evitar litigios, dispendios y dilaciones. 

7.^ — Siempre que se anule un juicio ejecutivo después del re- 
mate y de haberse entregado la cosa y su precio, el rematador tie- 
ne derecho para retener la cosa comprada hasta que se le de- 
▼aelva lo que pagó por ella, con más el interés del medio por ciento 
mensual, á cargo de quien haya causado la nulidad. 

Ningún remate en que el rematador haya cumplido con las 
obligaciones que contray), podrá anularse sino en juicio ordinario, 
y no afectarán al remate las nulidades del mismo juicio ejecutivo, 
con excepción de la tercera de las mencionadas en el artículo 761 
del Código Judicial del Estado (31). 

8.^— Cualquiera que sea el auto ó sentencia que se pronuncie 
sn el juicio ejecutivo será apelable por el ejecutante dentro de las 
marenta y ocho horas siguientes á la notificación del auto ó sen. 
iiencia, concediéndose la apelación en ambos efectos ; pero respecto 
del ejecutado dan los Códigos Judiciales y las leyes reformatorias 
ÜBposiciones distintas para unos ú otros autos y sentencias, siendo 
también el término para interponer el recurso el de cuarenta y 
ocho horas. 
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ecutado puede «pelar del mandamieoto ej 
iligencia en que as le notifique, ó por escrito 
xpresado térmico, y la apelaciiSn se coccedei 
vo ; pero no se procederá é, rematar bienes c 
1, de remat« antes de que se reciba por el Ju 
ín que el Superior haya dictado á virtud d 
. Se ordenará la remisión de los autotí al Su 
■» del apelante testimonio de lo que sea pu! 
ra que el juicio contÍQÚe ante el inferior. '. 
ipulsarse dentro del término que el Juez de 
lusare por culpa del apelante, el Juez, á 
rte, y en vista solamente de lo que el Secreta 
motÍTO de la demora, declarara desierto el ri 
e loa autos se hará, previa citación de las pat 
ilación concedida sea la del auto en que se n 
la ejecución, y esta citación surtirá el efec 

part^ en la apelación. 

intencia que reca^ en la articulación sobi 
liento de la obligación que puede formulai 
uier estado del juicio, es apelable por éste si 
iitivo, debiendo ren^itirse los autos original* 
moB dicho, ó sea el cuaderno de la articulaci< 
lelare del auto en que no se le admiten ezcep 

1 concederá en el efecto suspensivo, y en el m 
el recurso, si apelare el ejecutado de la aei 
DO probadas las excepciones ó de la de ren 

I casos se dejará copia de la sentencia, remí' 
original al Superior, previa citación de las 
3dos estos caaos se sustanciarán las apelaci 
istancia como la de los autos interlocutorios. 
recibidos los autos en el. Tribunal, los tres 
oque en repartimiento el negocio, tratándose i 
iciones ó de remate, seSalarán día y hora par 
trados. Esto señalamiento se fijaró en lista j 
ue no sea ni antes de cinco ni después de n' 
)de el repartimiento (32). 
1 orden federal podrá Uimbién a|>rfar el ejeci 
I 6 sentencias que se pronuncien en este 
á la apelación aolo en el efecto devolutivo, 
itencia de remate, respecto de la cual se • 
ro, y se sustanciará en la Corte Suprema, eo 
trlocutorío. 

ido, conforme á esta disposición, se conceda 
icto devolutivo, los autos originales se remi 
na copia de ellos quedará en el Juzgado íi 
cióndel juicio, cuya copia se sacará á costa 
ia deberá compulsarle dentro del término q 
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signe, y sí no 86 compulsare por culpa del apelante, se declarará 
desierto el recurso, lo mismo que en el Estado, á petición de la con- 
traparte y en vista de lo que el Secretario informe. La remisión 
de los autos se hará, previa citación, aunque la apelación concedida 
sea del auto en que se niegue la ejecución, en todo ó en parte, y 
esa citación surtirá el efecto que hemos indicado, de hacer al eje- 
cutado parte en dicha apelación. 

Las sentencias que pronuncie la Corte, en las que declare pro- 
badas ó no la excepciones propuestas, y las dictadas por los Jueces 
de primera instancia, que no hayan sido apeladas oportunamente, 
quedarán ejecutoriadas. Pero el ejecutado podrá en juicio ordina. 
río que intente después de concluido el de la ejecución, cobrar lo 
que en este haya pagado y el perjuicio que hubiere recibido, siem. 
pre que pruebe alguna excepción legal, de que no tuvo ni pudo 
tener conocimiento en el termino que para oponerse se le concedió 
eu el juicio ejecutivo (33). 

9.^ — ^Las demandas ejecutivas de menor cuantía se propondrán 
Terfaalmente ante los Jueces de Distrito ó los Corregidores, los cua- 
les arreglarán su procedimiento á las disposiciones que quedan 
trascritas, extendiendo diligencias que expresen en resumen todo 
lo que ante ellos ocurra ; mas las partes pueden en el Estado re. 
presentar por medio de escritos en las demandas que pasen de diez 
y seis pesos ; y si en los negocios de la competencia federal, el 
interés de la demanda en su acción principal no excediere de vein. 
te pesos, se extenderá en el libro de los juicios de la expresada 
cuantía una relación suscinta de dicha demanda, de los documen- 
tos ó del acto judicial en que ella se funde, y de las diligencias ul. 
tenores del juicio hasta su fenecimiento. De estas relaciones podrá 
dar el respectivo Secretario, previa orden del Corregidor, á cual- 
quiera de las partes, las copias certificadas que éstas solicitaren á 
tu costa. 

Pero si el interés de la demanda excediere de veinte pesos, 
aunque se proceda también verbalmente, se formará un proceso, 
en el cual se asentarán todas las diligencias y actos que tengan lu- 
gar en el juicio, y se agregarán los documentos que se presenten, 
como sucede en el juicio ordinario. 

En el Estado, si la demanda no pasare de diez y seis pesos^ 
no habrá lugar á recurso de apelación de las providencias ó senten^ 
cias que dicte el Juez de Distrito ; pero si excede de aquella can- 
tidad, habrá lugar á apelación para aute el Juez del Circuito res- 
pectivo, en los casos y en lo» términos expresados. 

En la Unión, ó sea eu ios Territorios nacionales, si el interés de 
la demanda no pasare de veinte pesos, no habrá contra los autos'ó 
sentencias de lo» Corregidores otro recurso que el de queja , pero 
si dicho interés excediere de esa suma, habrá lugar al recurso de 
apelación para ante el Prefecto ó Juez del respectivo Territorio^ 
lo mismo que en los juicios ejecutivos de mayor cuantía. 
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Todoíj los téniíioos han de reducirse á la m 
cides, cuando se trate de ima demanda que en 
DO pase de veíate pesoB (34), 



NOTAS DEL CAPÍTULO II. 

<L) ¿.rts. eSS dal Cód. Jud. del E. y SSdelaley d 
(3) ATt. 965 del Cód. Jud. de la U. 

(3) Arti. 867 del Oód. Jud. del B. y OSQ del de la 

(4) Hemos tomado las explicacionea que proceden 
eio de fispañK, anotado y concordado por D. Pedro G 
José Bena 7 García, séptima edición, 1878, pág. 221. 

(6) Art. l,5t7y8ÍKUÍftntesdelOód. Oiv, del B. 
do la U. 

<6) A.rt. 1,522 j siguientes del Cód. Civ. del E. 
da la U. 

(7) Arts. 17, 1,521 y siguientes del Cód. Civ. del 
del de la V. 

(8} Arts. 1,09G j siguientes de! Oód. Civ. dal B. 
delaü. 

(9) Arta. 1,63S y siguientes del Cód. Civ. del E. ¡ 
de la U. 

(10) Arts. 61 de la ley de II do Agosto de 186S. 

(11) Arte. 1,722 y siguientes del Oód. Civ. del E. 
de la ü. 

(12) Arts. 2,S1S y siguientes del Cód. Civ. del E. 
de la U. 

(13) Arts. 1,719 ysiguientes del Cód. Oiv. del E. 
de la ü. 

(14) Arts, 2,S15 y siguientes del Oód. Civ. del B. 
de la U. 

(15) Arta. 888 y 889 del Cód. Jiid. del B. ; 967 y 

(16) ArU. 916 del Cód. Jud. del B .reformado por 
Agosto de 1869 ; 999 y 1,000 del de la U. 

Sobre cuestiones de nulidad en juicio ejecutivo ci 
dictados por el Tribunal Superior : 

Sentencia de 22 de Febrero de 1879 (Beviita Jim 
oficial). — Sa articuló por el ejecutado, sobre una 1 
dándose en que el Secretario que actuaba no había pt 
promesa legal al posesionarse del destino, y en que Si 
gencia de embargo de la finca denunciada, una siCuat 
tiene. Se revocó el auto apelado y se dispuso que el J 
ciaciónde la incidencia, resolviera en ti fondo, cou arre 
ley 80 da 1875, y á la reforuia 8.* de la 38 de 1877. Eli 
era admisible dicha aTticuIacióii ene! estado que tenia 
ya I« sentencia de remale, 

Santancia de 1.° de OuCubre de 1877 (Beviita Judí 
oficial) .^Denunciad a para el pago una eantidnd que e 
nn tareero, procedente de una deuda, se decretó el eni 
parala retenciÓD hasta nueva providencia; pero el 
que se vencisra el plazo, y el ejecutante promovió ent 
para que se declarase nulo ese pago que ae liabia bech 
da la orden de embargo. Se confirmó el fallo del Juez 
aplicando para ello el artículo 1,645 del Código Civil : 
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86 podía prescindir de examinar si el pago que se hizo por onenta del ejecu- 
tado y con fondos de él, 6 si estaba bien é mal hecho, porque se trataba de la 
subsistencia y de los efectos de un embargo y de resolver si la cantidad em- 
bargada debía ó no considerarse como haciendo parte de los bienes del ejecu- 
tado. Este sostuvo que la nulidad alegada no afectaba el procedimiento y que 
debía hacerse valer en juicio ordinario la enunciada nulidad. 

Sentencia de 1.^ de Junio de 1880 (Beviiia Judicial, numero 32, serie no 
oficial).— Se declararon no probadas la excepción de ilegitimidad de la perso- 
nería del ejecutante, que sehi«o consistir en que el ejecutante, íbu su calidad 
de marido, exigió el pago de unas costas pertenecientes & su esposa, y la de 
nulidad consistente en que la condena de costas se hizo en un juicio en 
que la mujer casada había contestado la demanda sin la licencia de su ma- 
rido. El Tribunal consideró que el artículo 1,748 del Código Civil se refiere 
i los contratos, y que el Código Judicial, en sus artículos 759 á 762, no se- 
ñala entre las causas de nulidad la alegada como excepción de nulidad en el 
ejecutivo. 

Sentencia de 14 de Mareo de 1881 (Bevitta Judicial, número 59, serie no 
oficial).-rAnulado un juicio ejecutivo por considerarse ilegítima la persone- 
ría del ejecutante, fue condenado el Juez inferior al pago de las costas. 

Sentencia de 14 de Marzo de 1880. El auto de ejecución fué revocado, 
porque la escritura pública presentada por el actor, en que constaba asegu- 
rado el crédito con la hipoteca de un inmueble situado en otro Circuito, se 
había registrado en el libro número 1.^ y en el de anotación correspondiente, 
pero no en el libro 2.^ en que debió inscribirse en razón del contrato á que 
la hipoteca accedía. Estimándose que la escritura no hacía fe en juicio, hu- 
bo de considerarse, que no traía aparejada ejecución y fue condenado en 
costas el ejecutante. 

Puede además consultarse la sentencia de 22 de Octubre de 1880, publica- 
da en el número de la Bevista Judicial, ya citada. 

(17) Arts. 890 del Cód. Jud. del E. y 969 del de la U. 

(18) Arts. 891 del Cód. Jud. del E. y 970 del de la ü. 

(19) Arts. 892 del Cód. Jud. del E. y 971 del de la ü. 

(20) Arts. 893 y 894 del Cód. Jud. del E. ; 972 y 975 del de la U. 

(21) Arts. 896 y 897 del CkSd. Jud. del £.; 976, 977, 979 y 980 del de 
laH. 

Con arreglo á la Ley de enjuiciamiento civil de España, si fueren valores 
de comercio endosables ó títulos al portador emitidos por el €k>biemo ó por 
las sociedades autorizadas para ello, se hará su venta por el agente ó Corre- 
dor que el Juez designe, uniéndose á los autos la nota de la negociación y 
una certificación de dicho funcionario en que conste haberse hecho aquélla 
al cambio corriente en el día de U venta, y respecto á los efectos que se co- 
tizan en Bolsa, la elección del Juez deberá recaer en uno de los agentes de 
la misma, y donde no lo hutiere, en un Corredor. 

Si las letras, cartas-órdenes, libranzas, etc. no se hubieren realizado 
desde que se embargaron por no haberse cumplido el plazo, cuando están 
aceptadas, pueden considerarse créditos realizables y procederse respecto de 
ellas como lo dispone la ley ; y si el actor los tomare como moneda corrien- 
te por el valor que representaren, no habrá en ello dificultad alg^a, siem- 
pre que pueda endosárselas y que estén aceptadas por sus pagadores, en 
cuyo caso no hay diferencias entre ellas y el metálico ; pero cuando alguna 
de estas circunstancias no concurriere, se deberá proceder en la forma de- 
terminada por el artículo 1,482 de la citada ley. 

(22) Art. 978 del Cód. Jud. de la ü.— En la citada Leg de enjuiciamien- 
to civil (arl. 1,502), se ordena que cuando los bienes sean inmuebles y estén 
situados fuera del partido judicial en que se siga el juicio, á instancia de 
cualquiera de las partes, podrán celebrarse simultáneamente la subasta y 
remate en ambos Juzgados, expresando esto en los edictos, y que podrá el 
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Juez acordar también la doble y simultánea Mubaata, aunque no la Bolicitei» 
las partes» cuando á su juicio lo requieran la importancia ó circunstancia» 
especiales de los bienes. Para este caso se dispone, además (art. I^SIO), que 
se adjudicarán al meior postor lu^goqne se reciban las diligtfneia» piactíoa- 
das en el otro Juzgadoi y si resultaren iguatos las dos postmraS) se abranue* 
va licitación entre los dos remaiastes ante el mismo Juee que eono^eá de> 
los autos, á cuyo fin se señala el día y hora en que liayim «re oenpaveeer, 
adjudicándose los bienes al que ofresca mayor pveeio y devol^eodo al otro» 
el depósito que hubiere constituido; 

Es ivhasia la publicación que se hace por cierto plazo de estar pues- 
tos en venta los bienes para que en un día determinado acudan á hacer jms- 
iurai 6 proposiciones los que deseen comprarlos, ó, segán Esoriehe, la venta 
pública de bienes ó alhajas que se hace al mejor postor por mandado y coxk- 
intervención de la justicia ; y remate, el acto en que, á presencia del Jues y 
del Secretario, se hacen las posturas y se admiten las pujas, declarándose 
hecha la venta á favor del postor más ventajoso, ó bien la adjudicación que 
se hace de los bienes que sa venden en almoneda ó subasta pública^ al com- 
prador de mejor puja y condición.*— La palabra subasta viene de la latina 
svhhasta, compuesta de súb y hasta^ bajo la lanza, porque entre los romanos 
se ponía por señal una lanza ó pica en el lugar donde había de hacerse algu- 
na venta pública. 

La mencionada Ley de enQuiciamiento^ á que aludimos antes, en sus ar-- 
tículos 1,489 al 1,493, prescribe que cuando los bienes embargados perte- 
nezcan á la clase de inmuebles, antes de que sean justipreciados, se reque- 
rirá al deudor para que dentro de seis días presente los títulos de propieídad 
de las fincas sujetas al embargo, y que se expida mandamiento al Rastra- 
dor de la propiedad para que libre y remita al Juzgado certificación en que 
consten las hipotecas, censos y gravámenes á que estén i^ectos los bienes, ó^ 
que se hallan libres de cargas. 

Si el deudor presenta sus documentos, se forma con ellos un ramo sepa- 
rado y se comunican al ejecutante para que manifieste lo que estime opor- 
tuno ; y cuando el deudor se resiste á obedecer el mandato judicial, se em- 
plean todos los medios de apremie. Si aun asi no se obtuviere la presentación 
de los documentos, la ley icrdica para este caso que el Juez mandará expedir 
al Registrador un certificado de lo que en sus libros resulte. Por estos me- 
dios se averigua en qué prdtocolo existen las matrioes de los títulos de 
propiedad, y puede el Juez mandar que se expidan las oportunas copias, á 
instancia del ejecutante y á costa del ejecutado. 

Cuando éste no hubiere inscrito título alguno de dominio, se incoa un 
expediente para hacer inscribir el derecho de propiedad del deudor con au- 
diencia del Fiscal municipal, observándose en ello ciertas reglas á fin de 
acreditar cl tiempo de la posesión, la situación y linderos, etc. Se levanta 
una información de testigos; pero la inscripción sólo podrá verificarso no- 
habiendo oposición de parte legítima, y sin perjuicio de tercero de mejor 
derecho, expresándose las circunstancias que constai'en del expediente. 

(23) Arts. «00 y 901 del Cód. Jud. del E. ; 983 y 984 del de la ü. 

(24) Arts. 898 del Cód. Jud. del E. y 981 del de la U. 

(25) Arts. 8í>0 del Cód. Jud. del E. y 982 del de la ü. 

(26) Art8. 902 del Cód. Jud. del B. y 985 del de la ü. 

(27) Arts. 903 del Cód. Jud. del E. y 986 del de la ü. 

f 28) Arts. 3.° de la ley de 29 de Diciembre de 1866 ; 59, 60 y 61 de la^ 
de 14 de Agosto de 1869, reformatorias del Cód. Jud. del E. El de la ünión^ 
no contiene estas disposiciones. 

(29) Aits. 904 del Cód. Jud. del E. y 987 al 989 del de la U. 

(30) Arts, 905 al 907 del Cód. Jad. del E. y 990 al 991 del de la U. 
Según la Ley de enjuiciamiento civü de nuestras anteriores referencias,, 

no habiendo postor, queda al arbitrio del ejecutante pedir que se le adjudi^ 
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qoen loa bienes por las dos teroeraa partea de au aYalúo, ó qne ae aaqnen de 
noevo á pública aobaata, con rebaja del 25 por 1(K> de la taafMsión. 

Si en esta aef^da anbaata tampoco hnbiere licitadorea, el actor puede 
ptfir, 6 la adjndicacidn en loa términoa indicadoa, 6 qne se le entregnen 
« aÁniaiatraoiéB loa bienea para aplicar ana prodnctoa al pago de loa inte- 
rnes y extinción del capital.— Bn este easo oesa la administración Judicial. 

Si al ejecutante no le conviniere ninguno de loa doa medica expreaadoa, 
podrá pedir que ae celebre una tercera aubaata, pero ya ain aujecion 4 tipo. 
(Arte. 1,504 al 1,507). 

No se prohibe oír al deudor acerca de las pretensiones de su acreedor, y 
«a el caso de que ^ste se baga cargo de la administración, aquél puede in- 
torvenir en Mtk y aun hacerla cesar, pagando d resto de lo que deba. 

(31) Arta, nuevos para despuós d¿ 008 del Gód. Jud. del E. ; reforma 
vin^ima tercera de la ley 38 de 1877 y 993 del de la U. 

Puede consultarse la sentencia de 12 de Septiembre de 1879 publicada en 
la Be9Í9ta Judicial, número 40, serie oficiaL Después de celebrado y aproba. 
4o US remate, se intentó una artiouladón en el juicio para que se declarase 
solo. 8e fundó el ejecutado en que la finca vendida en Bogotá» con la inter- 
▼ención judicial, se encuentra situada en el Estado del Tolima. El Tribunal 
consideró extemporónea la pretensión, declarando que se podía hacer valer 
en juicio ordinario. 

(32) Arts. nuevos para después del 84MI del Oód. Jud. del B. : reformas 
21 y 24 de la ley 38 de 1877; 8.^ de la ley de 23 de Enero de 1872 ; 62, 83 y 
65 de la de 14 de Agosto de 1869, y 5.^ de la de 29 de Diciembre de 1868» 
reformatorias de los artículos 910 di 914 del citado Código. 

(33) Arts. 995 al 998 del Oód. de la ü. 

(34) Arte. 917 y 918 del Oód. Jud. del £. ; reforma décima nona de la 
ley 38 de 1877 y 1,001 al 1,005 del Oód. de la ü. 



CAPITULO III 

DEL JUICIO POE JUBISDICCIÓN COACTIVA. 

ftisuiOBN. — 1.^ En qué consiste la jurisdicción coactiva ; empleados que la 
ejercen.'— 2.^ Actos ó documentos que prestan mérito ejecutivo; espe- 
cialidades de este juioio.«-^.^ Excepciones admisibles en el mismo ; 
remisión y devolución de autos.*— 4.^ Beglas páralos casos de tercería ex- 
duyente ó coadyuvante.—^.^ Disposidones extensivas á estos juicios.—' 
6.^ Apelación.— >7.^ Disposiciones vigentes en el Estado sobre el impues- 
to directo. 

1.^ — ^Hace parte de la jurisdicción de Hacienda ptiblica la qne 

áenojoÚMiAmiís juriadiccián coactiva, que ejercen los empleados de 

U A.dmim8traci6n ejecutiva, y consiste en la facultad de que están 

reetidos para entender en los negocios relativos al cobro 6 pa^o 

< las rentas, contribuciones j derechos que corresponden al Erano, 

que éste tiene algún interés 6 puede experimentar algdn daño 

I ierjuicio en sus dichas rentas ó contribuciones, derechos y accio- 

3, la cual no se extiende á conocer ni á decidir ninguna cuestión 

« que haya de hacerse la declaración de un derecho, pues todas 

1 contiendas de esta naturaleza son de la incumbencia de los 

7 
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Jnecee ordinarÍOT, en la Bustanciaoión y resoluoióa di 
forme á la ley. 

Loe empleados que tengan por la ley jurísdíccifSa o 
cederán ejecutivamente para el cobro de las rentas 
acuerdo con lo que diaponen loa Códigos y leyes reíbi 
actuarán con alguno de los subalternos de sus oñoini 
actuarios. Si no loa tuvieren, con un Secretario ad ho 
tara Juramento de desempeñar fielmente el encargo. 

Cuando hayan de practicar diligencias fuera del li 
residan, podrán librar despachos cometidos á sub age 
Jueces del lugar en que deban practicarse dichas dOi 

S.**— -Para librar una ejecución neceaitarán, com< 
ordinarios, proceder en virtud de documentos que traig 
da ejecución ; pero en estos juicios, además de los d( 
actos expresados en el artículo 853 del Código Judicial 
y 925 del de la Unión, prestan mérito para las ejecuc 
guientes : a) Los alcances de&nitivos deducidos contra 
sables del Erario por los Jueces del Tribunal de Cue: 
tado ó los Contadores de la Oficina general de Cuentas i 
ó por cualesquiera otros empleados con funciones anált 
cidas por la ley ; b} Las copias de los reconocimientos 
los recaudadores á cargo de los deudores al Fisco p 
contribuciones ; y c) Toa copias de loa decretos que, 
de sus atribuciones, se expidan por los funcionarios pul 
xúendo multas que deben ingresar al Tesoro del Esti 
distritos del mismo, ó al Tesoro federal. También pr( 
eiecutíivo en los juicios que intenten los agentes de bien 
tizados contra los deudores morosos, las cuentas que 
cbos lentes á cargo de los deudores del ramo, en vista 
tidas del registro de inscripciones de esos bienes y i 
éstas se hayan formulado en virtud de los informes di 
anteriores usufructuarios ó por los antecedentes ene 
los respectivos archivos (2). 

En otro lugar hemos dicho que los empleados que 
risdicción coactiva practicarán, con independencia de t< 
toridad ó funcionario páblico, las diligencias necesarias 
el juicio en estado de citar al ejecutado para sentencia 
y que, si el citado opusiere excepciones deetro del téi 
el empleado ejecutor pasará el expediente al Juez ( 
ó del Distrito competente para la resolución, ó al J 
mera instancia correspondiente ; porque la sustanciac 
minaciÓD de todas estas cuestiones, como ya indicamos, 
á la jurisdicción de los Jueces ordinarios. Si éstos decL 
misibles las excepciones, devolverán el espediente 
adelante la ejecución, y lo mismo practicarán si habiéi 
tido las declarasen no probadas. Recibidos los autos < 
ra de estos casos, el foncionario ejecutor adelantará 1 
en los términos prevenidos (3). 
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-En las ejecnciooea que se libre» en virtud de los docnmen- 
'eeados, no serán admiBiblas otras excepciooGs que las si. 
;: a^ Falsedad del docunwoto en todo 6 parte sustancial; 
efectÍTo, 6 por consignacido ; 7 c) Error de cuenta, lias, 
)nnidad con una ley reformatoria, en loa juicios ejecutivos 
instauren para el pago del impuesto directo establecido 
icas raices, no puede proponer el ejecutado otra excepcióa 
le pago, y para proponerla deberá aoompafiar el recibo del 
TO administrador 6 recaudador, requisito bíd el cual no Ifli 
aitida en ningún caso. 

Ls excepciones se declarasen probadas, el Juez devolverá el 
Qte, como en los anteriores casos, para que el empleado 
: cumpla la senteDcia (4). 

-Bigeme por las mismas reglas las tercerías. Si hubiere 
n excluyente, el empleado ejecutor pasará los autos al Juea 
iiUto ó del Distrito oompente para conocer del juicio de 
, ó al Juez federal de primera instancia, en sa caso, sin 
o de mejorar la ejecución en otros bienes del deudor, para 
esuelva ai es ó no admisible la oposición, y sustancie y de- 
el primer caso, ó devuelva los autos, en el segundo, con el 
»do ; y ai la oposiciiín fuere coayuvante, pasará los mismos 
on t^imonio de lo actuado, dejando en el expediente orí- 
debida ccnatancia, para que el Juez conozca del juicio de 
y lo decida (5). 

03 casos de tercería 6 de concurrencia de acreedores contra 
es afectos al pago de descubiertos 6 créditos á favor de la 
Ja pública, ya del Estado ó ya de la üniíín, la Hacienda 
recfao de prelación ó de privilegio, sin otras excepciones 
ie loa créditos de la primera y segunda claae que enumeran 
( Códigos Civiles y que mencionaremos en el capitulo co- 
üente, 

-Comunes son á estos juicios promovidos por la jurisdic. 
«tiva, todo lo que los Códigos Judiciales disponen respecto 
emás ejecuciones. Rigen las mismas reglas y formalidades 
iibaatas y remates que deban celebrarse para hacer pago de 
-edito á k Hacienda pública, y laa ejecuciones contra los 
e del ramo de bienes desamortizados se siguen en los mismos 
s que las relativas á la recaudación de contribuciones y 
i favor del Fisco. Los procedimientos para la cobranza de 
por alcances líquidos se siguen por loa Jefes respectivos, 
le la competencia de los Jueces civiles ordinarios, en todo 
vía contenciosa (6). 

e, pues, por la breve exposición que precede, que la juris. 
coactiva es puramente civil, y que no alcanza más que á 
ñeñe relación con rentas y contribuciones, cobranza de al- 
ele. Las cneationea litigiosas sobre declaración de un dere. 
in fuera de su acción, aaí como los delitos contrarios & la 
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Hacienda ptSblica, con ezcepcíóa de loa de contrabando 
dacián de que conocen los Administradores de Aduanas, 
minadoa casos. 

6° — Las apelaciones que ae interpongan en este jnic 
cederán para ante el Juez del Circuito o el Superior ' 
QCf^n sea de mayoi 6 de menor cuantía el asunto de qu( 
6 para ante la Corte Suprema federal, en loe negocios di 
petencia (7). 

7° — Terminaremos este capítulo consignando las dis] 
referentes al procedimiento que ha de observarse para Iii 
tÍT0 el pago del impuesto directo en el Estado. 

La acción del Fisco para el cobro de este impuesto es 
personal y real, y podrá dirigirse eu cualquier tiempo 
persona y bienes del deudor originario, es decir, del que 
fio de la finca cuando se causó el impuesto, 6 contra la &□( 
aunque se encuentre en manos de un tercer poseedor. 

Se consideran hipotecados, para !os efectos del pi^o, 
bienes raíces del contribuyente; y si trascurren los mesi 
dos para el pago, sin que se haya veriñcado, el respecti' 
dador librará ejecución contra todos ó parte de los bienes de 
comprendiendo los intereses que se causea desde que se h 
ble dicho pu{;o y los gastos de la eiecución ; todo lo cual 
dará en su ma por el mismo recaudador 6 el agente de o 
conozca del asunto. £1 interés que se computará y cob 
1 por 100 mensual sobre las cuotas no satisfechas, hast 
verifique su pago. 

Los m&ndamieDtOB ejecutivos contra los contribuyen 
BOB se notificarán personalmente, y si esto no fuere po 
medio de un edicto publicado en el periódico oficial del 
en el del respectivo Departamento fiscal. La notificación i 
de surtida quince días deapuéa de publicado el edicto. 

Una vez intimada la ejecución al deudor en personi 
fensor que se le nombre, y que será el que designe el Sít 
nicipal, con quien se seguirán entendiendo las diligencias ( 
se decretará el embargo y el depósito de los bienes qu( 
necesarios para cubrir el valor de lo que se deba por p] 
réditos del impuesto y por los gastos de ejecución. El 
defensor es de forzosa aceptación, y el nombrado sólo po 
sarse por impedimento físico ó por estar desempefiando a 
tino oneroso. 

La ley 52 de 1874 dispuso que, embargados los bienes d( 
se debía observar el orden siguiente en el remate de ellof 
semovientes ; h) Los muebles ¡ c) Las fincas raíces ; d) I 
derechos, créditos y acciones no susceptibles de embargo 
ley 25 de 1878 determinó que el procedimiento ejecuti 
dirigirse contra el precio del arrendamiento de las fincas, 
que la acciún del Fisco, tanto del Estado como de los 
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se reducirá á administrar los expresados inmuebles de propiedad 
^el deudor ú obligados al pn^o, por su cuenta, segdn el caso, por 
todo el tiempo necesario para cobrar de sus productos la cantidad 
á que asciendan el principal, los intereses y gastos de administra- 
ción. No se hará, pues, remate de los bienes embargados, segán la 
nueva lej^ y el duefío, 6 cualquiera otro individuo, podrá libertar 
la finca ocupada y hacer cesar su admioistración, pagando lo que 
ella deba, y desde que esto suceda, la finca será entregada al que la 
tenía cuando se tomó por el representante del Fisco. 

En consecuencia, el arrendatario de una finca embargada para 
el pago del impuesto, deberá, desde el momento en que se le haga 
saber el embargo, ps^r el arrendamiento en manos del respectivo 
Becaudador, aunque alegue que lo tiene anticipado ó cubierto al 
propietario, y cusdquiera que sea, por otra parte, la naturaleza del 
contrato que le de deiecho al uso de la finca ; pero el arrendatario 
podrá exigir al propietario que le abone los pagos hechos al re- 
caudador, debidamente comprobados. 

Decretado el embargo, el empleado ejecutor ordenará la ins- 
cripción de la finca en la oficina de Registro en que este radicada, la 
cual cancelará el Registrador en el acto en que el contribuyente 
presente el recibo del pago hecho, eiroedido por el respectivo re- 
caadador ó por el Administrador de Hacienda. La cancelación nó 
•causará derecho de ninguna clase ; pero serán de cargo del deudor 
moroso los derechos que por la inscripción correspondan al Begis. 
trador. 

Para todas las actuaciones se usará del papel común ; mas al 
verificarse el pago definitivo del impuesto, se incluirá en el importe 
de gastos el valor de dicho papel como si f ueráxcl sellado por el 
Estedo. En estos juicios actuará el recaudador ó el agente de so- 
bros ejecutivos con dos testigos (8). 

Debemos anotar, en vista de estas disposiciones, que sus pre- 
ceptos sobre el impuesto en cuanto á la admioistración de los bie. 
nes del deudor ejecutado, son deficientes, vagas e imprevisoras. Sus 
vacíos pueden dar lugar á graves abusos ó á perjuicios irreparables. 

Creemos que se debieran determinar las condiciones de esa ad. 
ministración, las obligaciones del administrador y los derechos dei 
deudor, á quien hay que conceder algunos, porque se trata de sus 
intereses. £1 administrador debe rendir cuentas periódicas, que se 
examinarán por los trámites naturales á ordinarios, y será respon- 
sable de cuanto hiciere en dafío ó perjuicio del deudor. Debe tam- 
bién prestar fianza, á petición del ejecutado, cuando se compni€%^ 
^ue el resto de la deuda es meuor que las cantidades que reciba 
el aministrador, en la debida proporción, para cubrir así la res- 
ponsabilidad que apareja la administración de bienes ajenos. El 
deudor debe tener intervención en la administración de sus bienes, 
si las fincas fuesen rústicas, fábricas ó establecimientos industriales 
de cualquiera especie, y en las operaciones de recolección de fru- 
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tos 6 del tranco le corresponde «u justicia esa intervenciiin i 

Cal deudor, por sí 6 por medio de persona que le repiee 
intereses do deben continuar devengándose desde <^ue se < 
en posesión de los bienes, y toda cuestión entre el administicu 
el ejecutado, con motivo de la administración, debiera trami 
como los incidentes, aunque éstos pueden ser innumerables ; 
lugar éb complicaciones y dificultades graves. 

Las leyes sobre el impuesto directo pueden desacreditarse 
se adoptan las reformas que ellas reclaman. El Gobierno es 
la obligacidn de atender 6 de proteger loa derecboe de tus deud 



NOTAS DBt CAPÍTULO ni. 

<1) A.Tts. Sig y S2S del Oód. Jad. del E. ; 1,006 ; 1,013 del de la 

La Corte Suprema federal, en bu aoto de 3 de Octubre de 1865, 
■krzo de 1B6D j por otras providencias, hft deoUrado qae " es á los J 
naoionftlea de primera inatmnois, á quienes ooiresponde oír j decidir I: 
«lamscíonee contra loa mandamientos ejecntivoa librados por los empl 
de la Unión qne «jercen la jurísdioción coactiva." En consecueDCia, < 
minó qne el recorao de spelaoiún debía otorgarse ó dentarse por aq' 
fiucionarioB, para qne la Oorte pndiera conocer de ellos. 

<2) ArlB. 920 del 0<5d. Jnd. del E. ; 1,007 del Cdd. de la U. 7 ar 
iaoiBO 3.° de la lej de 32 de Hayo de 1865^ sobre bienes deBamortixat 

Por sentencia de 1 de Enero de 1869, dictada por la Corte Snpreii 
deral, se revocó el anto ejecutivo librado para el pago de los intereses 
censo en virtud de nna inscripción extendida en el registro de bienes 
amortizados, formulada por loa informes dados por nn tercero 7 no p< 
nsnfroctnarios anteriores, ni por datos tomados da los arohivoB. 

(3) Arts. «21 del Cód. Jnd. del E. j 1,008 del de la U. 

(4) Arte. 022 y 023 del Cód. Jnd. del E. ; 34 de la le; de 13 de A 
de 1869, 1,009 7 1,010 del Cód. de la U. 

(E) ArtB. 926 del Cód. Jud. del E. 7 1.013 del de la U. 

(6) Arte. 927 del Cód. Jnd. del E. 7 1,014 del de la U. 

(7) Arte. 934 del Oód. Jud. del E. 7 1,011 del delaU. 

(8) Arts. SO al 24 7 36 de la 107 de 13 de Agosto de 1869 ; !3 a: 
n de la 107 G2 de 1874 ; 6.° al 9." de la le; 25 de 1878. Vóaae la lej 
da Enero de 1873, sobre formación v sucesiva reforma del catastro 
riqueza rafz 7 mueble del Estado, la 33 de 1877 7 34 del mismo año 
•nnqne eatá derogada por el artículo 13 de la citada 1*7 de 1878, 001 
oonsaltar por las innovaciones que ella introdujo. 

La cunta del impufsto es la de cuatro por mil, qae se distribu7e asi 
para el Estado ; dos para el PiBtrito, aplicado por mitad á la Instn 
pública j i los fondos comunes. Es en loa meses de Marzo 7 Septieml 
Mda año cuando debe pagarae ese impuesto. 

Loa administradores departamentalea y recaudadores, 7a lo di, 
tioMit facultad de dar comiaiones, bajo an responsabilidad, invistieni 
•aiicter de Agentes de Hacienda á las personas <jue í bien tengan, p 
«obro del impneeto, aaignándoles por sus honoranos hasta nn aetenta 
00 por ciento del recargo de demora de qne trata el articulo 6." de la ! 
de 1876.— Dádaie por algnnos qne subeiata vigente este reoargo, en ni 
«oncepto, sin fnndiunento. 
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CAPITULO IV 

I>E LAS TEBCBBÍ AS, Ó TEBCEB OPOSITOR EN EL JUICIO BJBCXTTiyO. 

SssuiEXN :— 1.^ Qué llamamos tereeria y tercer oposUor ; sns clases.^ 
8.^ Obligación de presentar el oertifícado del Bogiatrador de instromeiu 
toe públicos; procedimiento en el caso de que resalten gravados ios 
bienes ejecutados.-- 3.^ Beglas concernientes á las torcerías coadjnTantss 
y i las exclnyentes ; cómo se interponen y sustancian ; caándo se siispen*- 
de ó no el juicio ejecntivo; sa ampliunón en otros bienes.— ^.^ Las 
cuestiones de prelación no excluyen la venta de los bienes embargados ; 
preladón ó privilegio de la Hacienda páblica.—^.^ Recursos de apelación. 

1.^ — Se da el nombre de tereeria á la oposición que hace 6 re- 
clamación que deduce un tercer litigante en juicio pendiente entre 
otros interesados, y al juicio que se sigue en virtud de la acción 
entablada por el tercer opositor; y llámase tercer cposiior al que 
deduce esa reclamación ó interviene en la cuestión planteada, ya 
aea auxiliando ó apoyando la acción ó derecho del ejecutante ó del 
ejecutado por tener algún interés común con alguno de ellos, ya 
solicitando ser preferido al ejecutante en el pago de sü crédito 6 
alegando ser suyos los bienes embargados. 

Estas son las dos clases de tercerías admitidas por la jurin>ru« 
denda y reconocidas por nuestros Códigos Judiciales, siguiendo la 
división anticua : la tercmria coadyuvamie^ en la cual el tercer opo- 
sitor ayuda ó sostiene la^retensión del ejecutante ó la del ejecu. 
tado ; y la tercería exduyente^ en la que el tercer opositor alega un 
derecho preferible al de los otros dos que litigan, ó un derecho que 
excluye no sólo el del actor, sino el del ejecutado. Es esta la ver. 
dadora tercería, porque toda tercería presupone una reclamación 
distinta de las que han sido deducidas en el juicio por los otros U- 
tigantes, ó bien una oposición en que se sostiene un derecho pre- 
ferente al de cualquiera de éstos. 

Las tercerías coadyuvantes son bastante frecuentes en los jui. 
dos ejecutivos, en los deabintestato, capellanías y demás Uamados 
universales. 

Pueden promoverse también en los juicios ordinarios en el 
caso de una reivindicación, cuando el demandado contradice la 
acción y un tercero ocurre en demanda del objeto de la disputa, 
afirmando que él es su dueffo. 

Hay tantas clases de tercerías como juicios en que pueden pro- 
moverse ; y tienen lugar principalmente cuando hay embargo de 
bienes ó procedimientos de apremio contra los deudores; pero es 
de advertir que en los ejecutivos se hace uso de las tercerías siem- 
pre que el tercer opositor tiene por objeto el reintespro de su cré- 
dito con preferencia al del ejecutante, denominánaoee entonces 
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ierceria de mejor derecho, y si el objeto del opositor es !a reivi 
caoí<Sn de Iob bienes ejecutados, la tercería se llama de domi 
No pueden presentarse otroR caflos, ni los Códi^^s admiten o 

2.°— Al tratar éstos de las tercerías en el juicio ejecutivo, 
piezan por establecer la obligación ea que está el ejecutant 
presentar deetro del término que el Juez la seflale, una certi 
áÓQ del Bc^etrador de instrumentos pijblicos que acredite 1 
bertad de la finca de que se trate ó los gravámenes que tenga 

La preaentaciÓQ de este documento debiera ordenarse de o 
por el Juez de la causa y exhibirse antes del avalúo de loa bi 
sujetos al embaí^. Si sobre éstos pesan gravámenes á otra 
peteoas, además de la ooDStiiuids por la deuda que motiv 
juicio, justo ea que se tenga en cuenta al practicarse el avali 
fin de que los acreedores hipotecarios puedan intervenir en 
actuación y dejar á salvo su interés. 

Si de la certificación del R^strador resultaren gravado 
bienes, el Juez ordenará de oficio que se cite á Eos acreedores 
tengan constituida hipoteca á su favor en dichos bienes, emplí 
dolos para que dentro de un término que predencialmeote 
oomparezcan á hacer uno de su derecho en juicio de tercería; 
que conste beberse hecho esta citación, no se procederá al p^ 
ejecutante coa el precio de la finca, ní llegare á veuderse, 6 d 
menea rematados, el que permanecerá en depósito hasta tantc 
se decida la prelacii^ con que deban ser pagados loe acreed 

Si los acreedores no pudíeeen ser habidos para citarlos p 
nalmente por ignorarse su paradero 6 bo saberse su nombre ( 
verdaderamente inusitedo), el Juez dispondrá que del precii 
nmaite se deduzca el valor de sus acreencias y se deposite, y 
con el resto, si lo hutñere, se le pague al ejecutante, sin pe 
cío del derecho que éste pueda tener á la cantidad depoet 
previo el correspondiente juicio de prelación. Si el gravamen 
re UQ oenso ó reconocimiento de un principal, se dispondrá 
oontináe reconoiaéndose en la misma Snca hasta que se deten 
otra cosa en el juicio de prelación (2). 

Pero si los acreedores citados no cfnnparecieren dentro de] 
mino s^alado ai antes de que se haya pagado al ejecutantx 
el producto del remate de la finca hipotecada, perderán su derecho 
& ser pagados con este producto (3). Quei^rán siempre & salvo 
los derechos del tercero pM« deducirlos en juicio ordinario contra 
quien y como corresponda. 

Creemos que la notificación por edictos para la citación y eia-. 
plazamiento de los acreedores hipotecarios debiera publicarse en 
el lugar donde radique la finca de que se trate, en el lugar donde 
Be sigue el juicio, y donde conste que residía el respectivo aeree, 
dor en la época en que se constituyó la hipoteca, pues en la oerti. 
ficación del Begistrador debe constar su domicilio, dato que faci. 
lita las inscripciones. 
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3.^ — Así los acreedores hipotecarios y los censualistas citados 
ó no citados, como cvalesqniera otros que pretendan aue con el 
prodmoto de los bienes embargados se les pague también lo que 
el ejecutado les adeuda, tendrán derecho para hacer tercería coad- 
yuvante, la que será admisible, lo mismo que la tercería excluyen^ 
te, en cualquier estado del juicio ejecutivo, con tal que aun no se 
haya pagado al ejecutante el precio de dichos bienes, 6 de que no 
hubiere sido todavía aprobado el remate ni se haya hecho la tra. 
dieión de la cosa que se reivindica por la tercería de dominio. Con- 
sumada su venta irrevocablemente, no le quedará al tercer opositor 
otro recurso que acudir al juicio ordinario, para obtener en él lo 
que ya no es posible alcanzar en el ejecutivo. 

Toda tercería deducida en juicio ejecutivo, sea coadyuvante 6 
excluyente, ya se funde en el dominio de los bienes ejecutados, ¿ 
ya en derecho preferente al del ejecutante, exige por parte de quien 
las promueve la presentación de un documento 6 de una prueba 
sumaria, que justifique la 4>poeici6n, y que ésta se formule como 
toda demanda con los requisitos establecidos. La de dominio debe 
acreditarse con un título legítimo, y carecerá de apoyo legal una 
tercería de esta clase, cuando no conste inscrito en el Registro de 
la propiedad el título en que se funde. 

El auto en que se admite la tercería se notificará personalmente 
al ejecutante y al ejecutado, 6 á sos representantes legales en el jui- 
cio. La ley habla aquí de repreeentantee y no de apoderados, y en el 
ñámero de representantes incluímos no sólo á los apoderados, que 
rerpresMten un poder de un acreedor por ^derecho propio, sino el 
marido reepeoto á su mujer, el padre respecto á su hijo menor y 
el tutor respecto á su pupilo. — AjA debemos fijar la inteligencia de 
este preeepto. 

La tercería coadyuvante no suspende el juicio ejecutivo, pero 
se ^Kfiere el 'psigo hasta que se decida la prelacion entre los acree- 
dores, y la excluyente suspende el pregón y remate de los bienes á 
que la oposición se dirige. Desde que se admita cualquiera de ellas, 
el Juez recibirá inmediatamente á prueba el artículo de pielación 
de acreedores, en el primer caso, ó sobre el dominio de los bienes, 
eñ el segundo, siguiendo en el procedimiento ulterior, en el uno y 
en el otro caso^ los trámites del juicio ordinario. 

Si antes de sentenciarse definitivamente una de estas tercerías 
se presentaren nuevos opositores coadyuvantes ó excluyentee, se 
segura con ellos un nuevo juicio, al que se acumulará el seguido 
hasta entonces, y esta acumulación tendrá lugar cuando las diversas 
tercerías que se deduscan sean coadyuvantes unas y excluyentes 
otras. Sería muy embarazoso, en efecto, seguir con cada uno de los 
opositores un juicio aparte sobre la calificación y preferencia de 
sus créditos, y ejecutar sucesivamente los fallos. Así el precepto 
de la ley consulta en esto la equidad, la brevedad y lo menos dis- 
pendioso del procedimiento. 
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Todae estas tercerías se sustanoiaii, BÍeDdo parte actora el < 
interesado, con el ejecutante y el ejecutado. Ambos eatáu i 
sados, el primero en atacar la pretentiÓD del opositor para e 
tiafecho con preferencia & éste, y el segundo para que do bc 
no^a en contra suya ud nuevo derecho. 

Siempre que haya opoeición admitida, ya se funde en títi 
dominio, ya en crédito preferente, podrá pedir el ejecutante < 
amplié la ejecución en los demás bienes del deudor que cubi 
crédito en ca«o de declararse legítima la tercería, sin peHui 
eeffuir el juicio y eosteoerlo contra el tercer opositor. M C 
del Estado lo dispone así declarando que cuando en un jui 
ejecución se intenten tercerías excluyentes 6 coadyuvantes, < 
cútante recobrará el derecho que al practicarse las diligencii 
cutirás tiene cegún el artículo 868 para denunciar los bieui 
crea pertenecen al ejecutado. Pero el Código de la Uniót 
dispone á este reipecto, ni exige tampoco la presentación del 
ficado de que henion hablado, y que debe expedir el Begist 
á petición del ejecutante, sobre la situación exacta de los inm 
embarcados (4). 

Si mediante esa ampliación se hallaren bienes suficiente 
satisfacer el crédito del ejecutante, sin perjuicio del derec 
opositor, creemos que deben dirigirse contra esos bieoee los 
dimientos ejecutivos. £1 tercer opositor ejercerá su acción 
el deudor y los bienes á que la tercería se refiera. 

Una ley reformatoria dispone que cuando alguno de los • 
del Estado haya librado ejecución en mérito de una escritura 
tecaria, no admitirá tercería excluyente apoyada en dociune 
fecha posterior á la que sirvió de recaudo ejecutivo, sino d 
de sentenciadas las excepciones, y cuando la nulidad de la esc 
del registro, de la anotación ó del contrato en ella consigni 
haya sido objeto de dichas excepciones; pero que si se preee 
estas excepciones, podrá oírse como parte al que se creye 
derecho de dominio á la finca hipotecada, si así lo solicitare 
juicio de dichas excepciones. Si no se hubieren presentado, 
oería podrá admitirse aun con documento de fecha poateri 
hipoteca, para el solo efecto de probar las nulidades de la e 
ra, y en este caso la tercería se sustanciará en los términos < 
tíonlo 382 del Código Judicial, es decir, como las excepcioi 
latorias. 

Dispuso también la ley á que nos referimos que si en las 
rías en curso, al tiempo de su sanción, no se hubiese tratado c 
bar por el terceristo alguna ó algunas de las nulidades mencic 
el Juez del conocimiento debía citar para sentencia, á pedí 
del eiecutante, y dentro de vetoticuatro horas mandar que 
ouci^ siga adelante. Ese auto era apelable sólo en el 
devolutivo (6). 

No hemos podido comprender la razón legislativa de esti 
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mas dispoeiciones que parecen haberse expedido para decidir con 
ellas una cuestión determinada. 

4.^ — ^Hemos vieto que las cuestiones de prelación no excluyen 
la venta de los bienes embargados. Tanto los opositores coadyuvan- 
tes como el ejecutante primitivo pretenden el pago de sus respec- 
tivos créditos y se siguen los trámites ordioarios sin que se inte- 
rrumpa* la vía ejecutiva hasta el remate de los bienes. 

Toda obb'gación personal da al acreedor el derecho de perseguir 
su ejecución sobre todos los bienes raíces ó muebles del deudor, 
sean presentes ó futuros, exceptuándose solamente los no embar- 
gables, y sobre las especies cuya entidad pueda probarse que per. 
tenescan á otras personas por raasón de dominio y existan en poder 
del deudor insolvente, ya sabemos que conservan sus derechos los 
respecti?os duefíos, sin perjuicio de los derechos reales <|ue sobre 
tales especies competan á dicho deudor, como usufructuario 6 pren- 
dario, o del derecho de retención que 'le concedan las leyes, en 
todos los cuales podrán subrogarse los acreedores (6). 

Ya veremos que puede tener lugar la formación de un con- 
cuno de acreedores, no sólo cuando el deudor hace cesión de 
bienes sino cuando concurren varios acreedores en virtud de las 
ejecuciones libradas á su favor. Por ahora nos limitaremos á ano- 
tar que en los casos de tercería ó de concurrencia de acreedores 
contra los bienes afectos al pago de descubiertos á favor de la Ha- 
cienda pública, j^ sea del Estedo ó de la Nación, tiene derecho de 
prelación ó privilegio dicha Hacienda por sus créditos líquidos 
como ya indicamos, sin otras excepciones que las mencionadas en los 
Códigos Civiles, de las cuales trataremos en el l^tulo siguiente (7). 

5.^ — ^En el Estado las apelaciones se sustanciarán en todo caso 
como las de autos interlocutorios ; pero las que se interpongan de 
las sentencias en (jue se declaren probadas ó no las excepciones pro- 
puestas, se decidirán por el Tribunal Superior en Sala de tres 
Mi^^iados ; y en los negocios de la competencia federal, todo 
auto que no sea de pura sustanciación en los juicios de tercería, 
sea ésta excluyente ó coadyuvante, es apelable para ante la Corte 
Suprema federal, y la apelación de la sentencia en que dichoB jui^ 
dos sean decididos, se sustanciará como la de las definitivas pro- 
nunciadas en juicios ordinarios ó de concurso de acreedores, sc^án 
que la tercería haya sido de la una ó de la otra clase (8). 



NOTAS DEL CAPÍTULO IV. 

t 

(1) Arts. 938 del Oód. Jad. del E. y l,027;d6l de la ü. 

(2) Arts. 929 al 932 del Gód. Jud. del E. 
<3) Art 933 del Cód. Jad. del E. 

(4) Arts. 934 al 944 del Gód. Jad. del E. ; 70 de la ley de 14 de Agosto 
de 1869 j 1,028 al 1,034 del de la ü.— -Paeden consaltarse les sentencias del 
TrílMUial Saperíor de 15 y 30 de Septiembre de 1879, pablioadas en la Be^ 
filfa Judieíalf número 43, serie oficial. 
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(S) Arta, t." «1 9° de la ley de 33 de Enero de 1873. 

(O Arta. 3,567 y 3,568 del Oód. Oír. del E. 7 ana <Hmoordant< 
laÜniííi]. 

Obeerva Lira qae har qnieneB vean en el artfcnlo 1,966 del Có 
ohileno (el 3,029 del naeatro) una nneva claae de tercería para et j 
cativo: la del arrendatario que, oreen, pnede oponerse al remate ' 
arrendada, ai ha sido embargada. Bite expoaitor opina qae el arj 
no puede ntilizar an oontrato ni opnnerie, en conaeoneacia, al en 
an jnicio, 7 oon mucha razón, lo único que la lej la concede ea 1 
de aer mantenido en el goce de au arrendamiento, en determinado 
pecar de la ejecDción 7 del embargo efectuado. Bate derecho no 
en efecto, el que tiene el ejecutante par^ pedir el remate ¿ la adj 
de la coaa arrendada. 

Oaando deba el arrendatario aer mantenido eo el goce de la fií 
dada, le dice el artículo 2,026 de nuestro Oódigo. 

(7) Art. 8," de la ley de 8 de Febrero de 1865. 

(8) Arta. 945 del Ood. Jnd. del E. 7 1,035 del de la U. 

El Tribunal Saperíor, en eantencia de 9 de Abril de 1ST9, pabli< 
SniíiaJvdimál, número 15, reaolfió estaa cueationee, A aaber : q 
aitor exoinyente puede alegar la nalidad de la obligación hipoteoí 
era nula la enajenación de bienes iomneblos hecha por loa her« 
haber obtenido la poeesión efectiva 7 regiatrado el decreto qne 1 
conoedido. 
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JXJIOIOS ÜB CONCURSO 
ACRS3S3r>OXiS}8. 



CAPITULO I 
DEL G0NCUB80 VOLÜNTASIO, Ó LA CB8IÓN DE BIENES. 

BasDUN.— 1.° Nociones generales ; qué son jaicios de concurso de acree- 
dores ; sus clases.— 2.^ Qué se entiende por eetián de hunes ; quiénes 
pueden hacerla é implorar sus beneficios ; será admitida con conocimien- 
to de cansa ; requisitos necesarios para sn admisión.— 3.^ Bienes qne 
debe comprender y efectos de la cesión ; acuerdo de los acreedores sobre 
la administración de los bienes.— 4.^ Casos en que los deudores no gosa- 
rán del beneficio; una presunción de dilapidación.— 4.^ Lnpngnaeíón 
qne pueden hacer los acreedores; cómo debe Yentilar8e."«-6.^ Si pa- 
gando el deudor por medio de la cesión de sus bienes puede recuperar- 
los ; á quiénes no aprovecha.— 7.^ Otros casos de formación de concurso ; 
trámites para el voluntario. 

1.^ — ^Nuestros Códigos Civiles, al hablar del pago efectivo en 
general, ordenan qne se haga bajo todos respectos en conformidad 
al tenor de la obligación ; pero sin perjuicio de lo que en casos 
especiales . dispongan las leyes (1). Uno de estos casos es el pago 
por cesión de bienes de que vamos á tratar, pues la verdadera na- 
turaleza del concurso votuotarío consiste en esta cesión establecida 
en beneficio de los deudores inculpables ó de buena fe que nopue. 
den de otro modo cumplir sus compromisos. 

Llámase concurso de cuyreedxyi^ea el juicio promovido, ó bien á 
instancia de un deudor que pone sus bienes á disposición de sus 
acreedores, ó bien á instancia de los mismos acreedores para hacer, 
se pago de sus créditos con los bienes de su deudor. Puede ser vo- 
huntario ó necesario : el primero es provocado por el deudor ce- 
diendo sus bienes ó pidiendo espera ó quita de alguna parte de sus 
deudas, como lo permiten algunas legislaciones ; y el s^undo el 
promovido por los acreedores contra el deudor pidiendo contra los 
bienes, sin que éste los convoque, especialmente cuando disputan 
entre sí la preferencia de sus respectivos créditos por no haber 
bienes suficientes para satisfacerlos todo.«, en los casos de ejecucio. 
nes libradas ó de quiebra declarada judicialmente. 

La legislación patria no hace distinción ni diferencia alguna 
entre el concurso voluntario y el necesario para los efectos del 
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proceiümieuto, qÍ determiaa trámites especialea para la obtenci 
de la espera y quita ú remisióa de deudas; pero existe difereot 
entre al uno y el otro concurso, no sólo por su distinto origen si 
porque el deudor á cuyos bíeoea se forma concurso necesario, 
goza como goza el de buena fe que hace cesión de bienes del het 
júÁo de competencia ; y tanto la espera como la quita suelen ve 
fícarse por medio de transaccioaes,ó convenioB extrajudiciales anl 
de incoarse el juicio 6 después de promovido, en cualquier esta 
que tenga. Imucaremoa que la remisión ó condoTiación que proc 
oa de mera liberalidad, está eo todo sujeta á laa reglas de la doi 
ción entre vitos y por consiguiente que debe insinuarse en 1 
casos en que ei necesario, con arreglo á los Códigos (2). 

Ambas peticiones del deudor ó cualquiera de ellas, relativaí 
la espera ó quita, no forman un verdadero concurso. No bay i 
si6n para el pago en la espera ni en la quita, y las dos se consic 
ran como un beneficio que los acreedores otoivau á sus deudoi 
en consideración á la desgraciada y triste situación de éstos. Espeí 
por tanto, es el plazo ó respiro que loa acreedores conceden á 
deudor común para que satisfi^a sus compromisos, yquOa es ta 
bien el beneficio hecho al deudor por los acreedores en virtud ( 
cual le perdonan ó dimiten todo ó parte de las deudas que no pi 
de pagar int^ramente, con tal que el resto se lea abone sin net 
sidad de reclamaciones judiciales. 

£1 juicio de concurso es de los llamados universales. A ól c( 
curren todos los acreedores y á él ae acumulan Ice demás juic: 
pendientes contra los bienes del deudor 6 contra el caudal sol 
que aquél versa, con sólo las excepciones que indicamos al tral 
de la aowimihuñón de atUoa. 

2° — La cesión de tienes es el abandono voluntario que el df 
dor hace de^ todos los suyos á su acreedor ó acreedores cuandt 
consecuencia de accidentes inevitables no se halla en estado de j 
gar sus deudas. Pueden hacerla é implorar sus beneticios toe 
aquéllos & quienes les es permitido por el Código Civil, y los exci 
toados, si la hicieren, no gozarán de esos beneficios que son con 
guientes á la cesión (3). 

Para que pueda hacerse, bastará la condición de deudor de bi 
na fe y tener capacidad para obligarse ó enajeuar sus bienes, p( 
que el deudor que se presenta en concurso cediendo los bienes q 
le pertenezcan procede como si los enajenara. Él hace su entre 
4 los acreedores para que éstos los vendan y se distribuyan 
precio, y de aquí deducimos que si el deudor no es hábil pa 
enajenar, no podrá promover este juicio, y que en 1m casos de i 
habilidad ó incapacidad respecto de corporacionea, menores, 
todos aquéllos que no tienen la libre administración de sus biem 
será necesario que comparezcan en juicio sus representantes 1^ 
timos autorizados competentemente, previa la justificación de 
utilidad ó necesidad de la cesión, con arreglo & la ley, puesto q 
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así está mandado para la enajeDación de los bioDes raíces, alhajas 
preciosas, etc. La cesión está sometida á las reglas generales de 
la contratación, y sólo puede ser aceptada por personas que ten- 
gan capacidad para contratar. Algunos autores aconsejan á los 
que representan derechos de otro, que eviten todo lo posible la 
cesión ae bienes y que esperen la provocación del concurso necesa- 
rio para acallar sospechas de su administración ó de inteligencias 
fraudulentas con los acreedores. 

Así, pues, siempre que los deudores, por consecuencia de acci- 
dentes inevitables ó del mal estado de sus negocios, se vean en la 
imposibilidad de satisfacer la totalidad de sus deudas ó de pagarlas 
en los plazos en que se venzan, pueden ocurrir al medio de la ce- 
sión de bienes. Llegará entonces para ellos el caso de presentarse 
en concurso voluntario. 

Esta cesión será admitida por el Juez con conocimiento de cau. 
sa ; es decir, siempre que el deudor haya cumplido los requisitos 
que la ley exige para hacerla, y el deudor podrá implorarla, no 
obstante cualquiera estipuladón en contrario (4). 

Este beneficio responde al sentimiento del derecho que domina 
en nuestro tiempo y es irrenunciable. "La ley, dice García Goye- 
na, no hubiera llenado sus miras de humanidad permitiendo la 
renuncia, pues se arrancaría fácilmente á los deudores." Dominud 
membrorv/m, suortcm nemo videtur. Si se hiciera la renuncia, ó se 
admitiera sería hecha y admitida contra ley prohibitiva. 

De modo que no será admitida cuando el Juez no tuviere co- 
nocimiento de la situación económica del deudor, ni de las causas 
que hayan motivado su presentación en concurso. Para obtener la 
cesión, dice el artículo 1,683 del Código Civil del Estado, se proce. 
derá como se dispone en los Códigos Judiciales, y el de la Unión 
dice, en su artículo 1,674, que para obtenerla incumbe al deudor 
probar su inculpabilidad en el mal estado de sus negocios, siempre 
que alguno de los acreedores lo exija. Todo esto nos indica que el 
deudor, en el escrito en que solicite se le declare en concurso por 
la cesión que hace de sus bienes, deberá, para conoqimiento del 
Juez que ha de admitirla, si es que por separado no pr^ntare una 
memoria en que se consignen las causas que lo han traído á la si- 
tuación en que se encuentra, expresar cuál es su posición, exponiendo 
la historia de sus vicisitudes económicas, para demostrar su inculpa, 
bilidad y de que no puede satisfacer sus deudas íntegramente ó en 
los plazos en que se venzan. Ya veremos que los Códigos requieren 
una exposición circunstanciada y verídica de los negocios, para 
que los acreedores sean obligados á aceptar la cesión. Creemos, 
pues, que ha de exponer los hechos concreta y claramente, el capi- 
tal de que disponía cuando se dedicó á los negocios y su aplicación 
en cada uno de ellos» los motivos y forma de sus deudas, y final- 
mente, las vicisitudes y contratiempos experimentados, y como en 
toda demanda ordinaria, ha de consignar también los fundamentos 
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áe derecho. Es obvio que ol deudor puede acompaSar U soU 
con todos los documentoe que justiñquen las afirmacioaes qu 
ga en ella. 

El escrito debe presentarle ante el Juez que se» eompe 
para declarar formado el concurso de acreedores á loe Umu 
deudor y para conocer ea el juicio oonsiguieota á esta deolaral 

?ue lo ee el del Circuito 6 el de primera instancia del Cir( 
roTÍncia ó Territorio donde tenga bu domicilio dicho deudor 
tendiéndole que para determinar et domicilio lia de estarsi 
fecha en que se promueve el juicio, y no al tiempo en que laa 
gaoiones se contrajeron. 

E)tte es uno de los requisitos que se requieren para qu& 1 
sián sea legítima. £s regla general, que en todo casp de con 
es necesario ocurrir ante el Juez competente ; á no ser que 
caso á que se contrae el número 2." del artículo 947 del Ci 
Judicial del Estado, las tres ejecuciones se siguen eu im n; 
lugar, pues entonces los Jueces de éste son competentes para < 
cer á prevención de la causa de concurso (5). 

Deberá también el deudor presentar al Juez al tiempo de] 
la cesión de bienes dos relaciones juradas j firmadas : una de 
los bienes, derechos y acciones que tenga á su favor, y otra di 
nombres de los acreedores, eepecifícando las cantidades que di 
la procedencia ó cauíia de la deuda (6). 

Estas relaciones pueden presentarse por separado, ó pued< 
incluidas en el cuerpo del mismo escrito de la solicitud de c« 
debiendo hacerse referencia á ellas, en et primer caso. Con' 
que además de las circunstancias que ha de contener la reí 
nominal de los acreedores, segdn el precepto l^al, se consíg 
del domicilio de los mismos acreedores para facilitar la trai 
cien del concurso, supuesto que ban de ser citados, y tambi 
antigüedad ú fecha de los créditos, pormenores encaminados 1 
tar ó precaver fraudes por la presentación que es posible de a 
dores imaginarios. Es claro que con la Ejación de las fechas s 
cen difíciles los abusos frecuentes en estos juicios t que de 
modo será, si do fácil, por lo menos posible evidenciar la ven 
la falsedad de las deudas. En nuestro concepto, aunque la ley no lo 
diga expresamente, loa Jueces deben exigirlo, pues sólo por olvida» 
involuntfirio del legislador ha podido prescindirse de «.ffci circuns. 
tancia que es necexaria. 

En cuanto á, la relación de los bienes, entendemos que ha de 
ser también circunstanciada y explícita, comprendieudo la situa- 
ción y los linderos de los bienes raíces y aun el valor en que el 
deudor los estima, así como el de los demás bienes que mencione, 
aunque tampoco la ley lo exija expresamente. Sólo de este modo 
podrá desde luego apreciar el Juez el estado económico del ceden. 
te, y comprender á la simple vista el balance general que ofrece la 
fortuna del deudor, y si en realidad existen ü no más deudas que 
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bienes para admitir 6 denegar la cesión " con conocimiento de cau« 
sa," toda vez que sólo cuando no hay bienes suficientes para pagar 
á todos los acreedores es que procede la cesión de bienes. 

Los Códigos prescriben que las relaciones sean juradas, y esto 
quiere decir que los deudores que las presenten quedarán sujetos á 
una responsabilidad directa en los casos en que cometan alguna 
ocaltación de bienes ó en que incluyan acreedores fingidos. Nosotros 
indicamos que deben ser firmadas, porque no puede ser de otra 
manera. 

3.^ — ^La cesión debe comprender todos los bienes, derechos y 
acciones del deudor, excepto los no embargables que ya hemos 
enumerado (7/ 

El efecto inmediato de la cesión de bienes, una vez admitida y 
consentida ó ejecutoriada su admisión, es la formación del coneur. 
so. La cesión aceptada produce los efectos siguientes : 

a) Las deudas se extinguen hasta la cantidad en que sean sa. 
tisf echas con los bienes cedidos ; y 

h) Si los bienes cedidos no bastaren para la completa solución 
de las deudas y el deudor adquiriere despu^ otros bienes, estará 
obligado á completar el pago con estos, salvo el beneficio de 
competencia. 

Es sabido que los acreedores están obligados á conceder este 
beneficio á los deudores de buena fe, que habiendo hecho cesión de 
bienes, se ven perseguidos en los que después adquirieren para el 
pago completo de las deudas anteriores á la cesión ; pero sólo de- 
ben concederlo los acreedores á cuyo favor se hizo dicha cesión. 

También es una consecuencia de la admisión que el deudor 
cesará en la administración de sus bienes y no podrá pagar á nin. 
guno de sus acreedores. El pago, en el supuesto de que se haga, no 
producirá efecto alguno legal, y podrá reclamar contra él cuales- 
quiera de los otros acreedores que se crean perjudicados. 

Es tal la fuerza de la cesión, y se hace tan extensiva y de tal 
manera á cuanto el deudor posea, que siempre que llegue á descu. 
brírse haberse enajenado alguna cosa de su pertenencia después de 
hecha, se anulará la venta, á petición de cualquier acreedor vol- 
viendo la cosa al acervo común. Respecto á las enajenaciones an- 
teriores, expondremos luego la doctrina legal. 

Es entendido que la cesión no trasfiere en definitiva á los aeree- 
dores la propiedad de los bienes, sino sólo la facultad de disponer 
de ellos y de sus frutos. Trasfiere tan sólo el derecho de disponer 
Je los bienes hasta pagarse de sus créditos, conforme á lo dispuesto 
en el Código Judicial (8/ 

Hecha la cesión de bienes podrán los acreedores, sin embargo, 

lejar al deudor la administración de los bienes y hacer con él los 

arreglos que estimaren convenientes, siempre que en ello consien. 

'alamayoria.de los acreedores concurrentes. El acuerdo déla 

nayoría obtenido en la forma prescrita en las leyes de procedi- 

8 
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miento será obligatorio para todos los acreedores que hayan sido 
citados en la forma debida ; pero los acreedores privilegiados, 
prendarios 6 hipotecarios, no serán perjudicados por el acuerdo de 
la mayoría, si se hubieren abstenido de votar (9). 

Estas disposiciones del Código Civil de la Unión, que no se en- 
cuentran en el Código del Estado, deberán cumplirse, según la re- 
ferencia que en ellas se hace, en la forma prescrita en las leyes de 
procedimiento. No las hay relativas á los mencionados arreglos ; 
pero fundándonos en ieyes análogas, creemos que do pueden pre- 
sentarse dificultades en la práctica. En el supuesto de que los 
acreedores quieran dejar al deudor la administración de los bienes, 
deberán manifestarlo al Juez de la causa, y éste convocará á Junta 
en un día dado, con sefíalamiento del sitio y de la hora, ha- 
ciendo que se extienda acta de lo ocurrido. Formará acuerdo el 
voto de la mayoría, y habrá la mayoría que es necesaria cuando se 
reúnan más de las dos terceras partes de los acreedores reconocidos, 
y los créditos de los que concurran con sus votos importen, cuando 
menos, las tres quintas partes del total pasivo del deudor. Así lo 
disponen los Códigos Judiciales para cualKlo la junta general de 
acreedores discute y resuelve sobre las proposiciones de pago ex- 
trajadicial de sus créditos. Entendemos que la votación es nominal 
y que los acredores han de ser citados personalmente. 

4.° — Los deudores no gozarán de los beneficios de la cesión de 
bienes : 

a) Si han enajenado, empeñado ó hipotecado como propios los 
bienes ajenos, á sabiendas, circunstancia que se presume, según el 
Código del Estado, mientras no se pruebe lo contrario ; 

h) Si han sido Condenados por hurto ó robo, falsificación ó 
quiebra fraudulenta; 

c) Si han obtenido quitas ó esperas de sus acreedores ; 

d) Si han dilapidado sus bienes ; 

e) Si no han hecho una exposición circunstanciada y verídica 
del estado de sus negocios, ó se han valido de cualquier otro medio 
fraudulento para perjudicar á sus acreedores. 

Comprendemos en el caso primero á los tutores, administrado- 
res, depositarios y, por tanto, á todos los que hayan vendido ó hi- 
potecado un inmueble del que no fueren propietarios, y deben 
comprenderse también á los que hayan presentado como libres bie- 
nes que efituvieren hipotecados. Sería este un verdadero estelionato. 

Cuando el deudor hubiere aventurado en el juego una cantidad 
mayor que la que un prudente padre de familia arriesga por vía 
de entretenimiento en dicho juego, es un caso en que se presume 
haber habido dilapidación (10). 

5.^ — ^Los acreedores pueden impugnar de fraudulenta la cesión 
admitida dentro de los treinta días del emplazamiento, de que se 
tratará luego, y en el mismo jucio de concurso se ventilará esta 
cuestión, que el Juez deberá decidir en la sentencia en que gradúe 
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los acreedores, y para los efectos que se expresau en el Código Ci. 
vil (11). 

El termino de que habla la ley es improrrogable ; pero después 
de vencido, pueden presentarse los acreedores emplazados que no 
hubieren podido comparecer antes haciendo valer sus derechos. 
¿No podrán éstos redargüir la cesión de fraudulenta, después de 
ese vencimiento ? — ¿ Por qué no ha de oírseles ? Acaso lo que los 
acreedores manifiesten influye en los resultados del juicio, y en el 
interés de la justicia está atender sus impugnaciones. 

6.^ — ^El deudor puede arrepentirse déla cesión antes de la ven- 
ta de los bienes, ó de cualquiera parte de ellos, y recobrar los que 
existan pagando á sus acreedores. Consecuencia es ésta de la dis. 
posición ya citada, de que la cesión no trasfíere á los acreedores la 
propiedad de los bienes. No debe olvidarse que éste es un benefi- 
cio que ha sido introducido en favor del deudor, no de los aeree, 
dores, y por consiguiente no deben agravarse los efectos de la cesión 
en perjuicio de dicho deudor. 

La cesión de bienes no aprovecha á los codeudores solidarios ó 
subsidiarios, ni al que acepto la herencia del deudor, sin beneficio 
de inventario (12). 

Pero les aprovecha hasta el importe dé los pagos hechos con 
los bienes cedidos ; porque en esta misma proporción quedó extin- 
guida la obligación principal. La aceptación sin dicho beneficio 
hace al heredero responsable con sus propios bienes al pago de las 
deudas del difunto. 

7.° — ^No sólo se formará concurso de acreedores por cesión vo- 
luntaria que de sus bienes haga el deudor, sino también en los dos 
casos siguientes: 

a) Por hallarse ejecutado el deudor por tres ó más acreedores, 
y no haya presentado ni se le hayan denunciado bienes suficientes 
para cubrir íntegramente las deudas porque se le ejecuta ; 

h) Por haberse declarado la quiebra de un comerciante, con 
arreglo al Libro 3.^ del Código de Comercio del Estado. En este 
caso, el Juez que haya declarado lá quiebra, decretará en el mis- 
mo auto la formación del concurso (13). 

La sustanciación del juicio de que venimos tratando, se acomo- 
dará á las reglas establecidas respecto del concurso necesario que 
se forma en virtud de dichas ejecuciones, el cual será la materia 
del capítulo siguiente. 



NOTAS DEL CAPÍTULO I. 

(1) Arta. 1,636 del Cód. Civ. del £. y so concordante del de la ü. 

(2) Arta. 1,720 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la ü. 

(3) Arta. 1,681 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la U. ; 949 
del Cód. jad. del E. 

(4) Art. 1,682 del Cód. Civ. del E. y sa cnncordante del de la U. El Có- 
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digo de Fortagsl prohiba hacer objetos de contrato los alini 

?or derecha d« familia (arta. 1,566, 2fii3, etc.) Ycase la le 
art.' 6.' 

(5) Alta. G16 del Oód. Jnd, del E, y 1,033 del de U ü. 

(6) Arta, esi del Oód. Jad. del E. 7 1,010 del de h U. 

(7) Art. 1,6B7 del Oód. Oiv. del E. 7 bu concordante del de 
28 de Enero de 1873, en bu articulo único, 

(8) Arts. 1,888 del Oód. Oiv. del E. 7 bu concordante del d 
<9) Arts. 1,680 7 1,681 del Oód. Oiv. de la U. 

(10) Arte. l,68i al 1,666 del Oód. Oiv. del E. 7 sub 001 
de la ü. 

<11) Arta. BGD del Oód. Jad. del E. 7 1,030 del de la U. 

(12) Arts. 1,68&7 1,600 del Oód. Oir. del E. 7 sus oonoordan 

(13) .4.rt«. &t7 7 948 del Oód. Jnd. del E. ; 1,037 7 1,038 é 



CAPÍTULO II 

DEL C0NCÜB80 NECESABIO Ó LAB EJBCÜOIONES ACÚ 

'BtBBmiwa.—l," Deolaración 7 preTención del concurso ; tni 
proveerán; edictos emplazatoiioe; efectos de la deolaraci 
ción de antos. — 2.° Foncionea especialea del Juez de la c« 
tcrminoB en qne tendrán lugar la oonpaoión 7 el depóeito 
teoeree en cuenta 7 debe hacerse para que se forme el bal 
bienes perteneoienteB & terceros 7 fianza que el acreedor d< 
de exigir ; examen de libros 7 papeles : apertura 7 destin< 
pendencia.— 3,° Nombramiento del depositario; sus atril 
beres; sus derechoB.~-4.° Junta general de acreedores; 
concernientes á ella ; transacción 6 convenio entre los a 
coBcnrsado; nulidad de los coavenios particulares. — 5.° ] 
de Síndicos 7 peritos avaluadores ; su número ; en qnióne 
el nombramiento ; jnramento de los elegidos ; inventario 
cuenta del depositario, — 8.° Atribuciones de los Sindicoi 
ción 7 administración dal concurso ; reglas establecidas. — 7. 
separación de los Síndicos ; bu responsabilidad ; sas obliga 
chos.— 8.° Pensión alimenticia para los ooncnraados; nuei 
e.° Avalúo 7 enajenación de bienes ; celebración de sul 
calificación de acreedores de mejor derecbo ; fianza qne 
acreedores deben prestar al constituirse rematadores. — 10. 
del juicio ; forma de las notificaciones 7 excepciones de la 
laciones en el concurso ; apelación ds autos interlocutorio 
dación del concurso ; cuenta general y Snal del slndicat 
del juicio.— 12. Necesidad de la reforma. 

1." — Deepu^s de haber determinado los caeos de 
acreedores y hablado de la cesión de bienes, que 68 e 
eÜos, debemos examinar el segundo, que es el necesari 
de las ejecuciones libradas contra el deudor, en condi 
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sas. Expondremos, pues, en el presente capítulo todo lo concernien- 
te al concurso necesario, que es la norma para el voluntario en 
BUS tramitaciones, y para proceder con más claridad y precisión 
trataremos con la oportuna separación del concurso particular de 
acreedores hipotecarios, de la prelación ó graduación de créditos y 
de las quiebras de los comerciantes. 

Ta indicamos que la declaración del concurso necesario, sola- 
mente se puede decretar cuando existen tres ó más ejecuciones 
contra un mismo deudor y no haya este manifestado ni los acree- 
dores hayan denunciado bienes suficientes ó conocidamente bastan- 
tes para cubrir integramente las deudas porque se le ejecuta. Sin 
que se reánan estas condiciones no procederá la formación del con- 
curso de que tratamos. 

Ha de hacerse su declaración á instancia de uno ó más acree- 
dores lec^timos que acrediten los dos extremos á que acabamos de 
referiros. La elpresióo de «acreedor legítimo" ¿ más correcta y 
concreta que la de " parte legítima." Lo es todo aquel que tiene 
un título que le da derecho á reclaiQar del deudor el pago de un 
crédito, conforme á lo prescrito en las leyes es decir, que para ser 
acreedor legítimo y poder instar la formación del concurso, bastará 
tener un título valedero en derecho y que este título sea ejecutivo. 
No todos los acreedores que sean legítimos, podrán promover este 
concurso, y nos parece que no otra cosa es lo que ha querido la ley 
dar á entender al exigir las dos mencionadas condiciones. 

Fácil será apreciarlas, ó averiguar el hecho de la existencia de 
las tres ó más ejecuciones pendientes, y si los bienes presentados ó 
denunciados son suficientes. Estas condiciones y circunstancias po- 
drán testimoniarse, y si no se comprueban no será lícito dictar la 
declaración de concurso. En el supuesto de que no se adujera el 
testimonio, el Juez podrá reclamarlo á petición de parte del que ó 
de los que sigan las ejecuciones por medio de exhorto ; pero en 
el caso de que se solicite la formación del concurso ante el mismo 
Juez que conoce de esas ejecuciones, se limitará el acreedor á pe- 
dir que se traigan á la vista, ó que el Secretario informe. Con 
presencia de las mismas ejecuciones, ó en vista de este informe, el 
Juez resolverá, según lo que resulte de éste ó de aquéllas. 

Es competente el Juez del domicilio del deudor para hacer la 
declaratoria, ó cualquiera de los Jueces que se halle conociendo de 
las ejecuciones, si se siguen en un mismo lugar. El que hubiere 
prevenido en el conocimiento, deberá continuar en la sustancia- 
ción del concurso (1). 

Declarado el concurso, el Juez mandará que el deudor, si ha 
comparecido, presente dentro de seis días las mismas relaciones que 
se exigen para la cesión de bienes, sobre los bienes que existan y 
sobre las deudas (2). 

Estas relaciones son documentos indispensables en éste como 
en el concurso voluntario. Sin ellas no podría adelantarse con éxí- 
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to en loB procedimientos, ni el Juez podría resolver las varias 
cuestiones que suelen suscitarse en estos juicios. Ta diremos lo 
que deberá providenciarse en el caso de que el concursado no cum- 
pliere lo prevenido á este respecto dentro del plazo señalado, ó 
no pudiere cumplirlo por haberse ausentado. Por ahora nos limi. 
tamos á observar que la falta de presentación de esas relaciones 
debe tenerse como un indicio de culpabilidad contra el concursado. 

Nuestros Códigos no exigen para este juicio la memoria expli. 
cativa de las causas que han motivado el estado de insolvencia del 
deudor, ni tratan de la oposición al acto declarando el concurso ; 
pero creemos que el deudor, sin perjuicio de pedir la revocatoria 
del auto ó de apelar, puede oponerse dentro del termino de la ape- 
lación contra el auto por el cual se le declara en concurso, y que la 
oposición será un incidente que deberá sustanciarse con el acreedor ó 
acreedores á cuya instancia se hubiere hecho la declaración. Su in- 
terposición no impedirá la realización de las medidas preventivas de 
que vamos á hablar, y litigarán unidos al deudor y bajo una misma 
dirección los acreedores que se opongan, y unidos también al aeree, 
dor ó acreedores contrarios l^s que quieran sostener dicha declara, 
ción. Gomólos Códigos no dicen una palabra sobre el término de 
formular la oposición, no estará fuera de razón considerar hábil el 
que dejamos indicado para ejercitar ese derecho que la justicia y 
la equidad sancionan ; y si la declaración se publicó, debe publi- 
carse asimismo la sentencia que la revoque, si lo solicitase el concur- 
sado, á costa de los acreedores. Al deudor le quedará el derecho 
para la indemnización de daños y perjuicios, cuando dichos aeree- 
dores hayan procedido con dolo ó falsedad, provocando y obteniendo 
la declaración de concurso, como una justa compensación de garan- 
tías y derechos á su favor. 

Creemos también que la apelación del auto de la declaración de 
concurso y la del auto dictado por el Juez de primera instancia en 
que se deja á ésta sin efecto, no detienen la ejecución de las medi- 
das que son la consecuencia de dicha declaración y que requieren 
una realización inmediata para evitar fraudes y ocultaciones. La 
apelación en estos casos debe otorgarse en el efecto devolutivo, 
porque de otro modo sucedería que mientras se sustancia y decide 
el recurso, el deudor podría fácilmente ocultar parte de sus bienes 
y defraudar los legítimos derechos de sus acreedores. Militan las 
mismas razones que abonan análogo proceder .respecto de la apela- 
ción del mandamiento de pago en los juicios ejecutivos. 

En cualquier caso en que se declare formado concurso de acree- 
dores, se adoptarán para la intervención de los bienes del deudor 
las medidas siguientes : 

a) El embargo y depósito de todos los que pertenezcan al con. 
,cursado, la ocupación de sus libros, papeles y documentos de sus 
negocios y la detención de su correspondencia para los fines que 
expresaremos más adelante ; 
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b) £1 nombramiento de depositario en persona de la confianza 
del Juez para que se encargue de la custodia y conservación pro- 
visionales de loa bienes embargados, es decir, hasta que se nombren 
los Síndicos; 

c) La convocación por edictos á todos los acreedores y al deu- 
dor ausente, emplazándolos para que dentro de treinta días compa- 
rezcan por sí 6 por apoderado á estar ¿ derecho en el juicio con 
apercibimiento a que por su omisión ó descuido serán en contra 
suya los daños y perjuicios que se sigan en el concurso y en la 
determinación de él ; 

c¿) La citación personal del deudor y de los acreedores conoci- 
dos presentes en el lugar del juicio, y la de los ausentes, siempre 
que se encuentren en su domicilio ó residencia, ó se sepa dónde se 
hallan ; siendo de notar que el Código del Estado limita y concre- 
ta esta citación á los acreedores que se encuentran en el territorio 
cundinamarqués ; 

e) La convocación de los acreedores á Junta general (3). 

Entendemos que en los edictos emplazatorios se anunciará el 
día y la hora para la celebración de esta Junta, y se incluirá en 
ellos la prevención de que nadie haga pagos ni entrega de efectos 
al concursado sino al depositario, hkjo la pena de no quedar des- 
cargados ó exonerados de las obligaciones pendientes, como asimis- 
mo la de que todas las personas en cuyo poder existan pertenencias 
del concursado hagan manifestación de ellas ante el Juez de la 
causa. 

Los edictos se fijarán en las puertas de la oficina del Juzgado, 
ó en los lugares acostumbrados, y su copia se insertará por tres 
veces en el periódico oficial y en los particulares, siempre que al- 
guna de las partes lo solicite á su costa. Debiera ordenarse su pu- 
blicación, sin necesidad de que se pida, en el mayor número de 
periódicos que sea posible, dada la importancia del concurso, que 
el Juez apreciaría por el ndmero de acreedores y la cuantía de los 
bienes. Se fijarán también en los lugares en que se sepa que resi- 
dan algunos acreedores, para lo cual el Juez librará los despachos 
correspodientes (4). 

Aquí recordaremos que la ley de 14 de Agosto de 1869, refor. 
materia del Código Judicial del Estado, dispone en su artículo 50 
que en el juicio de concurso no es motivo de nulidad la falta de 
publicación del edicto de convocatoria de los acreedores y del 
deudor ausente ; reforma inconsulta que no tiene por nada en cuen- 
ta los derechos de los acreedores y del deudor ausentes, que sacri- 
fica el principio de la publicidad, indispensable en la vida jurídica, 
y que no se explica sino considerando que sólo un interés particu- 
lar predominante en la mayoría de la Asamblea L^islativa pudo 
lograr su expedición. Nadie puede ignorar que la inserción de los 
-edictos en los periódicos locales es el medio más seguro para que 
las cosas lleguen á noticia de las personas á quienes importa su 



120 TÍT. X. JUICIOS DB CONCURSO DE ACKEEDOKES. 

conocimiento, y tanto al deudor como á los acreedores ausentes 
les interesa saber que se ha formado el concurso, para acudir en 
defensa de sus derechos y para impedir que otros que han podido 
comparecer en el juicio se distribuyan los bienes, con prescindencia 
absoluta de sus legítimos derechos. 

En virtud de la declaración del concurso se consideran por ven- 
cidas todas las deudas pendientes en favor del concursado, y por esto 
es que, según la regla establecida, si llegare á verificarse el pago 
contra la prevención de que hemos hablado, será nulo y sin efecto 
alguno ese pago. Los Códigos Civiles reconocen el principio de 
que el pago de las obligaciones no puede exigirse antes de espirar el 
plazo, pero con la excepción de que puede exigirse su cumplimiento 
al deudor constituido en quiebra ó que se halla en notoria insol- 
vencia, y este es el caso (5). 

La declaración produce también el efecto de incapacitar al 
deudor para la administración de sus bienes. Modifica su estado 
civil y lo priva de la personalidad jurídica. No podrá, pues, contra. 
tar ni obligarse, y sus actos deberán tenerse como fraudulentos si 
contraviniere á la prevención mencionada. Siendo de tanta impor. 
tancia y trascendencia el auto de la declaración de concurso, debe 
en el mismo día de su pronunciamiento practicarse su notificación 
personal al deudor, si es posible. 

Deberá también dictarse en el mismo auto en que se haga di- 
cha declaración, la disposición referente á la acumulación de las 
eiecucioñes pendientes en el mismo Juzgado en que ha de radicar 
el juicio de concurso, con excepción de aquellas en que se persigan 
bienes hipotecados, las cuales podrán seguirse por separado, como 
veremos. La razón es obvia, pues los Códigos Judiciales prescriben 
que si en otro Juzgado se estuviere sustanciando un juicio contra 
los bienes, derechos y acciones del concursado, se librarán los 
exhortes correspondientes para que el proceso se remita al Juez 
del concurso, á cuyos autos deberán acumularse (6). 

La acumulación es una consecuencia lógica y necesaria en estos 
casos para que no se divida la continencia de la causa y para que 
pueda tener lugar la graduación y prelación de créditos. Todo con. 
curso de acreedores, como que es un juicio universal, produce la 
atracción de todos los pleitos contra el deudor, y son acumulables 
á él, por consiguiente, los demás juicios ejecutivos y las acciones 
entabladas ó que puedan deducirse contra el mismo concursado y 
pero es entendido que los acreedores que hubieren continuado las 
gestiones por la vía ordinaria ó ejecutiva en el Juzgado en que ee 
incoaron, podrán acudir al juicio de concurso con testimonio de la 
sentencia dictiula en su favor para obtener el pago de sus créditos 
en el lugar y grado que les corresponda. 

2.^ — Corresponde al Juez de la causa : 

a) Autorizar todos los actos de ocupación de bienes, libros j 
papeles relativos á los negocios del concursado ; 
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b) Dictar todas las providencias necesarias para tener en segu- 
rídad y bueoa conservación los bienes de la masa concursada y 
evitar abnsos ó fraudes ; 

c) Presidir la Junta general de acreedores ; 
ct) Hacer el examen de todos los libros, documentos y papeles 

concernientes á dichos n^ocios, para poder dictar las providencias 
que son de su resorte ; 

e) Inspeccionar todas las operaciones del depositario y de los 
Síndicos, y celar el buen manejo y la buena adnúnistración de los 
bienes; y 

f) Las demás que especialmente se le atribuyen por las leyes (7). 
Despu& de hacer nuestros Códigos esta determinación de fun. 

dones, establecen las reglas que deberán observarse para la ocupa- 
ción y el depósito de los bienes, libros y papeles del concursado ; 
pero antes de mencionarlas debemos advertir que la ocupación y 
el embargo han de llevarse á efecto con citación del deudor, si no 
se hubiere ausentado. Si estuviere ausente, ó no se le encontrare 
en el lugar del juicio, ó no hubiere dejado en él apoderado que 
tenga su representación, entonces podrá prescindirse de este requi. 
sito, y se pondrá de ello la debida constancia en los autos. La ley 
quiere que el deudor autorice con su presencia todas las actuacio- 
nes, porque de este modo, si él procediere de buena fe, contribuirá 
con sus noticias é indicaciones oportunas á que se practiquen las 
diligencias con ^1 acierto que es de desear y sin dilación de ningu. 
na especie. 

La ocupación se hará en la forma y en los términos siguientes: 

a) Todos los almacenes y depósitos de mercaderías y efectos 
de cualquiera clase del concursado quedarán cerrados bajo dos 
llaves, de las cuales tendrá una el Juez y la otra se entregará al 
depositario: 

h) Igual diligencia se practicará en el escritorio ó despacho del 
concursado, si lo tuviere, haciéndose constar en el acto por un in- 
ventario formal, el número, las clases y el estado de los libros de 
cuentas que se encuentren, y poniéndose en cada uno de ellos á 
continuación de la última partida una nota de las hojas escritas 
que tenga, la cual se firmará por el Juez y su Secretario. Si los 
libros fueren de comerciante y i^o tuvieren las formalidades pres- 
critas en el Código de Comercio, se rubricarán tamtién todas las 
hojas por aquellos funcionarios ; y aunque tengan todas las forma. 
U&des leales, deberán rubricarse, en nuestro concepto, para im- 
pedir falsificaciones ó sustituciones, como asimismo los papeles 
unportantes que se encuentren para acreditar su identidad, llegado 
el caso. 

£1 concursado podrá asistir personalmente ó por medio de apo- 
derado á estas diligencias, y si lo solicitare, se le dará una tercera 
P llave, y firmará y rubricará en este caso los libros con el Juez y 
iu Secretario. 
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c) Ea el mismo acto de la ocupación del eBoritorío, se fo: 
iaventario del diaero, de las letras, de los pagarés j demás 
meatos de crédito pertenecieDtes á la masa concursada, y se 
sitarán en una arca oon dos llaves, tomándose las precaui 
convenientes para su seguridad y custodia. 

El metálico y los efectos páblicoe podrán depositarse en a 
de los Bancos establecidos, y también las alhajas, si fueren ai 
das ; y del reguardo del depósito se extenderá testimonio i 
autos, quedando el original bajo la custodia del depositaric 
entregarlo á loa Síndicos en su día ; 

d) Los bienes muebles del concursado que no se hall 
almacenes en que puedan ponerse debajo de llave, y los 
vientes ezistontes, se entregarán á dicho depositario bajo el c 
pondieote inventarlo, dejáodole Coicamente al deador los ii 
baigables ; 

e) Los bienes inmuebles se pondrán bajo la administ 
interina del mismo depositaño, quien recaudará sus frutos ; 
ductos, y dará las disposiciones oportunas para evitar cuali 
malversación ; pero debemos recordar respecto de estos biene 
de ellos se tomará razón 6 anotación preventiva del embaí 
los respectivos R^istros de la propiedad ; 

/) Con relación á los bienes que se hallen fuera del luga 
de se siga el juicio, deberán practicarse iguales diligencias 
lugares donde se encuentren, librándose á este fín los des] 
convenientes á los respectivos Jueces. 

Si los tenedores actuales de estos bienes fueren persona 
nadas y de notoria responsabilidad, atendido el valor de lo 
moB bienes, se constituirá en ellas el depósito, excusándme d 
modo los gastos de la traslación á poder de otras personas (8 

Para verificar la ocupación y el embargo mencionados, é 
tendrá en cuenta el balance ó las listas de bienes y crédib 
el concursado haya presentado ; y si no se tuvieren estos d 
la vista, se embargarán y depositarán los bienes que notoria 
pertenezcan al deudor y aquéllos que loa acreedores, jurar 
proceder de malicia, y bajo su responsabilidad, denuncien co 
propiedad de dicho deudor. Cuando la persona concursada 
una Sociedad colectiva, se extenderá la ocupación de los bie: 
los términos prescritos y ya indicados, á los bienes de toe 
socios que en el contrato de Sociedad aparezcan como reepon 
á las resultas de sus negociaciones ; pero esta disposición 1 
aplicable, segán el Código federal, á las sociedades anónima 
mitadas, ó á las form^as por acciones cuyo valor constit' 
único capital de sus operaciones (9). 

En el caso de que por ausencia, incapacidad 6 n^ligenc 
concursado no se formare por éste el balance general de sus 
cioB 6 las listas de sus haberes y deudas, ee nombrará inmc 
mente por el Juez un comerciante experto ó una persona api 
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forme estas piezas, señalándole para ello un término breve y pe- 
rentorio que no podrá exceder de quince días. Al comisionado se 
le üsu^ilitaián los libros y papeles del concursado á presencia del 
Juez y en el mismo escritorio (10). 

Este precepto de la ley atiende á un caso que ocurre con bas- 
tante frecuencia, y es de tener en consideración que ella no dis. 
tingue, es decir, que ese precepto comprende á los comerciantes y 
á los deudores particulares concursados. Estos últimos no tienen 
como aquéllos la obligación de llevar el estado de sus negocios en 
libros foliados y rubricados por la autoridad competente, y son 
pocos los particulares no comerciantes que tienen la precaución de 
llevar asientos de sus ingresos y gastos. Así, no se podrá cumplir 
con dicho precepto respecto de éstos, y no cabe otro recurso para 
ver de cumplirlo que apremiar al deudor negligente ó remiso, sin 
interrumpir los procedunientos. Tratándose de comerciantes ó de 
una Sociedad de esas que están dentro de las leyes civiles ó comer- 
cíales, el Director ó Gtereate de ella es quien tiene el deber de pre- 
sentar el estado de las deudas de la Sociedad y el de sus acreencias. 

Si al ejecutarse la intervención y embargo de bienes se encon- 
traren en poder del deudor algunos pertenecientes á terceras per. 
sonas, podrán sus dueños presentarse reclamándolos, y deberá 
sustanciarse entonces la tercería correspondiente, á no ser que el 
concursado y el depositario en representación del concurso, con- 
rinieren en la entrega, en cuyo caso se accederá á ella sin más 
trámite; y si al tiempo de irse á embargar los bienes manifestados 
por el concursado ó denunciados por los acreedores se hallaren en 
poder de terceros que los reclamen como suyos, se les dejarán en 
su. poder, con tal que den una fianza á satisfacción del Juzgado, de 
devolverlos tales como se encontraban cuando se procedió al em. 
bargo y con todos sus frutos, siempre que se declare que pertenecen 
al concursado. Si los bienes de que se trata fueren fungibles, la 
fianza será de devolverlos en la misma cantidad y de la misma ca- 
lidad que los embargados. 

En el supuesto de que el acreedor denunciante no fuere de no- 
tona responsabilidad, á jidcio del Juez de la causa, el acreedor de 
dominio podrá exigirle que otorgue fianza á satisfacción del mismo 
Jaez, de responder del perjuicio' que se cause por el denuncio, siem. 
pre que ^te se declare infundado. 

£1 Código de la Unión señala el término de tres días al tercer 
interesado para pedir que vuelvan á su poderlos bienes, otorgando 
a1 efecto la fianza correspondiente, y se contará desde la notifica- 
'ion personal del embargo, siempre que no se hubiere hecho el re. 
mate de los bienes (11). 

El Juez podrá, con asistencia del depositario, examinar todos 
08 libros y papeles del concursado, sin extraerlos del escritorio, 
»ara tomar los datos é instrucciones que necesite á fin de desem- 
^ñar cumplidamente sus atribuciones legales, y el concursado 
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podrá cODcurrír á esta diligeDcia por bí 6 por apO( 
yo lÍD se le citará pon seBalamiento de día y hora. 

La correspondencia del deudor, que debe tamb 
se pondrá en manoa del Juez, quien oficiará al A 
correos, previniéndole que la ponga á la diaposicidn 
y la abrirá en presencia del deudor 6 de su apoden 
al depositario las cartas que tengan relación con 1 
concurso, y al concursado las que no se refieran á si 
cioa. Si por el resultado de este examen fuere ne 
alguna medida urgente para la seguridad de los bi 
hará bíd demora, pero con conocimiento del deudoi 

Después de hecho el nombramiento de Síndicoí 
que recibirán la correspondencia, llamando siempr 
ó á su apoderado, para abrir las cartas que vayan < 
mo y entrecríe las que deba recibir que qo se reí 
negocios (12), 

Lo mismo deberá hacerse respecto de los demás ] 
lia 6 las notas de interés personal que en nada afeci 
y cuando la correspondencia se refiera en parte al 
objeto, y en parte no, el Juez procederá, como lai 
aconsejen en cada caso. Conservará el original, ó '. 
monio de lo que interese conservar. Si la correspoi 
ó numerosa, se acordará el día en que deba abrirse 
indicados. 

3." — El nombramiento de depositario del coni 
caer en persona de notorio abono y buen crédito, í 
sona de aptitud y responsabilidad, sea ó no acreedoi 
y antes de dar principio á sus funciones, prestaré 
promesa de ejercer bien y fielmente el encai^o (15 

Recordaremos en lo tocante á la fórmula del j 
veitencia que hemos hecho, y que debe tenerse 
casos en que el nombramiento recaiga en persoí 
culto católico. En tal caso se reemplazará con u 
promesa de desempeSar esas funciones en los tere 
puesto que proclamada la tolerancia religiosa, y ( 
bertad de cultos, no se puede en la práctica proce 

No será necesario que preste fianza el deposi 
la exige, y si ella con su silencio exime de su prest 
tario, esto consiste, seguramente, dice el sefior Ma 
encargo que se le confiere es por su naturaleza in 
tiempo, mientras se nombran los Síndicos, No i 
justificada la excepción, ni es aceptable en princ 
que se funda. 

Aceptado y jurado el cargo, se pondrá en pose 
cienes al depositario, y siguiendo la costumbre e 
entregará el testimonio de su nombramiento con el 
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Juez, para que pueda hacerlo saber á las personas con quienes deba 
tratar y entenderse en el ejercicio de sus funciones. 

Las obligaciones del depositario, en representación del concurso 
hasta que los Síndicos tomen posesión del mismo encargo, son las 
siguientes: 

a) Administrar los bienes del concurso, custodiarlos y conser. 
varios, de suerte que no sufran menoscabo ; 

h) Cobrar los créditos que tuviere á su favor el concursado ; 
c) Proponer al Juez la enajenación de los bienes muebles que 
no puedan conservarse, y ejercerá, en dicha representación, las 
acciones que puedan corresponderle al concursado, teniendo ínter, 
vención en todos los actos del mismo concurso hasta que sean 
nombrados los Síndicos. 

Determinaremos ahora la limitación ó la extensión de estas 
atribuciones que los Códigos confieren al depositario. 

Todas las cantidades que se recauden, pertenecientes al concur. 
80, serán puestas en el arca de depósito de dinero y de los valores 
de la misma clase, los cuales, según ya hemos indicado, podrán 
átuarse en alguno de los Bancos establecidos (14). 

Las letras, los pagarés, ó cualquiera otro documento de crédito 
vencido, se cobrarán por el depositario, y los que fueren pagaderos 
en domicilio diferente, podrán remitirse para su cobro á persona 
abonada con previa venia ó autorización del Juez. Es de cargo del 
depositario practicar las diligencias necesarias respecto de las letras 
que deban presentarse á la aceptación, ó protestarse en tiempo, 
y para practicar estas diligencias oportunamente, se extraerán del 
arca de depósito, con la anticipación debida, los expresados docu- 
mentes que hayan de presentarse á la aceptación ó al pago. Los 
endosos, recibos y cualquier otro documento de obligación ó des- 
cargo que formalice el depositario, han de estar autorizados con el 
VíMo Bueno del Juez (15). 

El depositario no podrá hacer venta de los bienes que adminis. 
tra ni délos efectos del concurso puestos bajo su custpdia, como no 
sean de aquéllos que no puedan conservarse sin que se deterioren 
ó corrompan ; ni podrá hacer otros gastos que los que absolutamen- 
te sean indispensables para la custodia y conservación de los ex- 
presados bienes y efectc^ en depósito. Tanto para lo uno como 
para lo otro ha de obrar siempre con el permiso judicial (16). 

Tales son las disposiciones vigentes acerca del nombramiento 
de depositario, sus atribuciones y deberes, respecto de los cuales 
iremos un comentario brevemente. 

La más importante de sus atribuciones es la relativa á la ad- 
inistración de los bienes, y en tal virtud el depositario debe pro- 
irarque ellos produzcan las rentas y utilidades que correspondan, 
.iciendo las reparaciones que sean necesarias para su conservación 
las labores que ejdja el cultivo de las tierras, ó el beneficio de 
linas, fábricas ú otros objetos de industria que se le hayan enco- 
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mendado, para lo cual obtendrá previamente el 
Este permiso, en todos los casos en que sea indi 
consignará bajo la tirma del mismo Juez y di 
acreditará con testimonio de la providencia ú si 
títulos de loe créditos, si los hubiere. 

No hablan los Códigos de la enajenación de 
zaodo al depositario para hacerla ; pero éste pui 
los muebles ó cosas fungibles que no puedan coi 
Tamos incluidos entre los muebles los del serri 
mestibles, frutos y objetos de difícil 6 costosa i 
los caballos de lujo, etc. Para acordar esta eiiaj< 
nes, DO siendo cosas fungtbies, conviene siempre 
y al deudor, debiendo veriñcarse en pública su) 
liío, y la do los inmuebles celebrarse cuando 
hayan encargado de la administración, practica 
formalidades. El depositario es <id mandataric 
confiere más que el poder de efectuar loe actos 
según el Código Civil (17). 

Los gastos que son de su incumbencia puedi 
extraordinriofi. Aquéllos son los necesarios é iir 
la custodia y conservación de loa bíenea y o 
como el pago de contribuciones, costas del concu 
el Juez cuidará de proveer al deponiterío de loí 
sablee. 

Para el arrendamiento de establecimientos i 
les ó de cualquiera otra claae, y para el de fine 
también preceder la autorización del Juzgado. 

Al depositario xe le remunera por el simple 
que no necesitan administración, y gozarS de lo 
asignados á todo secuestre ó depositario judicial 
de créditos, venta de frutos y de bienes mueblf 
ductos líquidos de su administración {18). 

4.° — El 84£[alamiento de día para la Junta g 
res se hará para uno que no sea ni antes de tre 
cuarenta días contados desde que se hizo la dei 
formado el concurro, y llegaifo el día y la hora 
celebración de la Junta, el Juez designará cuáleí 
que se presentan tienen derecho de concurrir co: 
liberaciones. Les corresponde este derecho á los 
ciooados en la relación formada por el concursa< 
y Ion libros, y íi los que hayan comparecido e 
documentos justificativos de sus respectivos ci 
públicas ó dociimentoK privados. 

Constituida la Junta, el Juez que la preside i 
á los acreedores del balance ó relaciones present 
todas las comprobaciones que se crean oportunt 
con lo" libros y documentos del concurso, que s 
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ta. £1 depositario debe presentar un informe circunstanciado sobre 
el estado de las dependencias emitiendo su concepto sobre los re- 
sultados del concurso, y formar, para conocimiento del deudor y de 
los acreedores, una nota de lo recaudado y gastado hasta ese día. 
(KrcuTisiaTiciado, decimos, porque el depositario hará constar en el 
informe todos los hechos ejecutados, los pormenores y detalles de lo 
que haya ocurrido desde que tomó posesión del cargo, de suerte que 
m relato ha de ser exacto y detenido. 

Si el concuníSido ó su apoderado hicieren proposiciones en la jun- 
ta sobre el pago extrajudicial de los acreedores, se discutirán éstas, 
y si fueren aprobadas unánimemente por los acreedores ó sus apode- 
rados que tengan poder para transigir, se dará por terminado el 
concurso, siempre que los concurrentes compongan más de las dos 
terceras partes de los acreedores reconocidos hasta entonces, y que 
sus créditos contra el concurso cubran las tres quintas partes del 
total pasivo del concursado. Los ausentes, en este caso, quedarán 
sujetos á la decisión unánime de la junta. 

Los arreglos ó transacciones entre los acreedores y el deudor 
no podrán versar, según el Código de la Unión, sino sobre la rata 
proporcional á que hayan de ser pagados todos los acreedores y el 
plazo dentro del cual habrá de verificarse el pago, no debiendo 
extenderse nunca á postergaciones ni á rebajas especiales que no 
hubieren sido consentidas por aquellos á quienes perjudique. 

Serán nulos los convenios particulares de los acreedores con el 
concursado, á menos que se reduzcan á la simple remisión de los 
créditos ; y además los acreedores perderán los derechos de cual- 
quiera clase que tengan en el concurso, y el concursado será decla^ 
mío fraudulento (19). 

Las disposiciones trascritas que vamos á comentar establecen 
el principio de conciliación aplicado á los juicios de concurso, con 
el fin de que éstos terminen convenientemente por el mutuo 
acuerdo de los interesados. Este es el primordial objeto de la jun- 
ta general. El convenio entre el deudor y los acreedores es casi 
siempre ventajoso para las partes. Se evitan en su virtud los dis» 
pendieses y largos trámites del juicio, que con frecuencia producen 
resultados adversos y funestos para los mismos acreedores, pudien- 
do suceder que por medio de una transacción equitativa, prudente 
y atinada, saquen más partido del que pudieran prometerse llevan, 
do adelante las actuaciones y obtener así nuevos medios de realizar 
sus créditos. El deudor, por su parte, podrá también ponerse en 
disposición de restablecer su crédito y recuperar parte de su fortu- 
na mejorando su situaoión. Para llegar á estos resultados, los Có- 
Jigos permiten que en la primera Junta general se podrán celebrar 
transacciones, y ellos dan las regla» necesarias para la realización 
de los conciertos ó pactos entre el deudor y sus acreedores. Lo que 
'^e busca es siempre que éstos concedan un plazo ó perdonen parte 
le sus créditos ó ambos beneficios. 
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Han fijado un máxvníu'ni y un mmimum para el señalamien- 
to del día de la reunión de los acreedores y el .deudor, disponiendo 
que el plazo no podrá ser menor de treinta ni mayor de cuarenta 
días, contados desde la fecha de la declaración del concurso ; pero 
creemos que lo más natural y justo habría sido fijar la fecha de la 
publicación del último edicto y permitir la ampliación de ese tér- 
mino, si las circunstancias lo exigieren, ó mejor dicho, si los acree- 
dores que fueren conocidos residen en otro Estado ó en país extran- 
jero. El téimino señalado es angustioso, y, por equidad, en conside- 
ración al derecho reconocido á los más distantes, debiera enmendarse 
ó reformarse el artículo que anotamos. 

Los acreedores que hasta el día fijado no se hubieren personado 
en el juicio, podrán concurrir á la junta presentando los títulos que 
comprueben sus créditos, aunque no sean de los que aparezcan 
comprendidos en la lista formada por el deudor. El carácter de 
acreedor ha de reconocerse únicamente á quien pruebe que lo tiene, 
con algún documento de esos que hacen fe en juicio, y el que ño 
posea un título que demuéstrela verdad de la deuda, no podía asis- 
tir á la junta. Carecería de personalidad jurídica, pues los títulos 
son los que determinan la capacidad de los acreedores, y en conse- 
cuencia son los que les dan el derecho de votar en la junta. 

Es muy posible que concurran á ella acreedores fingidos, y que 
el deudor trate de formar por este medio la mayoría que favorezca 
sus propósitos fraudulentos en perjuicio de los acreedores legítimos 
y verdaderos. Pero desgraciadamente contra este mal no hay re- 
medio eficaz que pueda preverse, ni hay otro recurso que permi- 
tir la impugnación de esos convenios '' amañados las i^iás de las 
veces para servir al bastardo interés de un deudor fraudulento/' 
como dicen los comentadores de la ley de España, á fin de que 
puedan obtener la declaración de su nulidad é ineficacia. Las im- 
pugnaciones, si se hicieren, deberán sustanciarse por los trámites 
establecidos para los incidentes, y podrán fundarse en la simula, 
ción ó inteligencia fraudulenta entre uno ó más acreedores y el 
deudor, en la exageración de ciertos créditos para procurar la ma- 
yoría de cantidad y en la falta de personalidad ó representación en 
alguno de los concurrentes ó votantes, lo mismo que en los defec- 
tos de la forma empleada para la convocatoria, celebración y deli- 
beración de la junta. Esto lo decimos sin excluir los motivos que 
indirectamente conduzcan á preparar la protesta ó la impugnación, 
por su procedencia y su justicia notoria. 

Los Códigos no autorizan, ni la práctica sanciona, que se dis- 
cutan en el acto de la instalación de la Junta la verdad y legitimi. 
dad de los títulos. El Juez deberá examinarlos, lo mismo que los 
poderes que se presenten, para hacer el reconocimiento provisio- 
nal y la admisión correspondiente con el objeto indicado, cuya au. 
toridad es una verdadera garantía ; pero el Juez se limitará en el 
desempeño de esta atribución á examinar la forma y nada más, para 
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noÍDCuiTiren una responsabilidad. La facultad de examen supone- 
ia áéd apreciar las condiciones extemas de los títulos presentados y 
la de declarar quienes tienen derecho de tomar parte en las deli. 
beiBciones de la junta. 

Elsta junta no se celebrará en los juicios de concurso para ha^ 
cer el reconocimiento y graduación de créditos, como lo disponen 
algunas legislaciones. A los Jueces 6 Tribunales sentenciadores 
corresponde verificar ese reconocimiento y establecer la prelación 
entre los créditos, como explicaremos en su lugar. 

Los acreedores podrán ser representados por apoderados, y los 
poderes que se exhiban contendrán la cláusula para transigir, pu. 
diendo un apoderado representar á dos 6 más acreedores. Atendiendo 
al objeto de los apoderamientos ó representaciones, creemos que no 
hay razón para privar á ningún acreedor del derecho que tiene de 
emitir su voto personal en la junta por medio de su apoderado. La 
importancia del voto es indiscutible, y consideramos que el apode, 
rado ó el representante del acreedor no es más que órgano de la 
voluntad de quien lo apodera ó de quien él es representante. Por 
consiguiente, el apoderado constituido y admitido tendrá en la 
junta tantos votos como poderdantes represente, estando conformes, 
pues no vemos que haya razón para disminuir los derechos de cada 
acreedor. En vista del silencio de la ley acerca de este punto, 
nuestra opinión es la que acabamos de consignar. 

Para que pueda instalarse la junta y proceder á la discusión 
de las proposiciones del deudor, ó á nombrar Síndicos, cuando ha. 
yao sido desechadas aquéllas, será preciso que el número de acree- 
dores concurrentes sea el de las dos terceras partes y uno más, por 
lo menos, que representen las tres quintas del pasivo. Partiendo 
de esta base, se principiará la sesión dándose conocimiento del ba- 
lance ó de las listas de créditos y deudas, y verificándose las con. 
f rontaciones correspondientes, en caso necesario, /?omo lo disponen 
los Códigos, y leyéndose el informe y las cuentas presentadas por 
el depositario. 

Pebemos observar que la mayoría en esta junta y en las de. 
más que puedan celebrarse durante el juicio, ha sido determinada 
de dos manera!», á saber : por el número de los acreedores y por la 
cuantía de sus respectivos créditos. Es necesario, pues, que estén 
conformes en la aprobación de los acuerdos más de las dos terceras 
partes de los concurrentes, y qué ^tos representen las tres quintas 
partes de la totalidad del pasivo. 

Las votaciones han de ser nominales, como ya hemos indicado^ 
á fin de que no haya dudas y conste en el acta el voto de la mayo, 
ría, en virtud de las condiciones que se requieren para constituirla; 
No hay para qué decir que se extenderá una acta de lo ocurrido 
en las juntas, y que ha ue ser circunstanciada, la cual será firmada 
por el Juez, el Secretario y los concurrentes que quisieren, insertán- 
dose en ella las proposiciones hechas con sus enmiendas ó reforma» 

9 
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votadas. Así lo prescriben nuestros Códigos, exigiendo el del Es- 
tado la expresión de todo lo que pase en la junta, y el de la unión, 
que firmen el acta los acreedores concurrentes (20). 

Luego que el acuerdo de la junta sea aprobado y que el auto 
dictado en este sentido se haya ejecutoriado, el Juez adoptará las 
medidas oportunas para la devolución de bienes, libros y papeles 
que hubiesen sido ocupados. Pero si el deudor no cumpliere en 
todo ó en parte el convenio de quita y espera, ¿ recobrarán los 
acreedores todos los derechos que contra el mismo deudor tenían 
antes de celebrarlo ? En concepto de algunos comentadores deberá 
declarársele nuevamente en concurso, á instancia de cualquiera de 
BUS acreedores, y para ello bastará comprobar que el deudor no ha 
cumplido las obligaciones que contrajo. 

Es indudable, según veremos, que en cualquier estado del jui. 
ció pueden los acreedores y el deudor hacer los convenios que esti- 
men convenientes, y la iniciativa podrá tomarla uno ó más de los 
acreedores, y aun el mismo deudor, con este objeto, para cuya rea. 
lización no se exigen requisitos especiales. Bastará solicitar la con- 
vocación á nueva junta general. 

Quiere la ley que los acreedores ausentes, en los casos de un 
acuerdo con el deudor, queden sujetos á la decisión unánime de la 
junta. Pero si los ausentes no tuvieron ó no pudieron tener cono, 
cimiento de la convocatoria, por su residencia en el extranjero ó 
en otro Estado, injusto sería privarlos del derecho que les asistej 
para reclamar en el juicio formado el pago de sus créditos y para 
impugnar lo convenido sin su intervención. Sobre estos puntos na- 
da dicen nuestros Códigos, que, como lo estamos notando, adolecen 
de deficiencia y oscuridad en sus leyes relativas al concurso de 
acreedores, haciendo á éstos de peor condición que al deudor común. 
Sólo la publicación de los edictos en el lugar de la residencia de 
los acreedores y la fijación de términos suficientes consultando las 
distancias, ó las notificaciones personales á los mismos, si su domi- 
cilio es conocido, puede producir en justicia el efecto del apercibir 
miento en su perjuicio, si fueren omisos ó negligentes, y en todo 
caso debe quedar á salvo ó íntegro su derecho contra el deudor 
para reclamar el pago de la deuda, no obstante el convenio, á no 
ser que se adhieran á él expresamente. ^ 

Como la declaración de concurso incapacita al deudor para 
disponer de lo que es suyo y para administrar sus bienes, confor- 
me á lo prevenido en el auto de su formación, nadie podrá hacer 
pagos al concursado, y si se hicieren, serán ilegítimos y nulos, re- 
sultando, además, la responsabilidad civil y la penal que marcan 
los Códigos. Todo pago se hará al depositario ó á los Síndicos, lue- 
go que estén nombrados. 

5.^ — ^Si no hubiere acuerdo en la junta, porque hayan sido des. 
estimadas las proposiciones del deudor, el juicio continuará tra. 
mitándose, y la junta en la misma sesión, ó en otra que se celebrará 
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el día siguieote ó en el que se señale, procederá á nombrar los 
Síndicos y los peritos avaluadores de la masa concursada ; sin per. 
juicio, dicen ambos Códigos, de que el juicio se suspenda en cuaU 
quier tiempo, por convenio entre el deudor y los acreedores. £1 
número de los Síndicos se fijará de antemano por el Juez, según la 
extensión de los negocios del concursado y nunca excederá de tres. 

£1 nombramiento de cada Síndico se hará por la mayoría de 
los votos de los acreedores que concurran á la junta, y esta mayo- 
ría se constituye por la mitad y uno más del número de votantes 
que representen las tres quintas partes del total de créditos que 
oompongan entre todos. La elección de los peritos se verificará del 
mismo modo que la de los Síndicos. 

Ha de hacerse el expresado nombramiento para el Sindicato en 
personas determinadas y no colectivamente en sociedad alguna de 
comercio ó industrial, persona jurídica ó entidad moral, y podrá 
recaer en cualquier acreedor del concursado aue lo sea por su pro- 
pió derecho y no en representación ajena. Deberán tener, además, 
las cualidades de ser personas abonadas y capaces, varones mayores 
de veintiún años y con residencia habitual en el lugar del juicio. 

Aceptando los Síndicos nombrados el encargo que se les con- 
fíere, prestarán el juramento ó la promesa legal antes de entrar á 
su ejercicio, y que consiste en afirmar que lo desempeñarán bien y 
fielmente, con arreglo á las leyes. Cumplida esta formalidad, pro- 
cederán á hacerse cargo de todas las pertenencias del concurso, de 
los libros y papeles que estén depositados, bajo inventario que fir. 
mará el depositario que entrega y el Síndico ó Síndicos que reci- 
ban, el que se agregará á los autos. 

Los bienes y efectos que estén en manos de consignatarios, ó 
que por cualquier otro motivo se hallen en distinto lugar de aquel 
en donde estuvieriD radicado el concurso, se comprenderán igual- 
mente en el inventario por lo que resulte de los mismos autos ó 
de los libros y papeles existentes. El Juez dirigirá los oficios que 
correspondan para que se pongan dichos bienes á disposición de los 
Síndicos, exceptuando de la entrega los que se reclamen con acción 
de dominio, y si fuere necesario, hará saber el nombramiento de 
Síndicos á las personas con quienes tengan que entenderse en el 
desempeño de sus atribuciones. Debiera hacerse la publicación de 
ese nombramiento en los periódicos. 

El depositario rendirá cuenta formal y justificada de sus ges- 
tiones á los Síndicos en los tres días siguientes al nombramiento 
de éstos, y para que puedan ser aprobadas, se sustanciará una artí- 
culación del modo prevenido en los artículos 1,018 del Código Ju- 
dicial del Estado y 1,111 del de^ la Unión (21). 

Nuestros Códigos dicen que el Juez fijará el número de los 

Síndicos; pero lo natural y lo justo sería que ese número fuera 

fijado por líos mismos acreedores en la junta. La voluntad de éstos 

-68 la que viene á constituir el Sindicato, que es la representación 
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d«l ooncnrso, y ellos están eu situaciÓD de poder fijar: 
añeito. Se trata de la adminÍBtnuHÓa de sus interese*, j 
aeuerdo ellos son lo4 que pueden detenuinarlo, teniendo 
la naturaleza, extensión y oompHcacíóii de loa negocios. 
El nombramiento de cada Síndico se hará por la t 
los acreedores concurrentes. Ya sabemos que esta ma; 
aiimero y cantidad ; pero los CiídígON no eetablecen acer 
cedimiento si la elección ha de verificarse en una sola 
en Totaciones sucesivas para la designación de cada Sfndi 
deberá ó podrá hacerse verbalmente, ú por aclamación, ó 
de papeleras ñrioadas, ó por medio de una cotoísíód. De : 
los Códigos dejan todo e>ito, 6 sea la determinación de le 
□tientos, al JTiicío de los Jueces que presiden las Jui 
aoreedores, ó á, la instancia de loe miamos acreedores, 
quiera que sea el medio que se adopte, debemos obser 
nstema vigente no ofrece las garantías apetecibiee en U 
que díban nombrarse dos ú tres Síndicos, porque vemos 
crifica el principio de las minorías. Ligados los acret 
r^nresentaren el mayor número de créditos, podrían ello 
•08 candidaturas á los demás, cuyos derechos merecen t 
protección de la tey. El derecho de un acreedor, quienq 
■teh, no debe sacríñcarse en beneficio de otro en ningií 
principio de la participación de las minorías, no solam 
esfera polfl ica, sino en la civil, tiene bu puesto, que la jusí 
FeooDooer en los asuntos judiciales, y no dudanws que 
camino en los proyectos de reforma. 

La elección ha de recaer necesariamente en acreedor 
recbo propio y no en representación de otro. Esto dicen 
g«8; pero, j qué quiere decir esto? Nosotros entendem 
Bfr nombrará lí los apoderados, ni tampoco á los represeí 
aquellos acreedores que concurran á la junta. La exis 
acreedores por representación, presupone la representoc 
que lo sean por derecho propio, y en este concepto, 1 1 
han de ser nombrados 3>ara el Sindicato, el padre por i 
marido por eu mujer y el tutor por su pupilo ? No adiv 
razón de semejaote exciuaiÓD. 

No pueden tampoco ser elegidos loe acreedores que i 
habitualmente en el lugar del juicio. Por qué ? Fácil 
comprende que puede un acreedor, que no resida actuad 
el lugar del juicio, y que represente una parte muy comid' 
pasivo, interesado en los resultados del juicio, hallarse di 
trasladar su residencia k e^e lugar. No comprenderoot 
razón de esta otra excepción, porque lo que más importa 
i los más capaces, y esto no se consigue reduciendo sino « 
do «I círculo de los elegiblee. 

Creemos tambié* que el nMabiamisBlo de los Síndi 
«er impugnado por ri deudra- 6 por los acreedwes, y qut 



CAP. n. COKOUBSO KBGESASIO. 133 

sas de impugnación : a) Tacha legal que obete á la persona nom- 
brada para ejercer el cargo ; 6) Infracción de forma respecto de la 
convocatoria, celebración y deliberación de la Junta ; c) Falta de 
personalidad ó representación en alguno de los que hubieren con- 
tarrido á constituir las mayorías de número y de capital. Las en- 
contramos semejantes á las causas que motivan ó fundan las recu- 
sacionee de Jueces y peritos, y las deducimos de los mismos pre* 
ceptoB de la ley. 

6.^ — Son atribuciones de los Síndicos : 

a) La administración de todos los bienes y pertenencias del 
concurso ; 

b) La recaudación y cobranza de todos los créditos de la masa y 
«1 pago de los gastos de administración, que sean de absoluta ne- 
cesidad para la conservación y beneficio de los bienes; y 

c) La defensa de todos los derechos del concurso y el ejercicio 
de las acciones y excepciones que le competan (22). 

Análogas son estas atribuciones del Sindicato á las que han 
8Ído conferidas al depositario, y ya veremos que se amplían y ex- 
tienden al terminar el concurso. Los Síndicos intervienen en su 
liquidación definitiva y en la división y distribución que debe ha- 
cerse de los bienes, según el derecho de cada acreedor, con arreglo 
i lo determinado en la sentencia. Pero no pueden ejercerlas sino 
con el conocimiento ó la autorización del Juez de la causa, lo mis- 
mo que el depositario. 

Sólo con esta autorización, y bajo la responsabilidad de ellos 
mismos, podrán constituir apoderados para el desempeño de su 
cometido, y sólo con la misma autorización podrán vender las cosas 
tangibles que pertenezcan á la masa, debiendo fijarse por el Juez 
el mínimo de los precios á que pueda verificarse la venta. 

No podrán comprar para sí ni para otra persona ninguno de los 
bienes del concurso, de cualquiera especie que sean, y si lo hicierrai 
en su nombre ó en el de algún otro, se confiscarán en beneficio del 
mismo concurso los efectos que de el se hubieren adquirido, que- 
dando obligados á satisfacer su precio si no lo hubieren pagado. 

Tampoco podrán retener en su poder los fondos en efectivo, 
pertenecientes á la masa concursada. £1 Juez no lo permitirá, y 
los obligará á hacer entrega semanalmente en el arca de depósito 
de todo lo que hayan recaudado, dejándoles sólo la cantidad que 
estime suficiente, para atender á los gastos corrientes de adminis- 
tración. Ya sabemos que el Juez puede, á instancia de los Síndicos 
ó sin ella, acordar la traslación de los caudales á cualesquiera de 
los Bancos establecidos. Caja de ahorros ú otro establecimiento se- 
mejante que exista en el Estado ó en la Unión. 

Los Síndicos cuidarán, bajo su responsabilidad, de que se prac- 
tiauen todas las formalidades que correspondan para la conserva- 
ción de los derechos en letras de cambio, escrituras públicas, efectos 
<le crédito y cualquier otro documento de la pertenencia del con- 
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curso, y promoverán y continuarán siempre con previ 
to del Juez los juicios civiles en que el concursado 
ser demandante. El concurBado lea suministrará ci 
noticias se le pidieren y él tuviere concernienteH ú li 
que deban ejecutaree. A su vez tendrá derecho á 
Síndicos, por conducto del Juez, todos los informes 
pnedan cODvenirle sobre el estado de \an dependencU 
por el mismo conducto, los reparos y observaciones 
oportunas para el mejor arreglo y la mis expedita a< 
como para la liquidación de los créditos activos y pa 
digos autorizan á los Síndicos con el fin de que pued 
concursado en los trabajos de administracióu y liquid 
curso, siempre bajo su dependencia y reeponsabiUdat 

El Juez girara á favor de su Secretario y á carg< 
eos por las cantidades neceeariag para los gastos ji 
proaecuci<^n del juicio, y lo mismo en contra del dep 

Los Síndicos presentarán meosualmente al Juea 
la administración del concurso, á 6n de que puedt 
providencias á que hubiere lugar eo bene&cio de los 
él, y todos los acreedores que lo soliciten podrán obt 
pensas copia de loa estados que se hubieren presenta 
en su vista cuanto juzguen conveniente á los ii 
masa (23). 

Tiues son las disposiciones á las cuales habrán c 
Síndicos en el desempeCo de sus atribuciones legales. 

Sentados estos precedentes, se comprende que k 
un ooncarso asumen desde luego el carácter de admi 
bienes ajenos, al posesionarse de su encargo, colocánt: 
de cualquier administrador eu las testamentarías y 
de la comunidad de bienes, con la obligación de cons 
ministrarlos como si fueran bienes propios. 

Pero entiéndase que á los Sindicos, no porque asumí 
y B6 reputen mandatarios para los efectos de la admi 
comendada á su celo y diligencia, se les puede coneiden 
No lo son de los acreedores, eo el sentido propio 
Ellos, aunque representan el concurso, no tienen la i 
personalísima que los apode ramiontos confieren, y po 
den proceder en el desempe&o de sus funciones sii 
miento del Juez y de los mismos acreedores. Ya hei 
la autorización judicial es necesaria on todo lo relativa 
á las gestiones, y que no pueden otorgar poderes ni ve 
fungibles ó corruptibles sin esa autorización, ni comp 
concurso, ni retener en su poder los fondos en metáli 

Como debe formarse para la instrucción del juici< 
que conste lo que se vaya actuando desde la declar 
curso, convendría introducir en la práctica un princ 
que distinga \m actuaciones y más todavía de lo q 
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uto de las prescripciouea legales. Indicamos, pues, como 
miento que loa Jueces puedeu adoptar sin ioconTeniente 
on ventajas visibles, el de U formación de otra pieza de 
«da que ae denominaría De admmietración dd concurso, 
srá contener todo lo que se actúe desde que loa Síndicos 
I DOmbradoB y entren eu la posesión de su eocai^o : la 
I bienea, efectos, libros ; papeles, las gestiones de la 
1, las solicitudes de los acreedores y los acuerdos del 
entro de la esfera que la administración comprenda, 
erjuicio de loa ramoe separados que sean también nece- 
k evitar confusiones en el procedimiento, como lo requie- 
¡enacióu de ciertas fincas, el arrendamiento 6 la explota- 
as, y las cuentas parciales y periódicas que deben pie- 
la general que han de rendir los Síndicos al finalizar 

rega de bienes que el depositario debe haoer, se practi- 
ledio de inventario, y bastará reproducir el que se biso 
'esándose en la nueva diligencia las alteraciones condu- 
deudor ó su representante podrá asistir al acto de la 

i nuestros Códigos de los caudales del concurso para 
BU depósito. Creemos que en la prescripción l^al están 
dos los efectos públicos y las alhajas, porque ttuíto éstas 
líos deben quet^r custodiados en el arca ó en los Bancos, 
do el Juez del concurso girar á cargo del depositario ó 
lieos, para los gastos del concurso y los demás juicios, así 
todos los que exija la administración, es necesario que 
;una providencia, sin la cual no se podrá extraer nada 
laitarías. Del reguardo del depósito ae pondrá constancia 
«, y quedará el original en poder del depositario ó bajo la 
; los Síndicos, según el período en que se encuentre el 
imismo se harán constar los giroe que se hagan, y podrá 
el depósito en lo que corresponda, lo cual impedirá 
ra fraudes ó extracción indebida. 

Bramos gastos corrientes de admínistracióu los que exigen 
> y conservación de loa bienes, el pago de contribuciones 
que estén afectos los inmuebles, los gastos judiciales 
concurso y los que requieran loa juicios promovidos ó 
L promoverse, los de reparaciones de edificios y los de 
: tierras no arrendadas ; pero entendemos que el Juez 
srdenar la extracción de fondos para esos gastos ha de 
b1 presupuesto de los necesarios y aun el reconocimiento 
a fas fincas que exijan las reparaciones ó los cultivos, 
sviamente á los acreedores, y teniendo en cuenta las cir- 
s de cada caso. 

odíeos, en su carácter de representantes del concurso, 
lír los pleitos pendientes y promover los que sean nece. 
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8ario8 en defeosa de los intereses del caudal concursado ; mas este 
deber no supone el de transar. Para poder transar es indispensable 
que los Síndicos estén autorizados por los acreedores. Esta autori. 
zaci6n debiera consignarse en el acta de su nombramiento 6 en 
alguna otra posterior, j ha de recaer sobre la transacción el auto 
que la apruebe ó desapruebe. La apelación de este auto debe 
concederse en ambos efectos. 

Las cuentas mensuales se presentarán justificadas. £1 Juez po- 
drá ampliar el plazo señalado, teniendo en consideración los in- 
gresos, la época en que se verifican y la importancia y complica, 
ción de los negocios. La ley no lo dice ; pero no puede ser de otra 
manera. Si los bienes son improductiyos ó inmuebles, arrendados 
por trimestres, semestres ó anualidades, ó si se trata de papeles de 
crédito público, cuyo interés se satisface en los mismos períodos, es 
claro que los Síndicos no podrán rendir esas cuentas mensualmente; 
y si lo extenso, yariado y complicado de los negocios requiere la 
descripción de numerosas partidas y la reunión de comprobantes 
de dilatada adquisición, imposible sería también en cada m^isuali- 
dad presentar las cuentas. El plazo, pues, habrá de prorrogarse ó 
ampliarse ; pero en los casos de ingresos y salidas durante el roes, 
habrá de cumplirse el precepto de la ley. El primer mes natural 
comenzará á contarse desde el día en que los Síndicos tomen pose* 
sión. Ya sabemos que todo saldo de cuentas, cuidará el Juez qae 
se traslade á la caja. 

Las reclamaciones de que puedan ser objeto las mencionadas 
cuentas parciales, deberán sustanciarse como los incidentes, y el 
Juez, por sí, ó á instancia de los acreedores y del mismo concursa, 
do, podrá corregir cualquier abuso que se advierta en la adminis. 
tración, adoptando {)ara ello cuantas medidas considere oportunas. 

7.0 — ^Entre estas medidas de corrección está la de separar ó re- 
mover al Síndico ó á los Síndicos que hayan cometido algún abuso 
ó inmoralidad en la administración. A solicitud fundada y justifi- 
cada sumariamente de cualquier acreedor, sobre los abusos ó inme. 
ralidades de la Sindicatura, el Juez decretará la separación del 
que ó de los que aparezcan responsables, y nombrará los sustitutos 
de entre los individuos que en la junta general obtuvieron mayor 
número de votos. También decretará la separación, cuando así lo 
soliciten los acreedores, aun sin manifestar justa causa, y en este 
caso podrán designar éstos el candidato que ha de nombrar el 
Juez. 

Respectoal nombramientode nuevosSíndioos, es aplicable ladis. 
posición á que nos hemos referido; es decir, que cuando por cuidquier 
motivo, distinto del mencionado en el artículo 988 del Gódigo Ju- 
dicial del Estado, cesaren en el ejercicio de sus funciones. Así, 
pu^, cuando no pudiere darse ciunplimiento á la disposición, ya 
por no haber habido individuos que eií la junta obtuvieran votos; 
ya por hallarse ausentes ó haber muerto los que fueron favorecí* 
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úoa ; ya por no querer aceptar el encargo 6 estar impedidos los 
nombrados ; ya por cualquier otro motivo, el Juez ordenará que 
se cite á los acreedores á junta general para un día que no fuere 
antes de cinco ni después de ocho, después de surtida la citación, y 
si la junta no se reuniere 6 no hiciere la elección, el Juez nom. 
brará los Síndicos. 

Hay otro caso de remoción ó separación que reconocen los 
Códigos, y es cuando en la sentencia de primera instancia no 
se reconociere como legítima la acreencia del Síndico, caso en 
que quedará éste por el mismo hecho destituido y será reemplaza- 
do con alguno de los que aparezcan que obtuvieron el mayor nú- 
mero de votos. Por su falta, se hará en una nueva jimta la elec- 
ción. £1 Código de la Unión dispone que el Juez nombre el Sin. 
dico 6 los Síndicos reemplazantes (24). 

La iniciativa para verificar la separación de los Síndicos corres, 
ponde á las partes ó al Juez de la causa, en uso de la atribución 
que se le ha conferido, quien puede, de oficio, dictar ó promover 
]a corrección. Hablase solo de esta medida en nuestros Códigos, y 
nada dicen respecto de las demás providencias que pueden adop. 
tarse en casos tales, para corregir y extirpar los abusos posibles en 
la administración, como serían los apercibimientos y las enmiendas, 
las garantías y formalidades que, segdn las circunstancias, puedam 
exigirse. 

Los Códigos no conceden recurso alguno contra el auto de re. 
paracióo; y edte auto se dictará sin perjuicio del procedimiento 
criminal, cuando á ello hubiere lugar, porque siempre queda ex. 
pedita la acción de la justicia para perseguir y castigar los actos 
ó las omisiones punibles. 

La responsabilidad anexa al Sindicato, es la que tienen todos 
los administradores de bienes ajenos. Los Síndicos son responsables 
á todos y á cada uno de los acreedores por las faltas que cometan, 
DO sólo en los casos de no cumplimiento de las obligaciones que se 
les imponen, sino por cualquiera otro violatorio del mandato, pues- 
to que para los efectos de la administración se les considera man- 
datarios remunerados (25). 

Esa misma responsabilidad debe pesar sobre ellos en favor del 
concursado. De sus intereses se trata, y no hay razón para privar. 
lo del derecho de exigirla, si llegare el caso. 

£n este concepto, si los Síndicos no cumplieren con el deber de 
rendir las cuentas en los períodos señalados, cualquiera de los 
acreedores tiene derecho para demandar la indemnización de los 
dafios y perjuicios ocasionados (26). 

Cuando los Síndicos, ó alguno de ellos cese en su encargo antes 
de concluirse la liquidación del concurso, rendirán igualmente las 
cuentas que correspondan al tiempo de su administración, en 
un término breve que no podrá exceder de diez días; y para el 
examen y aprobación de estas cuentas se sustanciará una articula- 
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ción. En el cam <Ie liquidación deñnitiva, el debe 
cuenta goneral en iadeclíoable (27). 

Los Síndicos gozarán de los mÍBmos derechos q 
río8, y además el medio por ciento de las cantidadi 
por lae deudas del concursado. También deben se 
por BU trabajo en el juicio de concurso, siempre qt 
do lugar á indebidas dilaciones, y se hará el justii: 
muDeración por medio de peritos (28). 

Esto no por las deudas, como dice el artículo, e 
ditot. 

El derecho colectivo á la retribución de que habí 
ble entre sí por iguales partes, si los Síndicos no hnb 
en otra cosa. Si son abogados podrán cobrar el h< 
eBcrítos y gestiones, y si ingenieros, el de sus infor 
facultativa, para lo cual bastará haber obtenido ai 
ción del Juez. 

S° — ^Los concursados que, conforme al Códií 
Comercio, tengan derecho oe ser alimentados con 1 
masa concursada, podrán solicitar la asignación 
alimenticia, la que el Juez eeSalará prudencial! 
objeto se sustanciará la articulación correspondie 
que se dicte no habrá recurso de apelación siuo et 
lutivo (29). 

Al preceptuarse por este artículo que el Juez &j 
mente la asignación, se quiere decir que s« tendrá t 
la importancia de los bienes embargados, ó la difen 
7 tas deudas. No se establece limitación ninguna, i 
el caso de que esos bienes no basteo á cubrir las d< 
re algo, justo es que el deudor tenga derecho á i 
restare de los bienes, gue es suyo ; pero si no bi 
justo que recibiera cantidad alguna del caudal peí 
acreedores. Puede haber duda£ en cuanto al exce 
caso, si realmente no se sabe el valor de loa biei 
ascienda á más que las deudas conocidas, nos incl 
que se otorguen ios alimentos, que es lo más favo 
sado. 

Éste deberá justiñcar la necesidad que tiene de 
para que el Juez pueda fijar la ci;iantía del suminiíi 
cuenta la posición social del deudor, el número de 
familia y demás circunstamcias en que se encuenti 

El artículo que comentamos habla de la con< 
meatos en términos generales, sin excepciones. 
que no ha limitado el derecho á reclamar alimeni 
Gados de buena fe ú que hayan procedido sin fra 
puede deducirse que tienen el mismo derecho tod 
dos, aunoue conste que procedieron fraudulentam< 
que los bienes asciendan ú más que las deudas. Par 
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inmoral la asignación alimenticia, en tal caso ; pero creemos que 
si los bienes alcanzaren á más que las deudas, entonces justo sería 
decretar la manutención del deudor con sus propios bienes, por- 
que no podría negársele el derecho, y ningún perjuicio se causaría 
á RUS acreedores. 

9.^ — ^Nombrados los peritos avaluadoree, se les pondrá en po- 
sesión de su cargo, previa aceptación y juramento, ó promesa de 
desempeñarlo como la ley exige, y procederán inmediatamente á 
hacer el avaluó de los bienes concursados. El avalúo se practicará 
en la forma l^al por tres peritos elegidos, uno por los acreedores, 
otro por el deudor y el tercero en discordia por el Juez ; y si hu- 
biere bienes rústicos y urbanos, máquinas, mobiliario y enseres de 
fabricación, se necesitará de cuatro clases de peritos: para la apre. 
ciación de fincas urbanas, los arquitectos ; para las rústicas, agró- 
nomos; para las máquinas, ingenieros industriales, y rara el mo- 
biliario, tasadores de esta clase de objetos, según las condiciones del 
caudal concursado. 

Los peritos podrán ser recusados ó tachados por las mismas 
cansas que hemos determinado en otro lugar ; y, justipreciados los 
bienes, se procederá á pregonarlos y rematarlos con las formalida- 
des prescritas en los artículos 893 á 907 del Código Judicial del 
fistado, que son las establecidas en los artículos 973 á 983 del de la 
Unión, para la venta de los embargados en los juicios ejecutivos, 
con excepción solamente de los bienes reclamados en tercerías de 
dominio, los cuales no se pregonarán ni rematarán sino cuando se 
declare que pertenecen al concurso. Las tercerías ó demandas de 
dominio á que nos referimos, como antes indicamos, se sustanciarán 
por separado, lo mismo que en los juicios ejecutivos, y cuando se 
declaren justificadas, quedarán los bienes reclamados excluidos de 
la masa, aun cuando el juicio no haya terminado (30). 

Si los bienes del concursado fueren inmuebles, ó hubiere entre 
ellos algunos de esta clase, deberá el Juez, en nuestro concepto, 
antes del remate, ordenar que los acreedores ó los Síndicos presen, 
ten certificación en que consten las hipotecas, censos y gravámenes 
á que estén afectos ó que se hallen libres de cargas ; porque el 8Í. 
lencio de la ley no es razón para que se prescinda de esta averigua- 
ción en el concurso. Si de la certificación del Registrador resultare 
cjue los bienes están gravados con hipotecas no canceladas ó con 
otra especie de cargas, se hará la citación de los acreedores como 
se dispone para los juicios ejecutivos. Obran las mismas razones 
para seguir el procedimiento que indicamos en el concurso. 

Cuando en la subasta no se presentaren postores, ó los que con- 
curran no formularen posturas admisibles, habrá de precederse á 
segunda subasta, y en ésta, así como en las demás que deban cele- 
brarse, se observarán los requisitos y formalidades que en la pri- 
mera se cumplieron. 

Antes de señalar día para al acto del remate, el Juez calificará 
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y decidirá provisionalmeata cu&les un acreedom de i 
cho, y para dictar oita deciflión tendrá ea cuenta las pri 
favor de cada ano aparezcan en loe aotoa, aon cuando 
rias, y entrarán en la calificacidn loe acreedores que go 
ferencia, según lo dispuesto en el título Preladón de c 
Ciídigo Cml. La resolución dictada eerá apelable en aml 

Líos acreedores que remataren con el carácter de mej 
prestarán una ñanza á sattafacción del Juez por el pri 
mate ; pero no podrán rematar bienes del concurso c 
á6n á BU crédito, sino á lo más basta la concurrencia de 
del Estado, para la aceptaciiía de la fianza, dará extrii 
miento al articulo 2,454 del C6digo Civil, y para ello 
onenta á loa demás acreedores por el término de tres dfai 
presentado por el rematador; y los acreedores dentro 
■ignientes podrán presentar las pruebas que acrediten 1 
cia del fiador. Dentro de los mismos seis días el remat 
también dar la prueba de la suficiencia de los bienes d 
mencionados en el inciso 2° del artículo 2,454, ya cita 
el término, el Juez, dentro de los tree siguientes, resol 
mite 6 DO el fiador presentado ; y esta decieión será t 
ambos efectos. 

Loe acreedores que no fueren de mejor derecho taml 
rematar bienes del concurso con imputación á su crédito 
concurrencia de él ; pero en el acto del remate preferirá 
dores de mejor derecho, menos cuando aquéllos p^ueo 
el valor de los bienes que quieran rematar. Loe que ni 
mejor derecho, darán asimismo la fianza de que trata 
79 de la ley reformateria (31). 

10. — Los acreedores pueden presentarse eo el juic 
el término por el cual se les convocii. y serán admitidos 
do en que se encuentre. 

Concluidos loe treinta días fijadoü en loe edictos de 
ría, el Juez de oficio recibirá la causa á prueba por el 
cuarenta días, el que sólo podrá prorrogarse por la n< 
practicar pruebas fiíeradel lugar del juicio, y procediei 
formidad con lo dispuesto en loa artículos 812 á 815 
Judicial del Estado, ú los 874 y 875 del de la Unión, 
término probatorio, ain necesidad de petición, lo infon 
cretario, y el Juez del Estado mandará entregar los ■■ 
partes para que aleguen por el término de cinco días, < 
pondera á cada interesado, cuando éstos no pasen de tr 
sareo de este número podrán también sacar los autos d 
taría, pero sólo por el término de tres días para cada ui 
último caso, lo mismo que en los juicios, ordinarios, cu 
máfi interesados se hallaren representados por un mismo 
no tendrá éste sino los expresados tres días, y uno mí 
interesado sobre los dos. 
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En el orden federal el procedimiento es otro. £1 Juez proYeení 
auto seSalando el término de veinte días para que las partes, sus 
apoderados ó patronos se impongan dentro de la misma Secretaría 
del expediente, y preparen sus alegatos, que presentarán dentro 
de eee término, y vencido, el Secretario de ofióio lo informará. 
£n seguida se citsurá para sentencia, la que se pronunciará dentro 
de los veinte siguientes, y en la cual se califícaián y graduarán los 
créditos que en el juicio se hayan hecho valer. 

Dictada la sentencia por el Juez del Estado ó el de la Unión, 
en su caso, se publicará dentro de veinticuatro horas por medio de 
un edicto que permanecerá fijado por cinco días, concluídoe los cua. 
les, se entenderá notificada. La parte que quisiere apelar deberá ha* 
cerlo dentro de cinco días, contados desde la notificación. 

En los concursos, si uno de los acreedores lo fuere la Hacienda 
del Estado, ó si resultare desechado el crédito de la Nación, ó no 
alcanzare á ser cubierto íntegramente, en virtud de la colocación 
qae en la sentencia se le diere, el Juea la remitirá en consulta al 
Tribunal ó á la Corte, en su caso, no habiendo sido apelada, y si lo 
faere, el recurso se concederá ó negará por lo que resulte de autos. 
Se remitirá, previa citación, si se otorgare. 

Beeilnda y repartida la causa en el Tribunal ó en la Corte, el 
Magistrado sustanciador ordenará, por medio de un auto, poner el 
heeho en noticia de las partes, y si cualquiera de ellas pidiere den. 
tro de seis días de notificado ese auto que la causa se reciba á 
prueba, si se trata de un asunto de la competencia del Juez del 
Estado, ó dentro de cinco días, si fuere de la competencia federal, 
se reciura á prueba por un termino que no podrá exceder de veinte 
días. Si ninguna de las parte» solicitare que se reciba la causa á 
prueba, el Secretario lo informará, sin necesidad de pedimento, y 
lo mismo hará en el caFO de que espire el término concedido. En 
vista del informe, el Magistrado sustanciador ó ponente en la Cor. 
te Suprema, proveerá auto mandando citar para sentencia y Feña* 
lando uno de los cinco días siguientes para la audiencia pública, en 
la cual se podrá alegar de palabra ó presentar alegatos escritos ; 
pero en el Estado, así en primera como en segunda instancia, dice 
una ley reformatoria, cuando se mande entr^ar los autos á las 
partes para que al^uen, éstas podrán sacarlos de la Secretaría por 
el tármino de cinco ó tres días, como arriba se ha dicho, tratando 
de la primera instancia, según haya ó no más de tres interesados. 
En la práctica, después de este término, se señala el día para la 
audiencia ea estrados. 

Dentro de los veinte días siguientes al en que el Tribunal 
cite para sentencia ó siguientes al último día de los alegatos ante 
la Corte, se deberá pronunciar el fallo definitivo, hadéndoee su 
publicación dentro de veinticuatro horas, y para tu notificación y 
cumplimiento se ordenará la devolución del eaEfiedíaBte al Juez de 
primera instancia. Ia Corte y los Jueeee nacionalee calificarán y 
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graduarán los créditos en lo que no se relacione con el Fisco, a,pii- 
cando la legislación sustantiva vigente en el Estado respectivo al 
tiempo de adquirirse el crédito reclamado, y tendrán en cuenta al 
hacer su reconocimiento ó declarar su existencia las formalidades 
exigidas por la legislación de los mismos Estados para apreciar la 
legitimidad y validez de los documentos con que se comprueben. 

En los juicios de concurso no hay notiñcaciones ni citaciones 
personales, con excepción de las prevenidas en el inciso 4.°, artícu- 
lo 954 del Código del Estado, ó 1,043 del de la Unión. Todos los 
autos y sentencias se harán saber por medio de edictos que perma- 
necerán fijados por el término de tres días en los negocios de la 
competencia del Estado, ó cuarenta y ocho horas en los de que co- 
nocen la Corte y los Juzgados nacionales, si fueren autos interlo- 
cutorios, y cinco días si fuere la sentencia definitiva. En los edictos 
^e expresará el día y la hora de la fijación y de la desfijación. 

Al deudor ausente que, citado en la forma legal, no compare- 
ciere por sí ni por apoderado, se le nombrara un defensor que lo 
represente. 

Las demandas y pruebas de cada uno de los acreedores, lo mis. 
mo que las incidencias que sobrevengan en el juicio, se llevarán 
en cuadernos separados, foliados, y bajo una portada que exprese su 
contenido. En las incidencias ó articulaciones que se promuevan, 
se dará vista á las partes del escrito por el término de seis días, den- 
tro de los cuales podrán preseotar sus alegatos, y vencido que sea, 
previa citación, el Juez ó Magistrado que de ellas conozca, resolve- 
rá dentro de tres días contados desde la citación. El Código federal 
no requiere esta citación previa, y el expresado término para dic- 
tar el fallo, se contará, en los asuntos nacionales, desde el venci- 
miento del anterior. 

De los autos interlocutorios que sean apelables conforme á las^ 
reglas generales, se concederá la apelacióo, siempre que se inter- 
ponga dentro de las setenta y dos horas de notificado el auto ó la 
sentencia en los juicios de que conocen los Jueces del Estado, o 
dentro de cuarenta y ocho horas en los de la competencia federal, 
y cuando se conceda el recurso, sólo se remitirá al Superior el cua- 
derno de la incidencia, á menos que se juzgue necesario tener á la 
vista otras piezas de los mismos autos para dictar la resolución que 
corresponda, en cuyo caso el Tribunal ó la Corte podrán pedirlo»; 
y continuará sustanciándose el concurso en la primera instancia, 
siempre que el auto apelado no lo afecte en lo principal (32). 

11. — Ejecutoriada la sentencia definitiva y registrada, provee- 
rá el Juez las providencias que darán fin al concurso, y son las si- 
guientes : 

a) La estimación por peritos de los gastos judiciales ; 

b) £1 desembargo y la entrega, en su caso, de los bienes recla- 
mados con acción de dominio, que no se hayan declarado pertene- 
cientes á la masa, con sus frutos y anexidades ; 
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c) £1 pago y remate de los mismos bieDes declarados como de 
la perteoencía del concurso ; 

d) La liquidación del concurso luego que se hayan rematado 
todos los bienes, cuya liquidación será una cuenta en qne figuren 
por una parte los fondos existentes y por otra las deudas que se 
satisfarán, según el orden establecido en la sentencia ; 

e) La designación de un termino breve dentro del cual deberá 
el Síndico ó Síndicos formar esa liquidación ; 

/) La aprobación de la cuenta de esta liquidación, previa la 
correspondiente articulación que se sustanciará, como arriba indi, 
camos; 

g) La expedición de los respectivos libramientos en favor de 
cada uno de los acreedores y en contra de los Síndicos ; 

h) La cancelación de las escrituras públicas en virtud de lo de. 
terminado en el juicio, con la debida especificación. 

Concluida que sea la liquidación del concurso, rendirán los Sí d- 
dicos la cuenta general de su administración, y para que ést& pue> 
da ser aprobada, se sustanciará una articulación por los trámites 
ya expresados. Si en la liquidación no se adjudicaren los créditos 
que el concurso tuviere contra los que remataron algunos bienes 
como aoreedores de mejor derecho, y la liquidación se aprobare, el 
Síndico y los acreedores especialmente interesados tendrán perso* 
nena legítima para intentar las acciones del caso contra aquellos 
qne en virtud de los remates Celebrados fueren deudores á la masa. 
La tendrán igualmente el Síndico y dichos acreedores para promo- 
ver las acciones correspondientes, á fin de que ingresen en el acer. 
vo del concurso todos los bienes que resultaren de su pertenencia 
y que no hayan sido rematados ni adjudicados á ninguno de los 
acreedores. 

Nuestros Códigos disponen, además, que cuando en un concurso 
rematen uno ó más acreedores del común deudor alguno ó algunos 
de los bienes de éste como acreedores de mejor derecho, y en la 
sentencia de graduación no obtuvieren la preferencia, deberán res- 
tituír á la masa no sólo la cantidad por la cual remataron, sino 
también los intereses de dicha cantidad, computados al cinco por 
ciento anual en el Estado, ó al seis en lo nacional, desde el día en 
que se les hizo la entrega de tales bienes hasta que se verifique la 
expresada restitución del capital. Esta regla es aplicable así al 
caso en que la cantidad por la cual han rematado el acreedor ó 
acreedores sea igual á la de sus respectivos créditos, como al caso 
en que la referida cantidad del remate sea mayor ó menor que las 
de los créditos de los rematadores (33). 

Ta se puede comprender que en estos juicios de lo que se trata 
es de liquidar el caudal concursado para repartirlo entre los aeree, 
dores hasta cubrir sus créditos. Este es el principal objeto del 

ooncoxBo. 

Aprobada la cuenta general ó rectificada, en su caso, el Juez 
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mandará dar á los Síndicos el oportuno ñniquito, como se accs. 
tumbra en casos de esta naturaleza, y se baií entrera al deudor 
de lo9 jtiíenes que hubieren quedado después de pagar los créditos, 
y de sos libros y papeles. Si no hubieren sido satisfechos por en. 
tero los créditos, se conservarán en el Juzgado los libros y papeles 
unidos á los autos, para los efectos sobrevinientes. 

Justo sería, terminado el concurso, que se declarara la rehabi. 
litación del concursado, sin necesidad de instancia suya, en el caso 
de haber sido pagados todos los créditos y de halierse demostrado 
su inculpabilidad. Mas los Códigos Judiciales no hablan de la re- 
habilitación del concursado, sino el Código de Comercio del Estado, 
al tratar de la quiebra de los comerciantes, y en la práctica no se 
decreta la rehabilitación en los asuntos puramente civiles. 

12. — Por el estudio que hemos hecho y las observaciones que 
dejamos consignadas en los anteriores párrafos, se habrá visto que 
nuestras leyes relativas al juicio de concurso de acreedores son in- 
•ompletas y deficientes, y que ellas reclaman una reforma radical 
que llene sus grandes vacíos y corrija todos sus defectos, introdu- 
ciendo algunas innovaciones en la forma y en el fondo de los prin- 
cipios y satisfaciendo las necesidades sentidas en la práctica. 

El juicio de concurso se estableció en favor de los deudores, así 
como el ejecutivo lo fué en favor de los acreedores, para que aqué» 
líos no pudieran ser inquietados y perseguidos sin fundamento sn- 
fíciente y para que pudieran gozar del beneficio de Competencia, 
al mejorar de fortuna y situación. Pero hemos libado á los extre. 
mes, tanto en el jucio ejecutivo como en el de los concursos, pues 
se han expedido leyes y se han interpretado las vigentes en. favor 
de los deudores eo los ejecutivos y en los de concurso en contr^fe de 
los mismos deudores y en favor de aquéllos. Así ha resultado que 
los respectivos derechos de unos y otros han quedado en incierto ó 
completamente burlados, muy frecuentemente. 

Es necesario buscar y fijar el término medio conciliaodo los 
derechos y loé ifitereses del deudor y de los acreedores. £1 deu. 
dor no es siempre una víctima de la avaricia de los acredores, y el 
derecho de éstos de^>erá apreciarse y reconocerse contra toda ase- 
chanza insidiosa del deudor, como lo exige la justicia, para la con* 
solidación del crédito y para la seguridad de las obligaciones contraí*^ 
das, en protección de todo medio que facilité la circulación de la 
riqueza. '' Allí donde el acreedor considera garantizado debidamen» 
te su derecho, dicen los comentadores, los negocios se hacen sin 
estimar para nada en ellos la desconfianza y sin descontar su pri- 
ma : la u^ura es menor y el movimiento de capitales más activo y 
fecundo; pero donde la mala fe arraiga y obtiene el patrocinio in» 
directo de las leyes, todo eso se paraliza y entorpece con grave de- "" 
trimeoto del Viienestar general (34)." 

Las leyes procedimentales en lo civil y criminal son hi» que 
garantizan la vida jurídica, bajo todas sus iaoes, y en esta materia,. 
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Jaez de Circuito. Este procederá como en los juicios por demandas 
de mayor cuantía, y de su fallo no quedará otro recurso que el de 
queja. Esta sentencia, ó la de primera instancia no apelada, se 
comunicará al Notario que ha de autorizar el matrimonio, si la 
oposición se declarase infundada. 

Ante los Jueces de los Corregimientos se sustanciarán las opo- 
siciones en bi misma forma y por los trámites que hemos indicado, 
debiendo conocer de ellas en segunda instancia el respectivo Juez 
ó Prefecto del Territorio. El Código Federal habla de Juez com- 
petente, sin decir quién lo es ó ante quién debe interponerse la 
oposición. En nuestro concepto, no puede ser sino el expresado 
Juez del Corregimiento (15). 

En el caso de que no se hiciere oposición, ó habiéndose hecho 
resultare infundada, se procederá á sefíalar día y hora para la ce- 
lebración del matrimonio, y será dentro de los ocho días siguientes, 
si el autorizante fuere el Juez nacional, quien lo hará saber inme-* 
L diatamente á los interesados. El Notario ó el Juez en el Estado se 
^ pondrá de acuerdo con los contrayentes para hacer este señala, 
miento. 

Con el fin de que no se dude de su autenticidad, el acto de la 
celebración es publico y solemne, y se verificará presentándose los 
contrayentes en el local de la Notaría ó en el despacho del Juez, 

(ante éste ó ante aquel funcionario, el Secretario y tos testigos, á no 
ser que se acordare otra cosa á instancia de los mismos interesados 
por hallarse algund de ellos en imposibilidad de concurrir á la ofi- 
cina, ó por otra causa análoga. £1 Notario ó Juez autorizante ex. 
plorará «ie los esposos si de su libre y espontánea voluntad quieren 
eoDtraer el matrimonio, y les hará conocer la naturaleza del con- 
trato, ó les advertirá que es perpetuo é indisoluble, y les impondrá 
de los deberes recíprocos que se derivan del enlace conyugal, le. 
yéndoles las disposiciones del Código que determinan estos debe- 
res. £1 consentimiento debe expresarse en voz perceptible, sin 
equivocación y separadamente. Puede también manifestarse por 
signos ó señales que no dejen duda, cuando fuere mudo ó sóido, 
mudo uno de los contrayentes, ó lo fueren ambos, y para ello se 
empleará á personas que estén habituadas á los signos ó señales de 
que suelen valerse para expresar su voluntad. Si no entendieren el 
castellano, el consentimiento se manifestará por medio de intér. 
prete que comunique con ellos y trasmita sus respuestas á los con. 
currentes. De todas estas circunstancias se hará mención en el 
acta. 

Esta acta se extenderá eo seguida, en papel común, y la firma, 
rán las contrayentes, los testigos, el funcionario que deba autorí. 
4 zarla y el Secretario, si lo tuviere, con lo cual el matrimonio que. 
dará perfeccionado. Contendrá el lugar, día, mes y año de la cele, 
bración, los nombres y apellidos de los esposos, los del Notario ó 
Juez, testigos y Secretario que hubiere intervenido, agradándose 
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las diligencias practicadas, y se darán de ella las copias que se soli. 
citen. Registrada el acta se mandará al respectivo Notario, para 
que la protocolice, según el Código Federal, y por estos actos no se 
cobrarán derechos ; pero se pagarán los gastos precisos de escri- 
biente (16). 

Cuando alguno de los contrayentes 6 ambos estuvieren en pe. 
ligro de muerte, y no hubiere tiempo de practicar las diligencias 
previas, podrá precederse á la celebración sin tales formalidades, 
siempre que se justifique que los contrayentes no están en ninguno 
de los casos en que pudiera declararse la nulidad del contrato, en 
razÓD de algún impedimento. Pero si pasados cuarenta días, oo 
hubiere acontecido la muerte que se temía, no surtirá efectos el ma. 
^rimonio celebrado, si no se revalida con los requisitos legales (17). 

No sólo estando presentes ambos contrayentes, sino también 
por medio de apoderado especial podrá contraerse el matrimonio. 
El poder se otorgará ante Notario por el varón ausente, y deberá 
expresar el nombre de la mujer con quien ha de celebrarse. £¡s 
revocable este poder ; pero la revocación no surtirá efecto si tiene 
lugar después del acto de la celebración, por lo cual el Notario 
ante quien se extienda la revocación mencionará precisamente la 
hora en que se hace. (18) 

Siendo de tanta trascendeocia todo lo relativo al estado civil y 
á los derechos de familia, nuestros Códigos tratan de los medios de 
probar el matrimonio, lo mismo que los nacimientos ó las filiacio- 
nes. Los celebrados antes de la ley de 1864, se probarán con las 
partidas de los libros parroquiales, y no existiendo éstas se podrá 
ocurrir á los medios comunes que el derecho admite ; y los con- 
traídos desde la promulgación de esa ley se probarán solamente 
por las actas del Registro civil, á no ser que éstas hubieren desapa- 
recido, en cuyo caso serán ta^ibién admisibles todos los medios le- 
gales de prueba. Entiéndase que no se acudirá á los medios indi- 
rectos de prueba ni á las presunciones de derecho, sino cuando fal- 
ten los directos que demuestren la realidad de los hechos de la 
vida civil. 

La posesión notoria del estado de matrimonio consiste en ha- 
berse tratado los cónyuges como marido y mujer, y en haber nao 
ésta recibida con tal carácter, por deudos y amigos y por el vecin- 
dario. Esta posesión de estado hace plena prueba ; pero cuando 
constare que alguno de los esposos estaba ligado con un matrimo- 
nio anterior, la presunción desaparece. (19) 

El matrimonio contraído en país extranjero ó en otro Estado 
podrá probarse por cualesquiera medios, si en el país ó Estado en 
que fué celebrado no estuviere sujeto al registro. 

9.** — ^Los esponsaUa ó desposorios pueden preceder al matrimo. 
nio canónico, y son la promesa de contraerlo aceptada mutuamente 
Deben su origen al derecho romano, y su nombre á la esponsión 6 
estipulación que interviene. 
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Nace de los esponsales la obligación de su cumplimiento en 
este matrimonio, ó la de indemnizar al reclamante, y la de perma. 
neoer en soltería mientras que el otro promitente no se case. 

Pero estas disposiciones son hoy inaplicables en el orden civil, 
porque nuestras leyes no reconocen los esponsales, considerados 
como hechos privados que ellas someten al honor 6 á la conciencia. 
La promesa, pues, no podrá alegarse para pedir que se Heve á 
efecto el matrimonio, ni para pedir indemnización de perjuicios. 

Tampoco podrá pedirse la multa que se hubiere estipulado, 
para el caso de no cumplirse lo prometido ; pero si se hubiere pa- 
gado, ya no podrá reclamarse la devolución. Lo dicho no se opone 
á que se demande la restitución de las cosas donadas y entre^Mlaa 
bajo la condición de un matrimonio que no se ha efectuado. (20) 

10. — Respecto de los matrimonios celebrados en otro Estado 6 
país extranjero, rigen las reglas generales del derecho intemacio. 
nal privado incorporadas en la legislación patria en lo relativo á 
los estatutos personal, real y formal. Los contratos en general, y 
especialmente los nupciales, se rigen por la ley del lugar en que 
se celebran, debiendo someterse, si han de recibir ejecución en 
nuestro país, á la legislación vigente en él. 

Así, pues, el matrimonio celebrado en otro Estado con arreglo 
á sus leyes ó á las de Cundinamarca, produce en este Estado los 
mismos efectos civiles que si se hubiera celebrado en territorio 
cundinamarqués, y el celebrado en país extranjero, entre cundina- 
marqués, 6 entre cundinamarqueses y extranjeros, en conformidad 
i las leyes del mismo país, ó á las leyes cundinamarquesas, produ- 
drán loe mismos efectos que si se hubiere contraído en su territo- 
rio; pero los cundinamarqueses casados en otro Estado, ó en país 
extranjero, harán agregar el acta de su matrimonio al registro pú- 
blico del Distrito de su domicilio, dentro de tres meses después de 
haber vuelto al territorio del Estado. Las actas y las copias «e ex- 
tenderán en papel común. (21) 



NOTAS DEL CAPÍTULO I. 

(1) La Gonstitadón de los Estados Unidos de América de 1791 fué la 
primera que sancionó la libertad de cultos; pero do negó la protección 
del Estado á todas las instituciones cristianas. £1 legislador americano se 
inspiró en la idea de que la fe religiosa pertoiece al dominio de la concien- 
cia, 7 de aquí el que sustrajera las creencias en materia de religión á toda 
eacción externa por parte del Oobiemo, dejando libre k la Iglesia en el Es« 
ido libre» y á cada cual en su esfera de acción particular. Es de notar que, 
unque la reYolución francesa proclamó loe mismos principios, no se inspiró 
a 1¿ misma idea, sino en su odio al Catolicismo. 

Por la Constitución prusiana de 1850 y por la austríaca de 1849, se es- 
ibieció que nadie con el pretexto de religión podía sustraerse á los debe- 
es «aviles, porque el goce de los derechos Hviles y políticos era indepen- 
üente de las coníeaioneB religiosas. 
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La paz da WMtfftlia gArentizó la igualdad de derechog % 
lieos 7 protestantes ea Alemania, y ea 1848 vino á recon 
mente el principio de la libertad de conciencia. El acta fedi 
clara la complel» igualdad de loa confesionea cristianas. 

NoMtra Oonstituoión de 1863, declara como nn derecho 
profesida Ubre, pública Ó privada de cualquiera religiÓD,{ 
ejecnten hechos incompatibles con la soberanía nacional, ó 
objeto tnrbar la paz publica." Entre los países de origen ci 
Estados Unidos de Colombia, es el único que ha reconocido 
principio de la independencia de la Iglesia j el Estado. 

<3) Begún confesión de Hnller, Storck y otros aeotaríos 

(3) El derecho canónico no admite el divorcio en cuanta 
qne por la conversión de nn cónjnge infiel, siempre qne el c 
en BU infidelidad, se separe del primero, j qned&ndose co 
BeUgión j sea ocasión de qne el otro peque. El mismo derec 
bien en las leyes 3.* j 6.', título 10, Parte 4.*, admite el dii 
al tálamo j habitación en casos de adulterio, sevicia y otroi 
en los cánones 7 tas decretales. La Iglesia, sin embargo, m 
el divorcio sin conocimiento de causa, 7 sin que preceda 1 
sentencia judicial definitiva. 

La le7 española del matrimonio civil, coii8ecuent« con si 
damental de perpetuidad é indisolubilidad, establece qne e' 
suelve el matrimonia 7 qne suspende tan sólo la vida común 
7 sus efectos ; no admite el mutuo consentimiento como oa 
qne exige el mandato judicial, estableciendo determinadan 
nnicas que pneden dar lugar «1 divorcio. 

En el mismo espíritu se inepínm los artículos 148 al ISf 
Uano, 7 el portugués, en sus artícnlos 1,203 al 1,830 no adl 
divorcio en cuanto al vínculo, y se refiere únicamente á la e 
personas 7 de los bienee. Hace intervenir en las declaración' 
al consejo de familia presidido por un magistrado. 

El Código ruso, en su artículo 38. prohibe si divorc 
miento mutuo 7 defiere í las autoridades] eclesiásticas para 
sobre él con arreglo á las le7es de la Igleeia greco-rusa. S 
concede á loa que no profesan la religión oficial cierta lil 
pero manleniéndoee siempre la indisolubilidad del vínculo. 

En el Código Civil austríaco se establece una difereii 
entre los que son católicos y tos que pertenecen á otras r« 
artículo U 1 considera indisoluble el matrimonio celebrado e 
da la misma cualidad á aquel en que pertenezca á la misL 
Bolo de los cóu7nges. A esta clase de matrimonios son aplic 
los 103 al 111, qne hablan de la separación. Si los espoB<» 
lieos 7 hubiesen concurrido ciertas circunstancias, que el C 
en su artículo 115, la autoridad judicial podrá acordar el 
diendo los articnlos 118 7 U9 a los divorciados en esta fom 

Bl Código Civil holandés sigue los mismos principios del 
7 en Baviera, según el artículo 42 del Código, no se adn 
Procede únicamente la separación personal en los casos det« 

Por el Código prusiano es admisible el divorrio. 

En Suiza, los Códigos de los cantones de Qinebra, Vand, 
y de Schaffouse, han adoptado el divorcio tal como fue' ei 
Código de Napoleón. La ma7or parte de los otros cantone 
más que per causa determiuada, 7 rechazan el consentimi 
divorcio, por r^ta general, se ha establecido en Sniza en 
protestantes. 

(Véanse las notas al Código francés, CoUoeión tUloi C 
por Aguilera 7 Velasoo, de los ouales hemos tomado estas n 
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(4) Diacimo leído ante la Beal Academia de ciencias morales y políti- 
cas, en la recepción del Excelentísimo señor don Cirilo Alvares Martínez, el 
13 de Jnnio de 1875. 

(5) Por falta de nnanimidad de votos la Corte Suprema, en sn aonerdo 
de 26 de Mmrzo de 1874, negó la saspensión del artículo 134 del Código Civil 
de Condinamarca, y habiendo coníonnídad entre todos los Magistrados, de- 
claró que no había ln£^ á suspender el artículo 1.^ de la ley de 30 de 
Agosto de 1864, reformatoria de dicho Código. Bespecto de esta cuestión, el 
Sraado determinó (por resolución de 24 de Mayo de 1876), no hallarse en el 
c»so de ejercer, en cuanto al artículo 134, ya citado, la facultad que le con- 
fiere el articulo 51, inciso 5.^ de la Constitución ; y en uso de ella declaró 
▼álido el articulo l.^ de la ley de 30 de Agosto de 1864. 

£1 Tribunal Superior del Estado, en su sentencia de 28 de Enero de 
1884, resolvió la cuestión suscitada en un juicio de sucesión sobre la decla- 
ratoria de herederos. El Juez de la primera instancia, fundándose para ello 
en que los peticionarios eran hijos habidos en un matrimonio canónico cele- 
brado en 1855, y en que los padres no habían hecho registrar el acta de su 
matrimonio como lo exigía la ley de 1856, negó la declaratoria pedida ; i)ero 
el Tribunal reconoció la validez de dicho matrimonio y la legitimidad de la 
descendencia. Se apoyó, en sus considerandos, en la vigencia del articulo 
134 del Código, y en la ley de 64, que reformaron las leyes nacionales de 
1853 y 1856. 

Véase la Bevista Juiicial de 29 de Julio de 1881, números 75 y 76, en 
la cual se encuentra el dictamen de una sociedad de abogados sobre esta 
cuestión, en sentido contrario al fallo á que nos hemos referido. 

(6) Besolución de 15 de Mayo de 1874. El Senado, en ejercicio de la 
atribución que le confiere el artículo 51 de la Constitución, declaró válidos 
los artículos 1.% 2.^ y 3.^ de la ley de Cundinamarca de 28 de Enero de 
1873, y nulos los artículos 4.°, 5.°, 6.° y 7.^ de la misma, por ser contrarios 
á dicha Constitución. 

(7) El decreto de Graciano y las decretales de Gregorio IX, constituye- 
ron con los cánones del Concilio Tridentino la legislación española, vigente 
en Nueva Granada hasta el año de 1853, en lo concerniente al matrimonio. 

(8) Con excepción del Estado de Bolívar, en los demás Estados ha sido 
adoptado el Código de Cundinamarca. En aquel Estado, s^pán la ley 15 
de 1877, cuando una persona residente, nacional ó extranjera, quiera con- 
traer matrimonio con una mujer que resida fuera del territorio, pueden 
verificarse las formalidades de su celebración ante el Juez del Distrito en 
que el esposo resida. Esta ley ha autorizado el divorcio por el adulterio de 
la mujer, judicialmente comprobado, y en este caso el cónyuge ofendido re- 
cobra su libertad para contraer nuevo matrimonio. El mismo derecho se 
concede á la mujer ofendida cuando á petición suya se pronuncia el divor- 
cio por abandono y por otras causas. Se determinan los medios de prueba 
del adulterio de la mujer y del amancebamiento del marido. 

En el Estado del Cauca, la ley 283 de 1871, que aceptó el Código de 
Cundinamarca con algunas variaciones, prohibió todo pacto sobre la disolu- 
ción del matrimonio, y estableció que el divorcio sólo produce una suspen- 
sión de la vida común. Esta ley declaró válidos los matrimonios celebrados 
ante los Ministros de los cultos, exigiendo su registro ante el Notario, ó 
bien un aviso dado á un Magistrado ó Juez para su publicación. El divor- 
cio, en el sentido dicho, puede declararse por la autoridad eclesiástica res- 
pecto de los matrimonios católicos, y en cuanto á la nulidad se permite 
!o mismo. El Tribunal Supremo de eee.Estado ha determinado : 1.^ Que 
basta haberse dado el aviso por uno de los esposos ; y 2 ° Que en cualquier 
tiempo que se dé y se haga el registro, los efectos del contrato se retrotraen 
al tiempo en que fué celebrado el matrimonio. 

Una ley adicional y reformatoria del Código Civil de Panamá, y deroga. 
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toria de la ley 15 da 1B79, ftoabft da expedir le Aaemblee 
Estado ; pero objetada por el Poder Ejecutivo el 3 de 
ha quedado pendiente hasta lae aasioiiea prÓKlmas. Segú 
tocolizarM en cualquier tiempo laa «otas matrimoDÍalea : 
el Jaez del respectivo Distrito, y legitimaree los mati 
compareciendo los coneortes j declarando an voluntad a¡ 
funcionario para que surtan efectos civiles, para lo cual ■ 
de treinta días. Piohibeee un muevo matrimonio, ;a sea 
contraído anteriormente, bajo nna pena, j ae declara qne 
en nn matrimonio religioso, no registrado, se reputarán o< 
todoa loa efectos civiles. 

La ley S2 de 1877 del Estado del Tolima, prohibe & lo 
cnltoB el ejercicio de suB funcionea en lo relativo á matrí 
toa V defunciones, mientras no se lea compruebe, con le 
qne loa interesados han hecho inscribir la partida correafi 
gistro, ó que han celebrado el matrimonio civil ; ella conei 
nadores del orden público í loa que no cnmplan ^ste debe 
dice el articulo S4, por el Prttidente dil Ettado con i 
azpnisión del territorio, previa comprobación sumaría del 
oaiemos esta ley, cuyos mandatos han sido desobedecid 
puedan eer acatados por la Iglesia católica, reDonooida si 
garantizada la libertad de conciencia, la profesión libre, 
de cualquiera religión, etc. £1 matrimonio religioso no e 
patible con la e^ranía nacional ni puede tener por o 
pública. 

(0) " La sociedad ae apodera de este hecho, dice un i 
Bultú, para regularlo en sus efectos, j de aquí el eontratú 
lo santifica, j de ahí el acto rdigioio; y es que el matrin 
Mencialmente de todos los otros actoe humanos en qae ii 
tad por el carácter perpetuo é indisoluble de loa vínculo 
yen; que no de otro modo podría responder eata inatitno 
vados de la familia. El matrimonio en su origen y en el ! 
oión es obra de la voluntad y del conaentimiento de lo 
verdad, pero un instante después el acto da la coiitrat 
surge la familia, y se levanta eate hecho social, que da c 
de oechoH importantísimos que forman en su unidad ; 
más alta de las instituciones humanas. (S^itta general i 
riiprudeneia, Eívpotieión tabre el matrimonio civil, por 
tomo XXXVHI, página 43U). 

(10) Artículos 98 y 99, Código Oivil del Estado, y si 
de la Unión. 

(11) Loa impedimentos se dividen en dirimentes é iv 
vidau también en absoluto» y relativos, dispensabU» é it 
dirimentes, en derecho canónico, son los qne estorban i 
matrimonio entre ciertas personas y lo anula si se contrai 
del verbo latino dirimere, que significa destruir, los cualeí 
dos en loe versos qne siguen : 

Error, eonditio, volwm, eognatio, erimm. 
Cultas disfaritat, vis ordo, ligamea, honesi 
Si sis a^es, si forte eoire ne qu^is, 
Siparrocki et dwilieis desif ^aesenlia test 
Baptave sitmttlRer, neeparlt rtddita í«ím 
Baec faeienáa veta'at connubia, faeta retra 



Loe impedí I 
contraijra el 
traído, y era 



ípedientes ó prohibitivo» son loa t 
lio por ciertas personas, pero no lo 
lo antiguo, el incesto, el rapto, los espoi 
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de esUbleoer loe dirimentee en loe países católicoB, díoe Ee- 
ce »61o á U Igleaia, porque tiene sobre al contrato del metri- 
r qne le es propio, jr ee de fe que loa determinados por ell» 
Tato; pero esto no impide qae el Qobierno temporal declare 

•n negocios civiles han de prodncir. Bajo la palabra impe- 
rende la le; civil todas Isa falta* de aptitud para el matrimo- 
üñdones que por razones de moralidad ó de conTenienoia p¿- 
Mñdo para oontraerlo. Así, no pneden denunciarse otros qne 

■ de América, por gracia especial, pneden dispensar ambas 
limentos^ y aun los reservados á la Silla apostólica (Donoso, 
M> canómeo, libro 3.°, páginas 10 j 166). 
lo qne expone Bsoriohe en eu Dtéeioiutño de Uffitlaeión, edi- 
ijo la palabra impedintmtot, y sobre la significación de las de 
te qne se «san en la le;. 

mpedimentos áirim«itie$ procsden, ó ds la falta de conseoti- 
sss, miedo ó error, ó por una ocHUlicióa opneata á la natnra- 
lOnio ; ó de incapacidad física por falta de edad ó por impo- 
kiwitwco de oonsagninidad ó afinidad, espiritnal ó civil ; o de 
«ptor y la robada, mientras ésta, separada de aquél, no con- 
loa adúlteros, si nno ó ambos sjecutaronófragaart»! la mner- 
pactaron celebrar el matrimomo, viviendo et otro oónjnga i 
r 7 el asesino de sn marido, ai estuvo de acuerdo ; ó entre loa 
|ne nno de ellos estaba ligado á nn matrimonio anterior, se 
motivo de religión, no podiendo contraerlo el cristiano con la 
le han heobo voto eolemae de castidad. Los expénsales, el 
oaatidad, la disparidad de cnltos j la inorancia de los ra- 
raligión, son los impedimentos imptdunUe. Los que nacen 
falta de edad, voto solemne, ord^n sagrado, parentesco en la 
ímer grtdo de coosangoinidad no pueden dispensarse. La na- 
Mho divino positivo, y las disposiciones de la Iglesia son las 
mpedimentos. 

[os L19 á 1!3 del Código Civil del Bstsde, j loe concordantes 
. En el escrita de la eolioitnd, b^úd esta Código, ó en el 
festación verbal Be eipresarán también los nombres de los 
>res, y el Juez practicará tas diligencias uecesariaB para 
miso de éstos si no constare. La manifestación ee reducirá 
á firmada por los interesados ú otra persona á sn rnego, si 
pediere firmar, autorizándola los respectivos funcionarios, 
m que ambos, ó uno de los coutrajentee, fneren extranjeros 6 
:o Estado, 7 no llevaren seis meses de residencia, ha de acre~ 
Cad para contraer el matríraonio. Evita esto loa graves daños 
pnaree por la ocultación Ó simulación de un estado civil di- 
se tiene, ó por irapedimenios qne no ee conoacan, si bien para 
t la publicación previa por certiñcación de la autoridad com- 
JBB leyes de sn paía ó Estado i que pertenezcan, legalizada 
las circuBtancias que se requieren para su autenticidad y 

124 i 129 del Cód. Civ, del E. y los concordantes del de 

130 á 133 del Cód. Civ. del E. y los concordantes del de 

W del Oód. Civ. de la ü. El del Estado no contiene esta dis- 

lla se halla dentro del espíritu de sus disposiciones. 

10 del Cód. Civ. del £., y an concordante del de la ü. 

121 y 422 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del de 
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(20) JLrt«. 01 ti 97 del C6d. Oít. del E., y 

(21) Arta. 102, 103, 135 7 136 del Cód. Gi 
oontíme eatM diapoBÍoiones, pero Meptondo la 
rigen en el orden federal. 

CAPÍTULO I] 

DEL JUICIO DE BBPABACIÓ£ 

RsSTTHKM.— l.^iQné ae entiende por limpU ««¡ 
j une cansas.— 2° Qoi^a paede pedirla; ío 
3° EfeotoB de la aentenoia, y cómo termii 
Beparuión parcial. 

1.° — Las reglae generales establecida 
Techos entre los cónyuges, en los casos de ; 
rimentan excepciones y modiñcacioues ce 
en el título Divorcio, y en los casos de se] 
bienes, de que vamos á tratar. 

La aÍ7rí¡ple separación de bienea es la 
cío ií sea sin separarse el matrimonio en 1 
6 por disposición de la ley. En las capitu 
podrá la mujer renunciar la facultad ae j 
nes ; y se llama sÍTnple, para distinguirla 
por el divorcio. 

Trae su origen esta institución del di 
ma dotal de la l^ialación romana, y se 1 
familia de una ruina completa en los caat 
del marido. A más de la restitución de la 
bienes parafernales de la mujer por las 
nosotros, el nuevo sistema aparece modif 
régimen de la comunidad conyi^l de lot 
en Chile y en los países que han adoptadt 

Motivan la separación las causas que 
cia del marido ; 2.* La administración 
estado de los negocios por consecuencia d 
radas, 6 de una administración errónea ó 
podrá el marido oponerse á la separación 
tecas que aseguren suficientemente los 
palabra que dejamos subrayada indica qu 
los aportes de la mujer al matrimonio, s 
rresponderle por gananciales, etc. 

El Código del Estado menciona otros 1 
jugador adoptada por el marido, ó su hab: 
go ; 2° La condenación á algima pena q 
dicción civil, ó lo que es lo mismo, la ] 
patria potestad y de la autoridad mariti 
ausencia del marido, que el Código nacii 
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Bastará presentar la ejecutoria que haya recaído contra el cónyuge 
culpable ó ausente, para decretar la separación pedida. (1) 

2.^ Como la separación de bienes ha sido instituida en beneficio 
de la mujer, es ella la que puede solicitarla ; pero el decreto judi. 
cial, que es necesario, no podrá dictarse sino con conocimiento de 
causa. Debe, pues, aducirse la prueba de los hechos y no se admi. 
tárá la de con^sión del marido, si el juicio se hubiere promovido 
por el mal estado de los negocios, porque, siendo el remedio extre> 
mo, la ley quiere evitar toda colisión entre marido y mujer. 

La mujer no necesita de autorización marital ni judicial, para 
estar en el juicio; pero si fuere menor deberá ser autorizada por un 
curador especiaL El nombramiento de éste es necesario para que 
la demanda que inicia el juicio sea el resultado de una madura 
deliberación. 

Entablada la demanda, y á petición de la mujer, podrá el Juez 
dictar las providencias conducentes á la seguridad de los intereses 
que le pertenezcan, mientras dure el juicio. En consecuencia, podrá 
prohibir la hipoteotción de los bienes de la mujer, su enajenación ó 
arrendamiento por largo tiempo, etc., y respecto de los muebles, 
disponer su deposito. (2) 

3.° — ^La sentencia de separación produce los efectos siguientes : 
1.® El de disolver la sociedad conyugal ; 2.° El de entregar á la 
mujer sus bienes ó sus intereses ; 3.® El de devolver á ésta el ejer- 
cicio de su capacidad civil para los actos y contratos de mera admi. 
nistración y goce, mas no los de libre disposición, pudiendo en 
cuanto á bienes muebles enajenarlos ; 4.^ El de modificar la distri. 
bución de las cargas del matrimonio. Sígnense las mismas r^las 
respecto á la división de gananciales en el caso de disolución, 
y el Juez reglará la contribución respecto á la provisión de las ne. 
cesidades de la familia, si fuere necesario. Para ello tendrá en 
cuenta las facultades de cada cónyuge, como el medio de poder fijar 
con acierto la proporción correspondiente. 

La separación puede terminar por el mutuo consentimiento ; 
pero siempre será necesario que se dicte el decreto judicial, porque 
sin él no se efectuará el restablecimiento de la comunidad conyu. 
gal. Este decreto extinguirá la responsabilidad civil de la mujer, y 
el marido para poner en salvo la suya, podrá hacer constar por in. 
ventario solenme los bienes que entren nuevamente bajo su admi. 
nistración. (3) 

4.^ — La simple separación de bienes puede ser parcial. Emana 
de la ley en sólo dos casos, á saber : 1.^ Por convención, si en las 
capitulaciones matrimoniales se hubiese estipulado que la mujer 
administre separadamente alguna parte de sus bienes ; y 2.^ Por 
donación iníer vivos ó causa rnortis hecha á la mujer con la ex- 
presa condición, aceptada por el marido ó por el Juez en subsidio, 
de que aquél no administrará los bienes donados ó legados. El ma- 
rido deberá exigir, en este caso, la aceptación de la herencia con 
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beneficio de mventarío, y si no lo hiciere se constit 
ble de las resultas. En el mismo caso la ley no mo 
civil de la mujer. 

Esta separación parcial se rige por las mismas r 
total de bienes deben seguirse. (4) 



NOTAS DBL CAPÍTDU) II. 

(1) Arta. 159, 180 j 163 dol Oód. Cít. del E. 7 bu ood 
laU. 

(S) Arts. 16t, 163 T 161 del Oód. Oiv. del B. 7 sus oou< 
Uü. 

(3> Arts. 18S tX 170 del Código del Oivil Eatftdo, j sna 
de la UniÓQ. Según el Código francos, para que la sepaiació: 
tos, DO ha; UMMidad de pedirla ó qoe se decrete. Sarte ip* 
toa deade la fecha de la demanda, la que se publica en coi 
toroeroB, bajo pena de nulidad. Por eate Código ae da efeo 
la sentencia, que produce efeotoa reBoisorioa, 

(4) Arts. 171 al 174 de) Cód. Civ. del E. y sus oonoorda 



CAPITULO in 



DKL JUICIO DE DIVOECIO. 

Bksbxxh. — 1." Deñnioioneg del dirorcio, sa nataraleea 
3.° Quién pueda pedir qae se declare, 7 quiénes son pa] 
diaposicioDes preliminarea 7 reglas federales. — S.° Sent 
sne efectos ; en consulta ó apelación.— 4." Terminación 

1." — El divorcio es la separaciún del marido y I 
con arralo á las leyes, sin que se surta el efecto de 
del matrimonio, y de modo que se suspenda sola 
común de los cónyuses. Puede definirse el divorcio, q 
que es el admitido por nuestros Códigos, en estos t^r 
todo civil constituido por decreto judicial, á petición 
causa determinante, que produce el efecto de la sepi 
sonas y de bienes entre los cónyuges, pero que no di 
trimonio. Llámase divorcio esta sepaiaciÓD, por I 
oposición de voluntades del marido y de la mujer, 
menti/um, 6 porque cada uno se va por su lado, q 
abeunt. 

Nuestros legisladores al secularizar el matrimoni 
sión de los casos en que fuese imposible la vida comí 
yuges, aceptaron el divorcio como la separación de 
tación entre ellos, sin que ninguno de los dos que 
casarse con otra persona. Por esto, en uno de los ai 
digo se declara que " es nulo todo pacto estipulatii 
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bilidad del matrimonio en cuanto al yínculo, por otro motivo que 
el de la muerte de uno de los cónyuges (1)." Tanto el Código del 
Estado como el de la Unión determinan la naturaleza del divorcio 
en este sentido, y las causas que lo motivan ; los preliminares para 
entablarlo ó constituirlo ; las autoridades competentes para decre- 
tarlo, y los efectos de la sentencia definitiva. Aibí, pues, aunque las 
leyes civiles consideran el matrimonio como un simple contrato, 
ajeno á toda sanción religiosa, ellas reconocen, sin embargo, en pro- 
tecdón de los más caros intereses sociales, y en fuerza, sin duda, de 
la doctrina Católica, el principio de la indisolubilidad del vínculo 
matrimonial. 

Indicáronos que en muy pocos artículos se determina el proce- 
dimiento á que han de acomodarse los juicios de divorcio, y lo 
mismo observamos respecto de los de nulidad del matrimonio. £1 
Judicial de la Unión no comprende todas las ritualidades y varían, 
tes que sobre los mismos expresan nuestros Códigos Civiles, las que 
debmioB agrupar en el presente capítulo, enumerando antes las cau- 
sas del divorcio. 

S^un el Código Civil del Estado, son las siguientes: 1.^ El 
adulterio de la mujer, judicialmente declarado ; 2.^ £1 amanceba* 
miento del marido, judicialmente decidido ; 3.^ Las graves y fre- 
cuentes injurias, ultrajes, sevicia ó trato cruel, ó sean maltrata- 
mientos de obra, si con ellos peligra la vida de los consortes ó se 
baoen impoábles la paz y el sosiego domésticos ; 4.^ La propuesta 
del marido para prostituir á su mujer ; y 5.^ El conato de imo de 
los cónyuges para corromper á sus hijos ó prostituir á sus hijas, y 
la complicidad ó connivencia en su corrupción ó prostitución. 

Además de las tres primeras que quedan enumeradas, el Códi- 
go Federal menciona: 1.^ La embriaguez habitual de uno de los 
cónyuges ; y 2.^ El absoluto abandono en la mujer de sus deberes 
y el absoluto abandono del marido en el cumplimiento de los su. 
yos; pero este Código no establece las otras causas que dejamos ex- 
presadas. 

El mutuo consentimiento, pues, no producirá el divorcio. La 
demencia, la enfermedad coiitagiosa ó cualquiera otra desgracia se- 
mejante de imo de los cónyuges, no autorizará el divorcio entre 
ellos ; pero podrá el Juez, con conocimiento de causa y á instancia 
del otro cónyuge, suspender breve y sumariamente, en cualquiera 
de estos casos, la obligación de cohabitar ó vivir juntos, quecíando, 
sin embargo, subsistentes las demás obligaciones para con el esposo 
de^raciado (2). 

2.° — ^Principio es de derecho que el divorcio sólo puede ser de- 
mandado por el cónyuge inocente ó por el que no haya dado causa 
>• él, y en el juicio que se siga son partes únicamente los mismos 
íonyuges ó sus padres ; pero se oirá siempre la voz del Ministerio 
>tíblico, por el interés de los hijos ó por el de la mujer, á falta de 
ucesión. De aquí viene que la acción de divorcio no puede ejer- 
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citarse de oficio, ni eotablaree si ha muerto uno de 
Es una de las acciones que no pasan ú. los herederos 
herederos, aun cuando medie algún interés pecuniaric 

Partiendo también del principio de que el pod 
atribuido el conocimiento de estos juicios, y por com 
la cuestión del divorcio es de la exclusiva competenci 
dicción civil ordinaria, las demandas de separación S' 
en el Estado ante los Jueces de Circáito, por escríl 
oirán, sustanciarán y decidirán por los trámites de 1 
como si se tratara de negocios de mayor cuantía, ó a 
de primera instancia, en los Territorios naciooale 
éstos los mismos trámites, calificando y apreciando la 
vorcio, según las leyes sustantivaa. Las demandas e 
como en los de nulidad del matrimonio, no pueden po 
y trascendencia, discutirse en otra forma, supuesto qu 
ordinarios ofrecen mayores garantías de amplitud 
medios más eficaces de comprobación de los hechos y 
los fallos. 

Interpuesta y admitida la demanda, ó antes, si bi 
cia, se adoptarán provisionalmente y sólo mientras i 
las providencias que siguen : 

a) Separar los cónyuges en todo caso ; 

b) Depositar á la mujer en la casa de sus padi 
más inmediatos, y por falta ó excusa de éstos, en uru 
que determine el Juez ; 

c) Poner los hijos al cuidado de uno de los cónyi 
dos, ó de otra persona, cumpliéndose lo dispuesto en 
comprendidos desde el 274 hasta el 278 del Código C 
do, ó sus correlativos del de la Unión, en su caso ; 

d) Señalar la cantidad con que el marido debe c( 
la habitación de la mujer y de los hijos que se halla 
de ésta, para los alimentos y las expensas de la litis ; 

e) Decretar, en caso de que la mujer esté en cintí 
de precaución que son necesarias, observándoi^e lo dii 
capítulo Reglas especiales "para los casos de divorcio ; 
matriTnonio. 

Durante el juicio, la administración de los bienes 
tinuará á cargo del marido con la obligación autedic 
buír con la cuota necesaria para alimentos y litis exp< 
podrá dictar, á petición de la mujer, las demás provid' 
torias ú provisionales de que hemos hablado, tratando 
separación de bienes, porque en el divorcio militan h 
zones y los mismos temores que las justifican, para 
marido, como administrador, cause algún perjuicio á 

Todo caso de separación por divorcio se decidirá 
torios cedidos ú que se cedan á la Nación, con arre; 
del Estado á que antes pertenecieron, si se celebró e 
con arreglo í ella* '3). 
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3.° — Sólo la sentencia ejecutoria puede producir el divorcio. 
Como lo veremos, el divorcio modifica el estado civil de la mujer y 
afecta los intereses de tercero. Siendo tan graves las causas que lo 
motivan y sus consecuencias, natural y muy justo es que correspon- 
da la apreciación y calificación de los hechos á los Juece^ superio- 
res de primera instancia, y á los Magistrados del Tribunal ó de la 
Corte Suprema Federal. 

Los efectos civiles del divorcio, es decir, todo lo que concierne 
á los bienes de la sociedad conyugal, á la libertad personal de los 
esposos, á la crianza y educación de los hijos, ee reglan por núes- 
tros Códigos, y por las Judicaturas ó Tribimales. 

La sentencia produce ipao jure, los efectos siguientes : 

a) La separación definitiva de los cónyuges ; 

b) La restitución de sus bienes á la mujer divorciada y entre, 
ga de los gananciales que le correspondan, como en el caso de la 
disolución del matrimonio por causa de muerte. Pero si la mujer 
hubiese dado motivo á la separación por adulterio, perderá todo 
derecho á gananciales y pertenecerá la administración de sus bienes 
al marido, quien podrá usufructuarlos, excepto aquéllos que la mu- 
jer administre como separada de bienes que adquiera á cualquier 
tituló después del divorcio. La ley ha buscado la pena civil del 
adxdterio en la privación de los efectos mismos del divorcio. 

En los casos de administración fraudulenta, tendrá la mujer el 
derecho de pedir que se pongan sus bienes á cargo de un curador, y 
lo mismo en los casos de que peligren por una administración im. 
prudente ó descuidada; pero en éstos podrá el marido retenerlos 
prestando fianzas ó hipotecas. 

c) La revocación que el cónyuge ofendido puede hacer de las 
donaciones efectuadas en favor del culpable ; 

d) La obligación que se impone al marido cuando éste ha 
dado causa al divorcio, de contribuir para la congrua y decente sus- 
tentación de la mujer divorciada. Toca al Juez reglar la cantidad 
y forma de la contribución, atendidas las circunstancias de ambos 
cónyuges. También la reglará en el caso de que la mujer sea la 
causante, teniendo en consideración la cuantía de los bienes de é^ 
que el marido administre, y la conducta observada por ella antes y 
después del divorcio. 

Las faltas que, durante el matrimonio, haya cometido el cónyu- 
ge que obtuvo el divorcio, deben ser, adeniás, consideradas por el 
Juez al reglar los términos de la separación de bienes. Seáún su 
naturaleza ó gravedad, podrá moderar ó no la severidad de las pe- 
ñas civiles en que el culpable haya incurrido. Si la criminalidad 
de éste apareciere atenuada por circunstancias graves en la con- 
ducta del otro, podrá el Juez ó conceder á la mujer la restitución 
de una parte ó del todo de sus bienes, no obstante haber dado cau- 
sa al divorcio por adulterio, ó denegar las acciones revocatorias res- 
peoto de las donaciones, ó modificar el valor de las contribuciones 
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ordenadas, ó adoptar, bíd excepción alguna, la regla de las restitu- 
ciones. Este sistema de compensación de injurias para regular los 
efectos civiles del divorcio, no se encuentra establecido, observa 
Chacón, en ninguno de los Códigos modernos ; mas no por eso es 
menos sabio y equitativo. 

e) La recuperación por parte de la mujer de la capacidad ci- 
vil. Ella podrá administrar con independencia del marido los bie- 
nes que se le han entregado ó que después del divorcio ha adquirí, 
do, teniendo la libre disposición y la facultad de obligarse y estar 
en juicio. Obsérvese que con el divorcio cesan todos los efectos del 
matrimonio, mientras que no sucede lo mismo en el caso de simple 
separación de bienes, y que, subsistiendo el vinculo, niz^uno de los 
cónyuges pierde el derecho de obtener del inocente una cuota para 
su modesta sustentación, en caso de indigencia. 

Los efectos de la sentencia de divorcio en cuanto á los hijos le- 
gítimos, se reglarán por las disposiciones contenidas en el título, 
Derechas y obligacionca entre loa padres y los hijos legiti/mos (4). 

Las sentencias definitivas que se pronuncien en estos juicios de- 
berán consultarse con el Tribunal Superior, según el Código del 
Estado. El silencio que el de la Unión guarda sobre este punto, 
hace pensar que es necesario interponer el recurso de apelación, 
para que la Corte Suprema pueda conocer (5). 

4.° — La reconciliación de los cónyuges pone termino al juicio y 
deja sin efecto ulterior la sentencia ejecutoria, dictada en el ; pero 
deberán los cónyuges dar conocimiento de ella al Juez ó Tribunal 
que intervenga en el asunto, ó al Juez de la primera instancia, si el 
juicio estuviere fenecido. 

Si los divorciados se reconciliaren, se restituirán las cosas al 
estado en que antes.del divorcio se hallaban, por lo tocante á la so- 
ciedad conyugal y á la administración de bienes, como si no hubie- 
re existido. La restitución deberá ser decretada por el Juez, á pe- 
tición de ambos cónyuges, y producirá los mismos efectos que el 
restablecimiento de la administración del marido en el caso de la 
terminación de la simple separación de bienes (6). 



NOTAS DEIi CAPÍTULO III. 

(1) Art. 101 del Oód. Oiv. del E., y sa ooncordaute del de la ü 

(2) Arte. 175 al 178 del Cód. Oiv. del E., y sus concordantes del de iaU. 
En el derecho canónico son causas de divorcio : 1.* El adulterio ; 2.^ La 

enfermedad contagiosa grave é incurable, pero esto, según el común sentir 
de los autores, y es de ed vertir que el Papa Alejandro III no la señala 
como causa de divorcio ; 3.* La sevicia, entendiéndose por tal el tratamiento 
habitual ofensivo y aun los actos de crueldad ; 4.* La injuria grave, com» 
prendiendo el conato del marido ¿ inducir á la mujer ó á los hijos á ejecutar 
hechos reprobados 6 inmorales, y las asechanzas contra la vida. Los Jue- 
ces eclesiásticos califican las circunstancias y la condición de las injurias. 
Anota Ohaoón, en su Eaíposieión razomida del dereeho civü chumo : 
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que en el derecho comúa alemáu, el áivovcio a vinculo es permitido entre Iok 
eepoBos protestantes* y entre los católicos no se admite sino la separación 
de cuerpos ; que los Códigos de los Bstados católicos, Austria, Baviera, &c.y 
no admiten sino la separación quo ad ihorum; qne en los Estados Unidos de 
América, el divorcio absoluto es pronunciado en ciertos Estados por la Le- 
gislalura y los Tribunales ; que en Inglaterra, cuyo sistema no fué revolu- 
cionarío sino autoritario, no se admite el divorcio a tnnculo^ pudiendo la Cá- 
mara de loa pares, sin embargo, pronunciar el divorcio absoluto por adulte- 
rio, según, lo «stablecido últimamente. (Véase a Saint Joseph, Ccneord, 
tomo 2.^, página 191 ; el 7}ratiado del contrato de matrimonio por Pothier; 
M matrimonio eivü y el divorcio en la antigüedad y en las principales legis- 
laciomes modernas de Europa, por Ernesto Glassón, obra revisada y aumen. 
tada, París, 1880 ; El matrimonio dvil y el divorcio^ por £. Beus, en la 
Revista general de legislaeián y jurisprudencia, tomo 57, pá^nas 310 y 
siguientes ; Indisolvinlidad y aivorcio por el P. Didon,y Famüia y divor^ 
cío por el abate Yidieu. 

(3) Arta. 179 al 182 del Cód. Civ. del £. y sus concordantes del de la U., 
y 1,321 á 1,326 del Cód. Jnd. de la U. 

(4) Arta. 187 al 194 y 196 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del 
de la U. 

En un juicio de divorcio promovido, ante el Juzgue del Circuito de 
Guaduas, el marido contestó la demanda, conviniendo en los hechos y el de- 
recho alegados, y manifestó no tener inconveniente en restituir los bienes 
de su mujer. Esta, sin esperar que ee dictara sentencia, pretendió que se or- 
denara la restitución y el Juzgado la ordenó ; pero el Tribunal^ del Estado 
revocó el auto, y consideró para ello que la expresada restitución de bienes 
era uno de los efectos de la sentencia, en el caso de que se declarase el di- 
vorcio, y que no podía anticiparse la restitución, en el supuesto de que podía 
denegarse. 

(5) Art. 183 del Cód. Civ. del E. 

(6) Arts. 184 y 195 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del de la U. 
Acaba de distribuirse en el Senado francés la relación de M^ Labiche, 

sobre el proyecto de divorcio, el cual, al ser aprobado, comprenderá la ley 
las condiciones siguientes : el divorcio no podrá jamás tener lugar al existir 
uno ó más hijos provenientes del matrimonio, y sólo será admitido : 1.^ Cuan- 
do haya habido abandono de la mujer por el maride, ó del marido por 
la mujer durante los dos primeros años del matrimonio ; 2.^ En caso de 
adulterio constatado ó de mala conducta notoria y escandalosa durante el 
mismo tiempo ; 3.^ Si ha habido atentado voluntario por parte de uno de los 
contrayentes contra la vida, la salud ó el honor del otro, intentándose antes 
una conciliación, y si no surtiere efecto, se esperará un año más para decre- 
tar el divorcio : 4.^ Cuando los cónyuges permanezcan separados por más 
de tres años, sea por requerimiento de uno de ellos, ó por solicitudes de 
amboB. 

Se prohibe á aquel de los cónyuges contra quien el divorcio haya sido 
pronunciado, contraer matrimonio en vida del otro, á menos que éste dé su 
consentimiento ó haya contraído nuevo enlace; pero entiéndase que la^trohi- 
bición no comprende el caso en que se haya decretado el divorcio en benefi- 
cio de ambas partes. 

Es bien perceptible que este proyecto no satisfará, si se adopta, á los 
partidarios del divorcio que lo desean sin reservas, sin restricciones ni diñ- 
mltades. 
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CAPÍTULO IV 

DEL JUICIO DE NULIDAD. 

Resumen. — 1.° De U diaolación y de la nulidad del r 
dispenBaciDD de impadimentoa.— 2.° Ceidbm de nul 
pueden alegarlas ; diSerea en algunas dispaaicianes 
3." BitualidadM del juicio ; medidas proviaionales 
4." Seotencia definitiva y eua efectus. — 5.° Matriino 
lados en otro Eatado ó en piís extranjero ; praeba d 
rae ó de otro Estado. 

1 ° — Nuestros Códigos declarau que " el nmi 
ise disuelve sino por la muerte de uno de los cói 
atiende,' pues, al rigor de estas palabras no po 
disuelve el matrimomo cuando se declara nulo, s 
tido lato y con alguna impropiedad, suele enunc 
disolución en el caso de esta declaratoria. Lo ci< 
disuelve lo que se ha hecho válidamente, y que t 
de la nulidad. Nulo es todo contrato que se cete1 
ción expresa de la ley, y por esto sob enteramem 
monios cuando se ha infringido la ley que impon 
dad. Asi, la validez del contrato matrimonial 
resultado del conjunto de circunstancias concemi 
de los cogtrayentes y á las solemnidades intemí 
celebración del mismo matrimomo. 

No todas las circunstancias, ni todas las for 
cidas se exigen con iffual aplicación. Hay unas q 
dez ó que hacen nulo el matrimonio, y otras, t 
to, sin anularlo ; lo cual sucede, en todo caso, poi 
minantes de las mismas leyes. 

La íacuitad ó el poder de dispensar los impec 
to por su naturaleza y origen sean dispensables. 
autoridad del Estado para establecerlos y respoi 
sidades sociales ; pero nuestras leyes no han conü 
esta facultad á nii^na autoridad ó f unúionario ] 
mente han fijado los casos de la nulidad, y en loa 
se entienden dispensados los impedimentos que 
efecto. Los impedimentos deben existir con ante 
bración del contrato : los que sobrevienen despi 

2° — Las causas de uuhdad del matrimonio, í 
absolutas y relativas. Las alinuLulo^ llevan el i 
insubsanable, y se refieren al fondo, y se compí 
falta de consentimiento y de edad, la impotenci 
terior existente. Las relativas se refieren á perB< 
y anulan también el matrimonio, tales son el par 
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como en todas las demás, el legislador debo siempre inspirarse en 
la realidad de los hechos, afirmando en sus disposiciones lo que re- 
claman los principios. 

La necesidad de reformar las leyes sobre los juicios de concur- 
so de acreedores, es incuestionable, y no dudamos que nuestros 
legisladores se apercibirán de esta necesidad. 



NOTAS DEL CAPÍTULO II. 

(1) Arte. 946 y 947 del Cód. Jud. del E. ; 1,036 y 1,037 del de la U. 

(2) Arta. 952 del Cód. .Tnd. del E. y 1,041 del de la ü. 

(3) Arte. 954 del Cód. Jud. del E. y 1,043 del de la U. 

(4) Arta. 955 y 956 del Cód. Jud. del B. : 1,044 y 1,046 del de la ü. 

(5) Arto. 1,562 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la ü. 

(6) Arte. 1,021 del Cód. Jud. del E. y 1,114 del de la ü. 
(7> Arta. 957 del Cód. Jad. del E. y 1,046 del de la ü. 

(8) Arta. 958 del Cód. Jud. del E. y 1,047 del de la U. 

(9) Arte. 959 y 960 del Cód. Jud. del E. ; 1,048 y 1,049 del de la ü. 

(10) Arte. 972 del Oód. Jud. del E. y 1,061 del de la U. 

(11) Arte. 961 y 962 del Cód. Jud. del E. ; 1,050 y 1,051 del de la U. 

(12) Arte. 963 y 971 del Cód. Jud. delE.; 1,052 y 1,060 del de la U. 

(13) Arta. 964 del Cód. Jud. del E. y 1,053 del de la ü. 

(14) Arta. 968 del Cód. Jud. del E. y 1,057 del de la U. 

(15) Arte. 965 á 967 y 969 del Cód. Jud. delE., y 1,054 á 1,056, y 1,058 
del de la ü. 

(16) Arte. 970 del Cód. Jud. del E. y 1,059 del de la U. 

(17) Arta. 2,199 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la U. 

(18) Arta. 191 y 192 del Cód. Jud. del E. : 145 á 147 del de la ü. 

(19) Arte. 973 á 976 y 978 del Cód. Jud. del E. y 1,062 á 1,066, y 1,068 del 
delaU. El Código Civil chileno, en au artículo 1,622 diapone que el acuerdo 
de la mayoría obtenido en la forma preacríte en el Código de Enjuiciamiento, 
será obligatorio para todoa loa acreedorea que hayan aido citedoa en la for- 
ma debida ; pero loa acreedorea privilegiadoa, prendarioa ó bipotecarioa no 
aeran perjodicadoa por el acuerdo de la mayoría ai ae hubieren abstenido de 
votar.— Lira observa, refíriéndoae á eate disposición, que como el acreedor 
prendario eatá comprendido entre los privilegiadoa, ea más conforme á la 
clasificación general de la ley la expreaión de acreedores privilegiados y 
acreederea hipotecarios. Yéanae loa artículos 2,572, 2,573 y 2,576 del Códi- 
go Civil del Eatado. 

(20) Arta. 983 del Cód. Jad. del E. y 1,073 del de la ü. 

(21) Arta. 977, 979 al 982, 984, 992 y 993 del Cód. Jiid. del E. ; 1,067, 
1,069 á 1,072, 1,074, 1,082 y 1,083 del de la ü. 

£1 procdSimiento electoral adoptedo por la ley de enjuiciamiento, vigen- 
te en Eapaña, está formado por una serie de voteciones, si los acreedores 
convienen en el nombramiento de tres Síndicos, ^e eligen primero á los dos 
primeros y deapuéa el tercero, de este modo : 

Abierta la elección, cada acreedor vota una candidatura con dos nombres, 
y hecha la votación, el Juez y el actuario practican el eacrutinio, empesan- 
do por formar liata de votantes y de votos, y una vez aprobada la liate, que 
es resultado de la votación, se procede á caliñcar loa votos dados, poniendo 
al lado de cada vétente la cantidad del paaivo que repreaenta, y se practica 
el recuento para averiguar dónde está la mayoría. La ley no da valor al 
número de votos, aino á la cuantía de los créditos. Aaí ea que ae declaran 

10 
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elegidos los dos candidatoa que hubieren obtenido el st 
seot&Dtea de la mayor suma det pasivo. 

En Beguida se procede í el^r el tercero, y en eiti 
artículo 1,213 de la citada ley, no tom.irán parte loa a 
BUi votoe hubieren formado la majaría del capital que i 
bramiento de les dos prímoroe Sindicoa. 

Se ve que con este sistema ee lea da parte en la elención del Sindicato i 
Im acTeedores que quedaron sin representad ó n en la primera votación. 

Loa comentadores de esa ley mencionan varios casos prácticos de cómo 
han de cumplirae sus preceptos, referentes í la primera votación, é indican 
qne seria más conveniente reducir á una las due viitacionee e 
para la elección de loa tres Sindicue, á saber ; votando cada ac 
oaHdidatoe y declarando elegidos los tres qae obtuvieren mayorc 

(32) ArU. B85 del Cód. Jiid. del E. y 1,075 del de la U. 

(23) Arta. 986, SSl á 1,002 y 1,004 del Cód. Jad. del E. : I,<l 
1,082 y 1,094 del de la U. 

(24) Arts. 987 d BSD del Cód. Jud. del E. : y 1,077 á 1,079 d 
125) Arts. oeO del Cód. Jnd. del S. j l,060de1 de la U. 

(26) Arts. 1,030 del Cod. Jud. del E. y 1,122 del de la ü. 

(27) Arte. 1,029 del Oód. Jud. del E. y 1,121 del de la D. 
(2B) Arts. 991 del Oód. Jad. del E. j 1,081 del de la U. 

(29) Arta. 1,003 del Cód. Jud. del B. y 1,093 del de la D. 

(30) Arts. 1,005 del Oód. Jnd. del E. y reforma vjgéatma c| 
ley 38 de 1678 ; 1,095 del de la ü. 

(31) Arta. 78, 79 y 80 de la ley 14 de 1878, reformatoria del 
diciftidel E,, y eapeciftlmente de los artiniiloa I,O07 y 1,008 del o 
go. El de la Unión so contiene estas dispoaicionea. 

8eg(iii\& Ley de enjuidafniento de España, también podrán ei 
pública subasta los créditos, derechos y acciones cuando por se 
de difícil realiíación ó de vencimiento á largo plazo, ó por tener i 
darlos en la vía jodicial, hubiera de dilatarse indefinidamente la i 
del concurso para realizarlos. En esUts casos, á propuesta de l( 
el Juez acordará el medie, dice el artículo 1,239, que estime mi 
para &jar la cantidad que como precio de la venta naya de eerví 
la subasta. 

La duración del coucurso, en efecto, no puedo prolongarse ' 
indefinido, y hay necesidad de liquidarlo lo más pronto posible, 
nard juicio en beneficio de los acreedores y del deudor. Nosedi 
pnea, a que los Síndicos realicen el cobro de lo litigioso ó de 1 
realizables dentro de largo plaso. Por eao ae ha dispuesto en Ii 
qne tales acciones, derechos y cróditos se vendan tambión en | 
basta. 

Tales bienes podrán avaluarae y rematarse como los demás 

ao. Nuestras leyes se prestan á esta solución, que es la mejor páralos inte- 
reses de los acreedores y para el deudor. 

(33) Arle. 1,006 6. 1,020 del Cód. Jud. del B. ; t,0S6 á 1,113, l.llS y 
1,116 del de la U. Dispuso el articulo 1,034 de aquel Código que el proco- 
dimiento en las cansas pendientes, cutlndo se hizo su publicación, se ariegla- 
tfan í lopreceptuadoenel título décimo cuarto, dosde el estadoque tuvieren. 

(33) Arte. 1,027, 1,038 y 1,033 del Cód. Jud. del E.; 77 de la ley H d« 
1878 y 1,119, 1,130 y 1,125 del de la U. 

(34) Véase la Ley de Enjuiciamiento civil de España, anotada por la 
radacción de la Sevitta de Legiglaeión y Jtmtprudttma, tomo 3.°, página» 
I." y 2.' 
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CAPÍTULO III 

DEL CONCURSO PABTICULAE DE ACREEDORES HIPOTECARIOS. 

Rbsümsn. — 1.^ Concnrso pariietUar á las fincas Jbipotecadiis ; cuándo po- 
árk abrirse y términos en qne podrá tener Ingar; cómo se sustancia.— 
2.^ Si los acreedores hipotecarios deben aguardar las resultas del con- 
curso general : fianza que deben prestar en determinado caso y restitu- 
ción que deben hacer.— 3.^ Abandono de la finca ; derechos del acreedor 
si ésta se deteriorare ó perdiere.—- 4.^ Si la acción hipotecaria se da 
contra el tercero que adquirió la finca en subasta pública ; qué deberá 
hacerse para que surta efecto la excepción. 

1.^ — ^En beneficio de los acreedores hipotecarios se ha estableci- 
do el concurso particular, y podrá abrirse á cada finca gravada con 
hipoteca, á petición de los respectivos acreedores ó de cualquiera 
de ellos, para que se les pague inmediatamente con ella, según el 
orden de las fechas de sus hipotecas. Aquéllas de una misma fecha 
que se hayan constituido en una misma finca, preferirán unas á 
otras, según el orden del registro, debiendo pagarse primeramente 
los gastos judiciales causados en él (1). 

Así, cuando en conformidad á esta disposición de nuestros Có- 
digos Civiles, se solicitare por uno ó más acreedores hipotecarios 
que á la respectiva finca hipotecada se abra un concurso particu. 
lar, el Juez accederá á esta demanda, observando en su tramitación 
las disposiciones que dejamos consignadas en el capítulo anterior, 
que fueren aplicables (2). 

Bastará que haya uno 6 dos acreedores y que éstos puedan ins- 
tar ó seguir adelante su ejecución, para que pueda formarse este 
concurso. No se exige la concurrencia de tres ejecutantes, ni se 
requieren las condiciones que comprende la regla general para la 
formación del concurso necesario ; pero es de suponerse siempre el 
caso de la insolvencia del deudor. 

Kige aquí el principio romano de que qui prior est tempore 
frioT est jure, y por consiguiente cuando dos ó más hipotecas se 
hubieren inscrito á un mismo tiempo, de modo que no pueda re. 
solverse cuál sea la anterior, se repartirá á prorrata el valor de la 
finca entre ambos créditos.— Sigúese el mismo principio en cuanto 
i las prendas, prefiriéndose aquel acreedor que las tenga en su po. 
der, y si no las tuviere, aquél que tenga escritura pública. 

2.° — Los acreedores hipotecarios no están obligados á aguardar 
las resultas del concurso general para proceder á ejercer sus accio- 
iies contra las respectivas fincas. Si en el concurso figurasen aeree, 
dores de los de primera clase no se les pagará á los hipotecarios con 
las fincas hipotecadas ó con el producto de éstas, sin que consignen 
^afiancen una cantidad prudencial para el pago de aquellos cré- 
ditos preferentes, en la parte que pueda recaer sobre lo que lie- 
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guen á percibir por cuenta de loa suyos los expremdos acreedores 
hipotecarios, y que restituyan á la masa lo que sobrare después de 
cubiertas rus acciones (3). 

Eb una consecuencia el precepto consignado en este artículo 
de la primacía ó antelación que se da por la ley civil Kuitantivaá 
unos competidores Robfe otros, en virtud de la clasificación y pre- 
lación de créditos establecidos, puesto que los acreedores de la pri- 
mera clase, que son privilegiados, tienen mejor derecho, siguieiido 
en esto la razón y la equidad. El privilegio en obligatorio, y el de 
que tratamos impone á lof< demás acreedores la obligación de raao- 
tenery respetar en su goce lí los de la primera clase. 

o.° — El dneSo de la finca perKeguida por el acreedor hipoteca, 
rio podrll abandonársela, y mientras do se haya couRumado la ad- 
judicación, podrá también recobrarla, pagando la cantidad lí qne 
fuere obligada la finca, y además las coatas y los gastos que ¿rte 
abandono hubiere causado al deudor. 

Si la finca ne perdiere ó deteriorare, eu términos de no ser sufi- 
ciente para la seguridad de la deuda, tendrlí derecho el acreedor i 
que se mejore la hipoteca, á no ser que consienta en que se le dé 
otra seguridad equivalente ; y en defecto de ambas cosas, podrí 
demandar el pago inmediato de la deuda liquida, aunque esté pen- 
diente el plazo, ó implorar las providencias conservativas que el 
caso admita, si la deuda fuere ilíquida, condicional 6 indetermi- 
nada (4)- 

Es muy justo que el tercer adquiriente, yaque tiene la obliga- 
ción de pagar y sufrir el rigor de la ley cuando no puede cumplir- 
la, que tenga al mismo tiempo el derecho de abandonar ó desapro. 
piarse de los bienes gravados. La condición del obligado debe ser, 
dice García Goyena, en caso de deuda, merecer la predilección del 
legislador. — La obligación de responder de pérdidas ó deterioros 
impuesta al tercer poseedor, por su culpa ocasionados, se funda en 
los principios generales de indemnizado o. Se supone el conoci- 
miento previo de la hipoteca y la obligación eventual de la resti- 
tución. 

4.°— La hipoteca da a! acreedor el derecho de perseguir 1» 
finca hipotecada, sea quien fuere el que la posea, y á cualquier 
titulo que la haya adquirido. Sin embargo, esta disposición ao 
tendrá lugar contra el tercero que haya adquirido la finca en ip&- 
blica subasta ordenada por el Juez- 
Mas, para que esta excepción surta efecto Ül favor del tercero, 
deberá hacerse la subasta con citación personal, en el término de 
emplazamiento, de los acreedores que tengan constituidas hipotecas 
sobre la misma finca, los cuales nerón cubiertos sobre el precio del 
remate en el orden en que corresponda. Ei Juez entre tanto barí 
consignar el dinero (5). 

Fiíndase esta disposición eu que no puede ya icmer laapri- 
ción de gravámenen desconocidos el que haya adquirido en subasta 
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judicial la finca de que se trate, la cual debe celebrarse con cita. 
ciÓD personal de los acreedores, y en que éstos no tendrán de qué 
quejarse, puesto que deben ser citados para que puedan evitar que 
se rebaje fraudulentamente el precio de los bienes que les están 
obligados. 

Dada esta idea del concurso particular de acreedores y de las 
reglas y trámites comunes, trataremos en el siguiente capítulo de 
la graduación 6 prelación de créditos, y dejaremos lo relativo á la 
quiebra de comerciantes para el último del presente título. 



NOTAS DBL CAPÍTULO III. 

(1) Arta. 2,579 del 06d. Civ. del E. y bu concordante del de la IT. Con- 
súltense los artículoB 2,164 y 1,528 de aquel Código, que aparecen reprodu- 
cidos en el federal y qne se relacionan con la disposición citada. 

(2) Arta. 1,031 del Cód. Jnd. del E. y 1,123 del de la U. 

(3) Arta. 2,581 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la CJ. ; 1,032 
del Cód. Jud. del E. y 1,024 del de la ü. 

(4) Arta. 2,529 y 2,530 del Cód. Civ. del E. y aua concordantes del de 
la ü. Debe verae el 1,562 de aquel Código. 

La obligación alternativa de que trata el artículo que citamos, impuesta 
al tercer poaeedor de pagar la deuda ó desamparar loa bienea hipotecadoa, 
procede del alaterna germánico, y ae conforma también al aiatema francéa, 
como ae ve en el artículo 2,168 del Código Civil. La de reaponder de las 
pérdidas ó deterioros concuerda con loa artíouloa 2,173 y. 2, 176 del miamo 
Código francéa. 

(5) Arta. 2,531 del Cód. Civ. del E. y au concordante del de la U. Véase 
el artículo 1,431 del primero, y conaúlteae á García Goyena, aua Coneor~ 
daiwias, tomo 4.^, pág. 205. 



CAPITULO IV 

DB LA PBELACIÓN DE CBÉDITOS. 

Bbsümbn — 1.^ Nocionea general ea; qué conatituye la graduación de crédi- 
tos y cómo conaideramoa á loa acreedorea de dominio ; cuándo viene á 
determinarae el reconocimiento y la graduación. — 2.^ Derechoa de los 
acreedorea y cauaaa de prelación entre el loa ; cuálea aon loa qne gozan 
de privilegio y cuálea loa comprendidoa en la primera claae.-— 3.^ Loa 
que corresponden á la aegunda ; preferencia entre éstoa ; créditoa mer- 
cantilea ó mineros ; exclusión que deberá hacerae entre loa de la prime- 
ra y aegunda claae ; preanncionea eatablecidaa ; derechos del acreedor 
prendario. — 4.^ Tercera clase de acreedores ; orden de su pago ; prela- 
ción de cenaos. — 5.^ Créditos de la cuarta clase ; preferencia entre ellos; 
bienes sobre los cuales se entiende constituida ; si estos créditos dan 
derecho contra terceros poseedores.—- 6.^ Prelación del crédito de la mu., 
jer que ha contraído matrimonio en otro Estado ó país extranjero ; la 



150 TÍT. X. JUICIOS DB 00NCÜB80 DE AOBi 
confeeión del marido no es pniab» contra los acieedt 
¿guardador ÍHllidos. — 7.° &i loa oréditoe de la prim 
afaotan los bienes del heredero ; en qaé caaos loa af 
cansas de prelaciÚn que las 7a ennooiadas.— 8," C 
y última oíase ; cómo deberán oobríree ; caso en q 
•lia loa pteferenUs no onbiertoa.— 4° Oarso y gradnaciún de loa intere- 
ses de cada crédito. 

1." — Constituye lo que «n lenguaje forense llamamos ^oduoc! 
ó prdación de créditos, la clasiñoacióa y arreglo que en codcu 
de acreedores se hace judicialmente del lugar, orden y grado c 
cada uno de ellos debe ocupar, segiín la naturaleza de sus crédil 
para ser pt^^o de los bienes del deudor común. De esta clasiS 
ción vamos á tratar, porque consideramos que son de la compeb 
cia de este tratado de procedimiento las disposiciones de nueat 
Códigos Civiles relativas á la prelación de créditos, la£ cuales 
berán observarse en el pronunciamiento de laa sentencias definitin 
las más importantes actuaciones en todos los juicio»; 

Antes se hacta esta graduación formando seis clases, y en 

Jrimera figuraban todos los acreedores que venían con derecho 
ominio. Hoy no es así, pues la graduación de acreedores ha s 
modificada radicalmente, y sólo cinco clases reconocen Duest 
Códigos. 

Eq la clasiñcación de los créditos sujetos á prelacióu, 
acreedores de dominio no aparecen colocados. Los comentado 
no tienen por verdaderos acreedores, en el sentido técnico de la 
labra, á los que reclaman alguna cosa del concurso en virtud de 
derecho de dominio. La demanda de éstos, en efecto, no entra er 
objeto que tiene la de los otros, por más que deba someterse t 
justificación de su legitimidad. Acreedor y duefía, como ellos 
servan, son palabras que implican alguna contradicción, y apli 
das á los juicios de concurso, se distinguen por su diversa signífi 
ción. £1 que es duefio de una cosa que otro posee 6 detenta, 
reclama ningún pago, que es lo que hacen los acreedores que 
presentan en concurso, en virtud de la acción que nace de un o 
trato. Pide lo que es suyo por la acción real ó reivindicatoría c 
le compete : Res, ubicumque est, -pro suo domino damat. ] 
acción prefiere á todo privilegio, y no hay necesidad de que se 
colocados en la graduación á los acreedores de dominio, ni les ci 
viene tampoco peraonarse en el juicio con el mismo carácter de 
que concurren pidiendo el pago de las deudas ; pero si cesare 
acción por no existir la cosa, oí dueSo anterior no será más c 
no acreedor personal sin ninguna preferencia, y lo mismo ha' 
de entenderse en cuanto al importe de los deterioros 6 menosca' 
de la cosa, y en el caso de hurto, aunque se haya adquirido algí 
con el dinero hurtado. 

Así es que, siendo acreedores de dominio el depositante, 
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comodante, el alquilador ó arrendador, y aun el vendedor al con- 
tado, que no lia recibido el precio, etc., en concepto de algunos 
autores, pues que no traspasan por el contrato ni por la entrega 
el dominio de las cosas, deberán eliminarse de la masa del concur- 
80 todos los bienes de su pertenencia y entregarse á sus respectivos 
dueños. Todos los restantes que sean del deudor, son los que pue. 
den destinarse al pago de los créditos. Quien se obliga^ obliga sua 
bienes^ y no los ajenos que tuviere en su poder (1). 

Algunos autores, en efecto, sostienen que la cosa vendida al 
contado, cuyo precio no se pagó, debe eliminarse de la masa, repu. 
tando al vendedor como acreedor de dominio, y se fundan en el cri- 
terio de una ley alfonsina (46, tít. 28, Part. 3.^) ; pero esta misma 
ley, en su tiltima parte, sirve para apoyar la opinión contraria^ 
pues dice : '' Si el vendedor se fiase en el comprador del precio, 
estonce pasará el señorío de la cosa á él por apoderamiento, ma- 
gner el precio non oviese pagado." £1 vendedor que entrega la 
cosa vendida al contado sin exigir en el acto el precio, declara 
tácitamente esa confianza, y trasmite, en consecuencia, el dominio. 
Creemos, pues, que si en poder del concursado se hallaren bienes 
en tales condiciones, el vendedor no es acreedor de dominio sino 
tan sólo del precio en que fué vendida la cosa. 

Ta hemos dicho que la graduación se hace por el Juez de 
la causa en su sentencia declarando el orden de preferencia en 
que han de ser pagados los acreedores ; declaración que es fun- 
damental en materia de concursos, para dictar la cual habrán 
de tenerse presentes las prescripciones del Derecho Civil y lo que 
la Jurisprudencia tiene establecido (2). 

Esto supuesto, pasamos á determinar y explicar el orden de las 
pielaciones. 

2.^ — Sabemos ya que los acreedores, en general, no tienen con- 
tra el deudor concursado un derecho in re, y que sólo pueden exigir 
que se vendan los bienes presentes ó futuros del mismo deudor, 
excepto los no embargables, hasta la concurrencia de sus créditos» 
inclusos los intereses y las costas de la cobranza, para que con el 
producto de ellos, si fueren suficientes, se les satisfaga íntegramen. 
te, y en caso de no ser suficientes á prorrata, siempre que no haya 
causas especiales de preferencia, según la clasificación consignada 
en los Ctódigos (3). ^ 

No todos los créditos se satisfacen de una misma manera. Algu- 
nos son preferentes y otros son comunes ; diversidad que procede 
del origen de las deudas y de sus condiciones especiales. Por eso en 
la clasificación se agrupan los créditos idénticos ó semejantes y se 
distribuyen en categorías y grados, según su naturaleza y proce- 
dencia. Esta operación respecto de las cinco clases establecidas, y 
i^pecto de cada una de ellas, porque es doble la operación de que 
l^blamos, es lo que constituye, como arriba indicamos, la gradúa, 
ción de créditos. 
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Para fijar el orden en que han de ser pagad 
acreedores que concurren contra un deudor comÚD 
cuando loa bienes no alcaoceu para cubrir todos 
han determinado las causan de preferencia que se el 
nen mejor derecho, ó que lo tieuen (ñus aparente, f 
siguiendo la razón y las máximaB generales de equi 
sas son solarneute el privilegio j la hipoteca, las t 
rentes á loa créditos, para cuya seguridad se han e 
sao con elloB á todas las personas que los adquie 
subrogación ó de otra manera (4). 

Gozan de privilegio los créditos de la primera, < 
cuarta clase. La primera comprende los que nace: 
siguientes : 

a) Las costas judiciales que se causen en el inl 
los acreedores ; 

b) Las expensas funerales necesarias del deudoi 

c) Los gastos de la enfermedad de que haya f 
dor ; y si la enfermedad hubiere durado utas de Bí 
el Juez, según las circunstancias, la cantidad hast 
tienda la preferencia ; 

d) Los salarios de los dependientes y criados 
tres meses ; 

e) Los artículos necesarios de subsistencia st 
deudor y su familia durante los últimos tres meses, 
tición de los acreedores, ejercerá la facultad que se 
para tasar este cargo, si le pareciere exagerado ; 

/} Los créditos por contribuciones 6 impuestos 
cipales devei^ados. 

Los mencionados créditos afectan todos los bien 
y DO habiendo lo necesario para cubrirlos íntegrami 
anos Á otros en el orden de su numeración, cualqn 
fecha, y los comprendidos en cada ndmero concurr 
Estos créditos no pasan en caso alguno contra 
dores (5). 

En el grupo de la primera clase de acreedores I 
larmenie privilegiados por el derecho antiguo, se 1 
do los que han de ser preferidos á todos los demás 
atención al origen y naturaleza de los créditos, o; 
grado, y en los cuales se ven aplicaciones hechas < 
deudor y su familia. De aquí viene la primacía ó 
vilegiada concedida á los acreedores de la primera 

Los gastos de justicia hechos en el interés comí 
dores, y los de administración durante el concurso, 
cia, se han enumerado en el primer lugar de est£ 
Es lo más justo, puesto que lo hecho en interés d( 
pagado por todos. Aquí debieran incluirse, como ga 
las costas y desembolsos ocasionados en los pleitos ( 
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do el deudor, los honorarios de los abogados y otros semejantes. 
También los orastos causados con motivo de i a ordenación de la 
ultima voluntad, formación de inventario y práctica de las diligen- 
cias que baja ocasionado la testamentaría ó el abintestato. 

A estos gastos siguen las expensas fu aérales necesarias del deu- 
dor difunto, y se mencionan luego los de la enfermedad del mismo 
que motivó su muerte ; pero base fijado un término respecto de ellos 
y conferido al Juez la facultad de hacer su regulación, según las 
circunstancias, cuando ese término hubiere trascurrido. Creemos 
justo que los gastos del funeral y enterramiento del deudor deben 
ser propoicionados á las circunstancias de que habla la ley, es de- 
cir, á la fortuna y posición en que se hallase el finado, y que no 
deberán admitirse partidas excesivas, como lo declaran las anti- 
guas leyes (12, tít. 13, Part. I, y 30, tít. 13, Part. V). Respecto 
de los mencionados gastos de la enfermedad del concursado, cree- 
mos también que habrán de comprenderse en ellos los servicios 
de los facultativos, enfermeros y demás que hubieren asistido al 
enfermo, por su trabajo personal y las medicinas suministradas, 
aunque éstas debieran considerarse en la clase de alimentos. 

La Jurisprudencia, según Manresa y otros expositores, han he- 
cho extensivo este privilegio á iguales gastos motivados por la 
muerte de la mujer y demás individuos de la familia del deudor y 
al luto de la viuda. Por /amíZm no entienden sino los parientes 
próximos al concursado, que son sus comensales ó que viven á sus 
expensas, quienes carezcan de recursos propios. 

En seguida se enumeran los acreedores propiamente personales 
por su trabajo y después por alimentos. Entre aquéllos figuran prí- 
meramente los que lo sean por los salarios, y que por ser dependien- 
tes y criados domésticos del deudor les correspondan, esto es, los 
salarios de los trabajadores en sus fincas y de los operarios de sus 
fábricas y los sueldos de los empleados y demás dependientes, de cu- 
yos servicios se haya utilizado, durante cierto término, vencido el 
Goal, quedarán prescritos. Compréndense entre los segundos á los que 
hayan suministrado los artículos ó géneros absolutamente necesa- 
rios para la manutención y vestido del deudor y su familia, también 
durante cierto período de tiempo, habiéndose asimismo dado al Jues 
la facultad de tasar estos suministros, si fueren excesivos. Han de 
estimarse incluidas entre los gastos de alimentos las cantidades 
devengadas por la venta de comestibles, refiriéndose éstos á los que 
se hubieren destinado á la subsistencia, pero no á los entregados 
para su reventa, ó por razón de algún negocio, y lo mismo decimos 
por la venta de telas y ropas para el vestido. Ya hemos dicho que 
las sustancias medicinales deben equipararse á los alimentos. 

En el último lugar de este primer grupo han sido colocados el 
Fisco y las Municipalidades, por razón de impuestos públicos ó 
<K)ntríbuciones municipales. No se ha señalado término respecto á 
los atrasos en su pago. 
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3° — A Ift segunda clase de créditob perteueceo 
sosas que ea seguida se expresan, las que mencú 
mismo orden que las enumeran los Códigos : 

a) El posaidero sobre los efectos del deudor in 
éste en la posada, mientras permaDezcao en ella ; 
rreocia de lo que se deba por alojamiento, expensas 

b) El acarreador ó empresario de trasporte se 
acarreados que tenga en su poder 6 en el de sus &^ 
dientes, basta concurrencia de lo que se deba por aci 
7 daflos, con tal que dichos efectos sean de U prof 
dor; 7 se presume que lo son todos loa introducid 
posada 6 acarreados de su cuenta ; 

c) Kl acreedor prendado sobre la prenda. 
Sobre la preferencia de ciertos créditos comen 

del consignatario en los efectos consignados, y la qi 
á otras personas en los lugares mercantes, en n 
causas, se estará á lo dispuesto en el Código de Com 
los créditos de los aviadores de minas, j de loa may 
bajadores de ellas se obeerrará lo que disponga la 

Afectando á una misma especie créditos de la f 
créditos de la B^uuda, excluirán éstos á aquéllos ¡ 
insuficientes los demás bienes del deudor para cubri 
mera clase, tendrán éstos la preferencia en cuanto a 
currirán en dicha especie en el orden 7 en la formt 
sa en el inciso primero del artículo 2,574 del O 
Estado, ó el 2,495 del nacional (6). 

Nada tenemos que observar respecto al derecho < 
ó mesoneros sobre los efectos que el deudor baya in 
hospedería 7 existentes en ella. " En este ca^o, dice • 
tienen los posaderos ó fondistas por una presui 
de jure, el derecho de prenda en los efectos introd 
tentes ; 7 esta garantía aparece más justa por la 
tiene de recibir & los viajeros, 7 la responsabilidí 
s^uridad de sus efectos les imponen laa leyes " (7). 

Como en el caso anterior, la, misma presunción 
de los efectos trasportados, pues la le7 presume hi 
tención de las partes, que sean la prenda del precio 
te. Ella considera que son de la propiedad del dev 
al porteador el privilegio sobre dichos efectos para 
el precio del trasporte, y los gastos y derechos caus! 
duccíón ; de modo que si no se hace el pago dentn 
cuatro horas después de la entrega, no habiendo rec 
desfalco ó avería, puede exigir la venta judicial de a 
tidad suficiente para cubrir los indicados objetos ; 
privilegio cuando los géneros ó efectos pasen á tercei 
pues de haber trascurrido tres días desde la entrega, 
pasar uu mes sin bacer uso de su derecho ; en cuy 
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tendrá otra calidad que la de un acreedor ordinario por acción per- 
sonal contra el consigDaéario ó contra el que recibiólos efectos (8). 

Entre las facultades ó derechas que tiene el acreedor sobre la 
prenda, estíí la de quedarse con ella por su justo valor; pero si no 
cuenta con la anuencia del dueño, deberá pedir que la prenda del 
deudor moroso se venda en pública subasta para que con el produci- 
do se le pague, ó que á falta de postura admisible sea apreciada por 
peritos y se le adjudique en pago hasta concurrencia de su crédito ; 
sin que valga estipulación alguna en contrario, y sin perjuicio de 
su derecho para perseguir la obligación principal por otros medios. 
No podrá tampoco estipularse que el acreedor tenga facultad de 
disponer de la prenda por otros medios que los aquí señalados (9). 

4.^ — ^La tercera clase de créditos comprende los hipotecarios. 
Según lo expuesto en el capítulo anterior, ja sabemos que núes, 
tros Códigos Civiles han establecido, para el caso de insolvencia 
del deudor especialmente, y en beneficio de los apreedores hipóte- 
caries, un medio de pago pronto y expedito, el de un concurso 
particular abierto á cada finca gravada con hipoteca, y que las fai- 
potocas de una misma fecha que gravan una misma finca, preferi- 
rán unsrS á otras, según el orden de su registro (10). 

Predomina aquí el principio de la legislación romana, de que 
qui prior es tempore, potior ea jure ; pero cuando dos ó más hi- 
potocas se hubiesen inscrito al mismo tiempo, de modo que no se 
pueda saber ni resolver cuál de ellas es la primera ó más antigua, 
i que deberá hacerse? Creemos que deberá repartirse á prorrata el 
valor de la finca entre los créditos, y que la hipoteca bajo condi- 
ción, cumplida ésta, se retrotrae al tiempo en que fué constituida, 
de modo que el acreedor que la tenga á su favor, será preferido á 
cualquiera otro á quien se hubiese obligado después la misma finca. 

m acreedor hipotecario tiene, para hacerse pagar sobre las oo- 
sas hipotecadas, los mismos derechos que el acreedor prendario 
sobre la prenda, y el ejercicio de la acción rea^que le compete no 
perjudicará á la personal que también le corresponde para hacerse 
pagar sobre los bienes del deudor que no le hayan sido hipotecados. 
Aquélla no comunica a ésta el derecho de preferencia (11). 

Esta preferencia, pues, se limita á los bienes hipotecados ex- 
presa y especialmente, y no constituye privilegio respecto de los 
demás bienes. La hipoteca es un derecho en la cosa, y confiere al 
acreedor un derecho real en la misma cosa para hacerse pago con 
ella del crédito u que sirve de garantía, como que es una derivación 
del dominio. Si algo sobra del valor de los bienes afectos á ese 
pago, fie devolverá y llevará á la masa del concurso, y si falta para 
cubrir el importe de la deuda, el acreedor que se halle en esta si- 
tuación será considerado como los demás acreedores escriturarios, 
en cuanto á la diferencia. 

Antes de satisfacer los créditos de esta clase, creemos que no debe 
aplicarse al pago de otras deudas el importe ó el valor de los bienes 
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hipotecados ; pero los de la primera clase se extiendeu á estos bienes 
en el caso de no poder cubrirse en su totalidad con los otros bienes 
del deudor, en virtud de las razones indicadas, y el déñcit se divide 
entonces entre las fincas hipotecadas á proporción de sus respectí- 
vos valores, y lo que á cada una quepa, se cubrirá con ella en el 
orden y en la forma que se expresan en el artículo 2,574 del Códi- 
go del Estado, ó el 2,495 del nacional (12). 

Recuérdese lo que dijimos en el precedente capítulo, que los 
acreedores hipotecarios no pueden proceder á ejercer sus acciones 
en concurso particular, sin consignar ó afianzar una cantidad para 
el pago de los créditos de la primera clase, y que deben devolver á 
la masa el sobrante luego que sean cubiertos sus créditos. 

Para los efectos de la prelación, los censos debidamente inserí, 
tos serán considerados como hipotecas, y concurrirán, pues, indis- 
tintamente entre sí y con las hipotecas, según las fechas de las res- 
pectivas inscripciones (13). 

Es de notar que en esta tercera clase no figuran los acreedores 
que, conforme al antiguo derecho, tenían constituida hipoteca legal 
ó tácita. Las hipotecas legales han desaparecido en el derecho mo. 
derno, y no hay otras que las inscritas con arreglo á las f ormalida. 
des que la ley establece. Veremos en el párrafo que sigue incluidos 
en la cuarta clase algunos de loa acreedores hipotecarios legales, 
pero no todos los reputados tales por los comentadores de las anti- 
guas leyes. 

5.° — ^La cuarta clase de créditos comprende : 

a) Los del Fisco contra los recaudadores, administradores y 
rematadores de rentas y bienes fiscales, por las responsabilidades 
que contrajeren ; 

h) Los de los establecimientos de caridad ó de educación eos. 
teados con fondos públicos, y los del común de lo? distritos ó corre- 
gimientos, contra los recaudadores, administradores y rematadores 
de sus bienes y rentas ; 

c) Los de las mujeres casadas por los bienes de su propiedad 
que administra el marido, sobre los bienes de éste; 

d) Los de los hijos de familia por los bienes de su propiedad, 
que administra el padre sobre los bienes de éste ; 

e) Los de las personas que están bajo tutela ó curaduría contra 
sus respectivos tutores ó curadores ; 

/) Los de todo pupilo contra el que se casa con la madre 6 
abuela, tutora ó curadora, en el caso del artículo 624 del Código 
del Estado, ó el 599 del nacional. 

Estos créditos prefieren indistintamente unos á otros según las 
fechas de sus causas; esa saber: la fecha del nombramiento de 
administradores y recaudadores, ó la del remate, respecto de los 
dos créditos mencionados primeramente en este grupo ; la del res- 
pectivo matrimonio en los marcados con las letras c y /; la del na. 
cimiento del hijo y la del discernimiento en los dos restantes, mar. 
cados con las letras dy e. 
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Regulándose la prioridad del derecho por la de la fecha, conve- 
nía determinar ésta en los casos expresados en esta clase para 
evitar dudas. Todas las fijadas son siempre ciertas y desde ellas 
comienzan los derechos y las obligaciones. 

Las preferencias concedidas á los de las letras c, d,ey f, se en- 
tienden constituidas en favor de los bienes raíces o derechos reales 
en ellos, que la mujer hubiere aportado al matrimonio, ó de los 
bienes raíces 6 derechos reales en ellos, que pertenezcan á los respec- 
tivos hijos de familia y personas en tutela ó curaduría, y que hayan 
entrado en poder del marido, padre, tutor o curador ; y á favor de 
todos las bienes en que se justifique el derecho de las mismas 
personas por inventarios solemnes, judiciales ó extrajudiciales, 
aprobados estos últimos por el Juez, por testamentos, actos de par- 
ricion, sentencias de adjudicación, escrituras piiblicas de capitula, 
cienes matrimoniales, de donación, venta, permuta ú otros instru, 
mentos de igual autenticidad. Se entiende asimismo la preferencia 
de cuarta clase á los derechos y acciones de la mujer contra el ma- 
rido, ó de los hijos de familia y personas en tutela 6 curaduría, 
contra sus padres, tutores ó curadores, por culpa ó dolo en la ad- 
ministracion de los respectivos bienes, como lo hemos explicado en 
otro lugar ; pero deberán probarse los cargos que se les hicieren 
de cualquier modo fehaciente. 

Las preferencias de que estamos tratando afectan todos los 
bienes del deudor, sin dar derecho contra terceros poseedores, y 
solo tendrán lugar después de cubiertos los créditos de las tres prí- 
meras clases de cualquiera fecha que éstos sean (14). 

Los acreedores de esta cuarta clase se consideraban antes que 
tenían constituida hipoteca legal ; pero nuestros Códigos no han 
incluido en ella á los refaccionarios ó impendiarios, que son los 
que dan dinero prestado para reparar ó edificar casas ú otros edi- 
fícios ; para las labores, simientes, etc., de una finca rústica ; para 
componer alguna nave, proveerla de lo necesario y alimentar á los 
marineros ; para pagar el alquiler de casas ó almacenes destinados 
al deposito ó á la conservación de los bienes del deudor, ó para 
cualquiera otro beneficio real y efectivo que contribuya á la repa- 
ración 6 conservación de las mismas cosas del deudor ; ni á los due- 
ños de tierras ó casas arrendadas sobre los frutos y cosas introdu. 
das en ellas para el cobro de la renta ó alquileres y de lo que 
importen los deterioros, y los demás que se reputaban como aeree- 
dores hipotecarios legales. A éstos se les concedía privilegio res- 
pecto de las cosas que habían contribuido á beneficiar. 

6.° — ^Los matrimonios celebrados en otro He los Estados de la 
Unión, ó en país extranjero, que deban producir efectos civiles en 
el Estado de Cundiuamarca, según los artículos 102 y 103 del Có- 
digo Civil, darán á los créditos de la mujer sobre los bienes del 
marido existentes en territorio cundinamarqués, el mismo derecho 
de preferencia que los matrimonios celebrados en el Estado (15). 
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La GoofesiÓD del marido en estado dti inRolveiici 
hará prueba por sí sola contra los acreedores. Tam 
dre de familia ú del tutor ó ciirad.->r fallidoFt (16), 

7° — Las preferencias de la primera claae A que 
los bienes del deudor difunto, afectarán dfe la inis 
del heredero, salvo que éste haya aceptado la herer 
cío de inventario, ó que ios acreedores gocen del be 
ración, pues en ambos casos responder^in solamen 
de las deudas los bienes inventariados ó separados, 
se aplicará á los créditos de cuarta i'lase. los cuales 
fecha iiobre todon los bienes dol heredero, cuando t 
lo» lieneficios de inventario 6 de separaci(')u, y b61o 
en los bienes inventariados ó separailos, cuando te 
respectivos beneficio>. 

Dicen aquí lo* Códigos que los créditos de 
cuarta clase uo nfeciarán los bíent!' del hereden 
aceptado con beneficio de inventario, ó cuando los ac 
obtenido el de separación de bieues. No era neces 
porque en la naturaleza íntima do estos heneñcios < 
de estas ventajas. Cierto es que el heredero por i 
como representante del difunto y sucesor de su pers 
está obligado al pHgo de las deudas y carga.s her 
también lo es que por lazón del beueficio de inveí 
ser reconvenido al de esas deudas y cargas, sino ec 
ten los bienes inventariado». Asimieiro, el benefíci 
evita la confusión de los bienes propios del herede 
herencia ; de suerte que no podrá trabarse ejecucióu 
las deudas que pesen sobre éstos, ni aun en cuanto 
que segiln el inventario ó estado de la sucesión, hi 
mismo heredero. 

Los Codeos no reconocen otras causas de prefei 
acreedores que las indicadas anteriormente (17). 

Vamos ahora á decir quiénes están inclnidos en 
que son los que no jiertenecen á ninguna de las ci 
pos ya expresados. 

8° — La quinta y áltima clase comprende ios 
gozan de preferencia y deberán cubrirse á prorrata k 
te de la masa concursada, sin consideración á su fec 

Con estos acreedores, definidos por su postergaci 
también á prorrata, sin embargo, los acreedores pri 
pre que no puedan cubrirse en su totalidad por los 
dos, y pasarán por el déficit á la lista de los acreed' 
puramente personales de esta quinta clase (18). 

El pago & prorrata es el único medio de proct 
mente, como que responde á los intereses de la just 

Incluidos están en esta quinta clase, los acreec 
rios, que segdn el derecho antiguo figuraban en él 
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privilegiados. La razón de su preferencia uo era, en realidad, evi- 
dentemente justa ni racional. No podía justificarla el sólo hecho 
de que se acreditaran sus derechos por medio de escrituras públi. 
cas, las cuales se prestan, como todo documento privado, á la si mu. 
lación de los contratos, aunque aquéllas ofrezcan más garantía de 
certeza ; pero ninguna diferencia encontramos entre un documento 
leconocido y una escritura pública, y por esto á los acreedores es- 
criturarios se les ha asimilado á los comunes, como acreedores pu- 
ramente personales. No hay tampoco orden de antigüedad de fechas. 

Decimos que el pago á prorrata es el procedimiento que se 
conforma más con la equidad y la justicia distributiva, porque se 
inspira en los principios del derecho y de la razón. En este con. 
cepto, creemos que el pago de los acreedores de cada grupo, y en el 
orden de las clasificaciones, debería hacerse siempre á prorrata entre 
los que lo formasen respectivamente. Así se dispone respecto de los 
comprendidos en cada numero, ú lo'^ bienes no alcanzaren á cu- 
brir sus créditos por entero. Supóngase que no haya bienes bas- 
tantes para satisfacer á todos los de cada clase la totalidad de sus 
créditos, i qué razón hay para preferir á los unos con perjuicio de 
los otros, entre los comprendidos en el mismo grapo ó clasificación 
formada? Si es en virtud de la preferencia relativa que nace de las 
condiciones especiales del crédito ó del título de los mismos crédi- 
tos, ésta sería una razón para formar otras tantas clases, en el or- 
den de las prelaciones. 

El día que se reformen nuestros Códigos por una comisión de 
jurisconsultos que obedezcan las buenas y saludables tendencias del 
derecho, en el progreso científico, no podrá prescindirse de las 
consideraciones á que se presta el actual sistema de la graduación 
de créditos, para modificarlo aun más todavía en lo relativo á las 
prelaciones é introducir la preferencia que debiera concederse á los 
acreedores hipotecarios sobre los demás en fomento de la riqueza 
pública y en prot^ección al crédito territorial. 

9.^ — ^Los intereses de todos los créditos correrán hasta la extin. 
ciÓD de la deuda, y se cubrirán con la preferencia que corresponda 
i sus respectivos capitales (19). 



NOTAS DEL CAPÍTULO IV. 

(1) Arta. 2,568 del C6d. Giv. del E. j su concordante del de la U. 

(2) La complicación ó dificnltad de los casos qae suelen presentarse, 
aconsejan que se consulten las obras de los expositores. Indicamos á Hevia 
BolañoSy Curia Filípica, y á Escriche, Diccionario de Legislación, palabra 
ACBXSBOB en sus variadas acepciones. Convendría examinar también el 
articnlo acbbeporbs, de la Enciclopedia Española de derecho y adminis- 
tración, donde podrá encontrarse abundante doctrina y copia de lo estable- 
cido por la Jurisprudencia. 

(3) Arts. 2,567 y 2,571 del Oód. Oiv. del E. y sus concordantes del de la ü. 

(4) Arts. 2,572 del Cód. Oiv. del E. y su concordante del de la ü. Véanse 
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los artículos 1,970, 1,679, 1,699 y 1,710, do aquel Código, que se relacionan 
oon la disposición citada y que reproduce el Código nacional. 

(5) Arts. 1,674 y 1,575 del Cód. Oiv. del B. ysusconcordantesdeldelaU. 

(6) Arts. 2,576 al 2,578 del Cód. Civ. del B. y sus concordantes del de laü. 

(7) Arts. 2,311 al 2,3 18 del Cód. Civ. del É. y sus concordantes del de laü. 

(8) Arts. 192 al 194 del Cód. de Cora, del B. Véase el artículo 176 del 
miscQO Código que concuerda con los citados. 

(9) Arts. 2,500 del Cód. Civ. del B. y su concordante del de la Ü. 

(10) Arts. 2,579 del Cód. Civ. del B. y su concordante del de la ü. 

(11) Arts. 2,527 y 2,528 del Cód. Civ. del B. y sus concordantes del de 
la U. Véanse los artículos 2,164, 3,531 y 2,592 de aquel Código, reí acionadoB 
con los citados. También pueden consultarse las leyes del tít. XVI, lib. 10 
de la Nov. Reo. 

(12) Arts. 2,580 del Cód. Civ. del B. y su concordante del de la ü. 
Véanse en este punto las leyes 17, tít. 5.°, libs. 42 y 45, tít. 7.°, lib. 11 del 
Digesto y el tít. 30 al final del lib. 6.^ del Código romano ; las leyes 12, tít. 
13, Part. 1.', 8.', tít. 6.°, Part. 6.', 17, tít. 13, Part. 5.' Compárense con los 
artículos 2,106, 2,144 y 2,166 del Código de Napoleón. 

(13) Arts. 2,582 del Cód. Civ. del B. y su concordante del de la U. 
Pueden consultarse las notas que, comentando los artículos 2, 144 y 2,166 

del Código francés, y el 888 del portugués, trae la Colección de Códigos 
europeos, por Aguilera y Velasco, en las que se analizan y comparan los 
sistemas hipotecarios de varias naciones ; el Código portugués, como el 
italiano, y la ley hipotecaria de España, la reforma hecha en Francia 
en 1855, el nuevo Código prusiano de 1872, el reformado de Glaris de 1874, 
la ley de 1873 del Illinois (Estados Unidos), y así también las leyes de 
Baviera, Austria, Vand y otros países. Las reformas introducidas en el 
sistema moderno responden á la necesidad sentida de poner en armonía los 
intereses y exigencias económicas con el Derecho positivo, inspirando 
mayor confianza, base del crédito, y facilitando de este modo las tran- 
sacciones. 

Este sistema, en Alemania, ha sido objeto de las más trascendentales 
reformas, en protección de los préstamos hipotecarios y del desarrollo del 
crédito territorial. En el citado año de 1872, se expidieron cuatro leyes, la 
primera sobre la adquisición de la propiedad inmueble y derechos reales 
inmobiliarios, la segunda sobre librt.s territoriales, la tercera relativa á la 
división de los inmuebles, y la cuarta á los derechos de traslación debidos 
por documentos sujetos al registro. Recomendamos el excelente estudio de 
Mr. Gide, en el cual trata extensamente de las instituciones del Derecho 
prusiano que más se han separado del Derecho francés, en esta materia. 

El Código francés, en su artículo 2,118, refiere únicamente las hipotecas 
á los inmuebles y accesorios y ai usufructo de los mismos. 

£1 italiano, en su artículo 1,967, exceptúa del usufructo el legal de los 
ascendientes, y añade á los objetos de hipoteca expresados en el Código 
francés, los derechos del cedente y del enfiteuta, y las rentas sobre el 
Estado. 

En Baviera se ha establecido (artículo 3.^ de la ley de 1822), que la 
hipoteca no puede pesai más que sobre inmuebles, derechos reales y usu- 
fructuarios asimilados á aquéllos, y sobre muebles accesorios de los mismos. 
Según el Código austríaco, en su artículo 298, los inmuebles pueden ser 
objeto de una inscripción hipotecaria, ya sean tales por su naturaleza ó por 
determinación de la ley ó por su destino, siempre que el propietario no 
tenga facult-ad de darles utro. 

Los Códigos de Vaud, Neuchatel y Zurích, refieren las hipotecas exclu- 
sivamente á los'inm nebíes que estén en el comercio y á sus accesorios. 
También puede ser objeto de ellas, el derecho de enfiteusis en Bélgica y 
en Holanda. 



CAP. IV. PRBIiACIÓN DE CRÉDITOS. 161 

fio NomegB, comprende la hipoteca los muebles, y en Bneia la hipoteca 
recae sólo sobre los inrunebles. 

Bn España, son hipotecables no sólo los inmuebles sino los derechos 
reales enajenables, y pueden hipotecarse, con algunas restricciones, el 
edificio construido en suelo ajeno y el derecho de percibir frutos en el 
usufructo, la mera propiedad y los bienes anteriormente hipotecados, los 
derechos de superficie, pastos, aguaA, leñas, etc., ios ferrocarriles, canales, 
puentes y otras obras, los bienes vemlidos con pacto de retroventa ó á carta 
de gracia, y los bienes litigiosos, si la demanda, origen del pleito, se hubiere 
anotado preventivamente ó se hace constar en la inscripción que el acreedor 
tiene conocimiento del litigio. 

Con arreglo al artículo 1,942 del Código Civil mexicano, la hipoteca sólo 
paede recaer sobre inmuebles cierto «^ y determinados especialmente ó dere- 
chos reales que en ellos estén constituidos- 

En el de Bolivia (artículo 2,141), en el del Tesino (artículo 1,145), y en el 
de Grecia (año de 1836 >, se periríite la hipoteca sobre ion mismos bienes y 
derechos reales. 

Según e Código argentino no pu^ie constituirse hipoteca sino sobre 
cosas inmiii-bles, especial y expresamente determinadas, por una suma de 
dinero, y se extiende á todos los accesorios. 

(14) Arts. 2,583 al 2,585 y 2.588 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes 
del de la U. Para la mejor inteligencia de las disposiciones citadas, con- 
súltense los artículos 1,789, incisos 3.°, 4.^ y 6.®, y 1,834 de aquel C^igo, 
que se encuentran reproducidos en el nacional. 

(15) Art. 2,586 del Cód. Civ. del E. 

(16) Arts. 2,587 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la U. 

(17) Arts. 2,589 y 2,590 del (3ód. Civ. del E. y sus concordantes del 
de la U. 

(18) Arts. 2,591 y 2,592 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del 
de la ü. 

En el Derecho positivo de España, no existen más privilegios sobre los 
inmuebles, que los definidos en la ley Hipotecaría, y sobre los muebles 
existe aún el sistema de las antiguas leyes- Véase en el Diceionctrio de 
üscríche las palabras ChrcUÍtuición de créditos. 

La ley española, que suprimió gran parte de las antiguas hipotecas 
legales, conservó algunas en protección de las mujeres casadas, los menores 
ó hijos de familia, dándoles el carácter dé especiales y públicas con relación 
á las inscripciones en el registro. No creó, como la ley francesa, la italiana 
ó la portuguesa, privilegios fuera del sistema hipotecario, las cuides, además 
de los privilegios, establecen numerosas hipotecas legales en perjuicio de la 
riqueza pública. 

El Código portugués acepta el principio consignado en el Código francés, 
en virtud del cual los bienes del deudor son la prenda común de los acree- 
dores, distribuyéndose el precio entre ellos proporcionalmente, á menos que 
no existan causas legitimas de preferencias, y estas causas, también acepta- 
das en el Código italiano, son los privüegios sin relación alguna con el 
ngistro y las hipotecas después que han sido inscritas. Las lupotecas son 
lógales ó voluntarias, y esta división es la misma del artículo 137 de la ley 
Hipotecaría española. 

Los Códigos francés é italiano, añaden á los dos términos de la clasifi- 
cación el de la hipoteca judicial, y la produce toda sentencia por la cual se 
condena al pago de una snma, á la entrega de los muebles ó al cumpli- 
ndento de otra obligación que pueda convertirse en pago de daños. 

La ley Hipotecaría belga suprime la hipoteca judicial y crea la testa- 
mentaria, y el Código mexicano establece la división de hipoteca voluntaría 
y necesaria. 

En Alemania no existen hipotecas legales, según hemos indicado, y 
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áuMmeoM en BlgnoM cum concede l« le^ i dertM 
jurídico, que no puede lUnutne derecho de hipoteca, peí 
tad de eoltciter la inwrípciÓD. 

Bn la Bepúblioa Argentina no hay otra hipoteca q 
«OBBtitnída por el dendor de una obligación en la forma 
Batados Unidos de Venezuela, se reconocen las hip 
jodicial. 

Ooneúltense las íntereaantM notas qno ilaatran laa d 
digo Oivil argentino, seooi¿n seganda, Co»currmeia dt 
y p«r§im^tt contra lot (ímm (M deudor común. 

<I9) Arta. 2,603 del Oód. OÍt. del B. 7 su concordan 



CAPITULO V. 

DE LAB QÜIBBBAB DE COHBBCIAin 

BxBuiiBN.— 1 ." Biepoeicíonea por laii cuales ae rige» lai 
■ioionea portas cuales se deciden tas controversias o 
tencia délos Jueces; fundamento de los procedimí 
así tos demás ; aoociones en que deben dividirse.— S." 
flus coHdicionea ; cesiones de bienee de comerciantes 1 
teles; quiénes nó, j quiÓBes sólo accidentalmente ; t 
3." Inscripción en la matrícals ; quiénes la lleva 
impoeición da multa 7 su destino. — 4.° Diferentes 
quiénes sen cómplices en la fraudulenta, 3 quiénes « 
í que son condenados éstos 7 los quebrados.— 5.° De 
7 quiénes pueden solicitarla ¡ no podrá dictarse de o 
•ervadorae.— 6." Deberes del quebrado ; dereohoa 
acreedor que inicia el juicio; diligencias congiguien 
de quiebra.— 7." Artículo ó incidente de repoeici 
reintegración del quebrado.— 4.° Retroacción de qui 
nulidad de ciertos actos ; personalidad de los síndi 
7 actoH que ee reputan fraudulentos .^10. Actos 7 
ó revocables; otras consecuencias deladeclaraoión di 
daación de orcditoe; estados que deben formaree ó' 
acreedores de dominio ; casos en que se aplica el det 
en que aparece modifioado por el derecho mercantil ; 
síndicos pueden retenor ó reclamar loa efectos.— 12. 
privilegiados con hipoteca ; qaiénes entran en esta 
bleoidas.^lS. Acreedores escriturarios 7 comuneg; 
sean de dominio ; reserva de derechoa ; reglas que 
14. Calificación de la qniebra; eipoBioiÓn de la sil 
mitei.— 15. Loque la rehabilitación eigniSca; á qi 
del quebrado ; ouándo su instancia es admisible ; 
pueden ser rehabilitados, y cómo podrán serlo los 
primera 7 seganda claae ; instrucción para la rehab 
tot; quiénes do la neoesilan.— 16. Convenio entre 
quebrado,- 17. Las quiebras en las relaciones intem: 
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I.^ — En el Código de Comercio del Estado se han consignado 
diversos principios y reglas de proceder referentes á las qniebras 
de los comerciantes, las que deberán regirse por las disposiciones 
de este Código, segíín lo determinado en el Libro 3.^, j en lo 
demás se procederá conforme á las disposiciones comunes sobre 
concurso de acreedores. 

Así se prescribe en el Titulo final de ese Libro, pues dice que 
de los asuntos u controversias comerciales conocerán los Tribunalet 
7 Jueces del Estado, arreglándose en su procedimiento á las 
disposiciones respectivas del Código Judicial en lo que no esté 
explícitamente previsto ni ordenado ó en lo que no se oponga 
ese Código ; y se decidirán : 1.° Por las prescripciones especiales 
del mismo : 2.^ Por las del Código Civil ; 3.° Por las de los otros 
Códigos que sean aplicables ; y 4.^ Por los principios de legislación 
mercantil generalmente admitidos en los pueblos más adelan- 
tados (1). 

Segán esto, habrán de armonizarse los procedimientos, el de 
quiebras con el de los concursos, considerando como supletorias 
las prescripciones del Código Judicial, y asimilados en lo posible 
los juicios de carácter mercantil á los de carácter puramente 
civil ; asimilación que era indispensable admitir desde que, supri. 
mida la jurisdicción especial de comercio, fué refundida en la 
ordinaria y se atribuyó á ésta el conocimiento de los asuntos y 
causas mercantiles. 

No podía ser de otra manera, porque el derecho comdn y el 
derecho comercial reconocen un mismo origen y están ambos 
basados en la unidad absoluta de la justicia, si bien en los actos 
de comercio se advierten caracteres propios y particularidades que 
los distinguen y diferencian de los demás actos de la vida jurídica. 
No era, en efecto, suficiente el derecho común para reglar estos • 
actos, y las exigencias crecientes del comercio cada día más apre- 
miantes; la extensión, la rapidez y frecuencia de las transacciones, 
reclamaban garantías y responsabilidades determinadas. De aquí 
la necesidad satisfecha de una legislación especial para los negocios 
comerciales y la de procedimientos también especiales, más breves 
y sumarios, para la efectividad de las obligaciones que de esos 
negocios procedan. 

Respecto á la competencia de los Jueces se ha de tener presente 
que cuando en las quiebras fuere voluntaria la presentación del 
deudor, es Juez competente el del domicilio del mismo, y que 
cuando fuere promovida por los acreedores, lo es el de cualquiera 
de los lugares en que se esté conociendo de las ejecuciones, como 
ya dijimos en el capítulo I de este Título, siendo preferido entre 
ellos el del domicilio, si el deudor ó el mayor número de los 
acree<lores lo reclamaren. En este caso, lo seró aquél que antes 
hubiere declarado la quiebra, y declarada ésta, deberán acumularse 
& los autos del juicio universal todas las ejecuciones pendientes 
contra el quebrado. 
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I La jurisprudencia ha establecido que es competente el Juez del 

territorio doode una casa de comercio tiene su domicilio y donde 
1 radican sus bienes, géneros y efectos destinados al trafico. Cuando 

tuviere sucursales en distintas plazas, o éstas estén inscritas en las 
respectivas matrículas, se atenderá, para fijar la competencia, á sien 
la escritura de asociación se dio preferencia á alguno de los Jueces 
de esos lugares ó á la situación de su principal establecimiento. 

Es incuestionable que siendo mercantil el estado de quiebra, 
tiene que manifestarse por actos de análoga naturaleza. Según el 
artículo 568 del Código, todo procedin.ienti) sobre quiebra se ha 
de fundar en obligaciones y deudas contraídas en el comercio, en 
cuyo pago se haya cesado ó suspendido, debiendo acumularse á él 
las deudas que en otro concepto tenga el quebra<lo ; pero, para 
que este juicio atraiga a ^í los procedimientos ejecutivos, es nece- 
sario que hayan sido promovidos 6 se hallen pendientes tiespués 
de haberse proveído el auto de declaración de quiebra, como lo 
tiene resuelto la jurisprudencia. Concuerda la disposición de este 
artículo con la del 569, porque éste determina que el derecho 
del acreedor legítimo que promueva el juicio universal de quiebra 
debe proceder de obligaciones mercantiles. 

Es decir, que por deudas particulares no podrá haber lugar 
sino á simples concursos de acreedores sin declaración de quiebra, 
más sin perjuicio de que si después aparecieren deudas mercantiles, 
puedan convertirse en quiebras los concursos. Pero por lo mismo 
que una vez pronunciada esa declaración, la quiebra llama á 
sus autos á las obligaciones comunes, es de inferir que los acreedores 
civiles pueden provocar el juicio de quiebra, siempre que se acre- 
dite el hecho de que el co»nerciante ha sobreseído en el pago de 
sus obligaciones mercantiles. 

Réstanos indicar en lo que concierne al procedimiento sobre 
quiebras, que para evitar confusión se divide en cinco secciones y 
otras tantas piezas de autos, arreglando las actuaciones con el 
orden y la claridad conveniente, á saber: la primera comprende 
todo lo relativo á la declaración de quiebra consignada en el auto 
de la formación del concurso, las disposiciones consiguientes á ella 
y su ejecución, convenio entre los acreedores y el quebrado, nom- 
bramiento de síndicos é incidencias sobre su separación y renova- 
ción ; la segimda, las diligencias de la ocupación de bienes y todo lo 
concerniente á la administración de ellos, liquidación y rendimien- 
to de cuentas ; la tercera, las acciones á que dé lugar la retroac- 
ción de quiebra, contratos y actos de administra<)ión del quebrado, 
anteriores á su declaración ; la cuarta, el examen y reconocimiento 
de los créditos contra la quiebra y la graduación y pago de los 
acreedores, y la quinta, la calificación de la quiebra y rehabilita- 
ción del quebrado. 

Podemos ya, con este conocimiento^ entrar en el examen del 
estado de quiebra y en la exposición desde lu^o de las prescrip- 
ciones legales en la materia. 
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2.^ — ^El estado de quiebra de un comercíaDte presupone suspen" 
sioD ó cesación eu el pago de sus obligaciones á consecuencia del 
trastorno 6 desarreglo en los negocios de comercio, 6 su insolvencia 
que le impida satisfacer sus deudas vencidas. Recibe el nombre de 
quiebra este hecho, entendiéndose por esta palabra, en la acepción 
legal, el sobreseimiento ó negación que se hace de dichos pagos (2). 

De modo que la quiebra sólo existe cuando concurren las tres 
condiciones siguientes : la calidad de comerciante, la cesación do 
pingos y el carácter mercantil en las obligaciones no cumplidas; lo 
cual explica Marti Eixalá, en su Derecho Comercial^ de este modo: 
"No habrá quiebra si la persona de que se trata no es comer- 
ciante ; ni cuando siendo comerciante sobresea en el pago de las 
deudas comunes, si sigue cumpliendo las obligaciones mercantiles; 
ni tampoco, en fin, mientras no haya cesación de pagos, aunque las 
deudas superen el haber existente ; pero sí los bienes alcanzaren 
á cubrir con exceso todas las deudas, se hallará en estado de quie- 
bra, sin embargo, al cesar en el pago de sus obligaciones mer- 
cantiles." 

Según el artículo 624 del Código, las ce^^iones de bienes de los 
comerciantes se entienden simples quiebras, rigiéndose, por lo 
mismo, por las reglas prescritas para éstas, y producirán iguales 
efectos que las hechas por individuos no comerciantes, conforme al 
Código Uivil. ^ 

Todo lo dicho hasta aquí nos lleva á estudiar una cuestión 
previa, y lo haremos antes de seguir adelante, la de saber quienes 
son comerciantes. 

CoD arreglo al artículo 1.^ del Código ''se reputan en derecho 
comerciantes todas las personas que teniendo capacidad legal para 
ejercer el comercio, se ocupan ordinaria y profesionalmente en 
alguna ó algunas operaciones que corresponden á esa industria/' 
7 con arreglo al 2.^, los individuos que no manejen un capital 
que alcance á mil pesos, no se consideran comerciantes, aun cuando 
ejecuten operaciones de comercio. 

La primera circunstancia que se exige es la capacidad legal, y 
al deñnirla el artículo 4.^ dice que es hábil para ejercer el comercio 
toda persona que según las leyes comunes, lo es para contratar y 
obligarse, determinando que son inhábiles para celebrar actos 
comerciales, aquellas personas que, según las mismas leyes, no 
quedan obligadas en sus pactos y contratos, y prohibiendo el 
ejercicio de la profesión mercantil, no por incompatibilidad de 
estado sino por tacha legal, á los quebrados, que no hayan obtenido 
rehabilitación ; única excepción establecida en el artículo 7.^ del 
mismo Código. Es de advertir que el artículo 8.^ declara que los 
contratos de comercio celebrados por personas inhábiles, son nulos 
ó válidos, según las disposiciones del derecho común para los demás 
contratos. 

Los comentadores, explicando el citado artícido 1.^, entienden 
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que Bon conaerciante» los mercaderes y tenderos que ve 
m&yor 6 al menudeo en almacenes, tiendas, mercadc 
calle«, ú en sitios públicos ; los negociantes j banquete 
á altas especulaciones de giro y banca; los armadore 
tores y propietarios de barcos ó dueños de empresas d 
los as^uradoroa de esos barcos y de empresas destii 
clase de seguros marítimos y terrestres, sobre la vids 
bienes, y también los fabricantes ú manufactureros < 
man, cambian y aplican las producciones de su indust 
ras materias creando nuevos géneros 6 mercanofas, j 
dolos (3). 

La segunda circunstancia que se exige es la ocupaoi 
y profesional en «1 tráfico mercantil ; es decir, el ej 
cuente y continuado de operaciones mercantiles, de 
que la ocupación y la reiteración de actos de esa clase 
la profesión ó existencia social del comerciante. 

Otras disposiciones del Código contribuyen á esc 
más el sentido de las anteriores. La del artículo 3.°, b< 
los que bagan accidentalmente alguna ó algunas op« 
comercio, no serán considerados comerciantes para todc 
legales, pero quedarán sujetos en cuanto á las centre 
ocurran sobre tales operaciones á las leyes del comer< 
articulo 9.°, que supone para los mismos efectos 
habitual, cuando la persona tiene establecimiento ab 
objeto de hacer cualquiera de las operaciones que en i 
declaran como actos positivos de comercio, ó cuando 
circulares, ó por los periódicos, 6 por carteles, ó por 
manentes, expuestos en sitios públicos, un establecimi 
clase, y á loe anuncios se sigue que realmente se oou 
de esta misma especie. 

Es obvia la razón det mandato y de la pretuní 
tratan estos artículos ; porque efectivamente para 
pueda ser reputado comerciante es necesario estar oct 
tráfico mercantil ordinaria y profesionalmente, y es < 
persona que no satis&ce esas condiciones que la le; 
ejecutar accidentalmente algunos actos de comercio n 
considerada con ese carácter ni gozar de las prerrc^t 
fícios concedidos á loe verdaderos comerciantes. Re 
distinción legal que un individuo puede ocuparse pe 
en asuntos comerciales sin ser comerciante, y que haya 
que tenga otras ocupaciones preferentes, estando á la ' 
al comercio. 

Se entienden por actos de comercio todas las oper 
objeto es realizar ó facilitar el cambio de los productoi 
raleza ó de la industria, mediante un lucro sobre • 
producción de los mismos. Todos estos actos giran < 
una ganancia 6 de un aumento de valor, y reclaman p< 
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que se corren, una remuneradÓD satisfaotoría en raaón de esos 
riesgos 7 del capital empleado. Tales actos resultan de la concu- 
rrencia de cuatro condiciones : la material, que está en el producto 
objeto del tráfico; la edónómica, que consiste en el aumento de loa 
valores ; la morat ó el fin del lucro ; y la jurídica, que se deriva 
del cambio sucesivo de la producción, sancionado por la compra- 
venta. La compra y la venta, el descuento de pagarés y letras, el 
giro de plaza á plaza, y otras varias operaciones comprendidas en 
el cambio, en los trasportes, etc., son actos de comercio. (4) 

3.^ — ^La inscripción en la matrícula no es un requisito indis- 
pensable, segán nuestro Código, que no la requiere como condición 
cualitativa, y en esto se ha procedido con sumo acuerdo, porque, 
en verdad, el requisito se elude con frecuencia y no imprime cua- 
lidad ninguna. Sin la inscripcióo vemos que muchos ejercen el 
comercio, y lo que importa, ya que la formalidad conviene que se 
cumpla, es establecer una sanción para los casos de omisión. Basta, 
como hemos dicho, el ejercicio ordinario y profesional, y esto 
bastará también para declarar en estado de quiebra al comer- 
ciante, en su caso. Sirve con este objeto la publicidad de los anun- 
oios, el abrir establecimientos comerciales y ejecutar actos positivos 
de comercio. Creemos que la calificación debe quedar confiada á 
la apreciación de los Jueces y Tribunales, en vista de las manifes- 
taciones voluntarías del comerciante y de las comprobaciones que 
pueden aducir los interesados. Se deduce de los mismos hechos 
enunciados en el artículo 9.^, ó de otros que son corroborantes, 
como el pago de contribuciones comerciales, ó el contenido de las 
escrituras de asociación, ó los libros y la correspondencia. 

Hemos de advertir que entre las obligaciones comunes á todos 
los que profesan el comercio está no sólo la de hacerse matricular, 
8ÍDo la de someterse á otros actos establecidos como garantías 
contra el abuso que puede hacerse del crédito, y consisten en lo 
que á la contabilidad concierne, etc. El libro de matrícula está á 
cargo del Juez 1.^ del Circuito, y á falta de éste del Juez de Dis- 
trito que designe' el Alcalde de la residencia del comerciante, 
según el artículo 12 del Código. Este dispone que cuando se omita 
el deber de la inscripción dentro de los quince días despuái de 
haberse empezado á ejercer la profesión comercial, incurrirá el 
contraventor en una multa de cincuenta á mil pesos, según el 
capital que maneje, la que se declarará de oficio ó á viiSud de 
denuncio, por el Juez del Circóito respectivo, y en el caso de la 
denunciación, gozará el interesado de un 50 por 100 del importe 
de la multa. Justa es su imposición, y cuando haya de decretarse 
alguna de las que el Código señala por ciertas faltas, se dará la 
prueba sumaria y la audiencia al comerciante. Las providencias 
sobro imposición de multas son apelables en el efecto devolutivo, y 
ol producto de ellas entrará en el Tesoro del Estado, si no se 
hubiere hecho una aplicación especial (5). 
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4° — Se dUtingueD, para los efectos legaleí 
qaiebra, á eaber : 1.* Suspensión de pagos, auDqiiB ei ucuuui i^ug» 
bienes suficientes para hacerlos, siempre que pida alguna espera; 
2/ iDsolrencia fortuita ; 3.* InGolvencia culpable ; 4.* Insolvencia 
fraudulenta; y 5.* Alzamiento de bienes (6). 

Entiéndese quebrado de primera clase, según explica el ar- 
tículo 558 del Código, que ya indicamoa, el comerciante que, mani- 
festando bienes suficientes para cubrir toda.s sus deudas, suspende 
temporalmente sus pagos j pide á susacreedoref^ un plazo en que 
pueda realizar sus mercaderías 6 créditos, para satisfacerle)) (7). 

No es esto en rigor una quiebra verdadera, dicen los comen- 
tadores, quienes explican su concepto de este modo: "£1 que 
tiene bienes suficientes para pagar á todos sus acreedores, y por 
falta de numerario en el momento, ó por alguna de las vicisitudes 
tan frecuenten en el comercio do puede realizarlo instantánea- 
mente, está en muy diferente situación de las demás clases de 
quebrados que califica la ley. Si ésta considera al que puede cum- 
plidamente satisfacer sus créditos como quebrado cuando suspende 
el pago de sus obligaciones, es porque no tiene otro medio para 
conocer cuál es el estado en que se hallan sus n^ocios. Abí es que 
si los acreedores benévolos á los deseos del comerciante le otorgan 
el plazo, ni habrá lugar á los procedimientos establecida^ para los 
demás casos, ni á la declaración de quiebra." 

Es quiebra de segwndadase, la del comerciante á quien sobre- 
vienen infortunios casuales é inevitables en el orden regular j 
prudente de una buena administración mercantil, que reducen 
su capital al punto de no poder satisfacer el todo 6 parte de siu 
deudas (8). 

Se reputan quebrados de la tercera clase, aquellos que se hallan 
•Q algunos de estos casos : 

a) Cuando los gastos domésticos y personales del quebrado 
hubieren sido excesivos y descompasados, ó desproporcionados con 
relación á su haber líquido, atendidas las circunstancias de su 
rango y familia ; 

b) Si hubiere hecho pérdidas en cualquiera especie de juego, 
que excedan de lo que por vía de recreo aventura en entreteni- 
míentoa de esta clase un padre de familia arreglado ; 

c) Si las pérdidaf le hubieren sobrevenido de apuestas cuan- 
tiosas, de compras y ventas simuladas ií otras operaciones de 
ajiotaje, cuyo éxito dependa absolutamente del azar ¡ 

d) Si hubiere revendido á pérdida, lí por menos precio del 
corriente, efectos comprados al fiado en los seis meses precedentes 
á la declaración de quiebra, que todavía estuviese debiendo ; 

e) Si constare que en el período trascorrido desde el último 
inventario hasta la declaración de quiebra, hubo época en que el 
quebrado estuviese en débito por sus obligaciones directas, de us> 
cantidad doble de la quiebra o del haber líquido que resulte aegiín 
el mismo inventario. 
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Serán tratados en el juicio también como quebrados de tercera 
clase, calvas las excepciooes que propongan y prueben para des- 
truir este concepto, y demostrar la inculpabilidad de la quiebra : 

a) Los que no hubiereu llevado los libros de contabilidad en 
la forma y con todos los requisitos que se prescriben en el capí* 
tulo 3.^, Título 2.^, Libro I del propio Código, aunque de sus 
defectos y omisiones no haya resultado perjuicio á tercero ; 

h) Los que no hubieren hecho la manifestación de su quiebra 
en el término y forma que se prescriben en el Título 2.^, Libro 3.^; 

c) Los que habiéndose ausentado al tiempo de la declaración 
de la quiebra, ó durante el progreso del juicio, dejaren de 
presentarse personalmente en los casos en que la ley impone esta 
obligación, á menos de tener impedimento legítimo para no ha. 
cerlo (9). 

Justifícanse los casos marcado') con laó primeras letras 6 y c, por- 
que las pérdidas que proceden del juego ó de otras operaciones que 
dependen del azar, y que excedan de lo que por entretenimiento ó 
recreo es lícito aventurar, demuestran que el comerciante arras- 
trado por la pasión del juego, comprometió su fortuna, y con ella 
la de las personas que naturalmente en él depositaron su con- 
fiansa. Atendidas las circunstancias, podrá aparecer una estafa 
contra esas personas, y en este concepto debería la quiebra califi- 
carse de fraudulenta. 

En cuanto á las apuestas cuantiosas, compras y ventas simu- 
ladas, ú otras operaciones de agiotaje, dependientes también del 
azar, nuestro Código, como el de España y otros, ha seguido en 
esto el Código francés; pero este Código suprimió dicha disposición 
7 estableció estos dos casos de quiebras culpables : el de comprar 
para vender á menos precio, préstamos, giro y circulación de 
efectos de crédito, ú otros medios de proporcionarse fondos, que 
fueran ruinosos y tuvieran por objeto dilatar la quiebra, y el del 
que pi^ á su acreedor después de la suspensión de pagos, perju- 
dicando á los demás. 

Los Códigos Civiles, refiriéndose á los actos ejecutados antes 
de la cesión de bienes ó la apertura del concurso, sea ó no por 
quiebra, ordena que se observen las disposiciones siguientes : 

a) Los acreedores tendrán derecho para que se rescindan los 
contratos onerosos, y las hipotecas, prendas y anticresis que el 
deudor haya otorgado en perjuicio de ellos, estando de mala fe el 
otorgante y el adquiriente, esto es, conociendo ambos el mal estíido 
de los negocios del primero ; 

h) Los actos y contratos no comprendidos bajo la letra preces- 
dente, inclusas las remisiones y pactos de liberación á título 
gratuito, serán rescindibles, probándose la mala fe del deudor y el 
perjuicio de los acreedores. Ya hemos indicado que estas acciones 
espiran en un afío contado desde la fecha del acto ó contrato (10). 

Preguntan los comentadores, si se debe considerar como que- 
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brado de tercera clase el que vendiendo á perdida, no vende sin 
embargo á menos precio del corriente. En su opinión, no se debe 
considerar tal, puesto que si cae por este hecho en insolvencia, no 
puede en manera alguna decirse que es por culpa suya. Paia que 
haya insolvencia culpable, en el caso de que se trata, debeo 
concurrir no sólo la venta á pérdida sino á menor precio del 
corriente. 

Entre los dos artículos que comentamos, creemos hallar una 
diferencia. A los que deben ser tratados como quebrados, conforme 
al segundo de estos artículos, se les admiten excepciones para 
destruir la presunción y demostrar la inculpabilidad de las quie- 
bras, mientras que á los anteriormente comprendidos en el otro 
artículo, no se les admiten. Se tiene á éstos como notoriamente 
culpables, y no sucede lo mismo con los otros. 

Pertenecen á la cuarta dase, los quebrados en quienes concu- 
rran algunas de las circunstancias siguientes : 

a) Si en el balance, memorias, libros tí otros documentos rela- 
tivos á su giro y negociaciones, incluyeren deudas, pérdidas ó 
gastos supuestos ; 

b) Si no hubieren llevado libros, ó si habiéndolos llevado, loe 
ocultaren ó introdujeren en ellos partidas que no se hubieren 
sentado en el lugar y tiempo oportunos ; 

c) Si de propósito rasgaren, borraren ó alteraren en otra cual- 
quiera manera, el contenido de los libros ; 

d) Si de su contabilidad comercial no resultare la salida o 
existencia del haber líquido ó del activo de su dltimo inventario ; 

e) Si hubieren ocultado en el balance alguna cantidad de 
dinero, créditos, géneros ú otra especie de bienes ó derechos ; 

f) Sí hubieren consumido y aplicado para sus negocios propios, 
fondos ó efectos ajenos que les estuvieren encomendados en depo- 
sito, administración ó comisión ; 

g) Si careciendo de la autorización del propietario, hubieren 
negociado letras de cuenta ajena, que obraren en su poder para su 
cobranza, remisión ú otro uso distinto del de la negociación, y no 
le hubieren hecho remesa de su producto ; 

h) Si hallándose comisionados para la venta de algunos géneros 
ó para negociar créditos ó valores de comercio, hubieren ocultado 
la enajenación al propietario por cualquier espacio de tiempo ; 

i) Si hicieren enajenaciones simuladas de cualquiera clase 
que éstas sean ; 

j) Si hubieren otorgado, consentido, ñrmado ó reconocido 
deudas supuestas, presumiéndose tales, salvo la prueba en contra- 
rio, todas las que no tengan causa de deber ó valor determinado ; 

k) Si hubieren comprado bienes inmuebles, efectos ó créditos 
en nombre de tercera persona ; 

1) Si en perjuicio de los acreedores hubieren anticipado pagos 
que no eran exigibles sino en fecha posterior á la declaradóo 
de quiebra ; 
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l[) Si después del último balance hubiereD negociado letras de 
su propio giro, á cargo de persona en cuyo poder no tuYieran 
fondos ni crédito abierto sobre ella, ó autorización para hacerlo ; 

m) Si después de haber hecho la declaración de quiebra hubie* 
ren percibido y aplicado á usos personales, dinero, efectos ó cré- 
ditos de la masa, o por cualquier medio hubiesen distraído de ésta 
alguna de sus pertenencias. 

Se presume quiebra fraudulenta ó de cuarta dase, sin perjuicio 
de las excepciones que se prueben en contrario, en el comerciante 
de cuyos libros no pueda deducirse, en raaón de su informalidad, 
cuál sea su verdadera situación activa y pasiva ; é igualmente en 
éí que gozando de salvoconducto no se presente ante el Juez que 
conoce de la quiebra, siempre que por éste se le mande verifi- 
carlo (11). 

En uno de los casos que comprende esta cuarta clase se habla 
de compras y ventas simuladas, lo mismo que en la clase tercera 
se comprende el caso de estas simulaciones ; pero se diferencian el 
uno y el otro, en que este último caso se refiere á los contratos 
manifestados por el quebrado, y aquél á los que oculta para que 
aparezca su activo disminuido en esa parte. 

£1 fraude que se hace comprando bienes en nombre de tercera 
persona, puede tener lugar antes ó despu& de la declaración de 
quiebra, y la presunción de quiebra fraudulenta, de que también 
tratamos, admite prueba en contrario ; mientras que no se admite 
excepción ni prueba para demostrar su inculpabilidad á los que 
«challan comprendidos en los casos emunerados en el artículo 
anterior, supuestos los hechos en él expresados, pertenecientes á 
esta cuarta clase. 

El salvoconducto ó permiso judicial á que se alude, no puede 
ya tener objeto, suprimida la prisión por deudas. Esa frase del 
artículo significaba el levantamiento del arresto á que eran redu. 
cides los quelnrados. 

Son cómplices de las quiebras fraudulentas : 

a) Los que habiéndose confabulado con el auebrado para 
suponer contra él créditos, ó aumentar el valor de los que efecti- 
vamente tengan sobre sus bienes, sustenten esta suposición en el 
juicio de examen y calificación de créditos, ó en cualquiera junta 
de acreedores ; 

6) Los que de acuerdo con el quebrado alteraren la naturaleza 
ó fecha del crédito para anteponerse en la graduación, con perjui- 
cío de loe otros acreedores, aun cuando esto se verificare antes de 
hacerse la declaración de quiebra ; 

c) Los que de ánimo deliberado hubieren auxiliado al que- 
brado para ocultar ó sustraer, después que cesó en sus pagos, 
^guna parte de sus bienes ó créditos ; 

d) Los que siendo tenedores de alguna pertenencia del que- 
brado, al tiempo de hacerse notoria la declaración de quiebra por 
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el Juez que de. ella conozca, la entregaren ai mismo quebrado y 
no á los administradores de la masa, á menos que siendo de paüs 
ó Estado diferente del del domicilio del quebrado, prueben que 
en el lugar de su residencia no se tenía noticia de la quiebra ; 

é) Todos los que negaren á los administradores la existencia 
de los efectos que obraren en su poder, pertenecientes al que- 
brado ; 

/) Los que después de publicada la declaración de quiebra, 
admitieren endosos del quebrado ; 

g) Los acreedores legítimos que hicieren conciertos privados 
y secretos con el quebrado, en perjuicio y fraude de la masa; 

h) LoR corredores que intervinieren en alguna operación de 
tráfico ó giro que hiciere el que estuviere declarado en quiebra. 

Todos los cómplices de los quebrados fraudulentos serán con. 
denados civilmente y sin perjuicio de las penas en que incurran 
conforme al Código Penal : 

1.^ A perder cualquiet' derecho que tengan en la masa ; 

2.^ A reintegrar á la misma, los bienes, derechos y acciones 
sobre cuya sustracción hubiere recaído su complicidad ; 

3.^ A la pena del doble tanto de la sustracción, aun cuando no 
se llegare á verificar, aplicada por mitad al Fisco y á la masa de 
la quiebra (12). 

Las disposiciones anteriormente trascritas sobre los hechos 
que constituyen complicidad en las quiebras fraudulentas, y res- 
ponsabilidad que dé ellas resulta, son aplicables á los cómplices 
de los alzados de que vamos á hablar, quedando sujetos, además, 
á las penas establecidas en el Código Penal contra los que ásabien- 
das auxilian la sustracción de bienes (13). 

Según estas disposiciones, no solamente se reputan cómplices 
en las quiebras los que se hallan en los casos expresados en el Có- 
digo de Comercio, y ya determinados, sino también los que se en- 
cuentran mencionados en el Código Penal. Hay, pues, respecto del 
quebrado, dos clases de cómplices. Los primeros serán conde- 
nados civilmente con las penas que el Código de Comercio señala, 
y los que se encuentren en los casos que coüiprenda el Código 
Penal incurrirán tínicamente en las que este imponga ; de modo 
que los que se hallen á la vez en los irnos y en los otros casos, 
serán castigados con las penas designadas en ambos Códigos. 

Es de advertir que no son cómplices del alzamiento ni con- 
traen la responsabilidad civil, los que simplemente y sin cometer 
fraude alguno, en perjuicio de los acreedores, le facilitaren al 
quebrado los medios de evasión ; pero sí incurrirán en las penas 
prescritas por el derecho común para los que favorecen á sabiendas 
la fuga de los criminales, partiendo del concepto de que son encu- 
bridores, conforme al Código Penal (14). 

Hablase tan sólo de los cómplices de las quiebras fraudulentas 
y no de los que puedan serlo en las demás quiebras. No se suponen 
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ni 86 admiten cómplices en éstas, á pesar de que puede haberlos, y 
68 de suponerse que los haya en muchos de los casos enumerados, 
sobre todo hasta que hecha la calificación pueda saberse si la 
quiebia es ó no fraudulenta. Por ejemplo: un acreedor que exa- 
gera su crédito, de. acuerdo con el quebrado, ó que le auxilia en la 
ocultación ó sustracción de bienes, ¿ por que no ha de perder su 
crédito, en conformidad á lo preceptuado en el numero 1.^ del 
articulo 565 ? Así debiera hacerse, aun cuando se declare la quie. 
bra de segunda ó tercera clase, á más del reintegro de la sustrac- 
ción, porque en verdad, la circunstancia de declararse la quiebra 
de tercera ó cuarta clase, en nada puede desvirtuar la naturaleza 
del hecho punible del acreedor. 

En cuanto al cambio ó á la alteración del crédito ó su fecha, es 
inflexible la regla establecida. Se considerará cómplice en la quie- 
bra fraudulenta, al que después de la suspensión de pagos, cam- 
bia ó altera la naturaleza de su crédito, si se convirtiere en 
privilegiado el que no lo era, ó hipotecario, ó con prenda, sin ha- 
berlo sido antes. Creemos, sin embargo, que antes de la suspensión, 
el acreedor puede obtener legítiipamente de su deudor la garantía 
de un fiador, y aun recibir el pago. Esto no constituye participa- 
ción en ningún fraude ; y respecto de los contratos de hipoteca 
ó prenda, ha de estarse á lo previsto en el Código. Es claro que 
nos limitamos á hablar aquí de la complicidad. 

La prueba de que se trata en la letra d^ es difícil darla, porque 
es negativa. Si se diere por medio de una información de testigos, 
creemos que podrá ser impugnada ; y la calificación de cómplices 
que se hace en la letra 6, no la consideramos verdaderamente 
aplicable á los que allí se mencionan. Los tenedores de los efectos 
pertenecientes al quebrado, pueden negar su existencia en poder 
de ellos, sin que por esto haya razón para suponer su participación 
en algón fraude. 

Los conciertos privados ó particulares han de ser secretos, 
«%ún el artículo, y celebrados con fraude y en perjuicio de los 
acreedores. Es muy justo que se estimen nulos, y que esos aeree, 
dores pierdan sus derechos en la quiebra. El Código quiere que^ 
todo convenio con el quebrado se haga en junta de acreedores y 
no de otra manera. El secreto ó la manera sigilosa y oculta en 
celebrarlos, demuestran la intención de cometer una defraudación. 
Nuestro Código no define el alzamiento, ni lo definen los 
Códigos modernos. Escriche dice que el alzamiento es la quiebra 
inaliciosa que hace el comerciante, ocultando sus bienes para no 
pagar á susjacreedores, y La Sema y Montalbán, en sus Elementos 
^ derecho civil y penal^ comprenden la ocultación de bienes ó la 
fuga del deudor, llevándose aquéllos ú ocultándolos en perjuicio 
do los acreedores. 

No es necesario que los oculte todos, basta con que oculte 
algunos de sus bienes, y así lo declaró una ley de Partida (4.* Tí. 
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tulo 15. Partida 15) ; porque el delito es udo mismo en el uno y en 
el otro caso, si bien la cuantía del perjuicio causado es mayor en 
en el primero, y debe tenerse en cuenta para la computaci¿D 
(|\.' de la pena. 

|^-[i No es necesario tampoco que el comerciante se ausente, para 

^1 > qae se constitaya el alzamiento, porque lo que propiamente lo cons. 

r. tituye, es la ocultación de bienes, siendo cierto que á la ocultación 

|;; acompafia casi siempre la ausencia del deudor, quien trata de este 

^ V modo de librarse del rigor de las leyes. La huída es una circuns- 

|v' tancia qae pone más en eridenoia el dolo con que el deudor 

procede, y que agrava su responsabilidad criminal. Castígase el 
fraude que se hace en perjuicio de los acreedores, y si para el 
^- alzamiento, dice Fonver, se exigiera la fuga del deudor, como 

í^ ' , circunstancia indispensable, resultaría que un comerciante no 

í' ausente, pero que hiciera ocultación de todos sus bienes, sería 

(y '' calificado y castigado tínicamente como quebrado fraudulento ó de 

cuarta clase, y no como un alzado, lo mismo que el que ocultara 
una pequeña parte de sus haberes. E«ta igualdad de calificación 
y penas es verdaderamente insostenible por lo injusta, cuando el 
dolo, las consecuencias y perjuicios para los acreedores, son mucho 
mayores en el un caso que en el otro. En estos casos, á lo que más 
atiende el Código, es al interés de los acreedores. 

En los efectos civiles, no se diferencia del alzamiento la insol- 
vencia fraudulenta ó de cuarta clase, pero sí se diferencian en el 
orden criminal, pues se califica de delito aun más grave el alza- 
miento. La ocultación en este se hace sin pretexto, y sin que se 
trate por el deudor de persuadir que ha consumido sus bienes de 
un modo determinado, mientras que en la insolvencia fraudulenta, 
aunque por regla general, el fraude interviene, puede darse el 
caso que no exista. / 

Tal es la calificación de las quiebras, según nuestro Código, y 
tales son los hechos que las determinan, los cuales se han de 
considerar al verificar la calificación de las mismas". 

5.^ — ^La declaración formal del estado de quiebra, es decir, la 
de que el deudor se halla en el caso de no poder satisfacer pun- 
tualmente d todos sus acreedores, se hace por providencia judicial, 
á solicitud del mismo quebrado, lo cual se llama presentarse en 

Juiebra, ó á instancia de acreedor legítimo, cuyo derecho proceda 
e obligaciones mercantiles (15). 

No bastará, pues, que un comerciante suspenda sus pagos, para 
que se le tenga por quebrado. E^s necesario que una providencia 
de la autoridad judicial lo declare en ese estado, y que se dicte en 
forma legal, conteniendo los requisitos y las disposiciones que son 
consiguientes á la misma declaración de quiebra, para que ella 
sirva de punto de partida del procedimiento. 

No se habla en el articulo trascrito de obligaciones vencidas 
que consten de títulos ejecutivos, en vista de los cuales se despache 
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el mandamiento de ejecución, si en el embargo no aparecieren 
bienes suficientes para el pago, como lo exigen algunas legisla, 
ciooes. Nuestro CMÍgo de Comercio en el articulo 579, se concreta 
á establecer que no será bastante para declarar en quiebra á un 
comerciante, á instancia de sus acreedores, que haya ejecuciones 
pendientes contra sus bienes, mientras él manifieste, 6 se le hallen 
bienes disponibles sobre que trabarlas ; de modo que en caso 
oontrario, si en el embaído no aparecieren los suficientes, proce- 
derá la declaración, á instancia de los acreedores. 

El procedimiento de oficio no podrá adoptarse. Sólo en el caso 
de fuga notoria de un comerciante, con las circunstancias que 
prefija el artículo 578, se procederá de oficio por el Juez á la ocu. 
pación de los establecimientos del fugado, y prescribirá las medidas 
que exija su conservación, entre tanto que los acreedores usan de 
sa derecho sobre la declaración de quiebra (16). 

La sociedad puede tener interés en que se dicte esa declara- 
eión, y en que se castiguen las quiebras culpables ó fraudulentas ; 
pero el legislador ha considerado, para no permitir el procedi- 
miento de oficio, que son mia los inconvenientes que la investi- 
gación judicial produciría, que sus ventajas, y sólo lo autoriza 
como medida preventiva, de precaución y de conservación, en el 
tínico caso ya expresado. 

Concedido el derecho de solicitarla á cualquier acreedor legí- 
timo, no habiendo más que uno que pida la declaración de quie- 
bra, i deberá el Juez acceder á su pedimento 1 Los autores y 
tratadistas emiten opiniones contradictorias. £n nuestro concepto, 
el acreedor único de un comerciante no puede pedir que se le 
declare en quiebra, y nos parecen muy aceptables y convincentes, 
las observaciones que á este respecto hacen La Serna y Beus, y 
otros comentadores. 

Ellos dicen que la ley habla siempre de suspensión de pagos ó 
<^e8ación en el pago corriente de las obligaciones, y de haberse 
negado generalmente el de las vencidas, lo que hace suponer 
que han de ser varios los créditos existentes contra el comerciante, 
porque toda la tramitación del procedimiento está basada en la 
concurrencia de acreedores, y porque casi todo lo que en él se 
ordena es imposible, si sólo se tratara de un acreedor. 

Observan, y con mucha razón que, cuando hay un solo acree- 
dor, éste tiene medios más sencillos, más fáciles, más expeditos para 
cobrar su crédito, y son los de la vía ejecutiva. Ya indicamos, y 
^sfco sirve de corroboración á lo que queda expuesto, que para 
<leclarar la quiebra á instancia de acreedores, no bastará que haya 
ejecuciones pendientes, mientras el comerciante manifieste ó se le 
hallen bienes disponibles sobre qué trabarlas ; lo que hace desapa- 
recer toda duda, puesto que en tanto admite este juicio en cuanto 
U concurrencia de acreedores haga necesario, por no bastar ^ los 
bienes, el entrar con intervención de todos al examen y liquida- 
ción de los créditos. 
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6° — ReapectiO del quebrado no se exige 
pero 68 obligación de todo comerciant* que se e 
de quiebra, ponerlo en conocimiento del Juez c 
domicilio, dentro de los seifi días siguientes a 
cesado en el pf^o <le rus obligacionen, cntregam 
Secretaría una exposicián t-n que se tnanifíeí 
designe su habitación y todos Ion escritorios, 
cualesquiera e>.tablerínaientOs <íe kii comercio. 

Con exta exposición acompaSará : 

í») El balance general de bus negocios ; y 

6) Una memoria ó relación que expreso las 
inmediatas de su quiebra. 

Se harjí eu el balance la descripción valoj 
pertenencias en bienes muebles c inmnobles. el 
comercio, créditos y disrecbos de cimtquier «sp 
como igualmente de todas sus deudas y obligac 
y con la relación de las ':ausaE de ta quiebra j 
acompafiar todos los documentos de comprobacii 
conveniente. Así la exposición como el balan 
llevarán la firma del quebrado ó de persona a 
responsabilidad, con poder especial, de que . 
fehaciente, sin cuyo requisito no se le dará cu 
que reciba la manifeetaciún de que se trata, 
certificación del día y hora de su presentación, ] 
si se hizo ó no en tiempo, librando en el acto 
pidiere, un testimonio de esta diligencia. 

Cuando la quiebra nea de una Compafiía o 
colectivos, se expresará en ta exposición el noin 
cada uno de ellos, firmándola también, así como 
mentes que deban acompasarla, todos los socioi 
lugar á tiempo do hacerse la declaración. 

En la primera audiencia declarará el Juea el 
ñjando en la misma providencia, con calidad i 
perjuicio de^rcero, la época en que deban retn 
de la declaración, por el día que resultare hab 
brado en el pago de sus obligaciones. 

Para dictar esta declaración á instancia de ac: 
que preceda la manifestación espontánea del qut 
sable que conste previamente, en debida form 
pagos del deudor por haberse denegado genera 
sus obligaciones vencidas, 6 bien por su fuga i 
pafiada del cerramiento de sus escritorios y al 
dejado persona que en su representación dirija 
y dé evasión & sus obligaciones {17). 

El término de los seis días que ea le conce 
que hace suspensión de pagos, para poner su 
miento judicial, debe ser para que pueda fon 



r 
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memoria de que se ha hablado ; es un respiro que se le da tal vez 
por si puede ponerse en situación de evitar la quiebra, á pesar de 
ser tan corto el término ; porque á la fecha de la suspensión se 
retrotrae la declaración. 

No se olvide que el comerciante que no cumpla con esta obli- 
gación, será considerado como quebrado de tercera clase. 

La descripción valorada de las pertenencias y de las deudas 
puede comprender dos relaciones en que se» individualicen el acti- 
vo 7 el pasivo, especificando en la una los bienes y las cargas á 
que estén afectos los muebles v semovientes, derechos y acciones 
reales, créditos y valores de todas clases, así como en la otra, los 
nombres de lo» acreedores, el importe y naturaleza de sus créditos, 
las garantías que aseguren su pago, la causa de que proceden y la 
fecha en que fueron contraídos. 

La obligación impuesta á los socios de una Compañía colectiva, 
se entiende que se refiere tombiéu á lo» solidarios en una Compañía 
en comandita, porque son socios colectivos. No comprenderá á los 
simplemente comanditarios, porque éstos no intervienen en la 
administración, ni tienen por que conocer la situación ve'rdadera 
de la sociedad. Es regla general, que la manifestación de la quie- 
bra de una sociedad, corresponde hacerla al socio administrador, 
án que los otros incurran en responsabilidad mientras no se pruebe 
su conocimiento del estado de los negocios. 

Se comprende que la retroacción de quiebra lleva en sí implí. 
dtamente la resolución de si ésta es ó no culpable, y la distinción 
que existe entre la declaración con su fijación retroactiva. La 
quiebra queda declarada desde que el comerciante la manifiesta y 
el Juez providencia sobre su estado. Pero si el Juez conociere por 
el resultado de las actuaciones, que la quiebra procede de fecha 
anterior á la manifestación hecha, fijará desde aquella fecha y 
retrotraerá á ella sus efectos, como si entonces se hubiese dictado 
la providencia. 

Pueden pedir la retroacción todos aquellos que tengan interés 
en esta declaración, y justo motivo para solicitarla. 

Observaremos, que el artículo 578 preceptúa que la denega. 
ci6n de pagos ha de ser general^ refiriéndose á obligaciones legítl. 
i&as y exigibles. La negación de pagar una letra falsa ó no aceptada, 
una deuda ilíquida ó una puramente civil, no producirá los efectos 
de que tratamos. 

Pero si el comerciante quebrado no inicia la declaración de su 
'iniebra, tendrán sus acreedores el derecho de solicitarla, siempre 
[ue concurran los requisitos exigidos en los artículos 578 y 579, 
!Sto es, que conste previamente en debida forma la cesación ó la 
negación de pagos, ó la fuga, ó la ocultación del deudor, acompa- 
¡adas del cerramiento de sus escritorios, y lo demás indicado, sin 
^rjuicio de que el Juez dicte las medidas conservadoras en el 
laso de fui» notoria. 

^ 12 
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El acreedor que pida la decUracióa 
adema", bu perBotialidad, cod el teetimoi 
á 8U ioBtaDcia 6 cod cIocumeDto fehaciei 
presentare eeta prueba, no se podrá adi 
extremos que hemos indicado arriba. E 
BÍQ citación DI audiencia del quebradi 
mandamiento de pago por la vía ejec 
todas laij disposicioDes conaiguienten á 
su publicación por edictos en el domici 
lugares donde tenga establecimientos i 
en los periódicúH, el nombramiento de d 
de los acreedores A la primera junta g 
nal de éstos y del quebrado 6 su rap 
bienes y detención de la corresponden 
también acordará la fijación de la época ( 

Nuestro Có<.'igo no dispone el no 
en un comerciante matriculado, comí 
liqaidaoiones. El Juez es quien está e 
actos de ocupación de bienes y de loa lib 
del quebrado, de presidir las juntas, de 
nes de la administración, dictar las prov: 
U]^etiteí> para la seguridad y conservacit 
se ordena el arresto del quebrado ; pero 
como medida preventiva necesaria para 
de las leyes penales, si es que resultan 
una preBnnción de culpabilidad ó de f 
una fianza de cárcel segura, en tales casi 

7." — El comerciante á quien se dec 
sin que haya precedida su manifestación 
reposición de dicha declaración dentro d 
& BU publicación, sin perjuicio de lleva 
mente las providencias acordadas sobre ] 
quebrado. Para que recaiga la reposiciúi 
la fal^dad ó insuñciencia legal de los 1 
fundamento de la declaración. 

El artículo ó incidente de reposición 
cia del acreedor que promovió la quiebr: 
se oponga, y la sustanciación no podrá 
dentro de los cuales se recibirán, por vis 
bas que se hagan por ambas partes. A 
verá, segiio los méritos de lo obrado, adn 
efecto devolutivo las apelaciones que se : 

La reposición podrá profeerse atiteí 
los quince días, si el acreedor que promc 
en ella, ó si por parte de éste, ó de otro 
hiciere contradicción en los ocho dios r 
del traslado que se confiera de la demam 
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La solicitud de reposición no suspenderá la ejecución de las 
providencias consienientes á la declaración de quiebra ha<<ta que 
conste la revocación. Revocado el auto por la reposición se tendrá 
pDr no hecha esa declaratoria. El comerciante, en este caso, podrá 
usar de su derecho sobre indemnización de dafíos y perjui- 
cios, si se hubiere procedido para fM>licitar ó declarar la quiebra 
con dolo, falsedad ó injusticia manifiesta (18). 

Entendemos que es improrrogable el termino probatorio, y que 
«I traslado debe dirigirse al acreedor que promovió la quiebra, 
pudiendo, sin embargo, per8onar8e en el incidente loa demás aeree, 
dores que quieran coadyuvar la impugnación, usando de su derecho 
en el estado que tenga el incidente, sin que se pueda retroceder en 
el procedimiento. 

Si el acreedor conviniere en la solicitud del quebrado, el Jues 
acordará la reposición solicitada, y lo mismo podrá acordarse si á 
instancia del quebrado no se hubiere hecho impugnación alguna. 

Hemos dicho que la^sentencia será apelada en un solo efecto, 
es decir, sin suspender su ejecución. De este modo, la mala fe del 
«quebrado^ en hacer oposiciones inmotivadas, no perjudicará á los 
acreedores. 

Si se accediere á la reposición el deudor será reintegrado en 
sos bienes y papeles, pudiendo entrar en el libre tráfico de sus 
negocios y demás derechos. 

Copia autorizada de la sentencia de reposición, se fijará en los 
estrados del Juzgado y se publicará en los periódicos á petición 
del quebrado. Por consiguiente, se hará entrega al deudor de los 
fondos, bienes, libros, papeles y corre^tpondencia intervenidos, 
y el depositario rendirá cuentas, si hubiere ejercido actos de 
administración. 

La acción de dafíos y perjuicios que al quebrado corresponde, 
repuesto que sea contra el acreedor que hubiere sostenido la decla- 
ración de quiebra, se ejercitará en el mismo expediente de la 
reposición ; pero creemos que deberá sustanciarse por los trámites 
ordinarios. 

8.^ — Retroaeciónj según Escriche, es la acción ó efecto que 
una cosa produce con respecto al tiempo pasado, y así se dice que 
ial ó cual cosa tiene ó no tiene efecto retroactivo. Se finge que una 
cosa comenzó en tiempo anterior á aquel en que se hizo para ciertos 
efectos del derecho, como la ratificación que sobreviene después 
de la celebración de un contrato que produce efecto retroactivo, y 
esta acepción tiene para los efectos de la quiebra la retroacción* 

'* £1 fundamento de ésta, dice La Sema, es la facilidad que 
tienen algunos comerciantes en los momentos en que están próxi- 
mos á quebrar, para entrar en contratos ruinosos, á cuyo favor 
aperan conjurar su situación apurada, y que suele precipitar la 
mala fe con que otros se preparan para las quiebras, simulando 
negocios, suponiendo créditos ile^timos, y dando el carácter de 
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priñlegiadoB á acreedores que so lo son ■ 
perjuicio de los que tienen créditos legftim 
cia de esta retroacción es, sin embargo, prob 
porque bí ha llegado á traslucirse la verdadi 
ciante que eHttí próximo á quebrar, aleja d 1 
pudieran sacar de su situación angustiosa 
mismos, del comerciante y los acreedores, 
medio, y sin necesidad de la quiebra, pudier 
porque perjudi'^a á acreedores legítimos qi 
de los negocios de la persona á quien propor 
para ellos tenía buen crédito mercantil, pi 
pendido sus pagos, y porque introduce rles( 
•1 comercio." 

Las leyes mercantiles europea» y la of 
Bultos no están cooforme^* en este punto, 
retroacción ni ile los casos en que deba deci 
nuestro Código y la mayoría de Códigos i 
retroacción. 

Como el deudor puede haber ejecutado i 
del concurso, ó en los días inmediatos ai 
algunos actos sospechosos ó culpables para d 
dores, haciendo enajenaciones s^imuladas 6 r 
para hacerse á fondos y ocultarlos, ó cometie 
la justicia exige en tales casos, dar ocasión pi 
minar los actos ó contratos dudosos del quebr 
rescindirlos ó revocarlos, y evitar así el perji 
Este examen de las operaciones precedent 
concurso, es precisamente lo que se llama r 
£1 estado de quiebra hace al comerciant 
ciertas funciones políticas y comerciales. ] 
derecho, es decir, sin necesidad de declaraci 
efecto, separado é inhibido de la adminiítraci 
desde el instante en que sobresea en ul pago 
se constituya en estado de quiebra. 

Todo acto de dominio y administración 
sobre cualquiera especie y porción de sus 
declaración de quiebra, y los que haya hech 
época ú que se retrotraigan los efectos de < 
nulos ; y en ésta, así como en la anterior dii 
den los bienes que por cualquier título adqu: 
finalizarse la quiebra por el pago de los acreí 
con los mismos. 

Las cantidades que el quebrado haya 
efectos ó valores de crédito en los quince 
declaración, por deudas y obligaciones direo 
fuere posterior, se devolverán & la masa pi 
bieron (19). 
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a de que aquf se trata, do ob la ioterdiccián 

á pesar de ella, coDtinuará en ini capacidad 
io de los derechos civile§, sin que se afecte en 
Q la familia, ai se afecten ninguno de bus actos 
< limita íí la admÍDÍstraciÓQ de bus bienes y á 
Itad de contratar respecto de éstOB, aun de 

tí adquiera por cualquier otro título, después 
I quiebra, como dice la ley. 
e se refiere el artículo 591, que bemos tras- 
I sólo las mercantiles sino las civiles también, 
pagos de unas y otras, resultan perjuicios álos 
igos, cuando se verifican antes de tiempo, en la 

situación en que se halla el comerciante, 
r los créditos ya vencidos para hacer de mejor 
Lcreedores, inspira y forma la sospecha de un 
spechase funda la prefunción de la ley, c^ue 
n contrario. En nu virtud, el hecho de venfi> 
érntino señalado, y de que se compruebe, dará 
;i6n de lo percibido por los acreedores á la 

admitirse alegación 6 prueba de haberse hecho 

B. 

punto, se ha suscitado una cuestión entre loe 
si debe conniderarse como p^^ anticipado el 
nerciaute haga de sus propios efectos en loa 
[os, aunque se crea ser un acto de comercio 
y Beus la resuelven afirmativamente, porque 
n ellos, no estaba obligado á extinguir la deod» 
, que es lo que hace con el descuento, y cier- 
era otra solución, se darían facilidades para el 

■y- 

para pedir la retroacción de los aotoB que 
quiebra haya hecho el quebrado en tiempo 
su carácter fraudulento puedan anularse, 
eren ejeontado en tiempo hábil, reside en 
representantes de la masa de acreedora! y 
lales de su haber ; y lo mismo para entablü 
lidad 6 revocación de los contratos hechos por 
Lude de sus acreedores, las que se sustaDciaiin 
I ordinario. 

■n fraudulentos, y quedarán ineficaces de dere- 
is acreedores del quebrado, los contratos cele- 
is treinta días precedentes á su quiebra, que 
siguientes : 
najenaciones de bienes inmuebles hechas á 

;iones dótales hechas de bienes propios & 
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c) Las cesiones y los traspasos d« bienes inm 
P^o de deudas no vencidas al tiempo de declarai 

(¿) Las hipotecas convencionales establecida t 
de fecha anterior, qne no tuvieren esta calidad, 6 
de dinero ó mercancías, cuya entrega no se veri 
al tiempo He otorgarse la obligación ante el Nob 
que intervinieron en ella. 

También se comprenden en estas disposicione 
entre vivos, que no tengan el carácter de remun 
das después de! último balance, si de éste resulta 
pasivo del quebrado á su activo (20). 

Serán ÍTieJicacea de derecha, los contratos qui 
lentos el articulo 592. Por esta frase ha de ente 
necesario que recaiga providencia expresa judií 
contratos, y que bastará la declaración de quiebra 
sin valor ni efecto. 

Este articulo, en su número I.°, no comprend 
nes de muebles. Consiste en que no siempre 
fraude en ellas, porque es necesario, á veces muy 
diariamente, disponer de los muebles en las ti 
vida para remunerar cortos servicios que recia 
pensa inmediata, mientras que las enajenaciones 
son siempre fraudulentas, y por esto la presunc 
éstos, es juria eí de jure. 

Las constituciones dótales hechas de bienes p 
también se reputan fraudulentas. La ley ba que 
aquí toda dote y donación que se haga & las hijai 
raÁón del matrimonio, para sostener sus cargas. ! 
y no de bijas solamente. La que se hiciere d< 
opinión de La Serna, debe considerarse del mism 
faabiere hecho con bienes propios del quebrad 
que no hay en rigor gananciales, hasta que asi i 
disuelta la sociedad conyugal ; en que el maríd< 
sociedad legal, es administrador de sus bienes, y i 
si fueran propios, sin que intervenga la mujer, 
adquirir para sí, constante el matrimonio ; en q 
deudas contraidas durante el matrimonio, no exi 
y que de no ser así, se facilitarían los fraudes qi 
quiso la ley evitar. 

Respecto de la disposición del articulo 593, o 
y Reos, que en sus últimas palabras hay un desct 
y consiste en poner el adjetivo "inferior" por 
poniendo la palabra pasivo ala de activo. Haypn 
en las donaciones de que se trata, y se considera! 
el perjuicio que pueda resultar á los acreedores 
pues del balance aparezca ser superior el pi 
inferior el activo al pasivo; mas no puede suponi 
juicio, cuando resulte superior el activo al pasi' 



\ 
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acularse, i iiutancU de los acreedores, mediante 
aene obrado en fraude de bus derechos : 
oacioneB á título oneroso de bienes ratees hechas 
eute ü la declaración de quiebra ; 
tuciones dótales 6 reconocimientos de capitales, 
ayuge comerciante en favor del otro cónyuge, en 
¡cedentes h la quiebra, sobre bienes que do fueren 
ilengo, 6 loe hubiere adquirido y poseído de ante, 
en cuyo favor se haga el reconocimiento de dote 

mÓ-a de recibo de dinero 6 de efectos i título de 
wha seis meses antea de la quiebra en escñtura 
reditare por la fe de entrega del Notario, 6 que 
I por documento privado, no confitare uniforme- 
08 de los contratantes ; 

contratos, obligaciones y operaciones mercantiles 
le DO sean anteriores de más de diez días á la 
siebra. 

: celebrados por el quebrado, sean mercantiles 6 
oa cuatro años anteriores i la quiebra, en que se 
ra especie de suposición 6 simulación hecha en 
reedores, se podrán también revocar á instancia 

In declaración de quiebra, se tienea por vencidas 
pendientes del quebrado bajo descuento del rédito 
anticipacióp del pago, si éste Helare & verificarse 
prefijado en la onligación (21). 
B enajeDacionee á título ooeroeo de bienes raíces y 
mes ó reconocimientos hechos por un cónyuge 
ror del otro de que trata el artículo 594, los 
Lponen que la cirounatancia de ser hechas esas 
k lugar 6. la presunción juria tantum que, como 
de esta clase, cede ante la prueba en que se 
juicio que con ellas quiso causarse i los acreedo- 
into á dichas constituciones ó recooocimientos, se 
Brecho común, segiin el cual, la confesión de la 
favor del cónyuge, no perjudica & los acreedores, 
ni á los herederos forzosos, salvo la prueba de la 
BDcia de lo que en el instrumento se reconocen, 
ál puede ser la razón que hubo para hacer esta 
se comprende, en efecto, puesto que se debía pro- 
en el derecho mercantil á dificultar y no á favo- 
imientos tan ocasionados á fraudes, 
os este párrafo indicando que las providencias 
ra la aplicación de los artículos 591, 502 y 593 
•mercio, deberán ejecutarse, aunque Be interpoo^ 
ilación, que se concederá en un solo efecto. Es 
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Bueetra opioíiÍD, ea vista del silancio de la le 
á U necesidad de poner en salvo los derechos 

11. — Los créditos de los comerciantes s 
senteocia definitiva del codcutbo sobre las \ 
dividiéndolos en cuatro estados : en el prini' 
los acreedores con acción de dominio ; eo el 
canoR por ley ó por contrato, según el orden 
el tercero, loe escriturarios, y en el cuarto, 1( 

Dijimos más arriba que ía acumulación al 
loe pleitos pendientes 6 que se promuevan coi 
modará £ las rejijlas establecida para este ca 
coDCursoe, y podrá pedirse en cualcruier estadc 
de la citación pata sentencia, y se oecretará e 
& instancia del depositario administrador ó dt 
áe las acciones persooales y pleitos incoados 
se hallaren en primera instancia, exceptuantj 
en que se persigan bienes hipotecados. 

Aquí debemos observar que nuestro C6á 
mienta por hablar de la graduación de crédil 
del examen de los mismos en junta general 
vista de los documentos originales ó justifíci 
senten y de los libros y papeles del quebrad 
otras legislaciones. El artículo trascrito se co 
la graduación se hará en la sentencia deñniti 
dividiendo los créditos reclamados en cnat 
candólos. 

Ocurre preguntai, j es el Juez 6 son los al 
formar los estados á que la ley se refiere 1 E( 
lo más natural, como una medida de instrucci 
el Juez Comisario que ha de dictar la senten 
mos que para el examen y reconocimiento < 
prendidos en primer término, y que proceden 
reunirse la junta de acreedores para acordar 
bienes á sua legítimos dueSos. Son los síndic( 
qae pueden practicar esta operación teoiendi 
los elementos necesarios. 

Para el pago de los créditos, es para lo que se preparan loa mencio- 
nados estados de prelaoión con las clasificaciones cor respondientes, 
s^iin el orden establecido, de cuantos los síndicos reconozcan como 
latimos, á lin de que sean aprobados judicialmente, si el Jnee 
los estimare justificados y conformes con el ménto de los autos. 

Dice el artículo 598 quo las mercaderías, los efectos y cual, 
quiera otra especie de bienes que existan en la masa de la quiebra, 
sin haberse trasferido su propiedad al quebrado por un título legal 
ó irrevocable, se considerarán de dominio ajeno y se pondrán á 
disposición de sus legítimos duefios, precediendo la prueba y el 
reconocimiento de su derecho en jnota de acreedores, ó por sen. 
teucía que haya caneado ejecutoria. 
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s, que la junta feuede esaminar y reconocer loa cr¿. 
minera clase, su disposición es una consecuencia 
¡ble del derecho de propiedad que sería ilusorio y 

satisfacer las deudas de uno 6 más acreedores, se 
tienes de otro il otros, ajenoR & la responsabilidad 
i. Loe principios de derecho común tienen aplíca- 
le lai acreedores de dominio, aunque do cumplida; 
mmplida, por cuanto d las veces la vemot modificada, 

á los UBOS y prácticas del comercio. 

D esoecialraente pertenecer & la claee de acreedores 

>D respecto á las quiebras de comerciantes : 

nes que se couaprvaren en poder del marido de los 

lubiese aportado al matrimonio, constando su recibo 

Xíblica de que se haya tomado razan en la forma 

d articulo 16. 

íes que la mujer del quebrado hubiere adquirido 

te el matrimcoio !por titulo de herencia, leeaüo ^» 

) hayan conservado en la forma que los recibió, 6 ya 

igado ó invertido eu otros, con tal que se haya cum. 

i formalidad en las escrituras por donde conste su 

era especie de bienes y efectos que se hubieren dado 
1 depósito, administración, arrendamiento, alquiler 

rcaderías que tuviere el quebrado en an poder pot 
mpra, venta, tránsito 6 entrega; 
as de cambio 6 pagarés que se hubiesen remiti- 
> para au cobranza, sin endoso 6 expresión de valor 
kta su propiedad, y las que hubiere adquirido por 
, libradas ó endosadas lúrectamente en favor del 

dales remitidos al quebrado, fuera de cuenta co- 
ntregarlos á persona determinada en nombre y por 
itente, ó para satisfacer obligaciones cuyo cumplí- 
Te designado al domicilio del quebrado; 
tidades que se estuvieren debiendo al quebrado por 
t>iere hecho de cuenta ajena, y las letras ó pagarés 
rocedencia que obren en su poder, aunque no estéo 
Favor del due&o de las mercaderías vendidas, siem- 
ebe que la obligación procede de ellas, y que exis. 
leí quebrado por cuenta del propietario para hacer- 
y remitirle los fondos á au tiempo, lo cual se 
¡flrecho, si no estuviere pasada la partida en cuenta 
I ambos; 

ítob vendidos al quebrado á pagar de contado, cuyo 
de él no hubiere satisfecho, ínterin subsistan emba. 
nacenes del quebrado, 6 en los términos en que se 
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hizo taeotrega, y en estado de distioguirae «epecffica 
marcas j los DÚiaeros de los fardos 6 bultos ; 

i) I^ mercaderías que el quebrado hubiere com[ 
mientras no se le hubiere hecho la eatr^a materia 
sos almacenes 6 en el paraje convenido para hacer! 
pues de cargadas de orden y por cuenta y riexgo de 
se le hubieren remitido las cartas de porte 6 los c 

£a los casos de eetas dos áltimas letras, pueden 
retener los géneros comprados, 6 reclamarlos para la 
do BU precio al vendedor, porque los acreedores está 
cho entrando en los contratos del quebrado, siempí 
sobre sí la responsabilidad íntegra que llevan conHÍg< 

Los bienes llevados por la mujer al matrimonio, 
por ella á su marido 6 por otra peroona, para ayu 
las cargaq, se consideran bienes dótales. La diferente 
y el modo de entregarlos, hacen que sean estimados ■ 
Son estimados los que consisten en dinero 6 en efect 
se señala para que, terminado el matrimonio, se veri 
tuci6n, y no las mismas cosas entregadas, y los inesti 
ten en ancas y otras cosas no fungibleK sin justipreí 
sólo para que conste su valor, los cuales deben re 
como son, concluido el matñmonio. Esta difeienci 
civil produce efectos notables, que no se reflejan i 
comercial ; y bé aquí una modificación del derecho 
hacerse distinción entre la dote estimada y la inesi 
derecho mercantil se atiende solamente á que los 
sido aportados y á que se conserven en poder del mi 
si éste los hubiere enajenado 6 consumido, la mujer : 
como acreedora hipotecaria. 

Los parafernales ó extradotales, si han sido a 
título oneroso corresponderán á la sociedad legal entr< 
De modo que el artículo se reRere á los bienes a< 
título lucrativo, sobre lou cuales la mujer retien 
mientras no se enajenan, y si se enajenaren subrc 
bienes por otros, se entenderá que es duefla tambiéi 
mismo, cuando la mujer casada ejerciere el comerci 
y se constituyere en estado de quiebra, al ser ocupa( 
del marido con los de su mujer por la presunción I 
reputan comunes de los cónyuges todos aquellos r 
cuales no se acredite que corresponden á uno de ( 
marido reclamar los de eu pertenencia, si no est^ 
á los contratos de hu mujer. 

El dominio de los bienes entregados de cualquieri 
que se indican en la letra c, no se trasmite. Permf 
de sus diieSo^, y no pueden ser compreodidos entre 
brado. En esto no hay dificultad, como tampoco en 
letra d, porque se tiene al comisionista como un dep 
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mercancías^ mientras las mantenga en su poder, y al comituite 
como duefío de ellas ; pero si aquel abusare de sus facultades y no 
hubiere entregado aún el precio de las mercancías vendidas al 
comitente, í podrá éste reivindicar el precio? No puede haber 
duda en esto, por la regla de derecho : pretium stLCcedü loco reu 
Es aplicable al Caso de la letra e lo que hemos dicho de acuer- 
do con el derecho comiín. Las letras 6 pagaré* sin endoso no se 
trasmiten, y los endosos sin expresión del valor, se entienden sim- 
ples comisiones de cobro. £1 comitente conserva su dominioi y por 
iguales motivos, las letras y pagara adquiridos por cuenta de 
otros, se consideran propios de éstos. 

Cuando los caudales se remitieron fuera de cuenta corriente^ 
para que fueran entregados á persona determinada, en este caso, 

3ue se menciona en la letra /, el quebrado tuvo sólo el carácter 
e comisionista, y lo mismo sucede cuando se remitieron para satis- 
facer obligaciones determinadas ; pero en el caso de que figuren ea 
cuenta corrieute porque se remitieron con este objeto, la ley pre- 
sume que el remitente quiso trasladar su dominio al quebrado, y 
el perjudicado se considerará entonces como acreedor común sin 
privil^o de ninguna clase. 

Aplícanse también en los casos restantes los principios y lafi 
disposiciones del derecho común, si bien en el de la venta de 
géneros al contado, cuyo precio no hubiere sido satisfecho, mencio- 
nado en la letra h, se aplican eii rigor y en toda su pureza, siendo 
de notar que si los efectos aún no se han entregado al quebrado^ 
el vendedor tiene en su retención un medio más directo y eficas 
para no ser perjudicado, y por tanto, la disposición no es para este 
caso. En el siguiente y último de los enumerados por el artículo, 
las disposiciones comunes tienen que amoldarse á los usos espe- 
ciales del comercio, y si las mercaderías fueren de aquéllas que 
por lo regular no se depositan en almacenes, como mármoles, 
piedras de cantera, etc., habría lugar á su reivindicación, aunque 
no se haya designado sitio dónde hacer la entrega, que ésta deberá 
considerarse como hecha, si el comprador las depositó en lugar 
público ó particular, teniéndolas bajo su cuidado y responsabi- 
lidad. No así cuando la custodia y el cuidado quedan á cargo 
del vendedor. 

12. — ^Del producto de los demás bienes de la quiebra, hecha 
que sea la deducción de las pertenencias de los acreedores con 
título de dominio, serán pagados preferentemente los acreedores 
privilegiados con hipoteca legal ó convencional, graduándose el 
lugar de su prelación respectiva por el de la fecha de cada privi- 
legio, sin perjuicio de lo que previenen las leyes comunes sobre 
los créditos alimenticios y refaccionarios que no procedan de ope- 
raciones mercantiles. 

En esta clase entrará en su lugar y grado la mujer del que- 
brado por los bienes dótales consumidos ó enajenados al tiempo 
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de la quiebra, y por laa arras prometidas en la eBcritiira 
□o excedan de la tasa sefialada por la ley ; es decir, !o i 
rido da ó ofrene por razón del matrimonio ; y en el caso 
da quiebra, durante el mÍRmo matrimonio, no tendrá 
mujer á reclamar uuevamente, con prelación ni sin ellí 
dad extraída en su favor de la masa de la primera q 
razón de dote consumido 6 por arras ; pero será acreedo 
minio álos bienes inmuebles 6 imposiciones sobre éstos 
hubiere invertido aquella cantidad, siempre que la adq 
haya hecho en nombre.propio, y que la escritura de co 
imposición se haya inscrito. 

También entrarán en esta clase los acreedores pr< 
pignoraticios en el lugar que lea corresponda, según 1 
BU contrato, devolviendo á la masa laa prendas que tu 
eu poder. 

Cuando hubiere dos 6 más hipotecas sobre una mi 
contraídas en un solo acto, 6 en una propia fecha, ee di' 
DO roional mente el valor 6 el producto de la hipoteca eni 
la hayan adquirido ; y cuando los hipotecarios no qued 
tos de sus créditos con loa bienes que lea estuviereo i 
mente hipotecados, serán considerados en cuanto al < 
como acreedores escriturarios (24). 

Hé aquí las pocas dispoíiícioues, en su sentido un tan 
confusas, que el Código de Comercio consagra á loa i 
hipotecarios, respecto de las cuales nos dice Cortés y 
" I>e esta lamentable carencia de prescripciones fijas ha 
profunda división que reina entre los juriaconaultos a 
esta materia; confusión que no nos debe extrafíar, pent 
caminan á ci^as por un terreno ignorado, sin distinguí 
a^uno dónde concluyen loa límites del derecho coman y 
loe del mercantil, ni dónde las disposiciones del uno eoi 
mente aplicables á los casos especialea del otro " (25). 

En efecto : los acreedores hipotecarios son de dos clai 
la disposición legal, privilegiados y no prívíl^adoa. 
primeros, que siempre deben ser preferidos para el pt^ 
Lición debe proceder de la naturaleza del privil^o ; i 
dispone el Códigol Qae se gradúe la prelaciónpor Lafecl 

Srivilegio, y esto equivale & destruirlos, dejando sólo á c 
ores la hipoteca. 
£ii conformidad á lo que el derecho común presen 
del privilegio las costas y gastos judiciales, los déla liltii 
medad, entierro y formación de inventario ; y el arren< 

rito de los frutos, la tiene por el precio del arriendo, y e 
la reparación, conservación 6 conducción de la cosa hi 
y el huérfano respecto de lo que con ana bienes se hayac 
y el que prestó para la compra de una cosa con la coi 
que le-qoedaría hipotecada, y el Fisco por sus créditos, j 
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ñeasB dotalea. Pero, laon aplicablefi los diaposi- 
leí Código respecto de éstoa? Véase lo que mbre 
¡ribímos en la nota. 

de los acreedores hipotecarios siguen en el orden 
{ue lo sean por eooritara pública por el orden de 

I sean loa derechos de las tree clases precedentes, 
haber restante de la quiebra sueldo á libra, sin 
bas entre los acreedores por letras de cambio, 
cío ó comunes, libranzas, simples recibos, cuentas 
} cualquier titulo á que no se haya declarado 

de estas disposiciones, siempre que un acreedor 
.mente su derecho de dominio á las mercaderías, 
cualquiera otra especie de bienes que existan en 
eban !^r embuigados, el Juez se lo» mandará 
.udieuGÍa de los síndicos, y bajo una fianza que 
r 6. Ratisfaccióu de loa mismos síndicos, quienes 
j insuficiencia, de que las mercancías ó bienes se 
laxa, en el caso de que en el juicio se declare no 
acción de dominio al acreedor que los hubiere 

8 que no sean satisfechos futuramente con lo qne 
ir de la quiebra hasta el término de la liquida- 
I acción por lo que se les quede debiendo sobre 
Iteríormente pueda adquirir el quebrado en los 
esan en el Código Civil (26). 
iberáu coosiderartie los que sean hipotecarios por 

y que por no haberse tomado razón en el rastro 

comprendidos entre los de la segunda clase. Se 
o por la prenda de verdad que tienen sus créditos. 

no sean de dominio, hipotecarios 6 escriturario!, 
arse sin distinción de fechas ni de documentos, 
in lo que la ley quiere decir á tanto por ciento 6 
« á las cantidades que se les deban. 

procedimiento de concurso contra un comer- 
k calificación de la clase á que corresponda la 

clasificación dul artículo 557 y e^uientee del 
Mediente separado, que se sustanciará instructiva, 
icia de los síndicos y del mismo quebrado. Para 
kción t^e tendrá presente : 

ta del quebrado en el cumplimiento de las obli- 
a imponen en los artículos .')71 y 572 ; 
lo de los balances que se formen de su sitoacióo 

in que se encuentren los libros de su comercio ; 
tu qne está á cargo del quebrado presentar sobre 
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las causas inmediatas y directas que ocasionaron la quiebra, j lo 
que resulte de los libros, documentos y papeles sobre su verdadero 
origen ; y 

é) Los méritos que ofreacan las reiaciooes que en el progreso 
del procedimiento se hagan contra el quebrado'? sus bienes (27). 

Esta calificación es de la mayor importancia para el quebrado, 
pues de lo que se haga, puede resultar su rehabilitación para el 
ejercicio del comercio, ó lá sujeción á un procedimiento criminal. 
És sensible que la ley no le haya dado intervención en ente asunto 
al Ministerio público, cuando puede verificarse un hecho punible, 
y es de necesidad y conveniencia indiscutible dársela conforme á 
los buenos principios, con el fin de que no queden sin castigo los 
delitos quo puedan cometerse, porque la sindicatura, más que la 
represión de un delito, procura el resarcimiento pecuniario de loe 
perjuicios ocasionados por la quiebra. 

Veamos ahora cuáles son los trámites establecidos. 

Los síndicos, dentro de los quince días siguientes á su nombra, 
miento, presentarán al Juez una exposición^ circunstanciada sobre 
los caracteres que manifieste la quiebra, fijando determinadamente 
la clase en que crean que debe ser calificada, y esta exposición se 
comunicará al quebrado, quien podrá impugnarla. En el caso de 
oposición podrán, así los síndicos como el quebrado, usar de los 
medios legales de prueba para acre<iitar los hechos que hayan 
alegado, no pudiendo exceder de treinta días el término para hacer 
esta prueba. 

En vista de lo alegado y probado, el Juez hará la califícaciÓD 
con arreglo á lo dispuesto en el Título I del Libro 3.^ del Código, 
y tanto los síndicos como el quebrado podrán interponer apelación 
de esta providencia, que se les admitirá en ambos efectos. 

El quebrado que haya sido calificado en primera ó segunda 
clase, y el de tercera que haya sufrido su pena, podrán ocuparse 
en operaciones de comercio por cuenta ajena y bajo la responsa- 
bilidad de su comitente, ganando para sí el salario, los emulu- 
mentes ó la parte del lucro que se le den por estos servicios, sin 
perjuicio del derecho de los acreedores á los bienes que el que- 
brado adquiera para sí por este ú otro medio, en el caso de ser 
insuficientes los de la masa para su completo pago. Los quebrados 
que se encuentten en este caso, cesarán en la percepción de los 
socorros alimenticios que les estén asignados (28). 

La pieza de autos correspondiente á esta sección empezará con 
la exposición de que se trata, la que ñehiendo fiOT drcunatanciadaj 
comprenderá la conducta del quebrado, y dirá si ha cumplido la 
obligación de presentarse con los documentos necesarios ; el resuK 
tado de los balances y el estado de los libros; las causas inme- 
diatas y directas de la quiebra y los méritos que ofrezcan las 
reclamaciones hechas contra el quebrado y rus bienes, terminando 
por fijar la clase en que crean que debe ser calificada. Esta expo- 
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sición debiera pagarse antes que al quebrado, al respectivo agente 
del MiniRterio público, para que deduzca su pretensión sobre califí- 
cación de la quiebra; la cual si se declarase de 3/, 4.^ 6 5/ clase, 
dará lugar á la formación de causa criminal. 

No dice el Código que el Juez competente en lo civil se 
inhiba del conocimiento, cuando sustanciado el expediente resul. 
taren mérito«t para calificar la quiebra de culpable, de fraudulenta, 
6 de alzamiento, y que en tale^ ca^os se remita original ó en testi. 
monio al Juez que conozca de los asuntos criminales. Nos parece, 
sin embargo, que éste es el procedimiento que debe seguirse, 
porque los Jueces de lo civil no están autorizados para castigar 
los delitos. 

El Código no dice tampoco dentro de qué término podrá ejer. 
cerse el derecho de oposición ó impugnación ; pero como se trata 
de contestar las pretensiones de los síndicos, oreemos que el tér. 
mÍDO no puedo ser menos que el de seis días. 

Todas estas omisiones y aun otras en pimto al procedimiento 
revelan descuidos del legislador que son dignos de censura, y 
debemos esperar que se remedien y subsanen en la reforma del 
Código. 

15. — La rehabilitación es la declaración de que un comer- 
ciante que ha estado en quiebra, ha cesado en su interdicción y 
ha sido reintegrado en el estado y en las condiciones á que antes 
de la quiebra se encontraba, y corresponde al Juzgado que hubiere 
conocido de ella, el decretarla. 

Hasta la conclusión definitiva del expediente de calificación, 
no será admisible la instancia del quebrado para obtener su reha- 
bilitación, no pudiendo ser rehabilitados los alzados ni los califi.^ 
cados de fraudulentos. Los culpables ó de tercera clase podrán' 
serlo, acreditando el pago íntegro de todas las deudas liquidadas 
en el [procedimiento, y el cumplimiento de la pena que se les 
hubiere impuesto, y á los de primera ó segunda, será suficiente 
para que obtengan la rehabilitación, que justifiquen el cumpli. 
miento íntegro del convenio que hubieren hecho con sus acreedo- 
res. Si no hubiere mediado concordato, estarán obligados á probar 
que con el haber de la quiebra, ó por entregas posteriores, si esto 
no hubiere sido suficiente, quedarán satisfechas todas las obliga- 
dones reconocidas. 

A la solicitud se acompañarán las cartas de pago ó los recibos 
originales por donde conste el reintegro de los acreedores, y el 
Juez, en vista de los documentos presentados por el quebrado y de 
todos los antecedentes, decrétala ó negará la rehabilitación, según 
lo indicado anteriormente, ó la suspenderá si sólo faltare algún 
requisito sultsanable, que es lo má.< justo. 

Por la rehabilitación cesarán totlas las interdicciones legales 
que produce la declaración de quiebra, y los comerciantes que 
obtuvieren la reposición del decreto de esta declaración, en la for. 
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ma prevenida (artículos 581 á 585), no necesitarán ser rehabili- 
tados, porque en este caso no hay declaración ejecutoriada de 
quiebra (29). 

'^La ley, como lo han dicho La Sorna y Reus, no podía con- 
ceder indistintamente las rehabilitaciones confundiendo las quie- 
bras procedentes de desgracia con las que lo son de fraude y de 
dolo, sin herir el sentimiento público, debilitar el principio moral, 
destruir en gran parte el crédito del comercio y aminorar el pres- 
úgio de los que lo ejercen.'' 

£s indudable que la voluntad de los acreedores 6 la liquida- 
ción definitiva de los bienes, no hacen desaparecer las consecueu. 
cias de una sentencia ejecutoriada y pasada en autoridad de cosa 
juzgada, ni borrar los caracterea que imprime la quiebra en el 
fallido. Sólo por medio de la rehabilitación puedeu realizarse esos 
resultados, la que es, como se ha indicado, la resolucióu de la auto- 
ridad judicial, restableciendo al fallido en el ejerci(do de todos los 
derechos de que le había privado la quiebra. 

*' Después de las sanciones penales, decía M. Quenault, la ley 
coloca en último lugar la sanción remuneratoria, destinada á pre- 
miar los esfuerzos y los sacrificios, á precio de los cuales, el comer- 
ciante intenta salir de la mala situación en que ha caído y volver á 
la posesión de todos sus derechos y de la buena opinión de que antes 
disfrutaba. £1 honor es el móvil de esta institución ; las ventajas 
que presenta en perspectiva son de una naturaleza puramente 
moral y sacan su valor de la opinión ; porque la opinión aprecia 
siempre los esfuerzos y los sacrificios que se hacen para alcan- 
zarla.'* 

He aquí las razones que motivan las distinciones legales en 
esta materia y las que sirven de fundandento á la institución. 

La redacción diferente de los artículos que tratan de la rehabili* 
tación de ios quebrados culpables ha llamado la atención de los co. 
montadores, y la de los de primera y segunda clase, que correspon- 
den á los 619 y 620 de nuestro Código, para la rehabilitación en 
aquéllos, se exige pago íntegro y cumplimiento de pena ; y para 
la de éstos, el cumplimiento del convenio ó del pago, sin hablarse 
de pena, que no se les impone ; pero preguntan, i por qué se exi^ 
únicamente el pago íntegro de todas las deudas respecto de los pri- 
meros, y se exige el cumplimiento del convenio respecto de los se- 
gundos ? i Será que los quebrados culpables, á quienes los acreedores 
hubiesen concedido rebaja, no podrán ser rehabilitados ha-'^ta que 
paguen la totalidad de los créditos 1 No creen que así sea, porque 
el convenio es una novación de contrato, y cumplido éste, el aeree* 
dor que ha remitido una parte, al cobrar el resto hace el cobro de 
toda la deuda. 

No satisfechos con esta explicación, dicen, además, que los 
acreedores pueden libremente remitir el todo ó parte de sus crá- 
ditos, pero no dispensar de la pena al culpable ni conceder la 
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que no la merezca, porque lo primero, como de 
epeude deEu voluntad, mas lo ^eguudo, como de 
> dispone la ley, y á nadie es dado impedir loe 
la ley. 

ódigo <Je la instrucción de la rehabilitación no 
urte el Minieteno tíacal, cuya audiencia consíde- 
yla; ni dice nada acerca de laapelación. Creemoa 
ia Robre la rehabilitación es apelable en ambos 
instancia acerca de 6etA, debe iustrufree en el 
3 del juicio en que la califícacióu se ha ventilado. 
>ién, que la rehabilitación puede obtenerse dea- 
e del comerciante fallido, por solicitud del con. 
:e, de los hijos, paTÍentes y aun de los amigos, 
uarde silencio sobre esto. Ella no ha seSalado 
■ara pedir la rehabilitacióa, y es claro que eo 
puedan solicitarla dichos interesados, siempre 
condiciones requeridas. No es posible negarles 
lir para la memoria del finado el restablecí miento 
6d que de la rehabiliuición resulta, 
pusima^ ni tratar del juicio de coucurso de aeree, 
uvenio entre é-tos y el coucurEado. Todo lo dicho 
lente aplicable á, los comerciantes quebrados, 
particulares pueden celebrar conciertos y transac. 
icreedores estableciendo el modo do pagar sus 
Tazón para privar de este derecho á los comer- 
1, especialmente cuando su situacióu proceda de 
i'istas é irresistibles. 

ebra hubiere sido caliñcada do tercera, cuarta ó 
mos que no sería justo acceder á la solicitud del 
ilquiera de Ins acreedores, que tenga por objeto 
juuta p:»ra tratar de convenios. 
la reforma do nuestro Cóitigo, convendría intro- 
posiciones que fijaran las reglas de proceder, los 
ilidades necesarias para la solicitud, la aproba- 
, la impugnación, etc. 

s la cuestión de las quiebras en el derecho Ínter- 
asideración al cariícter universal qtie ella tiene, 
s cuestiones del cambio y otras de interés comer. 
FÍene discutiéndo'e entre los juriscoa-^ultos y trata- 
Congresos jurídicos, el tema de la unificación 

ituciones federales «e prestan á la adopción de 
!T verdaderamente nacional la obra de eaa unifi. 
í de quiebrns, y en todas las de legislación civil, 
I, — el de los convenios. Provóquese el concurso 
los Estados que constituyen la Unión ; porque 
e éstos, mientras no se reforme la Constitución 
13 
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nacioDal, no sería ponible determinar 
deben tener ]oh procedimiealos judicia' 
beratÍTax de las quiebras, dictaHas en im . 

La idea de iiua ley federal «obre qui 
y muy realizable, imponiendo vatiacioni 
tivo de los Estados, baciemto uniforme!) 
de BUS respectivos pueblos, las reglan esen 
nacioDal, fijando las bases, los límites 
Tribunales, y permitiendo la ejecución de 
la ley, en este sentiilo, bastaría someterh 
Legislaturas de los E-tados. 

i Por qué los efectos de la declaraciiín 
en Cundinamarta, no ha de extenderse : 
Estallos! i Por qué la qniebia que se rep 
de extenderse tamliién á la de los no coto 
quiebras civiles / (30). 



N0TA3 DEL OAFÍTÜL 

(1) AH». 835, 6S7 j 628 Hel Cóiligo de Oom 
ObnérVBnHe procrdimientoe espei-'iiilee. se^í 

laaqiiiebraa de las compuñias de ferrnrarriles, < 
logas. Anotamos <ii]q In \ey es[)BS'ila (12 da No 
que las de esta clase (|iie no piiednn cubrir sus < 
tad de presentarae al Juez compelente con el I 
qtie Be dicte I» suspensión de pH^ns, lo cual ] 
eject)tivo y íihliga a las Cempiiriías í cnsignHi 
cubrir los gastón de adniiiiislradóu, cx)ilotaL-ión 
eos ó CnJHB de depósito. Se oliedece un eaton pi 
ción directa qne el Esi^ado debe ejercer sobre e 
la administrauión c-1 Consi'jo da la iucautación 
y mientriiB la vía férrea no se enajena, los aci 
percibir loR produttna liqnidns. 

(2) Art. S.'iGdBlcitad.iCiJdigo. 

(3) En la ley I.', tít. Vil, Piírt 5.', encontr 
raniento la palabra comerrianft». en estos li 
llama<loB mercaderes todos aqnellos q' e venden 
GOU intención de lan vender á <iiri, por ganar en 

(4) Según el artfcnl» 6.° de la ley de 6 de 
bleciniienlo de Buncod da eniioión en el Eitiido 
mercio todos los que se celebren cnn Ins Biin 
conierciaiitea lúe contraycnteB, y sea cual fue 
contratados. 

(5) Ana. 12 á 15 y 620 del citado Código de 
<6) Art, 557 del citado Códipo. 

En las andguna Ordrn:!n'.taH de Bilbao eólo 
distinguían: ei atraso ó snsiiensión de pngos, 
qniebr» fraudulenta. En é^ta ae ¡nclninn Uis c 
entendía por alzamiento la ocnitación A' paraun 

La ley tranceaa distin^na entre quiebra y 
primera existe cuando la cesación de pagoa p: 
tablea, y la segunda cuandn procede de faltas ó 
simple por lazón da esas faltas y fraudulenta pi 
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üád. de O. 

61 delid«m. 

del Cód. Civ. del E. ; »a conooiduite del de la ü. 
583 del Có(i. de O. 

re fraudulertaa I&h qniebras de loa corredores, segua Ik 
n Eapaña, ain admiltr excepción «n contrario j con tal 
lie liicierou par su cnent« en nombre propio ó ajeno 
tráfico ó giro, ó que se constituyeron earaotes da las 
iitervinjeron c»tiio corredores, aun cuando no proceda 
otivo de ta quiebra. 

665 del citado Cód. de 0.~(13) Art. S6S del Ídem.— 
m.— (15) Art. 569 del Ídem.— (16) Art. 580 del ideío. — 
! del Ídem.— (18) Arta. 681 al 687 del idem.— (19) Arte. 
-(20) Artn. S93 j 593 del idem— (21) Arla. 504 al 598 
, S97 del idem. — (23) Art. 600 del idem. La dÍRpoaición 
;onfnrme cnn lo preceptuado en la ley 17, lit. II. Part. 4." 
eos del (3ód. de O. L« ley de 8 de Febrero de 1865, 
, preteptáa en BD articjlo 16, que en caso de qníebra 
lion, depÓHÍto, giro y descuento, no hay acreedores pri- 
lo crédito comprobado aera cubierlo de la m^aa gener»! 
les condiciones que loa demás. Según la de 11 de Enero 
Íes de Bancos bipotecarios se conníderan civiles. De 
la de graduación de créditos ss observarán las reglas 
Estado (ariículo 5.°). 

•.eioTiario dt LegitJaeión de esle autor, en el cual se d> 
opiniones de los jurisconaultos. 
que los acreedores liipotecarios privilegiados seclasiS- 

de Hacienda pública, en caso de haber alguno sobre el 

liencH de la quiebra; 

lictalea y loa gustos da la ai 

ma enfenuedail, entierro y funer 

arrieudo respecto de loa frutos i 

aalvamento, repara 

«etoa y derrcboa reapectode loa efo'-tos trasportados ; el 
le comprende el que prestó para la compra con el pacto 
do; el bi'.érfuno reapm'to délo comprado con eu dinero; 
precio Diientras estuviere la coaa en nu poder, ainiqiie 
l>ÓRÍro, si'udn el contrato mercantil ; y la mujer por bu 
eiidoES cuando ella pueda accionar como acreedora de 
da por loqne acredita. 

piíiión en que se tratado hermanar el derecho común 
ticas tomerciales, liwy otra opinión qiie parece mas 
o que iio puede haber más privilegiado a que liis si- 

lidoa al tmtarae de la venta judicial de ka naves, á 
le Hacíend», lae coataa jndi i;ile8 y venta de Ina navea; 
:ije, ionel»d;iH, ancoriijo y deiiiáit de puerto ; los antarios 
B coiiserviicióii defde la entrada al puerto; el alquiler 
í hayHU cuatodiado tiiaaparej'ifl y pertreclioa de la nave; 
m a<'re<litndos por el capitán renpecto del último viaje ; 
le viiije haya contraído, y lo adeudado por miiteriales y 
>natruir la nave, repararla, aparejarla, y aproviaíonarla; 
a; la prima de seguros, y la indemnización á los Car- 
los géneros tío entregados á los consignatarios y lo 
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coireepondiente á Ue averías ; 2." Los onnÉígnatariot 
mitidos ; 3° Loa gastOH do trnsporlo ; 4,° Los acreedi 
cambio respecUi de sus fianzas ; 5.° Los acveedores a 
refacción arios. 

Obsérvafie qne difieren estaa doa opinionea sólo en 
como prívilef^iados 1a Hacienda 7 el dote de la mujer, 
rechaza ambas preferencias. 

Be observa, ademáa, en vista del silencio de) Códig 
duda y confusiones, que sólo uos dice, pero sin expr 
6 sin el, qne ta mujer entrará eo su Ingar y grado entre 
tecarios por sus bienes dótales consumidos ó enajenai 
quiebra. 

(36) Arta. 606 d 609 det Código de Oomercio. B 
Tribunal Supremo de España se resolvió que no son c 
loB que proceden de pagarés, porque aun cuando Itajt 
recaído sentencia de remate en el juicio seguido para 1 
variar su natnraleza. 

Una lej vigente en el Estado (de 10 de Septiembre' 
loa instrumentos púbticoa tendrán prelación en todo c 
mantos privados. 

(27) Arts. 610y 611 del Cód. deO. 

(28) AtIh. 612 al SIS del ídem. 

(29) ArtH. 616 al 623 del idem. 

(30) El Ministro italiano Villa, haciendo sentir ta ne 
dos internacionales, eipnao en el segundo Congreso jurl 
cin: " Ninguna norma existo hoy acerca de la encada i 
de quiebra pronunciada en un Estado puedan ejercer 
loabienesdel quebrado y su capacidad legal ; ningima t 
facultades de los BÍndicoa nombrados en un Entado 
asuntos existentes j que se solventen on otros Estado 
poco ninguna norma aceren da las graves preguntas qi 
tienen divididos los pareceres de los escritores y pronu 
prudencia, loa cnalen sólo hacen caso de los trutados de 

" La necesidad de regularizar dichas relaciones es 
comercio es cosmopolita, y da este mndo será posible 
denes que hoy se deploran y que consisten en las espf 
la quiebra. 

"Cuando losefecfos jurídicos do la sentencia decía; 
no fueren ejecutivos t-ólo para los consocios del Salado 
Tribunal, sino que se extendiesen á loa otros Estados; 
válido el absurdo principio de que el patrimonio único 
constituye otros tantos patrimonios cuantos sean los ] 
y ejercita su comercio ; y que en consecuencia no suced 
ha sido incapacitado en la nación en que ae declaró h 
cnpaz fuera de ella ; sería nenoa natural el interés qu( 
en nn Estado los comerciantes que tienen cstablecimiei 
nes, y especialmente el nlto comercio experimentaria gri 

Há aquí el testo de las resoluciones tomadas por el 

"Visto; que el interés del comercio reclama que lo 
de quiebra no ae circunscriban al territorio de nn solo i 
tiendan al mayor número posible de países civilizados ; 

"Que la actual diversidad do lúa legislaciones hace 
de una ley úni<a ó inteinncioiial sobre la quiebra; 

" Es de parecer, haciendo voto.-" por una logiaiación ^.^u.^.,, .¡..^ o» ■-«■■. 
veniente por ahora limitarse al sistema de uno o máa convenios incer> 
nacionales. 

" Las bases fundamentales serían laa siguientes : 



J 
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nal competente pftrs declarar la qaiebn y continuar el 
] lugar en qae el comeroiante tenga bu principal esta- 
ncia declaratoria de quiebra y las otras pronnnciadae dn- 
sodráa en el territorio de todoi loi Estados contratantes, 
>d de cosa juzgada, y darán In^r a proTÍdencias conserva' 
¡a j adra i niat ración, á condición de que se publiquen, 
proceder á cualquier acto de ejecución coactiva en otro 
rá antes una orden de Pareatit de la autoridad local, 7 
en el tntado, sin qne pueda recusarse el Pareatis más que 

i eentenoia emane de un Tribunal incompetente ¡ j 

o sea ejecutoria en el Estado en qne se pronuncio. Seme- 

ueceptible de oposición en forma conteociesa, y no teodii 

cciones á la capacidad comercial de la quiebra, el nombra- 
res de loe adminiatradorea, la forraa prooteal, la admisión, 
M del concordato, la liquidación y el reparto, se rogla- 
leyos del país donde se lia abierto el juicio. 
choB reales, las razones de preferencia por hipoteca, privi> 
y tos derechos de reivindicación, distracciou Ó retención 
ebles ó muebles, ee regularáo, por el contrario, por las 

I» situación material de los bienes, en la ópoca en que se 
o, correspondiendo hi^go al Estado internacional deter- 

precjao ouál deba ser el Tribunal competente para decidir 

ucítáu en el Tratado dispcaicionea especiales : 
amentarla publicidad de las sentencias ; 7 
rminar las reapectivaa relaciones de las autoridades jndi- 
itas naciones contratantes con respecto al complimieato 
nternacionales. 

o podrá concretarse por ahora á la quiebra de los comer- 
n vigentes las leyes de cada país en cuanto & la insot. 
)meiciantes. Tampoco se extenderá á la acción penal de 
laráo también vigentes los convenios de extradición." 
ición lie E. Bnisa, sobre loa últimos CoDftresos jurídicos, 
it. LVII, pá;;. 311 7 signientea de la Revista general dt 
prudencia, de España. 

esta Revista los tomos XSI, página 436 ; XXVII, pígi- 
57III, páginas 24, 121, 123, 231 y 292;XXSII, pá|[i- 
!, página 483 ; XLIX, página 110, conaultas despachadas 
; L, página 61, consulta contestada por Fomer, 7 pági.> 
poteca naval, por D. A. Ondevilla; LII, pfginas 127,135, 
ornia de la legislación vigente sobre quiebras, por D. 3, 
iginas .^2 y 60 ; el Código de Comercio de España, arre- 
. de 18S8. anotado y concordado por La Serna 7 Reus ; 
íonado de legislación y jui-itprudenda, diplomático y 
. Cortés'y Morales; ]a L^ de enjuiciamiento civil dt Espa- 
lada y anotada bajo la dirección de D. E. Beus ; los obras 
.cnnsiiltH argentino D. José María Moreno, tomo 2.°, y el 
jvieiot, porD. B. Lira, tomo I-", páginaSO 7 sigaientea. 
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CAPITULO I 

DSI. ABINTESTATO T LA FBETENCJÓtf 

Rksühen.— I.** Ratón d«I método ; definicJiíii de eel 
cia, en objeto y aas dos períodos. —2.° Modos d 
dice qne es taBUmeiitaria, y cuándo intestada un 
neralea y reglas relativaa ¿ la intestada ; orden d 
Be veriñcaD ; en qué conaiBle el derecho de repre 
necesita para que pneda prevenirse el abintestadi 
tivaa ; casos do intervección consular ; f ándame 
de oñcio ; competencia de los Juecea. — 1.° Pon 
miento del jaicio ; auto qne declara yacente la 1 
debe contener ; lo qne es herencia yaetnte, 7 lo q 
nnnciante ; en qné efecto ae admiten lae apelacii 
de Ib heTencia jacente ee dativa; quién pneds pr 
biendo herederos extranjeros, j quiénes poedei 
miento ; diligencias previas ó disposiciones extec 
bienes ; representación del carador ; sns facultad 
temccián y sn remuneración ; cuándo cesa estt 
reglas relativas á la sncesión intestada; los coló 
dos de la Dnión y los extranjeros son llamados á 1 
del individno de otro de los Estados ó del eztran, 
& fuera del Estado 6 de la unión, y sucesión de I 
colombianos que dejan bienes en otro de los Bstt 
entrega de bienes at Cónsul ó Vicecónsul, y form 
ren ; resumen de las funciones consulares ; leyes 

1." — Nuestros Códigos Judiciales empiea 
apertura y publicacióa del testamento al ex 
Bobre el procedimiento en los juicios de eui 
muerte; materia que corresponde ti la jurist 
de la cual hablaremos en el último Título de > 
á la exposición de todos los actos que cone 
desenvuelve y manifiesta esa jurisdicciiín en 1< 
y eu los comerciales. Agruparemo.s en él todo 
resorte ha sido omitido en dichos Códigos y e 
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' en el de Comercio, determinando á la ves 
ceciales establecidas para loe casos eo que sa 

, en seguida, las diligencin!) de oficio quedeben 
>ar el extravío 6 pérdida do los bienes beredi- 
ys entran por lo mismo en el objeto que indica 
rafe del presente capítulo, 
testato procede cuando una persona ba muerto 
to y se Ignora quiéoee eoo sus herederos. El 
ice á ocupar y poner en seguridad los bienes^ 
leB á quien corresponda con arreglo ú. las leyes, 
siones procede prevenirlo, averiguaremos lue- 
a. de verificar esa prevención. 
Kincepto de los comentadores, lo más pro* 
más lógico y conforme al método cientifi. 
io en primer término de las testamentarías, 
no hay dieposicionea testamentarias, lo que 
1 se reduce á practicar aquello que se pro. 
, voluntad del finado; pero algunos dldigos 

seguido el orden inverso, teniendo tal vos 
lie el abintestato concluye por acomodarse 
il juicio de testamentaría, raz<íu que no es 
que las diligencias preventivas constituyen las 
uel juicio. Siempre resultará que el abiutes. 

pues se concreta mái bien ít indagar y deola- 
erederos, que á. la división y adjudicación de 
itancia que es necesario tener presente para 
nes leales la interpretación y aplicación que 

amentaría, en efecto, es la regla general ; pero 
litros Código^; no han consagrado uo capitulo 
da íi tratar de las testamentarías, y que lo 
está diseminado en sus páginas. E<ta nueva 
de nuestros Códigos, ó esta refuudi ion de ain. 
olo y en un solo Título, llamado Juicio dt 
le muerte, nos parece lógico y de lo más acer. 
|ue hay herederos conocidos, ya lo sean por la 
lor, ó ya por la declaración del Juez compe- 
testamentaria y la del abinteiítato siguen los 
tos, y la situación de^de ese momento es la 
juicios que persiguen fines idénticos, 
irse dividido el abinteetato en dos períodos, 
■oceder estalilecido. En el primero no existe 
te judicial, y por esto uo se !e da el nombre 
Q lo que á él se refiere tnítase tan sólo de las 
fa.=. En el segundo perío.lo recibe ya aquella 
desde el principio interviene el Ministerio 
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pdblico como parte obligada, y eo su progreso suel 
opoRicioneH ó controveraias. 

Esto supuesto, daremos una idea general de las a 
cáu8a de muerte, esaminacdo y analizando especiali 
posiciones relativas al abinteetato. 

2.° — Se sucede á ima persona difunta á título 
título singular. Es univeraal cuando se sucede en toe 
derechos j obligaciones trasmisíbles, ó en una cuota 
eingular cuando se sucede en una ó mus especies 6 
tos, 6 en una 6 más especies indeterminadas de cíen 
Bncesióti se llama testaTnentaria, si se sucede en vir 
mentó, y si en virtud de la ley, inteítada 6 legíti/ma 
parte testamentaria y parte inteütada (1). 

Sucesión y herencia son sinánimos eo el derecho, 
nio de los que mueren se considera como una univf 
todo juridico, ú que se dan los espresados nombres, 
no sólo de los derecho», sino también de las obligac 
funto, cTiya representación pasa por su voluntad á le 
instituido de herederos, ó pasa por disposición de la 
ésta tiene desigoailos, no existiendo aquella instituc 
dimana la división hecha en las sucesiones, y que ha 
cíales que se denominan mandas ó legados. 

No hay ya vinculacioues ni mayorazgos. Las fu 
esta clase han desaparecido y no tienen sino un a^pe 
como que fueron suprimidas en nuestro país desc 
1824 (2). 

Eo efecto, las leyes reglan la sucesión en los bit 
difunto no ha dispuesto, ó si dispuso, no lo hizo con 
cho, 6 no hun tenido efecto sus disposiciones. Ellas i 
origen de los bienes para reglarla ó gravarla con n 
reservas, ni al sexo ni á la priraogenitura. Llaman 
dientes, ascendientes y colatcraluü legítimos; & los h 
hermanos naturales; al cónyuge sobreviviente; y 
federal al Fisco, ó al Común de los Distritos, en el ] 
éste ó la Nación adquieren los bienes en virtud de 
supone la falta de herederos, no pueden ner cocside 
ni el Común de los Distritos como sucesores ó hi 
sentido técnico de la palabra. Es en virtud de su dei 
ranía, que el Estado o la Nación adquieren los bienc 
que se encuentran en su territorio, sean muebles óin 

La Bucesióü se verifica por derecho personal ó po 
representación. La representición es una ficción le 
supone que una persona tiene el lugar, y por consig 
do de parentesco y los derechos hereditarios que ten 
6 madre, ñ aquél ó ésta no quií'iese ó no pudiese 
que por este derecho suceden, heredan en todos los ci 
pes, es decir, que cualquiera que sea el número de lo 
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liubíera cabido al padre 6 madre tepreaeotado eatre 
ales partee. Sólo tendrá lugar en la descendeacia 
de loH hermaoos, j eo la de Gus hijos ó hermanos 

ie repreeentaciiÍD ha sido imaginado con el fin de 
iteres de loa hijos el mal que les ha causado la 
ira de sus padres, y para que tenga lugar es preciso 
atantes aeaa hijos 6 descendientes del representado. 

en favor de los ascendientes, porque no e^tá ea el 
uraleza quelites representen á los descendientes, 
arecho en la línea colateral á los hijos de lo^ ber- 
descendientes, tiene el sistema grandes incoere- 
'os, en coDcepto de los comentadores, porque divi- 
íún en ramas múltiples, viene á ser una fuente de 
e pleitos. 

xpuesto, las leyes atienden en sus llamamientos 
resunta del difunto. Suponen que éste, si hubiera 
tameoto y hecho alguna institución, habría llamado 
& aquellas personas que mds estrechamente le esta- 

los vínculos de la sangre, por el parentesco y el 
ose en los casos en que el testador, faltando á los 
imponen In naturaleza y el derecho civil, hubiera 
sonaa extrafíaa y excluido sin una causa justa á las 
zeilerle, y también en el de que el testamento sea 
a s6lo respecto á la institución de herederos, 
uí de los colaterales del grado mus próximo, que 
>tros, no extendiéndose más allá del décimo grado, 
obreviviente no divorciado, porque el que lo est4 
scho de herencia, t,i por su culpa hubiere dado 
o. £q cuanto á la computación de grados, véase lo 

la nota (4). 

leda preveuirse el juicio de abiotestato se necesita 
a existencia de dtaposiciún testamentaria, y se ig- 
do haya dejado heredero", como hemos visto. 
que de cu'ilquier modo llegue í noticia del Juez 
> Juez nacional de primera instancia, por denuncio 
gente del Ministerio público, que en el lugar de su 
luerto una persona sin dejar albacea, cónyuge 6 
o cargo deban estar los bienes dejados por el dí- 

la sucesión tiene interés la Nación como heredera, 
edora, pasará al lugar en que haya sucedido la 
rciorándose de estos hechos con las declaraciones 
taron en compañía del difunto, de sus vecinos, 
rsonas, procederá á practicar las diligencias si. 

á debajo de llave, sellando las puertas, los muebles 
sucesión, con excepción de los muebles douiéati. 
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coa <le uso cuotidiano, cuando el difunto hubiere 1 
paSía de otras pemoDOB ; 

b) De estoB últimos muebles formará una lista 
por aqucllai persoaae en cujo poder queden ; 

c) Pondrá una guardia que dará la policía, si 
Bario, para la custodia de los bienes ocupados; 

d) Dispondrá lo conveniento para el entierro 
perjuicio del snmarío que «e practique por el m 
otro funcionario de instrucción cuando se eepa 6 
muerte haya sido violenta ; 

e) Librará los exhortos del caso para que se p 
diligencias respecto de los bienes que existan ei 
cuando se tenga de ello conocimiento ; 

f) £xaroÍDaTá los papeles del difunto para de 
jado testamento ó herederos abintestato ; 

g) Si del examen no apareciere testamento, r 
que el Notario ó los Notarios del respectivo círcí 
el ñnado otorgó ante alguno de ellos su testainent 

h.) Examinará ¿ los parientes y amigos del 
mismo objeto de descubrir si ¿ste había otorgado 
^e oyeron decir que lo había hecho, y ante quiéi 



i) En caso de haber acaecido la muerte de n 
enfermedad, examinará tambico al médico, al con 
tentes, con el objeto indicado. 

Ed la práctica de estas diligencias, el Juez pi 
á presencia de su Secretario y de dos testigos, y 
comdn ; sin perjuicio de que oportuuamente se p 
sellado que se debiera haber invertido, y que se 
diendo á solicitud de parte. 

Cuando el difunto fuere extranjero y hubii 
£^nte consular de la nación á que aquél pertent 
tara personalmente á éste, y con su audiencia p 
gencias enunciadas, pudiendo presenciarlas, pi 
consular no concurriere á ellas, no por esto deja 
Juez conforme á lo prevenido. 

Practicadas estas diligencias, el Juez del dist 
lo actuado al del circuito, quien al recibir el ei 
nará lo liecho y rectificará las faltas que notare, c 
las providencias que e&time oportunas. En las c 
cuito practicarán los Jueces de él las diligencias i 
á los de distrito, á prevención con éstos (5). 

Estas son las primeras, las más urgentes é 
gencias en todo abintestato, que se comprende 
período. 

Como la sucesión en los bienes de una perso 
mentó de so muerte, y ee regla por la ley del de 
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oepciones legales (6), es Juez competente para 
, el del domicilio que tuviera el difunto, segúo 
I Título preliminar ; y bí le tenía en el extrao- 
lugar de su líltimo domicilio en Colomtjia, & 
ir parte de eus bieDe!<. Esta compcteDcia eb eo- 

de que el Juez del lugar del fallecimiento, si 

1 otro Eíítado, adopte las medidas necesarias para 
del cadáver y seguridad de los bienes que allí 
expedita bu jurisdicción al que deba conocerdel 
itiéodole al efecto las diligencias que se hayan 

litad ofrece la ejecución de estos preceptoB, j 
er que el finado, sin haber perdido su calidad de 
. BU domicilio en el extranjero, al tiempo de su 
1 ente caso será Juez competente, como se ha 
' de su último domicilio en loa Estados Unidos 
ode esté la mayor parte de sus bienes. El fuero 
i establecido como regla general para loa abin- 
Qtarias. S6Io cuando no eo sepa ó se dude cuál 

0, deberí conocer el del lugar donde se encuen. 
I de los bienes. 

ato de oficio está fundado en la protección qne 
restar á los que por su ausencia ó su incapacidad 
' al cuidado de sus intereses, y en la considera- 
bienes quedantes pertenecen al Distrito ó á la 
I haya herederos testamentarios 6 legítimos. Si 
bilidad de que esto llegue á suceder, ó si los 
ty no necesiten de aquella protección, el Juez 
de toda intervención en el abintestato, dejando & 
libertad para que procedan como crean mascón- 
ecbos. 

las primeras diligencias bastará que por cuat- 
gue á noticia del Juez del Distrito, 6 del Cir. 
nacional, la de haber ocurrido el caso sefía- 
todas las contingencias posibles, xatisfaciendo 
le la administración de justicia. Se part« del 
aiento, y para partir de ese hecho es preciso 
snsiderarse como intestado el fallecimiento de 
ido no se presenta su tesianiento ni consta su 
onsiguiente corresponde practicar la prevención 
ibiere herederos reconocidos ó declarados. Tam- 
a prevención, siempre que exista la posibilidad 
os puedan Eer defraudados, por su ausencia ó 

1, ó siempre qua se solicitare por los interesados. 
! reputan tales los parientes que se crean con 
icia, el cónyuge supérstite y los acreedores que 
D que justitique su crédito, si es que no lo tienen 
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aaegurado con hipoteca ú otra garantía, porque entonce 
rece el motivo de la prevención. 

Puede prerenirxe el abintestato á solicitud de parte 
artículo 1,058 del Cúdigo Judicial del Estado, en concord 
el 1,284 del Código Civil del mismo, reproducido en el 
de la Unión, los cuales disponen que desde el momento i 
una sucesión, todo el que tenga interés eo ella, 6 se pre 
pueda tenerlo, podrá pedir que los papeles y muebles di 
gíóq se guarden bajo llave y sello, hasta que se proceda 
tario de los bienes y efectos hereditarios, y si éstos estu 
diversos Distritos ó lugares, el Juez ante quien se bubtei 
dirigirá, á instancia de loe herederos 6 acreedores, órd 
hortos á los Jueces de los lugares en que se encontran 
nes, para que por su parte procedan & la guarda y sellad 
el correspondiente ioventano en su caso, eegáa el arifc 
6 1,280 de dichos Códigos. 

Así, aun en el caso de que conste la existencia de d 
Éestamentaria, podrá tener lugar la prevención, si los ii 
como partee en el juicio, lo reclamaren ; porque lo que 
porta es proveer 6. la seguridad de los bienes basta que 
deros puedan recoger la herencia. La muerte, )a ape 
trasmisión de la herencia, se causan en el mismo instan 
ellos DO hay intervalo de tiempo : son indivisibles. 

Si cuando se ignora quiénes son los herederos, es indi 
para prevenir el abintestato garantizar la conservaci^ 
bienes con precauciones tan solemnes y eñcaceü, i no 
hacerse lo mismo al Gaberse que los herederos presun 
ausentes ó son incapaces 6 menores^ Tales circunsta 
motivos suficientes para redoblar la vigilancia de los 
hacer, si cabe, aun más severa la custodia de los bienes, pi 
de curadores á dichos menores ó incapacitados. 

Se adoptarán las medidas mfis indispensables para e 
miento del difunto, si fuere necesario. Los gastos que 
sepelio se decretarán con cargo á los mismos bienes ocup 

No bastará que se dejen en lugares seguros, cerrados 
los bienes, papeles, libros y efectos susceptibles de susi 
ocultación. Pensamos que deben depositarse en perdona 
bajo la responsabilidad del Juez y mediante inventario 
bienes y papeles á cuyo mantenimiento se debe atender, y tenemos 
por lo más acertado, que el Juez oficie á la Administración de 
correos para que se le entreguen todas las cartas dirigidas al di- 
funto que lleguen al lugar de su muerte ó donde el Juez tuviere 
su residencia. 

La correspondencia puede utilizarse como medio de averiguar 
la verdadera situación del difunto, y como meilio de conocer si 
tiene 6 no herederos, si ha muerto testado ó intestado, y también 
para los efectos de la administración de los bienes relictos, su ocu. 
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odia. La apertura de la correspondencia debe hacerse 
i partir del día en que comienzan & piacticaiEe estas 
7 de cada acto de apertura se extenderá la correspon- 
icia en los autos, expresiva del Diimero de cartas, 
B de cada una, etc. 

jue el duefío de la habitación en que ocurra el falle, 
lalquiera otra perxoua en cuya compañía viviese el 
lerto, debe poner este hecho en conociiuieoto de la 
icial y ser responsable de las pérdidas 6 extravíos 
ocasionado ea los bienes. La ley debiera prevenirlo, 
a de cumplimiento de este deber puede considerarse 
encaminado á la reaHzación de alglín fraude ú ocul- 
aro que da esa omisión, auoque no haya fraude, pue- 
igros y daños notorios. 

auios ahom en el segundo períodp, el de la formalíza- 
tiniento del verdadero juicio de abintestato. 
ladas estas diligencias, el Juez del circuito á el Jues 
primera instancia, previa audiencia del respectivo 
nisterío público, quien deberá contestar dentro de 
iOTún, dictará un auto dentro de tres días en los ne. 
ompetencia federal, y en los del E^lado dentro de 
bo horas, declarando yacente la herencia, no habiendo 
.mentó ni descubiértose herederos. Pero si antes da 
[quier estado del juicio se presentare un heredero 
que lo es, 6 un albacea á quien el testador haya con- 
ncia de los bienes, á su soliiitud, se le entregarán 
r se suspenderá el procedimiento de oficio (7). 
kU estas di'^poíiiciones con laa de los Códigos Civiles, loa 
blecer las reglas particulares relativas á las sucesiones, 
si dentro de quince días de abrirse alguna no se bu- 
3 la herencia ó una cuota de ella, ni hubiere albacea 
iador haya conferido la tenencia de los bienes y que 
I fiu encargo, el Juez, á instancia del cónyuge sobre- 
e cualquiera de los parientes ó dependientes del 
itra persona interesada en ello, ó de oficio, declarará 
encia ; declaración que se publicará por la imprenta 
que se fijarán en tres de los parajes roas frecuenta- 
be ó lugar de la defunción ¡ y se procederá al nom- 
curador de la herencia. 

adema", que si hubiere des ó más herederos y aceptare 
xndrá la administración de toilos los bienes heredt- 
viso, previo inventario, y mientra.^ no hayan acep. 
facultades del heredero ú herederos que administran, 
ima.s de los curadores de herencia yacente, pero no 
os á prestar cau;ión, salvo que haya motivo par» 
o su administracióu peligren los bienes (8). 
: que han de ser los herederos declarados judicial- 
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mente ^ iostituídoa en el testamento, y no vemo: 
para que do ae íncluyaD los que sean presuntos 
Des también debe hacerse la entrega supradicha 
del modo formal y soleinue que se ha indicado. 

Una vez hecha la declaratoria de herencia 
procedimiento de oñcio, lo que no necesitaba 
Cuando el juicio llega á este estado, ya es part 
jiscal en representación de los que pueden teñe 
rencia, y es de su obligacióu promover cuanto c 
para la seguridad y buena administración de loí 
vención ha de ner completa, es docir, que habrá 
todtis las diligeocias y autos que recaigan en el j 
resolverse ni hacerse cosa alguna sin su audienc: 
no es necesario que llegue el juicio al estado í 
para que tenga lugar la intervención del Uinistti 
puede promoverlo, y pedir que se practiquen h 
ventivas segilu se ha visto. 

£1 auto en que se declnre yacente la he 
además : 

a) £1 nombramiento de curador, de acuerdo 
en el Título 30, Libro 1.° del Código Civil, . 
de bierue; 

b) La prevención de que se fijen edictos llai 
que se crean con derecho á la sucesitín ; 

c) La orden para que ante el mismo Juez s 
tameoto 6 los testamentos que el difunto hubiert 

d) La orden para aue sean emplazados persoí 
deros testamentarios o abintestato de que se tenj 
dose los despachos del caso si se supiere el lugai 
disposición que no se encuentra en el Código Juc 
pero que es aplicable en los negocios de ^u comp 

e) La orden para que se cite al alhacea ó e 
tario, H fin de que acepte ó renuncie el encargo 
que lo hay nombrado, y el lugar de su resideocii 

/) La orden para que en uno de los perióü 
los hubiere, y particularmente en el que tenga i 
inserte el mismo auto por tres veces coosecutivaí 

Los edictos se fijarán en el lugar del juicio, 
domii.ilio, si fuere conocido, y en el de ¡a mu( 
otro distinto, por un término que el Juez se&ala: 
bajar de treinta días, ni exceder de uu afio. 

Cuando sin haberse procedido de oficio, al) 
denunciando una herencia como yacente, deberé 
denuncia la prueba de la defunción del individu' 
se trate, y la de que la herencia no ha sido acep 
deros testamentarios 6 abintestato conocidos, ] 
Juez procederá como queda dicho. 
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! Be dicten declarando una herencia yacente y auB 
,0 son apelables sino en el efecto devolutivo, y se 

los interlocutorios, segán lo previene el Código 

ate nuevo período, del principio de que s^ han 
las diltgeDciaa preventivas, y que el Juez halle 
ho la sustanciacion del anterior período, 6 que se 

1 6 subsanado loa errores y falta» que se hubieren 
do »>aberse ya en ese estado si el difunto ha tes- 



tmos expuesto se ve que la herencia yacente es 
o ha entrado todavía el heredero, 6 en que no se 
s particiones en caso de haber varios herederos, y 
orque mientras no se acepta 6 entra en ella el 



: la defunción debe obrar en los autos, aunque no 
licio á instancia de parte 6 por denuncia del Ui- 
> de algún otro interesado. Cuando el Juez tenga 

hecho antes de que se dé nepultura al cadáver, 

seguir la práctica de acreditar en los mismos 
ncia ser cierto el fallecimiento, y cuando no se 
laberse visto el cadáver, entonces, si se procede de 
á del respectivo Notario, la copia del acta de la 
ustificará el hecho por medio de declaraciones, 
e puede arrojar alguna luz paia las averiguacio- 
'acti carie. 
je ha seSalado la ley para que comparezcan los 

derecho á la herencia, es el de treinta días por lo 
-á conlar.^e, según los principios generales, desde 
i que se hubiere fijado el último edicto de em. 
;e contará el dia del vencimiento; pero no loa 
os, por ser días inhábiles. Juzgamos, sin embargo, 
i los edictos por la imprenta, debiera coutaree el 

no ampliación, á partir de la úllima inserción 
oficial, empezando á trascurrir al día siguiente 
icado. El Juez puede ampliarlo por el tiempo 
íario hasta por un año, teniendo para ello en 
i.stancias especiales de cada caso. Creernos que 
e que se presuma que pueda haber parientes á 
leí Eíitado ó en país extranjero, la am^iación por 
eramoB excesiva. 

adurías de bienes se han establecido para la guar- 
ís de las persona.s que se hallan en imposibilidad 
r eí mismos, y en este caso e'-tán los de una he- 
a cual sie rige por reglas especiales, como la del 
lienes del postumo. Esta curaduría es dativa y 
lecesidad de orden público. 
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Si los herederos del difunto, ú cuya hereucia 
brar cnrndor, fueren extranjeros, no residentes 
Cóneul 6 Vicecónsul de la oaciúu de éstos, ci lo hu 
podrá proponer el curador 6 curadores que ba; 
administrar los bienes ; y el Juez discbruirá la c 
doró curadores propuestos, si fuereu persouas i 
cióa de los acreedores ó de otros interesados pod 
otroH, según la cuantía y situación do los bienes q 
herencia. 

En general, pueden provocar este nombramie 
tengan a\gúo interés en la sucesión, y por cona 
tengan derechos que hacer valer contra ella, sien 
el Juez nombrar á la perdona que juzgue idÚDea. 

Mds para disceroir e^ta curarlurfa como cual 
necesario que preceda el otorgamiento de la fianz 
todo tutor /) curador está obligado, salvo los caí; 
pudieudo prestarse hipoteca suficiente en lugar 
hiendo formalizarse un iaventario solemne de los 
base de la administración y el cargo de la cuenta i 
sentarse al terminar la curaduría. 

Los curadores nombrados representan & la eu 
herederoR desconocidos. Con el cariicler jurídico 
facen la necesidad de la representación eu todos 1 
vidos y que se promuevan, debiendo ejercitar 
pudieran corresponder al difunto, ba^ta que poi 
heredero declarado. Obran en defensa de los inte: 
sión, ejerciendo sus acciones, contestaodo las re 
contra olla intenten los acreedores, y ailminíslran 

Sus facultades administrativas se reducen á le 
custodia y conservación, y ii lox que sean nece<-ar 
de los créditos y pago de deudas, quedando sujeti 
tración á todas las trabas do los tutores ó cura 
prohibido especialmente alterar la forma de los 
empréstitos y enajenar aun los muebles que no si 
d no ser que esta enajenación pertenezca al giro 
negociosdelasucesióu ó que el pago de las deudas 
resé la previa autorización judicinl en los casos pi 
sí se justifica la necesidad ó utilidad de las ena_ 
válidas; de modo que los herederos que hubieren 
pedir i|ue se declare la nulidad de los actos no 
se declarare la nulidad, serán responsables los ci 
loa perjuicios causados. 

El Juez podrá promover de oficio la remocif 
pero será siempre oído el Ministerio póblico. 

£1 curador ó los curadores de ima herencia ya 
la asignación que el Juez les haya señalado sobre 
bienes que adniinistren ó de una cautidad determii 
pensa de aa trabajo. 
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Cefsa la curaduría de la herencia yacente luego que el heredero 
acepta la herencia, y si éste do hubiere aceptado después de tras* 
curridos cuatro afíos desde el fallecimiento de la persona cuya 
herencia se encuentra en tal estado, el Juez, á petición del cura* 
dor, 6 de cualquier otro interesado, y con conocimiento de causa, 
podrá ordenar que ne vendan todos los bienes hereditarios existen, 
tes y se ponga el producido & interés con las seguridades debidas, 
6 si no las hubiere, se deposite en las arcas del Estado 6 de la 
Nación, ó en alguno de los Bancos establecidos. Esta disposición 
se entiende sin perjuicio de lo que se estatuye en el Libro 3.^ del 
Código del Estado, Titulo Reglas relativas á la sucesión inUstada^ 
para el caso en que un extranjero fallezca en el territorio de dicho 
Estado ; lo cual consideramos aplicable en el mismo caso, si ocu. 
rre en los Territorios nacionales, aunque el Código de la Unión 
no haya dispuesto nada acerca de este punto (10). 

Indicaremos, para terminar este párrafo, que debe formarse 
una pieza separada en que con$;te cuanto se actúe y tenga relación 
con la administración del abiu téstate, y en su caso, formarse, ade- 
más, los ramos separados que se consideren oportunos, aunque la 
ley no lo disponga, con el tín de distinguir las actuaciones y evitar 
confusiones. 

G.*' — Los colombianos de los otros Estados de la Unión y los 
extranjeros son llamados á las sucesiones abintestato abiertas en 
Cundinamarca ó en los Territorios nacionales, de la misma manera 
y según las mismas reglas que los cundinamarqueses ó los miem. 
brofi del Territorio. En la de un individuo de otro Estado, ó de un 
extranjero que fallezca dentro ó fuera del territorio del Estado, ó 
del Territorio nacional, tendrán los cundinamarqueses ó colom- 
bianos, á título de herencia, de porción conyugal ó de alimentos, 
los mismos derechos que, según las leyes del Estado ó las federales, 
les corresponderían sobre la sucesión intestada de un cundinamar. 
qués ó de un miembro tiel Territorio. Los interesados podrán pedir 
que se les adjudique en los bienes de la persona de cuya sucesión 
se trate, existentes en el Estado ó en el Territorio, todo lo que les 
corresponda en ella, y esto mismo se aplicará, en caso necesario, á 
la sucesión de un cundinamarqués ó de un miembro del Territorio, 
que deje bienes en otro de los Estados de la Unión ó en país ex- 
tranjero. 

Cuando un extranjero fallezca en el territorio del Estado sin 
dejar en él testamento ni herederos, se entregarán los bienes de la 
«ucesión al Cónsul ó Vicecónsul de la Nación á que pertenezca el 
ifunto ; pero para que esto se verifique será necesario : 

a) Que haya trascurrido un año después de haberse publicado 
or la imprenta el aviso de la muerte del extranjero, por tres ve- 
es consecutivas, sin que se haya presentado ninguna persona que, 
egun las. leyes cuodinamarquesa^, deba suceder al difunto, ó en- 
irgarse de la tenencia de sus bienes como albacea ó ejecutor 

14 
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tes taraeut ario, puea en cualquier tiempo en ( 
deberá, ni para ello aa hubiere ioconveniente 
loB bienes, ya eea que hayan pasado á poder de] 
ó Vicecónsul, que eetén é. disposición del Juez 
el cuidado de un curador de la herencia; 

6) Que por el respectivo Juez ee practique ( 
prevenidos, y con asistencia del Cónsul ó Vicecí 
en el lugar, un inventario judicial de loa bienes 
satisfagan los derechos é impuestos legales y lo 
culares de quienes el difunto resultare ser deudí 
en cuf4quiera otro de los Estados de la Unión. 

De lo actuado se compuUarlin dos copias leg 
mitirón 6. la Secretaría de Kelaciones Exterío 
del Gobernador del Estado. 

Loa Cónsules y Vicecónsules admitidos, podn 
da las sucesiones intestadas de sus nacionales qi: 
en el Estado, sin dejar en él herederos, las fun< 

a) Cruzar sus sellos sobre los que ee hayan 
ásolicitud de parte, por el Juez competente, ej 
peles del difunto ¡ 

b) Asistir ¿ los inveütaríos, avalúos y demáa 
que diere lugar la respectiva sucesión ; 

c) Hacer las propuestas, como ya se ha dio 
curadores que se encarguen del cuidado y de la 
los bienes, en los términos preyenidoFi en los a 
del Código Civil del Estado. 

Encargados éstos de la curaduría, previo el 
rrespondiente, ya no podrá el Cónsul 6 Vicecói 
se le entreguen los bienes de la sucesióo, ni int 
dado y administración, salvo el derecho para pee 
responsabilidad conforme á las leyes, al curado 
abuso ó mal desempeño en el ejercicio de sus fui 

En todos los actos que quedan mencionados 
naente en la foroiación del inventario y en lo qt 
seguridad de los bienes y á los derechos del Esta 
sobre estos bienes ; ya sea que dichos actos se eje 
ridad judicial con asistencia del respectivo func 
ya por el Juez solamente, ó ya por el curador ó 1 
brados á propuesta del Cónsul ó Vicecónsul, ó sii 
rán las leyes del Estado en lo que no se opo 
laciones do los tratados públicos, vigentes en el ] 

Una ley especial deñno la condición de los e: 
liados y determina los derechos y deberes anexos 
Según ella los domiciliados ó transeúntes gozan 
la Unión de todas las garantías de que trata el 
Constitución federal, sin más limitaciones que Ii 
el Derecho internacional, en caso de guerra. A 
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domiciliados que no tengan el carácter de transeúntes, conforme al 
derecho y prácticas internacionales, y que no hayan obtenido carta 
de naturaleza, gozarán de las mismas garantías y derechos civiles 
que los colombianos ; pero estarán sujetos á las mismas obligacio- 
nes que éstos en sus personas y propiedades (12). 



NOTAS DEL CAPÍTULO I. 

(1) Arta. 1,020 y 1,021 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del 
de la ü. 

La Begnnda parte de este último articulo es contraria á la máxima ro- 
mana que no se puede morir parte testado y parte intestado, adoptada por 
la ley 14, Título 3.**, Partida 6.* No hay sucesión universal por contratos. 

(2) Leyes 7.* y 8.*, Parte II, Tratado II de la Recopilación Granadina 
(de 10 de Julio de 1824 y 25 de Enero de 1830) y decreto de 9 de Septiem- 
bre de 1861, expedido por el Presidente provisional de los Estados Unidos 
de Colombia. 

(3) Arts. 1,048 á 1,054 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes 
del de la U. 

(4) El parentesco de consanguinidad es la relación que tienen entre sí 
las personas que descienden de un mismo tronco, y si esta relación no pro- 
cede del matrimonio, el parentesco es natural. Tanto éste como aquél cons- 
tan de líneas y las lineas de grados. 

Línea es la serie de personas que provienen de un mismo origen, y es 
directa 6 recta, y trasversal' ú oblicua. Están en línea recta dos personas 
de las cuales la una procede de la otra, y es ascendente ó descendente, 
siendo de la primera clase cuando ellas suben al tronco, y de la segunda 
cuando del tronco se baja. Están en la trasversal, dos personas que sin 
descender la una de la otra, proceden ambas de un tronco común ; de modo 
que se compone de dos rectas que reconocen el mismo origen. Esta línea es 
igual ó desigual : la primera se refiere á parientes equidistantes del tronco, 
y la segunda es la en que uno de los parientes está más próximo. 

Ghrado es el escalón ó paso de distancia de un pariente al inmediato, ó 
bien cada una de las generaciones que hay desde el tronco común á cada una 
de las personas. 

En cuanto á la computación de grades, ella es civil ó canónica, siguién- 
dose ésta en el matrimonio canónico y aquélla en los actos de la vida civil. 
Cada una tiene reglas propias. 

^Q la línea recta, la computación es igual según el derecho civil y el 
canónico, aunque aquél cuenta las generaciones y la canónica las personas, 
menos una. El nieto, pues, dista dos grados del abuelo en lo civil, porque 
son dos generaciones, lo mismo que en la canónica, porque son tres las per- 
sonas; y en la trasversal, el derecho civil cuenta ambos lados, mientras 
que el canónico sólo uno de ellos cuando la línea es igual, y el más largo si 
es desigual. Así, dos primos earnales que están en igual línea, distan por la 
computación civil cuatro grados, porque cada uno de ellos dista dos grados 
del tronco común, y por la canónica únicamente dos, porque tan sólo se 
cuenta uno de los lados. Así también un tío carnal dista de su sobrino con 
quien está en línea desigual, tres grados, según la computación civil, que 
cuenta ambos lados hasta el tronco ; y sólo dos por la canónica, que so 
limita á contar el más largo. 

(5) Arts. 1,057 al 1,061 del Cód. Jud. del Estado; 1,147 y l,l48 del de 
la Unión, el cual no contiene la disposición referente á competencia de los 
Jaeces, consignada en el artículo 1,061 de aquel Código. 
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(6) Artfl. 1,024 del COA. Civ. del E, ; 9° d« la 
lS7 11 de 1878 ; 7 su cnncotdante del Código de Ib 

(7) Arta. 1,062 del Cód. Jiid. del E. y 1,H9 de 

(8) ArtB, 1,303 del Oód. Oiv. del E. y an eonca 
(0) ArlB. 1,063 y 1,008 al 1,071 del Cóil. Jud 

l.lSSdeldeUD. 

(10) Art. 488 7 BÍgnientes ; G86, 594 al 666, ; 
Cód. Civ. dol B. ; bus concordanteH dol de la U. 

(11) Arta. 1,065 al 1,060 del Cód. Civ. del E. ; 
Este Código no contiene tas úliimai diepoBÍcione 
pero BO por OBto dejarán de cumptirae en los Terri 
eBt¿n en concordancia con las de loa artículos 57( 
Código. Pueden consultarse las leyes federales v 
diplomático y consular. 

(12) Ley 51 (de 31 de Junio) de 1&66, definie 
tranjero, sus derechoa y obligaciones. 



CAPITULO II 

DE LA FE:FICTÓN DE HEBENCIA T DECLAB^ 

Besümbh. — 1.° Qnó aptlición de herencia y qu' 
neral y Bubdiviaiones ; qué se llama delack 
cuándo se trasmite ol derecho de aceptar ó re) 
odícíón de herencia, y BUS clases; quiénes p 
y cuándo es que se pnede aceptar ; si condií 
tarse, ó hasta, ó desde cierto día, y sí podrí 
repudiar el reato de la herencia ó una asigO! 
3," Cuáa'do se presume que se ha tomado el til 
conservativoB que impticao aceptación ; pero 
de cualquier efecto hereditario, ó la donación < 
BUBtracción do objetos perteoecientca á la bui 
del beneficio de inventario el que ha ejecntado 
■e presume la repudiación ; intervención de li 
troacción de la aceptación, ó repudiación ; i 
contra la repudiación ; efectos de la declaració 
de un acreedor ¡ disposicioneB reformatorias.' 
heredero para que declare si acepta ó repud 
entiende que se repndia en caso de mora en de 
beración. — 6." Ante quién y dentro de qué téi 
el que reclame nna herencia yacente; pruebas 
demanda; procedimiento especial en el juicio 
ordinaria. — 7.° Acción sumaria del que denti 
derecho á una herencia ocupada por otro; regí 
tos, á la reatitiición do frutos y mejoras ; roqn 
cidoB ; Bpelación de U sentencia. — 8.° Cómo 
sobre el pago de las deudas herudiCartaa ó test 



I 
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n de h^encúi es la acciiiu que ne concede &1 here- 
loe bieneo hereditarios de cualquiera que los tu. 
1er con los frutos, accesorios y perteoeociaB, y 
je por disposiciÚQ testanieotaria 6 legal sucede en 
I tenia el difunto al tiempo de su muerte, 
representa á la persona á quien hereda, y se consi. 
i\ otro como unn mi'ma persona. Su calillad de tal 
, Begiln se ha dicho, la voluntad del hombre 6 la dis. 
ly, y de aquí la división general de herederos testO' 
Úimoa 6 (^nteatato. Subdivfdense los primeros en 
irioe, y en voluntai-ioa 6 extraiíos, los que pueden 
,08, ñduciaríos, propietarios 6 usufructuarios, uni- 
lulares. Los legítimos lo son por parenteeco, por 
xnánmlos, j tanto éstos como los testsmentarios 
lies 6 beneñciarioR. Los benejiciarioa responden de 
la concurrencia del valor de los bienes, y los sim> 
r haber aceptado la herencia pura y simplemente, 
áe inventario ; los anómalos 6 irregulares hacen 
eilero sin haber sido iostituídos ni llamados como 
ideicomisario ó legatario de todos los bienes; por 
i herederos los cúoyuges, y lo son por aanfpre 6 pcu 
nados en razón de este vinculo. Se dice que son 
los que de derecho se presume que han de serlo, 
de una asignación es el actual llamamiento de la 
i repudiarla, y se defiere la herencia ó el legado 
de fallecer la persoDa de cuya sucesión se trata, sí 
;atario no es llamado condiciocalmente, 6 en el 
npÜTse la condición, Balvo si ésta es de no hacer 
la de la voluntad del asignatario. En este caso se 
meoto de la muerte del testador, dándose caución 
títuír, si se contraviniere ¿ dicha condición, 
lero ó legatario, cuyos derechos íí la asignación no 
ito, falleciere antes de haber aceptado ó repudiado, 
herederos el derecho de a'ieptar ú repudiar, aun 
in saber que ee le había deferido, y no se podrá 
icho sin aceptar la herencia de la persona que lo 

itación 6 adición de herencia es el acto por el cual 
lien se defiere hace conocer su resolución de tener 
redero y contraer las obligaciones que esto título 
ara aceptar es necesario tener capacidad de here- 
pacidad para contratar, y que el heredero esté libre 
aento at tiempo de la muerte de la persona de 
-__, ^ trate. Las leyes excluyendo la sucesión íl algu- 
nos por incapaces y á otros por indignos. Así lo determinan los 
Códigos Civilc, y á ellos nos referimos. 

I^ incapacidad y la indignidad proceden de causas diferentes. 
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La incapacidad víeoe de la naturaleza 6 da la ley, ce 
el caso del que nace muerto ; y la indignidad de la 
pHmiento de un deber hacia la persona, la honra 6 li 
difunlo á quien se pretende heredar. Decía Cuyaci 
DO puede adquirir ni recibir, y el indiguo, capaz de ] 
otro, no puede conservar la herencia que ha recibid 

La existeocia de loa herederos beneficiarios demii 
otros, como hemos sentado uiáa arriba, y de aquí es < 
ciÓD sea de dos modos : pura y simplemente, ó con b 
ventario. Aquélla es expresa ¿ tácita. Es expresa cu& 
título de heredero, y es tácita cuando el heredero e_ 
que supone necesariamente bu intención de aceptar, 
su calillad de heredero, habría tenido derecho de ejei 

Nadie puede ser obligado á aceptar, porque 
arbitro de su derecho que puedo renunciar. Nemo ¡tí 
Todo asignatario puede aceptar <5 repudiar libremenl 
dose las personas que uo tienen la libre disposición < 
las cuales sólo por medio 6 con el consentimiento de 
tantes legales pueden hacerlo, de tal manera que 
que lo hagan por ni eolas aun con el beneficio de i: 
aceptación no recae sino sobre laasignacióu defei 
repudiación puede recaer sobre la asignación condi< 
pendiente la condición. Condicional méate no podr¿ 
repudiarse, ni hasta 6 desde cierto día, ni aceptareí 
cuota y repudiar el resto. 

Mas la mujer cacada podrá aceptar ó repudiar co 
judicial, eo defecto de la del marido, conformánd< 
nido en el inciso fínnl del artículo 152 del Código Ci 
6 el artículo 191 del de la Unión (3). 

La aceptación condicional sería contraria á los d 
acreedores, quienes no podrían, hasta el cumplimie 
diciÓD, pedir el pago do sus créditos ya vencidos. E 
del precepto que comentamos. 

3.° — Se entiende que alguien toma el título de I: 
do lo hace en escritura pública 6 privada, obligando 
en uu acto de tramitación judicial ; pero ne eutiendi 
los actos puramente conservatorios ó los de inspecc 
tración provisoiia urgente, no son actos que supoD' 
la aceptación. Deberá rcputar.°e que se acepta, cua 
tario vende, dona ó trasfiere de cualquier modo á ( 
deferido ó el derecho de suceder en él. Entonces se 
por el mismo hecho so ha aceptado. Téngase presen 
jenaciÓD de cualquier efecto hereditario, aun para ol 
nistración urgente, es acto de" heredero si no ha si 
por el Juez á petición del mismo heredero, protestt 
no es su ánimo obligarse con ese carácter (4). 

Todos estos actos y otros semejantes son acto; 
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como actos de propietario y porque nadie puede 
las cosas que le pertenecen. Se supone, puesi, la 
itnr, eu el concepto de que no se habrían podido 
inte rído con la calidad de heredero. 

Sreceptuado que el que haya sustraído raalicioEa. 
ero efectos pertenecientes á la sucesión, perderá 
ludiar, y do obstante su repudiación permanecsrá 
n tener parte alguna en los objetos sustraídos. 
•nao igual, perderá también los derechos que con 
lera tener sobre los objetos que hubiere sustraído 
Y serli obligado á la restitución del duplo, pues 
a sobre ellos. Uno y otro quedarán sujetos cnniL 
mas que por el delito correspondan ^). 
actoa semejantes, y son ejemplos de ello el intentar 
acidad ó indignidad contra un coheredero, porque 
,ca el hecho de pedir para sí la herencia ; el otor- 
loder para solicitar dicha herencia y la partición 
exigir el pago de las deudas ó verificar el de laa 
bereditarias con los bienes de la sucesión. Actos 
I provisoria ui^ente ó meramente conservatorios, 
entieno, y los de la sustentación de la familia, laa 
¡sañas, recolección de frutos, protesto de letras 
rupción de prescripciones, y, en fin, todos aquéllos 
ría de causar da&o á los que hubieren de haber 

jcuencia, el que hace acto de heredero sin previo 
e, como, hemos dicho, en todas las obligaciones 
ifuDto, & prorrata de so cuota hereditaria, aunque 
rravamen que exceda al valor de los bienes que 
lo precedido inventario, gozará de este beneficio 
;ado. 

6n se supone en loa casos expresados, en cuanto á 
bservamos que uo se presume de derecho sino es 
la ley ; y los que no tienen la libre administrfr- 
i no podrán repudiarsin autorización judicial con 
::ausa. AbÍ. el marido no podrá repudiar la asig- 

su mujer, bído con el co asentimiento de ésta, si 
-estarlo, ó con autorización de la Justicia en sub- 
a manera la repudiación será nula y la mujer 
ara ser indemnizada de todo perjuicio; quedán- 
irecho contra terceros, si los hubiere. Por lo que 
cisiones, uos remitimos á los Códigos civiles (6). 

terminar este párrafo, diremos que los efectos de 
epudiaciún de una herencia, se retrotraen al mo- 
a haya sido deferida, aplicándose otro tanto á loa 
es ; y que los acreedores del que repudia eu per. 
echos de ellos, podrán hacerse autorizar por el 
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deudor ó pedir al Juez que Ion autorice para ace 
¿ aRÍeDación repudiada por el deudor. £d este c 
dirá la repadiaci¿n Bino en favor de loü acreed 
currencia de bus crcditoü ; y siitMÍEte ea el sobrar 

Ahí tambiéu, el que d instancia de un acreedor hereditario ó 
testanientario ha sido declarado judicialmente heredero, ó conde- 
nado como tal, se entenderá serlo recpecto de los demás acreedo 
sin necesidad de nuevo juicio, y la misma regla se aplica i 
declaración judicial de hnber aceptado pura y simplemenle, 6 i 
beneficio de inventario (7). 

Se habrá observaiio que hemos dado deBníciones aue do tr 
loa Códigos Civiles ui los Judiciales j tomado de aquéllos algu 
de BUS disposiciones, porque creemos que estas se relacionan { 
mámente con los procedimientos que son el pfiucipal objeto 
nuestia obra, y porque conviene recordarlas aun para el case 
declaración de partición de que hablaremos por separado, y pan 
de herederos. Eu esta materia lo adjetivo se confunde con 
sustantivo, y consideramos que no se nos objetará que hayal 
consignado estas disposiciones. 

5.° — En virtud de demanda de cualquiera persona intere^i 
en ello, los a'iignatarios serán obligados á declarar si aceptan 6 
pudian, y harán esta declaración dentro de los cuarenta días sul 
guientes al de la demanda. En caso de ausencia del asignatari 
de estar situados lofi bienes en lugares distantes, ó de otro gr 
motivo, podrá el Juez prorrogar este plazo; pero nunca por' 
de uu aSo. Durante este plazo tendrá todo asigaatario la facul 
de inspeccionar el objeto ó tos objetos asignados ; podrá implo 
las providencias conservativas que le conciernan ; y no será oí 
gado al pago de ninguna deuda hereditaria 6 testamentaria ; p 
podrá serlo el albacea 6 curador de la herencia yacente, 
sus casos. 

El heredero, durante el plazo, podrá también inspeccioDar 
cuentas y papeles de la sucesión ; y í'i el asignatario ausente 
fuere notificado, y por lo mismo no compareciere por sí ó ] 
legítimo representante en tiempo oportuno, se le nombrará cu 
dor de bienes que le represente y acepte por él con beneficio 
inventario. El notificado y constituido en mora de declarai 
acepta ó repudia, se entenderá quo repudia (8). 

Aquí se trata del beneficio de deliberación, que consiste en 
derecho que tiene el heredero para examinar y reconocer con < 
tención si le conviene admitir ú desechar la herencia. La razón 
este beneficio es la de que si se aceptara llanamente, entraría 
heredero en todas las obligaciones del difunto, y no es justo ex] 
nerlo á tomar sobre sí mus bien una cai^a que un provecho. 1 
esto se le concede tiempo para deliberar en el caso de una dem: 
da, 6 para que, en dicho caso, con vista de loa papeles y notic 
concernientes ú la sucesión, resuelva lo que le parezca más ven 
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d 6 perjuicio deRU aceptación ; y se considera 
modernos, ese derecho como un corolario del 
rio. Por el solo hecho de pedir que se practi- 
no puede reputarse heredero al &signatario, 
uido su formación puede llevarlo la intención 
»r. 

no dicen que los herederos, sin ser demandados, 
» deliberar ó pedir término para manifestar si 
;fício de inventario ó sin él, 7 creemos desde 
o existe, y que loa heiederoa pueden ejercitarlo 
o, 6 después de promovido. No podemos mirar 
3 beneficio, sancionado por el antiguo derecho 
>cim¡eDto comprende el caso mismo de la de. 
mos, 

po de la deliberación se dictarán las medidas 
isables de que ya hemos hablado, para atender 
s bienes. Entre tanto do puedsn quedar éstos 
10, y de aquí la facultad en el heredero para 
tiarlos provisionalmente, conservando la líber- 
'■s el partido que más le convenga, 
nte y difícil materia de este capítulo está le- 
licio, de una manera incompleta, en lo concer- 
íeiito y respecto 6. la declaración de herederos 
as buenas leyes procesales, dicen los comenta, 
lejor procuran que la injusticia no se cometa 
andeser, además, casuistas. Sin esta condiciÚQ, 
enes hereditarias, jamás las leyes responderán á 
las inspiran. Los pleitos sobre sucesiones suelen 
lemas insolublea, pues los aSos transcurren sin 
uedan alcanzar la posesión de bu herencia, re- 
rencia no bu de ellos sico de los abogados ó da 
is partes que aspiran á ella. 
doctrina legal, y se notará la defíciencia de las 
is rigen sobre la declaración de herederos, 
on derecho como heredero á los bienes de una 
ilierá presentarse haciéndolo valer anto el Juez 
do tal, dentro del térmiuo de los edictos que 
tblicado, y á la demanda deberá el peticionario 
a en que funde su acción, sí de los autos no 

L 60 dará traslado al agente del Ministerio pú. 
irvenido en la apertura de la sucesión, quien 
ntro de tres días, y oído este funcionario, si la 
mandante fuada su acción fuese completa, el 
leredero, ó con derecho ú toda la herencia 6 á 
ordeniírá se le entreguen los bienes y papeles 
perjuicio de tercero. Si el demandante no 
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acompañare íí su demanda la prueba referida, s 
para darle curso, vencido que sea. el término de 
durante el termino Be presentaren dos 6 máa perí 
el mismo derecho coa esclusión de las otras, hay 
nado pruebas, se reaerTarán igualmente todas la 
se intenten hasta la conclusiva de dicho término. 
Vencido este término se Burtirá un juicio i 
Agnnte del Ministerio páblico, como demandado 

Eecialidad, y el Juez ordenará que se dé troslado 
is demandas á cada uno da los demandantes, reí 
el caso antedicho en que haya dos 6 más pretendí 
cia que traten de excluirse loa unos á los otros. V 
concederá para todos los interesados, sin derecho < 
de la Secretaría. 

Evacuado ó no el traslado, se seguirú un juici 
su conclusión, sin especialidades de ningün género. 
siempre por parte al Agente del Ministerio púb 
quiera otro caso en que se intente la accién de pe 
cia, se ejercitará también sin ninguna especialidad 
del juicio ordinario (9). 

Según las disposiciones trascritas, no se hará d 
racián de herederos abintestato, sino á iostancii 
interesados, y advertiremos que se puede entrar 
período sin necesidad de recorrer el primero, es d 
necesario practicar las diligencias preventivas qu 
tato se requieren, por no haberse hecho denuncia 
Bolicitádose la prevención, como lo previene y dec 
Estado que citamos. Bastará que los interesados s 
participándole y comprobándole el fallecimiento 
cuya sucesión se trate, y reclamando que se les <ií 

El sistema adoptado por nuestros Códigos, así 
legislaciones, se reduce á establecer dos distintos 
á cabo la declaración de herederos, y ésta podrá hi 
manera, en juicio sumario ó en juicio ordinario. '. 
en el primer caso es rápido y poco costoso, teniei 
que el fallo que se dicte haciendo la declaratoria 
perjujoio de tercero, no impedirá que se intent 
sobre el derecho á la herencia en juicio ordinario. 

Este juicio hay que sustanciarlo tan pronto 
oposición de los pretendientes á la herencia, la qi 
oí agente del Ministerio público á nombre de los he 
deseo nocidos ó ignorados. 

Los herederos abintestato podrán obtener la t 
derecho á la herencia, justificando con los documi 
dientes el fallecimiento de la persona de cuya su 
su parentesco con ella. No ee exige la prueba de 
haya muerto sin testar ni la de que ellos seao suí 
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tampoco que el Juez convoque á Juota para discutir 
herencia ; y si los documentos justificativos falta- 
rirse á la prueba supletoria, j ésta deberá practi- 
ca del Agente del Miaisterio pdblico. 
Sstado á que nos herao.s referido, diüpoDe que rí e6 
a pidiendo que se les declare herederos, pero justi- 
I derechos con documentos y otros do, se har& 1* 
favor de loa que presenten dichos documentos, j 
demás peticiocarioM, ee lea reservará bu derecho 
enjuicio ordinario con audiencia del Ministerio 
t que hayan sido declarados herederos. La declara- 
)r alguno, no privará del derecho & los demás que 
pedir la herencia, y quo podrán hacer valer de U 
ta, en juicio sumario 6 enjuicio ordinario, 
iciones reformatorias del Código Judicial del Este- 
los negocios de la competencia federal. 
\ en que el Juez otorgare ó denegare la declaración 
apelable en ambos efectos, y si se dicta en el juicio 
el carácter de definitiva. Si lo fuere en el sumario, 
ierra del derecho en favor de tercero, para que 
lo en juicio ordinario, aun en favor de los que la 
idido y no obtenido. En la práctica se conserva la 
i, sin perjuicw de otro de Ttiejor dereáio, en la 
heredero ; reserva que consideramos que no es ne- 
tr en la sentencia. 

uno solo el aspirante á la herencia, 6 cuando seas 
todos igual derecho, fundados en un mismo título, 
los autos al Agente del líinisterío público para 
mcepto, y ai conviniere en que se haga la declara- 
ro, la hará el Juez sin más trámites, si encuentra 
irecho reclamado ; pero fi siendo varios los aspi- 
Aten éstos en títulos distintos, no estando conformes 
ineS, entonces habrá que sujetarlos á los trámites 
ario, tan luego haya trascurrido el término de los 
e hagan causa común, formularán sus dichas pre- 
entílarán bajo una sola dirección, 
ente del Ministerio pábtico representa el interés 
' ab(^ por el cumplimiento de las leyes, no estará 
oner la declaratoria ó la denegación, sioo que po- 
incompleta la justificación presentada, proponer 
3, y entonces se dará vista á los interesados, del 
lo para que subsanen las faltas advertidas. 
il juicio ordinario á que nos hemos referido, que 
oes y dispendios ocasiona perjuicios incalculables, 
'se el medio de lai incidencia?, conio que las oposi- 
tensiones que se excluyen, y que sobrevienen duran- 
ibintestato no pueden considerarse de otra manera. 
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Por este medio, reconocteodo )a realidad de los hi 
dimiento serta breve, fi'tcil y barato, sici loe qiiebraní 
ordinario. Eita reforma que iodicnnios nos parece 
la ateociÓD de los leglsladore', y realizada que ella 
Earian, do Id dudamos, el aplauso de todos los intet 

7,° — No obstaute lan di^posicionea anteriores, el 
un año después <le muerta una persona, probare su d 
rencia ocupada por otro, tendrá la aociún sumaria pai 
judique la herencia y para que se le restituyan las < 
rioa, tanto corporales como incorporales, j aun aqu 
difunto era mero tenedor, como depositario, como 
dario, arrendatario, etc., y que no hubieren vuelto 
Á BUS dueños. Se extiende la misma acción, según ya 
no sólo á las cosas que al tiempo de la muerte 
difunto, sino fl los aumentos que posteriormente 1 
herencia. A la restitución de frutos y al abono di 
petición de herencia, se ápHcnrán las mismas rej 
acciúa reivindicatoría. 

La persoua que pretenda la herencia 6 entrega 
de ella, se presentará en este caso, al Juez con las e 
necesarias, y ésto mandará dar traslitdo de la petic 
diga detentador, previniéndole que debe contestarle 
días, y que dentro de loa misQits presente las prue 
sobre fu derecho á la posesión de la herencia ó de 
ee reclamen. Trascurrido el término para contestar 
Juez, sin mus actuación, y dentro de treA día«, mand 
herencia 6 cosa pedida al heredero, si el demandaí 
presentado un título legal para su posesión. 

La prueba sumaria que debe acompañar ol dem 
caso expresado, versaríi sobre hechos positivos, de It 
deducir el Juez el derecho con que se intenta la ai 
eesién do lo que se reclama se dará proiudiviso, cui 
dante no sea único heredero. 

La sentencia que recaiga no es apelable sino en 
lutivo ; sin perjuicio de que cada una de las partei 
valer sus derechos en juicio ordinario (11). 

8." — Las demandas que se intenten para obtei 
las deudas te^itamentarias á hereditarias, se seguirá] 
parados, á menos que haya lugar á formarse conc 
dores conforme á lo dispuesto en los Cúdigoi Judicl 

La parte final de este artículo no puede refe 
casca en que proceda lu formación del concurro res^ 
ticulares, y el juicio de sucesión que se encuentr 
estos casos, se sujetará á los procedimientos de los 
curso. Si loa herederos, en los mismos casos, no (V 
meter sus bienes, es preciso que hagan cesión de 1. 
aceptarla, en virtud del derecho de deliberar 6 sin 
la aceptan á beneficio de inventarío. 
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Hecha la decía racián del codcutbo ó de la quiebra, cesará el 
jmcio de testamentaría ó de abiutestato eo el estado que teoga. 



NOTAS DEL CAPÍTULO II. 

(1) Arta. 1,025 y 1,026 del Cód. Civ. del E. y bus concordantes del 
de la U. 

(2) Art. 1^03 del Cód. Giv. del E. y sn concordante del de la ü. 

(3) Arto. 1^87 al 1^91 del Cód. Civ. del E. y ene couoordantee 
del de la ü. 

(4) Arto. 1,304 al 1,305, y 1,292 del Cód. Civ. del B. y sns concordantes 
del de la U. 

(5) Art. 1,293 del Cód. Civ. del E. y «n concordante del de la U. 

(6) Arto. 1,307, 1,296 al 1,299 del Cód. Civ. del £. y sna concordantes 
del de la ü. 

(7) Arto. 1,300, 1,301 y 1,308 del Cód. Civ. del E. y ene concordantes 
del de la U. 

BogTÓn, á consecnencia del articulo 800 del Códig^o francos, qne contiene 
ima disposición parecida al 1,308 del C«»digo cimdínam arques, pregunto: 
"¿El heredero condenado, á iiiBtancia de un acreedor, habrá perdido para 
con todos la facultod de aceptor á beneficio de inventario, y en caso de pre- 
sentarse otro acreedor, tendrá qne pagarle como heredero puro y pimple?" 
En esto cuestión, él se inclina á la n«»gativa por respeto á la máxima d§ que 
la cosa juzgada no aprovecha ni daña á otros. 

Pero nuestros Códigos, como bo ha visto, la deciden en términos que no 
dejan duda : el heredero condenado no puede esquivar ninguno de los dos 
conceptos insinuados para con loa demás acreedores y legatorioa : estos 
conceptos son indivisibles, y lo indivisible aprovecha y daña á todos y en 
todo, como dice García GÍoyena, comentondo la misma disposición que 
anotamos. 

(8) Art 1,294 y 1,295 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes 
del de la U. 

(9) Arto. 1,072 al 1,081 del Cód. Jnd. del E. ; 71. 72 y 76 de la ley de 
14 de Agosto de 1869 ; y 1,156 al 1,165 del Cód. de la U. 

(10) Sobre esto materia, pueden conaultorse con fruto las siguientes 
iSBOluciones judiciales : Sentencias del Tribunal Superior de 1.^ de Maneo 
de 1879 {Bevista Judicial número 9.^) ; de 20 del mismo mes v año {Bé~ 
vista Judicial número 12) ; de 8 del citado mes y año de 1879 {Revista Ju~ 
iieial número 14) ; de 31 de Mayo del mismo año tJEUvista Judicial núme- 
ros 21 y 22) ; de 4 de Junio del expresado año (Revista Judicial número 
23) ; de 23.de Julio de 1879 (Bevista Judicial número 31) ; de 31 de Enero 
de 1880 {Revista Judicial números 6 y 7, serie no oficial) ; de 8 y 15 de 
Marzo del mismo año (Revista Judicial números 13 y 14, serie no oficial) ; 
de 18 de Junio de 1880 (Revista Judicial números 27 y 28). 

En sentencias del mismo Tribunal de 28 de Mayo, y 7 de Junio de 1884, 
se revocaron los antes dictodos &n que los Jueces de 1.* instancia nega- 
ron la declaración de herederos solicitada. Se reconoció como válido, para 
los efectos civiles, el matrimonio eclesiástico celebrado en 1857, bajo el im- 
perio de la ley nacional de 8 de Abril de 1856, sin que fuera necesario acre- 
ditor que los contrayentes comparecieron ante el Notario ó Juez do Distrito 
de la vecindad de la mujer, manifestando su mutuo y libre consentimiento. 
En sus consideraciones, el Tribunal eiió en sn apoyo lo'^ artículos 36 y 54 
de la misma ley nacional, el 134 del Código Civil del £stado, y el 1° de la 
ley de 30 de Agosto de 1864. Abí, con las copias de las partidas de matri- 
monio y nacimiento de los liijos, expe<Iidus por el Cura párroco, fueron éstos 
declarados herederos de bu padre difunto. 
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(11) Arta. 1,329, 1,330 j- 1,331 del Cóñ. Civ. del B. j 
del déla ü.; 1,082, 1,083 y 1,081 del Cód. Jud. del E. : 
1,108 del de la U. En cuanto á la responsabilidad del qui 
cia de buena ó de muía fe, pnr cansa de enajenacíoneB < 
lo prevenido por loa lejes suatantivaa. 

(12> ArtB. 1,08S del Cúd. Jud. del E. y 1,169 del de I 



CAPITULO III 

DB LOS IHVENTAE108 T AVALÜOE 

BiBTiHBN.— 1.° Qué es inventario; su objeto j bus espec 
practicarse el inventario judicial ó el extrajudicial ; c 
ambOB. — 2.° Ante quién, cómo j con cuáles compr 
formación del inventario ; decreto judicial j citacio 
que deben observarse ; lo que se hará cuando el inveu 
minarse en una sesión ; deupachoe ó exhortoa que e 
parte de los bienes Be hallare en distinto territorio ó fi 
tesideucia det Juez. — 3.° Cómo y por quiénes se bar 
bienes ; y cómo se llevará i cabo el inventario judi< 
dn traslado á loa interesados, - por edicto ; su aprobac 
oión.— 4.° Puncionarioa que tienen derecho de interve 
de los inventarios ; impuesto sobre los bienes de las e 
del Lazareto del Estado ; bus proporciones y ezcepci 
derechos dobles y casoa en que deben cobrarse; cuál 
ejecncionea de ofício; deberes de los Jueces y de loe 
asuuto. — 5.° Bienes de cujo valor responde el her 
DO ee deben confundir sus derechos con los de la e 
exonerarse do sus obligaciones ; tramitaciones con ea 
neflcio de separación de bienes. 

1.° — Inventario ea el instrumento en que se ef 
los bienes de alguno por muerte suya, ó por ra: 
curaduría, i'i'^or embargo i'i otro cualquier moti 
conservatorio que tiene por objeto hacer constar e 
Euc^iÚQ, ó del patrimonio de un menor, ó de o 
tutela 6 curaduría, ó de la hacieuria ajeua que ui 
fructo, admiuistracián 6 custodia, ó de los bieuc 
cianie ó sociedad de comercio, ó de los de un deuc 
de mauteoer ilesos los derechos de cualquier intei 

El inventario se divide en simple y solemni 
extrajudicial. El siinple es una sencilla descrípi 
bienes, hecha por los iiiipmos interesados, con asist 
6 sin ella ; y el solemne se hace con asistencia de 
tario y de testigos, observando las formalidade 
derecho, según los casos, ya interviniendo y prese 
ya dando sólo un auto 6 mandato para que se fon 
sea á peticiáu de algdn interesado. 
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judicial es el que se practica de ordeo del Juez 
la sucesión, con asistencia del mismo Juez y de su 
>drú comisioDarse á udd de Distrito, para la forma- 
irio; y el eairajadicial es el quQ se forma priva, 
cencía del expresado Juez, por ante dos testigos 
dad de veintiún afios, nombrados por los interesa- 
¡tuarios deberán concurrir las mismas cualidades 
1 en los testigos testamentarios. 

será judicial ó extrajudtcial, según que así lo 
más de lus que tengan derecho á hacer la solicitud 
lio de sus representantes legales; pero baycasosen 
me que el inventarío sea judicial. Tienen esa de- 
la, el curador de la herencia yacente, los herederos 
nentarios ó abintestato, el cónyuge sobreviviente, 
os socios de comercio, los fideicomisarios, y todo 
tario que presente el título de su crédito. 

alicite la práctica del inventario judicial, las costas 
ija la diligencia, serán de cargo del que, ó de los 
solicitud, y los que exija el extrajadicial se dedu' 

1 ó masa de bienes de la sucesión (1). 

1 ahora del inventarío«olemne en cnanto pertenezca 
1 voluntaría, sino del judicial 6 extrajadicial que 
1 en una sucesión bereditaría. Los Códigos Civiles 
enes son los que están obligados á hacer inventarío 
[ue deben aceptar la herencia con este beneficio, 
-sonas que no pueden aceptar ni repudiar sino por 
ion la autorízación de otras. Nos remitimos á sus 
asignadas en la nota (2). 

1 alguno de los que conforme al Código Civil de la 
ado tienen derecho de pedir la formación de inven, 
rcitar esta acción, se presentará al Juez del Circuito 
¡tente, que hubiese declarado abierta tal sucesión, 
proceda á la práctica de esta diligencia, si es judi- 
eda la licencia para hacerlo, si es extra judicial. El 
solicitud deberá acompañar á ella la prueba de 
herederos ó sus representantes, 
o será judicial cuando entre los herederos hubiere 
is que estén ausentes ó sean menores de veintiún 
3 pue.otas en interdicción de conformidad con las 
s. Así lo prescribe el Código Judicial de la Unión, 
o, el Juez decretará la formación del inventarío 
iderá la licencia para la del extra judicial, con cita- 
tienen derecho de concurrir á ese acto conforme & 
iles, y esta citación se hará personalmente á loa 
estén en el lugar del juicio, por edictos á los au* 
)ersona de sus representantes á los herederos cuya 
ia esté yacente por no haberla aceptado. 
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Ed su formaciiÍD, sea judicial ó extrajudicial 
dispueRto en el capítulo 3.°, Título 1°, Libro 3.' 
del Eiitado, cuyas dispOBicioüee reproduce el de 
auto en que f& decrete dicha formaciÓQ s& sefíalai 
en que deba empezar, si debe practicarse judicifl 
el día ; la hora seSaladoa, el Juez con su Secre 
sados que quieran concurrir 6. la diligeocia, ee tri 
en que estcD Io9 bienes, le recibirú al tenedor de 
de nianifestar todos Ion que se hallen en su podi 
conocimiento que correspondan á la herencia, y h 
tario vaya extendiendo con la debida separación 
de los bienes que su tenedor enumere o de quo 
herederos presentes (3). 

El inventario es la base para los avaliioü y la 
taria. Su objeto, pues, es hacer cooptar en todo I 
que pertenecen é. la sucesión, í fia de evitar las 
algunos herederos puedan cometer en perjuicio d 
la necesidad de que se proceda con toda exactiti 
que los Códigos Civiles disponen que el heredero 
ción del inventario omitiere de mala fe hacer 
quiera parte de los bienes, pdt pequeña que sea, 
das que no ezisteu, no gozará del beueficio de 
condenado en los gastos 6 costas de las nuevaí 
hubieren de practicarse, sean judicialesi ú estrajt 

Tienen derecho de concurrir al acto de la for 
tario todos los que pueden solicitarlo, y deberán 
estos interesados, aunque no te hallen eo el lug 
personado ó nó eu los autos ; pero no serán citad 
de cosa ü cantidad determinada ni los acreedoreí 
comparecido y presentado un título escrito que 
dito, 6 no hayan eido tenidos como parte en el ji 

Citados los interesados 6 las partes legítimas 
la forma general, en el día y la hora seSalados, st 
dice la ley, ii practicar el inventario con los que 
practicará observándose los requisitos 6 formali 
que son las exigidas pura el de los tutores 6 curai 

Así, pues, el inventario contendrá la relacit 
raíces y muebles, particularizándolos uno á i 
colectivamente loa que consistan en niímero, peí 
expresi<iu de !a cantidad y calidad ; sin perjuici 
plicaciones necesarias para salvar toda responsab: 
prenderá asimismo los títulos do propiedad, lase 
y privadas, los créditos y deudas pendientes He q 
probante 6 sólo noticia, los libros de comercio ó 
general, todos los objetos presentes, exceptuados 
couocidamente de ningilu valor ó utilidad, ó qi 
destruir con algún fin moral ; y ademáscompreui 
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propia» de )& persona difunta, cuja faerencta Be 
9 eocontrareD entre las que lo aon, extendiéndose 
lad de la lej á las unas y á las otras, 
taño se meDcionaTÚn separadamente los bienes que 
ler de tsrcer poseedor, y el Juez no mandará entre- 
tros T legatarios estos bienes sin que se compruebe 
íí la herencia, previa audiencia del mismo poseedor, 
niere en eutregarlofi, j alegare algún motivo para 
oará la entrega hasta que así se resuelva por deci- 

le hecho el inventarío se encontraren bienes de que 
tuvo noticia, ú por cualquier motivo acrecieren 
aa hará un ioTentario de ellos que se protocolizará 

yes DO han fijado el ordeu de las descripciones ; 
preeará en las diligencias que ce extiendan con la 
bíód convenientes; y si el inventarío do pudiere 
1 día, se estenderá el acta de lo inventariado eu él, 
9 las horas invertidas, para que sirva de r^la en 
I los derechos que deban pagarse á los peritos ava- 
curríeren al acto, firmándola todos los concurrentes, 

en los siguientes días. 

s Códigos Judiciales, que deberán inventariarse no 
ienes que se encontraren en el mismo lugar del 
a y en las dependencias del finado, sino todos los 
tdientes á la sucesión, aunque radiquen ó se hallen 

otros lugares ; á cuyo efecto se librarán contra. 

t& ó despachos, si las diligencias se han de practicar 

lara que las ejecuten y autorizen el Juez comisio- 

itario. 

a derecho la presunción de que pertenece al difunto 

encuentra entre sus bienes, salvo la prueba en 
tanto, debiendo incluirse en el inventario todo 
Dtre entre sus bienes, como se ha dicho, aunque se 
> de 6H pertenencia, podrán sus dueños reclamar, 
cacióu que corresponda. 

, se inventariarán ios créditos dudosas ó incobrables 
osas, con expresión de kus circunstancias, y las 
camente, y los bienes propios del oSnyuge sobre- 
hubieren aportado al matrimonio, sin perjuicio de 
i los herederos, al hacer la partición. 
» ha tenido parte en una sociedad, y por una cláu- 
o ha estipulado que la sociedad continúe con sus 
r eso en el inventario dejarán de ser comprendidos 
es, y esto sin perjuicio de que los asociiidos sigan 
8 hasta fa espiración de la Hociedad, sin que para 
i caución (7). 

IS 
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." — Al practicarse laa diligencias de ioveotai 
iflces por peritos nombrados por los her«d 
tnteS' Estos avaluadores no podrán exceder 
esados no se convinieren en su norabramieuK 
) discordaren en el justiprecio de los bien 
leato eu los artículos 533 á 585 del Código Ji 
; concordantes del de la Unión. 
]n los inventarios judiciales "e observarán U 
!B relativa» á peritos, que ya hemos consignac 
sta obra. 

ioncluídos los inventarios j los avalúos, el Jt 
ido, por medio de ao edicto que permanecer 

& todos los interetuidos para que dentro de se 
y eu vista de las diligencias practicadas, expc 
jor conveniente; y vencido que sea el térm 

que liecrettí la formación de los inventario 
eren observado las formalidades legales, y sí 
de los derechos en favor del Lazareto, hubie 
18 en la forma y término que vamos á expon 
.ndará protocolizar en una Notaría del lugar 
dcado, á no ser que alguno de los interesac 
cida de la herencia (8). 
lO más regular en esta clase de juicios es qu( 
< los inventarios y después el justiprecio de I 
dos, como lo dispone el Código de la Uni 
áca, y, según lo preceptúa el Código del Es 
Itáneamente una y otra diligencia. Los int 
anir en ello, y si alguno de los mismos pidier 

los avalúos después del inventario, no hay i 
te acceda á su solicitud. 

° — ^Tienen derecho de concurrir al acto de 1 
itario judicial ó extrajudicial y al avaláo d< 
a inventariarse, el Síniiico del Lazareto y loe 
jncargadof do la recaudación del impuesto 
lo sobre las mortuorias y donaciones iiitervi 
M^iÓQ é inverüión está encomendada á la Ji 
fice ocia. 

incluyendo de la mana de los bienes lasdeuds 
esto se deduce en las proporciones siguientes 
) Cuando hay descendientes tegítinios, el mE 
} Cuando hay ascendientes legítimos, el dos ] 
J Cuando los herederos sou parientes colat' 
lento ; 

) Cuando loa herederas son extraños, el seis 
) El medio por ciento de los bienes que con 

sobreviviente, en e^ caso de la disolución de 
I, por la muerte ; 
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f) El medio por ciento de las doDaciones intervivos, cuando 
éstas 86 hagan á favor de descendientes legítimos, y el dos por 
ciento cuando se hagan á favor de ascendientes legítimos ; 

g) El cuatro por ciento cuando se otorguen estas donaciones ¿ 
favor de parientes colaterales : 

h) El seis por ciento cuando se otorguen á otras personas ; 

i) El medio por ciento á cargo de lo») descendientes y aseen, 
dientes naturales sobre el capital imputable á su haber en la he- 
rencia, donación 6 legado. 

Este impuesto en ningún caso puede gravar los bienes del 
cónyuge sobreviviente, ya sean los aportado» al matrimonio, ya los 
adquiridos á título gratuito, ya los que le correspondan por ganan, 
cíales, el cual se liquidará y cobrará tan sólo sobre el monto del 
avalúo de la masa hereditaria, hechas las deduccionei> de que 
tratan los incisos 1.^, 2.^ y 3.^ del artículo 1,028 del Código Civil. 

£1 donante pagara al Síndico el impuesto, en su caso, sobre las 
donaciones que hicieie, y sin que se compruebe con el recibo co. 
rrespondiente, no podrá el Notario extender la escritura de coya 
donación se trate ; y toda persona, corporación ó entidad, á quien 
un testador hubiere dejado algunos bienes ó rentas, ya sea por 
herencia, donación ó legado, pagará el expresado impuesto, en las 
proporciones sefíaladas. 

Cuando por culpa de los herederos ó albaceas no se satisfagan 
los derechos establecidos con destino al sostenimiento del Lazareto, 
dentro de un afío de muerta la persona de cuya sucesión se trata, 
se cobrará el doble de la cuota asignada por la ley. Se pagará 
también el impuesto doble por todo el capital inventariado que lo 
cause, cuando el albacea ó heredero ocultare en estos juicios algu. 
no de los bienes de la herencia ; pero no estarán obligados á pagar 
derechos dobles las personas que no hubieren hecho el pago dentro 
del afío, cuando por embargo ó remate de ios bienes que hacían 
parte de la sucesión á consecuencia de los decretos sobre emprés- 
titos expedidos en la guerra de 1877, hubo impedimento para la 
facción de inventarios. Para que tuviera lugar esta exención se 
fijó un plazo por una ley de 1881, que se venció el 30 de Junio 
del año siguiente, á fin de que se hiciera el pago del derecho cau- 
sado primitivamente. 

En las sucesione:^ en que no se practiquen inventarios dentro 
de un año de muerta la persona que haya dejado bienes en el 
Estado, procederá el Juez del Circuito respectivo, con la interven, 
ción de los interesados, ya sea por denuncio dado ó ya por conoci- 
miento propio, á formar de oficio, en papel común, inventarios 
judiciales, para el solo efecto de saber lo que se deba u la renta 
del Lazareto, y una vez hecha la liíjuidación por el Juez de lo 
que corresponde á este ramo, procederá ejecutivamente de oficio, 
y actuando en la misma clase de papel, contra los herederos ó 
albaceas, hasta hacer efectivo el pago y remitir la cantidad cobra- 
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da al Sindico. Los derechos que se causen en estos juicios son de 
cargo de los mismos herederos ó albaceas. 

También procederá de oficio el respectivo Juez de Circuito ó 
por denuncio del Síndico, del Recaudador 6 de cualquier otro em- 
pleado 6 ciudadano, á practicar inventarios en papel común para 
liquidar los derechos del Lazareto, y librar la ejecución contra los 
deudores, sean las deudas de mayor 6 de menor cuantía hasta 
hacer efectivo el pago del impuesto, siempre que los albaceas, 
herederos, 6 cualquier otro individuo haya dispuesto de algunos 
bienes de la sucesión defraudando los derechos de los demás here- 
deros ó acreedores. No se exige una prueba sumaria acerca de los 
hechos ; de modo que sin ella y con el mero denuncio, se adoptará 
el procedimiento indicado. 

Los interesados pueden hacerse parte en estos juicios, cuando 
aún no se haya librado la ejecución, y en cualquiera de los men. 
clonados casos, el mandamiento ejecutivo se notificará al que se 
considere tenedor de los bienes de la sucesión, y con éste se segui- 
rán las ulteriores diligencias. 

No sólo en los casos mencionados se han de librar de oficio las 
ejecuciones, sino cuando no se verifique el pago dentro de los 
quince días siguientes á la aprobación de la respectiva liquidación ; 
debiendo despacharlas el Juez del Circuito, aunque la deuda sea 
de menor cuantía, por denuncio ó á petición de cualquier emplea, 
do ó ciudadano. 

Además del Síndico que nombra por parte de la Hacienda del 
Estado el avaluador que le corresponde y debe presenciar por 
sí ó por medio de comisionado las diligencias y hacer la liqui- 
dación de los derechos del ramo en cada sucesión, los recaudadores 
de las rentas del Lazareto intervendrán como parte en las causas 
mortuorias en la formación de inventarios, los que no serán apro- 
bados por el Juez sin que se hayan satisfecho dichos derechos. Si 
fueren aprobados los inventarios sin esta formalidad, será el Juez 
responsable de la contribución. 

Cuando muera un individuo, dejando bienes en dos ó más Dis- 
tritos, intervendrá únicamente el Síndico en la formación de los 
inventarios por sí ó por medio de apoderado, ya sean judiciales ó 
extrajudiciales, y en consecuencia, los respectivos recaudadores no 
tendrán participación alguna en esa cla^e de sucesiones, ni gozarán 
del honorario que les señala el artículo 6.^ de la ley de 23 de 
Enero de 1872, adicional y reformatoria de la de 10 de Noviem- 
bre de 1870, que establece un Lazareto en el Estado. 

Los Jueces de Circuito remitirán cada mes á la Sindicatura, 
una relación de las personas que hayan muerto dejando bieneí», y 
en el mismo período darán cuenta á la Junta general de Benefi. 
cencia, de los inventarios aprobados, con expresión de la cantidad 
eatisfecha y de la persona que haya hecho el pago. Los Notarios 
de Bogotá pasarán también mensualmente á la Sindicatura una 
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relación de los que mueran, tomada del Registro, y en el mismo *>^ 

período cumplirán este deber los Notarios de los demás círculos, 
haciendo la remisión de la lista de defunciones á los respectivos 
recaudadores ó á la Sindicatura. 

Esta, al estimarlo necesario, visitará las Secretarías de los "^^ 

Juzgados de Circuito, los archivos de las Notarías y las oficinas de 
los recaudadores (9). 

5.^ — ^El heredero ó los herederos que hubieren aceptado la . "^j 

herencia con beneficio de inventario, no sólo se hacen responsables 
de los bienes que entonces efectivamente reciban, sino de aquellos 
que posteriormente sobrevengan, y sobre los cuales recaiga el 
inventario adicional que debe formarse. Se agregarán la reía. 
ciÓQ y tasación de éstos, á las anteriores diligencias. 

Son también responsables de todos los cr^itos como rí los hu- 
biesen cobrado ; sin perjuicio de que para su descargo justifiquen 
oportunamente lo que síd culpa suya hayan dejado de cobrar, k 

poniendo á disposición de los interesados los títulos y acciones ^ 

insolventes ; y asimismo lo son hasta por la culpa leve de la con- 
servación de las especies ó cuerpos ciertos que se deban. Es de su 
cargo el peligro de los otros bienes, pero sólo por el valor de las 
tasaciones. 

Pero ha de tenerse presente que los créditos y deudas de los 
herederos beneficiarios, no se confunden con los créditos y deudas ,| 

de la sucesión. <^ 

Dichos herederos podrán en todo tiempo exonerarse de sus J 

obligaciones abandonando á los acreedores los bieoes de la suce- 
sión que deban entregar en especie, y el saldo que reste de los 
otros, y obteniendo de ellos ó del Juez la aprobación de la cuenta 
que de su administración deberán presentarles. 

Consumidos los bienes ó la parte que de ellos hubiere cabido 
al heredero beneficiario, en el pago de las deudas y cargas, deberá 
el Juez á su petición citar por edictos á los acreedores de la suce- 
sión que no hayan sido cubiertos, para que reciban la cuenta 
exacta, y en lo posible documentada, que se haya presentado, de 
todas las inversiones hechas ; y aprobada la cuenta por ellos, ó en 
caso de discordia por el Juez, el heredero será declarado libre de 
toda responsabilidad ulterior. £1 que opusiere á una demanda la 
excepción de estar ya consumidos en el pago de deudas y cargas, 
los bienes hereditarios, ó la porción de ellos que le hubiere cabido, 
deberá probarlo presentando á los demandantes una cuenta exacta 
y en lo posible también documentada, de todas las inversiones que 
haya hecho (10). 

6.° — Los acreedores hereditarios y los testamentarios podrán 
pedir que no se confundan los bienes del difunto con los bienes 
del heredero, y en virtud de este beneficio tendrán derecho á que 
de los bienes de la sucesión se les cumplan las obligaciones con 
preferencia á las deudas propias del heredero. 
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DeBpués de expooer en qué coDsista este bene(i< 
que Buentros C<^digos CíyileB espresao cuándo puec 
determÍDan \on casos en que do tiene lugar, establt 
acreedores del heredero no tienen derecho á pedií 
quiéoes aprovecha. Hablan de la acción de los i 
suceaíijn contra los bienes del heredero, y de la 
mismos que gozan del beneficio. 

El decreto judicial que lo concede debe registi 
tro concepto puede recaer en la incidencia que "e 
juicio de la suceaióo j no en juicio separado, susti 
trámites ordÍDahos (11). 



BOTAS DEL CAPÍTULO III 

(1) Arta. 1,315 á 1,317, 1,083 7 l,2ee del Oód. Oiv. 
cordantea del de la U. Este no treie todaa las definicionf 

el texto. 

(2» ArU. B1,2S0, 17S, 195, 493. S51, 1,302, I^IO, 1,31 
327, 512 y 1,267 del Gód. Cív, del E. j sus concordantes d 
rennidu en eata nota todoa los casos á que nos referimos, 
la consulta de las prescripciones legales. 

No será ocioso recordar aquí, que el padre de fami 
administra bienes de su hijo, no es obligado í hacer inve 
ellea, mientras no pase á otras nupcias ; pero sf debe llev 
circunstanciada de dichoa bienes ; j que el habitador ; i 
el UBO se constituya aobre cosas que deben restituirse 
también obligados á hacer inventario ¡ pero creemos que 
solemne (arts. 320 y SOI del Cód. Giv. del S. y sus 
de la ü.) 

(3) Arte. 1,066 á 1,090 del Cód. Jud. del E., y 1,170 n 

(4) Arts, 1,321 del Oód. Civ. del E. ; su concordante 
leyes 9." y 12, Título 6.°, Parlidn 8.'. disponen que el h 
briere algo al hacer el inventario "' debe pechar doblado i 
brío 6 furto, á aquéllos que debían recibir algo de los bii 
Ha de considerarse, además, como si aceptara la herencia 

<5) Arta. 1,318 y 497 del Cód. Civ. del E. y sua concoi 
(6t Arts. 497 á 499 del Cód. Civ, del B. y bub concor 
(7) Arts. 1,319 del Cód. Civ. del B. y su coucordante d 
y 1,007 del Cód. Jud. del E. ; 1,178 y 1,177 del de la U. : 
de Marzo de 1879, dictada por el Tribunal Superior, si 
pueden inventariarse en un jaicio de suceaióo radicado ' 
bienes raices situados en otro Estado, y que deberán form 
cuantos sean loa inmuebles que pertenezcan á la sucesii 
encuentren fuera del Estado, ó en el territorio de los demí 
El Juez de la primera instancia decretó la formación d 
avalúos de los bienes muehlee y raices existentes en Cnr 
bien de los muebles que se hallaban eu el Estado de B«, 
reformo del aato, para que el inventario comprendiera los 
aquel Estado, fundándose el interesado en que los partíc 
de acuerdo en que asi ae hiciera y en una lej boyacense 
reconoce la validen de todo inventario en que figuren b 
ubicados en su territorio, eiempre que se pagaran ciertos ■ 
negó, sin embargo, la solicitud y concedió el recurso intei 
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nndjimentoB de la denegación ; es el prímero, que el Jnes 
:¡ón pkra conocer en loe jnicioa de Bacesíón rospecto de 
en territorio de otro Estado, j en que la citada ley bo- 
t presentado con U nota de an antenticidad. El Tribunal 
irando que ea un hecho reconocido n ni veraat mente j 
I loB eipoHitores del Derecho da gentes, qne tas fincas 
\ á la legÍBlación del territoño en que radican, j que ai se 
de que pudieran ¡nveotnriarae en una enceBión abierta en 
inmuebles situados en Bojacá ó en otro Estado, tendría 
que aamitiree luéso que tales bienes fueran objeto de la partición j adjudi- 
cación entre ios herederos reconocidoa ; que Gonforme á laa lejes cundina- 
marqnesas, el titulo do propiedad qne leadáderechoBafectoaálos heredaros 
para disponer de tos que ae le adjudiquen, ea la hijuela registrada, y qne 
túen puede suceder qne en Boyacá ó en cualquiera otro Estado, so eiija nn 
documento distinto sujeto á determinadas formalidades, no pudieado, en tal 
■npneato, pretenderse qne ae reconozca como valido j como auñciente titulo 
de propiedad sobre bienes raicea, el expedido de acuerdo con la legislación 
del Estado en que se había abierto la sucesión, porque si asi no fuera, eso 
eqnÍTaldría á establecer el precedente de qne uu Estado podría promulgar 
leyes qne rigieran en los otros. El titulo, pues, en concepto del Tribunal, 
sería baldío y no produciría efecto alguno. 

Se recuerda que la Corle Snprema, apercibida do loa inconvenientes qne 
pudieran surgir de un conflicto entre legislaciones diversas, reaolvió, en 
Acuerdo de 7 do Febrero de 1877, al dirimir una cuestión de campetencia 
suscitada entre loa Juecea de Circuito do Antioqiiia y Cundinamarca, pro- 
movida en la sucesión del Reverendo Obispo doctor D. A. Biaño, qne le 
correspondía conocer de esta cauaa, en lo relativo á muebles dejados en te- 
rritorio antioqueño, 6 en cualquiera otra parte, al Poder Judicial de aquel 
Estado, en donde el finado tuvo sn último domicilia, j al de Cundinamarca, 
en le relativo á los raíces situados en su territorio. 

Observóse, además, al terminar, que el consentimiento de las partee no 
podría variar loa efectoa de la lej territorial, y que el consentimiento del 
Estado de Boyacá no podía tampoco producir efectos, sino en el caso de 
que se celebraran tratados ó convenios entre los Gobiemoa de los Estados, 
eatableciéndose que se snjetaban ¿ la respectiva legislación de cada uno en 
lo concerniente al modo de ¡adquirir el dominio sobre bienes raíces, en los 
determinados casos de sucesión ; porque de otro modo no era concebible, 
dice la sentencia, cómo un Estado soberano podía imponerse á ai propio la 

obligación de someterse á extrañas legislaciones 

Otras reaoluciones del Tribunal y otros Acuerdos de la Corte han apli- 
cado rigorosamente el principio Itx loei rei sitae, resolviendo laa cnestíonea 
relativas al movimiento y traamisión de la propiedad raiz,y aun llevando sns 
interpretaciones demasiado lejos, como vamos á ver. 

Anotamos tan sólo las de 4 de Junio de 1879 y 17 de Febrero de 1880 
(Bevista Judicial nútaeros 23, serie oñcíal, y 9.", seríe no ofitial), j el 
Acnerdo de 29 de Diciembre de 1682. (Mevista Judicial, números 201 
y 202). 

El Tribunal en sus resolnciones negó el derecho de nombrar peritos para 
avaluar bienes raíces situados en otro Estado, y declaró que lot Juecea del 
Estado no pueden decretar el embargo de estos bienes, no radicados en su 
territorio, ni por consígniente librar exhortos cou tal objeto, ni rematarlos 
en juicio ejecutivo ó en concurso de acreedores, aunque hubiesen sido mani- 
festados por el dendor ; y al resolverse por et Acuerdo una cuestión improce- 
dente de competencia aGrmativa promovida por un Juez del Tolima al Juez 
3." del Circuito de Bogotá, deneg&ndose aquel á prestar el auxilio solicitado 
por éste para que hiciera dar un pregón, en que se anunciara el remate de 
un terreno situado dentro de sn jurisdicción, la Corte declaró que correspon- 
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día á «ijael Jnez diaponer lo reUtÍTo al remate, 7 no «1 • 
qne loa pragonea preparaba la traaraiaión del dominio, y 
ba refriada per la legialiición tolimetue. Decimoa qae ei 
qne el Jnez comiaionado no tuvo derecho para prom 
competencia pneato que é\ no podía conocer del coneni 
diaponer nada acerca del remate, 

TenemoR, pues, qvo la Jnriapradeiicia en el Eatai 
■ancíDoado la teoría de la plnralidad de auceaionea, y 

blM interpretacionea ■■ extremo del abeotntiaino. Bna consecuencia a catán 
produciendo profandaa pertarbacíonee en las Telaciones jnrídicaa entra 
loe EatadoB y los ciudadanoa. 

Noe tíraítarénios í hacer alj^naa obaervacionea fnndaroentalea, pnei 
disponemos da tiempo ni de eapacio para formniar nn juicio crítico aci 
de Moa acnerdoa 7 resoluciones. 

£¡a indndable qne al derecho de le^slaoión y jnrisdicción de cada EbI 
es amplíiimo dentro de loa límites de sa territorio, podiendo, en virtm 
en poaerBoberano, fijar las condicioDoB de trasmisión de loa inmaeblea, 
reqniaitoH neceaaríoa para la validez de loa actos ó contratos ó los derec 
y obligacionea qne de ellos resulten, determinar el procedimiento par 
reclamación de esoa derechos, y, en fin, cómo se ha de administrar justicí: 

Pero observamoa qne el absolutismo de eee podar viene modi&cáni 
en los tiempos modemeB, y que los oonflictos ds joriadicción se van re 
viendo por leyes especiales, cuya liberal tendencia ee más uniforme i med 
como dice Calvo, que son más constantes, natoeroess 7 pacíficas las relsi 
nes de los pneblos. Hoy, según el mismo expositor, " el valor legal 
dentro da un Estado pueden tener las legislaciones extraDjeraa depende 
an consentimiento expreso á tácito. &I primero aparece do Ie7e8 direc 
(la expedida en Bojacá, en el asunto de que tratamos), ó por tratados 
medio indicado en la sentencia que citamos primeramente). Bl aegnudí 
deduce de las deciaioDos del Poder Judicial " 

Admitiendo, como admitimos, la aplicación da leyes extranjeras y ai 
dando la ejecución de eentencias dictadas en otros países, no obra 
conforme á nn deber de necesidad ú obligación cuyo cumplimiento pi 
exigirse, aino únicamente por consideraciones de utilidad y conveniei 
reciproca, las que influyen también en el cumplimiento de los ezhoi 
porque todas las naciones hallan ventajas en este modo de proceder. I 
conveniencia ha hecho ana consientan en que los actoe pasados 7 contn 
celebrados con arreglo a Isa leyea del lugar en que se verificaron, sean 
lidoB en cualquier otro país ó Estado en que rijan leyes distintaa, ann 
tales octoa 6 contratos no puedan tener eficacia alguna. La única limitai 
qne sufre eete principio, es que si perjadicareu al país ó Estado en que 
ban ejecutarse, éste podrá negar su validez. 

Debemos reconocer que el estatuto real va perdiendo en Earopa su 
portaacia y trascendencia que tnvo en la Edad Media, pues se consic 
válido cualquier contrato, donación ó testamento hecho con arreglos 
leyes locales, ó del lugar en qne se verificaron, aunque se refiera á inm 
blee, siempre que la enajenación esto autorizada ó la disp»B¡ción pennit 
ai bien cuando se prescriben formalidadea que sólo pueden efectuarse ei 
Ingar de la situación de los bienes, deberán cumplirse, como el registro 1 
anotación de hipotecas. 

Así estamos viendo que cada día se avanza más en la admisión de 
principioa de reciprocidad 7 conciliación, 7 que esta se efectúa entre la 
personal y la ley territorial. Una de BUS conclusiones definitivas es ee 
Cuando la comunidad de Derecho existe, la relación jurídica debe, en to 
partes, suKir plenamente rus efectos, 7 cuando ella no exista debo entou 
regir la relación jurídica el Estado que la eanciono. 

El medio de hacer posible entre Estados confederadas, el trato que 
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I reproaentaoión, no pa»de ser otro qne et de dar fner- 
»<f6», i loa contr&toa 7 i todos los «ctoi ó procedí. 
M& nno, «D los demú EsUdoB. Los hechos reklizkdoB 
leyes, que no contraríen las de los otros Eetftdoe, no 
Sq vida joridica exige el rontno reapeto 7 reconoci- 
I adquiridos legítimameoto, siempre qne no haja opo- 
«e leju, ó 110 afecten al interés de orden públioo, 
10 podemos justificar Ids procedimientos de ftbatenoiÓB 
10 7 cierto aislamiento, qne no sólo SDerva bído qne 
I la Unión federal. 

esiones, el lugar de su apertura fija la competoneia da 
len decidir sobre la accién de petición y diviaión do 
]bre el orden de las adjudicaciones y sobre la r^Ia 
I distríbución de bienes, aceptado el principio de la 
n admitirlo. 

larle precisión y mayor alcance al estatuto personal 
e, en nuestro humilde concepto, abraza no sólo las 
idividuo in ahtíraetó, eino las que regulan la condi- 
empre qne esta condición se% infinida por la capacidad 

. de Mr. Demolombe, de acuerdo con Saviguí y otros, 
erado como nos nniversalidad dintinta de los bienes 
ititnye nn ente de razón ó nn todo ideal qne no tiene 
ibo más que por un víncnlo jurídico entre el conjunto 
:)ersona, y no ea sino la personalidad del poseedor en 
objetos exteriores. Su trasmisión por herencia no es, 
que la de la misma peraonatidad del difunto, viniendo 
HB con la del heredero. De aquí ae aigue que la fa- 
[wtriroonio abinlestato debo regirse por la ley personal, 
I, es equitativo suponer que lia querido someteree el 

jnen en la legislación patria su aplicación, qne ea como 
va. Sin tener para qué mencionar aquí tedas eua dis- 
cución de las sentencias extranjeras y sobre la ofaliga- 
hortos, bastará citar el artículo 9.° de la Constitución 
] la del Estado y en otraa Constituciones de los Eata- 
rtud del cual en cada uno de loa mismoa Eatadoa se 
o á las sentencias y procedimientos judiciales de los 
is están equiparadas á los instrumentos públicoa ó 
luoias ó autos son actuaciones. 

nn Estado, para la ejecución de sus providencias, tie- 
urso y auxilio de laa anloridadea de los otros Estados. 
lUxilio mutuo, en interés de la justicia, bien mirada, la 
la obligación que se deriva de la solidaridad de los 
n lo qne no hay peligros, ni ataque inferido á la so- 
ellos, porque el cumplimiento de loe ezhortos se debe 
estala autoridad local. La jurisdicción extraterrito- 
emeoto, y ella snple la territorial, en determinados 
lies deben obaervarflo en todos los Estados de la Unión. 
,093, l,098y l,08Gdel Cód. Jud. delB.; I,l7l, 1,175, 
U. 

;y de £!njuieiamiento civil de España (artículos 1,D6B 
dos los inventarioB, manda el Juez, convocar d Jnnta 
á Ids interesados, señalando el día, para que se pongan de acnerdo sobre la 
adninistracióu del caadal, au custodia ; conservación, y ai no se consigue 
el Muerdo, determina el Juez lo que, según las circunstancias corresponda, 
cot sujeción á ciertas reglas, esto es, el metálico y efectos públicos, y las 
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alliajai, mnebles, eemovientee y frutos recolectados ee p 

He nombra tin administrador, pudieodo Borlo el viudo ó li 
loe interesados, qnien debe prestar fianza bastante á r 
perciba en bienes muebles y de la renta de un año de lo 
interesados no le dispensaren de hacerlo. 

Estos, en la nitma junta, deben también ponerse d< 
nombramiento de uno ó más contadores que practiquen It 
Borias del caudal, j en caso de desacuerdo, se fijan ciei 
deai^ación de la persona qne debe encargarse de la Uqu 
adjudicación de la herencia. 

(9) Arts. 1,320 del Cod. Clv. del B. ; 3.° £ 8." de la 
viembredelBTO; 11 de la de 28 de Enero de 1873 ; 1." 
Enero de 1872 ; 1° i 7." de la ley 26 de 1871 ; 1." y 5 
1877. El articulo 2.° de la citada ley de 1877, eBtablece< 
nado por el articulo i." de la de 1870 no se cobrarí respi 
nea de aquellas personas cuyo fallecimiento hubiere oci 
de 1875, 1876, y en los primeros nueve meses del año . 
esta diapoaición tendrá efecto sienipie que dichas sucesi' 
movido antes del 28 de Febrero del siguiente año. 

Véanse las senteDcias del Tribunal, de 28 de Junio 
Judicial número 27, serie oficial) ; de 15 de Marzo de It 
eial número 14, serie no oficial) ; de 30 de Agosto da est 
vitla Judicial número 44, idem) ; de 3 de Noviembre d 
vista Judiñal Tiámero 60, idem). 

(10) Aits. 1,322 á 1,328 del Cod. Civ. del B. y sus « 
laü. Véanse loa artículos 1,351, 1,410 y 1,450 del citadi 

<11) En el Diario de Cwntítnantai-ea, números 2,296 
j 2,303, se publicaron los dictámenes de algunos de nnei 
D. Felipe Zapata, D. Eamón Oómez y D. Qonzalo &.. 
cuestión resuelta por el Tribunal del Tolina ; " /, El ben 
de bienes de que trata el artículo 1,441 del Código Civ 
valer como incidente del juicio de sucesión por causa de 
ordinario, ó como incidente del juicio en que el acreedor c 
En conformidad con la decisión de eae Tribunal y la opii 
riaconsuitos, expusimos nuestro concepto, que se publicó 
del mismo periódico, en el sentido de que la separación 
caso, es un incidente del juicio de sucesión. 

Por sentencia del Tribunal, de 27 de Junio de 1879 
número 31), se decidió qne no se podía impetrar por loa 
sucesión este beneficio, y ventilar el punto sobre separa 
por la vía ordinaria, fundándose en que la ley procesal u 
trámites esfieciales. 



CAPITULO IV 

DE LA PAETICIÓN DE BIENES. 

Rebckkn. — 1.° Qué etpartición de hienet; sus objetos 
si constituye un verdadero juicio, y por qué se le da 
2.° Estado de iudivisióu ; derecho de los coasig 
hecha por el difunto. — 3.° Quiénes pueden pedir la 
Juez deberk ejercitarse esta acción ; términos eu qu 
la demanda ; procedimiento y ritualidades hasta e! 
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iKitidor ; cómo deb«rá hacerse y cuándo 
obadn ; cómo so coneidera el nombrado ; 

término señalado para desempeñarlo : 
'5.° DecieioDce judioiales preTiaa i la 
no suspenderse éeta ; articulación que 
ienea del partidor en la adjndicaciói), 7 
Iq laa eapeciea ; debe formar un lote ó 
elidas ; la liquidación j distribución de 

reglas que ae dan ; fmtos psreibidoi 
or ópetidienUí al Uempio de la adjndica- 
d del heredero que quiera car^r con 
intidadea que debes deducirse da la maaa 
se llania eturpo de bienes; qué bajas 
f cuándo se dicecuci^Ki común de bienei; 
ionio del difunto estuviere confandido 
ado lo que deberaoa comprender en las 
:* fjuo deben agregarao al inventario paTa 
»ndo el ñoado deja legitimarios ; casos 
aprovecha esta agregación ; qnó pueden 
o excesivamente donado sobrepasare el 
el testador en favor de extraños. — 9.° Los 
u obligados á esperar la partición; qaó 
lago de sus créditos. — 10. Trámites par» 
!a la partición ; deberá rehacerse cuando 
sentencia aprobatoria de la partición y 
11. Efectos de la partición ; saneamiento 
;natarioa ; cuándo no tendrá lugar esta 
igo en caao de saneamiento ; explicación 
rescisión de las particiones ; si es causa 
tido algunos objetos ; medio da paralizar 
puede intentar esta acción Ó la de nuli- 
n estas acciones y recursos en favor del 
catarlas. — 13. Son aplicables laa reglas 
) concerniente á la administración de los 



SD geoeral, es la separación, divi. 
ace de una cosa comi'iD entre las 
' en las sucesiooes hereditarias, es la 
ieneü de la herencia entre los cobe- 
jarte que le corresponde, según la 
defecto con arreglo á lo dispuesto 

jeto de las particiones por causa de 
<D testada que en el caso de sucesión 
3 judicial ó extrajudicialmente. 
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Se hacen judicialmeute cuando por menor edad, ausencia ó 
incapacidad de algún heredero, se requiere la vigilancia é inter. 
vención del Juez, á fin de evitar perjuicios á los que personalmeate 
no puedau precaverlos. Con este motivo, nuestros Códigos dispo- 
nen que los tutores ó curadores, y en general todos los que admi. 
nistren bienes por disposición de la ley, no podrán proceder á la 
partición de las herencias ó de los bienes raíces en que tengan parte 
sus pupilos ó menores sin autorización judicial ; pero el marido 
no habrá menester esta autorización para provocar la partición de 
los bienes en que tenga parte su mujer. Bastará el consentimiento 
de ésta, si fuere mayor de edad y no estuviere imposibilitada de 
prestarlo, ó el de la Justicia, en subsidio. 

En consecuencia, será necesario someter, terminada que sea, á 
la aprobación judicial, la partición de las herencias ó de los bienes 
raíces, siempre que en la de la masa ó de una porción de la masa, 
tuvieren interés los menores, y las personas ausentes, cuando éstos 
no hayan nombrado apoderado que los represente, ó lo tuvieren 
personas jurídicas (1). 

Se hace extrajudicialmente la partición en los casos siguientes: 

a) Cuando los herederos son mayores de edad, pues entonces 
podrán practicarla por sí propios, ó nombrar de común acuerdo un 
partidor que la forme ; 

b) Cuando el testador dejare hecha la partición ; bien que si 
perjudicare á los herederos forzosos, habrá de suplirse ó comple. 
tarse la falta que haya en ésta ; 

c) Cuando el padre de los herederos, aunque sean menores, 
dispuso en su testamento que el albacea ú otro que nombrare, 
pudiere hacerla, en cuyo caso el Juez dará su autorización para 
que los elegidos partidores procedan á practicarla (2). 

Es regla general que podrá verificarse extrajudicialmente la 
partición de cualquiera clase de bienes, cuando todos los coasigna- 
tarioB tienen la libre disposición de los suyos, y concurren al acto, 
ya se practique por ellos mismos, 6 ya por el partido i que hubieren 
nombrado de común acuerdo, cualesquiera que sean las inhabili- 
dades que éste tenga ; esto es, aunque sea elegido el coasignatario 
de la misma cosa de cuya partición se trate. 

Nuestras leyes, como las de otros países, siguen firmemente 
conformándose con el espíritu que domina en sus preceptos, de- 
jando al interés individual y á su iniciativa, todo aquello que por 
su naturaleza les corresponde de derecho. Se supone en los here- 
deros un conocimiento exacto del objeto y de los medios que en 
realidad son eficaces para poder llenar los fines de la partición en 
los términos más equitativos, y por esto las leyes respetan el con- 
sentimiento de los interesados, de tal modo que el Juez no puede 
hacer otra cosa, en casos tales, que aprobar el acuerdo celebrado. 
Podrá también practicarse extrajudicialmente la partición de los 
bienes muebles, aunque en ellos tengan parte personas jurídicas, 6 
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ría. ISsto se deduce de U doct 
I bioDee inmuebles. 
I del aii»6Dte le representará 
|ue en ella ^e le adjudique; 
I biene». 

JudiciaW ii este respecto, qi 
I menores tí otras pemoDa^ ii 
ístraciún de sus bienes, una ^ 
tciífn del inventario, podrtÍD 
ialmento do sólo el ÍDventaric 
n, partición y adjudicación 
; y que practicadas estas c 
reii la aprobaciÓQ de ellas, el 
tocolizarlas para que se eicpic 
lijuela (3). 

» hereditarios do constituye i 
a visto, los coa«igaatanos pui 

baseii y de la forma de la d 
aes, bíd que baya contienda 
n, el repartimiento y la ad, 
lar origen y motiva fundado 
r judicialmente, no es impn 
ecibe la particiÓD al no efec 
erederos. Ella es el trámite 
tcesión. 

rr en este capítulo cuánto co 
> será ocioso consignar algún 
¡ del Derecho civil, tienen esl 

é inmediata aplicación en la 
íes para la liquidación 7 divi 
mente de la competencia de 
e negará que su forma pf 
3S. Habiéndose establecido r 
ición, se ha dejado, sin ei 
que es necesaria para poder oí 
life rentes casos que ocurren, 
locido, que ninguno de los c 
lecer en la indivisión, á no s( 
}, y 00 podrá estipularse la ; 
pero cumplido este término 
posiciones no kb extienden á 
i derechos de servidumbres, i 
iner indivisas, como la pn 

rencia por alguno de los bar 
da uno de ellos, en el estado < 
. terceros tos inmuebles que 
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correspondan, sujetándose al resultado de la partición, y decimos 
que habrán de sujetarse á este resultado, porque las leyes limitan 
el efecto de la reivindicación á la parte que en la división se 
adjudique al heredero. 

Los que poseen en común una sucesión ó una cosa particular, 
eKtán obligados recíprocamente á hacer su partición cuando alguno 
de ellos la demanda, y (i darse cuenta mutuamente de todos los 
provechos y cargas que hubiesen tenido. Esta comunidad ó co. 
munióii entre coherederos, es un cuasi contrato que produce tales 
efectos, sin que entre los mismos haya mediado convención al- 
guna. 

Pero ya dijimos que el testador puede hacer la partición, y si la 
hace por acto entre vivos ó por testamento, se pasará por ella en 
cuanto no fuere contraria á derecho ajeno (5). 

Aceptada que sea la partición formada por el testador, cesará 
toda comunidad entre los herederos, si en ella no aparece alguna 
proindivisión, y bh^ llevará u efecto aun cuando el testador hubiere 
establecido otras reglas distintas que las prescritas por la ley res- 
pecto de inventario y tasaciones, liquidación, división y distribu. 
ción de sus bienes. Tienen obligación de respetarlas todos los here- 
deros ; pero se refiere esto principalmente & los voluntarios 6 
extrafíos, porque los herederos necesarios ó forzosos podrán con- 
formarse con ellas ó seguir las prevenciones de la ley, como vamos 
á explicar. 

Para los herederos voluntarios la disposición del testador es la 
ley suprema, y por esto deberán cumplir todos ellos las condicio- 
nes que les haya impuesto, siempre que no sean imposibles ni 
contrarias á la naturaleza y buenas costumbres. Se desprende de 
los preceptos legales, que si les ordena el testador que se distribu- 
yan los bienes en la forma por él determinada, prohibiéndoles que 
acudan á la autoridad judicial, estarán obligados á observar esta 
forma y á cumplir esta prohibición. 

Deducimos que los herederos forzosos también estarán obliga- 
dos á respetar la voluntad del testador y cumplir lo que hubiere 
éste ordenado, siempre que no les resulte perjuicio ó gravamen en 
sus legítimas, que esos herederos reíáben por ministerio de la ley. 
Este derecho ó este privilegio que la ley les concede, es sólo en 
cuanto á las cuotas asignadas con tal carácter, y todo lo que de las 
legítimas exceda y reciban en virtud del testamento, es lo que 
reciben por voluntad del testador. En la demasía, pues, se consi- 
derarán herederos voluntarios, á quienes por lo mismo el testador 
puede imponer las condiciones que quiera. 

No es dudoso que deberá obtenerse la aprobación judicial de 
las particiones hechas extrajudicialmente en virtud de lo dis- 
puesto por el testador cuando tenga parte en la herencia algún 
menor, ausente ó incapacitado. De este modo la autoridad judicial 
ejerce la protección que se debe á esas personas y que le encargan 
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Dnpedir que resulten perjudicadas en sus intereses 

.dan. 

¡o de particiiÍD de bienes pertenece ala clase de loe 

pueden promoverlo cualquiera de los coasignata- 

en la divisióu <S las personas á quienes se hayan 
jrechos de alguno de los herederos, siempre que 
lalle sujeto á una condiciúu suapensiva. Él bere- 
I, estando pendiente la condición, no es todavía 
e pueda llegar á serlo, y milo & los que estén ya 

quieues se les concede el derecho de pedirla y de 
.rtici<Sn, asegurando completamente lo que, cum- 
ie, les corresponda ¿ los que sean herederos con. 

I que pKia asegurar la conservacitin de loe bienes 
rsonas que no tienen la libre disposicii^a de sos 
I permite que los tutores ó curadores, ni oinguna 
que adiniuistraD bienes ajenos, promuevan sin 
licial la partición de la herencia 6 bienes raíces en 
rte sus representados, excepto el marido, como 

QDO de los varios coasignatarioa después de ha- 
la asignación, cualquiera de loe herederos podrá 
ición. En ella formarán todoK éstos una sola per. 
iintos, ó por medio de un procurador común, puesto 
las mismas pretensioDes ¡ y si alguno de los coa- 
le ó cede su cuota á un eztrafio, tendrá éste igual 
vendedor 6 cedente, porque mediante la cesión 6 
rechos se les trasmitieron todas las acciones que 
Dcia e! vendedor ó cedente. 

civiles disponen que cada asignatario se reputará 
inmediata y exclusivameate al difunto eu todos 
e hubieren cabido, y uo haber tenido jamás parte 
tros efectofi de la sucesión. Por consiguiente, si 
asigoatarios ha enajenado alguna cosa que eu la 
uiique á otro ile ellos, se podrá proceder como en 
ita de cosa ajena. 

e que el objeto asignado fuese un fideicomiso, se 
¡Tenido e» el Título Propiedad sólo fiduciaria. 
partición judicial deberá practic»nie cuando lo 
eros declarado» ú cualquiera de ellos, el cónyuge 
is legatarios ó cualquiera de elloi, y los acreedores. 
ios «s prefereute al ile los herederos, pues no hay 
deudas que abiorban la totaliilad de los bieoen, y 
mitc II lo« acreeiiures ser parte en estos juicios, 
que si las (leuda<< e^itiín garantidas por medio de 
los bieues del deudor difunto, poco les importará 
)s se lepartau dichos bienes. Sus derechos irán con 
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Us fincas, y a\H doode se «acuentren podrán e 
poseedor (6). 

El coatignatario ó su representante que, c 
Civil, tenga acción para pedir la partición de I 
cesíiÍD, la ejercitará ante el Juez competente, 
hacerfte judicialmente, ó sea porque los interesal 
venido en hacerla privada 6 extrajudicialmente, 
Juez ante quien se haya abierto la Bucesión. S 
donde estuvo domiciliado el difunto, y ú quien 
conocimiento del inventario, hubiere intervenid 
á él deberá pedirse la partición como pertei 
negocio. 

En la demanda se expresará el nombre y la 
uno de los coasignatarios, si se supiere ; y deb 
ella el titulo del heredero, si del expediente no a 
se dará traslado á los partícipes ó herederos po 
uno, dentro de cuyo término deberá presentar 
las pruebas que tenga para ello, y trascurrido 
no se hubiere contentado et traslado ó si no se hi 
coasignatarios ó no hubiesen presentado la pruet 
el Juez decretará la partición solicitada ; mas si 
fundada en una prueba, aunque sea sumaria 
decretará. 

El auto en que decrete la partición no es aj 
efecto devolutivo, y ese auto, asf como el den^t 
ciótt, no impedirá el que las partes puedan hac 
chos en juicio ordinario (7). 

4," — En el mismo auto en que se acceda á li 
prevendrá á los coasignatarios que dentro de tei 
un partidor que practique la liquidación ó distri 
nes de acuerdo con lo dispuesto en el Código Ci' 
vinieren en la elección ó no la hicieren dentro d 
do, que empezará á correr desde la líltima not 
hará el nombiamiento á solicitud de cualquiera i 
no pudiendo elegir á ninguno de los propuestos 
al albacea ni al coasignatarío. La designación se 
partes. 

Si alguno de los coasignatarios no tuviere la 
de BUS bienes, el nombramiento de partidor que t 
por el Juez, deberá ser aprobado por éste. Se 
disposición la mujer casada, cuyos bienes adro 
bastará en tal caso el consentimiento de la muje 
cia en subsidio. 

£1 partidor elegido no estit obligado á aceptai 
BU voluntad ; pero si nombrado en testamento, 
observará lo prevenido respecto del albacea ó e 
tuío, en %ual caso. Si lo aceptare deberá decía 
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\ la debida fidelidad y ea el menor tiempo poei- 
looar perjuicios á los íotereRados. Desde la fecha 
se eiiipezarú á contar el término q'je por la ley 
ir su cometido, y prestado el juramento se le en* 
ibo los autos con el testamento, los inventarios y 
13 ú papeles necesarios para hacer la partición, es 
u^ione' matrimoniales y escrituras referentes á las 
ha«, ú los créditos activos y pasivos y títulos de 
las lincas y cuanto.1 couvenga tener ú la vista 
fíjar la verdadera situación econúmica de la 

Civiles del Estado y de la unión, seSalaná los 
fectuar la partición el termino de un año contado 
)u de su cargo, el cual no podr¡í ampliar el tes- 
coasigualarios podriín ampliarlo ú restringirlo 
arezca, aun contra la volnotail del mismo testa- 
), el Código Judicial de la Unión, sin tener en 
::ióo civil sustantiva, dice que el partidor dese'.i'.- 
íu en el término que el Juez le señale, atendida 
intía de la herencia, y que empezará á contarse 
i entrega del expediente de la sucesión y docu. 
dos con ella. Creemos que el Juez nacional, al 
drá que ajustarxe á la ley civil ó á lo manifestado 
irios. 

partidor por el Juez se considera como un perito, 
ser tachado. 

9nto de partidor puede recaer eu cualquiera que 
nza de los que hacen la elección, exceptuados loa 
do ; pero valdríi, sin embargo, el nombramiento 
idor, aunque la persona elegida sea de las inha- 
aso de que ese nombramiento se h^a de común 
oasignatarios que tuvieren la libre administración 
) perjudicarán tampoco las inhabilidades esta. 

lidad del partidor se extiende hastala culpa leve, 
revaricación declarada judicialmente, además de 
indemnización de perjuicios y á las penas legales 
. al delito, se constituirá indigno conforme á lo 
) ejecutores de últimas voluntades (8). 
I proceder á la partición, se decidirán por el Juez 
irsias que »e susciten sobro derechos á la sucesión 
abintestato, desheredamiento, incapacidad ó in. 
dignatarios, 6 sobre propiedad de objetos en que 
1 derecho exclusivo, y que no deban entrar en la 
se iniciaren, pendiente la partición, las contro. 
il desheredamiento, incapacidad 6 indignidad, se 
ción hasta que sean resueltas, y si las cuestiones 
16 
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^f se refíeroD ú la propiedad de los objetos, ésta 

E' retardarán la particióu sino cuando ellas ven 

fc considerable de la herencia, y el Jtiez, ú pe 

p tarioe & quienes corresponila más de la mitad 

gi lo ordenare asi. 

^ Luego que el partidor se haya iutttniído 

^ derechos de los interesados, si algunas duda 

é' no pueiia resolver, podrá manifeatarlaN al i 

^ y ¿ste, con audieucia de las partfB, sustaoi 

I ción en los términos ordinarios, las decidirá (I 

fe 6," — Para proceder con todo acierto y co 

t. debe á la división y diütribucióu de bienes en 

^, gan derecho á ellos, es indispennable observaí 

tk da», en lo que concieine á la deducdún ó sepi 

^' los ciSayugeR, á los ganancial'»! entre Ion mi 

^- servables. colación de bienen, etc., y practici 

fy_ división del haber que corresponda á cada i 

'/_ partidor hacer la adjudicación, la cual consi 

.' uno de los herederos y partícipes la porción t 

i' pago de su haber. 

't El partidor se conformará eu las adjudi 

j.- . consignadas en el Título X, Partidón de í»í«) 

f digos Civiles, salvo que los co asignatarios t 

? ' unánimemente otra cosa, debiendo tener com 

I liquidación, distribución y adjudicación de Im 

V- sus respectivas tasaciones, y siilvo también qi 

i; natarios hayan legítima y uníinimemente con' 

que se liciten las especies en los casos prescril 

Todas estas escepcioues ¡íon justas y conv' 

mismos interesados están de acuerdo en punto 

; son de su interés particular exclusivo, no pv 

' oficio ó el ministerio judicial para aplicar las 

sados pueden modificar. 

: Aun en el caso de que el difimto haya he 

aunque no sea requerido i ello por el albace 

partidor estará obligado i't formar el lote ó hi_ 

cubrir tas deudas conocidas, y la omisión de 

responsable de todo perjuicio respecto de ¡os t 

dor liquidará lo que á ca<ta uno de los coasig 

procederá i\ Í!t di^ribución de los efectos b 

presente las reglas njguietites : 

- . a) Entre los coasignatarios de una especie < 

sión, ó cuya división la haga desmerecer, ten( 

r la expecie el que taiis ofrezca por ella ; cualqi 

'.' natarios tendrá derecho á pedir la admisión de 

y el precio se dividirá eotre toilos los coasigna 

b) No habiendo quien ofrezca más que el t 
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meactODado, y compitiendo do& ó más asígoata- 
naci6n de uoa especie, el legitimario eeiá prefe- 

sea; 

)De!' de uDo ó más fuiídos que se adjudiquea á un 
jrán contÍDuas, sí fuere posible, á menos que el 
Dsieuta en recibir porciones separadas, ó que de la 
dte mayor perjuicio í loa demás interesados que 
al adjudicatario ; 

-ara la místna contíuuidad entre el fundo que se 
signatario y otro fundo de que el inigmo asigna. 

Lsíóu de fundos t« e^tablecenín las servidumbres 

iu cómoda administración y aoce ; 

las persona.<i fueren coasignatarias de un predio, 

r, COI) el legítitnu consentimiento de los ioÉeresa- 

a propiedad el usufructo, habitación ó uso para 

a de la asigriacióu ; 

ticióo de una herencia, ú de lo que de ella restare, 

Ijudicacíones de especies mencionadas antes, se hs 

posible igualdad, adjudicando á cada uno de los 

>sas de la misma naturaleza y calidad que á Io8 

I hijuelas ó lotes de la masa partible; 

mación de loi lotes se procurar;') no sólo la equí- 

semejaoza de todos ellos ; pero se tendrá cuidado 
eparar los objetos que no admitan cómoda división, 
ición resulte perjuicio, salvo que convengan en 
legítimamente los interesados ; 

de las interesados podrá reclamar contra el modo 
ie ios lotes antes de efectuarse el sorteo. 
frdbidos después de la tnuerte del testador, y du> 
ñn, se dividirán del modo siguiente : 
alarios de especies tendrán Jerecbo ú los frutos y 
as, <ieMÍe el momento ile abrirle la í^ncesión, salvo 
ii haya sido desde día cierto, ó bajo condición sus- 
n estos casos no se deberán siuo desde ese día, 6 
niento de la condición ; 6. menos que el testador 

expresamente otra cosa; 

irios de Laniidades ó géueros no tendrán derecho á 
, sino desde el momento en que la persona obli- 
ichaíí cantidades ó géneros, se hubiere constituido 
«bono de frutos se har.i i costa del heredero ó 

deros tendrán derecho & todos los frutos y acce- 

1 hereditaria indivisa, á prorrata de sus cuotas; 
íTO, tos frutos y accesiones pertenecientes á los 
ispecies ; 

sobre los frutos y accesiones de toda la masa, la 



% 
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(leduoción de que acabamos de hablar, siempre qt 
persona directameote gravada para la prestaciúa i 
biéodose impuesto por el testador este gravamen í 
asiguatarios, éate sólo eufrirá dicha deducción. 

Loa ÍTUtoB pendiertíes al tiempo de la adjudi 
pecies lí los asignatarios ile cuotas, cantidades ó g 
rán como parte de las respectivas especies, y se toi 
para la estimación del valor do ellas ; y si alguno 
quisiere tomar & su cargo mayor cuota de las de 
rrespondiente & prorrata, bajo alguna condicióu qu 
deros acepten, se accedcr.'i á ello ; pero los acreedc 
ó testamentarios no serán obliga<los ñ conformarse ' 
para intentar sus demandas (10). 

7° — En toda sucesión por causa de muerte par. 
las disposiciones del testador ó de la ley, y liquida 
cia conforme á ellax, el caudal relicto, e« necesario 
masa de bienes que el difunto hubiere dejado, incl 
faereditarios : 

a) Las costas de la publicación del testamento, 
las demás anexos á la apertura de la sucesión ; 

b) Las deudas hereditarias, que son las contr 
tador 6 la persona á quien se hereda, que no han 

c) Los impuestos fiscales que gravaren toda la 

d) Las asignaciones alimenticias forzosas ; 

e) La porción conyugal á que hubiere lugar ec 
nes de sucesión, meaos en el de los descendientes 1< 

SI total de los bienes inventariadc^, compren 
sea menester agregar y colacionar para computa 
difunto, se llama cuerpo de bienes ó acervo imagi/t 
tidades que se deducen de este acervo, antes de He 
disposiciones del testador ó de la ley, hajas gen. 
queda restando es lo qne se llama ace7T;o líquido. 

Cuando el patrimonio del difunto se encontrarí 
bienes pertenecientes á otras personas, la masa tot 
todos estos lleva la denominación de cuerpo comúfi 
que fuere preciso separar, porque pertenecen á ot 
consideran también en este caso entre las bajas gen 

En el mencionado caso de confusión de patrimoi 
de bienes propios de personas extrañas ó ganancial 
contratos <le sociedad, sucesiones anteriores indivÍK 
vo cualquiera, se procederá en primer lugar á la st 
patrimonios, dividiendo las especies comunes, se 
precedentes, para la adjudicación de las hcrediti 
coasignatario ü. 

Se considera igualmeme como baja general la 
gal en el caso de no haber descendientes l^ítimos 
ees esta porción es la cuarta parte de los bienes 
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se mira como tal, cuando hay desceodientes legíti- 
i este caso el viudo 6 la viuda es contado entre los 
) como porciÓQ conyugal la legítima rigorosa de 

)stas comunes de la partictóo son de cuenta de los 

ella á prorrata, se acostumbra contarlas asimismo 
generales, porque de este modo se obtiene ioduda. 
jeto que persigue la ley. 

i que han de incluirse en las bajas generales los 
dos en el entierro del difunto, los que tañará el 
e que fuere necesario. Esos gastoa ó costos del en- 
as hereditarias, y ya indicamos antes en el Título 
TéditOB, que las expensas funerales necesarias del 
, se cuentan entre los créditos de primera clase. 
tos fiscales que gravan toda la masa, se extienden á 
revocables que se confímian por la muerte, y se 
■espectivos asignatarios, cuando deban recaer sobre 

legados (11). ,5 

o el difunto hubiere dejado legitimarios, es decir, A 

erecbo ií la legítima ó cuota de bienes que la ley J 

iertas personas, es necesario agregar imaginaria- J 

imericamente al valor de los bienes inventariados : ^ 

is donaciones revocables é irrevocables hechas en ^ 

lAs ó mejoras, según el valor que hubiesen tenido ', | 

is al tiempo de la entrega ; ^ 

iucciones que se hagan á la porción conyugal por ^ 

al cónyuge sobreviviente tuviere derecho á percibir ^ 

, otro título en la sucesión, inclusa su mitad de í 

no la renunciare; "^ 

ídad en que los donaciones entre vivos hechas & i 

[ que á la sazón tenía legitimarios, excedieren á la ^^ 

la suma formada. 

ilor de todas estas donaciones juntas ; '. 

t los bienes que hubiere dejado el difunto; 

de las agregaciones antedichas. ,^ 

tación tiene pur objeto determinar la suma hasta la "i. 

istador di.sponer de sus bienes en favor de extraños, 
e que no puede privar á los legitimarios ni la - 

as de que tampoco puede disponer sino en favor ' 

jntes, se refieren al acervo imaginario formado con 
egaciones. Por tanto, la acumulación do que aquí --^ 

iprovechará á los acreedores hereditarios ni á los . "'^ 

í lo sean á otro título que al que le.s corresponda ■. 

legítima ó mejora ; lo cual no obstará para que "' 

Bs puedan rescindir, conforme á las reglas comunes, > 

lechas de mala fe por el deudor. ' 

sceso de las donaciones entre vivos hechas á extra- ? 



u. 
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SoB fuere de tal naturaleza qne no sólo ab: 

bienes de que el difunto pudo diopuner á bl 

mennscabare las le^timas rigoroRan ó la cuarta 

derecho los legitimarios para la restitución di 

donado ; pero esta es una cuestión que deberán 

ordinarioe, porque la jurisdicción ó la facultad del partidor do 

alcanza & los extrafios que do hubieren comprometido ante ól sus 

derechos (12). 

9." — No habiendo concurso de acreedores ni tercera opoBtción, 
se pagará á los acreedores hereditarios á medida que se presenten, 
ea decir, á aquéllos que lo eran contra el difunto, pues ellos no 
están obligados á esperar Iii partición de la herencia para perse- 
guir la solución de sus créditos, y pagados que sean, Re {rádráo 
cumplir los legados; pero cuando la herencia no apareciere 
excesivamente gravada, podrií xatisfacerse inmediatamente á los 
legatarios que ofrezcan caución de cubrir lo que les quepa en b 
contribución tí las deudas. No será exigible esta caución cuando 
la herencia está manifiestamente exenta de cargas que puedan 
comprometer á los legatarios. 

Si los herederos hubiesen procedido ú pmcticar la partición 
antea de cubrir Ia.s deudas hereditarias ó testamentarias, los 
acreedores tendrán derecho á entablar demanda para la solución 
de sus créditos, si fueren exigibles, ú ocurrir al partidor para que 
tenga en cuenta sus derechos y los considere eu la liquidación, sin 
que por esto se entienda que quedan sometidos al compromiso. 
Esta presentación es conveniente hacerla, porque, como se ba 
visto ya, es un deber del partidor, aunque no sea requerido, formar 
un lote ó hijuela suficiente para el pago de las deudas (13). 

Es indudable que si los herederos no reconocieren la legitimiiiad 
de ios créditos reclamados en el juicio de sucesión, los acreedores 
tendrán expedita la vía ordinaria para hacer valer sus derecboe; 
pero no promoverán juicio alguno ni llevarían adelante los 
existentes, sino pasados treinta días después <le la defunción del 
deudor. Si el testador hubiere dado al albacea la tenencia d6 los 
bienes, los acreodoref hereditarios dirigirán sus demandas contra 
éste, y si no se le hubiere dado esa tenencia, dirigirán sus acciones 
contra los herederos y el albacea. 

Cuando llegue el caso de demandar al albacea solamente, «e 
dará noticia á los herederos personalmente, si fueren conocidos y 
se supiere su residencia, y por edicto, si fueren desconocidos. El 
edicto sé fijará en un lugar público del despacho del Juzgado, y se 

Eublicará eu el periódico oficial, y trascurrido un mes después de 
L publicación, se desfijará y so dará curso al juicio. Se agregará 
al proceso un ejemplar del periódico donde se publico el edicto. 
Es preciso que trascurra este término para que puedau continuar 
las ejecuciones entabladas (14). 

10. — El orden que en la práctica se sigue para la formación y 
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¡a cuenta que deben presentar los partidores, es el 

' Los supuestos; 2.° La liquidaciiSn ¡ 3." La divisióii ; 

Ddicacionett. 

le por supuestos, los hechos resultantes ó los prece- 

ucesión que ko van exponieuflo en períodos •') púrrafos 

Bspiiéa de ptiei^to el encabezamiento con el Doinhre 6 

los partidores j de haberse hecho meociún de los 
jando la historia 6 relación de los hechos j derechos 

1 ha&e ít la liquidaciÓD y explicando la razón He lodas 
8. Se expresará el día del fallecimiento de la persona 
itión se trata, si era ú no casada, y si otof^ú ó nó 

las disposiciones generales del mismo, si lo hizo ; el 
os inventarios j avalúos, y, en fin, Be tratarú de todo 
justificar la partición, según lo que aparezca de autos 
imentos, y en conformidad con lo convenido por los 
resuelto por la autoridad judicial. 
a se pasa fl liquidar el caudal con arreglo & las bases 
T formado el cuerpo general de bienes, se deducirán 
( comunes, á fin de formar el caudal particular del 
rminando los ganancialeR, que son bienes ganados 
iurante la sociedad cooyugal. Hechas todas las bajas 
1 que sean procedentes con arreglo á la voluntad del 
la ley, lo que resta, juuto con el importe de los 
snables, constituye las legítimas, ó sea el caudal 
ftartes iguales entre lo» descendientes, pues de este 
esión tratamos; y kí el difunto hubiese contraído 
steriores nupcias, encontrándose sin liquidar y dividir 
r respondí ente íí los matrimonios antorioreí^, será 
:er taotas liquidaciones cuantos éstos hayau sido, 
in este caso el partidor segiín lo exijan las circuns- 

i la liquidación se hará la divisióu, y entonces se 
il haber de los partícipes, formando bus respectivas 
expresión de lo que cada cual deba percibir por 

por mejora, legado ó por cualquier otro concepto, 
réditos dudosos ó de difícil cobro, suelen dejarse sin 
ídolos del caudal, y se encarga á uno 6 mis de los 
tra que los cobren y distribuyan lo que se hubiere 
i todos en la misma proporción que se haya dividido 
>e acostumbra también antes de formar los hijuelas, ó 
} adjudicaciones, extender una comprobación de la 

1 está reducida á poner uno por uno, y en el mismo 
en la determiDOción anterior los respectivos haberes, 

na suma de todas las partidas, y así se demostrará que 
igual á la del cuerpo general de bienes (15). 
i lev no ordena que se convoque á los ioteresodos 
ación de una junta con el objeto de acordar lo más 
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coDvementQ y justo respecto de laa adjudicacioQi 
no pueden prescindir en absoluto de hacer esl 
couTenida por los inismo-s interesados, eu el supu 
legales los convenios y do qiie no rausen perju 
Cuando no hay conformidad entro los interesad* 
son Arbitros para hacer lai< adjudicaciones, pe 
sujeción íi las reglas é iustruccioues establecidas, 
presente que su misión es dar á cada uuo lo que t 

En lUtimo lugar suelen extenderKe algunas 
advertencias, para explicar 6 aclarar algún punto 
6 de las adjudicaciones, ó para ñjar los derechos 
algún particular de que no se haya tratado eu L 
el Apéndice de /(yrmularios liaremos la demostra 
lo que queda expue-sto. 

Fonriada y firmada que sea por el partidor 
distribución de los fiienes, presentará su trabaje 
viendo los autos y documentos que se le entre; 
dará trai'lado de todo lo hecho á cada uno de lo 
por un término que prudenciaimento fije, quien 
expresarán si convienen ó nó eu la partición he 
algunos tío convinieren en la legalidad de la 
objeciones versaren sobre puntos de hecho que 
resulten comprobados, ó sobre puntos da derecho, 
citación de las partes, resolverá si se debe ó no reh 
en todo 6 eu parte. 

Notificado este auto, si ninguna de las partes 
hubiere resuelto la reposición, el Juez prevendrá 
dentro del término qne le señalará, la rehaga, y ; 
términos ordenados, el Juez la aprobará debiendo 
si todos los coasignatarios convinieren en su I 
objeciones versaren sobre puntos de hecho que n 
probados del expediente. En este último caso, «; 
aprobación, quedarán expeditas á los coasignatario 
nulidad y de rescisión qne el Código Civil les conc 

Aprobada una partición, el Juez ordenará : 

a) Que se protocolice en la Notaría que dea: 
las partes de común acuerdo señalen ; 

b) Que se expida á favor do cada uno de los pi 
de fiu hijuela ; y 

c) Que se entregue á cada uno de éstos la part 
de la sucesión que le hubiere correspondido (16), 

Efectuada, pues, la partición, y ejecutoriada la 
batoria, se entregarán á los partícipes los títulos 
los objetos que les hubieren cabido. Los títulos de 
que hubiere sufrido división, pertenecerán ú la pe 
al efecto por el testador, ó íi falta de esta desigoao 
á quien hubiere cabido la mayor parte, con cargo 
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n partícipes, y de permitirles que tengan tn 
lo pidan. En caeo de igualdad se deoid 
■ sorteo (17). 

'eformatorin del Código Judicial del Estado, 
69, en su artículo 75, que aprobada una parí 
iene derecho (\ qno se le entregue lo qnf 
y !i cobrar las deudas que figuren en su hi 
cetario era hacer CHta adición, que en verdad 

Y impone la obligación de inscribir los t 
dominio, y la herencia es uno do ellos, c 
. R^istro la sentencia aprobatoria de la part 
¡ecutoriada ó se declare tal, para que, confo 
todos sus efectos. Los quo hubieren adquirí 
ín (ie esta manera la debida seguridad 
ion de ellos, aun en perjuicio de terceros, 
cesados suelen pedir que se declare cjecut< 
en el concepto de que es definitiva, y porq 
'.. Tiene, eu efecto, el carácter de defioitiva, ] 
uicio. 

Judiciales nada determinan respecto á las ( 
fundarse la oposición de que tratan las dísposíi 

es indudable, según la jurisprudencia an 
se la reforma, y aun la rescisión ó nulidad c 
haber sido hechas ante Juez incompetente, ci 
-ido los requisitos necesarios para prorrc 
r falta de citación de algunos interesados, 
'ado como participo de la herencia al que no 
Q causas tAmbién de rescisión, nulidad ó ref 
{uidaciÓD y división del caudal, ya sea mate 

proceda de haber apreciado equivocadamen 
lesión enorme ó enormísima, faltando la d 
adjudicaciones. De estas causas, se ve en li 
lias son fundamento de la nulidad del pr< 

que de la partición. 

en estos casos la consideramos nn incidente 
ar del modo prevenido en el juicio ordi: 
audiencia al partidor, pues nadie mejor que 
cación de las operaciones por él ejecutadi 
terminados. 

[cipe que sea molestado en la posesión del ( 
la partición, ó que haya sufrido esicción de 

otros partícipes para que concurran á hacer 
adra derecho para que le saueen la evicción. 
nuestra reseña consignada en el Título I, Lib 
:ribirá en cuatro años, contados desde el día 
labrú lugar tí esta acción : 
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Si la eTÍcci<5D 6 mole&tia procediere di 
>&rtición ; 

Sí la acción de aaDeamieDto ae hubic 
ado; y 

Si el participe ha sufrido la inolesti 
Ipa. 

pago del saueamiento se verifica entre k 
I cuotas, y la porción del insolvente gn 
én de sus cuotas, ídcIubo el que ha de e 
!Í, pues, si hecha la partición j entrega 
án de BU haber, algitn tercero le quitat 
i huhiere tocado 6 alguna de las cosaí i 
i derecho de repetir contra los demás 

citarles de eviccián al principio del lit 
efenna ; y bí hubiere entregado la cosa 
itencia ejecutoria, podrá exigir de los co 
ipondiente, es decir, todo lo que hub 
Q obligados á satisfacerlo. 

tiene lugar la evicción cuando el ; 
ín de los bienes entre sus hijos, sien 
icio en las legítimas, según hemos dich< 
i ser reintegrado el perjudicado, si perc 
) se le adjudicó. 

)3 expositores exponen, además, que ten 
miamos hermanos hicieren la división, 
otes : 

' Si estipularon entre sí que ninguno 
ón á los otros, cuyo pacto, según la dispc 
se igualmente por toda clase de heredei 
Si la cosa se pierde por su propia cond 
Si la misma cosa ó finca que se dud 
oia, se dividió entre todos los hermanos 
cío, es en tal caso igual la pérdida pa 
azún resultare alguno perjudicado en si 
deberán completársela. 
!. — Las particiones se anulan ó se re 
ra, y según las mismaa r^las que los coi 
judicado la acción rescisoria por causa 
tad de su cuota. 

1 haber omitido involuntariamente algu 
o para rescindir la partición; aquélla 
JO se continuará después, dividiéndolos 
rr^lo i sus respectivos derechos. 
>drán los otros partícipes impedir la ac 
03, ofreciéndole y asegurándole el supl 
mera rio. 

o podrá intentar la acción de nulidad ó 
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O Ru porción en todo 6 en parte, salvo 
ecido de error, fuerza 6 dolo, de que 1 
clones prescriben respecto de las pai 
nerales que fijan la duractÓD de esta 

le no quisiere 6 no pudiere intentar 1 
cisión, conservará los otros recurnos le| 
do le correspondan (19). 
plemento de esta materia, diremos, pai 
le ií la parte administrativa del cau< 
miente al arrendamiento y á la venti 

acerca de lo cual creemos aplicable 
por causa de muerte, las reglas estable 
idad del Título vigésimo cuarto del Cód 
mo tercero del de la Uniún. 
satisfacciÓD de todas laa deudas ; pa¡ 
Ijudícado y entregado nu haberá cada f 
entas del administrador, íi lo hubiere 

completamente concluido. 



NOTAS DEL CAPÍTULO IV. 

,400 del' Cód, Giv. del E. j sus concordast 
Jud. de la U. Véase los artícoloe 511, SU j 

.21, L¡b. XI de la NoT. Becop. (Keal Ceda 
iQuncia y explica la causa que ae tuvo para 
ultad de nombrar quienes pudieran extrajndi 
, avalúo, líqnidacióa y división de bus bien 
í del Consejo de Indias, de 20 de Enero de 1 
391 y 1,.^87 del Cód. Civ. del E. y sus con 
1,119 del Cód. Jud. del E. : 1,202 y 1,203 d( 
■menta (5U y 514) te deduce la doctrina ci 
nenes muebles. 

pueden convenir los interesados en que la 
¡empo y aun por tiempo indefinido ein ned 
fenios ; y en Dinamarea, en el caso del fall 
marido continuar administrando los bienes pr 
r en la misma situación, ai su marido fallece 
'cialmente autorizada. 

,383 del Cód. Civ. del E. y sus conoordant 
aquel Código. 

,386 y 1,108 del Cód. Civ, del E. y sus con 
>s artículos 834, 837, 1,384, 1,882, 1,883, l,4i 

1,104 del Cód. Jud. del E., y 1,182 á 1,185 di 
1,394, 1,397 y 1,365 del Cód. Civ. del E. y st 
,105 i 1,10» del Cód. Jud. del E., y 1,186 á 
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(10) ArW. 1,309 i 1,404 del Cód. Civ. d«t E. y si 
de U U. 

(11) Arta. 1,028 T 1,029, 1,240, 1,39B 7 1,405 del C 
coDcoidantes del de 1» IJ. 

(12) Arls. 1,237, 1,246 á 1,24S, 1,261, 1,240 j 1,491 del Gód. Oiv. del £. 
y ene canco rd antee del de la U. Tesase loa artículos 1,4B2, 1,533 y 2,íT0 de 
aquel (Túdigo. 

Ed una DoU pneita por D. Andrés Bello al articulo 1,186 del Código 
CítíI chileno, que coireaponde al 1,S48 del Código c un dina marqués, trae 
este ejemplo : " El difnnto ha dejado bienes que con laa agregacir""- ' 
deducctonea del artícnlo 859 (1,028 de nueatro Código), iraporUn ' 
peaoa. Laa donacionea entre yÍtos de qae habla el mencionado artículo 
importan 12,000 pesoa. La auma de eataa dos cantidades vate 36,00 
coarta parte de 36 es 9. Se han donado, pues, ÍDoñciosamonte 3,00u ; 
La Bomn partible ee 27,000 peaoa, de loa cualea corresponden 13,500 
legftimaa. No quedan, por conaiguiente, para asignacionea testamen 
DO forzoaea mae que 24,000— 13, 500=^10,^00 peaos." 

Obsérvase que no se tiene por donación sino lo que resta, deduo 
gravamen pecuniario á que la asignación estuviere afecta ; y que no 1 
tomarse en cuenta loa regalos moderadoB autorizados por la coatumb 
ciertos días ó casos, ni dones manuales de poco valor (articulo 1,21 
Código Civil cnndinamarqués). 

En virtud del articulo 1,361 de este Código, cuando haya de veríf 
la acumulación de que trata, ea necesario considerar dos acervos en lai 
ticioDea : uno imaginario ó numérico para la determinación de las legi 
y mejoras ; otro efeelivo ó real, conforme al caudal eiistente, para lo 
cuarta de libre disposición. Con los valores, pues, acumulados, el a 
llega, por ejemplo, á 24,000 pesos : sin esos valores alcanza á 16,000 
legítimas y mejoraa se fijan coa relación al acorro antes expresado, 
asignacionee que el testador ha podido hacer a en arbitrio con relac 
de 16,000 peaoa. 

(13) Arta. 1,440 7 1,401 del Cód. Civ. del E. y siia concordante: 
de la U. Consúltense las disposiciones del Titulo Pago de las d, 
hereditarias y Uítamentaria». 

(14) Arta. 0.° á U de la ley H de 187S, reformatoria del Código Ja 
del Estado. 

(15) Por Mjwla ae entiende el instrumento que se da Á cada nno 1 
herederos, por donde constan los bienes que les tocan y también el con 
de tos mismos bienes que por cualquier concepto corresponden á 
interesado. Se deduce que cada hijuela se compone: 1." del habí 
interesado, lo que se espresa partida por partida para reducirlas á un 1 
2.° de la a(j;uat«aei(!n y^a^o, ó sea la designación de los bienes que 
dan para cubrir el haber. 

En cuanto al modo de adjudicar liis bienes que uo admiten có 
diviaióo, véase Bienes indivisos y Licitación, en el Diccionario de Bscí 
y aderaás la conteatación á una consulta, dada por D. A. Charrin, Bobn 
tema, publicada en la Bevista general de legislación y juñsprudi 
tomo 47, páginas 247 y siguientes. 

(16) Arta. 1,111 á 1,115 del Cód, Jud. del E. ; .1,191 á 1,196 del de 

(17) Arts. 1,407 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la U. 
(IS) Arts. 1,400 á 1,411 del Cód. Civ. del B. y sus coucordantei 

de la U. 

El Código Civil argentino, diapone en el articulo 58 del capítulo 
Título VI De la división de la liermeia : " La garantía de los heredar 
por el valor que tenía la cosa al tiempo de la ovicción. Si á loa cobereí 
no les convinieeo satisfacer este valor, pueden exigir que so hagan den 
las pTirticioues por el valor actual do los bienes, aunque algunos da 
estuviesen ya enajenados," 



GAP. ir. PABTICIÓN DB BIENES. 253 

«t« artículo, dice an oomentador, preaenta lu mia •«)«« 
ividido la opinión de loa juriaoonaaltoa. Laa expone d« 

. que, para determinar la pérdida que la evicoión lia caa- 
, ea neceaario conaiderar el valor que tenía al tiempo de la 
que la evicoión le quita, ain tener en cuenta el valor 
ó inferior, que eae objeto podria tener á la épocí de la 

ne ea necesario hacer una dietinción. Si el valor relativo 
ites no ha variado deepnés de la partición, ae debe calcular 
1 valor á la época de dicha partición ; y ai al contrarío, 
or, la garantía debe aer por el que actuolmente tenga 

inion ODieña que la indemnización debe ser calculada aegún 
a coaa i la época de la evicción " ; opinión aoetenida por 
leloet-Jolimont, Zacharin, Vaseille y Deíaolombe. Eate 
icatido estenaamente eata materia, tomo 17, número 363. 
S á 1,417 del Cód. Oir. del E. y ana concordantoa del 
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CAPÍTULO ÚNICO. 

DEL JUICIO DITIBOBIO DE BIENES 

BKimiBN.— 1.° Demanda en el juicio divisorio de I 
tengan eita calidad por sncesión hereditaria ; trt 
efecto del silencio del comiinero ó copropietario q 
do oposición, se segnirJ jnicio ordinario,— 2." Pa 
brarse, j dispoBÍcionea extonaivas ó eite juicio.- 
lugar de partidor se nombran peritos.— 1.° '. 
división ; reglas para el caso en que se pida.- 
comonidad. 

1.° — CuBiido sin ser por causa de sucesión, 
judicialmente & la división de bienes comu 
comunero que la solicite se presentarlí ante 
acompasando á su demanda una lista 6 relacií 
se han de dividir, y expresando entre quiénei 
dtvisi6n, su nombre y domicilio. El Juez 
demanda á los demás condueños 6 comunerc 
representantes, por el término ordinario, q 
ezpresarlin claramente ti convienen ó no en 
verifique. El comunero que no conteste á la d 
de este modo, se entiende que conviene en 
lleve á efecto. 

Si hubiere oposición, se seguirá con el op 
nario por todo»' sus trámites (1). 

2," — Si en este juicio se fallare decretando 1 
lo» comuneros convinieron expresa ó tácitamei 
se verifique, el Juez les prevendrii que dei 
nombren un partidor que haga la liquidación- 
bienes; y si los comuneros no se conviniere 
partidor, ó no la hicieren dentro del término 
zaríl í correr desde la iiltima notificación, 
Holtcitud tle cualquiera de ellos, no pudiendo 
los propuestos por las partee, (i quienes se 
nombramiento. 

. Como en las suceaione^i hereditarias, el noi 
podrá ser tachado, en la connideración de q 
partidor, quien jurará el cai^o, y estará ublif 
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rito en las leyes. £q coDsecuencia, re le 

[>o los autos j demás documentos necesaríos 

tición. 

irio saber el valor áe los bieneii que han de 

iu por peritos nombrados por los interesados, 

aso, y procedenÍD éstos, según lo dispuoNto en 

II, Libro II de los Códigos judícÍHles. 

te juicio las disponicioQes contenidas en los 

del Título anterior, que dejamos consignadas 

'ion de bienea hereditario» (2). 

■ate de dividir un terreno eo partes materia- 

)Tes se uombraráo peritos que ptactiquen la 

:]ue ésta sea aprobada, el Juex pondrií en 

respectiva á cada comunero, previo el amojo. 

í tí presencia del mismo Juez y de ios perítOB 

en la mesura (3). 

> puede pedirse por cnalquiera o cualesquiera 
opropietarios, que la cosa común se divida, 
ambiéo tienen derecho á pedir la venta para 
; pero la división tendrá preferencia siempre 
terreno, y la venta cuando se trate de una 
ue ó otra cosa que no pueda dividirse ó 
e en porciones. 

1 cosas comunes, y los derechos y las obliga, 
esulteo, se Rujeúrán á la^ disposiciones que 
Ed todo aquello que por ésus no se provea, 
las de la partición de herencia, puc» ya hemos 
lies en estos juicios. 

dividirse un terreno coman, el Juez hará 
, y el valor total se distribuirá entre todos 
■oporción de sus derechos ; verificado lo cual, 
icar á cada uno de éstos una porción de terreno 
hiere correspondido, observándose las reglas 

!ada suerte de terreoo s« calculará por su 

extensión; no haliiendo, por tanto, necesidad 

ira, sino cuando ésta pueda servir de dato 

si valor ; 

rcione.'i, labores lí otras mejoras hechas en 

j de los coumueroK, se procurará, en cuanto 

r ú éstos las porciones en que se hallen las 

ó mejoras que les pertenezcan, sin suhdividir 

10 ; 

os comuneros pidiere se les adjudiquen 1m 

obo, así se veriñcará ; y 

idos uo han consignado antes de empezam el 

»ta que les corresponda, para cubrir los gadna 
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presupuestos para la operaciÓD, se deducirá dicha cuota de las 
suertes respectivas, y se separará una porción de terreno equiva- 
lente para el expresado gasto (4). 

5. — La comunidad termina en general : 

a) Por la reunión de las cuotas de todos los comuneros ó 
copropietarios en una sola persona ; 

b) Por la destrucción de la cosa común ; y 

c) Por la división del haber común (5). 



NOTAS DE ESTE CAPÍTULO. 

(1) Arta. 1,120 á 1,122 del Gód. Jnd. del E., y 1,204 á 1,206 del delaü. 

(2) Aria. 1.123 á 1,128 del Cód. Jud. del E., y 1,206 á 1,211 del de la U. 

(3) Arts. 1,129 del Cód. Jud. del E. y 1,212 del de la U. 

(4) ArtB. 2,401, 2,402 y 2,405 del Cód. Civ. del E. v sos concordantes 
del de la ü. 

(5) Arts. 2,417 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la ü. 




,0 DECIMOTERCERO. 

CAPÍTULO ÚNICO. 

DESLINDE T AUOJONAHIENTO DE PBOPIEDADBS. 

eBniciuDes ; nitiiraleu, fin y traecendeocia del deBtinds 
to, — 2." QaieníB pueden pedir qne se practiquen eatu 
ite qné Jnes y cu que reqiiiaiioe. — 3." Procedimiento 
el dealinde, y procciimieiil" ulterior, en cb«o de opo- 



'^linde V aniojotutmieaio, son tres operaciones 
o debeo confundiree, aunque Feau coDsecueocia 
es una de otra, y conduzcan á un mismo ñu, 
rcar y dietiugitír los lindes ó límites de heredades 
xpeo es la operación de medir el terreno deslindado 
e deslindar, considerándose, en su sentido lato, 

el mismo deslinde j el documento en que la 
isigna. El deslinde es el reconocimiento material 
rnos, y aun su mensura, ^tara designar los limites 
y fijar en los lindero!' ó líneas di^'iso^ias los hitos, 

que demuestren la exteoüióo y pertenencia legi- 
o. Y el ainrjonamiento es el acto de colocar sobre 
íSales materiales, {, el hecho de fijar esos hitos ó 
[nea dÍTÍsoría de las here-lades, marcada por el 

hacerla constar en to<io tieiitpo. El amojona- 
[icativo del acotamieiuo de los tvrrenos, 6 sen del 
¡rramiento de ellos, lo que todo propietario puede 
e en virtud del ilcrecho lie propiedad, levantando 
las, zanjas profundas, lí setfs entrelazados conve- 
a impedir la entr^^da y salida en su heredad. 

!rá practicarse por rifiriuiiínsores, y no se verifica 
ecesafio deterniiunr la cabiiU de una fínca, para 
«linde el terreno que l<i corresponda. Como el 
üO tiene Ingar siuo cuando conviene ú los intere- 
laren, e.slo nos indica que siendo el deslinde y el 
actos diferentes, podr:'i realizarse uno de ellos sin 

1 el otro, lo cual sucede en el c;iso de que se 
armes los dueños colindantes sobre la demarcación 
aten sólo de restablecer las señales ó signos este, 
iwios. 

17 
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EstoR actoR, que eo ocasiones son medios ] 
juicios, los consideramos, y así los considerau 
acto» (le jurísdiccióu voluntaria, porque cod 
depeoden del libre cnn^entimienlo tle las |i 
ejecuten con el beneplácito 6 aquiesveucia vola 
podrá negárseles ese carácter, puesto <|ue si la 
interviene, no es como requi«ito esencial sino 
del acto, para que do üe ponga en duda su lega 
pero desde el momento en que alguno de lo 
oposirión, el deslinde entra necesariamente en 
juriedicción contenciosa. 

Según lo prescriben ali¿unai legislaciones, 
car^e la operaciún ilel dexliude, xo hiciera opo: 
de algún terreno colindante, >e sobreseeTil desdi 
al deslinde de la parte de ln finca confinimte co 
reservando & las partes su derei.-ho para que 
juicio declarativo que corresponda ; j lo misn 
caso de hacerse la oposición en el acto de la dil 
punto en que consista no ha podido lograrse I 
interesados. Se parte del criterio indicado, de 
jurisdicción voluntaria, en el cual los jueces din 
la hubiere, y proceden como conciliadores ; peri 
sin desconocer la naturaleza del deslinde, lo col( 
especiales, siguiendo la antigua práctica. No di 
miento en tales casos, sino que dan inmediata 
ordinario, despuéíi de la oposición, que no iinpi 
deslinde, como veremos. 

En este concepto, y apoyados en este cr 
sostienen que et deslinde es tan üóIo la determí 
y no el reconocimiento de un derecho; que u 
propiedad; que deja intacta toda cuestión de \ 
uio; que sólo sirve, lo mismo que el amojonara 
que se liirijen, tanto aquélla como esta opera< 
aclarar la división y los limlerus, para evitar q 
confundan los antiguos, y prevenir los pleito 
dicen á este respecto: "Podrá el deslinde coi 
poseíorid> podrá también strvir de justo títul( 
ción si continúa la posesión con bueua fe por el 
exige ; peto el deslinde por sí solo, no da ni qui 

Sólo las propiedades territoriales pueiieii ser 
y amojouaniiento, porque en ellas es posible qu 
límites de unas cou los de las otras, sus confínas 
esta razón pueden deslindarse las términos de I 
Estados. Estas operaciones no se refieren, pui 
fincas urbanas, que tienen sus límites naturaleí 
confundirse, como los tienen algunos campos co 
ciudad, con un río ó uu camino público (1). 
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el dfl!>l¡nde y amojoii%mieiito de un terreoo, 
miHtao, sino el que tuviere constituido sobre 
I para bu uso y disfrute. Nuestros Códigos, 
opietatio ú usufructuario de una finca raíz 
itar el deslinda y amojonamiento de ésta (2). 
uÍDos empleados por esta disposicióu miu 
tciso^, uo estará de más que hagamos alguna 
lejor inteligencia, 
liase fuadaineutal de la acción de que trata. 

utilidad pública. De consiguiente, todos los 
est^u obli^dos ;í deslindar y amojonar sus 
gHuo de elloK lo pidiere. Este ei el medio 
puciones de terreno, y el de que la propiedad 
a y libre de todo género de eutorpecimienlos 
:n dar iiiHrgeii la falta do aclarnciúu y fijeza 
lia do mojoue^. Todos lo^ usufructuarios y 

ejercer igualmente esta acción, pues tienen 
a hacer señalar y distinguir los fundos de que 
le en virtud del dominio ó del jua in re, tienen 
ivechamiento de uu terreno, es natural y justo 
nbtén para solicitar su denlindo y amojono- 
,rio se les privaría sin razón justificativa de uno 

más fáciles y expeditos para remover los obs- 
m ó entorpecieran el goce de su derecho. Si el 
tud de un derecho propio y real, tiene la pose- 
jnionto de la cosa dada en usufructo, el enfí. 
el uso y goce de la cosa enfiteutica y acción real 
lUrbadoT. Por tanto, no sólo el dueño absoluto, 
ifíteuta, como el usufructuario, pueden pedir 
iniieoto; pero el arrendatario t\o tiene est« 
!ce del JU3 in re, y sólo podrá avisar ó reque* 

propietario á que ejercite la acciún, para 
I disfrute de la heredad ó le indenmice los 

la intervención de los propietario» cuando 
enfíteuta promoviere la práctica de estas 
prevenir todas las diñcultades que puedan 

u mixta, porquo M bien es principalmente 
pa tambicQ de la acción real. Nace, como 
obligación recíproca que \oi propietarios por 
[intraen tácitamente unos hacia otros, para 
sus heredades con nuevos mojones ó con la 
ardidos ó alterados i y participa de la acción 
de la reivindicación de lo que se haya podado 
ecino. E^ asimismo del nilmero de las que 
xíproeaa, porque cada uno de los litigantes 
mandado. 
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Por regla general, y en el rigor de los principios de dere- 
cho, es Juez competente en el Estado para conocer de las dili* 
gencias y realizar lo« deslindes de cualesquiera terrenos, el del 
Uircnito 6 Distrito en cuyos términos se hallasen situados, según 
su cuantía, pues una ley reformatoria dispuso que la demanda 
sobre deslinde y amojonamiento de fincas' raíces, situadas en un 
Distrito, se entablará ante el Juez de dicho Distrito, siempre que 
su valor no exceda de trescientos pesos. En el orden federal, no 6e 
exige la cuantía para fijar la competencia, y la demanda deberá 
proponerse ante el Juez del Circuito, provincia ó territorio en donde 
radiquen las propiedades. Si ésta^ estuvieren situadas en diversos 
Circuitos, provincias ó departamentos, como á veces sucede, los 
Jueces de dichas circunscripciones conocerán á prevención de la 
demanda propuesta (3), es decir, que se deja la decisión de este 
punto á la voluntad del interesado que solicite el il eslinde. Nos 
parece que debiera serlo aquél en cuya jurisdiccióu se halle la 
mayor parte del predio que se trata de deslindar. 

En el caso de que hablamos, Manresa y Reus opinan que 
deberá cada uno de los Jueces de los distintos territorios realizar 
el deslinde de la porción de terreno que corresponda á su juris- 
dicción, porque ningún Juez puede ejercerla ni delegarla fuera 
del territorio que le está señalado. No puede objetarse contra 
esto, dicen estos comentadores, la división de la continencia de la 
causa ni otro obstáculo legal, pues no es de necesidad, y mucho 
menos esencial, el que se practique de una vez el deslinde de uca 
finca por todos sus lados ; y así como el duefío de ella puede pedir 
por partes y en distintas ocasiones esta diligencia, y también 
que se limite á una extensión dada, ó á sola la parte colindante 
con un terreno determinado, puede acudir á cada Juez para que 
practique el deslinde de la parte enclavada en su territorio. Así 
resultará que la reunión de las dos ó más diligencias de deslinde, 
constituirá el de toda la heredad. 

£1 actor acompañará á la demanda el título de su propiedad, 
ó en su defecto una información sumaria, levantada como se 
previene en el artículo 1,159 del Código Judicial del Estado, que 
compruebe los linderos por los cuales se ha poseído el terreno (4). 

Se deberá expresar en ella si el deslinde ha de practicarse en 
toda la extensión del perímetro del terreno, ó solamente en una parte 
que confine con heredad determinada ; y se manifestarán los nombres 
y residencia de las personas que deban ser citadas al acto ; pero si 
sé ignoran estas circunstancia^, creemos que debe el demandante 
manifestarlo así, para que puedan ser citados por medio de edictos 
los dueños de los terreno-^ colindante*. Los edictos so fijarán en 
los sitios públicos de costumbre en el Circuito, Distrito ó lugares 
donde radiquen las fincas y Inibiesen residido los interesados, en 
cuyos edictos se expre^^ará el día y la hora señalada para la dili- 
gencia. Queda al prudente arbitrio judicial este señalamiento, de 
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ipo para efectuar ]a cítaciiSn, teDiendo para ello 
is distaacias y los medios de comuDÍcaciiÍQ. 
le debeo iaserUrse los edictos eo los periódicos 

>D del dealiods do hay necesidad, como Be ha 
ios títulos de propiedad, los cuales podr&D 
cto mismo del deslinde ; pero el demaodaiite 
n documentos que acrediten su personalidad, y 
nto á la redacción de la demanda, cumplir Ío9 
para su fundament&ción. 

inda admitida se dani traslado á los duefios ó 
M terrenos colindantes interesados en el do». 

tienen excepciones dilatorias que proponer, 
ido, presenten sus títulos de propiedad, si los 
iponen excepciones dilatorias se sustanciarán 
rdinario ; mas si no se proponen, evacuados ó 
Juez señalará el día y la hora en que haya de 
¡ncia ; y prevendrá en el mismo auto el nom. 
>s que han de intervenir, pudiendo el Juez del 
r para la práctica de esta diligencia á un Juez 
te estuviesen situadas ]as propiedades que se 

señalada del día en que deba practicarse el 
compafiado de sa Secretario, de los interesados 
rír, y de los peritos, se constituirá en el lugar 
titnido allí, será su primera operación recono. 

los predios, cuyos linderos se trata de fijar, 
ido el terreno, viendo los títulos de propiedad 
atado 6 se presenten en el acto, y oyendo á los 
í cuáles deoen ser los linderos de las propte- 
e de todo lo que se practique una diligencia 

1 firmarán el Juez, su Secretario y los demás 
se presten á firmarla. 

itos por el Juez comisionado, ó practicado el dea. 
el Circuito ó Distrito, en su caso, se conferirá 
3 partes por el término de tres días á cada una, y 
de los traslados, ó acusadas las correspondiente 
la de las partes hubiere contradicho el deslinde, 
, mandará fijar mojones á su presencia, ó á la del 
f de loa peritos que intervinieron en el deslinde, 
iu caso, á los propietarios del terreno deslindado ; 
is partes contradice el deslinde, se seguirá con 
ario por todos eus trámites, en el que el contra- 
considerará como demandado; sin perjoicio 
i\ deslinde en la parte uo disputada, y que se 
ente amojonamiento. 
I que se presenten en el acto de practicar la 
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diligencia se agregarán á los autos; y en caso deque por oposición 
haya de seguirse el juicio declarativo ordinario, ninguna de las 
partes podrá presentar nuevos documentos, á menos quo jure que 
de ellos no tenía noticia & tiempo de practicarse el deslinde, 6 que 
le fué imposible presentarlos entonces (5). 



NOTAS DE ESTE CAPÍTULO. 

(1) Deficiente es nuestra legislación en lo concerniente al deslinde y 
amojonamiento de carreteras, caminos^ canales, cañadas y demás servidum- 
bres, así como al de las minaa, baldíos y bosques. En general, es de la compe- 
tencia de las autoridades judiciales, la resolución de las cuestiones sobre la 
determinación de linderos, y proceden con sujeción á lo preceptuado en los 
Códigos judiciales, sin más excepciones que las establecidas expresamente 
por las lojes ó por disposiciones especiales ; pues es también de la compe- 
tencia de la Administración pública practicar algunas de esas operaciones. 
Los Jefes de policía intervienen á veces en su ejecución y en la resolución 
de las cuestiones que se suscitan, cuando cualquiera de los interesados 
ocurre á ellos. Suelen sobrevenir conflictos entre las autoridades, y de aquí 
las dificultades que en la práctica experimentan los propietarios con grave 
perjuicio en sus intereses. 

Véanse los Títulos 5.® j 7:^, Libro 2.° del Código de Policía del Estado; 
artículo 10 del Código Político y Municipal del mismo: artículo 71, inciso 
6.^ de la Constitución federal ; ley 15 de 1865, sobre explotación de bosques 
nacionales : 11 de 1870, y 51 del mismo año, sobre la misma materia ; 8.* de 
1863, reformatoria de la de 29 de Abril de 1848, sobre tierras baldías; y 
61 de 1874, adicional al Título IX del Código Fiscal de la Nación. Por la 
8.* de 1867, aprobó el Congreso federal la variación de límites entre los 
Estados de Cundinamarca y Boyacá, adoptada por sus respectivas Le- 
gislaturas. 

(2) Arts. 1,130 del Cód. Jud. del £. y 1,213 del de la U. 

(3) Arts. 1,131 del Cód. Jud. del E.; 77 de la ley de 14 de Agosto de 
1869 y 1,214 del Cód. de la ü. 

(4) Arts. 1,132 del Cód. Jud. del E. y 1,215 del de la U. 

(5) Arts. 1,133 á 1,141 del Cod. Jud. del E., y 1,216 á 1,223 del de la ü 



LO DECIMOCUARTO. 

8 INTERDICTOS Ó JUICIOS 
POSESORIOS. 



CAPITULO I 

ES GEN'EBALES SOBBB ESTA HATEBIA. 



i juicios HumarioB y que mftteriaa comprenden 
inUrdietos ó juicios poeeaoríoe ; en obj«to, BO 
° Qué ae entiende por poeeaión ; cosas sobre laa 
' lagar la acción poEesoria 3' quiénes pueden instau> 
a poBeBÍóii ; ella es modo do adqnirir ; el poseedor ao 
ras no ae pruebe lo contrario ; reunión de las acciones 
1. — 3° Nneatros Cüdigoa Civiles aólo admiten dos 
:s posesorias ; lo que era en el derecho sotiguo el Ínter- 
', ; córao se considera en el derecho moderno. — i° Modo 
emanda : se exige sólo la prueba som&ria y testiñcal ; 
lenta el dominio ; hechos probatorioa de la poseBióo del 
«a qae conocen de los juicios posesorios ; regla general, 
ie la regliv.— .6." Tramitación especial en loa juicios 
las disposiciones federales. 

idese en el presente título lo estatuido para los 
i (le que tiatan los Códigos, j lo relativo á los 
de que trata especialmente el título XTI, Li- 
a Judicial de la Unióti, para I05 casos en que 
n asunto en juicio de esta clase, Begiiu la ley y 
ibiere determinado su tramitación. 
arios ó extraordinai-io3 aquellos juicios en que 
ente de la causa, omitieado las laicas solemni. 
3 para los juicios comunes, y en los cuales se 
}argo, las solemnidades más esenciales para la 
a verdad y decisión I^ítima de la misma causa, 
anta resolución; y por ello no se admite apela- 
ña ó providencia dictada sino generalmente en el 
. Sólo puede procederse por la vía sumaria ó 
los asuntos urgentes, en los que lejos de peligrar 
:a la justicia, exigen, por el contrario, la justicia 
co que se suprima toda lentitud capaz de oca. 
?. Esto acontece precisamente eu los juicios 
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Loa juicios sumatioa, ú por otro Dombre «i 
UDOS procedtmieotoa breves y sencillos, en qi 
de las acciones posesorias ó algún medio iotei 
que se dirigen & uno de los siguientes objetos : 

a) Adquirir la posesicJu ; 

b) Retenerla ; 

c) Recobrarla; 

d) Impedir una obra nueva ; v 

e) GvitaT que una obra ruinosa cause dañe 
Nuestros Cúdigoa no han determinado tod 

deben tratarse y decidirse en est • clase de ju 
hablan de las acciones posesorias que se ejeri 
indicados y de algunas otras especialeR. En 
relativo á otros derechos de los poseedores, se 
en el Ciídigo de Policía (1). 

Según Qtímez de la Serna los interdictos se 
civiles que reclaman co» urgencia una medi 
por interesarse inmediatamente el orden p£ 
amenazada de las personns ú de las cosas, ú ot] 
que ú no ser atendidos sin dilación, pueden 
Escriche, el interdicto es la acción que uno 
juicio sumario la posesión actual y iiiomentáQ 
do sobre alguna cosa. Dícese actual y momen 
porque la intención del que por medio del ii 
posesión, no se dirige á la de hecho, 6 sea á 
sino á la de derecho, esto ea,JÍ la que al actor i 
le pertenece. Obsérvase que si en el interdict 
hecho de la posesión, es decir, quién la tiene ó 
el hecho de la posesión y la posesión de hecho 
cada diferencia, pues el hecho de la pesesiói 
supone que recae sobre la posesión legal, y la 
en sí que la mera tenencia de la cosa (2). 

La denominación de interdicto viene de la 
Esta palabra significa por su origen el decrt 
fórmula pronunciaba el pretor, ordenando qui 
uno de los litigantes, para evitar de este mod 
entre ellos hasta que se decidía sobre el n 

fiosesión, ó sobre la cuestión de propiedad. As 
os romanos era una providencia interina, aení 
y por sus caracteres distintivos los había simpL 
á las cosas públicas, comunes, de universidad 
presentes 7 ausentes, prohibitorios, restitutorio 
La legislación española adoptó los interdictos : 
moderno se reconocen sólo do« clases, tinos 
prohibitorios. Los primeros se refieren á la ai 
ó recuperación de la posesión, y los segundos 
cióa de una obra, ó su continuación, ó la demol 
que puede causar daño (3). 
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2.^ — La posesión es la tenencia de una cosa determinada, con 
ánimo de señor 6 dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, 
tenga la cosa por sí mismo o por otra persona que la tenga en 
lugar y á nombre de el, Sobre las cosas que no pueden ganarse 
por prescripción, como las servidumbres inaparentes ó disconti- 
nuas, no puedo Iiaber acción posesoria, y no podrá instaurar esta 
acción sino el que ha estado en posesión tranquila y no interrum- 
pida un año completo (4). 

Estas acciones, pues, prescriben en un año, sin tomar en 
cuenta el lapso de tiempo en que prescriben generalmente las 
acciones ordinarias. 

Ya hemos dicho en otro lugar que el usufructuario, el usurario 
y el que tiene derecho de habitación, son hábiles para ejercer por 
sí las acciones posesorias, aun contra el propietario mismo, quien 
está obligado á auxiliarlos contra todo turbador ó usurpador 
extraño, siendo requerido al efecto. 

Tan poderosa y tan amplia es la protección que las leyes 
conceden á la posesión, sobre todo cuando va acompañada de la 
buena fe, que ella es uno de los efectos más esenciales del dominio 
y un modo de adquirirlo por medio de la prescripción. Es un prin. 
cipio de derecho, fundado en la antigua máxima de la legislación 
romana, posideo guia posideo, el de que nadie puede ser privado de 
una cosa que este poseyendo, sin ser emplazado, oído y vencido en 
juicio ; garantía que por sí sola basta para que el poseedor sea 
mantenido en el goce de su derecho, si es que no se demuestra por 
otro, con título más robusto, el mejor derecho. La ley lo reputa 
dueño, mientras otra persona no justifica serlo (5). 

El poseedor de buena fe tiene no sólo las ventajas indicadas, 
sino las de hacer suyo los frutos de. la cosa y retenerla hasta 
cobrarse de las mejoras. Todo poseedor se presume de buena fe 
mientras no se pruebe lo contrario, y nada tiene que probar, pues 
el demandante es quien debe acreditar su propiedad (6). 

Pero no debe confundirse con la verdadera posesión, la even- 
tualidad de un derecho que más ó menos fundadamente corres, 
ponda, pues la posibilidad de adquirirlo, como observa el señor 
Ortiz Zúñiga, apoyado en la jurisprudencia española, no puede 
tener ante la ley el mismo valor que su posesión efectiva y 
actual. 

Como la posesión produce tantos beneficios, suele litigarse 
previamente sobre ella antes de entablar el juicio petitorio ; más 
á veces sucede que se pide á un mismo tiempo y en una misma 
demanda la posesión y la propiedad. La ley concede el dere- 
cho de reunir estas dos acciones, siempre que no sean incompati- 
bles, y es consecuencia de su acumulación, la de que si el despojante 
opone la excepción de dominio, habrá de suspenderse la restitución 
ó reposición del despojado hasta la sentencia definitiva sobre la 
pertenencia de la propiedad. 
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3.** — Nuestros Códigos civiles «ólo admiten dos clases de accio- 
nes posesorias, la que tiene por objeto conservar y la que tiene por 
objeto recuperar la posesión de bienes raíces ó de derechos reales 
constituidos en ellos, pues» en general, no se intentan los interdic 
tos para la posesión de bienes muebles, los cuales se consideran que 
sólo son susceptibles de reivindicación ; y no puede haberlas sobre 
las cosas que no puedan ganarse por prescripción, como las servi- 
dumbres inapurentes ó discontinuas, negúh ya se ha dicho (7/ 

No han aceptado la acción posesoria para que uno pueda ad- 
quirir judicialmente una posesión que no tiene. El Código Judicial 
de la Unión, sin embargo, la admite, partiendo del supuesto de que 
ha sido adoptada por las leyes sustantivas, á las cuales corresponde 
lo relativo á la constitución y contenido de todas las acciones, y 
establece el procedimiento que debe seguirse en el interdicto de 
adquirir, poniéndose en contradicción con aquellas leyes. 

Por la legislación antigua, el interdicto podía tener por objeto 
no sólo conservar la posesión que se disfrutaba, y recobrarla por 
haber sido despojado de ella el poseedor, sino el adquirir de pronto 
una posesión en que todavía no se había entrado, y á la cual se 
tenía derecho. Dos eran los casos más frecuentes en que se usaba 
de este interdicto : el primero, cuando los hijos ó parientes más 
próximos del difunto con derecho á heredarle, acudían al Juez 
para que los pusiera en posesión de los bienes hereditarios, j el 
segundo cuando uno presentaba el testamento en que aparecía 
instituido heredero, pidiendo la posesión respecto ue los bienes 
que se le dejaban ; de modo que en ambos casos se concretaban á 
la posesión de la herencia adquirida, ya sea por testamento, ora 
abintestato. El Juez, en estos casos, informado de los títulos, ó en 
vista del testamento, mandaba dar la posesióo, sin perjuicio de 
otro de mejor derecho, ó denegaba la petición, si no había mérito 
para acceder á ella. 

Mas en este punto la legislación ha experimentado una niodi* 
ñcación de importancia y trascendencia. No hay duda que en la 
naturaleza misma de las cosas está que haya solameute las dos 
acciones posesorias á que nos hemos referido, porque fundadas 
en la posesión, así como en el dominio está fundada la acción 
reivindicatoría, es muy natural y muy justo que no pueda entablar 
las acciones posesorias el que no sea poseedor, y así también que 
el que no es dueño no pueda entablar la reivindicatoría. Es de 
advertir que ocurren casos en que no es menester que la ley nos 
conceda el derecho de entrar en una posesión que no h^^i^os tenido 
ó que no tenernos ; pero la misma ley nos otorga la posesión sin 
necesidad de que la reclamemos, pues declara que **en el momento 
de deferirse la herencia, la posesión de ella se confiere al heredero, 
aunque éste lo ignore " (8). 

No hay objeto en pedir la posesión deferída ó ya adquirida. 
*' Es verdad, dice Lira 6. este respecto, que para poder disponer de 
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un inmueble necesita el heredero obtener é inscribir un decreto 
judicial que le dé la posesión efectiva ele la herencia ; es verdad 
también que para expedir este decreto ha menester el Juez que fe 
le haga constar sumariamente siquiera la muerte de la persona de 
cuya herencia se trata, así como el derecho del que se dice here- 
dero; pero, ademas de que no hay a4]uí juido^ porque no hay 
perHona contra quien se dirija e^ta petición, que es asunto de 
jurisdicción voluntaria, nada de esto puede considerarse como una 
acción para adquirir la posesión de la herencia, porque ya la tiene 
el heredero por ministerio de la ley ; la cual le es mucho más 
favorabl» que el interdicto, porque le pone en la condición do 
sucesor inmediato del difunto sin interrupción de ningún gé. 
ñero" (9). 

Con razón y aplauso de los comentadores, ha desaparecido el 
interdicto de adquirir en el derecho moderno, porque carece de 
fundamento y de objeto. Ni puede estimarse como tal ó como 
acción posesoria para adquirir el derecho que confiere el artículo 
78 del Código Civil del Estado, ó el 97 del do la Unión, á ciertos 
individuos para obtener la posesión provisional ó definitiva de los 
bienes de un desaparecido. No se otorga la posesión en este caso, 
en virtud de un juicio especial promovido sobre ella, sino como 
una consecuencia del juicio de presunción de muerte por desapare- 
cimiento, el cual por su naturaleza se apoya en una presunción 
legal, esto es, en la de la muerte del antiguo poseedor. La delación, 
por otra parte, de la herencia que trae consigo la muerte confiere, 
por ministerio de la ley, al heredero, como ya sabemos, la posesión 
1^1 de dicha herencia. 

4.^ — De acuerdo con lo que arriba hemos dicho, el demandante 
en estos juicios deberá acompafíar á su demanda la prueba sumaria 
di que ha estado en posesión por un año completo, ó lo que es lo 
loismo, que ha tenido la cosa por sí mismo ó por medio de otro 
que la ha tenido á su nombre, durante este tiempo (10). 

Es de notar que no exige la ley la presentación de título sufi. 
ciento para justificar el derecho u la posesión, separándose en esta 
materia de la regla general de que en toda demanda deben acom. 
pañarse los documentos en que se funde, y contentándose con una 
prueba sumaria ó una información de testigos. Pero creemos que 
en el orden federal, ya que se reconoce el interdicto de adquirir, 
aunque la ley no lo determina, deberá el interesado presentar 
copia fehaciente de la disposición testamentaria del finado, cuyos 
bienes sean objeto del interdicto, ó si hubiere fallecido intestado, 
la declaración de heredero dictada por la autoridad judicial com. 
pétente. 

Se parte seguramente del principio que en loa juicios posesorios 
no se tomará en cuenta el dominio que por una lí otra parte se 
alegue : en tales juicios no se ventila propiedad. Con todo podrán 
exhibirse títulos de dominio para comprobar la posesión, pero 
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sólo aquéllos cuya exÍEtoDcia pueda probarse bi 
valdní objetar contra ellos otros vicios ó defect 
puedao probarE« de la misma manera. CooTÍene 

posesíÓD de los derecho^ registrados se prueba ,__ __ _ 

respectivo registro, y que mieDtnm ésta subsista, y con tal que 
haya durado ud año completo, no es admisible ninguna prueba de 
posesión con que se pretenda impugnarla. 

Se deberá probar la posesión del suelo por hechos positivos, de 
aquéllos ú que sólo da derecho el dominio, como la construcción de 
ecUficios, el corte de madera<!, el cerramiento ó cercamíento, las 
plantaciones ó semeuteraa, y otras de igual signifícación, «jecutados 
estos hechos sin el consentimiento del que disputa la posesión (11). 

5.° — El Código Judicial del Estado dispone que de los juicios 
posesorios conocerán los Jueces de Circuito ó los de Distrito, segtio 
tos respectivos casos. £1 de la Unión habla de la competencia de 
los Jueces al tratar de los interdictos de retener y recobrar (Í2). 

Es un principio da derecho internacional que las cuestiones 
relacionadas con la posesión y la propiedad de bienes raíces, deben 
ventilarse ante los Tribunales ó Juzgados en donde aquéllos xe 
hallen situados. Así, la resolución de un Tribunal extranjero ó de 
otro Estado en la Unión, sobre bienes objeto de un litigio, no podrá 
aducirse como precedente bastante eficaz para herir, digamos así, la 
nacionalidad de otro país ó de otro f^tado, pues la soberanía de su 
derecho jurisdiccional parte del principio lex loce reí 8%t¡ae, según 
el cual deben resolverse las cuestiones que afecten al movimiento y 
trasmisión da la propiedad, porque de otra manera, como observan 
los autores, fácil seria k una Nación ó Estado, lastimar á los otros 
Kstados ó naciones, en uu derecho tan alto y sagrado, como es el 
de dominio, que todas ejercen de un modo absoluto sobre su 
respectivo territorio. Pero entiéndase que esto en nada influye-ni 
afecta la obligación que unos y otras tienen de auxiliar los exhor- 
tes de las autoridades judiciales y de admitir como válidos los 
actos ó contratos celebrados legalmente en otra Nación ó Estado. 

Es, pues, regla general que el Juez del li^^r en que están loi 
bienes objeto d^ interdicto, sea el único competente para cononet 
en ellos, por ser el que puede sustanciarlos con la brevedad ape- 
tecida y con raÚB facilidad poner remedio al atentado ó al daüo 
que se trata de evitar. Exceptúase, sin embargo, de esta r^la, poi 
razones justificadas, el interdicto de adquirir, en los países en don- 
de esto admitido, respecto del cual se amplía la competencia, y se 
contiere al Juez del finado, 6 al del lugar en que radique su testa* 
mentaría ú abintestato; de modo que el demandante puede el^r 
entre estos dos Jueces y el del lugar en que estén los bienes, 
al que más le convenga. 

6.° — Ya hemos indicado el objeto de las disposiciones federales 
sobre juicios sumarios en general. Ellas han llenado uu vacío en 
la legislación patria. 
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to de demanda, ee darü traslado al deman- 
trea diaa, y contestado que sea, el Juez, 
wrtas, T con vista tolamente de loa pruebas 
lado & la damauda y á la conteitación, pro- 
nai)ctar& Benteocia deutro de los tres días siguientes i la última 
citaci^. 

Si el demandado iio contestare dentro del témfino legal, el 
Juez, previa también dicha citacitJn, üentenciará dentro del expre. 
eado tenDÍno, según el mérito de las pruebas presentadas, sin 
perjuicio de oposiciiía que podrá hacer el demandado dentro de los 
ocho días iiguientes á la notificación \ 7 si se hiciere oposiciÚD, se 
abnrá & prueba el juicio por el término común é improrrogable 
de ocbo días, trascurrido el cual, el Juez dictará su sentencia 
acerca de ella, dentro del mismo término indicado arriba, ú sea 
dentro de los tres días siguientes á la última citación. En cual- 
quier caso, si alguna de las partes pidiere que Be reciba prueba 
testimonial para fundar su derecho, se procederá como se ha dicho ; 
y si el demandante deñríese al juramento decisorio del demandado, 
se decidirá según lo que de dicho juramento resulte. 

Las sentencias pronunciadas en estos juicios son apelables, pero 
sólo en el efecto devolutivo, y el recurso se sustanciará como las 
apelaciones de «utos interlocutorios (13). 

Como el objeto á que se dirijo cada uno de los interdictos es 
diferente, debe haber también diferencia en sus procedimientos, y 
la hay en efecto, por más que todos sean sumarios. Esta es la 
razón que nos asiste para tratar de ellos en capítulos separados. 



NOTAS DEL CAPÍTULO I. 

(I) Arla. 1,019 delCÓd. Giv.tfel E. j SR coDC«rdantedel de Ib Q. 

12} VeAnse la Exposición de motivos de la ley de enjuiciamiento civil 
de Etpaña por Gómez de U Serna, y el Diccionario de Eacriche, palabra 
interdicto. 

Se llama mera tenencia, la qae ee ejerce sobre una cosa no como dueño, 
libo en tugar ó á nombre del dueño. E\ acreedor prendario, el secuestre, 
el ueafrnctiiario, el usuario, el que tieoe el derecho do habitaciún, son 
■oerOB tenedores de la cosa empeñada, Beciieitrada, ó cu;o uenfructo, uso 
ó habitat-iÓQ lee pertenece. Lo dicho se aplica generalmente al qne tiene 
una cosa reconociendo dooiiiiio ajeno (articnlo 792 del Código Oivil del 
EsUdo). 

(3) Dice el señor Caravaniee, distinguido jurisconsulto español: 
" Nuestro derecho adoptó ios interdictos pusesorioa y aun algunos de los 
que se referían á las cosas públioae, comunes y de universidad ; pero más 
adelante, deslíiidadae las atribuciones de la jurisdicción administrativa, y 
colocados bajo su protección los objetos sobre que versaban, han quedado 
excluidos do los procedimientos judiciales do la juriadicción ordinaria, ha- 
biéndose prohibid') por diverass disposiciones, á esta jurisdicción, admitir 
interdictos contra las providencias que dicten las avioridadea administrali' 
vas, aunque afecten á intereses particulares, dentro de sus atribuciones, 
aoDque fuesen ilegales, injustas y arbitrarias, pues las reclamación es contra 
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ellas deben dirif^irse al saperior jerárquico en la línea de la administración 
activa, 6 á los Tribunales administrativos en su caso." 

Del)enio8 advertir que entre nosotros no hay disposiciones en ol particu- 
lar, en el sentido de prohibir la admisión de interdictos contra las providen- 
cías dictadas por Us autoridades administrativas. 

(4) Arts. 778, 796 y 799 del Cód. Civ. del £. y sus concordantes del 
do la U. 

(5) Arta. 1,019 del Cód. Civ. del £. y su concordante del de la ü. 

(6) Ans. 785 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la ü. 

(7) Arts. 997 y 998 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del de la ü.; 
1,142 del Cód. Jud. del E., y 1,224 del de la U. Algunas legislaciones ad- 
mi ten los interdictos respecto de los bienes muebles. 

(8) Arts. 800 del Cod. Civ. del B. y su concordante del de la ü. 

(9) Prontuario dé los juicios 6 Tratado de procedimientos judiciales y 
administrativos f con arreglo á la legislación chilena, tomo I, pagina 337. 

(10) Arts 1,143 del Cod. Jud. del E. El Código de la Unión no contiene 
este artículo ; pero se refiero á su disposición al tratar del interdicto de 
conservar la posesión. 

(11) Arts. 1,104 y 1,106 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del 
dd la U. 

La ley hipotecaria do España ha venido á favorecer algo más U pose- 
sión, pue« previene que la información posesoria que haya servido para la 
inscripción de unos bienes en el Registro, es suficiente prueba de domiaiOt 
mientras no se presente otra más robusta y firme en contrario. 

(12) Art. 1,142 del Cód. Jad. del E. 

(13) Arts. 1,400 á 1,405 del Cód. Jud. de la ü. 




CAPITULO II 

DEL INTERDICTO DE ADQUIRIR. 

BusiTMEK. — 1.*^ Otras consideraciones sobre el interdicto de adquirir.— 
2.° Sustanciación del interdicto, en su primer período ; cuando se intente 
se acoiupañará la prueba ; se da la posesión sin causar despojo ; citacio- 
nes personales que deben hacerse. —3.® Reclamación contra el; toda 
oposición debe formalizarse ; traslade* que se dará si se formaliza la 
oposición ; caso en que se llevará á efecto el decreto de posesión. 
4.^ Disposiciones de una ley reformatoria del Código Judicial del Estado. 

1.° — Ya sabemos que el interdicto de adquirir, según la legis- 
lación federal, tiene por objeto el que se nos ponga en la posesión 
real y corporal de alguna co.sa que no« corresponda de derecho y 
que no este poseída legalmento por otro. Este juicio se divide en 
dos períodos: en el primero se tiata únicamente de conferirla 
posesión de htclio al que presenta título suficiente para adquirirla; 
y en el segundo .«e auipara en ella al demandante o se oye al que 
se presenta á disputarla, decidiéndose por trámites breves y suma- 
ríos, pero sin coartar l^ defensa sobre el derecho á la posesión, 
contra la cual ya no <]uedara otro recurso que la demanda de pro- 
piedad. Son requisitos indispensables en este interdicto, para que 
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mitiree, la preBeotaciÓD de ud título suñciente 
reteOBiún deducida, y que iiadie posea lí título 
fructuario, los bienes cuya posesiúu se pida ¡ 
ayera legítimamente no podrá sor prÍTodo de su 

y vencido en juicio. 

ntenlicto de adquirir se hau cometido nbiiso.i 
la iniiiiiteiicici tal que servía s^á\o para nianlener 
os derechos, aun los adquiridos cnu arreglo á la 
r el título de louipra, pernriita, docaciiiu, etc., 
ent0!>, presentar una iriforiiincii'jn de testigo!^, 
igar el loterdicto, y pur.i que el poi-eedor lie la 
10 del interdicto de re':olirar la potíesi<')u, for- 
a cadena intenuiuable de litigios que cau-abau 
nos litigantes. Es de uotar qiie en las ventan, 
as, etc., el quo trasfíere el dominio ('st¡k oblí- 
cosa vendida, donada ó permutada, al que la 
is esta entrega no se verifica, no queda consu. 
pero la tradicióu, que es modo de adquirir el 
is, y quo consiste en la entrega que i-I dueño 
s, ee efectúa por el registro de la escritura ó 

en la respectiva ofícioa de Registro, tratándose 
inmuebles. Hecha la entr^a de este modo, 
le en posesión de la cosa, y de conaiguieuto es 
dicto de adquirir. En el supuesto de que e! 
□te se resistiere á verilicar la entrega real y 
a, podríi ser demandado por el comprador ó 

ordinario para el cumplimiento de la obliga- 

1 legislación federal permite utilizar este inter- 
[ue hemos mencionado. Trataremos ahora del 
ella establecido. 

adquirido legítimamente la propiedad do una 
¡ne y no quiere entregar, puede intentar contra 
Oria de adquirir, acompaBando la prueba de la 
ir, la cual será la que en cada caso exija la ley. 
la trasmisión sea necesaria escritura pública 
i la que deberít acompañarse á la demanda de 
dicha demanda estuviere arreglada ú lo que 
Juez mandará dar la posesióu solicitada, sin 
eoalará en el mismo auto, el día y la hora en 
»r el acto de entrega material. 
jíeues raíces deben her citados personalmente 
la poeesión al demandante, no sólo el que 
lo los poseedores de los terrenos ó ñncas colin- 

i tiasmisiÓD será la que en cada ctmo exija la 
lítriéndoee la ley federal á loa que hayan adqui- 
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rído la propiedad de lae conas, eu general y 
muebles é ininuebles, ella ha autorizado el ue< 
respecto de los bienes muebles. 

3." — Si en el acto de dar la pose«ián, alguno se opusiere & eiia, 
elJuez suspenderá el ocio, haciendo extender la cor respondiente 
diligencia, y prevendríí al opositor que formalice por escrito ku 
Oposicii^n dentro ile lo* seis días oiguieotes. 

Si la oposición ko formalizare eu el término expresado, se dará 
traslatlo del escrito del opositor al que solicita la po*esi6n, el cital 
debe contestar dentro de cinco días y de^de que 1» oposición quede 
formalizada, se seguirií un juicio ordinario en que dicho opositor 
será considerado como demandante ; y si no hubiere oposicloD, ó 
ésta se hiciere f[iera del término legal, íi solicitud del demandaute, 
se llevará á efecto la dación de posesión decretada iíu favor, 
haciéndose uíjo de la fuerza, si fuere necesario ; y en adelante éste 
no quedará obligado á responder sino de la propiedad de la coea, 
en juicio ordinario (2). 

Tenemos, pues, que la providencia que ee da eu el primer 
periodo, Eumarísimo, tiene sólo el carácter de interina ó provisional, 
como que se procede en éi sin audiencia de la parta contraria, y 
en el segundo, que es también sumario, la providencia recae sobre 
la posesión permanente. No hay propiamente juicio plenariode po- 
sesión, porque ésta habrá de ser considerada en el juicio ordinario 
sobre la propiedad, en su caso. El primer periodo sirve de prepa- 
ración al segundo ; y como puede suceder que el demandante pida 
la posesión con título suficiente y que no sea, sin embargo, el que 
mejor derecho tenga ó pueda ostentar á la mi^ma posesión, las 
leyes federales atienden ú la necesidad de ventilar este punto, 
dejando á salvo el ejercicio de la demaoda de propiedad, 

Auuqne la ley nada dice en este tugar sobre ©I recurso de 
apelación, creemos que deberá admitirse en ambos efectos cuaodo 
se deniegue la posesión, y en el devolutivo, en caso contrario, si 
la interpone el demandado. 

4.° — Cuando tratamos en el Título V, Lihio 2.°, De la ejeojición 
de las sentencias, eu su capítulo 1.", mencionamos el caso en qoe 
se da la posesión al que la hubiere ganado en virtud de una reso- 
lución judicial, cómo se le da y á quiéoes no se les admitiriíla 
opoRÍción que hicieren. 

EJ Código Judicial del Estado concedió al que estuviera en 
posesión re^-ular de un inmueble, do que fuera tenedor iiu tercero 
en virtud de arrendamiento ó de otro contrato no triislaticio de 
dominio, el derecho de solicitar que se le diera la tenencia simia, 
riameute; y una ley reformatoria de ese Código dispuso que 
cuando alguno tuviera la posesión regular de una finca ntiz, de 
que otro es moro tenedor, el primero podrá solicitar del Jnez del 
Circuito en que estuviere el inmueble, que le dé la tenencia de 
éste sumariamente ; pero que el solicitante deberá comprobar qiie 
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guiar de dicho icmueble, y que el demandado 
sta disp08ici<5ii reemplaza al artículo 1,147 del 
eproduce el Código Judicial de la Unión. 
162 de que el deroasdado tiene la cosa ilegal- 
a pertenece al demandante, ordenará dentro de 
que til tenedor entregue la cosa 6. aquél, y fijará 

prudencial que nunca será menor de quince 
lOtiñcar;! per.íunalmente, y es apelable en am. 
de notar que esta disposición reemplaza la del 
lismo Código. 

sos, el Juez dará al demandado, antes de re- 
cuarenta y ocho horas, para que presente las 
ezcan el cargo que se le hace ; y si dentro de 
preseotare, entonces el Juez hará la preven- 
te venza el término señalado, el tenedor mos- 
an justo título para retener 6 poseer la finca, 
ocará el decreto de desocupaciÚD, sin perjuicio 

1 juicio ordinario la acción de dominio ; pero 
pasar el térmÍDO siu hacer su reclamación y 

ca, el Juez, á solicitud del demandante, orde- 

> que se llevará á efecto, aun haciendo uso de la 
íario, sin embargo de apelación del auto en que 
6\o se concederá en el efecto devolutivo. 

lya tenencia se solicita hubiere mejoras, labo. 
[ue el tenedor reclamare como de su propiedad 
.zamiento, se hará la relación de ellas en la 
ía, expresando su clase, su extensión y estado 
reclamadas ; sin que pueda servir esta recla- 

> para el lanzamiento. Este artículo de la ley 
liaza el 1,149 del mencionado Código. 

ú para retener ó poseer la finca cuya entrega 
procediere mediata ó inmediatamente de la 
trasmitió al demandante la posesión reblar, 
leí título sea posterior al del título en que se 
re solicitado la tenencia (3). 
jes, á pesar de las disposiciones del Código 
I posesorias limitadas á conservar ó recuperar 
entran en gu Código Judicial las que dejamos 
irenden otros casos, y que no son los de la Buce- 
que, por el antiguo derecho, se permitía líni- 
to de adquirir. 

&trta reclama una reforma en esta materia, en 
ncipios sancionados en ka leyes sustantivas. 
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NOTAS DSL CAPÍTULO II. 

<L> Arta. 1,3!& á 1,327 del Oóá. Jad. de la D. 

(3) Arta. 1,228 á 1,330 del Cód. Jnd. da la U. 

(3) Arto. 1,147 á 1,140 d«l Cód. Jad. del B. ; 78 
Agosto de 1889; 81 & 84 de la ley ti de 1878 y 1,244 i 
la DniÓD. Eeta ultima ley refonnatoria, que rige en el 
Be ha indioado en el t«xto, los artionlos 1,147, 1,148 ; 
digo, y reíormó los artícnloe 1,145 j 1,152 del mismo. 

lia pOBesión regular de que aquí se trata es la q 
tttnlo, y ha sido adquirid» de buena fe, auoque ésta u 
adquirida la posesióo, y por consiguiente, se puede e< 
poseedor de mala fe, y viceversa, el poseedor de buena 
lar (nrtículo 7S0 del Código Civil del Estado). La po 
que carece de uno ó más de loa requisitos señalados pt 



CAPITULO III 

DEL INTERDICTO DE BKTENEE LA P( 

,—1." Determinado objeto de est« interdicto 
de ¡ por qaiéa y contra quión puede proponerse. — : 
la demanda; ritualidades establecidas; intimaciont 
debe contener la sentencia cuando e! interdicto tieui 
de costas ; caso en qne procede ol juicio ordinario ; 
al mero tenedor, — 3.° Competencia de los Jaecee ; i 
cía ó auto que admite el interdicto ; recurso de a) 
esta auto y respecto de la sentencia deoegatori 
indemnización de perjuicios ; el derecho á ella se 

1.° — El mismo nombre de este interdicto i 
á que 80 dirige, que uo es otro que el de que i 
mantenga eu la posesiúa en que ya CRtamos, de 
Bomos perturbados en ella ó inquietados por uu 
haya llegudo á realizar su intención ó conHumar 
bí se nos (¡uitara la cosa que poseemos, ento 
interdicto do recobrar la posesión. Se exige, pm 
de que hablamos, que haya habido conatos mani 
acto exterior que turbe, emhaiace ó inquiete en 
la tuviere (I). 

Este interdicto, llamado también de anypar 
romano, interdictum, titi possidetis, lorapete sí 
hecho se halla en la actual posesión civil, fund 
título de propiet^ario ó usufructuario, ó al qui 
derecha de la cosa, como dicen las leyes do F 
al que tiene la posesión natural ó fundada ei 
ral ; pero uo, según los autores y comentan 
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i quo poseyeren eu nombre de otros, cuates 
ios, inquilinos 6 colonos, depositarios y como- 
} ¿stos no pueden proponerlo, porque poseen 
lueffos, y QO son tenedorea por b(, " más por 
la cosa tienen," refíriéndose á una ley de la 

ra el que por algdn acto exterior 6 con palabras 
se manifestado conatos de turbar 6 inquietar en 
la tiene, ir la intención de despojar al poseedor, 
utado todaríii el hecho del despojo (2). 
la sentada sobre ente interdicto se apoya en la 
lódigOH Civiles, que dice ; " El poseedor tiene 
que no so le turbe ó embarace su posoaitín, 6 se 
que se le indemnice del liaño que ha recibido y 
iridad contra el que fundadamente teme (3)." 
M)n los preceptos trascritos, los Códigos Judi- 
e cuando el demandante pretenda que no se le 
n su posesión, deber» acompañar & bu demanda 
que acredite la perturbación ó el embarazo que 
lo emplear cualquiera de loa medios probatonos 
hiciere uso de la prueba testimonial, ésta ha de 
;larac¡ones recibidas aun sin citación de la otra 
forma ordinaria ó en la prevenida en el ar. 
ádigo del Estado. Tratándose de posesión, las 
>bre hechos de los cuales pueda el Juez deducir 
mforme ü la^ leyes sustantivas. 
. "Unión es más terminante, pues exige qne íí la 
empañar el demandante la prueba de que hace 
ío que esti'i en quieta y pacífica posesión de la 
ó por medio de otro, y que el demandado lo 
, en e!ta posesióu, debiendo determinarse en este 
jue consiste la perturbación (4). 
wia de i¡uc trata la ley, y aunque no lo deter- 
Estado. debe extenderfc ;i justificar la posesión 
rriimpida uu año completo. Es este un requi- 
lara fundar la demanda; y -'i laacción se dedu. 
scurrido un año de haberse ejecutado el hecho 
en este caso creemos que no debe admitirse la 
juicio procedente será el civil ordinario, ya 
para alegar mejor derecho ií la pososiún, ya para suscitar la cues- 
tión lie propiedad. 

En la práctica suelo ofrecerse información iJe testigos por el 
que intenta el interdicto de retener, al fonuuliir ku demanda, para 
acreditar que se halla en dicha (lOsesión, y que se le ha inquie- 
tado ó molestado eu ella, mencionando el acto ó los actos que lo 
hayan hecho temer y coustituyan la perturbación, es decir, los 
actos exteriores y concretos que hubieren sido ejecutados por el 
perturbador y que deberán expresarse circunstanciadaoiente. 
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Admitida la demanda, el Juez examinará i 
das ó producidas, y gí de ellas aparece que el 
acción que intenta, nin previa citación ni audií 
dentro de veinticuatro horas, prevendrí á éste 
lo sucesivo de violar el derecho del demandar 
fianza á Batisfacción del Juez, de no repetir le 
tuyen la perturbaciún. El Código Federal dis 
sólo mandará cesar los actos de perturbació 
prevenir al perturbador que se abstenga de t 
pena de pagar una multa de cincuenta á dos( 
del demandante, y los daSos y perjuicios que 
Esta obligación es la que debe asegurarse por 
que el demandado debe prestar á satisfacción t 

Es claro que si no resultaren acreditados lo 
declarará el Juez no haber lugar al interdicto 
como deñnitiva, será fundada. Pero si hubien 
es claro también que se amparará y mantendi 
que lo hubiere intentado. Por eso la ley orde 
prevenciones ó intimaciones antedichas al > 
propuesto turbar la posesión del demandante 
miento de la ñanza que asegure el cumplim 
dones ; pero el Código del Estado no dice q 
el mismo auto de amparo sobre la índem 
perjuicios. 

Si el perturbador pretendiere tener mejoi 
mandante sobre la cosa en cuestión, podrá ha 
ordinario, sin perjuicio de lo dicho anteriorme 

En los casos do perturbación, el mero te. 
obligado á dar el aviso correspondiente desde q 
tener lugar al verdadero dueño ó poseedor, co 
para que éste pueda intentar la demanda de 
omisión lo constituirá responsable para con a 
tiene la cosa (6). 

Se debe, en el caso de que se admita el int 
costas al demandado, y en el de la denegados 

3.° — Son Jueces competentes para conoce 
segán las regles generales, y de conformidad c 
capítulo 1." de este Título, los de primera instí 
territorio 6 provincia donde estén situadas 1 
juicio. 

La sentencia en que se otorgue el interJici 
de interlocutor ia ; se notiScará personalment 
demandado intente la acción de dominio ó reiv 
ejecutarse sin embargo de apelación, que no í 
el efecto devolutivo. 

En caso de apelación se ocurrirá al supeí 
actuación que ee sacará á costa del apelante, t 
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istaDciacido será la prescrita para loa autos 

lerarse de&nitiva la que deuiegue el interdicto, 
Dterpouga contra ella, se concederá en ambos 

acción de la correspondieote indemnización de 
'S ocasionados por la perturbación, ó el despe- 
gos que la demanda para obtenerla se inten- 
el Juez competente y por los trámites del 



Ü0TA3 DEL CAPÍTULO III. 

I España ha hecho ano da los dos interdictos conoci- 
I interdicto de retener y de recobrar, partiendo del 
itro tienen puntos de contacto j se relacionan ínti- 
i nn poseodor y un perturbador de la poBeaión.T en 
comente en el erado de la perturbación. Establace, 
□iento para ambos. 

e el interdicto de recobrar se diferencia de loa demás 
I nua cuestión de hecho Bolamente, j en los otros se 
lestión de derecho. No es preciso que se tenga la 
I de recobrar, y basta la sola tenencia, porque siendo 
»ntra el orden público, ee debe reprimir prontamen- 
»ier, en el que, por consigniente, es preciso tener la 
Kinservar, 7 sólo se pide por el demandante que se le 
ef rnta. No es, pues, un remedio legal contra un mal 
lo de evitarlo; mientras que en el interdicto de re- 
lesto de haberse cometida la violencia 6 el despojo, 
istitDción. No toda perturbación ó intruaión en la 
lespojo, j h&j que tener en cuenta las circunstancias 
ho ejecutado, si se previno ó no si dueño ó poseedor 
pide ó no el ejercicio libre de sus derechos, para de- 
le deba instaurarse. 

<B Civiles disponen : " Si fuera de loa casos previs- 
en la cosa arrendada), el arrendatario es turbado en 
ador ó por cualquiera persona A quien éste pueda 
tiene la obligación de librarlo de toda turbación 6 
ho á indemnización de perjuicios. Si es turbado por 
is, que no pretendan derecho á la cosa, el arrendata- 
perseguirá la reparación del daño, y si es turbado y 
que jnstiñquen algún derecho sobre la cosa, y la 
abiere sido anterior al contrato, podrá exigir una 
ida en el precio ó renta ; pero li el arrendatario, por 
echas que hubiere justificado un tercero, se hallare 
e la cosa arrendada, que sea de presumir que sin esa 
ido, podrá exigir que case el arrendamiento, etc." 
del Código Civil da Cundinamarca j su concordante 

:os que pretendan derecho á )a cosa arrendada, se 
lador, y el arrendatario será sólo obligado á noti- 
lestia que reciba de dichos terceros, y si lo omitiere 
>, abonará loe perjuicios que de ello se sigan al 
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arrendador." (Artícnlos 1,996 del Código Civil del G 
del da U Unión). 

Bl C(5digo francés, en bu articulo I,73S, dispone 
está obligado á eanear al arrendatario la peiturbaciói 
sioite en el goce de la cosa arrendada, sin pretender 
algnno sobre la míaDia; quedando á salvo al arrend 
perturbador judicialmente, en su propio nombre." I 
enonoHtra en otros Códigos europeoB. 

(3) Arta. 1,002 del Oód. Civ. del E. y bu concord 

(4) Arts. 1,144 y 1,165 del Cód. Jud. del E ; 1,S: 
de la tJ. 

(5) Arts. 1,146 del Cód, Jud. del E.; 1,S33 y 1,2^ 

(6) ArU. 1,333 j 1,234 del Cód. Jud. de la U. 

(7) Arts. 1,140 del Oód. Jud. del E. y 1,240 del d 
(B) Arta. 1,160 del Cód. Jud. del E. y 1,241 y \fi 



CAPITULO IV 

DEL UnEBDICrO DE BBCOBB. 

Bbsuuen.^I." En qué consiste el interdicto de r 
despojo; posesión violenta ; clandestina ; existo 
aun cuando no se emplee contra el dueño ; fundan 
2.° Quiónea pueden instaurarlo ; contra quiénes [ 
restitución de la posesión ; el abono de perjuicios 
la simple restitución.— 3.° Derecho del que ha s 
pojado, cuando no pueda entablar acción poeesori 
con armas ; cuándo se considera cometido el deli 
despojado pnede denunciarlo, ó hacer uso de la ac 
sitos de la demanda j extremos justificativos que 
del juicio restitntorio ; rocnrao de apelación. 

I.° — Este interdicto, que también se denott 
¿xyo, y se conocía eu el dereclio romauo con la < 
ferdictum. de vi ó unde vi, es la acción que con 
en posesión pacífica o en la tenencia de una eos 

Eor otro, paro reclamar coa indemnización de ] 
i restitución ó recuperación de la misma cosa, 
reconocen este derecho, declarando que el que i 
prÍTodo de la posesión, lo tiene para pedir que 
indemnización de perjuicios {!). 

Ya veremos que se extiende á recobrar la ti 
ocupación actual y corporal de una cosa, con d 
Hay despojo : 

a) Cuando un particular priva á otro de la 
cosa usando de la fuerza ; 

b) Cuando en ausencia del dueSo ó poseedc 
cosa, y volviendo dicho poseedor lo repele ; y 
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■t mandato de la autoridad pública se priva al 
isesión 8ÍD citarlo, oírlo y vencerlo en juicio pre- 
ido en los casos en que esto se puede hacer cod 
como en el de secuestro, embargo en juicio ejecu. 
jantes (2). 

UD acto violento ó clandestloo, y en el primer caso 
surpador de la cosa so hace poseedor violento, por- 
)osesi¿Q por fuerza, la que puede ser actual e in- 
el vicio de la violencia, sea que se haya empleado 
>ro duefio de la cosa, 6 contra el que la poseía siu 
que la tenia eo lugar ó ú nombre de otro ; y lo 
violencia se ejecute por una persona 6 por bub 
ejecute con su consentimiento, ó que despura de 
ique expresa 6 tácitamente. I^a posesión dandea- 
ejerce ocultándola á los que tienen derecho para 
3). 

y teniendo á la vista estos testos legales, es fácil 
ndamento de este interdicto, au objeto y sigoiSca- 
mer&l, fundada en la antigua niáxima del derecho 
18 ante omnia reatiiiteiidoa, que nadie puede 
u propia autoridad de la cosa que otro posee, 
rea tenor algún derecho en ella ; pues en este 
á las autoridades instituidas para administrar 
lársela por su mano. El orden público y el inte- 
¡enten que se trate de compensar un delito con 
lo el despojo un atentado contra el orden público, 
instantáneamente, sin atender al título con que 
lo, para evitar las perturbaciones consiguientes é 
e se haga juiticia por sí mismo. Vemos, pues, que 
I interdicto de recobrar descansa en un principio 
r que es de derecho natural, de tal manera que se 
ado repeler incontinenti al despojante, pudiendo 
1 con la fuerza, mientras no hubiere desamparado 
le si la ha perdido, y el despojo ee ha consumado, 
tentar la acción de recobrar. 
e que tratamos, como acción posesoria, sólo puede 
que ha poseído tranquilamente, y sin interrup. 
pleto, pudiendo agregar á su propia posesión la de 
tecesoreü, sen que les haya sucedido á título ain- 
iniversal ; pero en el caso de unir una y otra 
Eiceptar la de su antecesor 6 antecesores con todas 
vicios (4), 

■B, esta acción ó interdicto á cualquiera que ha 
sienta ó clandestinamente, ora sea due&o directo 
no sea uno ni otro, con tal que tenga la posesión 
a cosa. Compete también ni usufructuario y aun 
, puesto que poseen un derecho en la finca que 
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les dflbe ler restituida ¡ y también el arrendatai 
el oficio del Juez para que se ie restituya la det 
y se le resarzan los permicios, si biea ao le cor 
ninguna acción posesoria. Ya sabemos, en 6n, que esta acción 
compete además cootra el que manda hacer el despojo y contra el 
tercer poseedor que recibió la cosa & sabiendas de que había sido 
quitskda por fuerza, ó contra el que aprobó el hecho en su nombre, 
aunqua no lo hubiese mandado hacer. 

2° — La acción ó querella para la restitución con indemniza, 
ción de perjuicios, puede dirigirse contra el usurpador miemo ó 
contra cualquiera otra persona, cuya posesión se derive de la del 
usurpador por cualquier título, si esti de mala fe, esto es, si tieoe 
la cosa ¿ sabiendas de ser viciosa la posesión del que se la trasmi. 
tió. Debe entenderge por usurpador no sólo el que personalmente 
toma por la fuerza la posesión ajena sino también el que la ad- 
quiere por medio de sus agentes, como hemos indicado, sea que 
éstos obren con su consentimiento, sea que él ratifique después lo 
hecho. Habiendo varias personas obligadas, todas lo serán in soli- 
dura li la indemnización, supuesta la mala fe que de la violencia 
procede. 

Para la simple restitución puede dirigirse el interdicto contra 
toda persona que tenga la cosa, y cuya posesión se derive de la 
del usurpador, por cualquier título, aunque esté de buena fe (5). 

3° — La ley no niega en ningún caso, segán lo que ya hemos 
dicho, BU protección bien explícita ni que ha sido violentamente 
despojado del goce do un derecho cualquiera, y á este fin tiende 
ella al disponer que todo el que violentamente ha sido despojado, 
sea de la posesión, sea de la mera tenencia, y que por poseer i 
nombre de otro, ó por no haber poseído bastante tiempo, ó por otra 
causa cualquiera, no pudiere entablar acción posesoria, t«ndrá, sin 
embargo, derecho para que se restablezcan las cosas al estado en 
que antes se hallaban, sin que para esto necesite probar más que 
el despojo violento, y no se le pueda objetar clandestinidad 6 
despojo anterior. Bestablecidas las cosas y asegurado el resarci- 
miento de daños y perjuicios, podrán intentarse por una ú otra 
parte las acciones posesorias que correspondan. 

Este derecho prescribe' en seis meses, eegiln dijimos en la 
reseSa consignada en el capítulo 1.°, Título 1.°, Libro 2° de esta 
obra (6). 

Los actos de violencia cometidos con armas ó sin ellas, serán 
además castigados con las penas que por el Código Penal corres- 
pondan (7). 

Es de advertir que no en todos los casos de despojo se comete 
el delito de usurpación. Cuando se haya cometido este delito, 
ijpodrán emplearse simultánea ó sucesivameote el procedimiento 
civil y criminal ? Conviene fijar la relación y el límite de uno J 
otro procedimiento. 
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e recobrar procede eiempre que uno es despojado 4 

míód 6 teDencia material en que se halla, bíd -^ 

i derecho con que se poseía ; pero en los casos ^1 

ue fie considere cometido el delito de usurpación, Ji 

ocedimieoto criminal, serfi necesario que, ade- g 

jicbo despojo, resulte ó pueda resultar probado ,i 

procedió d sabieodas á apoderarse de una cosa f 

real de ajena pertenencia. Perteneacia es lo ^ 

edad, j rara vez acontece que alguno por bu { 

jcupa una cosa que otro posee, sin considerarse . "^ 

ertenencia ó propiedad de ella. ^ 

puede denunciar el hecho del despojo como ^ 

pación, para que se proceda criminalmente, á su i 

o, contra el despojante, ó hacer uso de la acción ^ 

ú interdicto de recobrar, y en todo caso, del -'i 

)a el primer caso, tendrá que esperar el resul- v' 

a obtener la restituciiio é indemnización que le j 

supuesto de que el despojante sea condenado ; '3 

ibsuelto, no por esto el despojado perderá el J 

Lf la acción civil. Lo más ventajoso para éste ^ 

la acción criminal, para tratar de recuperar . ' 

sesión ó tenencia de que haya sido privado. j 

e que la sentencia ejecutoriada en que se acuer- ^ 

lO produce mus que efectos momentáneos, en el ^ 

DOS, mientras que la dictada en el juicio ordi. Í 

jna manera estable el derecho de loe litigantes. 't 

por aquella sentencia respecto al derecho del . 

ojado. Trátase tan sólo de poner en salvo una í 

público, para que se restablezca, ante todo, en la ú 

ia de la cosa al que justiñcó que estaba en ella ^ 

il despojo. No se hace más que volver las cosas | 

I tenían antes de la violencia, quedando siempre Í 

is de los interesados, que podrán ejercitarse en '^ 

rio correspondiente. .; 

Iguoo pretenda que se le restituya eu la posesión :; 

I ha sido despojado, deberá acompafiar á su de- ■• 

leí despojo y la de su posesión por sí ó por medio > 

te, para que sea admisible la demanda deberá '-s 

a de los hechos referent«s á dicha posesión 6 á, ^ 

fuere el caso, y al despojo causado, designando = 
B reputa tal, según lo explicado antes, no sólo 

cutado el despojo por sí mismo, sino también ^ 

n se haya verificado. Observan con mucha razón -j 

señores Klanresa y Reus, que en fincas raíces | 

ite que el despojante se apodere de la cosa por '= 

ndientes ó trabajadores. " En tal caso, dicen, la /: 
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r&zún 7 ta práctica sconsejan que tie dirija el 
éstos que son meros instrumentos, sino coutr 
que es el verdadero autor del despojo, el que 
de la fitica por este medio, y el reaponeable, ; 
por mds que alcance también á aquélloii en a 
bilidad criminal." 

Deben acompa&arse además los documentos que acrediten el 
carácter con que el demandante se presenta, cuando el derec*^' 
que reclame provenga de habérselo otro trasmitido, y esto suc( 
cuando el interdicto se funde eu la posesión ó tenencia en que 
hallaba el causante del actor. 

Manifestamos en el capítulo anterior, que para acreditar 
perturbación se puede ocurrir á cualquier medio probatorio, y 
mismo decimos respecto del despojo. El Código Judicial dispc 
que la prueba sumaria de que se trata en los artículos que 
refíeren á la perturbación ó al despojo, cuando verso sobre el títi 
traslaticio del dominio, será la sentencia ó la escritura pábl 
que acredite la venta, permuta, donación, etc., y cuando ve 
sobre el título constitutivo, sobre la tenencia, sobre el misi 
despojo, etc., dos declaraciones de testigos tomadas aun sin citaci 
de parte, pero en la forma prevenida en el artículo 1,159, lo q 
no exige el Código de la Unión. 

Pero ambos prescriben que si el despojo se atribuye ;i ii 
autoridad ó funcionario público, se comprobará con el informe 
dicha autoridad ó funcionario, acompaSado do una copia fiel át 
actuación 6 de las diligencias á que se contrae la querella, expedj 
á costa del querellante. El Juez ante quien se demande la restil 
ción, pedirA este informe señalando el término dentro del cual 
debe evacuar ; y la autoridad querellada tendrá siempre la ol 
gación de rendirlo (9). 

Propuesta en debida forma la demanda, el Juez del Esta 
que deba conocer del juicio, dará al demandado traslado por ci 
renta y ocho boras para que presente las pruebas que desvanezc 
el cargo que se le hace; y si dentro de este término no . 
presentare, entonces el Juez, examinadas las pruebas que 
hubiesen acompañado á la demanda, si de ellas apareciere que 
demandante tiene, conforme al Código Civil, la acción que inten 
dentro de veinticuatro horas mandará restituir en la posesión 
despojado. £1 Código de la Unión no exige el traslado ni la pre 
audiencia del demandado, y ordena, por el contrario, que 
decrete la restitución sin oír al despojante ninguna clase de exci 
ción (10). 

La restitución se decretará con todas sus consecuencias, 
decir, comprendiendo la reposición de las cosas al estado t 
tenían antes del despojo, y la condena de costas, la devolución 
frutos é indemnización de perjuicios. Es consecuencia también 
la sentencia restitutoria, la formación de causa al despoja 



CAP. IV. INTERDICTO DE BECOBRAB. 



283 



coando resulte haber cometido el delito de usurpacióu de la pro. 
piedad ajena. 

Decretada que sea, se llevará á efecto iomediatamente, haciendo 
uso de la fuerza si fuere necesario. No se esperará á que trascurra 
el término de la apelación, puesto que lia de ejecutarse la senten- 
cia á pasar de este recurso, que sólo eo el efecto devolutivo podrá 
concederse. Respecto de la que deniegue la restitución, diremos 
que es apelable en ambos efectos, pues nada hay que ejecutar, y 
tiene fuerza de definitiva. 

£s común al acto restitutorio lo dispuesto en el artículo 1,146 
del Código Judicial del Estado, y lo que expusimos acerca de él 
en el capítulo precedente. 



NOTAS DEL CIPITULO IV. 



(1) Arts. 1,007 del Cód. Civ. del £. j su concordante del de la U. 

(2) Arta. 1,157 del Cód. Jad. del £. y 1,236 del de la U. 

(3) Arta. 787 ¿ 791 del Cód. Civ. del E. y saa concordantes del de la U. 

(4) Arts. 795 á y 1,001 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del 
de la U. 

(5) Arts. 1,008 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la Ü. 

(6) Arts. 1,009 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la U. 
(7> Arts. 1,010 del Cód. Civ. del £. y su concordante del de la ü. 
(8> Arts. 1,150 del Cód. Jnd. del E. y 1,235 <^1 de la ü. 

(9> Arts. 1,155 del Cód. Jad. del E. y 1,239 del déla ü. 

(10) Arta. 1,152 del Cód. Jad. del E., 79 de la le/ de 14 de Agosto de 
1669 y 1,237 del Cód. Jud. de la ü. 

Al señalar la nueva ley de España el procedimiento que debe seguirse 
hasta la resolución del interdicto de retener ó recobrar, y una vez que de la 
información resulten comprobados los dos extremos exigidos, sobre la pose- 
sión, la pertnrbación ó el despojo, concilía la brevedad con las garantías 
para el acierto, sin conferir traslado, pero sí adoptando la celebración de un 
juicio verbal. £1 Juez manda convocar á las partes, señalando día y hora 
para la celebración, dentro de los ocho días signientes al en que dicta la 
providencia acordándolo, y deberán mediar por lo menos tres días entre la 
citación del demandado y el juicio para la provisión de pruebas. Se le da 
copia de la demanda y se le prohibe la presentación de todo escrito, cuyo 
objeto sea impagnar la demanda ó aducir cualquiera pretensión que dilate 
la celebración del jaicio, la que tendrá lugar, aunque no comparezca el 
demandado, pudiendo concurrir los defensores de las partes. Admitidas las 
pruebas por el Juez, se practican en el acto, y los documentos se unen á los 
actos. Del resultado se extiende el acta correspondiente, y al día siguiente 
debe el Juez dictar su sentencia declarando haber Ingar ó nó al interdicto. 

Becomendamos que se lean las sentencias del Tribunal Superior del 
Estado, de 13 de Febrero de 1679 (Revista Judicial nÍLmero 9, serie oñcial); 
de 11 de Julio del mismo año (Éevista Judicial números 29 y 30, id.); 
de 17 de Junio de 1880 (Bevista Judicial número 45); de 1.^ y 7 de 
Febrero ^ 17 de Marzo de 1882. 

Consúltese la Bevista general de legislación y jurisprudencia^ tomos 1, 
página 302, sobre el procedimiento criminal en los casos de despojo, ó sea 
en el delito de usurpación de una cosa inmueble ó de un derecho real de 
ajena pertenencia ; XIII, página 220 ; XIY, página 562 ; XY, páginas 90, 
167, 380 y 384 ; XXU, página 139 : XXVI, página 321 ; XXIX, oágina 356 ; 
XXXII, página 152 ; XLII, pagina 161 ; y XLVI, página 330. 
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DEL INTBBDICTO DE OBBA NUEVA 

BxauMSN— 1.° Qné ae entiende por obra nueva ; objeto de este inteidiclo ; 
qué obras sou deaunciabloa y cuáles no. — 2." Qaiénea pueden ootablí 
la denanoia ó el interdicto ; lecorapensa concedida al denunciante, sega 
la ley federal ; cómo debe entenderse la competencia de loa Jnecea oi 
dinarioa.-3.° Efectos que produce el interdicto de obra nneva ; la obi 
dennnciable perteneciente á mnchoa, j daño sufrida ó temido por varios 
pnBcripciÓQ de la acción para el resarcimiento del dafio.^^." Demanda 
extremos que comprende; sus requisitos ; trámites del jnicio j eapecit 
lidad de la notiScación del auto en qae ae ordene la suspensión provisio 
nal de la obra naeva ; no tifie ac iones que deben hacerse personal mente.- 
5.° Tiempo que durará la sospensión de la nueva obra; fianza qae pned 
prestar el denunciado ; deber del Juez de Distrito si ante ól se fanaali 
xare la demanda ; término dentro del cual puede el denunciado ocurrir : 
la vía ordinaria. 

1° — Por obra nueva ee eotiecde no falo la qus Ee fabrica Eobr< 
cimiento nuevo, sino también la que se hace sobre cimiento, mun 
ó edificio antiguo, dándole máa extensión ó elevación, 6 variandc 
la fachada 6 forma que'antes tenia ; ó, como dice una ley de Partida 
"toda obra que Gea fecha, c ayuntada por cimiento nuevamentE 
en suelo de tierra, ó que sea comeuzada de nuevo sobre cimiento, 
muro 6 otro ediñcio antiguo ; por la cual labor, se muda la fonos 
é la faciÚD de como antes estaba." 

Se suele dar el nombre de denuncia de obra nueva i este 
interdicto, y es la acción y el juicio sumarísimo que tiene poi 
objeto inmediato amparar á quien pueda ser perjudicado en sus 
propiedades ó derechos con la construcción de una obra nueva, y 
suspender 6 impedir que se continúe haciendo. Pertenece, pues, ií 
los interdictos llamados prohibitorios. 

Con el objeto indicado, soq deuunciables las obras BÍguieiit«s: 

a) Todas las que se traten de construir sobre el suelo de (jae 
otro está en posesión, excepto las necesarias para precaver la ruina 
de un edificio, acueducto, canal, puente, acequia, etc., con tal que 
en lo que puedan incomodarle se reduzcan á lo estrictamente 
necesario, y que, terminadas, se restituyan las cosas al estada 
anterior, á costa del duefio de las obras ; y las que se ba^r 
para mantener la debida limpieza eu los caminos, acequia» 
caSería", etc. (1) ; 

b) Las que, constituidas en el predio sirviente, embarazan e 
goce do una servidumbre constituida en él ; 

c) La« construcciones que se trata de sustentar en edífici 
ajeno, quo no esté sujeto ií tal servidumbre; 
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voladiza que atraviesa et plan vertical ( 
e dos predios, aunque no se apoye sobi 
e vista, oi vierta ^uas lluvias en él (2). 
)Q deounciables todan las obras qoe, iniciadi 
üaríaD el nuestro. No bod, pues, ilnicatn 
|ue hemos reunido, eiao que hay otras mi 
ereutes disposiciouea de uuestros Códigos, 
ea son limitaciones 6 relajaciones del domini 
ingen el ejercicio del derecho de propieda 

quienes pueden pedir y obtener que se suspe 
■a impedir la ruina del edificio contiguo, i 
HÍguientes ñ la falta de limpieza en los cae 
ias¿ cañerías, que pasando por nuestro pr 
ajeno; y son tales por inferir un perjuit 
ierechos reales en ellos constituidos, <> bi 
)s en aguas euperñciales ó subterráneas. S 
evas denuDciables, pueden dividirse en la: 
íbamos de enunciar. 

lina en esta nmteña el principio de no daj 
imnizar el perjuicio causado. Hay causas 
10 se tiene derecho para entablar querella p 
ara denunciar algunas obras por nuevas, au 
.rrogue perjuicio ó menoscabo. Reuniremo 
minadas de nuestros Códigos: 
38 posesorias especiales de que ^tos tratan • 
Libro 2.°, no tienen lugar contra el ejorcic: 
imamente constituida, ya proceda ésta d« li 
entre partes ; 

iones dirigidas contra una obra nueva n 
3 del año, los denunciados serán amparados i 
Qciante podrá solamente perseguir su dei 
ia; pero, ni aun esta acción tendrá lugar cui 
ladas para las servidumbres, haya prescrii 

B obras para impedir la entrada de aguas qi 
cibir, no es responsable de los dafios que 
onarlos, pueden causar las aguas, atajadas di 
irrasó edificios ajeóos; 

inferior está sujeto 4 recibir las aguas 
edio superior naturalmente, es decir, sin q 

contribuya al movimiento de las aguas. S 

imiento sobreviene el daño al predio ínff 

-á derecho de reclamar indemnización cont 

superior. (3). 

íntablar esta denuncia ó interdicto : 

s de los edificios ú heredades iomediataa 

la obra nueva, <S sus poseedores, en el mismo i 
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b) Lo* que teuaaa ea esos edificios ó heredades I 
de uiufructo, uso ó habitacióii, y también los de hipot€ 

c} La MuDicipalidad j cualquiera persona del pue 
la obra nueva se irrogare perjuicio á loe caminos, pli 
lugares de uso público, bien eoteudido que esta ac 
perjuicio de la que (corresponde íl los iomediatos inte 

Ei de notar que también dispone el Código ilo la T 
articulo l.OOd, que dejamos citado, que, si !í consecueu 
acci<tn popular, haya de demolerse 6 enmeudarso una ci 
6 de resarcirse un daSo sufrido, se recompensaríi al a( 
del querellado, cou una suma que no baje de la dccini: 
de la tercera parte de lo que cueste la demolición í 
6 el resarcimiento del ii:iño ; píd perjuicio de que si st 
delito ó uegligeiiL'ia cou una peua pecuniaria, se a* 
actor la mitad. Véanse las disposiciones del Ciídigo de 
Estado, que trasladamo* i la nota. 

Así, pues, la competencia que la ley atribuye á 
ordinarios, para conocer de las reclamaciones instaurad 
del uso público, de los caminos, plazas, etc., debe euti 
perjuicio de lo que, conforme á las mencionadas di 
corresponde lí los Jefes de policía para dictar admioisti 
las resoluciones neceBarias á la conservación y segu: 
vías públicas (5). 

3.° — El primer efecto que produce el ioterdicto, ac 
sea, ea la suspensión inmediata de la obra denunciad 
ley quiere que después del juicio sumarísimo b& discuta ; 
el derecbo (i la continuación ó á la demolición de 
sobre la indetnuización de perjuicios, en un segundo \ 
podemos considerar como el plenario en estos juicios c 
sustauciarlos el Juez del Estado, ó en el juicio 
ordinario. Ella ha cuidado de determinar íí quiéne 
quiénes corresponde el ejercicio de estas acciones cuan 
ó ei dafío que las motiva pertenecen íi muchos. C 
mucboa los dueños de la obra, puede intentarse la 
querella' para la prohibición, destrucción tj enmienda c 
juntos ó contra cualquiera de ellos ; mas la iodemnizi 
daños deberá reclamarse contra cada uno Dor partes 
perjuicio de que éstos la dividan entre sí " prorrata, ' 
que tenga cada uno en la obra. De la misma raa 
daño sufrido ó temido perteneciere & muchos, cada 
intentar la denuncia por sí solo en cuanto se 
prohibición, destrucción ó enmienda do la obra. Ning 
pedir indemnización sino por el dafío que él misn 
experimentado (6). 

La querella ó acción sumaria de que tratamos, presi 
ya hemos indicado, en un aSo, y oi la demanda se 
después de trascurrido este término, no se suspende 
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I podrán ventilarse en juicio 
cha de hacerla demoler j la 
perjuicios (7). 

presente, ec cuanto á los trámi 
se divide en dos períodos, uno ■ 
a ilenuDCÍaciÓQ ó la querella ( 
tucias que constituyen el inte 
en que ha de apoyaiKe, para 

ame la obra que üo ilenuncia y 
lociabU, el tiempo en que come 
6 este modo que la acción uo 
me razúu del estado do la iuíhi 
trabajadores la tiolificaciün con 
¡icha obra, bajo el apercibimíe 
do lo que hiciereu, y edemíis st 
nos á mencionar. 
íes, hacer una exposición razona 
1 demandante alegue, á fin de 
i la obra suspendida, puedan re 
ado, indemnizando á dicho dei 

1 con todos eHtos principios, los ( 
ler lugar, que el que crea recil 
) otro ha empezado á construir, 
1 lugar en que esta se hace, '. 
1 totalidad ó eu parte, debiéuc 
amenté. 

n que ú esta demanda se acomp 
]ue acredite que el denunciante 
la cosa quu inmediatamente si 
aquéllos que dan el de impedí 

cuando la priieba que se ac 
ilaraciones de testigos, éstas de 
y el Juez ante quien se torneo, d 
gos, yque en su opioióa no ti( 
s que para serlo señalan las 1 
le la prueba del perjuicio y e 
lial. 

iba referida se dcuuucia la obra 
í juramento al denunciante di 
inmediatamente, cou eu Secretí 
a Á practicar una iuspecciúu oc 
por el Juez, y no será necesar 
las partes, las cuales no pocinln 

federal no exige este juramei 
anda en los términos indicados, 
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trasladarse con ru Secretario y lo8 dos peritos, qi 
lugar donde se construye la obra, previa citación 
y del denunciado. 

Verificada la inspeccián ocular <í el reconocimiento de la obra, 
si de ella y de lo declarado por loa peñtos en el acto de practicarse, 
respondiendo á lai preguntas que el Juez tenga á bien hacerles, y 
de lo cual se extenderú la debida constancia en los auto!', bí de 
dicha inspección resultare efectivamente que la obra nueva causa 
perjuicio al denunciante, el Juez prevendrá ku suspensióa y la 
reposición de lan cosas ü su anterior estado, si por lo hecho de nue- 
vo hasta el momento de la inspección se temicRO fundadameDte ud 
grave daño, como la inundación de un campo ó la destrucción de 
un edificio. El Código de la Unión dispone quo la demolición se 
hará íl costa dol denunciado, si lo que sp hubiere construido no 
pudiere conservarse sin perjuicio del denunciante, y que para 
cerciorarse, en caso necesario, de que la obra no se ha continuado 
después (ie la prohibición del Juez, éste hará constar en los autos, 
con toda precisión y exactitud, el estado y la extensión de la obra 
en el momento de prohibirse su continuación. 

Si la obra se continuare después de la prohibición judicial, ¿ 
no se demoliere, en su caso, lo que de ella se había construido, el 
denunciante tendrá derecho, segdn el citado Código, á reclamar 
los perjuicios que sufra, contra el responsable de la continuación 
de los trabajos ó no demolición do la obra ; pero esta acción no 
podrá ejercitarse sino en juicio ordinario distinto, lo mismo que la 
que tenga dicho denunciante por los perjuicios provenientes de la- 
construcción de la obra hasta el estado en que se hallaba cuando 
fué denunciada. 

El auto que se dicte haciendo esta prevención es de carácter 
Ínter locutorio, y no es apelable sino en el efecto, devolutivo. El 
se ejecutará, aun haciendo uso de la fuerza, en caso necesario, 
dentro del término que el Juez designe, y á costa del constructor 
de la nueva obra, sin perjuicio de los derecíios de éste á ser 
indemnizado de los daños y perjuicios que se le causen en caso de 
temeridad de la denuncia. Este auto se notificará á las personas 
que hubieáen ordenado la construcción de la nueva obra, si se 
hallaren en el lugar en que ésta se hace, y en su defecto é. los 
arquitectos ú operarios que allí se encontraren. El Stjcretario del 
Juez, al hacer esta notificación, les leerá á los notificados, segánlo 
ordena el Código del Estado, los correspondientes artículos del 
Código Penal. 

Hecha la notificación prevenida, el Juez del Estado proveerá 
un auto dentro de veinticuatro horas, mandando que el denuncíame 
formalice su demanda dentro de tres días, y formalizada que sea, 
se dará traslado de ella al demandado, y continuará hasta bu 
conclusión en juicio ordinario por todua sus trámites. Pero si el 
denunciante no formalizare su acción dentro del término asignado 
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lantlacdo cesar la suspeosiiín decretada, auto 
i ambos efectos. El Código de la Unión no 
,ta formal izaciÓQ de la demanda, y dispone que 
■yere tener derecho á continuar la obra, podrá 
juicio declarativo corre^ndiente, pero dtspnéi 
denndo por el Juez. En dicho juicio podrá 
<s perjuicio!) qne le haya ocasionaiio el denuncio, 
derecho en el cnso de que el denuncio sea 
', y se fíjarÚQ por la estimación jurada que de 

denunciada, regulada por el Juez, si fuere 
bailare excesiva. 

íes de que hablamos deberán hacerse personal. 

iÓQ de la nueva obra, fuera del caso expresado, 
aíere formalizado laoposición, ú si el denuociado 

naria haciendo valer el derecho que crea tener 
lira, durará hasta que el juicio ordinario se 
ue el dueño de la obra dé fianza de que la 
os perjuicios que ella origine, en el caso de 

juicio ordinario. Esta ñan'za deberá ser á 
nuDcianto, excepto cuando éste hubiere sido 
ra instancia del juicio ordinario y se ofreciere 

1 & que haya lugar, pues entonces deberá ser 
xión del Magistrado que conozca de dicho 

quien se ha hecho la denuncia fuese el de 
a la demanda pasará el expediente al Juez del 
i el traslado prevenido y conocerá del juicio 

) concede al denunciado por el articulo 1,253 
de la Unión, para demandar en juicio ordinario 
lar la obra denunciada, durará sólo un afío, 
a le notiñque el auto mandando suspender la 
I dicho término no quedará recuno alguno 

»^..» « ^~,.^- de suspensión, así como en el caso de que el 

denunciado sea vencido en el juicio ordinario que promueva 
contra el denunciante (9). 



NOTAS DEL CAPÍTULO V. 

(1) Arts. t,011 del Gód. Oiv. del E. 7 eu concordutodelde laü. 
(3) Arla. 1,012 del Cód. Civ. del £. 7 eu concorduit« del de la U. 

(3) Art8. 931r l,01BdelOód. Civ. delE.¡ SS9, 1,001 ; 1,007 del d« 
% tJ., 7 32Í del Cód. de Pot. del E. 

(4) Arta. 1,005 y 1,006 del Cód. Oiv. de la TI.; 703, 7S6, 773, 796 7 
97 del Cód. Oiv. del E. 7 bus concorduites del de le U. Lis disposicioDeB 
s les doB artícnloa primeramente citados, bou tomulu del Oódim Oivil 

19 
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chileno, v do aparecen reproducidas en el del Estado, si bien en el Código 
de Policía se hace referencia á ellas. 

Según este Código, las vías públicas, como plazas, callea y paseos de las 
poblaciones, los caminos r oral es con los puentes, calzadas y demás obras 
que hagan parte de ellos, y los ríos na^'egables, cim excepción de aquéllos 
qne atraviesen el territorio de más de un Estado, los cuales son de la 
competonciü del Qobierno federnl, son de cargo exclusivo de la Administra- 
ción pública, en todo lo relativo á su conserva^-ión, seguridad, libertad y 
comodidad, impidiendo todo daño que pudiera hacerse en ellas y toda 
usurpación quo so intente. Son bienes de uso común, inenajenables é 
imprescriptibles (artículos 311 á 316). 

Declara e< mistiio Códi»{0, que la resolución de toda cuestión referente á 
las servidumbres activas de las vías públicas, es de competencia privativa 
de la policía, y que las Corporaciones municipales y los particulares tienen 
en favor de las vías públicas, para la seguridad de loa quo transitan por 
ellas, los mismos derechos ()ue los dueños de heredades ó edificios privados. 
Siempre que á consecuencia de una acción intentada en virtud de este 
derecho, baya de demolerse ó etiniendarse una construcción ó resarcirse 
un daño sufrido^ so adjudicará a las rentas muuicip.ile8 respectivas ó al 
querellante particular la multa en quo incurra «1 contraventor (artículos 
318 y 322). 

(5) Los artículos 190 y 191 del Código de Policía, reproducen las 
disposiciones de los artículos 1,011 y U012, citados en las dos primeras 
notas, y el 192 establece que " la suspensión de obras nuevas en estos casos, 
ne perjudica la acción de los interesados ante los Jueces ordinarios; pero 
qne si dentro de nueve días y el término de la distancia, no se promoviere 
acción alguna ante el Juez competente, la suspensión quedará como definitiva, 
el dueño del predio podrá disponer de los materiales qne sin su consenti- 
miento se hubieren introducido en él, y el Jefe de policía obligará al 
autor do la obra á indemnizar los perjuicios que hubiere causado en el 
predio ajeno." 

Dejaremos anotado aquí que en el Código de Policía figuran algunas de 
las disposiciones del Código Civil de la Nación y del Estado, tomadas del 
chileno, sobre acciones posesorias especiales y sobre servidumbres, estatn- 
yendo que las cuestiones que se refieran á la constitución y existencia de 
dichas servidumbres, son de la competencia de los Juzgados ordinarios, y lo 
relativo al modo de hacer uso de ellas, á la policía (artículo 120). 

Todo esto ofrece dificultades á ve^:es insuperables produciendo conflictos 
de competencia y entorpecimientos que el legislador debe tratar de remediar 
y corregir. No encontramos la razón (|ue tuvo para incluir en dicho Código 
las expresadas leyes sustantivas y suprimirlos en el Código Civil. 

(6) Arta. 1,017 del (^ód. Civ. del E. y su • oncordante del de la U. 

(7) Artfl. 1,018 del Cód. Civ. del B. y su concordante del de la U. 

(8) Arts. 1,157 á 1,168 del Cód. Jud. del B., y 1,246 á 1,253 del de la ü. 

(9) Arts. 1,169 á 1,171 del Cód. Jud. del B.,y 1,254 á 1,256 del delaü. 



CAPITULO VI 

DEL INTERDICTO DE OBRA RUINOSA. 

Resuhbn.— 1.^ Qué se entiende por obra vi^a 6 ruinosa; objetos á que 8( 
dirije la denuncia ó interdicto ; cuándo tiene lugar y su alcance.— 2.° Si 
qué otros casos procede la denuncia de obra vieja y la de obra nueva 
personas que pueden utilizar el interdicto de obra vieja; las leje 
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tienden al ínteréB privado.— 3.° Form» y di 
in ; responsabilidad del dneSo si cayera el i 
«tas disposiciones á otros casos- — i." Ante qni 
1 que pretenda el derribo ó la reparación de i 
mÜRiiento y ritualidades «n este juicio ; aa 
onnliDonte t & quiénes ; en qne efecto se coi 
5." Acción para la demolición ú reparo ciiand 
gar público ; lo qne paede hacer el dennnciant 

m vifña sü entieDde, para los efectos de la 
sólo loe " edi6cioB que fallecen d quiéreosi 
du uoa ley de Partida, »>itio tAmbién los c 
B que abren, porque kü fíenden de los cíd 
fechas falsaTiiuiite ó por flaqueza de \¿ 
in eete üectido, y por lo que Be determ 
de dtínoniinari.e este interdicto denuncu 
i9\óa que da mejor idea de la procedencia 
3 dicho interdicto, pues uo todas las obi 
la, ni es tampoco condición indíspeosah 
os edificios, el que ofrezcan peligro de 
la. Por el contrario, hay edificios ú consti 
ricadafi ñn la solidez que requieren, se en 
10. Los romanos conocieron esta clase de ic 
le damno infecto 6 daño no hecho, pero t 
dos objetos : 

cioii de medidas urgentes y de precauciÓD 
w que el mal estado de cualquiera con 

y 

n» demolición totnl lí parcial, 
iente, puede deducirse la solicitud, compn 
stos objetoíi, ú propouerí^o los do^ medi 
táueainente, pidiendo el denuiiciaute ó qu 
e el primero, y que si e^te medio no fuese 
i riesgos, He lleve ii efecto la demoIici< 
t (Sisi siempre la mi'ia acertada, porque «e co 
fácilmente, que no es posible precisar muchas veces, 
bastant-e aí^egurar el edificio 6 ú rerú noce.'-iirio demoler! 
ó totalmonto. Esto depende del recouoci miento que hi 
peritos; pero si adoptudns las medidas de precaución, 
que no son suficientes paní evitar el peligroó el da&o quei 
se procederii entoncex como lo exige el i^cgundo medio. 

Tiene, puen, lugar el interdicto do que tratnmo^ r^iem 
la constriicci-ín ó edificio d que líl >e refiere, amenace 
ofrezca peligro para nuestras persoiins ú para nuestros pro 
ó interesee, ú para el ejercicio de nuestro derecho, y se 
de él por el interesado. Se extiende al peligro que 6e i 
cualquiera construcción, 6 de árboles mal arraigado!', ó o 
á ser derribados por casos de ordinaria ocurrencia (1). 



b 
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Y aunque, en la acepción estricta de la palabra, no comprenda 
este interdicto una verdadera prohibición, se le ha calificaao, sin 
embargo, entre los prohibitorios, atendiendo á sus objetos, porque 
se trata en él de impedir que las cosas continúen en su estado 
peligroso, y se trata de este modo, sin duda, de prohibir, por medio 
de medidas de seguridad, ó por la demolición, que sobrevenga 
algún daño. 

2.^-— Hay algunas otras obras que puedeo dar lugar á la 
denuncia, cuando por la situación que ellas tengan ó por el mal 
estado de las cosas se pretenda su derribo después de ejecutadas, 
y también cuando se trate de impedir su ejecución, respecto de las 
cuales proceden los dos interdictos de obra nueva y obra ruinosa. 
Tales son : 

a) Las estacadas, paredes ú otras labores que tuerzan la 
dirección de las aguas corrientes, de manera que se derramen 
sobre el suelo ajeno, ó estancándose lo humedezcan, ó priven desu 
beneficio á los predios que tienen el derecho de aprovecharse 
de ellas (2); 

h) Los derrames de las aguas de que se sirve un predio cuando 
por negligencia de los dueños de éste, en darles salida, caen sobre 
los predios vecinos causándoles perjuicio, en cuyo caso hay derecho 
para pedir que se resarza el perjuicio sufrido, y para que en 
caso de reincidencia se pague el doble de lo que el perjuicio 
importe (3) ; 

c) Los depósitos ó corrientes de agua, y los depósitos de 
materias húmedas colocados cerca de las paredes de una casa 
ajena y que puedan dañarla (4) ; 

d) La plantación de árboles á menos distancia que la de quince 
decímetros, ó la que el Juez designe, pudiendo ser su máximum de 
cinco metros, si los árboles son de los que extienden sus raíces á 
gran distancia ; y la plantación de hortalizas ó flores á menos 
distancia que la de cinco decímetros ; pero no tiene lugar esta 
acción cuando la plantación de los árboles ha precedido á la 
construcción de las paredes (5) ; 

e) El crecimiento de un árbol que extienda sus ramas sobre 
suelo ajeno ó penetra en él con sus raíces, aun cuando esté 
plantado á la distancia debida, en cuyo caso podrá el dueño del 
suelo exigir que se corte la parte excedente de las ramas y cortar 
él mismo las raíces ; pero los frutos que dan las ramas tendidas 
sobre terreno ajeno, pertenecen ál dueño del árbol ; el cual, sin 
embargo, no podrá entrar á cogerlos, sino con permiso del dueño 
del suelo, estando cerrado el terreno, quien estará obligado á 
conceder este permiso ; pero sólo en días y horas oportunas, de 
que no le resulte daño (6) ; 

f) Cualquiera obra dirigida al aprovechamiento de las aguas 
que van á ajenas heredades, ingenios, molinos, ó establecimiento 
industriales, aunque corran por un cauce natural, si tuercen 



I2TTESDICTO DE OBRA BUINOSA. 293 

\a en perjuicio de aquélIoB 4]ue ya han levantado 
el objeto de lervirse de dichas aguas, 6 que 
3do hau adquirido el derecho de aprovecharse 

ÍQ de un pozo en terreno propio,- cuando ae 
le que se alimeota otro pozo, ei el duefio del 
truir no reporta utilidad alguna ó no tanta 
ne con el perjuicio ajeno, en cuyo caso eerá 

este interdicto los que tengan una propiedad 
i que pueda resentirse 6 padecer por la ruina, 
amenté que ésta les cauee algún perjuicio. 
;ho de querellarse, segdn nuestros Códigos 
mande ai dueño de tal edificio 6 coostnicción 
jre tan deteriorado, que no admita reparación, 
lite, se le ordene hacerla i d mediatamente ; y 
procediere ú ejecutarlo, se derribará el edificio 
6u tí su costa. Si el daño que se teme no fuere 
;l querellado rinda cauciou de resarcir todo 
mal estado del edificio sobrevenga, 
intentarlo los que tengan necesidad de pasar 
^ del edificio, árbol ú conetrucciónque amenace 
I, los mismos que pueden eutablar la denuncia 

necesidad, en este caso, lo que ti juicio del 
de satisfacerse sin quedar privado el interesado 
lerecho, ó sin que se siga conocido perjuicio en 
ve molestia. Racional y justo es que tenga 
amenazado de algún perjuicio en su propiedad 
rilarlo por los medios legales, 
advertir que las leyes civiles sólo atienden 
lerecho al interés privado ó al de aquéllos que 
emente pueden temer el daño. Ellas respetan 
juciones de las autoridades administrativas 6 

.^ , ^ i éstas el cuidado de velar por la seguridad y 

loj intereses colectivos del vecindario. £n el caso de que una obi^i 
amenace ruina con perjuicio público, pueden éstas autoridades mu- 
nicipales decretar como medida urgente cualquiera de los dos 
medios indicados que el interdicto comprende, en uso de sus dichas 
facultades y atribuciones, sin que pueda oponerse ú ello la 
autoridad judicial. Es lo más regular que se haga la denuncia ante 
aquellas autoridades por el que tema riesgo ó daño procedente de 
UDa obra ruinosa, y que sólo se acuda á los Juzgados ordinarios 
cuando la cuestión sea sobre derechos privados ó de particular á 
particular, sin detrimento de loa intereses colectivos ó del común 
de los Distritos. Deducimos todo esto de las disposiciones legales 
consignadas en los Códigos Civiles, en su relación con las del 
Oódigo de Policía del Estado. 
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3.° — En el caso de hacerse por otro que el querellado la 
reparación, el que se encargue de hacerla conservará la forma y 
las dimensiones del antiguo edificio eu todas sus partes, salvo si 
fuere necesario alterarlas para precaver el peligro. Las alteraciones 
se ajustarán á la voluntad del duefío en cuanto sea compatible con 
el objeto de la querella. 

Si notificada la querella, cayere el edificio por efecto de eu 
mala condición, se indemnizará de todo perjuicio á los vecinos; 
pero si cayere por caso fortuito, como avenida, rayo ó terremoto, 
no habrá lugar á indemnización, á menos de probarse que el caso 
fortuito, sin el mal estado del edificio, no lo hubiera derribado, 
y no habrá lugar tampoco á la indemnización, si no hubiere 
precedido notificación de la querella (9). 

4.® — Cuando alguno pretenda que un edificio se debe derribar 
ó reparar por amenazar ruina que le perjudicaría, como duefío o 
tenedor del campo ó edificio vecino, se presentará ante el Juez 
del lugar en que exista aquel edificio, pidiendo su demolición o 
reparo (10). 

El procedimiento principia entablando la demanda en debida 
forma, en que el denunciante ó querellante se queja de que tal 
edificio ó tales árboles amenazan una ruina que puede ocasionar 
dafío al predio vecino, ó á un camino, plaza ó lugar de uso ptíblico, 
y pide que examinado el estado de la cosa ruinosa, se mande 
al dueño ó al usufructuario de ella derribarla, si estuviere tan de. 
teriorada, que no admita composición ; ó repararla inmediatamente, 
si esto fuere posible, bajo apercibimiento que, si el querellado 6 
denunciado no procediere á cumplir el fallo judicial, se hará á su 
costa la destrucción ó reparación. 

Propuesta la demanda, el Juez procederá como en el caso de 
denuncia de obra nueva, esto es, resolverá sin demora practicar la 
inspección ocular del edificio denunciado ó de la obra de que se 
trata, con dos peritos que él nombrará en el mismo auto, los cuales 
no podrán ser tachados, y sin más dilación que la necesaria para la 
comparecencia y posesiór) de estos peritos, el Juez se trasladará 
con ellos, su Secretario y las partes, si quisieren coocurrir, al 
lugar donde esté situado el edificio á que se dirige el interdicto, y 
allí practicará un detenido examen y oirá el concepto pericial, que 
se extenderá por escrito inmediatamente. Verificada la iuspección, 
si de ella y de lo declarado por los peritos, respondiendo á las 
preguntas que el Juez tenga á bien hacerles, resultare efectivamente 
que la obra denunciada amenaza ruina, y con ésta dafío al 
denunciante, el Juez, en el acto mismo, prevendrá al duefío ó 
tenedor de dicha obra que la derribe ó repare, en su caso, dentro 
del término que fije piudencialmente, si la reparación bastare para 
impedir el perjuicio, ó que dé fianza de reparar el dafío que se 
cause por su mal estado, si el que se temiese no fuere grave. 

El auto en que se haga esta prevención se notificará personal- 
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lefio, si se Riipiere quién es y pudiere ser habido en el J 

e la obra exista, ó ^ su administrador ó apoderado, y ' ■* 

de ambos, al tenedor do ella ú al inquilioo, eu el ¿ 

a que la reparación se podrá hacer por cuenta de -i 

ñ es que Ior tiene deyengadoa, pueü de otro modo no 4 

)bligarle íi hacer tales liesembolsos, y esto sin perjuicio '■ 

ejecute fí costa del actor, como vamos á indicar, i 
o su derecho contra el dueño para reclamar el pago 

fi. ",; 

mandado no cumpliere lo ordenado por el Juez oq el 

e éste le hubiere seSalado, ni prestare la fianza á 

del demandante, como lo exige el Código de la Unión, : 

ú daño que se teme, el Juez, á solicitud del interesado, / 

inctante, dan't & éste posesión del ediñcio ruinoso, . "i 

! él & los quo lo ocupen 6 habiten, para que dentro de 

igual al exprei^do, derribe i^ repare la obra vieja. El j 

el dictamen de los peritos, fijará el máximo que -: 
ociante se puede invertir eo ia demolición ó en la .j 
de la obra. Él indicado dictamen pericial, en el caso 

ición, comprenderá las medidas urgentes que deban 
ara evitar todo peligro. '? 

s no se satisfagan al denunciante los gastos que hubiere 
no podrán exceder de la cuota fijada por el Juez, tendrá -j 

ra permanecer en la posesión de la obra ó de sus '-' 

pero si ella fuese fnictífera, cuando la devuelva, ^ 

ilver también bus frutos. El Código de la Unión dice, 
iface, en este caso, el interés del dinero anticipado, al 

1 seis por ciento anual. £1 mismo Código dispone que 

fructífera ni pudiere cubrir con sus productos en venta ^ 

ocasionados en su demolición ó reparación, el Juez 
su importe una orden contra el dnefio de dicha obra y 
demandante que los hizo, la cual prestará mérito 
pero que si el duefio se hallare en incapacidad de pagar 
da, la obra vieja ó sus materiales Re adjudicarán en 
[laudaote, si así lo solicitare, 
la obra vieja pertenezca á varias personas, que la 
partes ó proindiviso, y uno de los condueños ó comu- 
ra DO sólo demolerla por amenazar ruina, sino reedifi. 
ruida, se procederá conforme á lo que se ordena en 
demolición, yademüs, el Juez prevendrá la reedificación 
odos los condueños ó cotniíneros, en proporción ¿ lo 
, y dentro del túrmÍDO que prudencialmente fijare. El > 
iere ó reparare, tondní contra los demás los mismos 
le, en caso igual, se conceden al denunciante. 
■ra vieja no se demoliere, reparare ó reedificare por el 
3 en el término que el Juez le haya asignado, según los 
rá por terminado este juicio, con costas á cai^o de 
jciaute, sin perjuicio de que se eutable de nuevo. 
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Tenemos por indudable que la parte agracia* 
uso de BU derecho en juicio ordinario, en el que 
en BU caso, el dueño del edificio, loa perjuicios que se le bayan 
ocasionado cou las medidas adoptadas sin urgencia,. 

Los autofl quo en este juicio ee dicten no son apelables sino 
en el efecto devolutivo, y se observarán los trámites establecidos 
para las apelaciones de autos ó Kentencias iuterlocutorias (II). 

b.° — Terminan los C^gos, en este lugar, disponiendo que 
cuando la obra vieja amenace dañar con su ruina un lugar público, 
cualquier vecino podrá ocurrir al respectivo agente del Ministei' 
público denunciándole el peligro que existe, para que dicl 
nmcionario promueva la demolición o el reparo con arreglo á 1 
disposiciones trasorítaa (12). 



NOTAS DEL CAPÍTULO VI. 

(1) Art. SSS de) Cód. Civ.de la ü. Estn disposiciÓD no sa encueot 
en et Código Civil del Estado ; peto el articulo 123 del de PoIÍcíb, di 
" qae no podrán piantaise árboles que por en inmediacióa s una pan 
medianera ó á nn edificio ajeno, cansen en e'atos algún daño, j cuando e« 
sucede, el perjudicado puede ocnrrir á la policía para que se haga el debii 
reconocimiento, y si el daño fnere efectivo, ae harán cortar loe árboles qi 
lo cansen." 

(2) Arte. 903 del Cód. Civ. de la U, j 221 del Cód. de Fol. del E. I 
esta caso, y según este articnlo, puede el Jefe de policiu, á petición d 
interesado, naandar derribar tales obras ó modlGcarlas de modo que cese' 
daño, indemnizándose el que Be hubiere causado. 

(3) Arta. 097 del Cód. Civ. de la D. y 227 del Cód. de Pol. del E. 

(4) Arte. 008 del Cód. Civ. déla U. Dispone el Código de Politía * 
Eetado, que contra una pared medianera entre dos ediñcios, oo puede 
ponerse fraguas, hornos, caballerizas, letrinas ú otras obras que poede 
deteriorar, humedecer, vencer ó dañar de otro modo la pared ó el edifici 
contigno, ni animales que también puedan deteriorarlas, á no ser que ac 
posible precaver estos daños, poniendo los resguardos necesarios^ ájuid 
del Jefe de policía. Véanse los articulos 122, 124 y 125 de dicho Código. 

(5) Arts. 998 del Cód. Civ. de la U., ya citado, y 123 del Cód. de Pe 
del B., también citado. 

(6) Arta. 99S del Cód. üiv. de la V. Nada dice sobre esto el Código Cir 
del Estado, ni en Código de Policía. 

(7) Arta. 1,001 del Cód. Civ. de la U., y del cual deducimos el caw qn 
acabamos de mencionar ; 216 á 220 del God. de Pol. del E. 

(6) Art. 1,002 del Cód. Civ. de la U. Véanse las dispoeicionea de 
capítulo 2.°, Título 5.°, sobre el uso de aguas comunes del Código d 
Polioía del Estado. 

(9) Arte. 1,013 á 1,015 del Cód. Civ. del B. ; 988 Á 091 del Cód. de la D. 
1,185 del Cód. Jud. del E. y 1,266 del de la V. 

(10) Arts. 1,172 del Cód. Jud. del E. y 1,257 del de la U. 

(11) ArtB. 1,173 ft l,183delCód. Jud. delE. y 1,268 á 1,266 del de !aU 

(12) Arte. 1,184 del Cód. Jud. del E. y 1,267 del de !a ü. 
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rULO DECIMOQUINTO. 

CAPÍTULO ÚNICO 

DBL JUICIO DK BETEACTO. 

' DefiDÍrióii del retraotu ; eui diferenles cla*«a, bu uatoraleía 
— a.° Situación del retracto en el dereebo moderno.— 3.*" Pro- 
f ritualidades en el juicio. 

■acto es el derecho que compete íi ciertas perBonae 
a por el tanto con la coaa vendida &, otro, ú bien, el 

por ley, costumbre ó pacto compete d- alguno para 
cindir ó anular alguna venta, tomando para sí la cosa 
el mismo precio. Siralc deñnirse este juicio cd los 
DOS de la aefíDÍci(ÍD consignada. 
cedente división que comprende la ley, la costumbre 
avenido, procede la subdivisión que han establecido 
I tres clases, siendo de advertir qne únicamente ha 
retracto legal, y son ¿stas las '•iguientes : el gentilicio, 
se ha llamado de sangre, legitimo i'i de abolengo, y 
s se ha ideutifícado con la índole y las tendencias de 
, ü el que mejor ha respondido d su sano y noble 
tracto de comunión ó do sociedad, que es una derí- 
lixmo principio ; y el convencional, que reconocido 
iciones modernas aparece como refundido en el pacto 
ndo; en los cuales el que retrae se subrt^ en lugar 
r, obteniéndose los mismos efectos que se obtuvieron 
rimitiva. 

las palabras retracto y tanteo se usan con mucha 
listintamente, y los tratadistas han confundido ambas 

existen, sin embargo, entre ellas, en su mentido 
ibles diferencias. Según lo dicho, el retracto es el 
ivalidar una venta hecha, y el tanteo es el derecho de 
sa no vendida. El retracto, pues, es posterior á la 
nteo es anterior á ella. 

idía el retracto gentilicio á los próximos parientes del 
ita el cuarto grado civil, para recobrar los bienes 
lentes de .sus abuelos ó antecesores, ofreciendo al 
¡ntro de cierto término el precio que le costaron, y se 
meramente en las costumbres y luego en las legisla. 
I fin de conservar dichos bienes patrimoniales en la 
rar por este medio que las relaciones familiares 
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encontrasen un recurso de vitalidad poderoso 

Tiiiidas, Razones de Bentimiento y cariEío, de cl_ _ 

lidad contribuyeron y determinaron el establecimiento de esta 
institución conservadora, y lo es, ún duda, porque con ella se trata 
de conservar las aspiraciones más naturales del corazón humano. 

Dicen á este propósito comentadores ilustrados : " Es evidente 
que la propiedad de una finca, cuando toma un cierto carácter de 
vinculación, cuando aoompafia ó las vicisitudes de la existencia de 
una familia, de tal modo llega ¿ identiñcaree con los sentimientos 
y COD los recuerdos de cada uno de los individuos de la misma, que 
es punto menos que imposible que aquella propiedad se vea pasar 
á dominio de un estrafio, sin que el corazón experimente una 
verdadera amargura " (1). 

Ei origen dol retracto se remonta ú. los ptimitivos tiempos. 
Los israelitas concibieron la idea de esta institución y la realizaron 
en sus aSos aabbatinoa y júbüeoa. Eiistió en el antiguo derecho 
romano, implantada en la época de Constantino, y fué abolida en 
la del emperador Valentiniano, en el concepto de que ella contra, 
riaba el derecho de propiedad y la libre disposición de los bienes. 
La encontramos también en las disposiciones legales del derecho 
foral de alguuas provincias de EspaSa (2). 

2° — Como el retracto gentilicio tenía por objeto principal 
evitar que los bienes patrimoniales de una familia salieran de ella, 
se ha considerado como uua forma indirecta de amortizaciÓQ, y 
muy semejante & las vinculaciones que estancan é impiden la 
circulación de la propiedad raíz con perjuicio de la agricultura j 
del comercio. De aquí viene que el principio de la libertad qne 
Informa las relaciones jurídicas y las contrataciones se haya opuesto 
enérgicamente á su conservación, y lo haya derogado. Avivemos 
que los Códigos modernos no lo admiten. 

El retracto de comunión ó sociedad de que gozan los comuneros, 
socios ó condueños para retraer la parte de la cosa indivisa y 
comiin que haya vendido ó quiera vender alguno de ellos ámi 
extraño, ofreciendo el mismo precio, comprende el que suele 
llamarse de superficie, y que compete al señor del dominio directo 
para quedarse por el tanto con el títil, cuando el superficiario ó 
enflteuta lo vende á un extraño ó intenta venderlo, y á éste cuando 
aquél enajenare ó quisiere enajenar el dominio directo. Hay, eo 
efecto, una relación jurídica entre el uno y el otro, que constituye 
una especie de comunión, y tiene de recomendable la tendencia 
que lo caracteriza, cu cuanto por este retracto se aspira á la 
consolidación del dominio y á la disminución de las causas que 
producen disturbios y colisiones entre los comuneros ó partícipes 
de las cosas indivisas. 

Nuestros Códigos Civiles, al tratar de la comunidad, disponen 
que ai alguno de los comuneros propusiere tomar la finca en 
arrendamiento por un plazo de cinco íl nueve años, e=;ta condición 
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arrendamiento, y el proponente tendrá derecho de 
late ó en la licitación pública ordenada por el Juez, 
1 rematador no eea otro de los comuneros, y que 
> ú algunos de los comuneros, solicitare la venta de 
Q, los otros comuneros, ó cualquiera de ellos, puede 
Techo* lie los Bolicitantes pagándoles la cuota que 
i segdn el avahlo de la finca (3). 
ambién de las regias que deben observarse en toda 
ieues hereditarios, ya lo dijimos en el capítulo 
lonen que no habiendo quien ofrezca más que et 
aci<^D ú el convenido, entre los herederos, y compi. 
in asiguatarios sobre la asignación de una especie, 
al legitimario al que no lo sea (4). 
s relativtvs fi la partición hereditaria y á las obliga. 
as coherederos, se oplicau á la división del caudal 
impañíaa comerciales ó industriales, y á las obligacio- 
liembroB de las sociedades di^ueltaa (5). 

indicado que el retracto convencional procede del ^ 

renta ó de la venta que ee hace d carta de gracia, 
guas leyes, por el cual el vendedor se reserva la 
obrar la cosa vendida, reembolsando al comprador ^ 

}erminada que se hubiere estipulado, ó en defecto 
ación, la que le haya costado la compra, 
¡ie retroventasesujeta, eu susefectoscontra terceros, 
en loa artículos 1,556 y 1,557 del Código Civil del 
i7 y 1,548 del de la Unión. El vendedor tendrá 
el comprador le restituya la cosa vendida con sui 
Urales, y asimismo con el de ser indemnizado de los 
putables á hecho ú culpa. Será también obligado al 
ixpensas necesarias, pero no de las invertidas en 

ó voluntarias que se hayan hecho sin su consenti- 
erechos que nacen de este pacto no pueden cederse, 
rsonalísimos ; y el tiempo en que se podrá intentar 
lodrá pasar de cuatro años contados desde la fecha 

pero en todo caso tendrá derecho el comprador Á 
oticia anticipada, que no bajará de seis meses para 
es, ni de quince días para las cosas muebles. Si la 
itifera y no diere frutos auo de tiempo en tiempo y 
1 de trabajos é inversiones preparatorias, no podró 
stitución demandada, sino después de la próxima 
frutos (6). 
todas las disposiciones vigentes relacionadas con 

retracto incorporado en nuestros Códigos con las 
' restricciones que tan esencialmente lo han rao. 

ihora para terminar este párrafo, como digno de 
e es una derivación indeclinable del fiisíema hipóte- 
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cario que nos rige, el que las accionoB rescisorisí 
no Be dan contra terceros que hayan inscrito loa 
respectivos derechos ; y que sólo el Código Judici 
establece el procedimiento que debe seguirte en 
retracto, del cual no trata el Código de la Uniíin. 

3." — El que crea que tiene el derecho de ret 
sea por convención ó por disposición expresa de 1 
presentarse deniandando la cosa vendida, ante el 
en donde ésta se halle, dentro del término en que, 
ley ó á la convención, deba hacer uso de aquel 
el mismo Juez, y deberá el retrayente dentro ( 
mino llenar todos los requisitos que la ley ó la coqt 
para bacer uso del derecho de retracto (7). 

Esto dice el Código del Estado; pero ielCót 
mismo, reconoce este derecho en cuanto Á la cosa t< 
por esto no ha sefüalado el término para ejercitarli 
nado los requisitos que el retrayente debiera llena 
si siguiéramos la antigua legislación, sería el ( 
contados desde la fecha del contrato ó del remate, ^ 
consistirían, para que pudiera darse curso á las den 
en que se interpusieran dentro de ese término, si 
consignara el precio, si era conocido, y si no lo fues 
fianza de consignarlo luego que lo sea. Por lo menoi 
los que podrían requerirse, y no entramos en otros 
que se reñeren algunas legislaciones, por considerar 

Pero sí diremos que dicho Código prescribe que 
ó algunos de estos requisitos dependan de hechos igi 
voluntad del comprador, como si no se supiese e 
venta, ó si se hubiese hecho ésta á plazos y con ñadu 
& juicio del Juez, mientras se adquiere la certeza ne 

£¡sto quiere decir que la prueba deberá aducirs 
durante el término que al efecto se señale y que pi 
la demanda sin hacerse la consignación del precio, 
dice cómo llenará el Juez esos requisitos no determi 

Propuesta la demanda, se dará traslado de ella 
quien al contestarla manifestará si conviene ó nc 
retrayente la cosa que compró. Si convinieren en la i 
dentro de veinticuatro horas, y sin más actuaciÓD 
conveniente para que el retracto se realice, esto es 
entregue el precio, se otorgue la escritura, etc. ; y s 
el comprador á la demanda, ó negare et derecho 
hecho de la venta, ó si fueren diversos y opuestos e 
los retrayentes, se seguirü un juicio ordinario hasta 
ante el Juez competente (8). 

Pero tampoco dice el Código quién ó quiénes de 
dores debe ser preferido en ese concurso. 
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NOTAS DE KSTE CAPÍTULO. 

ciamitnto civil da I8S1, concordad 
la gintral de legiilaeión t/jwritprt 

, ley 3.' del Libro 4.° del Paero Vte 
i, Tímlo 5.°, Pkrtida 5.', 7.', Titi! 
aente la B.* j 9.', Título 13, Libro : 
eatilicio. Luí lajea do Partida cor 

de tauteo, j lu de Toro lee conced 
1,403 del Cód. Gít. de) E. y bqb • 
Laico de la le; de 26 de Enero de 

Estado establece qne, en loa cu 
lo traslaticio de dominio do la fine 
t el Jnea que aantenció el n^iocio n 
iciso 3.° del Cód. Civ. del E. j i 

»l Cód. Civ. del E. j en concordantf 
1,049 del Cód. Civ. del E. y sni 
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CAPITULO ÚNICO 

DEL JUICIO DE CAPELLANÍAS. 

BB8t7MXN.«>*l .^ Qaé se entiende por capellanías; sus claBÍfícacioneB.— 
2.^ Amortización de bienes y leyes desamortiEadoras.— 3.° DispoeioioDeB 
sobre legados para objetos de beneficencia pública.— 4.^ Procedimiento 
que se sigue en este juicio.— 5.^ Reglas á que debe sujetarse el Juez al 
dictar sentencia. 

1.® — Para los efectos civiles llamamos capeUantcLS, en general, 
las fundaciones que be hacen con el objeto de que se celebren 
misas 6 se practiquen obras piadosas relacionadas con el culto. 
Cuando los bienes ó las rentas afectas á la fundación no se ceden 
á una congregación ó corporación religiosa, sino á indiyiduos que 
pueden ser eclesiásticos ó legos, con sólo la carga de decir ó mandar 
decir las misas, ó ejecutar las obras piadosas en la fundación 
designadas, las capellanías son laicales, también llamadas Tnerce- 
nariaa, profanas, patronatos de legos, legados píos, y memorias 
de misas, Y cuando la fundación tiene por objeto establecer para 
uno ó más Ministros del culto una renta por razón de su oñcio, con 
ciertas condiciones y con la aprobación ó aceptación del Jefe ó 
Prelado de la congregación religiosa, entonces la capellanía es 
colativa (1). 

Hacíanse ordinariamente estas fundaciones constituyendo un 
capital á centro, con cuyos réditos pudiera atenderse por el patrono 6 
por el que hubiere adquirido el derecho de percibirlos, a las cargas 
establecidas en las mismas fundaciones; siendo de advertir que 
entre las clasificaciones admitidas, es la primera y la má^ com- 
prensiva la de eclesiásticas y laicales. Estas no requieren la 
intervención de la autoridad episcopal para la creación ni para la 
institución de capellanes, aun cuando el fundador haya ordenado 
que se den á personas eclesiásticas, conservando los bienes en que 
se constituyen su calidad de temporales; y aquéllas son las 
erigidas á manera de beneficio con el consentimiento de la autori- 
dad eclesiástica, cuyos bienes se espiritualizan y pasan de la dase 
de temporales á la de eclesiásticos. Son las que se denominan 
colativas. 

Para distinguirlas, se les han dado nombres distintos, como se 
ha indicado. Unas se llaman Tíiercenaria^s, porque, no sirviendo 
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iásticas de tftulo de ordeuacitiii, do se dan dí se 

lo de perpetuidad, sino que el sacerdote encalcado J 

na, tiene sólo el derecho á una merced, e» decir, al 3 

ndio 6 limosna asignada, y d ellas pertenecen las ^; 

ue se conñeren á los presbíteros ó legos qae no eean ^ 

Dit la obligación de celebrar ú hacer celebrarlas ñ 

ir las demáx cargas, y con el derecho de administrar '^ 

sienes ¡ otras ve llaman profanaa, porque los bienes - '^ 

yeo conservan su carácter y uataraleza de tempo. * 

i, sin que el Obispo pueda conocer ú intervenir en \ 

cotifonue í> lo dÍBpue*xo en el artículo 1,350 del ■■^ 

1 Estado ú el 1,348 del de la Unión, con el objeto \ 

la autoridad civil las providencias necesarias para A 

os ¿ prestar los liados en favor de la beneficencia > 

argo recibido ; otra», que se deiiomiDan •^tronaios -^ \ 
lie los iegoK que las gosan tienen la facultad de 

ote que diga las misas, ó de mandarlas celebrar sin A 

>mbramienlo ; otras también hay que son Ugadoa- j 

tos encargos de piedad suelen dejarse ú estableceree Í 

del modo que se dejan otras obras piadosas 6 de ,1 

por medio de mandas ú legados, cuyo cumplimiento % 

os poseedores de los bienes 6 á los herederos del '^ 

talmente se llaman memortaa de misas, las funda- ^ 

mstítuyen para conservar la memoria del fundador ^ 

¡dio de las misas que han de celebrarse en los días / 

ifragio suyo y de sus parientes. < 

establecido un juicio para pedir y obtener la 

favor de las personas que tienen derecho á los ; 

i^pellanías ó í los réditos que se derivan de sus í 

cual tiene el canícter úegeneral y de doble, porque ^ 

urso de litigantes á opositores que se disputan el ^ 

, y todos pueden ser á un tiempo demandantes y ' j 

bieu después del emplazamiento por edictos, que es í 

specialidad, viene el procedimiento por los trámites . 

«ncurran los opositores ó do comparezca ninguno, 

ón de los cuales, en virtnd de ku ausencia, se 

iDSOr cou quien se i^igue el juicio. 

le exponer lan disposiciones referentes al procedi- 

idades de este juicio, daremosalgnnaideade ciertos :'. 

laméntales sobre esta materia, y cou signa rentos las -:' 

|ue la rigen actualmente en nuestro paít'. ," 

Ktá prohibida la .imortizaciún de bienes iumtiebles, 

iiibida su adquisición por ciertas corporacionee ó 

BCODOcidas. La palabra aitiortizatHÓn significa la 

cto de acabar con algima cosa, y nuele unirse para 

[ilación de bienes en alguna familia para que los 

neote, como asmiismo la traslnciún de propiedades 
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de maooR muertaA y la redención de ceusos ú ot 
se conüidera tal la satisfacción 6 reeiriboUode h 
Ed coDsecueocia, la aTnortización civil ea la v 
QQ determinada familia, 6 Rea la erecciÚD de m 
térmÍDO^, la adquisiciún de bienes raíces { 
civiles pertenecieotes A la clase de manos mué 

Indudable al ente que la vinculación y la ( 
uos muertas sacan la propiedad territorial de 
movimiento comercial, encadenan íl la posesió 
tas corporaciones 6 familias los expresados bíe 
lo mismo & los deinií^ individuos del derecho 
Por consiguiente, la amortización anonada ó e 
así, la propiedad raíz de un modo tal, que en 
desarrollo de la riqueza pública, privándola c 
tiene cuando libremente puede paear de man' 
En cuanto signifíca redención ó extinción se r 
cuanto signihca víuculación un raal que grav 
sociedad en general. 

Nuestras leyes desamor t i zadoras datau di 
gurameute se tomaron sus disposiciones de la 
tiembre de 1820, restablecida por Beal decr 
de 1836, expedida por el Gobierno espaSol, « 
mieron y restituyeron á la cla&e de libres toe 
patronatos y cualquiera otra especie de vine 
raices, muebles, semovientes, censos, juros, f< 
otra naturaleza, y se dispuso que nadie pudi' 
bajo uiugún pretexto, fundar mayorazgos, ñde 
capellanías, obras pías ni vinculación alguna ] 
de bienes ó derechos, ni prohibir directa ó 
enajenación (2). 

En Cuudinamarca, y por medio de leyes es 
ron pertenecer al Estado el usufructo de 1 
hubieran sido ó fueran redimidas en el Tesoro 
& sostener, educar y moralizar los presos y d 
blecimientos de castigo y corrección, y á coste 
cárceles de mujeres y en las casas de asih 
gentes (3). 

Mas luego en 1881, se reconocieron comod 
de los capitales de patronatos y capellanías á '. 
tuarios por título espedido á su favor, 6 en vii 
la autoridad judicial competente, admitiéndos 
provisiones ue la autoridad eclesiástica pronu 
rídad á la reforma. 

Por la ley sancionada ese aSo, quedaron d 
relevados de toda obligación ulterior en cuai 
otros ds los bienes vinculados, y se ordenó qu 
casa de enajenados ó locos debe denunciar ani 
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nías vacantes ; que eí deutro del termÍDO legal 
K) alegaudo que les pertenecían, debía seguirse 
con el Mínisterío piíblico, j que si uadie se 
ndo esos bieiie)', ú sí el preseatado no justificaba 
dar á la capellanía ó ceuso de que se tratara, el 
a favor de dicho asilo, raalizaudo los fines 
euajenncióti de iutereses ú usufructos de dichos 
anías no podía dar derecho ú la propiedad de 
pítales, pudien'lo demandarse é.ttOé por los 
es, (> por los que deba» sucoderles en el goce 
le en juicio ordinario resulte que et cesionario 
no teniendo derecho sino á los usufructos ó 

'" (■')■ 

}cesario que digamos cómo han de hacerse las 
obras piadosas de que vamos :i tratar, las cuales 
Lervencii'm de la autoridad judicial, y bastará 
a persona por él encargada haga el reconoci- 
iente sobre una propiedad raíz, del capital 
ndaciún, espresando quién ú quiénes deberán 
:, j la manera de suceder los unos Á los otros, 
alones que se les impongan, 
tjecutores testamentarios tienen la obligación, 

para objetos de beneficencia páblica, de dar 
os, con inserción de las respectivas cláusulas 
Ministerio público, y si las personas encargadas 
aciones no cumplieren con este encargo, podrán 
a ello por dicho Ministerio. El ejecutor testa- 
>rá asimLsmo la negligencia da los herederos ó 
M á ellos, ó al curador de la herencia yacente, 
inisterio público, en consecuencia, perseguirá 

omisos. 

1 destinados á obras de piedad religiosa, como 
rios, casa.í do ejercicios espirituales, fiestas re. 
eme jantes, se dará también conocimiento al 
y también al Prelado de la respectiva comunión 
Irá implorar en su caso, ante la autoridad civil, 
idicíales necesarias para que los obligados á 
>S, los cumplan ; pero aun cuando el albocea no 
ento, podrán el Prelado v el Ministerio público 
evidencias contra el mismo albacea y los here- 
misos. 

ho tienen las coiporaciones municipales res- 
<s de utilidad publica eu que se interesen los 
rios (5). 

retenila ser declarado patrono ú capellán de un 
ó de una capellanía laical, deberá entablar su 
lez del Circuito ó Juez de primera instancia 
20 



1 
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Ndel respectivo territorio ea que estén situados todos ó la mayor 
parte de los bienes afectos & la fundación, j en caso de que este 
hecho se ignore o sea dudoso, ante el Juez del Circuito ó del 
territorio en que se hubiese hecho la fundación (6). 

Como los capitaleí> han sido redimidos en el Tesoro nacional, 
no hay necesidad, para fijar la competencia, de tener en cuenta la 
situación de los bienes que las fundaciones afectaron, hoy comple- 
tamente emancipado» de todo gravamen de esa procedencia. 

El demandante deberá acompañar el documento que contenga 
la fundación, esto es, la escritura pública de imposición, ó por lo 
menoft copia de la parte conducente de ella, y además la prueba 
dé que por muerte del último poseedor ó por otra causa se halla 
vacante. Propuesta la demanda en los términos referidos y eu la 
forma debida, el Juez cerciorado de su competencia, dispondrá 
el emplazamiento de los interesados del modo ])revenido en el 
capítulo 6.®, Título 1.°, Libro 2.° de los Códigos Judiciales. 

Los edictos deberán fijarse en el Distrito ó Corregimiento en 
donde existan los bienes afectos á la capellanía ó patronato de que 
se trate. Esto dicen los expresados Códigos ; pero debemos obser- 
var que en la práctica no se cumple e^ta fijación. La razón es 
obvia, puesto que la situación en nada influye para determinar ]a« 
competencia, habiendo entrado los bienes en su libre circulación, y 
no hay á la verdad ninguna necesidad de llenar esa forma- 
lidad (7). 

Los edictos equivalen á la citación, pues la ley quiere que se 
haga saber, á los que se crean con derecho á optar á la capellanía 
ó patronato, la pretensión deducida y desde cuándo está abierta la 
oposición. Esta citación se hace á Ioh parientes del fundador para 
que eu el término de treinta días, que es el señalado por la ley, 
comparezcan en el Juzgado por sí ó por medio de apoderado á 
deducir el derecho que pueda asistirles. Si se presentaren oposi- 
tores, se les tendrá como partes en el juicio, y se seguirá la 
controversia entre éstos y el demandante; y si fuere uno solo el 
presentado, con él únicamente se entenderá la sustanciación. 

Con las personas que comparezcan ó con el defensor nombrado, 
en su caso, si no concurre ningún opositor,- se seguirá juicio 
ordinario por los trámites establecidos para los negocios de mayor 
cuantía, y el mismo procedimiento que para la provisión de 
patronatos ó capellanías deba seguirse, se observará cuando se 
demande la declaratoria de que á uno le corresponde el derecho de 
disfrutar de ciertos bienes ó derechos en virtud de testamento ó 
contrato que llama á persona'í indeterminadas á su goce perpetuo 
ó temporal (8). 

El interesado que' no hubiese concurrido en el término del 
emplazamiento, será admitido en el juicio en el estado que éste 
tenga cuando se presente, y si no se presentare ningún opositor, 
los gastos que haga el defensor en representación de los ausentes 
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demandante; pero éste do estará 
sor en razón de honorarios (9). 
a capellaDÍas de particulares eu que 
tud de las leye-i desamortizadoras, t 
liten del ordinario de mayor cuantías: 
saren «obre denuncio de bienes ocu 
amo de la desamor tizaciún, el denu 
Mwdyuvante del Ministerio público 
¡a quien debe entablar la demanda, 
Q se ha dicho, la parte actora (10). 
I el Código Judicial del Estado qui 

para la provisión de capellanías la 
pií tratamos, se había Mtablec¡<lo 
pidiera la declaratoria de que ú i 
:ho de dififnitiir de ciertos bienes < 
te^^ineiito (í contrato que llamara 
virtud He las cláusulas teetainentaríf 
i de la disposición las capellanías < 
lesiásticos ó religiosos, pues en cv 
) debía ettar á lo dispuesto en el ar 
stableció que los Tribunales y Ju 
petentes para resolver sobre el der 

se les confirieran los expresados 
inados capellanías colativas, porque < 
trovistoE con arreglo íí lo preceptuí 
pectiva comunión religiosa, y que 
itoridad eclesiástica se tendrían coni< 
rar en la poResión y goce de los bi< 
lecieran (II). 

ia, si el actor ó el opositor acrodita 
it& á quién le corresponde el ilísfr 
ríí que .16 le piquen lo.i réditos corres] 
lal que reconozca ct Tesoro uacional 
prefereucia entre los opositores y i 
3 ó capellanía, el Juez ateuderá á la 
á falta de disposiciones expresas e 
ar como en los maTOrazgos. Se hju 

les los parientes que conarr^lo fí la 
línea, y entre los parientes de la línea 
■ado preferente ; 

. fundacióu se hubieren hecho los llai 
rientes í^in distinción de líneas ni 
I los más próximos íí los fundadores, 
! los mismos fundadores hubieren 
BBcendencia llamada á poseer; 
m que dispongan ios l'undadores qa 
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las líneas, debeo dÍTidirse eutre éstas los 
i^aaldacl, y la porción correspondiente á i 
dicarBe á los indindnos existentes de ella 
expresada ; 

d) Si en la capellanía solamente fuese familiar el patronato 
activo, es decir, el derecho de presentar ó nombrar capellán, 
también debe hacerse la adjudicación de Ion bienes en concepto de 
librea á favor de los parienteR llamados á ejercer dicho derecho; y 
é) Si eu la fundación tse hubiere previsto el caso de U 
extinción de la capellauía, y para entonces se dispone la aplicación 
que haya de darse á los bienes, debe el Juez su jetaría & lo prescrito 
por el fundador, y darlcK la aplicación que éste hubiere deter- 
minado (12). 

Contra la sentencia definitiva proceden lo» mismos recursos 
que en los demits juicios ordiii 



NOTAS DE ESTE CAPÍTULO. 

<1) Arts. 1,198 d«l Cód. Jnd. del E. j 1,393 i 1,395 del de la U. 

(2) Ta en los tiempos de Carlos III, los malea de la amortización 
llamaron la atención del Gobierno español, y en decreto de 28 de Abril j 
O^dnla de 14 de Mayo de 1789 (ley 12, Titulo 17, Libro 10 de la NotÍbíid» 
Becopilación), se mandó que en adelante do se f andarán maj^orazgos, annqae 
f Qem por vía do agregación ó mejora del tercero ó quinto, ó por los que no 
tuvieran liorederos forzosos, ni prohibir la enajenacióo perpetua de bienes 
raicea ó estables por medios directos ó indiretcos sin preceder licencia real. 

Por decreto de 1768 (ley 16, Titulo 17, Libro 10 de la Novísima Beco- 
pilacióo), ee concedió la facultad de enajenar los bienes qne constitayeran 
los dotaciones de vinculación en pública subasta anie los Jueces ordinarios, 
y con el objeto de promover la venta de bienes pertenecientes á los 
establecimientos píos, y facultar á los poseedores de mayorazgos y otros 
vínculos la reonion de fincas dispersas do su propiedad, se concedió el 
derecho para la enajenación de las fincae vinculadas (ley 18, Título 17, 
Libro 10 de la Novísima Recopilación). 

La Constitución de 1843 prohibió la fundación de maj^orazgos en nuestro 
país y de toda clase de viucnlación, declarando quo en la Nueva Qranad* 
no podían oiislir bienes i n enajenables. Desde el año de 1821 (leyes 7.'j 
8.*, Parte 2.*, Tratado 2.° de la Becopilación Qrauadina), quedaron estiU' 
guidos los mayorazgos, vinculaciones y sustituciones, y se mandó que los 
bienes que se hallaran sin legítimo poseedor correspondían á la Bepublica; 
pero se otorgó á sus actuales poseedores la libre disposición de los quo les 
pertenecieran, con excepción del tercio y la mitad dol quinto que se desti' 
naron i los inmediatou sucesores presuntos. 

Se declaró también la nulidad de toda fundación do cnpellanías y patro- 
natos de legos que se hiciera con la cláusula directa ó indirecta de no 
euajenar los bienes, permitiendo las capellanías y patronatos de legos cuyos 
bienes pudieran traspasarse por contrato de censo, y que las fincas perte- 
necientes á estas fundaciones ó á cualquiera otra obra pía piulieran venderse 
ó reconocerse á censo redimible su valor á favor do la misma fundación, < 
al contado con imposición en otras lincas. 

Previno, en fin, una de estas leyes, que los bienes raíces que por testa 
mentó ó de cualquier otro modo se dejaren á manos muertas, debían venderc 
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prívad&meDto, b^úu conviniera i loa interesados, ■ fio da 
rodacto i censo. 

Mdeepnés, el Qobitmo proviaioDal que surgió de la revol ación 
te en 1661, expidió nn decreto (9 de Septiembre), eobra 
a, eo el qne se dispone que todas las propiedades rúaticas j 
IOS j acciones, capitaleí de cenaos, a<iifmctos, semovientes 
jne tuvieran como propietarios ó pertenecieran á corporaciones 
isticas, etc., ae adjndicaran en propiedad á la Nación por el 
spoodiera á la renta neta que produjeran, calculada como 
100, qne debía reconocerse sobre el Tesoro nacional. Bajo el 

íes se comprendieron todas laa comnaidsdos religiosaa, 
etc., 7 en general, todo establecimiento ó fnndación 

r de duración perpetna é indeñnida. Se exceptnaron 
asagrados al cnlto, loa destinados al servicio de Hanicipali- 
I, hospitales, etc. 

[>ertenecientea á dichas carporac iones, á laa capellaniaa, etc., 
le en el Tesoro, y se prohibió para lo sucesivo imponerlos 
cea á favor de laa miarnaa corporaciones ó fundaciones. 
: apreciación ningnua acerca de estaa disposiciones. Diremos 
Gobierno federal, qne bajo la fe pública j sn reaponaabilidad 
impeñada, ocupó los expresados bienes en interés social, 
cumplido sus compromisos tos ha violado, reduciendo la 

a declamado contra la arooitizacíón civil, y el abuso cfecti- 
iDsnntble. mas do lo es menos la desamor libación abaolnta. 
vidualisrao del colectivismo que reconocía la amoriizacíós 
^da, V es para nosotcoa indudable que si el estañe a miento j 
de loa inmuebles era un mal, no lo ea menor la disipación 
i pulverización piodacida por tas leyes desamortizadoras, 

una aparcería. 
°, 2.°, 1° y 5° de la ley II de 1880, por la cual ae declara 

al Estado varios capitales. Esta ley derogó la 2!> de 1874, 
:ión de ce neo b y capellaníaa- 

el Eatado estableció las reglas relativaa al nsufructo de 
Loe á patronatos, capellaniaa ú otras fundacíonea, ordenando 
ctos perpetuos y sucesivos existentes ai tiempo de la prcmnl- 
> Código, debían convertirse, después do qse por muerte ú 
sarán en ana derechos los actuales poseedoras ó nsofractas- 
Bobre los inmuebles señalados ó sobre otros que dieran la 
ridad, y para ello detallo el procedimiento qne debía seguirse, 

en qne et fundador no hubiere dejado el valor integro del 
Dr de la fundación, con la declaración del derecho qne en el 
¡au los herederos del fundador, ya para el caso en qne de la 
eciera qne fue la volnntad del fundador dejar integramente 
kd el inmueble á favor de la misma fundación, declarando quo 
ropiedad al nao fructuario. 

larse y rematarse el inmueble para que el producto de ést« se 
segurase á favor de la fundación, y sí era el sucesor en ella 
orgar la escritura del reconoci miento ó constitución del censo. 

Síndico Municipal hacer la aceptación, y ai era un tercero, 
dichos sucesor 7 Sindico hacerla. 

ló que la sucesión debía regirse por la voluntad del fundador, 
re oscura ó de6ciente, ae observara en lo respectivo á cape- 
nat(« de legos, el orden regular de sucesión descrito en el 
MU sus referencias. Véanse el Título 10, Libro 2.° y Título 
!l Código Civil del EsUdo. El de la Unión no traU de I» 
< censos, ui del usufructo de inmuebles afectos á patronatos ó 
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(4) Arta. 1.° á 5.° de la lej 8.' de 1881, ^or la cual Be declara qoie'nee 
son dueños de los capitales de capellanías 6 patronatos fundados en el Es- 
tado. Esta ley derogó el artículo 3.^ de la anterior. 

El Tribunal Superior del Estado, en sentencia de 19 de Mayo do 1883, 
revocó el auto del Jaez de la primera instancia en que había nombrado 
defensor de ausentes, previo emplazamiento por edictos, en el juicio que el 
Sindico de los asilos de indigentes promovió para que se declarasen vacantes 
y á favor del Estado una«i capellanías, oon arreglo á lo dispuesto en el 
artículo 3.° de la ley 8/ de 1881. Este establece que si dentro del tórmino 
legal de dicho emplazamiento se presentare alguno alegando que los prin- 
cipales le pertenecen por derecho de sangre, representación, etc., se seguirá 
el juicio con el Ministerio público, pero que si nadie compareciere ó si el c^ne 
se presentare no justificare el derecho alegado, se declarará la capellanía ó 
censo respectivo en favor del Estado. 

Partiendo el Tribunal del supuesto de que en el citado artículo se 
determina el procedimiento, pues dice que se seguirá el juicio con el 
Ministerio público, en el caso de que concurra algún interesado dentro del 
término, juzga que vencido éste, sin que haya oposición, yanc^será admitida 
ninguna reclamación, y en consecuencia, que en el caso ocurrido no era 
necesario nombrar defensor, puesto que no era el de seguir juicio contra- 
dictorio. 

Nos parece erróneo el juicio del Tribunal, porque el legislador ha querido 
que los interesados sean siempre oídos, y éstos pueden, según las reglas 
generales, comparecer en el juicio, aun después de vencido ese término, en 
el estado que tenga, como terminantemente lo preceptúa el artículo 1,199 
del Código Judicial, y no vemos inconveniente en que en tal estado, y desde 
entonces, se le dé audiencia al Ministerio público. Así, creemos que la 
tramitación establecida en el Título 22, Libro 2.° de dicho Código, es la 
que debe observarse, y que el Juez inferior cumplió su deber nombrando el 
defensor. 

Al revocar el auto se ordena que dicho Juez le dé al juicio su curso 
legal, y es bien seguro que, suprimida toda defensa, se habrá citado para 
sentencia, y declarado las capellanías en favor del Estado, en todos los casos 
presentados aunque hayan ocurrido los interesados, á quienes, por tanto, se 
les ha privado de esta manera, de los derechos reconocidoa por leyes preexis- 
tentes, sin las garantías de un juicio y sólo con una citación pro fórmula^ 
suprimiendo en tales casos la sustanciación establecida en razón de rebel- 
día presunta. 

(5) Arts. 1,356 del Cód. Civ. del E. y su concordante del déla U. 

(6) Arts. 1,192 del Cód. Jud. del E. y 1,387 del de la ü. 

(7) Arts. 1,193 á 1,195 del Cód. Jud. del E. y 1,388 á 1,390 del de la U. 

(8) Arts. 1,196 del Cód. Jud. del E.; 1,392 y 1,393 del de laU. 

(9) Arts. 1,199 del Cód. Jud. del E. ; 1,397 y 1,387 del de la ü. 

(10) Art. 1,398 del Cód. Jud. de la U. 

(U) Art. 1,197 del Cód. Jud. del B. Este artículo, así como el de bu 
referencia, fueron anulados por el Senado de Plenipotenciarios, por resolu- 
ción de 1° de Mayo de 1í72. en el concepto que sus diaposiciones contra- 
riaban las de los artículos 8.° y 21 de la Constitución federal. Consideró el 
Senado, de acuerdo con el Procurador general, que la existencia de Tribunales 
eclesiásticos era incompatible con el sistema político adoptado, y que esos 
Tribunales no estaban reconocidos por las leyes civiles. 

(12) Puede consultarse el tratado de Prictica general forense^ por Ortiz 
Zúñiga, y el Tratado de las regalías de amortización, por Campomanes, 
que es la obra más completa que hay sobre el asunto de que tratamos en el 
párrafo 2.° de este capítulo. 
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LO DECIMOSÉPTIMO. 



CAPITCLO ÚNICO 

DEL JCICIO DE CUESTAS. 

objeto del juicio de coentas ; pnieba que debe presentaise, 
WD rendir las caeaUs; lo que disponen lae lej-ea civilea 
-2.° ProcedlmieDte qne se sigue en este juicio. — 3.° Caaos 
m nuestras lejes. 

do de cueitíns tiene lugar siempre que ei interesado 
amueva su acción con ftlgún documento del cual 
ligación expresa de rendir cuenta, ó siempre que se 
Sado nn cargo ú ejecutado uu hecbo á que las leyes 
>oneD como efecto necesario la obligación de rendir 

le 1^ Unión dice que el que se crea con derecho ú 
s cuentas, e^íq las leyes civiles, presentará su 
ez que sea competente, acompañando la prueba del 
I asieta (1). 

y curadores, los albaceas ó ejecutores testamenta- 
es de negocios, los mandatarics, y en general, los 
D bienes á nombre y en ínteres ajeno, deben dar 
Iministraciún (2). 

D voluntariamente podrán ser demandados para s-.i 
adiendo resultar con un alcance, que deberán i^a- 
correspondiente indemuizacióa de perjuicios, y si 
iligociún ó se alegare cualquiera escusa ó excepción 
,, entonces lleganl el caso de sustanciar el juicio de 
lOr todos sus trámites. 

iviles imponen apercibimientos y penas especiales á 
sbeldes en presentar las cueutas que deben rendir, 
tutor órurador que do da verdadera cuenta de su 
, exhibiendo á la vez el iuveotario y las existencias, 
ninistración fuere convencido de dolo ó culpa grave. 
j del pupilo ó menor el derecho da apreciar y 
i del perjuicio recibido comprendiendo el lucro 
oudenará al tutor ó curador en la cuantía apreciada 
a que el Jnez haya tenido á bien moderarla. Así 
itor de negocios no podrá intentar acción alguna 
'resado, mientras uo preceda una cuenta regular 
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de la gestión con documentos jiistifícHtivos ó 
lentes (3). 

Estas cue.stioDeu suelen terminarse extrajudií 
frecuencia, por medio de un arbitramento ; poro e 
cuenta del tutor ó curador, si la administración se 
tntor ó curador, ó al mismo menor, ya habilita 
cuenta no quedani cerrada sino con aprobación 
respectivo defensor. 

Cerrada una cuerna 6 finiquitada, ya no so 
rever, discutir ó retractar, á menos que, no liabien 
ella sentencia ejecutoria, se advirtiere un error 
cuyo caso podrít subsanarse ó enmendarse, y tamb 
pronunciado la sentencia en los casos determinad' 

2." — Propuest,i la demanda con el docuniei 
Juez dentro do veinticuatro horas ordenará al i 
rinda las cuentas, Keñalándole para que lo verifiq 
prudencial, que comenzará á contarse desde que 
esta orden, y que podrá prorrogarse á petición del 
sable, si alegare jiusta causa para ello, á juicio del 
sada orden sólo es apelable en el efecto devoli 
notificarse personalmente, como que es la primerii 
este juicio. 

Al vencerse el termino señalado, el demaiidj 
deber de presentar las cuentas reclamadas con to 
bantes do sus partidas que tenga á tiempo de rom 
estarán descritíis con la debida separación y cou la 
naturaleza de la cueuta requiera; y si no se cui 
deber, el demandado queilarú constituido en h 
indemnizar los dafíoE y perjuicios que por su omi 
al demandante. El importe de estos perjuicios se 
ejecutivamente, previa su estimación bajo juramei 

Empero oí demandado tiene derecho para exce 
de los seis días siguientes ú aquél en que se le no 
podrá oponer como dilatorias las excepciones de 
jurisdicción, ilegitimidad de la personería, inepta 
cripción y rendición de cuentas, en el caso de 
rendidas. La sustanciación será la determinada ec 
del Código Judicial del Estado. 

Si se presentaren las cuenta», se daiá trasladi 
~sua comprobantes al demandante, por un térmi 
designará, atendiendo á la extensión y al carácter d 
Si el demandante las aprobare expresamente ó co 
el término en que debe dar su contestación y e 
siguientes á su concluaión, el Jueü, previa citaciói 
pronunciará sentencia dándolas por aprobadas, la > 
en ambos efectos. Una vea ejecutoriada, tendrá li 
que una definitiva, sirviendo su copia de finiquito 
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improbare las cuentas eo su totalidad ó parcial. "^ 

rá traslado de su escñto al respoosable por el ~ ^ 

io. Eu caso de improbación parcial, el demandante ," ) 

ar cou toda claridad j precisión, cuáles son las 'f 

)pta y cuáles las que rechaza. 3 

te traslado, í'i el demaudado convioíere eo todas ~'^ 

saril la cuenta ñ peritos contadores, nombrados en . ' ' 

lida, para que la rehagau dentro del téraiino que el 4 

con su dictamen, previa citación, üe dictará sen. ^ 

lo el alcance líquido, si )o hubiere, ú el feneci- ,i 

¡enta. Esta Renteocia se considera también como -= 

no será apelable fino en el efecto devolntJTo. Mas ''í 

j no conviniere en la totalidad, ó bien en alguna '^ 

i glosas, se citará para sentencia, ú se recibirá la í 

según sea que aquéllas versen sobro puntos de 1 

Eho, siguiéndose en ambos casos un juicio ordinario .¿ 

iión respecto de lo ilíquido ; y ordenándose el pago -j 

entonces resulte adeudarse. i 

contenga la orden de pago, es apelable eu ambos / 

a apelación se observarán los trámites designados '-^ 

iones de autos interlocu torios. Dicha orden es ^ 

Focable en la sentencia defiuitiva que se pronuncio H 

nano. ^ 

tarse esla sentencia, el Juez oirá el dictamen de | 

res, como en el caso anterior, cuyo dictamen sólo 'i 

i cuanto á los puntos de hecho que esteo sujetos á ^ 

stimación arbitraria. ' 

á más individuos deban rendir cueutas provenientes ^ 

inistración, se seguirá un solo juicio ; pero cuando ^ 

de diversas administraciones, aunque provenientes ^ 

rato ó de una sola gestión, se seguirán juicios j 

lemauda no fuese para rendir cuentas, sino para 1 

ue alguno está obleado á presentarlas, se seguirá '] 

io ordinario sin ninguna especialidad (4). ^:< 

> la Unión dispone que en el caso del juramento i^ 

>s perjuicios, la cantidad podrá ser regulada por j 

á dos peritos, si así lo solicitare el responsable ; ^ 

ios para evacuar los traslad<» y no exige el nom- .^ 

itadores, sino de uno, para que haga la reforma de \ 

ormino que el Juez designe y á costa del respon- ';.' 

, por último, que sus prescripciones sobre el juicio J 

tas eu nada alteran ni modifican las relativas á la .^ 

mutación de las que deben rendir los responsa- ' .!^ 

(5) -í, 

Fen nuestras leyes el caso en que el demaudado 'j 

tado los documentos y datos necesarios para formar A 

emos que en este caso deberán ordenarlas peritos '^ 
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contadores. Tampoco dicen Dada para el ca 
dar cuentas quiera presentarlas, y el que ti 
y deber do examinarlas, no quiera recibi 
responsable tiene derecho indisputable pare 
á que tome en consideración las meocioi 
dose el juicio en loa términos indicados en < 



NOTAS DE ESTE CAPÍXt 

(1) Arta, 1,S00 del Uód. Jnd. dal E. 7 1,283 d 
(3) Arta. 52S, l,37i, 2,323 j 3,367 del üód. C 
dantea del de U U. 

(3) Arta. 537 y 2,387 del Cód. Oiv. del E 
de la ü. 

(4) Arta. 1,301 i 1,3IS del Cód. Jnd. del E.; 
1,383 Á 1,294, 7 1,396 á l,3es del de la U. 

(5) ArtB. 1,335 del Oód. Jud. de la U. Véase 
capítulo 9." de la Onria Filtjiiea, en la cual se 
materia. 



ITULO DECIMOCTAVO. 



CAPITULO ÚNICO 

SEL JUICIO SOBBE AUPABO DE POBBEZA. 

1.° Quiénes se reputAO pobre* par» los efectos I^mlee ; en qué 
ia d^enía por pobre, y i quiénes no comprende el beneficio, 
ne debe huwr et que pretenda el amparo de pobreía ; cómo se 
í la demanda ; procedimiento y ritualidades de este juicio. 
ne dispone el Código de la Unión. 

pobre para el efecto de obteuer e! amparo <le pobreza, 
goza de uoa reata auual que por )o meuos alcance i 
reota pesos, ya .sea porque las bienes que teoga no 
>ducir dicha renta, 6 ja porque su industria, profesión 
personal, no le produzcan la misma renta. Según el 
ui Unión, será declarado pobre el litigante que com- 
tener nna renta anual de ciento ochenta pesos (1). 
naa por pobre es el beneficio que Fe dispensa de no 
costas ú derechos procesales á los que no tienen bienes 
para ello. Sancionado el priucipio de que la justicia se 
gratuitamente, ese beneñcio tenía que favorecer con 
in á los pobres en el sentido de que no están obligados 
si sellado ó timbre nacional, cuando tengan que deman. 
demandados, si obtuvieren la habilitación ó el amparo, 
fíente, para los efectos de la ley, sólo se reputarán 
que sean declaradoü tales por los Tribunales; es decir, 
lará per realmeute pobies, pues de lo contrario podría 
;1 beneficio con perjuicio de la parte contraria, 
ensa por pobre uo requiere entre nosotros el nombra. 
abogados ó defensores de los que se encuentren en 
wbreza ó con derecho á ser amparados sin la obligación 
s honorarios ni derechos, como lo permiten algunas 
ísy lo establecían nuestias antiguas leye^;. 
ipitales, hospicios y demús institutos de bencñceocia y 
noción pública, la Hacienda nacional y la del Estado, y 
ras corporaciones gozan de este beneficio ; y cuando 
nidos varios que individualmente tengan derecho á ser 

Íor pobres, se les autorizan^ para litigar como tí'des, 
os productos reunidos de su manera de vivir de todos 
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ellos, exceda ú los tipos que quedftii señalados. '. 
puea do lo contrario, Ealdrían mía perjudicados 
unidos que los que pleitearau solos. 

Este beneficio es individual, y no se conced 
mercantileíj é induEtriales, aun cuando estén en liquidación y no 
posean bienes. Segiln la jurisprudencia establecida se ha denegado 
el amparo al cesionario de un crédito, para litigar loe derechos del 
cedente ó loa adquiridos de un tercero á quien no corresponda 
dicho beneficio, fuera del caso en que la adquisición haya sido por 
título de herencia, fundiíndose los Tribunales en que el cédante no 
estaba declarado pobre, aun cuando el cesionario lo fuese, y que 
el beneficio es personaltsimo ; pero entendemos que en el caso de 
cesión de derechos, si se probare que son pobres los cedentes y los 
cesionarios, no habrá razón para negar el derecho. Tampoco se 
concede á la mujer casada, aunque sea pobre, si su marido no lo 
fuere, porque éste estS obligado !í satisfacer los gastos ocasionados 
en el juicio. 

2° — La persona que pretenda ser amparada por pobre, deberá 
presentar por escrito su demanda ante el Juez del CirciSito á que 
pertenezca el lugar de su doaiicilio; ven ella deberá ofrecer la 
prueba de su pobreza, expresando el lugar en donde se ha de 
evacuar, y el Juez, con citacióu del respectivo agente de! Minis- 
terio público, que es parte en este juicio, lo recibirá á prueba por 
un término que no exceda de ocho días, más el de la distancia de 
ida y vuelta al lugar á doude se hayan de practicar las pruebas. 
Este término es coman é improrrogable. 

Las pruebas versarán precisamente sobre hechos positivo.-i, de 
los que se pueda deducir por el Juez que eí demandante se baila 
en el caso de obtener el amparo. Por esto la demanda debe pre- 
sentarse revestida en forma análoga á las ordinarias, expresándose 
en ella todos los hechos conducentes á la indagación déla pobreza, 
como el estado, la edad, profesión íi oficio y medios do subsistencia, 
domicilio actual y el que haya tenido en los años anteriores, etc. 

Vencido el término probatorio, sin necesidad de peticirin, lo 
informará el Secretario, y el Juez mandará que los autos se 
entreguen por su orden á las partes para alegar. A cada una de 
ellas se les entregarán por veinticuatro horas, y luego que hayan 
presentado sus alegatos, 6 que se hayan acusado las correspBndientes 
rebeldías, previa citación, el Juez resolverá dentro de tres días, 
decretando ó negando el amparo solicitado. 

Si se concediere, la sentencia no será apelable sino en el efecto 
devolutivo ; pero si se negare, lo será en ambos efectos. En 
uno y otro caso se sustanciará !a apelación como la de un auto 
Ínter loe uto rio. 

De la sentencia en que se conceda el amparo se dará» al into- 
rosado las copias que solicite, bien sea que se haya dictado en 
prituera ó en segunda inat-ancia; pero si se dieren de la prooun- 
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-imera, y de e^a Rentencia se hubiere interpuesto 
^ipresarú en las copias esta circunstancia, 
do por pobre, en consecuencia, no estará obligado á 
V uno judicial de los expresados en el Título 11.°, 
i p^ar costas de ninguna clase, ni portes de correo; 
> de papel sellado ó timbrado, y gozarú de estas 
n todos los pleitos propios en que figure como 

como demandado, y quo se sigan al tiempo en que 
amparo, ó que se inicien dentro del año siguiente 
a sentencia en que se ha concedido dicho beneficio, 
pues, de las exenciones expresadas otras personas 
nfonne á lo que aquí decimos obtengan el amparo, 
pcionea indióidas ú las establecidas es prefiní ente á 
03 Códigos, 
liento que la actuación en los juicios de amparo se 

común, sin cobrarse derechos de ninguna clase, Á 
niegue el derecho, ea cuyo caso será condenado el 
n costa-s y Á pagar una multa igual al valor del papel 
is estampillas que se debieran haber invertido en las 

i que pretenda litigar en calidad de pobre, bien 
inte, bien como demandado, deberá presentar ante 
ribnnal que conozca ó deba conocer del juicio, copia 

la sentencia en que se decretó el amparo, de la que 
lo á la contraparte por cuarenta y ocho horas, á fin 
usar en cualquier estado del juicio, y toda vez que 
rio, del derecho que se le concede para pedir la 
ü de la declaratoria de pobreza ante el Juez que 
a conocido en la primera instancia del juicio eu que 
>bre el amparado, siempre que ofrezca probar quo 
na renta de ciento cuarenta ó ciento ochenta pesos 
il a So, segiin el caso. 

la reconsideración, el Juez recibirá á prueba el 
ítación personal del amparado, por un término de 
encido el termino probatorio se procederá como está 
os artículos 1,220 y 1,221 del Código del Estado, 
Iver e! Juez si confirma ó revoca el decreto de am- 
de las pruebas presentadas por la dicha contraparte ; 
ación el amparado usará también de papel comiln y 
rechos de ninguna clase, á menos que se revoque el 
ese caso sení condenado en costas y n pagar la multa 
i ante.*. 

aomento en que ante el Tribunal ó Juez que conozca 
)ue el amparado litiga como pobre, se presente copia 
>n de reTocatoria, cesahí el amparado de litigar con 

La resolución revocando ó coufinoando uii amparo 
I apelable en amboe efectos ; y la apelación se sus- 

la de UD acto interlocutorío (2). 
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3." — El Código de la Unión no ha detallado el 
para este juicio, esto es, do ha establecido un juici 
solicitar el amparo. La declaración de pobreza se t 
pre en el Juzgailo ó Tribunal quo conozca del pie: 
r|ue se trate de utilizar el beneíicio. 

Este Código dispone qne la prueba se produci 
pleito en que so quiere obtener dicho beneñcio; i 
toria de pobre se hant en la eenteucia que decida 
asunto principal, y que no aprovechará en otro en t 
mismo litigante (3). 

Si la declaratoria se ha de hacer en la eentencii 
pleito, es claro que al haberse deducido la pretensit 
instancia, no se gozará del beneñcio sino en la n 
pide en la segunda, i co» qué objeto concederlo 
algiín error de concepto en la redacción de este a 
demos que el legislador quiso decir qne la sustt 
pretensión de pobreza, deberá considerarse como ui 
asunto principal. 

No remos inconveniente en que se ocurra á la 
para solicitar el amparo antee de entablar una d 
negocios de la competeneia federal. 



SOTAS DE ESTE CAPÍTULO. 

(1) Arta. 1,316 del Cód. Jad. del H y 1,413 dd de la U 

Loa qOQ tengan embargadoa todoa ana tñanoa ó los haj 
cialmente a ana acreedores, j no ejerzan induattia, oficio o 
puedan derivar una renta saperior á la aseada, debic 
comprendidos en la disposición legal, y en este caso, si 
deapoés de pagar á loa acreedores, se podrán aplicar ál pí 
cansadas á instancia del deodor. 

I3> Arla. 1,217 á 1,334 del OÓd. Jad. del E. 

(3) Art. 1.413 del Cód. Jod. de laü. 

Véase la Rtvisla general, tomos TTII, página 460; 1 
XXI, páginas 160 7 460;' XXXVni,p^Da 198; XXXIX 



:rLO DECIMONOXO. 



CAPITULO USICO 

DBL JCICIO DE KEPOOFIACIÓX. 

k propiedad está pnnüud* j Uhík confincación prohiUda; 
1 mIo pnede d«creUre« por caau do utilidad públia j 
odemnizacióii ; ella no comprande loa bieaaa mnebles. 
ikea del Código Político y Hanicipal dsl Estado ; jnlorvm- 
larío público ; (impotencia de los Jnecee. — 3.° Beqoísitoa 
k la expropiación ; pneda doolarane por nna ley ; loa dos 
juicio. — 1.° SüBtanciacióo del jaido ante loa Jnecea del 
o do la coaa qne ao tiato de expropiar y diapondóii eape- 
lo la eipropiación retaare aólo aolne mta parta de la coea ; 
contener la aeotencia, y coándo podrá ¿ata ejecmtane. 
mto qne deben a^inir loa Jvecea fedoiales pata el caso de 
a espropiadón ; !o qne debe practicarae si hay opoBicióa 
lera á la poeeaián de la coaa expropiada.— 6." Beglaa qne 
aiM nuuido ha habido exprqttadóa de ana coaa arren*- 
qne va pneblo puede pedir la de laa ^naa.— 7.° Gaaoa no 
inestraa lejea. 

I» Constitución feder&l, es base esencial é ioTaiia- 
entre los Estados, el reconocimiento ; I» garantía 
>bierDO general v de los GolñerDos de todos j cada 
los, de los derechos ¡odividnales quo pertenecen á 
transeúntes. Por consiguiente se ha garantizado 
ropiedad; no pudiendo ser privados de ella, sino 
ribnciÓD general con arreglo ¿ las leyes, ó cuando 
rrave motivo de necesidad pública, judicialmente 
ivia iiidemDÍzaci<ÍD. En caso de gueiru la indemui- 
} ser previa, ; la necesidad de la expropiación 
arada por autoridades que do sean del orden 
tgán caso se impondrá la pena de confiscación de 

:, puede ser obligado & ceder su propiedad ó i 
'os hagan uso de ella, ano ser por causa de utilidad 
blica, legalmente reconocida y declarada, prece- 
ie una justa indemoiEación. No se impondrá jamás 
porque nadie pnede ser privado de su 
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Sropiedad sido por autoridad competentt 
e utilidad ú necesidad, como kq ha dicbi 
requisito, los Juecee ampararáu, y eu bu 
posesión al que hubiere sido expropiado. 

Íiadoí utilizar los iaterdictos de retener j 
ueces loíi amparen, y eu su caso los reiu 

El indudable r¡uo la espropiacíún forz 
6 necesidad pilblica, que autorizan la C 
ConstitucioneíJ de los EstadoH, no podn't 
propiedad inmueble, sino con arreglo íl le 

Se consideran obraje de utilidad pública 
proporcionar al Estado ó á la Nación, óú 
& distrítON, cualesquiera uros ó mejoras 
general, ya seao acouietidas ó ejecutadas 
de la Nación, ú de los departamentos ó di 
ú empresas particulares debiil amenté aut( 

También es indudable que las leyes 
aplicables á la do bienes muebles, como I 
de sus disposiciones referentes tau sólo ú t 
Sin embargo, en los casos de guerra cívi 
ción de diihos muebles 6 semovientes, pai 
que la necesidad del momento pida, sii 
como se ha indicado. 

2.° — El Código Político y Municipal < 
caeos de uecesidad piíblica, eu los cua! 
propiedades sin el consentimiento de su 
declaratoria judicial, y previa su justa 
siguientes : 

a) El establecimiento de parques, al 
pítales y oficinas para el servicio pttblico ; 

i) La apertura y mejora de vías públi 

o) El establecimiento de muelles, bodi 
se consideren convenientes para el servici 
ó estaciones aduaneras ; 

d) La adquisición de propiedad de lo 
cera de un distrito sobre las nueve hectar 
población ; 

e) La construcción de casa cousisti 
cementerio ; 

/) La de acueductos y fuentes pública. 

g) La de obras para desecar lagunas 
rruinbamientos é inundaciones, precaver 
?rave calamidad, 6 remover de ella uiis 
lubridad ; 

h) El establecimieuto do hospitales y 
de beneficencia y trasporte de enfermos ; 

i) Cualquier otro taso (pie fuere esp. 
la ley. 
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Siempre que ocurra alguno de estos casos, la autoridad política 
extenderá una diligencia circunstanciada en que se expresen los 
motÍTos que comprueben la necesidad pública y exijan la designa- 
fdón de determinadas propiedades, para el objeto en mira ; y esta 
diligencia se pasará al respectivo agente del Ministerio público, 
para que promueva lo de su caigo. 

Dispone el mismo Código que el expresado agente pedirá que 
se levante una información judicial de tres testigos, sobre lo& 
hechos de que se trate, y se nombren dos peritos qus reconozcan 
las propie<lades designadas, para que determinen lo que de ellas 
sea preciso tornar para la obra ú objeto, debiendo los peritos dar 
sa declaración jursída ante el Juez, sobre los puntos mencionados, 
y con los documentos expresados se presentará al Juez del Circuito 
en que esté ubicada la propiedad, para que haga la correspon. 
diente declaratoria, según los trámites establecidas en el Código 
Judicial (2). 

£ste prescribe que el agente del Ministerio público, á quien 
toque promover el juicio, podrá solicitar ante cualquiera de los 
Jueces de Distrito en que resida, que se tomen las declaraciones y 
se haga el reconocimiento por peritos, de que trata el artículo 
366 del citado Código Político y Municipal, y con los documentos 
ya indicados, y además con los informes correspondientes á que se 
refiere la ley reformatoria, se propondrá por escrito la demanda 
ante el Juez del Circuito en que se halle la cosa de cuya expro- 
piación se trate, en los términos prevenidos en el capítulo 2.^, 
Título 1.^, Libro 2.^, para cuando se demande la propiedad de una 
cosa determinada (3). 

£1 Código de la Unión dispone que cuando por un grave moti- 
vo de necesidad pública sea preciso tomar la propiedad de un 
individuo ó corporación, si fuere de los cxisos en que la expropia- 
ción deba* hacerse judicialmente, el respectivo agente del Ministerio 
público se presentará en demanda formal contra el dueño ó 
poseedor de la eos», solicitando la expropiación «le ella, á lo cual 
deberá acompañar la prueba del motivo de necesidad pública que 
obligue á entablarla. La competencia de lo<: Jueces en estos 
juicios se determina s^^ún las reglas generales (4). 

3.^ — ^La expropiación no po<lni tener efecto kíd que precedan 
los requisitos siguientes : 

a) Declaración de utilidad] ó necesidad pública ; 

b) Declaración de que su ejecución exige el todo ó parte del 
inmueble que se pretende expropiar; 

c) Justiprecio tle lo que se haya de enajenar ó ceder ; 

d) Pa^o del precio que representa la indemnización de lo que 
forzosamente se enajena ó cede. 

La declaración de que una obra es de utilidad ó necesidad pú- 
blica puede ser objeto de una ley, cuando en todo ó en parte haya 
de ser costeada con fondos públicos, ó cuando, sin concurrir es^ 

21 
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circunstancia, lo exija su importancia lí juicio 
corresponderii entonces al Congrego ú á la Legislat 
declaración, Bobre todo si la obra interesa íí varios 
tamentos 6 Distritos, 6 deba ser auxiliada con fi 
El Estado y la Nación tienen derecho ^ exigir el i 
propiedad por causa de intert8 público ; pero esb 
justificarse, y el propietario ha de quedar eatisfe 
valor de la cosa de que se le priva, kído también c 
y perjuicios que la expropiaci^ju pueda ocasionarle 

Para los efectos legales, segúu lo expuesto, se ci 
mente, que hay en las enajenaciones forzcasdoü pe 
el primero, que puede ser administrativo, el de dei 
la obra para la cual se necesita la expropiaciúu 
piiblica, y qué fincas sod las que han de expro[ 
la ejecucióu de dicha expropiación, la ocupacióo y 
bienes, el cual período eutra en la esfera judicial 

Como la nueva legislaciún no deroga por comp 
resulta alguna confusión en lo concemieute á las d 
permiten la intervención de las autoridades ad 
las que ordenan que la expropiación se verifiqu 
judicial. 

4.° — Propuesta la demanda, el Juez del Estad 
de ella al demandado ú demandados, por el térm 
debiendo practicarse personalmente la notificación 
si pudieren ser habidos dentro de los tros días si; 
pudiere hacerse la notificación en persona, se surti 
UD edicto que durarA fijado nueve d(as en el local 
y se publicará en el periódico oficial. En el edicto 
demanda y el auto en que se admita, y con las no 
desfíjacióu, se f^regartí al expediente, del mism< 
periódico en donde ¡ée publique, expresándose la fec 
ción. Desde esta fecha comeozaráo á correr los tre 
para la contestación de la dcmantla, y durant« e 
autos no podrán sacarse de la Secretaría, pero se 
ella á disposición de los interesados. 

Concluido dicho término, hayase ó no contesta* 
el Juez abrirá la causa á prueba por doce días ce 
rr<^bles, dentro de los cuales se fijará por per 
terreno, y el duefio podrá probar que éste no e» m 
obra ó empresa de que se trate. Los avaluadores s 
brados uno por el Agente fiscal, otro por el dema 
dados, y otro por el Juez, para el caso de discorc 
primeros, quienes no estimarán como perjuicio el r 
haya adquirido ú pueda adquirir el terreno con la 
latebra ú obras que se quieran realizar. Si las partí 
nombramiento de peritos dentro del término que e 
serán nombrados por éste. 
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mcido el térmÍDO probatorio, se oirí á Ion intere- 

;ia pública, y se recibírÉiii sus alegatos escritos, 

ñalarú uno de los tres día» siguientes; citándose 

:> á las partes para sentencia, y se dictará ésta 

precisamente deutro de ocho días contados desde la notificaciÚQ de 

dicho auto. Los alegatos de palabra no podrán exceder de tres 

horas, uoa de que haiá uso el demandante y dos el demandado. 

Kxtendida y firmada la sentencia, se publicará, copiará y 
notificará, como ln determina el Código, debiendo practicarse su 
DOtiñcación de la misma manera que la del traslado de la demanda; 
y flesde que se entienda surtida, coinenzaián á contarse las setenta 
y do.s ha raí que se conceden á la« partes para apelar. El Secretario 
en todo caso pondní constancia del dfa y la hora en que se agregue 
á los autos el periódico de que se ha hecho referencia. 

Interpuesta la apelación, el Juez la otoi^ani en ambos efectos 
al demandante, y en el ilevolutivo al demandado ú demandados, 
sefialaodo en el segundo caso tieaipo para compulsar ta copia eo 
TazÓD de uo día por cada seis fojas, y dispondrá lo necesario para 
que el expediente ó la copia sigan al Tribunal por el próxiioo 
correo. Sí por culpa del demandado 6 demandados, cuando ellos 
seao los apelantes, se demorare por más de ocho días la remisión 
de los autos al superior, bien se hallen éstos en el Jui^ado ó en la 
Oficina de correos, el Juez, á petición de la contraparte, y con sólo 
el informe del Secretario ó del Administrador de correos, en su 
caso, declarará desierta la apelación y ejecutoriada la sentencia, 
haciendo devolver el expediente á su despacho, para el cumplí, 
miento de su resolución. 

Recibidos los autos en el Tribunal, se sustanciará y decidirá el 
recurso en definitiva, observándose la tramitación seSalada para 
las apelaciones de autos interlocutorios. 

Con excepción del traslado de la demanda y la sentencia 
definitiva, todos los autos que se dicten en estos juicios se notifi- 
carán por edictos que durai^n fijados por veinticuatro horas, aea 
cual fuere el número de las partes. 

Decretada la expropiación y fijado el valor de ella, luego que 
se haya registrado la sentencia, el Gobernador dispondrá que se 
pague al dueño, abriendo al efecto un crédito extraordinario si oo 
imbicse para ello partida votada en el presupuesto de gastos, j 
verificado el pago, entrará de derecho el Gobierno ó la empresa 
respectiva en el uso de! terreno (6). 

Estas son las disposiciones procedí menta I es que rigen en el 
Estado acerca de la expropiación ó enajenación forzosa. Expon- 
dremos ahora las que contiene el Código Judicial de la Unión, 
sobre la misma materia. 

5.° — De la demanda de expropiación con sus documentos, el 
Juez federal dará inmediatamente traslado por cuarenta y ocho 
horas al duefio ó poseedor de la cosa, y si éste contestare convi. 
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niendo en la expropiación, resolverá que ee a 
el ayalúo. Practicado éste, previa citación, r 
ciÓD solicitada dentro de cuarenta y ocho hi 
la indemnización que deba pagarse. 

Si el demandado contestare opooióudose, 
prueba por diex díaü comunes é improrrogí 
auto díspoDiirá el notnbremieato de Ioh perít 
(le la cosa, cuyo justiprecio se practicará 
probatorio. En este avalúo se estimarán 
iinbiere. 

Concluido el término exprestido, se sefii 
de tres días pnra que presenten sus alegatos, 
la Secretaría, y tiascurrido el término, elSec 
de pedimento, lo informará, y el Juez, previa 
sentencia dentro de los cinco días siguiente 
resolviendo snbrc la expropiación demanda 
la indemnización que se deba pagar al ex 
cuantía. 

La sentencia es apelable dentro de vei 
recurso será sustanciado y decidido como el 
locutorios. Los demás autos Ío serán tamb 
generales. 

Ejecutoriada que sea la sentencia, y com 
¡ndemoizaciÓD, el Juez federal pondrá eo 
expropiada al agente del Mininterio públí 
expropiación (7). 

G.° — Ed el caso de expropiación por catis) 
de una cosa arrendada, se o)»ervaráQ las regí 

a} Se dará al arrendatario el tiempo prec 
labores principiadas y percibir los frutos per 

b) Si la cansa de expropiación fuere de U 
diere lugar á ello, ó si el arrendamiento se h 
cierto numero de aQos, todavía pendientes á 
piación, y así constare por escritura pública, 
tarto iudemnieación de perjuicios por el Est 
expropiadora, ó por la Nacun, 6 por quien hi 

c) Si sólo una parle de la cosa arrendada 
habnt lugar á la re^la del artículo 1,994, ii 
Civil del Estado, ó del 1,988, inciso 3.° del d 

Con arreglo á lo dispuesto en el Código 
del Estado, ^xlrá el pueblo pedir la expropii 
aguas en la parte que corresponda, silainden 
de común acuerdo. El Código Civil de la Un 
este derecbo (8). 

7.°— Nuestras leyes son deñcientes en esl 
pío, en el caso de do ejecutarse la obra qu 
expropiación, en el de que aiin ejecutada reí 
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TITULO VIGÉSIMO. 



CAPITULO ÚNICO 

DEL JUICIO POE DENUNCIO DE MINAS. 

Besumen. — 1.° NocioneB generales. — 2.® Procedimiento que debe segmirse 
en estos juicios. — ^3.^ Expedientes de concesión de minas ; intervención 
de las autoridades jndiciales. 

1.° — Los poseedores de predios rústicos tienen el derecho de 
hacer en sus fincas trabajos de investigación j laboreo de minafi, 
sin necesitar para ello de la autorización del Gobierno, y podrá 
hacerse la misma investigación en predios ajenos con el consenti- 
miento de los dueños, el cual, en caso de ser rehusado, podrá 
suplirse legalmente. De la concesión previa depende el laboreo 
de minas. 

La designación de las sustancias que deben considerarse como 
minerales, para que su investigación y labor se rijan por la legis- 
lación relativa á este ramo y las limitaciones de los respectivos 
derechos ; la determinación de las formalidades previas y condi- 
ciones para el ejercicio de los derechos, así como la especificación 
de los que correspondan á los poseedores del suelo ó de los denun- 
ciantes de minas, en caso de concesión, se han reservado para las 
legislaciones especiales (1). 

2.° — Cuando por oposición á la adjudicación de una mina, la 
autoridad política pase el expediente formado al Juez del Circuito 
en que la mina se halle, este proveerá inmediatamente un auto 
previniendo al denunciante que formalice por escrito su demanda 
dentro de un breve término, que prudencialmente le safíalará, el 
cual es de tres días en los negocios nacionales. Este auto debe 
notificarse personalmente. 

Si el denunciante no formalizare su demanda dentro del tér- 
mino prefijado, el Juez, á petición del opositor, y previa citación 
de aquél, declarará desierto el denuncio, y mandará devolver el 
expediente á la autoridad política. Sin embargo, si el denunciante 
comprobare sumariamente que no ha sido culpable su silencio, y 
formalizare su demanda, el Juez no hará la declaratoria, ó bien la 
revocará, si la hubiere hecho. Pero si pasaren cincuenta días, según 
el Código nacional, desde la notificación al denunciante sin que se 
presente con la prueba de la inculpabilidad de su silencio no será 
oído. Formalizada dicha demanda, el Juez dará traslado al oposi- 
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un juicio ordinario por los trámites del 

iciba la causa d prueba, cuando se haya 
latorio, á en el que se mande citar para 
1 de concederse ese termino, el Juez 
ñjar por peritos y en la forma prescrita, 
ante debe pagar &1 dueño del terreno 
iiio indemnización del uso de que se 

ÍD pericial, el Juez seSalarú, si pronun- 
il denunciante, la cantidad que por 7Ía 
ip^ar. 

ejecutoriada se pasará de oficio por el 
iarios Á la autoridad política que haya 
s diligendaa (2). 

ue fe ioütruyan para obtener concesiones 
administrativos. 

se susciten entre los mineros, que no 
licoíi, ni modifiquen ni destruyan los 
han de resolverse por los Tribunales 
ín de los Tribunales no entorpece la 
dientes, ni la marcha de las labores, á 
apensión de éstas. Asimismo, ia conce- 
lalquiera clase de labor mioeru, no es 
L cumplirse lo que sobre propiedad ó 
decida la sentencia ejecutoria. 

DE ESTE CAPÍTULO. 

a el Estado, pertenecen : 
de eBmeraldaB y de asi gem&; 
I piedras preciosas j metales ; 
uperficiea del terreno todas las dernÚB. El 
8 minas i los que las deacnbran j deaancien, 
los qne Isa denuncien y pmeben qua se bailan 
, cuando en el corso del año civil no ha sido 
noB, 7 qne el adJDdicatario no ha pagada el 

el manejo de sus intereses, tiene derecho para 
anciar cualquiera mina del Estado, en terreno 
tricciones que determina el Código Político y 
. reglas para la denunciación, etc. (Artículos 

Cód. Jnd. del E., y 1,399 á 1,301 del de la U. 
inamsrca existen Códigos de minería. Sólo en 
ancionado un buen Código de esta clase, y en 
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CAPITULO TJNK 

DEL JUICIO SOBKE BIENES VACANT 

Bbsukbk. — L° Definicioiiea ; derecho de ocupa 
bienes vacantee i> moatrencoa. — 2.*^ Compete 
juicios ; qui'dn daba promover y quién pued 
estoB bienes ; deberes del dennnoiante ó dei 
cidos para la declaración y adjudicación cor 
procede la condenación de coBtae y la in 
3." A quién se tendrá por denunciante cuaní 
biere hecho por varios. — 4." Cuándo y con q 
tniree la cosa que se ha considerado vacante 
mirará como perdida para el dneño ; reatitai 
que Be salvaren, cuándo ee verificará y cnánt 
gratificación de salvamento ; trámitea para I: 

1° — No hao de confundirse los mo 
Tacantes, ni con los abintestatos, ni coc 
cosas ó bienes mostrencos, los muebles y S' 
tando 6 indicando haber estado en ante 
perdidos ó sin dueño conocido lientro ó fu 
cosas ó bienes vacantes, son los terrenos ; 
existan dentro ó fuera de las mismas poblft 
6 indicando haber editado en el dominio di 
«D la actualidad kíu dueño aparente ó conc 
se dicen los que quedan sin dueño por I; 
ha hecho testamento y no tiene descent. 
colaterales que le sucedan ; j baldíos soi 
dueño conocido existau fuera de las pob] 
BO siendo de <!ominio particular, ni se c 
sados (1). 

Aseméjanse los bienes de estas cuatro ( 
carecen de duefío, ;t lo menos conocido ; ; 
loa mostrencos son muebles, los vacantes 
baldío», y los abintestatos pueden ser in 
meros suelen hallarse en tal estado por 
segundos por causa tal vez ignorada, y los a 
de su duefío. Todos, sin embargo, recibei 
general de mostrencos. 



f 
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Se llama ocupación, la aprehensiüu ú apod 
cosa que carece dv dueao cod !ÍDÍmo de hacerla j 
se adquiere el dominio de ¡os que do perteuece 
adqiiiüiciÚD DO es prohibida *por l,a.s leyed ó el . 
cional. Sus especie-; son la 012a, la pevcti y e 
vencióu, que pueden verse en el Título 4.°, 
Códigos (2). 

Verdaderanieulc nullius, esto es, iie iiÍD>;un 
bienes debíau perteuecer por Derecho de geot 
los ocupase ; pero por la^ leyes positivas, se los ] 
Gobiernos, reserviindose el derecho de ocupaciúi 
Dado para el bereScio general. Vamos ú vereD q 
se adjudicao al Estado i'> á la NaciÚD, üieudo obj 
Jodiciales los trámitet parn la declaratoria de la ci 
ó mostrencos de los bienes (3). 

2." — Es Juez competente para conocer eu pri 
los juicio» de esta cla^e, el del Distrito ó el del I 
aparezcan los bieDe» que se reputan vacantet ú n 
sea el valor de ellos, es decir, ya >>c trate de un a 
de mayor cuantía, la cual lija dicha conipetent 
federal, es Juez competente para conocer de es 
quiera que sea el valor de Ion bienes denuuciadi 
instancia, deutro de cuya jurisdicción esteo si 
aj-arecido los bienes (4). 

Toca al agente del Ministerio público, que ci 
debe llevar la voz del E'^tado o del Distrito ante 1 
tivoG, promover la declaratoria de que ciertos bi 
ó mostreDC05i ; pero cualquier individuo particv 
de denunciar los bienes que crea líeneii tal carát 
el denimciautc será tenido por parte eu el juicio ' 
como coadyuvante. El Fersonero ó Síndico Mu 
pectiva localidad, tiene el deber de demandar pa 
mostrencos ú vacantes que se descubran dentro d 
dicha localidad, pue* pertenecevím á ella, como 
expresados bienes (5). 

En la demanda 11 eu el denuncio para que 
declaren mostrencos ó vacantes, debeni expresar 
dad la clase de bienes que ¡^e denuncian ú demat 
ú situación, sus linderos, si fuesen raíces, los pose 
dores, si los hubiere, y las razones que haya pa 
trencos ó vacantes ; y sin estos requisitos no se 
demanda, ni al deuuucio, debiendo acompañarse i 
en su caso, los documentos justificativos de la acc 

Si al Juez se le presentare un denuncio sin de 
del Ministerio pdblico, se darú á éste vi-ta de la 1 
tres dias, para que manifieste si intenta ó no 
manifestare que no la intenta se tendrá come 
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deuuQciaciÓQ, sí el denunciante Be comprometiere con juramento 
á probar su relato. Así lo prescribe el Código de la Unión. 

Intentada la demanda, el Juez prevendrá se fíjen edictos 
llamando u los que se crean con derecho á los bienes denunciados, 
y mandará citar personalmente al poseedor ó detentador, si lo 
hubiere. Los edictos se fijarán por seis meses continuos en los 
parajes más públicos del lugar donde se hallaren ó estuvieren 
ubicados los bienes, y en los del lugar del juicio ; y ademas se 
publicarán, á costa del denunciante si lo hubiere, ó del deman- 
dante, en el periódico oficial, ó en alguno particular, repitiendo su 
publicación en cada uno de los seis meses porque deben permanecer 
fijados dichos edictos. 

Si á la denunciación ó demanda se hubieren acompañado 
pruebas, aun cuando sean sumarias, dice el Código del Estado, 6 
que acrediten plenamente que los bienes se hallan abandonados o 
sin poseedor legítimo, dice el de la Unión, se ordenará su deposito 
en persona de responsabilidad nombrada por el Juez, y esta cir- 
cunstancia y el nombre del depositario se hará saber en los edictos. 
El tenedor tendrá en este caso derecho para que en su poder se 
verifique el depósito, dando fianza de guardar y conservar los 
bienes, y devolverlos con sus productos, si fuere vencido en 
el juicio. 

Si el Personero demandante ó el denunciador, manifestaren 
que los bienes demandados no tienen poseedor ó detentador, y que 
por esta razón no cumplen con el deber de expresarlo, es claro que 
no se podrá conferir el traslado prevenido ; pero si luego apare- 
ciere haberlo, no le perjudicará lo que se haga ó decida contra sus 
derechos, a menos que á pesar de la omisión, se haya opuesto y 
parecido en el juicio, lo que podrá hacer probando sumariamente 
que era poseedor legal al tiempo en que se presentó la demanda ó 
el denuncio. Así lo dispone el Código de la Unión. 

Vencido el término de los edictos, se seguirá un juicio ordinario 
con los que hayan comparecido ; y si ninguno hubiere comparecido, 
con un defensor nombrado de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 348 á 351 del Código Judicial del Estado, con quien se 
seguirá el juicio, el que se abrirá á prueba, habiendo hechos que 
justificar. Cuando se nombre defensor, porque no hubiere poseedor 
ó detentador, ni opositor apersonado en el juicio, serán de cargo 
del denunciante las expensas necesarias ; si no hubiere denunciante, 
estas expensas se satisfarán como los demás gastos judiciales, 
concluido que sea el juicio. 

En la sentencia que ponga fin al juicio se condenará en costas 
al denunciante, caso de haberlo, si se declarare que los bienes 
denunciados no son vacantes ó mostrencos, y también se le conde- 
nará precisamente á indemnizar el daño ocasionado por el pleito 
al poseedor de los bienes. Si la declaratoria fuere parcial o res- 
pecto (ie alguno ó algunos de los bienes, la condenación sera 
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i casos se estará en cuaoto ú 

e de la responsabilidad < 
nte, cuando éste hubiese a] 
!s pero descoDocidos en el 
¡si ti cacto o, sotwrDO ó cohecb 
;re vencido en el juicio 
, será coadenado al pago 
eto lo» productos de dichos 

ue todos ó parte de los biei 
ida que sea la sentencia, el 
ite, promoverá ante la aut 
te á su enajenaciÚD y á la i 
copia á la Corporación mu 
ayan declarado pertenecer 

ús de uu denunciante resp 
imo tal al que primero I 
;rito y en la forma preveni 
ien se presenten los escritos, 
ie su preseutaciüD, exprés) 
I lugar el acto, 
legiín el Código nacional, ac 



eü, la preferencia en la coir 
de los productos de las fiui 
;er; y 
>les, el goce de la cuarta p 

de una cosa que se ba consi 
le la Unión la haya euajeui 
iusas de aprebensióo, oonse: 
e por la ley correspondiere 
ante. Si el dueSo hubiere c 
denunciante elegirá entre 
pensa ofrecida, 
í como irrevocablemente ' 

le las especies náufragas 
: la autoridad 6 los inte 
.s y la gratiñcación de salva 
dentro de los treinta días sig 
larar mostrencas las espec 
adíente. 

ijaiá, segiÍD las circunstar 
le nunca pasará de la mii 
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valor de las especies ; pero sí el ealvame 
órdenes y diroccióu de la autoridad pút 
ioteresadoB, mediante el abono de las ei 
ninguna (7). 



NOTAS DE ESTE CAPÍ 

(1) Arts. 726 y 727 del Cód. Civ, del E. y i 
Dieponen los iníamoe Oódigoe que el qae hs 

que por bu naturaloz» manifieste haber eatsdo 
por BUS señalas ó vestigios indique haber estad 
ponerla á disposición de sn dueño, si éste fuere 
ó no pareciere, 6e reputará provieional mente es 

La persona que en este caso omitiere entregí 
competente, ai aquél no fuese conocido, la 
dentro de los treinta días siguientes al hallazgo, 
aparte de la responsabilidad Á que haya lugar 
loa 725 del Oódigo Civil del Estodo ; 704 y 705 

El objeto encontrado deb«r¿ ser presentado [ 
del lugar para la indagación de su dueño, y de 
lo hubiere encontrado, sufrirá una multa igual t 
perjuicio de mayor pena si para el caso estuvii 
del Código de Policía del Estado). 

Fueron aplicados al pago de Ib deuda da t 
asi tos bienes vacantes como los mostrencos, coi 
los denunciantes ó descubridores. Habiendo ceE 
generales acerca de esta destinación, todos esto 
nacerán al común del mismo Distrito, cuya Corp 
de tales bienes con arreglo á lo prescrito en el ' 

En el orden federal, sucede otro tanto, los b¡ 
de los Territorios pertenecen á la Uniíín, y la ena 
bienes se arreglarán li lo que sobra esta mate 
{Articulo 707 del Código Civil de la Nación). 

Está reconocida la ocupación como origen de 
portugués, italiikno, holandés, chileno y los de ] 
da loa cantonea saizoe, lo mismo que por el De 
romano se conocían como medios naturales d 
ocupación, la accesión j la tradición, figurando 
civiles, la herencia y la prescripción. Las leyes 
clasificación de las romanas, colocan también li 
adquisición de la propiedad. Aceptan la teoría d 
Código de Napoleóu, el de la Luiaiana y otros, 
será también por ministerio da la ley. 

(2) Arts. 709 y siguientes del Cód. Civ. del 
de U V. 

(3) Art, 729 del Cód. Civ. del E. y su' concor 
Iios Códigos modernos, que son la consagrac 

mentales de los derechos individuales y reflejan 
fieos, no admiten el principio del artículo 713 
como los de Italia y Portugal. Tampoco los C 
Luiaiana, Tosino, Friburgo, Valois y algunos 
comprende indireotaments entre los bienes que t 
dad del Estado, son en realidad del dominio pul 
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cteU, no contradice el principio : pero ■ 
I bienes muebles, ein decir nadk «cera 
se les deba dar, no teniendo dneño ce 
races las legislacioDea de algunos de loe 
Ivética. El Códi^ de Bolivia, en aii : 
recho de prop¡ed*d eobre loe bienes qiH 

t ni en las recopiladas, hemos eiicoDtrt 
el particnlar ; si bien las primeras tr 
<r temor de naafmgio ó de pintas, 7 laa 
ro dueño se ignore, aplicMido sa prodo 



B 18^, sobre bienes mostrencos, deten 
ipondían los semovientes, mneUes é inn 
I estuvieren vacenles v ain doefio conod 
corporación alguna. Aplícase su prodn 

M, hsata tiictar el fallu definitivo, loe Jt 
I y la ventn de lott bienex declaiados tm 
aiue miiiu U de los demás bienes nacioi 
Mpondeu « la autoridad administratiTa. 
18). 

lod. del E. j 1,309 del de la D. 
lad.delE.: 1,305 7 1,3I>6 del de UU. 
>lCód. Jud. del E. ; 1,307 y 1,308, 
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CAPITULO ÚNICO 

DEL JUICIO DE ALIMENTOS- 

Bbsumkn.— -1.^ Qué se entiende por alimentos, en sentido jurídico; so 
división en naturales y civiles, en congruos y necesarios ; cuál es la 
naturaleza del derecho á los alimentos. — 2.^ Quiénes son los que se 
deben dar alimentos, v cuál es la extensión ó limitación de esta obliga- 
ción ; los incapaces de ejercer el derecho de propiedad no lo son para 
recibir alimentos,* y el que reúna varios títulos para pedirlos, de cn&I de 
ellos podrá hacer uso. — 3." Alimentos provisionales y deñnitivos ; res- 
ponsabilidad cuando interviene dolo ; duración de los asignados por ley; 
el derecho es personal ísimo y no compensable; excepción sobre las pen- 
siones atra8ada8.^-4.^ Desde cuándo se deben, y cómo se pagan ; taaacíón 
de los alimentos y parte en que se deben los congruos ó necefiaríos, 
respecto de los medios de subsistencia ; forma y cuantía que el Juez 
puede establecer. — 5.^ Casos en que cesa 6 se reduce la obligación de 
prestar alimentos, y excepción en orden á las asignaciones volantarias. 
6.^ Requisitos de la demanda ; cuándo tiene lugar el juicio sumario, y 
cómo se demandan los alimentos en caso de pedirse por razón de 
parentesco ; reglas para los diversos casos ocurrentes ; dentro de qne 
término, y cómo resuelve el Juez la demanda. — ^7.^ Efectos de la sen- 
tencia ; cuándo se sigue juicio ejecutivo y cuándo ordinario. 



1.*^ — Hablando jurídicamente, se entiende por alimentos 
asistencias que se dan á alguna persona para su manuteDcioDj 
subsistencia, 6 lo que se asigna o da á una persona para satisfacer 
las necesidades de la vida, esto es, para comida, bebida, vestido, 
habitación y recuperación de la salud. Cuando estas asistencias se 
limitan á lo necesario, se llaman naturales, y se llaman eivüeSy si 
se extiende á lo demás que sea necesario para vivir en sociedad 
cual corresponde á la clase, posición y circunstancias del que da 
los alimentos y del .^ue los recibe. Unos y otros son el objeto de 
los procedimientos de que tratamos en este capítulo. 

Olvídense tambiéu los alimentos en congruos y necesarios. 
Congruos son los que habilitan al alimentado para subsistir 
modestamente, de un modo correspondiente á su posición social, y 
necesarios, los que le dan lo que basta para sustentar la vida. 
Amboa comprenden la obligación de proporcionar al alimentario, 
menor de veintiún anos, la ensefíanza primaria y la de alguna 
profesión ú oficio. 
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aeotos es indivisible por su naturaleza, en 
luesto que ella tiene por objeto una cosa 

„ ^,«, „ „ t-i<la, T porque cada hijo, por ejemplo, 

considerado por si koIo, está obligado ú Huminístrarlos á su padre, 
mientras tenga medios para ello, uo precisameníe una parte, sino 
todo lo que le sea necesario pata subsietir, Ai^í tenenios que puede 
el acreedor ú los alimentos entablar su demanda contra cualquiera 
lie los ÍDdÍTÍduo!t que están obligados ú. dárv^los, pero si Re airige 
contra nno sólo, se expone á obtener una pensión ¡nenos conside- 
rable que la que podría alcanzar dirigiéndose contm todos. 

De la explicación que antecede se sigue que Ift obligación de 
que iratamos no es aolidarút, v es convenienle no confundir la 
indiTisibLlidad con la solidaridad. La obligación ^lidaria no existe 
■IDO cuando hay una disposición {ormal de la lev ú una convención 
expresa que la establece. La ley do ha establecido oblignción 
■olidaiia eu materia de alimeiitoR, pues el obligado los da en 
propondÓD á su.i facultades, " segúut la riqaesa et el poder que 
oriere," como dice una ley de Partida. 
2.° — Se deben alimentos, en general : 

a) Al cónyuge ; 

b) A loe descendientes legitimes; 

c) A loe ascendientes legítimos ; 

(I) A los hijos naturales y á bu posteridad legítima ; 

e) A los padres naturales ; 

j) A los hijos adoptivos ; 

g) A los padres adoptantes ; 

a) a loa hijos il^timos ; 

«) A la madre il^tima ; 

j) A los hermanos latimos ; 

t) Al que hizo una donación cnantioea, ai no hubiere sido 
nscindida ó revoGada. 

Pero no te deberán los alimentos á las personas aquí desig- 
nadas, en los casos en que una ley expresa se los niegue, pues las 
r^las generales á que está sujeta su prestación, son las contenidas 
en los artículos de loe Códigos Civiles, del Título vigésimo prime- 
n, sin perjuicio de las disposiciones especiales respecto de ciertas 
personas. 

Loe alimentos congruos se deben á las personas designadas en 
las tres primeras letras y en la dltima, menos en los casos en que 
1» ley los limite á lo necesario para la snbetEteDcia, y se deben 
uimismo en el caso de rapto por el raptor al bijó concebido 
tnientra.1 la robada estuvo en su poder, quien serú condenado á 
EOministrarle no solamente los necesarios, sino los que competan 
>1 rango social de la madre. 

Los incapaces de ejercer el derecho de propiedad no lo son 
P»ra recibir alimentos, y el que para pedirlos reúna varios títulos, 
"^o podrá hacer uso de uno de ellos, prefiriendo en primer lugar 



« 
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el que teuga sec^ÚQ la letra k ; en segundo, segiin la letra a ; en 
tercero, el que le conceda alguna de las letras b, d, h, e i ; en 
cuarto, el de las letras eje; en quinto, el de las letras f J g ; el 
de la letra j no tendní lugar niño ú falta de todos los otros. Entre 
varios a'^condientea 6 descendientes debe recurrirse á los de próxi- 
mo grado ; y sólo en t»l caso de insuficiencia del título preferente 
podrá recurrirse (x otro (1). 

3.° — Vemos, pues, que la prestación de alimentos no debe ni 
puede retardarse, porque se funda en la necesidad de conservar la 
vida, y po»* esto las antiguas leyes encargaron que se procediera 
breve y sumariamente en estoR juicio», llevándose á efecto la 
providencia, ti pesar de apelación y sin perjuicio <íe la vía ordina. 
ria, que podra entablar la parte que se creyese perjudicada en sus 
derechos. De aquí iia^iü la diferencia de alimentos T^^'^^í'^^^^ 
y definitivos, dándose aquella «lenominación á Ins que se íijao 
en juicio sumario, porque su asignación y pago es provisional ó por 
vía de ínterin ; y ésta á los que se señalan definitivamente por eje- 
cuto ria dictada en juicio plenario ó contradictorio. 

Nuestros Códigos Civiles, aceptando esta distinción, tratan de 
los alimentos provisionales, y fijan ciertas reglas á que debe con- 
formarse el procedimiento breve y sumario que los ' Códigos 
Judiciales determinan, sin perjuicio de que se ventile el derecho 
á los alimentos definitivos en el juicio ordinario, ó cualquiera 
cuestión sobre su entidad ó importancia. 

Por esto aquéllos Códigos, después de mencionar las personas 
que tienen derecho á pedir alimentos y las que están obligadas á 
prestarlos, disponen que mientras se ventila esta obligación, podrá 
el Juez ordenar que se den provisionalmente dichos alimentos, 
desde que en la secuela del juicio se le ofrezca fundamento plau. 
sible ; sin perjuicio de la restitución, si la persona á quien ^¡6 
demandan obtiene sentencia absolutoria, y que cesa este derecho á 
la restitución, contra el que de buena fe, y con algdn fundamento 
digno de aprobación, haya intentado la demanda. En el caso de 
dolo para obtener alimentos, serán obligados solidariamente á la 
restitución y á la indemnización de perjuicios todos los que han 
tenido participación en el dolo. 

El derecho á los alimentos puede fundarse no sólo en la lej, 
como se ha visto, sino en testamento ó en contrato ; ««iendo de 
advertir que las disposiciones de que aquí tratamos, no rigen 
respecto de las asignaciones alimenticias hechas voluntariamente 
en testamento ó por donación entre vivos, acerca de las cuales 
deberá estarse á la voluntad del testador ó donante en cuanto haya 
podido disponer libremente de lo suyo (2). 

Pero respecto de los alimentos que la» leyes civiles fundan en 
los deberes naturales y en las relaciones de familia, es de advertir 
también : 

a) Que los que se deben por ley se entienden concedidos por 
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¡nentaño, continuando las circunBtaDcias que 
landa ; y con todo, ningún vanín de aquellos & 
ID los necesañoft, podi^ pedirlos después qne 
[itiún afios, salvo que por algún impedimenta 
m baile inhabilitado para subsistir de sa 
>stenonneDte se inhabítiláre, revivirá la obli~ 
-le (3). 

ho áb pedir alimentos no puede trasmitirse por 
venderse ó cederle de modo alguno, tii renun- 
ebe alimentos no puede tampoco oponer al 
ipensacióii, lo que el demandante le deba á él. 
o dicho, la-s pensiones alimenticias atrasadas 
ó compensarse ; ; el derecho de demandarUa, 
sa de muerte, vendeise y cederse ; sin perjaicio 
|iie competa al ileudor (4). 
ft no tiene lugar la compensación, porque el 
ezcnsarse de la prestación de los alimentoe, 
aplicarán á la subsistencia. Este es uno de los 
idos, como lo es también el qae las pensione* 
ixentas de embargo y de ejecacién, y ademáa, 
xñén sin aprobación judicial dada con conoci- 
>bre los alimentoe dejados en testamento, para 
pador consuma en poco tiempo lo que se le 
vida. La renuncia del deretdio se considera 
o natural. 

ttos se deben desde la prímera demanda, j se 
>6 anticipadas. No se podrá pedir la restitación 
~« _^»«.._ 1»..,^ de las anticipaciones que el alimentario no 
hubiere devengado por haber fallecido (5). 

En la tasación de alimentos se deberán tomar siempre en 
consíderacíÓD las facultades del deudor y sus circunstancias do- 
mésticas. Asimismo, no se deben lo» alimentos, congruos ó nece- 
aríos, sino en la parte eu que los medios ite subsistencia del 
aUmentario do le alcancen para subsistir de un modo correspon. 
diente á fu posición social, ó para sustentar la vida. El Juex 
reglaiá la forma y cuantía en que hayan de prestarse (6). 

5.° — Cesará la obligación de dar alimentos cuando el que los dá 
carece de medios para proporcionarlos ó deja de necesitarlos el 
que los recibe ; y debeu reducirse proporcioDalmeiite si se minora 
el caudal del piimero, 6 la necesidad del seguudo. 

Cesar» también cuando el alimentario cometa contra el ali. 
mentante una de aquellas ingratitudes que son justa causa para 
el desheredamiento; y para con todos excepto et padre y el que 
hizo una donación cuantiosa que no hubiere sido rescindida ó 
revocada, cuando la necesidad provenga de mala conducta ó iua. 
pUcación. (7) 

Estas son las disposiciones civiles i que deben ajustaise nuee- 

32 
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tros Jueces al dictar sentencia ó resolver las cuestiones que se 
susciten en este juicio. Ellas contienen reglas de proceder que no 
podíamos omitir, y en cuanto á la determinación del derecho, 
aunque habríamos podido excusarnos de hacer su exposición, 
hemos creído conveniente consignar las principales disposiciones, 
siguiendo el método que nos hemos trazado. 

6.° — El que pretenda alimentos deberá presentar su demanda 
en debida forma, ofreciendo información de su derecho j de la 
falta de medios con qué subsistir. Por tanto, ha de acreditar cum- 
plidamente el título en cuya virtud se pidan, y así, cuando el 
título ó derecho á los alimentos se funde en el parentesco, habrán 
de presentarse las actas del estado civil que correspondan, en 
copia auténtica, para acreditarlo. Si la obligación nace de contrato 
ó de testamento, deberá presentarse con la demanda copia de 
aquél ó de éste, y en su caso las justificaciones necesarias para 
identificar la persona del alinientario y el fallecimiento del 
testador. 

Mas como la falta de medios de subsistencia es un hecho nega. 
tivo que no puede trasformarse en afirmación de un hecho positivo 
contrario, es incapaz de prueba directa. En este caso, segán 
observa Escriche, toca al demandado justificar que el demandante 
no se halla en el caso previsto por la ley, y con este objeto no 
tiene que hacer otra cosa sino establecer un hecho positivo cuya 
demostración le será fácil. 

El juicio sumario de alimentos tendrá lugar cuando el denoan- 
dante los solicite con alguno de los documentos que, según el 
artículo 853 del Código Judicial del Estado, ó el 925 del de la 
Unión, expresen la obligación desdarlos, aunque sea en cantidad 
indeterminada, los cuales son los que traen aparejada ejecución, 
ó se acompañe la prueba suficiente de que al demandante le 
asiste el derecho en virtud de la ley civil directamente. Si el 
documento con el cual se promueve esta acción es condicional, 
tendrá lugar también este juicio, siempre que se exprese en él la 
cantidad líquida que se adeude en razón de alimentos y que 
se acompañe la prueba suficiente de que se ha cumplido la 
condición. 

En consecuencia, cuando los alimentos demandados sean de los 
que nacen directamente de la ley, el demandante deberá acompañar 
á su demanda la prueba, aunque sea sumaria, de los hechos ó antece- 
dentes de que se deriva su derecho, pudiendo ser dos declaraciones 
de testigos hábiles, que afirmen los hechos ; y cuando uno de los 
hechos sea el parentesco, ó falta una prueba directa, bastará en el 
juicio sumario que se acredite por medio de testigos, que en el 
lugar del domicilio del demandante es conocido y admitido gene- 
ralmente este parentesco, ó reputado por cierto en la coman 
opinión del vecindario. 

Para comprobar el cumplimiento de la condición de que he- 
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tara tambieu, á bita d« otra prueba 
slaraciones de testigos hábiles que afii 
I hecbos en los cuales consista la condici 
án tomarse sin cilaciÚD de parte ; pero 1 
domicilio 7 certificar á continuacióa qu 
le, en sn concepto, no tienen impediinei 

laoden alimentos en los casos y cod las 
uez, dentro de Teinticuatro horas, t sin ci 
leñará que se paguen. La suma periód 
se fijarán por el mismo Jues prudenci 
»do, si en el documento no se expresan 

icia que contenga la orden de pago, de 
í(} de apelación, pues súlo se concederá t 
EUa DO impide el que por cualquiera c 
a y se siga el juicio ordinario sobre loi 
que se niegue la orden de alimentar tan 
ota intentar de nuevo su acción, aun en ' 

del Estado, ú ordinaria, siempre que a 

omento con el cual se promueva la acci 
-esadoe, esto es, que sea de loa ejectttiv< 

1 Kqnida j apareciendo cumplido el 
cutivo úa ninguna especialidad ; y sin 
9^nirá un juicio ordinario cuando sin p 
le se condene al demandado ■' 
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40 del Cód. Civ. del E. y bdb concordantes d 
:39 de aquel Código, qne coaBideni loa alinu 

acción BO pueden consiiltar laa dispOBÍciot 
}, aplicables en loa caaos de divort-io, da 
ionio, Heparación de habitacióa y de biene* 
nio civil faan confirmiido el derecbo y la jnrii 
■cotos, siendo bien nraa las innovacionee tal 
143 del Cód. Civ. del B. y ana concordantee d 
Cód. Ci«. del E. y sn concordante del de la I 
50 del Cód.~Oiv. del E. y ana concordan tea d 
)94 de aquel Código- 

I Cód. Civ. del E. y sn concordsole del de la 1 
4 y 447 del Cód. Civ. del E. y ana concor 

Cód. Ci*. del 6. 7 su concordante del da la 1 
: 1,378 del Cód. Jad. del B., y 1,538 ¿ 1,314 t 
i 1^80 del Cód. Jad. del £., j I^S i l,34B ( 



TÍTULO VIGÉSIMO TE 

CAPÍTULO ÚNICO 

DEL JE7ICI0 80BBE SUSPENSIÓN DB 

Bbbumen. — 1.° HajT doa ÍDatonciaB en ute juicio; k 
cindadano que pida la Buapenaión de tejes ; re| 
practicarse j procedimiento de la Corte. — 2° El es| 
Senado para U reaolución definitiva. 

1." — El Código de la Uaión consagra uq ci 
miento de la Corte Suprema en la suspeaBióu de 
por las Asambleas I^islativaa de los Estados, 
ello dos iostaocios. Vamos á reasumir sus dispoe 

Cuando un ciudadano baya de pedir ante la C 
dirigirá precisamente su memorial al Poder Eje 
y éste oraenará que el Minieterío público info 
término que do excederá de seis días. 

Siempre que el Procurador 6 el encargan 
público del Estado, apoye bu concepto en acb 
mismo, diferentes de aquél cuya suspensión 6 
acompasará copia de ellos á su informe, A no ser 
rio los haya presentado. 

Todo pedimento de particulares sobre la 8usp< 
á uno de los Magistradoü, y éste mandará dar vií 
general, por tres días, y devuelto el expediente, 
alegatos, en uno de los tres üiguieotes, lo cual Ft 
pedirse por el Procurador, sin solicitud de uingili 
oídos aquel fuocioDario, el que 6 los que hayan 
sián y el Personero, sí lo hubiere, del respectivo 

2.° — Dentro de seis días, concluidos los ale 
Corte, y copia de su resolución se publicará en e 
y ee enviará al Poder Ejecutivo de dicho Estado 

La Corte remitirá el espediente al Senado 
ulterior, dejando copia de su resolución (2). 

NOTAS DE ESTE CAPÍTULO. 

(1) ArU. 1,276 á 1,270 del Oód. de la ü. 
(3) Arta. 1,280 y 1,381 de d'cho Código. 



VIGÉSIMO CUABTO. 

IISDICCIÓN VOLÜNTAHIA. 

CAPÍTULO 1 

GS>'EB¿LBS SOBBE BSTA MATEBIA. 

B2> de loa BctoH de U jarísdiccióa volunUria ; de lo 
srcicio ; actog qae do b« repotMi pert«necientea i 
anqae íntorrangK el Jnez 7 no haja opoaición. 
stro paÍB de los sctoa de esta especie ; reglas est«- 

digos procesales do bao compreodido en un 
<s los actos de jurisdicción voluntaria, y se 
gunos de ellos en títulos separados. Nosotros, 
remos T agruparemos lo» que aparecen dise. 
¡os Civiles, en lo posible, y mencionaremos 
[lecie ea asocios de comercio, para dar una 
-ca de esta importante materia, y demostrar 
te siente de que nuestros legisladores adopten 
orma iniciada en Cundinamarca de aquellos 

liminar expusimos la diferencia que existe 
contenciosa ; la voluntaria, dando la defíni- 
Lhora nos corresponde bacer la clasificación 
ibjeto de esta última, indicando los efectos que 
los Estados Unidos de Colombia los actos de 
ia celebrados en país extranjero, 
igen de las juris>liccit>nes, que no puede ser 
)erano de cada Nación ó Estado, y que consia. 
admimstrar justicia ¡ pero no se olvide que el 
ion contenciosa es garantizar y restablecer los 
}s ú los ya perjudicaitoís mientras que la 
ria tiene por objeto ctarles mayor firmeza ó 
tos en quo deba intervenir la autoridad judi- 
arautías contra las lesiones futuras. Ambas 
satisfacen los intereses de la administración 
1 y aplica las leyes, que declara loe derechos 
1 obligaciones ; si bien la jurisdicción conten- 
) después de una controversia judicial, y la 
|ue no haya precedido ningdn debate de esta 
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clase, () no haya habido oposición de parte. Porque al presentarse 
una oposición, surge la discusión, y el expediente de la jurisdicción 
voluntaria se convierte en expediente de jurisdicción contenciosa, 
ó en un verdadero litigio, sujetándose {\ los trámites establecidos 
para el juicio que corresponda (1). 

No se trata, por tanto, en el ejercicio do la jurisdicción volun- 
taria do resolver contiendas judiciales para declarar los derechos 
que alguien haya contradicho ó puesto en duda, ni de hacer cumplir 
las obligaciones cuya prestación ó pago se retarde ó se entorpezca 
indebidamente ; pero por medio de ella se pueden hacer ciertas 
declaraciones, siempre que no haya oposición ó debate judicial. 
Se trata sólo de solemnizar la voluntad de las partes, y proteger 
ciertos derechos con la garantía de la intervención de los Jueces y 
Tribunales, los cuales en estos asimtos tienen amplias facultades, 
puesto que no tienen necesidad de atenerse á ritualidades determi- 
nadas ni á lo alegado y probado en juicio, sino que proceden aten- 
diendo tan sólo al conocimiento personal de los individuos de 
quienes se trata y al que ellos adquieren por los medios informa- 
tivos que estimen conducentes y más convenientes. 

Así que se consideran actos de jurisdicción voluntaria todos 
aquéllos en que sea necesaria y se solicite dicha intervención ó 
autorización del Juez sin estar empeñada ni promoverse cuestión 
alguna entre partes conocidas y determinadas. Los definen de esta 
manera todas las legislaciones, y Merlín dice que " el Juez pro- 
cede en virtud de esta jurisdicción siempre que falla sobre una 
demanda que, ó por su naturaleza, ó por alguna otra circunstancia, 
no es susceptible de contradicción " (2). 

Hay algunos actos, sin embargo, en que la autoridad judicial 
interviene, y que no se reputan comprendidos en la jurisdicción 
voluntaria, aunque no haya oposición, tales como las diligencias 
preventivas en el abintestato y también las del juicio de testa- 
mentaría, porque no figuran clasificados con ese carácter. Si se 
entablara, por ejemplo, una demanda por acción real ó personal, y 
convinieren ambas partes en que el Juez la decida de plano, el 
asunto pertenecería á la jurisdicción contenciosa, supuesto que ésta 
existe siempre que haya facultad para obligar á una parte á que 
haga ó deje de hacer lo que la otra le demande. 

Los Jueces y Tribunales pueden variar ó modificar fus resolu- 
ciones sin sujetarse á términos y formas prefijadas, como sucede en 
los negocios de la jurisdicción contenciosa, y para la práctica de 
los actos de la voluntaria se les permite habilitar los días feriados; 
pero entiéndase que no comprendemos aquí los actos que tengan 
fuerza de definitivos, contra los cuales no se hubiese interpuesto 
ningún recurso. 

Sería imposible mencionar todos los casos en que la autoridad 
judicial puede intervenir en protección de los derechos ejerciendo 
la jurisdicción voluntaria, con arreglo á las leyes, y por esto nos 
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munciar los más notables, presciodiendo de otros 
s mismas leyes requieren esa intervenciÓD 6 esa 
>3 Jueces y Tribunales. 

«otros, así como se reconoce la autoridad de la cosa 
stranjero, se admite la de los actos de jurisdicción 
smo origen, aunque sobre este punto iiada dicen 

conTeniencia recíproca de las naciones así lo 
era que vendrían á ser imposibles los actos da la 
e admitieran dichos actos, para lo cual, lo mismo 
cióu de las sentencias, es necasario que preceda el 
lutoridad local, eu los casos de ejecución ó cum- 

s¡ se trata de acreditar la personalidad del 
1 tutor nombrado en el extranjero que deduce 
eseutnudo el comprobante del nombramiento y 
1 cargo, en este caso se daní curso á la demanda 

s de derecho internacional privado determinan, 
s de esta especie surtaa sus efectos en país estran- 
iinstancias siguientes : 

sido hecho, autorizado ó recibido por un magis- 
lico ú otra persona investida por la ley del lugar, 
brado el acto, de faciiltaiies para ello ; 
ran observado las formalidades prescritas por la 
^ar del otorgamiento ; 

tenido del acto sea conforme al estatuto que rige, 
que se refiere, ya á la sustancia y materia del 
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los psisea el Poder Jndicial ejerce la jurÍEdicoión voIdd- 
I consejo de familia, presidido por el Juee de paz, nombra 
res qne no lo tienen leetanentario ni legitino, y en 
notariuB, ó nn Comisario de jnstici.i, aatorísar ciertos 

eria debe estarse á lo que la legistaciÓQ Ó jurieprudoncia 
establecido, pues oo bay umforruidad en loa Códigos 

qne deban reputai se como do jurisdicción voluntaria. 
idera con ente carácter la declaración de qniebra, y como 
irísdicción contenciosa, la interdicción y nombramiento 
- del incapacitado. En Alemania son actos de jarisdicción 

prevención de un abintestato Ó taataroentaria. 

ierecho intemaeional privado, por Félix, libro 2.", títa- 

DÚmero 454. 
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CAPÍTULO 11 

DE LA. DECLABACtÓN DE UUEBTE PBES1 

HRgDMKW.— I." Objeto del preseiite espítalo ; f andamento y origen de la 
inatitaciÓD ; qui¿nee ae reputan ausentea ; caaos en que el dasapared- 
TQÍento de nna peraona se considera como ausencia ; subordinación del 
procurador del ausente al curador. — 2.° Los diferentes períodoe de U 
ausencia ; cironuatancias para que tea^^ lugar la caraduria del ausente 
quiénes pueden provocarla j ser nombrados para ella; interrencióa it 
MinieteTÍo públíco,-~3.° Lo qne debe observarse si el ausente ba dejad' 
mujer no divorciada ; el marido puede ser en ciertos casos curador de si 
mujer ausente ; primer deber del curador y su personería iudicial 
espiraciÓD de esta curaduría. — 1.° Quiéu se estima muer(o por pieíiin 
cJÓQ ; condiciones ; requisitos que deben cumplirse y uii cuja virtud e 
da la posesión provisional ; qué dia habrá de fijarse como presantiva di 
la muerte: regla para determinar e1 orden 'de los füllecimieutoa en ui 
mismo acontecimiento. — ñ° Efectoa del decreto de poBeaión provietonal 
lierederos presuntivos, y bienes en que se presume qne suceden ; invett' 
tario que deben hacer los poseedores ; representación que ejercen; bu> 
facultades para enajenar y caución que deben prestar. — 6." Tercer perio- 
do ; efectos del decreto de posesión deSnitiva ; loque debe precederla 
caso en que no se abre la sucesión; podrán -hacerse valer los derecho! 
subordinados á la muerte del desaparecido ; cbboh de prueba eobre it 
ninerte verdadera, y quiénes deben cuidar de loe intereses durante » 
juicio. — T.° Pereonaa á cuyo favor puede rescindirse la posesión definí' 
tiva, y reglas que para ello deben observarse. 

1,° — La niAtem del pre-^ente capítulo es rueva en la legisla. 
ciÓD. Los Códigos moderaos le han consagrado un título especial. 
determinando no sólo el ñu, sino el principio de la existencia de 
las persona.", después de reglar las relaciones con la tierra en qut 
nacen ó habitan y con el asiento legal que ellas ocupan, precisaDdo 
el momenlo en que comienza y en que termina la capacidaii di 
derechos. Establecen un sistema de disposiciones, que graduandi 
los períodos de la ausencia, provee !t la conservación de las familias 
y de los bienes del desaparecido, y couciíia el interés de éstí 
con el de los que han de heredarle, si muriese, y con el interá 
social (1). 

Kazones jurídicas y económicas abonan esta institución. La 
herencia, que es fundamento de la propiedad, título legítimo é 
irrecusable para la adquisición dti los bienes, sirve de base & eate 
sistema respecto de los abandonados que en í-u día han de formar 
el patrimonio de loa quo pueden ostentar el carácter de herederoi 
del ausente. Nada de extraño tiene, ni nada es más justo que, 
como futuros poseedores de aquellos bienes, puedan éstos preser 
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u admisián, y la ailministracióit de loe bienee, 

del propietario, bí reapareciere, y de la 

imicafl vienen en apoyo de loa principios 
ices BUS resultados. El fenómeno de la pro- 
principal objeto de la economía política, 
[ue la acertada administración de los bienea 
%B rentas que deben producir, aumenta la 
istencia de propiedades sin producciÓD, que 
nadas, es un mal que debe evitarse, y por 
medidas eoergicas las más indispensables 
% situación precaria de las propiedades. 
la facilidad y rapidez de las comunicaciones 
rítimos y terrestres, el desarrollo creciente 
nización en países lejanos y los portentosos 
ia, despertando el deseo de las emigraciones 
cambiar coD mucha frecuencia de residencia 
el bieoestar que no se encuentra en la patria, 
edios de satii^facer las necesidades de la vida. 
revolucionet son las causas mitíi poderosas 
bres ú separarse del lugar en donde viven, 
f sus intereses, que deben pasar á kus here- 
js diiefíoa, y que las leyes deben proteger 
mas extrañan, sin derecho á ellos, puedan 
valdría á un verdadero despojo. Impedir 
ieivación de las familias, son los dos princi- 
posiciones que estudiamos, 
el día en que el Juez declara la muerte 
reputados ausentes todos los que bayan 
de su domicilio ó residencia -, y aun cuando 
, se mira el desaparecimiento como mera 
« será representado por su apoderado ó su 
iiien debe cuidar de sus intereses (2). 
ausentes que hayan dejado apoderado gene- 
in después de su partida, no están compren, 
mes de que tratamos. Teniendo quien los 
considerarse legalmeote ausentes, para los 
a el apoderado para ciertos actos ó negccios, 
inado al curador de los bieoei del ausente, 
> podrá separarse de W instrucciones dadas 
} con autorización del Juez (3). 
hablamos de los ijue habiendo desaparecido, 
de €e hallan, sin tener quien los represente. 

1 el concepto jurídico, pueden llamarse an. 

'iviles dividen esta materia en tres períodos, 
i ausencia, en el cual se nombra el curador 
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de los bienes ; el do la declaración da muerte 
prende el decreto de la poseaión provifiional ( 
el de la posesión definitiva de los mismoí', partiendo del concepto 
de que con el trascurso de largo tiempo se robustece la presunción 
en cuanto á la muerte del ausente. En el primero se supone que 
el ausente está vivo, y en el segundo, á pesar de que las probabili- 
dades de vida y muerte so balanceao y contraponen, por decirla 
así, el legislador da por cierta la muerte, como punto de nartida 
para que se pueda ordenar la posesión provisional de sus 
Desde la fecha de la desaparición, comienza el prime 
y en él se nombra el curador, si se reúnen las circunsl 



a) Que no se sepa el paradero del ausente, ó que 
haya dejado de estar en comunicación cou los suyos, y i 
de comunicación se originen perjuicios graves al mismo 
á terceros; 

b) Cuando no haya constituido apoderado, ó sólo le 1 
titnído para cosas ó negocios especiales (4). 

El Juez, íí petición de parte ó de oficio, hará ent 
nombramiento á fin de que con el curador puedan entenc 
los negocios relativos al ausente, pudiendo provocarlo la 
que son admitidas á provocar la interdicción del demei 
más los acreedores con el objeto de que baya quien ci 
demandas. Intervendrá en el nombramiento el Ministeri 
como representante de la sociedad, interesada en la prot 
las leyes dispensan it las personas desvalidas 6 á los bi 
donados. 

Podrán sor nombradas para la curaduría las niismai 
que para la del demente, y so observará el orden de p 
que enlre ellas se ha establecido, á no ser que el Juez e 
veniente separarse de él, á petición de los herederos legí 
los acreedores. Asimismo, el Juez podrá nombrar más d 
dor y dividir la administración entre los designados e 
existir bienes ijuantiosos situados en diferentes Distrito, 
tamentoa (5). 

3.° — Si el aumente ha dejado mujer no divorciada, se 
lo prevenido para este caso en el título UO'pitulaciones 
niales y sociedad conyugal, y si la persona ausente 
casada, no podrá ser curador el marido, sino en los té: 
artículo 561 número 1° del Código Civil del Estado, ó 
de la Unión. 

El primer deber del curador será averiguar el pa 
ausente, y sabido el que tenga, hará cuanto esté de su 
ponerse en comunicación con él. 

Ya en otra parte hemos indicado las trabas y re 
establecidas en la administración, de que se encarga el 
réstanos decir, que la curaduría de que se trata, espira; 
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greso del ausente ; 

cho fie hacerse cargo de sus negocios un proc 

cuencia (le su fallecí mié ato ; 

ecreto que mncede la posesiúu provisional. 

tos casos nácela necesidad de entregar los bi 

mismo á gu legítimo apoderado, 6 ú falta de é 
pues obra ademúü la consideración de que no < 
un tiempo indeñoido ó demasiado largo 
ue siempre perjudica en algo loa intereses aj» 
1, que toda curaduría de bienes cesa por la e: 
completa de los mismos bienes (6). 
> que el Juez piiede proceder de oficio, y c 
leerlo siempre que se trate del cumplimient 
i)licas 11 de interés social, «obre todo si se hii 
icio que sufran los bienes abaudonados. Corr 

ausente aparezca, o por lo menos que Re adqul 
1 Juez deberá citarlo por eJictos publicados ei 
idicos, eu la forma y tcrmÍDOs prescritos, 
reu dos auofl sin haberse tenido noticias del aus< 
ber muerto éste, si aileiiiás se lleuan las siguit 

atoria de presiimión de muerte deberá promo^ 
)erKona que ea ella tenga interés, ante el Jues 
1 que el desaparecido baya tenido en el Estad 
en el territorio de la Nación, justificándose 
radero, que se han hecho las posibles diligei 
I, y que desde el día en que se ausentó del 1 
ó desde el de la fecha de las ulteriores not 
sido de su existencia, han trascurrido los refei 

petición, se nombran't un defensor al ausen 
itar á éste. La citaciuri se verificará por tres Vi 
ictos fijado.s en la puerta de la oficina del Juzj 
r la imprenta, debiendo transcurrir cuatro mesi 
a citación; 

uatro meses después de la última, podrá Rer 
xatoria, que el Juez decretará con audiencia 
alquier otro interesado, y también del Minisi 
lo exigir, á petición de éstos, ó de oficio, ademí 
se le hayan presentado, las otras que estime i 
arar su juicio; 

ocias, así definitivas como interlocu lorias, se 
dio de la imprenta, y de ellas podrán interpot 
lies para ante el Tribunal Superior, ó la C 

como día presuDtívo de la muerte del ausent 
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áltimo del segundo afio contado de 
au domicilio, 6 desde el de la fechi 
hayan tenido de au existencia, y tn 
desde dicha fecha presuntiva, se co 
de loa bienes del desaparecido (7' 
El Juez que debe declarar la i 
último domicilio y no el del lugar 
porque ae trata de averiguar la ezi 
en el lugar de bu último domici 
fácilmente hacer la indagación de 
la disposición trascrita, se hará coi 

a) Que se ignora el paradero d 

b) Que se han hecho las poiiihleí 

c) Que desde la fecha de laa ti 
de su existencia han trascurrido i 
aunque la ley no lo determina, qi 
de que hablamos, deberá preseuta 
su parentesco con el ausente 6 la 
en el asunto, y aun una relacione 
solicite, espresando la fecha 6 épO' 
la persona de que se trata ú desde 
existencia. Además debe también 
autorizada por el ausente para t 
sus bienes. 

El procedimiento que ella det 
formalidades esenciales, referente 
por avisos publicados en el luga 
periódico o&cial, con intervalo de i 
estas citaciones ; que la declaració 
de la última citación ; que se oig 
trámites, al defensor y al Minister 
cias deben también publicarse pt 
publicar estos edictos debe remi 
ausente se hallare fuera del país, : 
extranjero, para que les den publ 
posible á noticia del interesaHo. 

El legislador aplica el cálculo 
se pueda fijar el día presuotivo ( 
Juez señale corno tal el día últimí 
el en que se auEcntó la persona, ó 
las últimas noticias. 

E»ta declaración en sí misma i 
tancia que la de una presunción, 
por tanto, traer aparejada la con; 
No debe, pues, precederse en v 
testamento, y no producirá otro ef 
que se prolonga hasta que so vens 
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[tsesíiíii proviaional de loa bienes & los herederos, 

haya dejado procurador constituido para ciertas 
pues el auto del Juez no hace más que declarar 
de la existencia del desaparecido, y ea esta incer- 
dicen los comentadores, conviene abstenerse de 
jodentales. Trascurridos loe dos años posteriores 
i* probabilidades de la defunción se aumentan, y 
nsideraciiín del deterioro que puedan sufrir loe 
suficientenaente el decreto de la posesión á los 
lacer terminar U administración de los bienes 
[traños (8). 

ite, el día presuntivo de la muerte será precisa, 
¿strofo; pero i>i ésta es dudosa se adoptará un 
;re el pnccipio y el fin de la época en que pudo 

suceso para fijar el día presuntivo, y en este 
se la presunción en la falta de noticias ó en un 
ticamente üino en la probabilidad y aun en la 
echo positivo cual es el siniestro, hay razón para 
el caso de verdadera muerte y dar la posesión 
rederos.' 
JOS, siguiendo al chileno, y éste al derecho roma- 

muerte natural, establecen que, ai por haber 
} personas en un mismo acontecimiento, como en 
o, ruina 6 batalla, 6 por otra causa cualquiera, 
I el orden en que han ocurrido sus fallecí mientoGr 
doe casos como si dichas personas hubiesen pere. 

momento, y ninguna de ellas hubiese sobrevi- 

')■ 

5." — J£n virtud del decreto de posesión provisional quedará 
disuelta la sociedad conyugal, si la hubiere con el desaparecido. 
Además, se procederá á la apertura y publicación del testamento, 
ñ lo hubiere, y se dará dicha posesión á los herederos presuntivos ; 
entendiéndose por herederos presuntivos del desaparecido los tes. 
tamentaríos ú legítimos, que lo eran á la fecha de la muerte 
presunta. El patrimonio ea que se presumen que suceden com- 
prenderá los bienes, derechos y acciones del desaparecido, cuales 
eran á la fecha de su muerte presumida ; y no presentándose here- 
deros, se procederá en conformidad á lo preveniílo para igual caso 
en el Libro 3.°, título Apertura de la sucesión. 
' Los poseedores provisionales formarún ante todo un inventario 

judicial de los bienes, el que nerviri de romprobación para el caso 
de que el ausente llegue A presentarse ó íy ccuipruebe que no ha 
mnerto, 6 revisaríín y rectificaríin con la misma solemnidad el que 
exista. Representarán á la sucesión en las acciones y defensas 
contra terceros ; y podníii vender nna parte de los muebles ú lodos 
ellos, si el Juez lo creyere conveniente, oído el defensor del 
ausente. Los bienes raíces no podrán enajenarse ni hipotecarse 
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antes de la poseRÍÚD defínitiva, uno por cau 
dad evidente, declarada por el Juez con c 
GOD audiencia de dicho defeQHor. La venta 
los bienes se hará en pública subasta. 

Cada UDO de los poxeedorea prestará caí 
restitución, y hará suyos los respectivos fru 

Es de advertir, respecto de las disposici 
disolución de la sociedad conyugal se verilii 
bienes, y no eu cuanto al vínculo, que n^ 
meras preauDcionen. Sólo la verdadera mu 
fehacientemente comprobaüa, produce la disi 

Preciso es en este caso abrir y pnblii 
hubiere dejado el deítaparecido, para pode 
herederos inntituidoB, porque la ley llama 
testamentarios, y á falta de éstos es como p 
los herederos abintesiato. Es indudable qu 
los más interesados eu conseríar los bienes 
pero como no adquieren su dominio, y el ai 
y pedirlos, deberán añauzar su adrninist 
peligros de la codioia ó de la infidelidad, y 
tuciÓQ que corresponda, en su día. La ñai 
quiera de las clases que reconoce el derec 
debiera excluirse. La ley no determina el i 
pero debiendo ser en cantiilad suñciente i 
produzcan los bienes basta que se decre 
va, entendemos que el Juez puede dispouer 
renta de dichos bienes durante el segundo | 

Hacen suyos los frutos é intereses, por* 
en el coucepto de dueños, y no sería justo < 
rindieran cuentas justificadas de dichos fn 
tiempo indefinido, ni imponérseles esa resp( 
tancias de que el desaparecido es más bie 
dono do sus bienes. Se diferencian en esto 
nales de los curadores de bienes. 

Aunque la ley no lo exija, tanto el deci 
Soria como el de posesión definitiva, siguier 
deben anotarse en el Registro de la propÍe( 

6,° — Comienza el tercer período con 
definitii'a, y sus efectos son aun más trascí 
raleza definitivos también, si no hay reap. 
pasados cuatro años después de decretada 
DO se presentare el desaparecido, ó no se tu' 
de BU muerte, que motivaren la distribución 
reglas generales, se decretará la posesión de_ 
las cauciones, prendas ó hipotecas, en vi 
Cesan todas las restricciones, pues los posee 
c hipotecar los bienes libremente. 
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de muerto se trasforma en ente período caat 
' si cumplido el líltimo térmioo sefialadu para 
in providonal, se probare que han trascurrido 
1 el nacimiento del desaparecido, el Juez conce- 
lefínitiva, en lugar de la provisioDal, j asimismo 
trascurridos que sean ocho años d^e el día de 
!e la fecha de las liltimaa noticias, cualquiera 
liración de dichos o^o años, la edad del deaapa' 

precedido posesión proviKÍoiial, por el decreta de 
■ se aliriríí la sucesión del desaparecido según las 

losesióu definitiva, los propietarios y los tideico- 
. usufructuados ó poseídos fiduci ariamente por el 
egatarios y eu general todos aquellos que tengan 
idoB á la condición de muerte del desaparecido, 
iler como en el caso de verdadera muerte. 
El uu derecho para cuya existencia se suponga 
lo ha muerto en la fecha de la muerte presunta, 
i probar que ha muerto verdaderamente eu esa 
I no se presente prueba en contrario, podrá usar 
08 términos iodiútdos. Por el contrarío, todo el 
erecho para cuya existencia se requiera que el 
. muerto antes ó después de la fecha de la muerte 
ibligado á probar que el desaparecido ha muerto 
' sin esta prueba oo podrá impedir que el dere- 
!e á otros, ni exigirles responsabilidad alguna, 
icio que se siga para decretar la posesión provi- 
siODal ó definitiva, cuidarán de los intereses del desaparecido sus 
apoderados ó represeotantes leales (13). 

Se comprende que la posesión definitiva se funda en el interés 
de los herberos, y en una razón de conveniencia pública. Hay 
interés y razón en que termine la situación precaria de los here- 
deros y desaparezca la incertidumbre de los derechos ; hay interés 
y razón en que se movilicen las propiedades, en que se les devuelva 
sus calidades de enajenables é hipotecables, y en que el crédito 
territorial adquiera y conserve el desenvolvimiento que debe tener 
en beneficio de la sociedad. 

T."' — El decreto de posesión definitiva podrá rescindirse á favor 
del desaparecido si reapareciere, ó de sus legitimarios habidos 
durante su desaparecimiento, ó de su cónyuge, por matrimonio 
contraído en el mismo período. En la rescisión se observarán las 
reglas siguientes: 

a) El desaparecido podrá pedirla eo cualquier tiempo que se 
presente, ó en que haga constar su existencia ; 

h) Las demás personas no podrán pedirla sino dentro de los 
respectivos plazos de prescripción, contados desde la fecha de la 
verdadera muerte ¡ 
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c) Este beDeficío aprovechará solamente á las personas que por 
sentencia judicial lo obtuvieren ; 

d) Eq virtud de este beneficio se recobrarán los bienes en el 
estado en que se hallaren, subsistiendo las enajenaciones, hipotecas 
y demás derechos reales constituidos legal mente en ello», pues 
habiendo tenido derecho para disponer libremente ele los mismos 
bienes, deben quedar válidos y subsistente» los actos y contratos 
celebrados ; 

e) Para toda restitución serán considerados los demandados 
como po-ieedores de buena fe, á menos de prueba en contrario ; y 

/) El haber Habido y ocultado la verdadera muerte del desapa- 
recidor, ó su existencia, constituye mala fe, y los poseedores serán 
responsables como tales de las consecueuciAs de sus actos (14). 

Téngase presente que los efectos de la posesión definitiva no 
cesan sino por decreto de Juez, y que para verificar la entrega de 
los bienes, en el caso de la reaparición, es necesario que conste la 
identidad de la persona del reaparecido ó la autenticidad de su 
existencia, si se presentare su apoderado, cuyos hechos habrán de 
justificarse en el juicio. 

Provocado este juicio, los herederos presuntivos no podrán ale- 
gar el derecho de prescripción. Como poseedores provisionales 6 
definitivos no tienen título para ello. Con aquel carácter son ad. 
ministradores de bienes ajeóos, y aunque se llamen poseedores 
definitivos, tampoco por el decreto obtuvieron título alguno para 
suceder en los bienes de una persona viva. Pero podrán alegar la 
prescripción contra los demás reclamantes. Dícese que en este caso 
tienen el título pro herede. 

Como la acción rescisoria es un beneficio de la ley, que no lo 
concede sino á las personas que por sentencia lo obtuvieren, es 
claro que la sentencia de rescisión en favor de un heredero no 
aprovechará á otro, y así tendremos, por ejemplo, que si Adolfo, 
hermano de Emilio, obtiene la sentencia, ésta no aprovechará á su 
mencionado hermano Emilio. 



NOTAS DEL CAPÍTULO II. 



(1) Tenemos el precedente del Código dé las Partidas, que en bu ley 14, 
título 14, Partida 3.*, reconoce como ausentes á aquéllos respecto de los 
cuales, teniendo en cuenta la época en que desaparecieron, hayan cumplido 
cíen años ó algo menon, si es fama general que perecieron. Se estableció 
este cálculo para poder fundar una declaración de ausencia. 

Según esta ley, cuando han pasado diez años sin tenerse noticias del 
ausente, y es fama pública que murió en países lejanos, con los que no haya 
fácil comunicación, pueden los parientes más próximos á quienes corres- 
ponda heredarle abintestato, pedir al Juez, acreditando dichos extremos, 
que se les ponga en posesión de los bienes del ausente, y el expediente que 
se instruye pertenece á la jurisdicción voluntaria. 

Como en los antiguos pueblos eran muy raros los casos de desaparecí- 
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■DÚO 7 en el derecho eipeñol no ea anonentraa 
e men «naencia, ain qae ee determine la muerte pr»- 
ncioDadoe. Antea qna el Código de Napoleónfner» 
I babia proviato el desaparecimiento como cana» 
3a.Tí reglamentarlo, j ana diaiioaicionea han aido 
OB CódigtM modemoB, con raodiñcacionea. 
'08 ae han apartado del Código francos. El pnnto 
1 diferencia, ea en cnanto loe nneatroa, como el 
at deBDparecido en ciertea períodoH de la aiiaencja, 
conaidera siempre como anéente, cnya existencia 
ferencia qne es snetancial en la materia. Por eato ■ 
rata de los desaparecidos, asi como el de México 7 
luentet, y el chileno, así como los nneatros, tratan 
I título JDeIJin de lat per»onat. 
!a muerte civil como eervidumbre de la pena, cnjaa 
ida de la propiedad da toda claae da bienes, y de 
y trasraiiiión ; incapacidad para comparecer en 
olnta de contraer matrimonio, y diaotacíón de ests 

le resulta da profeeióa solemne en instituto mo- 
ctoa á !a privación de los derechos de propiedad, 
ccepción de la patria potestad. Entre nosotros la 
lo completamente. 

pena llevaba consigo la muerte civil en el antigiio 

eraba incompatible la condenación á galeras, U 

ierro perpetuo oon los actoa de la vida civil ; pero 

látible era la ficción absurda de la muerte civil con 

natnraleta tenia que rebelarse contra la supoeición 

-o t|ui> un uuiiiuiD iiDiiu ue vida, debía reputarse como muerto; 7 Francia 

abolió en 1854 tan abanrda inatitQción, euetitu7endD ti ella la Jnterdicción 

le^al y la degradación cívica, y deede mucho antes en España, el año de 

1771, fue abolida la perpetuiíad de las penas, quedando de hecho abolida 

tauíbiéti la muerte civil. Subsiste aun en Inglaterra, en donde el matricnonio, 

sin embargo, no se iiÍHuelve, y en algunos otros países. 

<3i Arta. 77 ilel Cód. 0iv del E. 7 su concordante del de la TT. Vóanse 
además los artículos 46, CS6, 612 7 1,822 de aquel Código, que ésta 
reproduce. 

(3) Arts. ifi del fód. Civ. del B. y su concordante del de la U. 
< j } Arts. 586 del Cód. Oiv. del B. 7 su concordante del de la ü. Véase «1 
articulo 1,294 de ai|uel Código, en su parte final. 

(5) Arts. 587 á &8d del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del de la U. 
(8) Arta. 590, 591, 593 7 604 del Oód. Cív. del B. y sus concordantes 
del de la ü. 

En mu'hos de los Códigoa modernos, se ba adoptado como principio 
el nombramiento de curador del ausente ; pero los resultados de la ausen- 
cia no son loe inismon en todas las legialacionre, ni todaa aceptan loa tres 
periniioB dejirMunctón (í« otuencta, declaración de la mitma, y posetión 
defínitiva de lo* bienes dtl auteníe, que establece el Código francés. El 
italiano e^tá basado en éxle, exceptuando ligeras modiñcacioneB, y el portn. 
gnéü, que dispoue el nombramiento del curador, demostrada la ausencia, 
diaiingue entre la curaduría provisional, (^ue sólo realiza actos de pura 
administración, y la definitiva que empieza a loa cuatro años de la anaencia, 
laque no produce ios mismoB efectos respecto de los bienes del ausenta 
casado 7 lus del soltero, ronfiríéndose ciertos derechos al cón7nge presente. 
Pasadue los plazos señalados, que varían según las respectivas legisla- 
ñones, la posesión definitiva de los bienea se determina en Dinamarca por 
na TriboiMlea. En Inglaterra 7 Holanda, se pronuncia la presunción da 

23 
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muerte. En Prnsia, Servia y Cantones de Berna y Zurich, se declara igiuil<* 
mente el fallecimiento ; siendo, en general, el plazo para dictar estas- decla- 
raciones de veinte años, término qae se reduce, si la edad dd ausente es muy 
avanzada. 

En Bnsia, cuando alguno ha desaparecido, ignorándose si vive, todo «I 
que justifique tener derechos eventuales sobre los bienes, puede solicitar que 
se publiquen edictos y se adopten medidas para la conservación de dichos 
bienes, y se accede á sn solicitud, si se demuestra la ausencia y los expre- 
sados derechos sobre el patrimonio del ausente, sin perjuicio de la interven- 
ción que se le concede a! Ministerio público. Se publican edictos emplaza- 
torios y se procede á nombrar el curador de bienes. 

Pasados cinco años, á petición de parte, el Tribunal recobra la sustaa- 
ciación del asunto y hace de nuevo los anuncios, para poder declarar qne 
procede la declaración de ausencia; y si en los diez años siguientes, el 
ausente se presentare, recobrará los bienes, abonando el irao por ciento por 
gastos de conservación. 

En Alemania, durante el período de la dada, la ausencia no determina 
presunción de muerte ni de vida, no podiendo los herederos hacer suyo el 
patrimonio del ausente. 

(7) Arts. 78 del Cód. Cív. del E. y su concordante del de la U. 

(8) Según el Código francés, la posesión provisoria se decreta á los cinco 
años, si el ausente no ha dejado procurador constituido, y á los diez, si dejó 
apoderado (artículos 120 y 121). Esto último es porque ese hecho hace 
suponer que el desaparecido, al partir, ha previsto su larga ausencia y se 
pveMme su ánimo de d| volver. 

El chileno, siguiendo al prusiano, mientras no transcurran por lo menos 
diea años desde las últimas noticias, mira el desaparecimiento como mera 
ausencia, y durante este tiempo cuidan de los intereses del desaparecido sus 
apoderados ó representantes legales. 

Con todo, la presunción de que hablamos se cambia casi en certidumbre, 
cuando el desaparecimiento ha ocurrido después de una catástrofe. Si- des- 
pues que una persona recibió una herida grave en la guerra^ ó naufragó la 
embarcación en que navegaba, ó le sobrevino otro accidente semejante, no 
se ha sabido más de ella, y han trascurrido desde entonces dos años, prac- 
ticándose la justificación y hóchose las citaciones prevenidas, fijará el Juez 
como día presuntivo de la muerte, el de la acción de guerra, naufragio ó 
accidente, ó no siendo enteramente determinado ese día, adoptará un tér- 
mino medio entre el principio y el fin del período en que pudo ocurrir el 
suceso, y concederá inmediatamente la posesión definitiva de los bienes del 
desaparecido. (Art. 86 del Cód. Civ. del E.) 

(9) Arts. 76 del Cód. Civ. del E. y su concordante del de la ü. Véase el 
1,027 de aquel Código, que el de la Unión ha adoptado; la ley 9, pr. § 3 ; 
L 16, 17, 18, de réb dijí>, etc, Savigny, Derecho romano, tomo 2.^, pág. 20. 

(10) Arts. 79 á 84 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del de la U. 

(11) En el Código francés y en otros que siguen sus disposiciones, no se 
disuelve ipso jure la sociedad conyugal, porque no se presume la muerte del 
desaparecido sino que se le considera ausente solamente. En el derecho común 
alemán, el cÓDyup;e del ausente debe, para volver á casarse, provocar un juicio. 
En Austria, el cónyuge solicita la autorización para casarse ante el Tribunal 
y la decisión se consulta con una Corte Superior. En Inglaterra, si se casa 
después de haber trascurrido siete años sin noticias del ausente, su matri- 
monio es nulo si éste reaparece, poro no hay bigamia. En Holanda, después 
de tres intimaciones infructuosas dirigidas al desaparecido cuando hubiere 
trascurrido el periodo de diez años, su cónyuge puede ser autorizado judi- 
cialmente para contraer otro matrimonio, y si el ausente reaparece tendrá 
también el derecho de casarse, y lo mismo sucede en Luisiana. En Dinamar- 
ca y Noruega, puede pedirse el divorcio pasado cierto tiempo, y lo mismo 
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en Bnsia y en Polonia respecto á los protestantes, cuando uno de los cón- 
yagefl está ausente desde cinco años. Véase Saint Joseph y el artículo 118 
del Código Civil del Estado y su concordante del de la unión. 

(12) Arta. 85, 87 y 88 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del delaU. 
Según algunos cuadros estadísticos, de cada mil personas uno llega á 

cien anos ; de cada cien personas, seis llegan á sesenta y cinco años ; y sólo 
nno en cada quinientos alcanza á los ochenta años. 

El Derecho Romano y el francés fijan para este caso la edad de cien años, 
lo mismo que el derecho español, y para ello atienden á la posibilidad y no 
á la probabilidad de la duración de la vid». El Código austriaco atiende 
máft á la prubabilidad de la muerte del desaparecido en ambos casos (ar- 
tion]o24) y el chileno tomó de él su disposición á este respecto, fijando 
ochenta años. El Código de la unión prescinde de ella ; siendo de notar que 
el del Estado disminuye el tiempo, fijando la edad de setenta años, en un 
caso y la de ocho en el otro. 

Para esto, dice el señor Chacón, refiriéndose á una nota del Código chi- 
leno, se han tenido las consideraciones siguientes : - 

** Las posesiones provisorias embarazan la mejora de los bienes y su 
circnlación comercial, y no deben durar más tiempo que el necesario para 
proteger racionalmente los derechos privados que puedan hallarse en oposi- 
ción con los intereses generales de la sociedad. 

*'Por otra parte, la facilidad y rapidesde las oomnnicaciones entre paí- 
ses distantes, se han aumentado inmensamente y ha orecido en la misma 
proporción la probabilidad de que una persona, de quien por mucho tiempo no 
se ha tenido noticia en el centro de sus relaciones de familia y de sus inte- 
reses, ha dejado de existir, ó por lo menos ha querido abandonar los derechos 
qiM lo ligaban á su patria ó domicilio anterior." 

(13) Arts. 89 á 91 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del de la ü. 

(14) Arts. 92 y 93 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del de la ü. 



CAPITULO m 

DE LA LBGITIMACIÓN DE LOS HIJOS. 

BJI8T7MBN.— -1.^ Qué es legitimación ; sus clases y condiciones; cuándo se 
opera y tiene efecto ; hijos que pueden ser legitimados, y los que no 
pueden serlo ; efectos que produce.— 2.^ Es necesario otorgar un instru. 
mentó público para conferirla y otro instrumento, previo el decreto 
judicial, para aceptar la legitimación, cuando ésta es voluntaria ; su no- 
tificación al legitimado ó á su representante legal. — 3.^ El marido puede 
reclamar contra la legitimidad presumida del hijo nacido en el matri- 
monio ; casos establecidos, plazo y forma de la reclamación.—- 4.^ Im. 
pugnación de la legitimación; quiénes pueden hacerla; sus causas 
fundamentales y quiénes pueden alegar la falta de notificación ó de 
aceptación.-^S.^ Otras especies de legitimación derogadas. 

1.** — La legitimación es un ac*to que constituye en el estado de 
hijo legítimo al que ha nacido fuera del inatrímoDÍo; ó uDa ficción 
legal, por la cual el hijo nacido fuera del matrimonio es asimilado 
á un hijo legítimo. Es de dos clases, porque la legitimación puede 
hacerfse de dos maneras : ó es deferida por la ley ó por el subsi. 
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gaiente matrimonio, j lo es por la Toluntad do los padres, siendo 
aprobada por decreto judicial (1). 

Los padres del hijo natural han de reconocerle necesariamente 
oon las formalidades legales antes de la celebración del matrimonio 
6 en el acto de celebrarlo, para que la legitimación tenga efecto. 
En general, el matrimonio legitima ij9^^ur6 á los hijos concebidos 
antes y á los nacidos en él ; pero no á los concebidos en adulterio. 
Se exige que el matrimoniq produzca efectos civiles, porque el 
contraído entre afines en línea recta, 6 el prohibido por las leyes 
no producirá la legitimación ; ni el putativo 6 presunto bastará 
para legitimar á los hijos que hubieren 'sido antes concebidos. Sin 
embargo, aunque nulo el matrimonio putativo, surte el raro efecto 
de legitimar á los hijos en él habidos, porque la buena fe del 
cónyuge inocente purga, en concepto de los comentadores, el vicio 
de la nulidad en cuanto á los hijos inculpables. 

Los efectos de la legitimación se extienden á la posteridad 
legítima de los legitimados y á igualar en un todo á éstos con los 
concebidos en matrimonio. Los Códigos lo declaran diciendo : " La 
designación de hijos legítimos, aun con la calificación de ncicidos 
de legitimo matrimonio se entenderá comprender á los legítimos, 
tanto en la» leyes como en los actos testamentarios y en los con. 
tratos, Halvo que se exceptúe señalada y expresamente á los legi. 
timados." 

Pero el beneficio de la legitimación no se retrotrae á una fecha 
anterior al matriinouio que la produce, y así el derecho de primo, 
genitura de un hijo no se pierde por la legitimación posterior de 
otro hijo de cualquiera edad que éste sea (2). 

2.° — ^Fuera de los casos mencionados, el matrimonio posterior 
no produce ipaojure la legitimidad de los hijos. Para que ella se 
produzca es necesario que los padres designen en el acta de matri- 
monio, por instrumento público, los hijos á quienes confieran este 
beneficio, ya estén vivos ó muertos, y que éstos ó sus descendien- 
tes legítimos acepten la legitimación. El instrumento deberá 
otorgarse á la fecha de la celebración del matrimonio, y en caso de 
impedimento grave, dentro de los treinta días subsiguientes á ella, 
bajo pena de nulidad, según el Código de la Unión. 

La notificación al legitimado se hará del instrumento, y si fuere 
incapaz, á su representante legal. Es decir, si la persona que se 
trata de legitimar vive bajo potestad marital, ó es de aquéllas que 
necesitan de tutojr ó curador para la administración de sus bienes, 
se hará al marido ó al tutor ó curador general, y en defecto de 
éste, á uno especial. Los que no tuvieren necesidad de tutor ó 
curador para la administración de sus bienes, ó que no vivan bajo 
potestad marital, podrán aceptar ó repudiar libremente. El que lo 
nece«íitare, no podrá aceptar ó repudiar sino por el ministerio ó 
con el consentimiento de su tutor ó curador, y previo decreto judi. 
cial con conocimiento de cauKa, lo mismo que la mujer casada. 
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La Dotificaciiíii de que bablsmos deberi verificarse cuando la legi- 
timaciÓD DO Be suita ipaojure. 

La penona que acepta 6 repudia deberá tambiéo declararlo 
por medio de una escritura pública dentro de los noventa días 
Bubsigí) lentes á dicba notificación. Si no lo hiciere, se entenderi 
<}ne acepta la legitimación, á menos que pueda probar que estuvo 
imposibilitada de hacer la manifestación en tiempo hábil (3). 

3.° — Mas como la legitimación que se funda en el matrimonio 
no pasa de ser una mera presunción, porque la filiación Intima 
procede de la presunción de paternidad que la ley atribuye al marido, 
ella admite prueba en contrario, y el marido puede reclamar contra 
la legitimidad del hijo que nace antes de espirar los ciento ochenta 
días Bubüiguientea al matrimonio en los caaos siguientes : 

a) Si prueba que estuvo en absoluta imposibilidad ffdca de 
tener acceso á la madre durante todo el tiempo en que pudo pre- 
sumirse la concepción, segiin las r^las legales; 

6) Si no tuvo conocimiento de U prefiez al tiempo de contraer 
el matrimonio; y 

c) Si por actos positivos no ha manifestado reconocer al hijo. 
Esta reclamación deberá hacerse dentro del plazo y en la forma 
prescrita en el título Rijos legítvmoa concebidoa en d matri' 
monio (4). 

4." — La legitimación que ha nacido después de celebrado el 
matrimonio, no podrá ser impugnada sino por las mismas personas 
y de la misma manera que la legitimidad del concebido en matri- 
monio. En los demás casos podrá impugnarse probando algunas de 
laa causas siguientes: 

a) Que el legitimado no ha podido tener por padre al legiti- 
mante, por la imposibilidad de acceso á la madre ; 

b) Que el legitimado no ha tenido por madre á la legitimante ; 
sujetándose esta alegación á lo dispuesto en el titulo Maternidad 
di&pufada; 

c) Que el matrimonio no ha podido producir la legitimación, 
porque es putativo ó porque no puede producir efectos civiles, ó 
porque los hijos fuesen concebidoa en adulterio ; 

d) Que no se ha otorgado la legitimación en tiempo hábil, ni 
en los términos indicados. 

La impugnación podrá hacerse por teda persona que pruebe 
interés actuid en elto ó por los ascendientes legítimos del padre ó 
madre legitimantes. Esto es lo más juste, porque el Intimado no 
nace en la familia ni adquiere la legitimidad sino por una dispen- 
sación 6 favor de la ley. Por consiguiente, con mucha razón con- 
cede derecho á ios perjudicados por el beneficio, para que puedan 
impugnar la legitimación, como el mejor medio de contrarrestar 
loe fraudes que á su sombra puedan intentarse. XTn marido, por 
ejemplo, eu colusión con su mujer, y con el fin de fijar en su 
nmilia el destino de un fideicomiso, puede Intimar en el acto de 
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BU matrimonio & un hijo ilegítimo que tuvo de otra mujer. La ley 
ha querido prevenir la consumación de este fraude dando á los 
interesados en el fideicomiso el derecho de la impugnación. Los 
ascendientes sólo podrán hacer uso de su derecho dentro de sesenta 
días contados desde que tuvieron conocimiento de la legitimación, 
y los interesados á que hemos aludido en los trescientos días subsi- 
guientes á la fecha en que tuvieron interés y pudieron hacer valer 
su derecho. 

Pero el no haberse notificado ó aceptado la legitimación es una 
: causa que sólo podrán alegar aquéllos en cuyo favor se ha esta- 
blecido, es decir, por el supuesto legitimado y por los descendien. 
tes del que lo ha sido después de muerto (5). 

5.^ — Réstanos hablar de la^ legitimaciones derogadas que se 
operaban por oblación á la curia y por rescripto dd príncipe. 

Como estímulo y compensación de los cargos anexos á las ciu- 
dades en Roma, el emperador Teodosio el Joven les concedió el 
privilegio de legitimar á sur hijos por el solo hecho de ofrecerlos 
á la curia, inscribiéndolos en sus registros, el hijo para que fuese 
recibido en el orden de los decuriones, y la hija para que se casase 
con alguno de ellos. Las leyes de Partida, que por lo comiin no se 
separan del Derecho Romano, no sólo adoptaron la legitimación 
por oblación á la curia, sino que la extendieron á los que se em- 
pleaban en el servicio del Rey ó en el de un Concejo de ciudad. 

La legitimación por rescripto del príncipe era la que el mo- 
narca concedía por gracia. Inconciliable ésta, lo mismo que la 
anterior legitimación con las instituciones republicanas y el dere- 
cho páblico moderno, desaparecieron de la legislación, y se con- 
servan como antecedentes históricos. 



NOTAS DEL CAPÍTULO III. 

(1) La legitimación por subsiguiente matrimonio ha sido adoptada por 
casi todas las legislaciones modernas, con excepción de lus de Inglaterra, 
Rusia, Hannover y las de algunos de los Estados de la América del Norte. 
En los Estados colombianos ha sido aceptada generalmente 7 lo mismo en 
las Repúblicas de la América del Sur. 

En la primitiva legislación romana no se encuentra el menor vestigio de 
la legitimación por el subsiguiente matrimonio. En todo el tiempo de la 
República, y durante los tres siglos posteriores, rigió el principio de que 
eran legítimos únicamente los hijos concebidos en matrimonio legítimo. 
Constantino fué el primero que alteró la jurisprudencia en este punto, dispo- 
niendo que los nacidos de concubina libre ó ingenua, podían legitimarse si el 
padre de ellos contraía matrimonio con la madre, y Jnstiniano fué m-ás lejos. 
Extendió mucho más la doctrina, permitiendo legitimar á todos los hijos 
naturales nacidos de mujeres con quienes so podía vivir lícitamente en con- 
cubinato. 

Estas leyes fueron adoptadas por las Partidas, y especialmente por la 1.*, 
título 13, y la 2.*, título 14 de la Partida 4.* Pero la Iglesia condenó esta 
especie de matrimonio, que sin estar autorizado, se toleraba, y no es hoy. 
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como en lo Btitigno, un conTeoio lícito, lícito eantvetvdo, sino un 1 
csntrario í la pareza de las costambres, qae las lejes castigan. 

GoD la publicación da la CenatitiiciÓQ aniza, aprobada por pl« 
19 de Abril de 1874, deeaparocíó la divereidad da criterio que en es 
existí» entre las leyes de loa cantonea. Se conaagfó el principio de 
mación p«r aubaiguiente matrimonio. 

Loa Códigos portugnéa, holandés, bávaro, italiano, aaatriaco y 
kdmiten, adeíaás de la legitimación por Bobstguiente matrimonio, 
cada por reacripto del Príncipe. Por una adición «I artículo 98 <i 
raso, no son admisiblea las eoliritndeB preaentadaB al Soberano i 
fnnden en el matrimonio anbaigniente de loa padres. 

(2) Arta. 2S2 á 257, y 258, 264 i S6S del Cód. Giv. del E. 7 ei 
dantes del de la ü. La lev de 2S de Enero de 1S73, en an artículo 
blece, BÍn embargo, que el inatramento requerido para la legitiroac 
hijna natnrales por sobsiguiente matrimonio en el Estado de Cund 
pnede otoricarae en cualqnier tiempo deapnéa de celebrado éste. 

(3) Arta. 259 & 261 del Cód. Oiv. del £. j aua concordantes de 
<4> Atta. 2.^7 del Cód- Civ. del £. j su concordante del de U U 
(5) Arta. 267 á 269 del Cód. Civ. del E. j sus concordantes d( 



CAPÍTULO IV ' 

DEL BEGOKOCIHIENTO DE LOS HIJOS NATDBALES 

BBBtTHBK. — 1.° Origen ^ fandamente del reconoct miento como co 
de la ñliación natural ; peraonaa qne pueden hacerlo, y sus ca 
eeencialea; efectos qae produce. — 2." Lo que couaíderanios 
para que «1 reconocimiento se lleve á efecto, j lo qne en la pi 
observa. — 3." Impugnación del reconocimiento; personas qu 
hacorla, y por qué causas. 

1," — En dos categorías se eDcuentrao co di prendidos '. 
nacidos fuera de matrimoDio, á saber : 

a) Los de padres que al ayuntarse han podido casarse; 

b) Los concebidos en una relación en que éstos no bai 
contraer matrimonio. Los primeros se llaman il&fitimos, 

. procedan de padres Ubre^i, y los segundos de dañado y 
ayuntamiento, porque fion adulterinos, incestuosos ó sa 
según algiiDa.s legislaciones. Aquéllos son hijos de uua falta 
padres pueden subsanar, I estimando los, y por esto los tra 
benignamente. Ella les atribuye á los padres la aptitud i 
para el reconocimiento ; pero éstos últimos, hijos de nua fall 
va á las buenas costumbres, son repudiados por la ley, que I 
eso derecho. Porque, como lo dice el señor Chacón, "si la 
mitiese el reconocimiento de estos hijos, autorizaría por e 
hecho la declaración del adulterio, del incesto y del sacri 
que proceden ; y autorizaría así la piíblica confesión de un 
que, lejos de reprimir, la mii^ma ley vendría á estimular 
tiendo á sus perpetradores el goce de su paternidad natur 
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El padre 6 la madre pueden hacer el reconocimiento. No se 
necesita el acuerdo entre ellos, pues nuestros Códigos declaran que 
" los hijos nacidos fuera de matrimonio, tendrán la calidad legal 
de hijo8 naturales^ respecto del padre ó de la madre que los haya 
reconocido, y si es uoo solo de los padres el que lo reconoce, no 
será obligado á expresar la persona en quién ó de quién hubo al 
hijo (2)." 

Siendo el reconocimiento un acto libre y volimtario, deberá 
hacerse por instrumento público entre vivos, 6 por acto testamen. 
tario. Se exige por los Códigos la autenticidad como condición 
esencial á fin de evitar los juicios de filiación ; y de aquí se sigue 
que el reconocimiento hecho en la partida de bautismo ^o produce 
electo alguno, y que bastará que se haga en el testamento, aunque 
sea por una locución indirecta, diciendo, el testador, por ejemplo : 
lego á mi hijo natural Adolfo, los libros de mi biblioteca. En con- 
secuencia, los incapaces por sí solos no pueden ejecutíti válida- 
mente el reconocimiento. 

Una ley del Estado dispone, sin embargo, que los hijos habidos 
por una mujer, que no sean legítimos, serán siempre respecto de 
su madre sus hijos naturales, aun cuando no haya reconocimiento 
por instrumento público, y que en caso de que se dispute la mater. 
nidad, se seguirán las reglas establecidas. No gozará de los de- 
rechos de madre natural la que haya abandonado á su hijo ó 
expuéstolo en casa de expósitos ú otro lugar semejante. 

Deberá también ser notificado y aceptado ó repudiado, y esto 
en virtud de las mismas consideraciones aducidas respecto de la 
legitimación. Como este reconocimiento es un verdadero contrato 
Gonsensual, y no la simple declaración de un hecho de filiación, que 
crea relaciones jurídicas, ha de constar el consentimiento del hijo 
reconocido para que quede perfeccionado. Respecto del padre ó 
de la madre que lo haya reconocido, no tendrá otros derechos que 
los que expresamente ¡es conchen las leyes, y es claro que no 
podría pretender más favores, puesto que es un beneficio que ellas 
les otorgan á los hijos naturales (3). 

2.^ — Entendemos que para realizar el reconocimiento es preciso 
que se dé al reconocido un curador especial, si no tuviere tutor 6 
curador general, y que el Juez, en consideración de la utilidad que 
el reconocimiento ha de producir al reconocido, autorice á su tutor 
ó curador para que lo acepte, con cuyo objeto deberá rendirse la 
justificación que se estime necesaria acerca de la conveniencia del 
contrato. Así, pues, el padre que trata de reconocer á un hijo que 
se encuentra en la menor edad, hará su solicitud ante el Juez del 
Circuito ó el de primera instancia de su domicilio, expresando su 
intención y pidiendo el nombramiento de dicho curador. Conferido 
el discernimiento del cargo, el padre y este curador ocurrirán al 
Notario con el expediente, y á su vista se extenderá el reconoci- 
miento, insertándose dicho disdemimiento y demás piezas del expe- 
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toa ae observa este procedimiento, y oool 
i uDft eicrítura <le reconocioiiflDto y 
e todo Be hace comt&r en no solo ioetn: 
e coD frecuencia que, extendida la escñ 
padre ocurre con la copia de ella al Jue: 
¡o de cor&dor especial, ai es menor, á fín 
r el Juez, de'puéa de tramitado el expi 
poniendo su autoridad para la mayor 

imiento podrá ser impugnado por toda ] 

teres actual en ello, y deberá probarse 

Qtes: 

y segunda de las sentadas para impuf 

«ncebído'el hijo coando estaba casado e 

en dañado ayuntamiento, calificado de 
ida; y 

}torgado en la forma preRcríta. (4). 
, impugnado en cuanto al fondo, esto 
el origen del hijo, y en cuanto á la 
I la autenticidad exigida por la ley. 



NOTAS DEL CAPÍTULO 17. 

e de la patoniidMl es en todka Us legialacíonei 
ral ; pero el modo de coustitairla es Tarío. Li 
!• Partidas la constitaiao por e) concubinato 
uiónico por la indagación judicial ; la de To 
o 6 comprobado judicialmeote ; el Código fra 
Zatico ea cnanto al padre j por la comprobad 

gación sobre la paternidad está prohibida ; 
mite en los caaos de rapto ó Tiolación. Bl Gód 
in en caso de eatnpro ó rapto qne coincida con 
Bte escrito del padre declarando la paternidaí 
j tratado como tal por los padres, por su fami 
tentarla despoés de la mnerte de los padres. 
is están mny divididoB en esta luateria. La lej 
T(>bibe el ejercicio de eata acción, pero la maj 
iendo en machos de ellos otro efecto qne nni 

a paternidad está reconocida en Pnisía, en Ii 
.08 del Norte, en donde esta clase de cuestión 
o ordinario, que pnede condenar al padre á p 
enaión destinada i loa alimentos j edncación 
establecen cnmo Único medio de oonatilnir la 
ento espontáneo y anténüco del padre ó de 1: 
n los Oodigos americanos. La paternidad eai 
r ea indodable qne en el orden de los princ 
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indagación jadioial no produce reealtadoa aatÍBÍactorioB. y e« '' la vergüenza 
de la jasticia y deaolación de la sociedad," como dijo uno de los redactores 
del Código francés, porque los juicios de esta especie contienen revelaciones 
Inmorales, que ofenden las costumbres públicas. Hay, pues, un interés de 
orden público en prohibir esa indagación respecto de la paternidad y de la 
maternidad. 

Sin embargo, la investigación déla maternidad es permitida casi en todas 
partes, pudiendo ser probada por testigos y aun por presunciones ó indicios. 
(Eoppoiición razonada del Código Civil chileno^ por Ohacón, titulo 12, pá- 
ginifcS 221 y siguientes, y Saint Joseph, Coneord, introd. pág. 25). 

(2) Arts. 341 & 343 del Gód. Civ. del E. y sus concordantes del de la ü. 

(3) Arts. 344 y 345 del Gód. Oiv. del £. y sus concordantes del de la ü. 
Véase el articulo 3.^ de kt ley de 28 de Enero de 1873 que rige en el Estado. 

(4) Arts. 346 del Gód. Giv. del E. y su concordante del de la U. 



CAPITULO V 

DE LA ADOPCIÓN Ó EL PBOHIJAMIBNTO. 

Bb8 TIMEN. — 1.^ (iué eñ adopción; sus requisitos, ^condiciones y formalida- 
des.— 2.^ Derechos y obligaciones provenientes de la adopción.-^3.° Be- 
vocaoión y sus efectos ; término ó fenecimiento de la adopción. 

1.° — Después de haber tratado de la legitimación y reconoci- 
miento de los hijos naturales, es propio de este lugar exponer la 
doctrina de la adopción y el procedimiento que requiere, como 
que ella era uno de los modos de adquirir la filiación legítima, j 
es hoy el de adquirir la patria potestad. 

La adopción es el prohijamiento de una persona, ó la admiáón 
en lugar de hijo del que no lo es por naturaleza. Adviértense en 
ella todos los caracteres distintivos de los actos de jurísdiccióa 
voluntaria, siendo muy raro el caso en que se suscite oposición ó 
contienda alguna entre partes conocidas y determinadas (1). 

Para adoptar se requiere que el adoptante no este bajo el poder 
ó dependencia de otra persona ; pero la mujer casada podrá adoptar 
con el consentimiento de su marido, así como éste necesita también 
del beneplácito de su mujer. Esto es lo justo: lo exige la armonía 
en el hogar de la familia, donde no sería posible mantenerla sin el 
mutuo acuerdo entre los con yuges. Requiérese, además, que el 
adoptante haya cumplido veintiún años, y que sea quince años 
mayor que el adoptivo. 

No podrán adoptar los que tengan descendientes legítimos, ni 
podrá tener lugar la adopción sino entre personas de un mi^smo 
sexo : el padre adoptante debe serlo de un varón y la madre de una 
mujer ; poro los cónyuges podrán adoptar conjuntamente, y en este 
único caso podrá hacerse la adopción indistintamente en favor de 
personas de uno y otro sexo. Fuera de este caso, nadie puede ser 
adoptado por más de una persona. 
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£1 tutor 6 curailor no puede adoptar al que tiene ó ha tenido 
en guarda, hasta que éste baya cumplido la edad de diez j ocho 
años, y le hayan sido aprobadas las cuentas, quedando á paz y salvo 
en su administración. 

Así como e« indispensable el expreso consentimiento del adop. 
tando, si tiene la libre administración de sus bienes, es necesario 
para la adopción de un menor ó la de persona sujeta al poder de 
otra persona, además de su consentimiento, el de las personas que 
respectivamente deban prestarlo para que pueda el menor casarse, 
ó el de la persona bajo cuyo poder ó guarda esté el que se pre- 
tende adoptar. En el caso de que éste tenga bienes y sea menor, 
ó que por cualquier motivo este bajo el poder ó la guarda de otra 
persona, no podrá tener lugar la adopción sin que por el adoptante 
se dé caución, á satisfacción del padre, tutor, curador ó persona de 
quien dependa. La caución que se preste en responsabilidad de los 
bienes, deberá ser aprobada por el Juez, los cuales deberán reci. 
birse con inventario solemne ó judicial, protocolizándose este 
último. 

En todo caso es necesario que preceda el permiso del Juez del 
Circuito del domicilio del adoptando, y si éste fuere menor de edad 
ó persona reputada tal, tomará el Juez las otras providencias que 
estime necesarias, además de la caución, en beneficio de dicho 
adoptando y en seguridad de sus bienes. Obtenido el permiso, se 
otorgara la correspondiente escritura pública, la que será firmada 
por el Juez, el adoptante, el adoptado, y en su caso por la persona 
que haya prestado el consentimiento para la adopción (2). 

£1 adoptante en el escrito de su solicitud deberá exponer, no 
sólo su deseo, sino las razones que tenga para obtener el permiso 
judicial, y que concurren los requisitos legales. Acompañará la 
certificación del nacimiento del adoptando y demás documentos 
que sean pertinentes, ofreciendo información sobre los extremos 
que no puedan justificarse de otro modo y principalmente sobre la 
utilidad de la adopción. En la antigua práctica, cuando el adop- 
tando era mayor de siete año$;, el Juez lo hacía comparecer para 
explorar su voluntad, bastando que no contradijera el propósito de 
adoptarlo para que se estimase satisfactorio el resultado de la dili- 
gencia. Creemos, por el carácter que tiene la adopción, y los efectos 
que produce, que no debiera realizarse sin la intervención del 
Ministerio público. 

2.® — Otorgada legalmente esta escritura, adquieren respectiva- 
mente el adoptante y el adoptado los derechos y obligaciones de 
padre ó madre é hijos legítimos. Si el adoptado estuviere bajo el 
poder paterno, de tutor ó de curador, saldrá del poder del padre, 
del tutor ó curador, y quedará bajo la patria potestad del padre 
adoptante. Decimos lo mismo de la madre adoptante y la hija 
adoptiva, en cuanto á la adquisición del nuevo estado civil, pu- 
diendo el adoptado usar en lugar del apellido de su familia, el del 
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padre adoptante, con tal que se exprese esta circunstancia en lafes. 
entura. 

Empero el adoptante y el adoptado no adquieren ningún dere- 
cho á heredarse sin testamento, conservando el adoptado los dere- 
chos y obligaciones que le corresponden en su familia natural. £1 
padre y la madre adfoptantes podrán nombrar tutor 6 curador. al 
adoptado, por testamento 6 por acto entre vivos, siempre que le 
donen 6 dejen alguna parte de sus bienes. La guarda se limitará á 
estos bienes (3). 

3.^ — ^La adopción no es revocable sin causa, y son causas para 
revocarla las mismas que sirven de fundamento para el deshere- 
damiento de un legitimario. Si el adoptado no conviniere en la 
certeza de la causa aleada, no valdrá la revocación sino en el caso 
de que se probare judicialmente. 

Revocada válidamente, volverán la persona y los bienes del 
adoptivo al poder ó á la guarda de la persona de quien dependía. 

La adopción termina ó fenece por muerte del adoptante 6 del 
adoptivo (4). 



NOTAS DEL CAPÍTULO V. 

(1) Arts. 290 del Oód. Oiv. del E. y su concordante del de la U. ^ 

Esta institución es de origen romano, y fue adoptada por la legislacióm 
española, permitiendo también la adopción por medio de rescripto del prin- 
cipe. El Código francés la conserva ; pero la admite sólo á falta de deacen- 
dencia legítima, bien que niega al adoptante loa derechos de sucesión, j sólo 
pueden adoptar las personas de uno y otro sexo, mayores de cincuenta anos. 
El Código chileno no la ha aceptado, en el concepto de que contraría á la na- 
turaleza y se opone á los principios constitutivos de la familia y reglan las 
sucesiones. Muchos Códigos modernos la han también abolido, como loa de 
Holanda, Portugal, México, Estados Unidos de Norte- Amórica,*y tos de Vaud, 
Berna, Friburgo y otros cantones de la Confederación suiza. En Inglaterra 
no existe. 

Los Códigos prusiano, italiano y austríaco fijan la misma edad que el 
Código francés, exgiendo estos dos últimos que la del adoptante exceda en 
18 años á la del adoptado, y el prasiano dice sencillamente que el adoptado 
debe ser más joven que el adoptante. 

En Francia suscitáronse grandes cuestiones en la práctica acerca de la 
facultad que el padre ó la madre puedan tener para adoptar un hijo natural. 
Besoluciones judiciales contradictorias se han pronunciado por el Tribunal 
de casación. Como los tribunales obran discrecionalmente al conceder ó ne- 
gar su aprobación, pueden recusar la adopción del hijo natural, si ven en 
ella algún acto inmoral : pero están también facultados para aceptarla. En 
el informe dado en favor de esta solución por el Fiscal Dupin, segpoiido de 
un fallo, se hace constar el hecho de que en cuatro anos, de setenta adop- 
ciones, treinta y siete se realizaron en beneficio de hijos naturales reconoci- 
dos. Sostienen la opinión contraria Démolombe, Pont y Domante. 

(2) Arts. 291 á 301 y 405 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del 
de la U. 

(3) Arts. 302 á 306 y 475 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del 
de la ü. 

(4) Art. 307 á 310 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del de la U. 
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CAPÍTULO VI 

DE LA XMANCIFACIÓN VOLüNTAfilA. 

Sammur. — 1.^ Qué 86 tatíenáe por ewumeipación; bus especies ; requisitos 
para la votufUaria, y reglas de procedimiento ; emmncipmción que los 
Jueces no autorizan. — 3.^ Cómo se efectúa la emancipación legtd^ y 
cuándo tiene Ing^ la/udteuiZ.— 3.^ Emancipación íorsosa ; bienes deja- 
dos al hijo con condición de emanciparse, ó de que el padre no los admi- 
nistre ; irrevocabilidad de la emancipación. 

1.^ — ^La en\aricipa4sión es un hecho que pone fin á la patria 
potestad, y puede ser voluntaría, legal 6 judicial. 

La voluntaria se efectúa por instrumento público en que el 
padre declara emancipar al hijo adulto, y el hijo consiente en ello, 
para que conste fehacientemente ese becho que modifica el estado 
civil del hijo ; y no valdrá sí no es autorizada por el Juez, con 
conocimiento de causa (1). 

Se hace ante el Juez, porque trasfiriéndose por la emancipación 
al hijo la administración de sus bienes, conviene que sea público 
el acto por el iniieres de los terceros, y se exige oonodmieuto de 
cansa, porque es conveniente que sean conocidos y examinados los 
móviles y los fines de la emancipación. 

El padre que pretenda emancipar voluntariamente á un hijo 
suyo, deberá solicitar la autorización ante el Juez del Circuito ó 
de primera instancia del territorio á que corresponda su domicilio. 
La solicitud se hará por escrito, expresándose en ella los motivos, 
y deberá ir acompañada de la partida de nacimiento del hijo, ó en 
defecto de &ta, de otra prueba que acredite su edad. El Juez 
nombrará un curador ad litera al hijo, y luego que dicbo curador 
liaya aceptado y jurado su cargo, se le dará traslado de U solicitud. 
Notificados personalmente al curador y al hijo, lo evacuarán en 
nn solo escrito firmado por ambos ; y si el hijo conviniere en su 
emancipación, el Juez, sin más actuación, pronunciará un auto 
autorizándola, en el cual se dinpondrá que pase el expediente al 
Kotario que deba otorgar el instrumento, y si no conviniere^ dis- 
pomirá que se archive el expediente. 

Los Jueces no autorizarán emancipación alguna condicional, ni 
la de un hijo impúber, ni la de aquél respecto del cual no baya 
constancia plena de que está bajo la patria potestad de quien lo 
emancipa (2). 

2.^ — La emancipación legal se efectúa : 

a) Por la muerte del psidre ; 

b) Por el matrimonio del hijo ; 

c) Por haber cumplido éste la edad de veintiún afícs; 

d) Por el decreto que da la posesión de los bienes del padre 
desaparecido. 



1 
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Y la judicial por decreto de Juez : 

á) Cuando el padre maltrata liabitualmente al hijo, en térmi. 
DOS de poner en peligro ru vida ó de causarle grave daño ; 

b) Cuando el padre ha abandonado al hijo ; 

c) Cuando la depravación del padre le hace incapaz de ejercer 
la patria potestad ; "^ 

d) Cuando por una sentencia ejecutoriada, so ha declarado al 
padre culpable de un cielito á que se aplique la pena de cuatro 
afíos <le reclusión ú otra de igual ó mayor gravedad. En todos estos 
casos, el Juez podrá proceder á petición de cualquier consanguí. 
neo del hijo, y aun de oficio. 

La emancipación tendrá efecto, nin embargo (le cualquier in. 
dulto que recaiga sobre la pena, á menos que en el indulto se 
comprenda expresamente la conservación de la patria potestad (3). 

Dispone el Código de la Unión que la emancipación forzoaa, 
que es la que puede demandar el hijo en los casos previstos en las 
leyes sustantivan!, se .sustanciará por los trámites del juicio ordi- 
nario de mayor cuantía, y conocerá en estos juicios el Juez de 
primera instancia, en cuyo territorio residan el padre y el hijo. A 
este se le nombrará un curador dd Utem^ y si lo pidiere, será sepa- 
rado del poder de su padre, y depositado durante el juicio (4). 

3.^ — Cuando se hace al hijo ima donación ó se le deja uoa 
herencia ó legado bajo condición de obtener la emancipación, se 
entenderá 'Cumplida la condición, con sólo el hecho de no percibir 
el padre el usufructo de tales bienes ; y tampoco tendrá la adii¿ 
nistración de estos bienes, si así lo exige el donante ó testador. 

Toda emancipación una vez efectuada es irrevocable, aun por 
causa de ingratitud (5). ' 
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(1) Arts. 335 y 336 del Cód. Civ. del E. y bqs concordantes del de laü. 

En el Derecho roroaDo, el padre podía vender al hijo y volver á recobrar 
Bü poder sobre él cuantas veces era manumitido ; pero las Doce tablas 
fijaron la terceía manumisión, para que pudiera recuperar el hijo su libertad. 
Se hallaba, pues, en peores condiciones que el esclavo, y con el fín de evitar 
esa anomalía, se hacían tres enajenaciones imaginarias con pacto de retro- 
venta, y, en consecuencia, á la tercera, el hijo quedaba emancipado. Esta 
emancipación hecha en forma de venta, la simplificó Jnstiniano exigiendo 
para su otorg^amiento solo el decreto judicial sin necesidad de la venia del 
Emperador. 

La deportación, la servidumbre de la pena y el cautiverio, la dignidad á 
que ascendía el hijo, la adopción y la indignidad del padre, eran los modos 
de perder la patria potestad. La extinción de este poder era voluntario, l^al 
ó judicial, como es hoy la emancipación. 

Mas en ei derecho español que adoptó la legislación romana, ni por el 
matrimonio ni por la mayor edad se efectuaba la emancipación ó se extinguía 
la patria potestad. La ley 47 de Toro vino más tarde ¿ sancionar la costarn- 
bre introducida por los fueros particulares. 
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aneé* reconoció como c&OBmi de emuicipación el matrimonio 
del hijo, y en defecto del padre, da i la madre la facultad 
late Código limita la edad a Iob qnince añoa cnando la emao- 
I por los padres, y concede al consejo de familia la facnltad 
los mayores de diez y ocho años, 
lación ea deaconocida en Inglaterra y los Estados unidos 

ÜKoa, HÍguieiido«l chileno, ndemás de la emanci pación, ofis- 
loB casos, en bu lugar, el recuran de la habilitación de edad, 
it aquel Código. 

ción tácita tiene lagar en Aiietríi, como «n otro« países 
becho de tener el hijo una habitación aeparmda de la del 
rodnce el rastrímonio. En Nornega los hijea se consideran 
ando ganan sn vida. Saint Joseph, Cíyneord. y véanse loa 
icia y Cuenca y el Fuero Real, títniu 11, libro 1." 
158 á 1,283 del Cód. Jn'l. del B. ; 1,336 á 1,330 del de U ü. 
7 y 33S del G<íd. Civ. del E. v sas concordantes del de la D. 
U del Cód. Jnd. de laU. 
a y 340 y 460 del Cód. 0iv. del E. y aiis conoordantas del 
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Qii¿ M entÍBndB por halñlitaeió» tU edad j utm claats ; 
i Bolicít* ; (laióiMS pneden obtenerla, j qniáies no pnadeo 
' Oondieionee exigidas ; con qué pmebaa 7 doenatrates ■• ha 
cóiDO se enstancia 6 se procede, ja ae acced» i I» solicitad, 
— 3." Efectos de la habilitación de edad ; privilegioe que 
Bor y prohibición que se lo impone.— 1.° Babilitadonas pant 
Bn juicio ; au definición ; quienes las necesitan, y en qni 
a concederse. 

• la habilitación de edad es un recurso supletorio de 
ÓD, después de haber hablado de este beDeficio, es lo 

lágico tratar de esta habilítaciÓD, la <^ual ea nn pri- 
ido á un menor de veintiiiu aSos y mayor do diez y 
i pueda ejecutar los actos y contraer las obligaciones 
[>aces los mayores de aquella edad, excepto aquellos 
ciones de que una ley expresa le declare incapaz. 
es: legal y judicial. 
. que obtiene por mÍDisterío de la ley, el varóu casado, 

y ocho años. En los demás casos, la habilitación es 
B autoridad judicial competente, esto es, por el Tri- 
ir del £>stado ó por el Juez de priinera instancia del 
[ue resida el menor, á petición de éste, sin necesidad 
xtD audiencia del Ministerio público. 
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No 86 concede á las mujeres que viven bajo potestad marital, 
aunque estén separadas de bienes ; porque en el estado normal del 
matrimonio, el marido es administrador legal de los bienes de la 
^ujdi'» 7 ®Q ^1 de la separación, la mnjer no necesita de habilita- 
ción, puesto que la ley la autoriza para el nianejo de sus intereses. 
Tampoco sé concede á los hijos de familia, porque ellos pueden 
ser emancipados por el padre, ni á los menores de diez y ocho afios, 
aunque hayan sido emancipados. Téngase presente que nuestros 
Códigoís sólo dan al padre el derecho de emancipar, nunca á la ma- 
dre, y por esto muerto el padre, los hijos ya no podrán alcanzar su 
emancipación, f;ino su habilitación de edad, como recurso extraor- 
dinario y supletorio, según hemos dicho (I). 

2.^ — ^Las condiciones exigidas al menor para este efecto, son dos : 

a) Edad de diez y ocho afíos, porque en esta edad se presume 
que ha de tener el juicio suficiente; y 

b) Capacidad para administrar sus biene5;. Sobre esta capacidad 
disponen nuestros Códigos que no podrá el Tribunal Superior 6 el 
Juez de primera instancia en los negocios de competencia federal, 
conceder la habilitación sin que se justifique dicha capacidad, y la 
conveniencia ó necesidad de su otorgamiento, y además, sin que 
sobre ello se haya oído el informe de la Corporación Municipal 
respectiva, como una garantía más de acierto. 

El menor deberá acompañar á su solicitud : 

a) La certificación de su nacimiento ; 

b) La prueba de que en él no concurre ninguna de las circuns- 
tancias que impiden el que se decrete la habilitación ; 

o) La de que es apto para manejar con provecho y por sí mis- 
mo sus intereses ; y 

d) Un informe sobre los puntos mencionados en los dos inci- 
sos que preceden, evacuado por la Corporación Mimicipal de su 
domicilio. 

Las pruebas de que tratamos podrán ser declaraciones de tes- 
tigos, con tal que éstos aseveren en lo posible hechos positivos de 
donde el Tribunal ó el Juez que conozca del asunto pueda deducir 
la legalidad, conveniencia ó necesidad de la habilitación. 

El Presidente del Tribunal ó el Juez del conocimiento dará 
traslado de la solicitud á dos de los parientes más cercanos del 
menor, que sean aptos para comparecer en juicio, y á su curador, 
si dicho inenor tuviere parientes y curador, y también al Procura- 
dor del Estado ó al Agente Fiscal en los asuntos de la competencia 
federal ; á cada uno por el término de cuarenta y ocho horas. 

Los parientes y el curador deberán informar sobre la aptitud 
del menor para la administración de sus bienes, teniendo en consi- 
deración su moralidad, sus conocimientos y su buen juicio ; y si los 
informes discordaren, el Juez resolveiá lo que le pareciere más 
arreglado, atendiendo de preferencia al informe de los ascendientes 
ó más cercanos parientes. 
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los traslados & acueadas las respectivas rebeldías, el 
Tribunal pondrá al despacho de éete inmediata menta 
'a que en Sala de Acuerdo, y por mayorfa absoluta 
iceda ú lio la habilitación, 6 bien el Jaez federal, en 

de tres días decidirá si la concede & la deniega, 
1 menor puede apelar del fallo denegatorio, en loe 
lales para ante la Corte Suprema, 
liere, se expedir» á favor del menor una copia de la 
ada por el Presidente del Tribunal y su Secretario, 
lero, y en el segundo firmada por el Juez y su Se- 
ordenanÍFu publicación por tres veces consecntívas 

oficial del lugar. Si se niega, se archivará el ezpe. 
ue el menor ofrezca nuevas pniebas cuando la n^a. 
do de deñciencia de lan presentadas, pues en este 
:iará de uuevo su preteosiún en los térmiaos preve- 

bilitación de edad pone Sd á la curaduría del menor, 
aeficio meramente civil no extiende sus efectos ¿ loe 
COS. CoD la declaratoria pierde todos los privilegios 
es favorecen á Ioh menores de edad, 
labilitado puede sólo ejecutar los actos de adminis- 
sde dominio. £n consecuencia, no podrá enajenar 6 
¡enes r^ces, ni aprobar las cuentas de su tutor 6 
torizacióo judicial ; ni se podrá conceder esta auto- 
)n conocimiento de cansa. La enajenaciiín, en bu 
bienes, ee hará en pública subasta (3). 
mos coufiigüado en ku lugar la doctrina l^al vigente 
.taciooes para comparecer en juicio. Haremos, sin 
las ligeras consideraciones acerca de ellas en este 
le participan de la naturaleza de los actos de jurís- 
ría. 

te hay personas capacitadas para el ejercicio de sus 
s y que las hay incapacitadas para el ejercicio de 
echos, ó para acudir ante los Jueces y Tribnuales en 
stiñcacion de sus legítimas preteusiones, viéndose 
jrtosy determinados casos á pedir que se les habilite 
o ó la mala fe de sus representantes, 
islas habilitaciones dicieudo que son las autoriza- 
as que para determinado asunto concede el Juez á 
le por eíitar sujeta á la potestad de otra, no tiene 
i litigar por sí propia, en el ca«o de que su repre- 
era ó no pueda comparecer por ella en el juicio, 
idante ó ya como demandada. 

icioties con este objeto son verdaderas excepciones 
eral, y por esto las eucoetramos limitadas. Sólo 
IOS no emancipados y la mujer casada, cuando no 
)s por la ley ó por el padre ó el marido, son los que 
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neceBÍtaD habílitaciÓD para compare 
recurso contra lu autoridad del pad 
pueden ner remolidos ni separados*) 
El beneficio bóIo podrá conceders 
halle en ali^uno de los ciihob fiiguient« 

a) Hallarse el padre ú marido au 
dero, sin que baya noticia para creer 

b) Negarse el padre u el mari 
niujer ; 

c) Seguirse grave perjuicio. 

Él perjuicio no debe estimarse de 
ción con la pofíicii'm del iutereGado, <í i 
sino como dato que la equidad deten 
eu su recto criterio. 

Si el padre ó el marido se preseut 
habilitación, tiu oposición ^e enstauc-iar 
pero si >=e presentaren (i comparecer, ( 
litación concedida (4). 



NOTAS DEL CAPÍn 

(n ArtB. 368 á 370 del Cod.Civ.del E 
Esta JDStitucíón no ha sido adoptada p( 
Viene del derecho rorasno j fué acogida pi 
qae por el Código francés y Ion demás que 
En Holanda, el menor i>iiedo ser emancipa! 
ejercicio de ciertoa derechos mediante la c 
loa veinte puede ser declarado mayor de 
Supenor, confirmada por et rey. £1 cosaejí 
la habilitación al menor en tutela á: la edad 
nÍHtrar aue bienes, lln loe Estados Unido 
casados de veinte año^ y los casadoa de díei 
por la Alta Corte de Justicia, y en las 
gvneral, los rnenores de esta edad pueden ¡ 

(2) Arts. 37 1 del Cód. Civ. del B. y bu 
i 1,26» del Cod. Jud. del E., y )^32 á 1,33: 

(3) Arts. 372 Á 374 del Cód. Civ. del B 

(4) Arts. 240 £ 254 del Cód. Jud. del E. 



Bbscmkn. — 1.° Tatolas y curadurías eu gei 
ellai, y cuándo tienen Ingar ; deñnicione 
ja lo tiene ; quiéti hace el nombrami 
oaándo ee nombran interinos ; personal 
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u designar el carttdor ; onintlo tiene lii| 
•res; personas lUmadia í la tutela ó cara 
de £t«n«( 7 catador de herencia jacent 
alea ; curador adjunto j cnrador etptt 
itente par» hacer el nombramiento j ■ 
]ae con la gttarda.^-4.° Diligencias y h 
al ejercicio de la tutela ó cnraduría ; diac 
y formación de inventario. — S." Cómo se 
tdor testamentario, y cómo al legítimo ; 
se presente más de noa persona opUnd< 
liento para la dación de guanlador perno 
ID lar ó deber de denunciación. — S.° Por 
los loe guardadores ; quiénes paedeu | 
■ que hacen prevenir el descuido hsbitiial 
I formula la demanda, y quién ejerce lu 
o ; fianxa que debe prestar el demandan 
ninal. — 7." Beglas concernientes al pr 
diccitSa de los disipadores, dementes j at 
anal y definitiva ; registro y notificsc 



ódigoB Judiciales tratan en sus trt 
del nombramiento y remociiín de gu 

I disipadoreB, dementes y sordomuda 

II en la administracióu relativami 
:s é incapacitados, dando el nombre 
para el cual prescribe lo» trámites 
atía, lo mismo que para la remoci 

aremos la^t disposiciones conceraient 
I y curadores y discernimiento de ea 
diligencias y formalidades que debei 
lores, en general, puedan conienzai 
[amos para el capítulo siguiente lo ri 
ispeoRable para gravar, vender ó dai 
Res y llevar jí cabo cualquiera traneat 
nismos interesados, 
materia la antigua divisitín de tute 
rías, legítimas y dativas, saocionac 
ujflton á tutela están róIo tos impí 
ue se extiende no siílo á los bienes 
os lof menores adultos que no hat 
; los que por prodigalidad ú demenc 
10 lie aidministrar sus bier.es ; y los S4 
I á entender por escrito, 
t bi«nea á los del ausente, lí la herenc 
itualea del que ettá por nacer ; y so i 
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adjunto é, las personas que eatáii bajo ] 
6 bajo tutela 6 curaduría geaeral, para 
ciÓD separada. Ea curador especial el i 
gocio particular. 

Tutela 6 curaduría teatavneniarví, t 
acto testamentario de alguno que tiene 
decir, el padre, la madre, 6 cualquie 
tituya al menor heredero ú le deje man 
legítima es la que se cooñere por la 1( 
y uge, y dativa, la que da el Juez, ¿ fa 
2." — Los Códigos Civiles determiuai 
tas á tutela ó curaduría, sino aquéllas 
doras, las incapacidades y excusas para 
tades, derechos y obligaciones do los c 
casos en qtie pueden ser removidos le 
regla general, que na eo puede dar gua 
sólo podrá dársele un adjunto en los ca 
esto uo Ge le da al que está bajo la pati 
casada oo divorciada, salvo que aquella 
decreto de Juez, en alguno de los case 
henti tutor iion datur (2). 

El Juez nombra tutor, esto es, coi 
defecto de la testamentaria y de la legi 
los parientes llamados á la sucesión del 
indignos si fuesen morosos un aSo ente 
del Ministerio pdhlico 6 por denunciad 
y podrá conferir el cargo de tutor inte 
alguna causa el discernimiento, ó cuauc 
viniese un embarazo que por algtín tiei 
ejerciéndola, salvo que exista otro tutoi 
6 que tratándose de hacer nuevo nombr 
continuar desempeñando el cargo. Para 
curador adlitem del pupilo. 

Los llamados á la tutela ó curaduría 
Primeramente, el padre del pupilo; en 
en tercer lugar, los demds ascendientes 
cuarto lugar, los hermanos varones, y t! 
nesde loa ascenditiotea del pupilo. Si i 
padre ó madre, el Juez, oído el curador 
demi'is ascendientes, y & falta de éttos t 
le pareciere más apto y presente mejorí 
Se da curador geueral ó interino al 
mos casos en que se confiere la tuteln, ; 
bramiento los misinos parientes del mf 
corresponderá á éste 6 al Juez hacerla, 
aceptar la perdona designada, si fuere 
defensor de dicho menor ó ds su curadoi 



^»^fHl 
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Y para dar curador al menor emancipado ó al mayor de edad 
por razón de prodigalidad ó demencia, es menester declararlos 
previamente en interdicción, esto es, privarlos de la administración 
de sus bienes. Sólo en el caso de fallecer el padre ó madre, legítimos 

6 naturales, mientras ejercen la curaduría de su hijo disipador, 
podrán ser curadores ejemplares los testamentarios, y á falta de 
&tos tiene lugar la curaduría legítima 6 la dativa. 

Se denominan ejemplares estas curadurías dadas á los mayores 
de edad que están incapacitados ñsica, moral ó legalmente para 
administrar sus bienes, porque fueron introducidas á semejanza y 
ejemplo de la de los menores ó cul bona. 

La del demente sigue las mismas reglas, y en cuanto á la del 
sordomudo, toca al padre provocar el juicio, cuando haya salido 
de la patria potestad por haber llegado á la mayor edad (4). 

3.^ — ^Ta hemos determinado las circunstancias que se requieren 
para el nombramiento de curador de bienes, el cual no se hará 
cuando se sepa el paradero del ausente. Sabemos también cuándo 

7 con qué formalidades previas se provee de un curador á la he. 
rencia yacente. 

El curador de los derechos eventuales del que está por nacer, 
puede ser testamentario ó dativo. Tiene lugar la curadoría testa, 
mentaria no sólo cuando el padre legítimo ó natural lo nombra 
por testamento sino también cuando nombrado para el hijo que 
está por nacer, fallece el padre, mientras el hijo está en el vientre 
materno ; y tiene lugar la dativa, á petición de la madre ó del que 
ha de suceder en los bienes deferidos al postumo, si éste no sucede 
en ellos. En é-ste y en todos los casos anteriores, se oirá siempre al 
defensor del menor ó á su curador od liteva. 

Los curadores adjuntos son dados por el Juez, lo mismo que los 
especiales. Los curadores ad litem son designados por el mismo 
Jues^ que conoce eu el pleito. 

El único Juez competente para el uombramiento y para todas 
las diligencias que preceden al discernimiento, es el del domici. 
lio de los menores, ó el del lugar en que radican los bienes que 
les hubiere dejado el testador, y también, en nuestro concepto, 
siguiendo las reglas generales, el del domicilio de éste, ó el que 
conozca de la te>tamentaría ó abintestato. 

El Juez que haya discernido una tutela ó curaduría, es el 
competente para resolver todus las cuestiones que con aquéllas 
tengan relación ; y á falta de estoR trámites establecidos, á tales 
resoluciones precederá la sustauciación prevenida para los inci- 
dentes comunes (5). 

4.^ — ^No basta el nombramiento de tutor ó curador ni que éste 
haya sido aceptado, para que un tutor ó curador pueda comenzar á 
ejercer sus funciones: es indispensable quesea discernido el cargo, 
porque la guarda es una institución de orden público que reclama 
la intervención de la autoridad llamada á ejercer una inspección 
eficaz sobre el cumplimiento de las leyes. 
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Se llama diaoemvmiento et decreto 
tutor 6 curador para doRempeñar bu cargo 
Dombra 
testador : 
:Ír este de 
do paral 
ioBcripci 
1, DO se • 
istimomo 

' que aun 
, son nul 
toterioreí 
lupilo. 
tr ese dec 
o de la 
ion oblig 
ente: 
ieotea y 
la por pi 

i negocie 

de la fi 
itor ó cui 
ites facul 
le prentai 
pende lU 
ivo úlao 
al guardi 
nza que ( 
ítntia del 

Foresto 



¡r lugar, 
in en cap) 
e ríen cía, 
i el iuten 



las leyes 

entidad 
en la pr 
3, para I 
M y sem 
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la naturaleza de éstos, á ña ds compn 
A movilizarse ó Eepararse de ellos, ó < 
ÍCÍO.S ó deterioros por falta de celo ú 
Esa fijación debería hacerla el Juer. bt 
dad, y así conveDdría que lo decía 
1 per>nitir uoa ampliaciíín de e^ta g 

n basta el discernimiento para que E 
idministradón de los bienes, salvo t 
ite necesaria. El tutor ú curador & 
aa bienea del pupilo 6 menor en 1 
iS al discem ¡miento, pudiendo el Juei 
restringir 6 ampliar este plazo. La 
BD proceder al inventario, así como 
a le pueda imputar en él, son causa: 
orno sospechoso, v no es permitido ni 
implimiento de esta obligación. Sia esl 
r parte alguna en la administración, pi 
lia y KQ requiere para la rendición de 
;1 tutor ó curador probare que los bien 
i soportar el gasto de la confección 
ez, oídos loa parientes del pupilo y el 
a obligación de inventariar solemnenn 

sólo un apunte privado, bajo las fír 
le tres de los más cercanos paiientes, a 
Brsonas respetables, á falta de ésto^. 
}ligado á formar inventario el curador 
o de loa documentos, cantidades ó efei 
posición para el desempeño de su carg 
ráctica del inventario, d más de lo < 

y siguientes del Código Civil del Esta< 

Unión en el título que estu'ÜaniOS, se 
inventarios judicÍHlea se previene en 
este Libro con la») modificaciones del ( 
itanos exponer abora el procedimient 
ligos Judiciales para el nombramieol 
, y para la interdicción de los incapaci 

ó curador testamentario, inmediuiami 
ito deberá preseotarse aüte uno de 
iel domicilio del pupilo ó menor, á i 

cargo, y & su solicitud acompanarfl e 
nuerte del testador y una copia febat 
le se haga la de^ignacióo, ó por lo roe 
«mo, y de la cláusula que contenga e 
orregidor ante quien se haga esta soU 
e la fianza correspondiente, cuando di 
fcreto de discernimiento, en el que fi 
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dentro del cual se ha de formalizAr por ( 

de los bienes; pero «i la golicitud la prod 

será preciso dar traklado al nombrado j \ 

fíeste si acepta. Hoj basta la nimple acei 

68 necesaria la fórmula del juramento que no exigen nuestroi G6- 

iigOB, propia de otros tiempos y de otras ideai. 

Cuando por cualquiera causa iin pupilo ó menor no tenga tutor 
ó curador testamentario, el cónyuge ú los parientes que se crean 
con derecho í la tutela i^ curaduría legítima, deberán asim¡Emo 
presentarse ante el Juez competente 6 el Corregidor del domicilio 
del pupilo 6 menor pidiendo el dixcemimiento, y ¿ su solicitad 
acompafiani el peticionario la prueba de los hechos en que se fi 
de su derecho. £1 Juez 6 el Corregidor, en su caso, dictará el 
creto expresado, con la designación del término para formaliza) 
inventario, si se reúnen en este caso las circuoRtaacias exigii 
No es inútil recomendar ¿lox Jiiecen que procuren adquirirte 
los datosnecesarioH acerca del carácter, condicioues, costumbres, • 
de los parientes llamados á ejercer el cargo, pues deben cerciora 
de la aptitud de ésto» y de que ofrecen todas las garantías apt 
cibloH. ^ 

Si Ktí presentaren diversas perxonas optando derecho á latut 
6 curaduría, con exclusión unas de otras, el Juez, ó el respect 
Corregidor, oyendo al defensor público, ó sea al Ministerio fis( 
resolverá sumariamente ú qiiiéu le corresponde la guarda, y de e 
fallo no habrá apelación sino en el efecto devolutivo ; pero la rt 
lución dictada no impedir.'! que en juicio ordinario se ventile 
mencionado derecho. 

Es un deber de todo el que sepa que en el lugar de bu rewdi 
cía existe alguna persona, qne debiendo estar bajo el amparo 
un tutor ó curador, no lo esté, denunciar el hecho al Itefeo 
público ó al Personero municipal, ó bien á uno de loe Jueces co 
potentes ó Corregidor respectivo, y el Juez ú Corregidor, anteau 
se baga e"ta denunciavión, dispondrá, con audiencia de oii 
Defensor, que á la mayor posible brevedad se practiquen todas 
diligencias conducentOK á comprobar el hecho denunciado ; y i: 
vez practicadas las prueban) del caso, nombrará un tutor ó curai 
interino para la guarda del desamparado, y ordenará queseíi, 
edictos emplazando á todos aquétlos que se creao con derecho á 
tutela 6 curaduría de que se trata, para que comparezcan á hace 
valer, dentro de un térmii?o que prudeucialmente fije, que no ] 
drá bajar de treinta ni exceder de noventa días. 

El Código de la Unióu impooe este deber á los parientes o 
sanguíneos ó afines del pupilo ó menor, dentro del cuarto grí 
los primeros y dentro del segundo los otros, aun cuando no sean 
los llamados á la tutela 6 curaduría, bajo una multa de diez á c: 
pesos, que podrá hacer efectiva el respectivo Corregidor. 

Vencido el término seSalado, sin que ninguno haya comps 
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ez hará el nombrainieDto definitivo, t«ui( 
iones que se le hayan hecho por los panel 
Y bí alguno hubiere comparecido en la foi 
su derecho á la tutela 6 curaduría, el Juc 
ii concuTrieren varios personas optando < 
xcIugí^d unas de otias, te procederá con 

os tutores 6 curadores serán removidos: 
' incapacidad ; 

fraude 6 culpa grave en el ejercicio del 
por Diligencia en proceder al inventarí< 
Lia sustentación y educación del pupilo ó 

ineptitud manifiesta ; 
r actos repetidos de administración descuic 

conducta inmoral, de que pueda resultar 
b1 pupilo 6 menor. 

or U cuarta de las causas anteriores no p 
ior ó curador que fuere ascendiente ó desct 
iipilo 6 menor, pues debe asociársele otro 
inistración. La razón es porque siendo di 
I, aunque ella no proceda de fraude ó nial 
le no se afecte el nombre ni \it reputació 
>nadas, y les anexa un adjunto. 
4ume descuido habitual ea la administra 
eriorarse loa bienes ó disminuirse conoide 
el tutor ó curador que no desvanezca ei 
plicación satiiífactoría del deterioro ó di^ 
, y del misrno modo, el que ejerza varias 
uere removido de una de ellas, por fraude 

I mi^mo hecho removiilo también de las o 
loción podrá ser provocada por cualquiera 
¡1 pupilo ó menor, por su cónyuge y aun ] 
il pueblo. Eí iiii>mo pupilo que haya lie 
dt^ provocarla con asistencia de iiu curat 
nibién de oficio, debiendo en todo caso sei 
ico. 

o alguno de los que puedan provocar la 
irlo, deberá presentar su demanda por ( 
lomicilio del guardador, y en este juicio se 
el ordinario de mayor cuantía. Se ve pon 
no qniere que se decrete uua destitución 
Á} de jurisdicción voluntaria, aun cuando 
loreM que hubieren hecho el nombramiei 

II separación es indispensable ofr y vence: 
wlo. LcE comentadures dicen, en justifíoi 
loción envuelve una condena que afecta al 
ón del que oa separado de su cargo, y que < 
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echo que nadie debe ser cod( 
Pero creemos con otro», i 
la legÍBlaciÓD, permitiendo a 
irador, como puede Dorabr 
para ello y la juxtifique por 
atestada la demanda, el Jue 
[loT interÍDO en su caso, con 
úentras penda el juicio. Dii 
bargo de npelaciiín, la que n 
itÍ70. Si el demandado, fin 
tar la demanda dentro del 
imbién el nombramiento del 
solicitud del demandado, y á 
landante particular que dé t 
oíos que al pupilo ó menor i 
el guardador fuere absuelto 
limiento al interino, en tan 

9 la ñanza. 

QcIuirecQos ^ste p^rafo, ind 
ion 68 entiende bíq perjuicio 
I pueda haber incurrido el ti 
—Todo el que tenga derech 
I, deberá presentarse por es 
rimera instaucia en que res 
ludo, y se sustancíaríí por lo 
antía. 

meo este derecho, el c<jnyug< 
IOS hasta en el cuarto grado 
le^ y el Ministerio público, 
entras se decide la ioterdicci 
□rmes verbales ¿& los parien 
ilicaciones del supuesto dis 
; para lo cual bastaríí sustai 
n que en ella se dicte, no se 
devolutivo. 

decreto de interdicción prov 
eberán inscribirso eu la ofici 
> por medio de la imprenta 
ir lo menos de los parajes n 
le la residencia riel interdicl 
la demanda para la interdi 
el que la provoque <¡esigna 
cimiento de que luego se tr 
>iere propuesto la demanda, 
gente que nombre por su 
dante fuere dicho MÍDÍNterii 

10 hará el Juez, sin perjuici( 
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ibrados los peritos y júrame otados, «1 Ju 
¡miento del demente ó sordomudo,' que hi 

tres días consecutivos, eo asocio de dichoi 
ecoQocimiento, resolverá dentro de cuaren 
i ü DO la interdicción, y si la decretare, de 
1 sino en el efecto devolutivo. 
¡e iaicie el juicio de íuterdíccióu, se fijará 
odos los que ne crean con derecho á inte 

se opusiere, sin perjuicio de ejecutar el d 
clarado la interdicción, se seguirá un juici< 
a provocó. 

nerse las mismas personas que conforme i 
revocar la interdicciÓD. 
abilitación se seguirá tambíéu un juicic 
es que para decretar la interdicción, y en 
inifiterio pilblico. El decreto de la reba 
mío, expresúndose que tal individuo (desig 
«llido y domicilio) tiene la libre admiaist 
iblicado por la imprenta (9). 



NOTAS DEL CAPÍTULO VIII. 
a 460 y 468 del Cód. Giv. del E. y sus coDcon 

icho romano la iostitacidn de la tnt«la, «n el caí 
el adulto Vut ip$um. La confería el pretor 6 el 
En Etipana la lej le concedió al Juez la facultt 
'. En Alemania, Holanda 7 otrnB paiees europe 
los tntoree. En Saiza, la autorídad adinimstrstí 
incia, el Código ha creado un conseja de fami 
tad. "De los Códigos modernos, dice G<ijena, 
la doctrina romana de tatores j caradores d' 
demáa únicamente admiten tutores." Nuestros 
ilicas Bur-anierieanas reconocen esta distinción, 
á 465 del Cóil. Oiv. del E. y sua concordantes d 
lod 287, 32S 7 siguientes de aquel Código, y !• 
tricésimo tercer» del mismo. 
, 485 á 487 j 1,038 del Cod. Civ. del E. j sus coi 

á551,S56, 357 j564, 569, 57Iy 672, 674,582y 

E. y sus concordantes del de la U. 

y 471, 586 y siguientes, 598 y 599, 60S i 607 de] 

ordantes del de la U. : 1,281, 1,203 y 1,298 del 

151 y 1,363 del de la U. 

á 495 del Cód. Civ. del B. y ans concordantes de 

d. del E. 

I y 1,282, 1,284 á 1,291 del Cód. Jud. del F,. ; 

Á 658 del Cód. OÍv. del E. y siin concordantes de 
Cód. Jnd. del E., y 1,357 á 1,363 del de la U. 
y siguientes, 569 y siguientes, y 682 á S85 del 
ordantes del de la U. ; 1,399 á 1,310 del Cód. J 
al de la ü. 
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LA INTEBVENCIÓN JUDICIAL Bb 
TOTOBE8 Y CD 



lUHXN.— 1.° NeoMidad áe U autoriza 

guardador ejecotir por sí solo j cnáli 

Batiendo por neeetidad 6 viilidad mant^etto.— 3.° FonnalidsdM que 

deben obaervarse para )a en ajeo ación <i el gravamen de ciertoe biei 

loa pnpiloB é incapacitado! ; reglas de procedimiento. 

1.** — Forma la materia de la odiDinUtración eucomeodada 
iTiladoreD, la repre^entaciiía que Re les ha conferido eo los 
ra judiciales relativa mente í los bienea de a<i pupilo ó menoi 
>s debeDCODRervar, reparar y cultivar ; y advertí remon aote 
i en los actos y contratos que ejecule ó celebre el tutor ó cu 
>erá expresar en la escritura, que lo hace en representada 
ailo; so peoade que, omitida exta manifestación, ce reput( 
.&do el auto 6 celebrado et contrato en repreReatacióu del ni 
pilo, si fuere útil Á éste, y no de otro modo. 

Para averiguar qué actos puede el guardador ejecutar i 
a y cuálea con autorización judicial, es preciso determina 
3 son de pura administración y loa de dominio. Son de doo 

actos que tienen por objeto la enajenación, hipoteca, ce 
vidumbre de bienes raíces; la renta ó empefío de objetos 
eos ó que tengan valor de afecto ; la repudiación de here 
ailo ó donación defeiida; la donación de bienes pnpilare 
nisión gratuita de un derecho y el otorgamiento de fianza. 1 
DS actos, en consecuencia, y aun alguno'i otrosí, no pueden e 
se sin previa autorización judicial. El Juez no po'Irá autot 

EÍno con conocimiento de causa, esto es, por neceaidad ó uti 
,niñesta. 

No obstante lo dicho, si hubiere precedido decreto de ejec 
imbargo sobre bienes raíces del pupilo, no será necesario n 
¡reto para su etiajenaciÓD ; pero hccba la división de una b 

ó de bienes raíces que el pupilo posea proindiviaoa, será 
io, para que tenga efecto, nuevo decreto de Juez, que 
iienda del respectivo curador la apruebe y confirme. Det 
mismo respecto de todo compromiso ó transacción que req 
permiso judicial y la aprobación posterior. 

Las leyes civileíi, en general, determinau todos los casos ei 
necesita de la intervención óiiprobaciún judicial en lo refe 
9. administración, y á ellas nos remitimos (1). 

La necesidad ó utilidad maniñesta de que habla la ley^oo \ 
' sino Ih que de suyo aparezca demostrada ó evideaciaHa 
jscindencia de laa eventualidades ordinarias de los negocio^ 
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justificación es tan esencial, como lo es la autorización y la subasta 
para la venta de bienes raíces. 

2.^ — ^Así, pues, cuando un guardador pretenda enajenar ó gravar 
con hipoteca, censo ó servidumbre, los bienes raíces del pupilo, ó 
enajenar ó empeñar los objetos preciosos, ó que tengan valor de 
afección, hará su solicitud por un escrito, esto es, por medio de 
pedimento en la forma acostumbrada, al Juez de Circuito ó de 
primera instancia del territorio donde existan los bienes, para 
obtener la autorización necesaria, y expresará el motivo de la ena. 
jenación y el objeto á que deba aplicarse la suma que se obtenga. 
Si la venta es necesaria por carecer el menor de otros recursos 
para satisfacer una deuda, éste será el motivo, y el pago será el 
objeto. 

Los Códigos no han determinado las cau<tas que deben conside- 
rarse como motivo que autorice la enajenación ; pero declaran que 
8Í los frutos no alcanzaren para la moderada sustentación del pu- 
pilo y la educación que le corresponda, podrá el tutor enajenar ó 
gravar alguna parte de sus bienes, no contrayendo empréstitos ni 
tocando los raíces ó los capitales productivos, sino por extremada 
necesidad, y con la autorización debida. 

Á la solicitud se acompañará el título de guardador y el de la 
propiedad de los bienes que se tratan de vender, gravar ó empeñar, 
si existieren, y en ella se ofrecerá la prueba de la necesidad 6 uti. 
lidad que haya para verificar el contrato. Segdn la índole del caso, 
así tendrán que ser loa medios de ju8tificación, y el Juez ante quien 
se presente la solicitud, mandará evacuar la prueba con citación 
del Ministerio público. 

Los testigos que en este caso hayan de declarar, además de las 
cualidades que en general se exigen para ser hábil, deberán reunir 
las de ser mayores de treinta años, propietarios y personas notables 
del lugar, y declarar sobre hechos precisos de que pueda deducir 
el Juez la necesidad ó utilidad que ha de existir para impartir su 
aprobación. El Ministerio público podrá tacharlos. 

Evacuadas las pruebas, se dará traslado á este Ministerio por 
cuarenta y ocho horas para que emita su concepto ; oído el cual, el 
Juez del Estado determinará dentro de tres días si concede ó no la 
autorización, ó dentro de los seis siguientes, el Juez federal. Esta 
resolución es apelable en ambos efectos. 

Si se concede la autorización para la venta de un bien raíz ú 
objeto precioso ó que tenga valor de afecto, el Juez ordenará que 
se proceda a su avalúo por peritos, y hecho el avalúo, dispondrá la 
venta en pública subasta, siendo sólo admisible en el remate pos- 
tura que cubra el total de dicho avalúo. Si no se hubiere hecho 
alguna admisible, se reavaluará la finca y volverá á sacar á remate 
con las mismas formalidades que la primera vez; y si todavía no 
hubiere postura admisible, se repetirán las mismas diligencias hasta 
realizar la enajenación propuesta. Las formalidades de la subasta 
son las prevenidas para el juicio ejecutivo. 



r 
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c) Los raíces y objetos preciosos ú que tengan valor d 
ción, it cuya venta proceilan un tutor ú curador ú x\a ejecu 
tameniario ; 

d) Las especies muebles al parecer perdidas que uno eno 
y cuyo dueño no las haya reclamado, dados los avisos que p 
la ley; 

e) Las cosiis entr^adas en prenda y que do hayan sido 
□amenté rescatadas (1). 

2.° — Para anunciar cualquiera subasta judicial, trntáii 
la venta 6 del arreudamiento, que "on los contratos más c< 
deberá acreditarse por el Kolicitaute su capacidad legal y qu 
disponer de la co'^a de que fe trata, exhibiendo losdociiuieL 
cuadoa al objeto; pues aunque la ley civil permita la venta 
ajena, en ¡ai^ relaciones jurídicas hay derechos líinilados y 
den realízaP'e ciertos y determiuados couiratos. En las i 
cor la interveat-iún judicial, el Juez imprime al acto mayoi 
nidad, ofreciendo todas las ventajas de la publica licitación 
& los licitadores las garantían que evitan el fraude 6 el eng 

Acreditados estos extrenaoK, el Juez accederá á la pri 
deducida y maodará pregonar lasubasta y anunciarla en k 
dicos y carteles ó edictos fijados en los sitios de costumbr 
lando ei día y hora en que ha de tener lugar. Su celebn 
verificará ante el mismo Juez j su Sscretario, y se exte: 
diligencia del acto en la forma establecida, que firmará e 
tador, anotando y repitiendo el Secretario las ofertas ' 
hasta que no habiendo quien ofrezca más, reproducida tri 
la áliima, según la práctica, se declara hecho el remate á : 
qoieu hÍ2o la mejor postura. Si los bienes rematados fuereí 
el acta de la subasta se insertará en la escritura pública 
otorgue. 

La postura admisible no será la mayor, sino la mejor 
condiciones má;* ventajosaíi, siempre que cubra el tanto del 
j como puede estipularse á favor de una tercera persona, ( 
dor que lo ititente deberá expresarlo así antes de cerrado el 
La adjudicación, pues, se hará al único ó mejor postor. 

Aunque no diga la ley que el interesado pueda preseni 
go de condiciones, con arreglo á las cuales haya de celel 
subasta, uo vemos inconveniente alguno en que las for 
que el Juez las apruebe si fueren exequibles. Tampoco de 
cómo BC han de su.>itanciar las cuestiones que se suscita 
ocasión de la subasta. Algunas legislaciones ordenan qu 
tanciariu por los trámites establecido" para los ini^identes 

N0TA8 DSL CAPÍTULO X. 

(1) Arle. 63, 336 7 337, 509, 738 y 739, r,359 7 3,500 del Cóci 
E. y «na concordant«a del ¿« la D. Véase el art. 3. • de la ley IS 
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CAPÍTU: 

DE LA INSINUACIÓN 

.— 1.° Qué Be entiende por d 
n; cuoB en que debe ÍDeinua 
in que no ee Becesario ineinn 
r& pública. — 2," Cómo proce 
acias que deben scrediUrse. 

La donación entre vivos » 
fiere gratuita é irrevocabl 
¡rf^oua que In acepta. Si n 
í&lor de doa mil pe^os, y 
)r insinuación la autorizi 
' el donan to 6 do pata río 

se contravenga & ningut 
do lo que Bfl dona e.^ el di 
.naente, será necesaria la ii 
ntidades que han de pe re 
il peaoB ; pero no es nece. 
n las donaciones entre c6i 
les y hechas eco los requí 

1 las donaciones con cansa 
BCQoiario 6 que puede api 
linero, á raenos que, deseo 
yesos; 

I laa remuneratorias, sal' 
las al valor de los servicie 
aldrá la de cualquiera es 

por escritura pública ó 
uisitos valdrá la remisión 
Bues, ni la que se hiciere 

II causa (1). 

El Juez procede en la ins 
parte de los actos de jurí 
ento de causa. Ha de tei 
■Xúji, la capacidad del de 
ibjeto ilícito ; y si el ilona 
m subsistencia. Para esto 
Hteo las circunstancias ei 
es que las justifiquen (2). 

NOTAS DEL Ci 
tB. 1,4S2, 1,466 i 1,468, 1,470 
iv. del B. y ana coiicordanres 
tB. 1,453 & 1,458, y 1,471 del I 
r. Véange los del Tít, 1°, Lib 
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CAPÍTULO XII 

DE LA APEBTUBA Y PUBLICACIÓN DE LOS TESTAHENTOS. 

N 
/ 

Rbsumbn. — 1.^ Qué 86 entiende por testamento ; sus clases; Jnez compe- 
tente para la apertura y publicación y antecedente de que se partirá para 
hacerlas. — 2.^ Diligencias para la publicación del testamento no otorgado 
ante Notario ó funcionario que haga sus veces. — 3.^ No se suspenderá 
porque se presenten varios ; procedimientc* en caso de haber opositor Á 
Í9, apertura. — 1.^ Obligación que tiene todo individuo en cuyo poder exista 
algún testamento; acción exhibitoría; cómo debe ejercitarse y cómo pro- 
cederse : en qué Notarías se protocolizarán los testamentos : caso en 
<ine tendr& lugar el juicio ordinario y romo se hará el abono de los tes- 
tigos testamentarios.— 5.^ FormalidadeA para la del testamento cerrado ; 
omisiones que anularán el testamento. 

1.^ — El testaviento es siempre un acto escrito eu que una 
persona dif^pone de su.^ bienes para que su voluntad sea cumplida 
después de sus días. Es solemne ó menos solemne ó privilegiado, y 
es abierto ó cerrado. Testamento ahiertOy que se llama también 
nuncupativo ó público, es aquél en que el testador hace sabedores 
de sus disposiciones á los testigos y al Notario, cuando concurre ; 
7 testamento cerrado o secreto^ es aquél en que no es necesario que 
éstos tengan conocimiento de ellas. 

La apertura ]| publicación del testamento deberá hacer»e ante 
el Juez competente, y lo es el del último domicilio del testador, 
sin perjuicio de las excepciones que á este respecto establecen las 
leyes. Siempre que haya de proceder á la apertura, debeni el Juez 
cerciorarse de la muerte real ó presunta del testador (1). 

El legislador ha tratado con plausible esmero de revestir el 
acto (le la apertura de cuantos requisitos son indispensables para 
ev}tar una falsificación ; lo que es posible y aun muy frecuente, si 
se tiene en cuenta la ignorancia completa en que los testigos se 
encuentran respecto de las disposiciones consignadas en el tes- 
tamento cerrado. 

2.® — Si el testamento no ha sido otorgado ante Notario ó el 
respectivo suplente, f^ino ante cinco testigos, debern precederse 4 
su publicación en la forma siguiente : 

La persona que tiene en s'u poder el testamento lo presentará 
al Juez, desde el momento en que sepa el fallecimiento del otor. 
gante, á fin do que, previas las formalidades requeridas, lo rubrique 
y mande protocolizar 

Con el escrito de su presentación, se acompañará la certifica, 
ción de defunción ú otra prueba legal que acredite la muerte del 
testador, y el Secretario examinará en el acto el pliego que con. 
tenga el testamento y pondrá al pie del escrito una diligencia que 
expresará circunstanciadamente el estado en que se halia,\y será 

25 
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rubricado por el Juez, su Secretario y quien lo presente. Es decir : 
el Secretario deberá describir en esa diligencia los motivos 6 las 
señales aparenta, si existieren, y que puedan inducir á una sospe- 
cha acerca de la apertura anterior del pliego, 6 de alguna altera- 
ción, enmienda ó raspadura en él ejecutada. Acto continuo dará 
cuenta al Juez, el cual ordenará la publicación ó apertura sefía- 
lando el día y la hora en que esto deba hacerse, para el siguiente 
tlía ó antes si es posible, y mandando en el mismo auto citar á los 
testigos para que reconozcan sus firmas y la del testador. 

Para obtener la comparecencia de los testigos, así como la del 
Notario, en el caso del testamento cerrado de que hablaremos, 
podrá el Juez usar de Ioh mismos apremios que para hacer compa- 
recer á cualquier testigo presentado en juicio, y llegada que sea la 
hora señalada y cotnparecidos los testigos, el Juez, acouipafíado de 
su Secretario y de los interesados q*ie quieran concurrir al acto, 
les pondrá de manifiesto el pliego presentado para que lo examinen 
y declaren bajo juramento, si en efecto reconocen como legítima 
la firma y rúbrica que con su noúibre aparece en ól, y si lo hallan 
en el mismo estado que tenía cuando pusieron su firma. 

Practicadas estas diligencias, procederá el Juez á la publicación 
ó apertura del testamento, ordenando la protocolización no sólo de 
este sino de todo lo actuado (2). 

3.^ — ^No se suspenderá la apertura aunque sé presenten Tarios 
testamentos, y si alguno se opusiere á[ ella, objetando la competen- 
cia del Juez ó afirmando la existencia del testadctf ó exponiendo 
otro motivó, no por esto el Juez suspenderá la diligencia, ^ i^o ser 
que el opositor exhiba una prueba completa del hecho ó de los 
hechos en que funda bu oposición. 

Del escrito del opositor y de las pruebas por él exhibidas, se le 
dará traslado por cuarenta y ocho horas al que hubiere presentado 
el testamento ; y evacuado que sea, sin más actuación, el Juez 
resolverá si debe ó no practicar la diligencia. En caso de que la 
resolución sea afirmativa, se practicará precisamente en el día y 
hora señalados, sin embargo de apelación, que sólo se concederá en 
el efecto devolutivo ; pero si fuere negativa podrá ser apelada en 
ambos efectos. 

La resolncióii que se dicte no impide el que en juicio ordinario 
se ventile la cuestión de validez del testamento (3). 

4.*^ — Todo el que se crea con derecho sobre los bieoes de que 
ha dispuesto otro en un testamento, ó tenga interés en una sucesión 
testada, cuyo' testamento no tenga en su poder, podrá ocurrir al 
Juez pidiendo lo exhiba la persona que lo retiene ; debiendo acom- 
pañar á su solicitud la certificación ó prueba sobre la muerte del 
testador, y si fuere posible, la sumaria que acredite dicha retención. 
Si se acompañare esta prueba, el Juez prevendrá inmediatamente 
la exhibición dentro de un breve término, apercibiendo «I que re- 
tenga el testamento á que si no le exhibe, se hará indigno de sa- 
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ceder al difunto cx>mo heredero 6 legatario, y deberá pagar además 
el daño que á tercero» pueda esa retención ocasionarles. Pasado el 
término sefíalado, que sólo podrá prorrogarse con causa legítima, 
si no se hubiere pre^^entado el tatamente, declarará el Juez al 
detentador incurso en el apercibimiento decretado. 

Los autos que Re dicten no son apelables sino en el efecto de- 
volutivo ; y no impedirán que en juicio ordinario se ventile la 
cuestión de^ existencia del testamento en poder de determinadas 
personas. 

Pero si (i la solicithd de exhibición no se ha acompañado la 
prueba sumaria que acredite lar retención del testamento por el 
demandado, se le dará á este traslado por veinticuatro horas, 
debiendo, al evacuarlo, expresar si tiene ó no el testamento en su 
poder. Si contestare que no lo tiene, se archivará la solicitud, sin 
perjuicio de que se intente el juicio ordinario para obtener la 
exhibición, y si contestare que lo tiene y no lo exhibe, deberá 
expresar las razones que teqga para oponerse á que se abra ó 
publique el testamento, acompañando, si lo tuviere á bien, la prue- 
ba sumaria en que funde su oposición, la que se sustanciará y 
resolverá como se ha prevenido respecto de la anterior oposición. 
La resolución en que se ordena la exhibición sólo es apelable en 
el efecto devolutivo, y la en que se niegue lo será en ambos 
efectos. (4) 

5.^ — El testamento cerrado, antes de recibir su ejecución, debe 
también ser presentado al Juez, por la persona que lo tenga en su 
poder, ó por el que se crea albacea ó heredero del testador, á fin 
de que lo abra y publique con las formalidades legales, y no se 
abrirá sino después de que el Notario y los testigos recono2can ante 
el Juez sus firmas y la del testador, ileclarando, además, si en su 
concepto está cerrsído, sellado ó marcado como en el acto de la 
entrega ú otorgamiento. 

' Si no pudieren comparecer todos los testigos, bastará que el 
Notario y los instrumentales presentes reconozcan sus firmas, la 
del testador y las de los ausentes. No pudiendo comparecer el 
Notario que autorizó el testamento, será reemplazado para la 
diligencia por el Notario que el Juez /elija, y en este caso la firma 
de aquél deberá ser reconocida por los testigos instrumentales 
presentes, si algunos hubieren concurrido ; y si tampoco hubieren 
podido comparecer todos los testigos, deberán ser abonadas las fir. 
mas de los ausentes por declaraciones juradas de personas fidedig. 
ñas, cuyo abono podrá, además, tener lugar en todos los otros casos 
en que el Juez lo estimare conveniente. 

Si el Notario ó alguno de los testigos no reconocieren su firma 
6 negaron alguno de los puntos sobre que se les interrogue, el Juez 
no dispondrá la publicación, sino previo un juicio ordinario. El 
abono de los testigos se hará probando que éstos estuvieron pre- 
sentes en el lugar y al tiempo en que se otorgó el testamento, y 
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que las fírmas son las mismas de que usaban los testigos. Cuando 
sea necesario abonar Jas ñrmas del testador, del Notario ó del tes« 
tigo testamentario, se hará comprobando con el dicho de dos testi- 
gos, que e^as ñrmas son de las personas que expresan, según el 
conocimiento que de ellas tienen. 

El Secretario, como en el caso anterior, anotará la presentación 
del testamento cerrado en los términos indicado», 3% en cuanto ala 
desigoacion del día para su publicación y las demás formalidades, 
se obiier varán las ya expresadas. 

La apertura del testamento cerrado se efectuará por el Juez en 
presencia de la persona que le hubiere presentado el testamento r 
de la de las otras personas interesadas, f^i concurrieren, y de la del 
Notario y los testigos suscritos en la cubierta, ó en su casp, en la 
del Notario que hubiere reemplazado u aquél y de los testigos 
abonadores de las firmas de Iok que no hubiesen comparecido. Eu 
todo caso, la apertura tendrá lugar inmediatamente después de la 
diligencia de reconocimiento u abono, en preseocia de las miüroas 
personas que hayan concurrido á estos actos, de suerte que ellas 
tengan plena certidumbre de que la escritura que se extrae del 
pliego cerrado, es la misma que dicho pliego contenía. 

Después de la apertura, ordenará el Juez que se lea el testa. 
mentó por el Secretario en alta voz, de modo que todos los concu- 
rrentes queden instruidos de las disposiciones contenidas en el 
mismo, y en seguida se rubricará por el Juez, su Secretario, el 
Notario y los testigos, y dispondrá el Juez que con lo actuado se 
pase el testamento al respectivo Notario para su protocolización, 
previo el registro, y lo será el que lo hubiere autorizado. 

El testamento solemne, abierto ó cerrado, en que se omitiere 
c^alquiera de las formalidades á que deba respectivamente suje- 
tarse, según lo que queda dicho, no tendrá valor alguno (5). 



NOTAS DEL CAPÍTULO XII. 

(1) Arta. 1,070, 1,079 á 1,082 y 79 del Cód. Oiv. del E. y sur concor- 
dantes del de la U. ; 1,034 del Cód. Jud. del E. y 1,126 del de la U. 

(2) Arta. 1,095 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del do la ü. ; 
1,035 á 1,037, 1,053 y 1,054 del Cód. Jud. del E., y 1,127, 1,128, 1,133, 
1,143 y 1,144 del de ia U. 

(3) Arts. 1,038 á 1,042 del Cód. Jud. del E. y 1,129 á 1,132 del de laü. 

(4) Arta. 1,013 á 1,051 del Cód. Jud. del E. y 1,134 á 1,141 del de la ü. 

(5) Arte. 1,100 a 1,113 del Cód. Civ. del E. y sus concordantes del de 
laü. : 1,052, 1,055 y 1,056 del Cód. Jud. del B., y 1,142, 1,145 y 1,146 del 
de la U. 

Véante las sentenciaii del Tribunal Superior de 23 de Diciembre y 31 
de Julio de 1878, publicadas en la Revista Judicial números I y 2, serie 
oficial. 

Los puntos principales que ée examinan y deciden por la primera son 
estos: "1.^ En los testamentos solemnes nuncnpativos las 'firmas de los 
testigos ausentes ¿ deberán ser reconocidas por iodos los presentes ? ¿ Pueden 
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ser testigos los hermanos de nno de los asignatarios ? " En cnmplimiento 
del articulo 1,055 del Código Judicial, se considero que dos de los testigos 
no son hábiles y que no hay autenticidad legal si todos los presentes no reco- 
cen la firma del ausente, y se declaró que nu existe testamento, negándose la 
publicación y protocolización solicitadas. Se citaron los artículos 1,075, 
1,102 y 1,103 del Código Civil, 

Y por la segunda se resolvió la cuestión siguiente: " Los colombianos 
residentes en país extranjero, ¿ pueden otorgar testamento cerrado ante el 
Cónsul de su Nación ? '' Se negó la apertura del pliego presentado como testa- 
mento del señor Nicanor Gálvis, colombiano que residía en Francia, porq^ue 
no tiene ante las leyes cundinamarquesas el carácter de testamento cerrado. 



OAPITÜLO XIII 

DE LOS ACTOS DE JURISDICCIÓN VOLUNTABIA EN ASUNTOS DE 

COMERCIO. 

BssuMKN. — 1.° Nociones generales ; objeto de los actos de jurisdicción vo- 
luntaria en negocios de comercio ; competencia de los Jueces ordinarios 
y reglas á que se sujetan las actuaciones.— 2.^ Depósito y reconocimiento 
de efectos mercantiles. — 3.^ Embargo y depósito provisionales del valor 
de una letra de cambio.-^. ^ Qué son averías y gastos que no lo son ; 
su calificación y liquidación de la gruesa, y contribución á la misma.-— 
5.^-— Fletamento, arribada, descarga, abandono e intervención de efectos 
mercantiles y fianza de cargamento.— 6.^ Enajenación y apoderamiento 
de efectos comerciales en casos urgentes y recomposición de naves.— 
7.^— Otros actos de comercio que requieren la intervención judicial pe~ 
rentería. — 8.^ Nombramiento de arbitros y de peritos en el contrato de 
seguros. 

1.° — Recuérdese la diferencia que existe entre la jurisdicción 
<x>ntenciosa y la voluntaria. Según Manresa y Beus, no es de nece- 
sidad ni esencial el que ambas sean ejercidas por unos mismos 
funcionarios. "Aunque las dos* tienen por objeto garantizar los 
•derechos de las partes, esta garantía, dice Olük, no es la misma en 
los dos casos. £1 objeto de la jurisdicción contenciosa, es garan- 
tizar y restablecer los derechos perjudicados : la voluntaria esta- 
blece garantías contra las lesiones futuras. De aquí se sigue que 
sólo los actos de la primera categoría están en las atribuciones 
del Poder Judicial ; y si la ley encarga á los Magistrados revestidos 
de este poder, la facultad de conocer también en los que se llaman 
<ie jurisdicción voluntaria^ es una atribución especial que se les 
concede, y que no entra ^necesariamente en el ejercicio de sua 
funciones." 

Los actos de jurisdicción voluntaria, de que hace mérito el Có- 
digo de Comercio, tienen por objeto la constancia de los hechos 
•que interesan á ios que promueven su ejecución, 6 las informacio- 
nes sobre los mismos hechos. Como sucede su verificación dentro 
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de la esfera cítíI, así en la comercial se solicita también la inter- 
vención de la autoridad judicial, sin que haya cuestión ó contienda 
entre partes, con lo cual se obtiene que tales actos revistan el 
carácter de autenticidad y de certeza que esta autoridad les im- 
prime. 

No tenemos señalada tramitación especial para los diferentes 
casos de jurisdicción voluntaría en asuntos de comercio, ni tampo- 
co jurisdicción especial encargada de conocer en dichos asuntos. 
Estos han de ventilarse y sustanciarse, sancionada la unidad de 
fueros, ante los Jueces y Tribunales ordinarios. 

Basta considerar la diversa naturaleza y ñn de tales actos, para 
comprender que no es posible acomodarlos todos á una misma 
tramitación. Siéntese la necesidad de que se expida una ley con 
arreglo á la cual hayan de sustanciarse y ventilarse Ioh negocios 
de comercio, consignando en ella reglas generales y precisas y ha- 
ciendo más breves y sencillos los procedimientos, como lo exige la 
índole que les es propia. 

Es regla general que la legislación civil rige como supletoria 
en los asuntos mercantiles, y, en consecuencia, las actuaciones 
se sujetarán á las prescripciones que para cada caso determina el 
Código de Comercio y en los que éste sea deficiente, á las generales 
en los asuntos puramente civiles (1). 

2.^ En éste y en los siguientes párrafos mencionaremos las 
disposiciones del Código de Comercio que tratan del depósito como 
medida provisional de seguridad y garantía, del reconocimiento de 
mercaderías y su venta, abandono é intervención de las mismas y 
de otros actos de jurisdicción voluntaria en asuntos mercantiles. 

Los casos de depósito y reconocimiento, entre otros, son los si. 
guientes : 

a) El comisionista, aunque rehuse el encargo que se le hace, 
no estará dispensado de practicar las diligencias que sean indispen- 
sables para la conservación de los efectos que el comitente le haya 
remitido, hasta que éste provea de nuevo encargado, y si no lo 
hiciere después que haya recibido el aviso del comisionista de 
haber rehusado la comisión, acudirá al Juzgado en cuya jurisdic- 
ción se hallen existentes los efectos recibidos, el cual decretará su 
depósito en persona de su confianza y mandará vender los que 
sean suficientes para cubrir el importe de los gastos suplidos por 
dicho comisionista en el recibo y conservación de los mismos efec 
tos (2). 

La equidad aconsejaba que se diera al comisionista el tiempo 
necesario para que el comitente pudiera informarse sobre las cuali- 
dades del nuevo encargado, y en este sentido debe entenderse la 
disposición preinserta. 

b) Igual diligencia deberá practicar el comisionista cuando el 
valor presunto de los efectos que se le han consignado, no pueda 
cubrir los gastos que tenga que desembolsar por el trasporte y 
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recibo de ellos, y el Juez acordará en este caso, desde luego, el 
depósito, mientras que en juicio sumario 6 instructivo, y oyendo á 
los acreedores de dichos gastos y al apoderado del propietario de 
los efectos, si se presentare, se provee su venta (3). 

c) Respecto de la entr^a de mercaderias por el porteador al 
consignatario,' si ocurrieren dadas y contestaciones entre uno y 
otro sobre el estado en que se hallen al tiempo de hacerse la en. 
trega, se reconocerán por peritos nombrados amigablemente por 
Ins partes, ó en ^u defecto por la autoridad judicial, haciéndose 
constar por escrito las resultas; y si en su vista no quedaren con- 
formes los interesados en sus diferencias, se piy>cedeTá al depósito 
de las mercaderías en almacén seguro, y aquéllos usarán de su 
derecho como corresponda (4). 

d) No hallándose en el domicilio indicado en la carta de portes 
el consignatario d^ los efectos que conduce el porteador, ó rehu. 
sando recibirlos, se proveerá el depósito por el Juez local á dispo- 
sición del cargador ó remitente de ellos, sin perjuicio de tercero 
de mejor derecho (5). 

e) Respecto á las compras y ventas mercantiles, cuando la falta 
de entrega de los efectos vendidos proceda de que hubieren pere- 
cido, ó se hubieren deteriorado por accidentes imprevistos sin culpa 
del vendedor, cesará toda responsabilidad de parte de éste, y el 
bon trato quedará rescindido de derecho ; que si el comprador re- 
huJsare sin justa causa el recibo de los efectos que compró, tendrá 
el vendedor la facultad de pedir la rescisión de la venta, ó de exi. 
girle el precio poniendo los efectos á disposición de la autoridad 
judicial para que provea su depósito por cuenta y riesgo del com- 
prador ; y el n^ismo depósito podrá solicitar el vendedor siempre 
que haya por parte del comprador demora en entregarse de los 
géneros contratados ; y los gastos de la traslación al depósito y su 
conservación en él, seiíín de cuenta del mismo comprador (6). 

Si la compra fuese de géneros á precios diferentes, se entende- 
rá que es una sola compra y la rescisión se refiere al caso en que 
no se hubiere concluido irrevocablemente el contrato^ £1 vendedor 
debe remitir los efectos vendidos al punto estipulado, aunque el 
comprador haya dado contraorden para la remesa, sin lo cual no 
tiene efecto la disposición que comentamos. 

f) Cuando por ausencia del consignatario ó por no presentarse 
portador legítimo de los conocimientos á la orden, ignorare el ca- 
pitán á quién haya de hacer la entrega del cargamento, lo pondrá 
á disposición delJuez de primera instancia, ó en defecto de haberlo, 
de la autoridad judicial del lugar, para que provea lo conveniente 
á su depósito, conservación y seguridad (7). 

Si en el conocimiento viene marcada la consignación, y á ins- 
tancia del Capitán se le notifica al consignatario y éste contesta que 
no la admite, podrá venderse en bordo á pública subasta, siendo de 
poco valor el cargamento ; pues no se encontraría depositario por 
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el mucho gasto, y de su producto se pagan los fletes hasta donde 
alcanza, y si hay sobrante, se dejará en depósito. Es de advertir 
que no se procede á la venta hasta que hayan trascurrido los días 
señalados en la póliza para la descarga y estadías. 

g) Pasado el plazo para la carga ó la descarga, y no habiendo 
en el contrato cláusula oue fije la indemnización de demora, tendní 
derecho el Capitán á exigir las estadías ó sobre-estadías que. haya» 
trascurrido sin cargar ni descargar; y cumplido que sea el termino 
de éstas, si la dilación estuviere en no ponerle la carjsra al costado, 
podrá rescindir el fletamento exigiendo la mitad del flete ; y si 
consistiere en no recibirle la carga, acudirá ni Juez para que pro- 
videncie el depósito. (8). 

h) Quedando la nave inservible, ó no pudieudo ser útilmente 
reparada, estará obligado el Capitán á fletar otra, á su costa, que 
reciba la carga y la portee á su destino, acompañándola hasta hacer 
la entrega de ella ; y si absolutamente no se encontrare en los 
puertos que estén á treinta leguas de distancia otra nave para fle- 
tarla, se depositará la carga por cuenta de los propietarios en el 
puerto de arribada, regulándose el flete de la nave que quedó in- 
servible en razón de la distancia que la porteó, y no pod rá exigirse 
indemnización alguna (9). 

Aquí observaremos que el caso fortuito no extingue las obliga- 
ciones del fletante. Será de su cuenta este nuevo flete, valga más . 
ó valga menos, porque con ello no hará más que cumplir con el 
compromiso que contrajo de trasportar las mercaderías á un punto 
determinado. Si éstas volviesen al puerto de que salieron, no sa- 
tisfarán nada, puesto que no fueron porteadas á distancia alguna, 
y lo que de las mercaderías decimos, es aplicable á los pasajeros. 

i) Trascurrido un término suficiente, á juicio del Juez de la 
plaza á donde se hizo la arribi^da, para que el cargador ó consig- 
natario nombrasen en ella persona que recibiese el cargamento, se 
decretará su depósito, pagándose el flete con el producto de la por- 
ción del cargamento que se venderá en cantidad suficiente para 
cubrirlo (10), 

j) El Capitán, que recogió los efectos naufragados continuará su 
rumbo conduciéndolos al puerto donde iba destinada su nave, en el 
cual se depositarán con autorización judicial por cuenta de los legí- 
timos interesados en elloa. En el caso de que sin variar de' rumbo, 
y siguiendo el mi^mo viaje, se puedan descargar los efectos en el' 
puerto á que iban consignados, podrá el Capitán 1a.rribar á éste, 
siempre que consientan en ello los cargadores ó sobrecargos que se 
hallein presentes, los pasajeros y los oficiales de la nave que serán 
consultados en la forma que prescribe el Código, y que no haya 
riesgo manifiesto de accidente de mar ó de enemigos ; pero no podrá 
verificarlo contra la deliberación de la Junta, ni en tiempo de 
guerra, ó cuando el puerto sea de entrada peligrosa. Los daños y 
perjuicios que causó la arribada ejecutada sin el consentimiento 
indicado, serán de la responsabilidad del Capitán (11). 
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Este aouerdo debe hacerse constar en el Diario de Navegación, 
y la mayoría de votos decidirá, y sus resoluciones serán ejecutadas 
á pesar de lá oposición de los cargadores y sobrecargos. E«tos no 
tienen voto deliberativo ; pero podrán hacer la protesta que les 
conveoga. La protesta sirve para reclamar el cumplimiento do la 
ley, lo que también podrá hacerse sin ella, quedfincioles á salvo su 
derecho- á una indemiúzacióo contra los vocales de la Junta. 

Eü todos estos casos, cuaudo á consecuencia de las disposiciones 
preinsertas, 6 por cualquiera otra causa análoga hubiere de prece- 
derse al deposito, es natural y lógico que el interesado lo Felicite 
del Juez, especificando los efectos y designando la persona que 
deba encargarse de ellos, cuyo nombramiento confirmará el Juez, 
si á su juicio reuniere el designado las suficientes garantías. 

Aunque las disposiciones se refieran á casos previstos, no por 
esto dejarán de aplicarse como reglas generales, en los variados 
casos de carácter semejante no determinados que pueden ocurrir 
en el comercio, dado su desarrollo progresivo. 

E.^ asimismo conforme con los principios <lel derecho, que 
cuando el depósito ^e pida por efecto de la contingencia prevista 
sobre la inutilidad de la nave, se haga su reconocimiento por peri- 
tos, designados uno por el Capitán y el otro por los propietarios de 
la carga, ó por el Ministerio público, en lugar de éstos, si estuvie- 
ren ausentes, y que se acredite por los medios legales que no se 
encuentra otra para ñetarla, en los puertos que estén á 160 kilo, 
metros de distancia, pudiendo presentarse con este objeto certifica- 
ciones expedidas por los empleados de los mismos puertos. Creemos 
que sin esta justificación no deberá accederse al depósito, el que al 
constituirle se hará por cuenta de los propietarios, y es por esto 
por lo que la justificación es necesaria. 

La diligencia del depósito comprenderá el niímero y estado de 
los efectos, su calidad y demás circunstancias que convenga hacer 
constar, previo su reconociniiento ; y cuando el Juez mande ven- 
der alguno de ellos para cubrir los gastos, se celebrará en subasta 
pública, previo su avalúo, y observando las reglas generales. 

3.° — El embargo ó depósito provisionales del valor de una letra 
de cambio, tiene lugar en los casos que siguen : cuando se ha. 
ya perdido la letra ó haya sido robada, ó su tenedor ha quebrado. 
£i que la hubiere perdido, estuviere ó no aceptada, de |ue no ten- 
ga otro ejemplar para solicitar el pago, no puede hacer con el 
pagador otra gestión que la de requerirle á que deposite el importe 
de la letra en la caja común de depósitos, si la hubiese, ó en per. 
sena convenida por ambos ó designada por el Juez, en caso de 
discordia ; y si el pagador no consintiere en hacer el depósito, se 
hará constar su resistencia por medio de una protestación hecha 
con las mismas formalidadas que se haría el protesto por falta de 
pago, y mediante esta diligencia conservará el reclamante inte- 
gramente sus derechos centra los que sean responsables á las re- 
sultas (12). 
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Fuera de estos casos, por ningún otro motivo podrá decretarse 
el embargo. En las solemnidades no está incluida la copia de la 
letra, que no podría extenderse faltando el original de ella. 

La solicitud se hará por escrito como se hace cuando se preten. 
de alguna resolución de la autoridad judicial, y en su vista, el Juez 
mandará requerir á c^nien corresponda para que deposite el valor 
de la letra. £1 depósito es el embargo, j será provisional, en tanto 
que el portador acude al librador en deiiíanda de una segunda, w 
se llevará á efecto aunque la persona obligada á constituirlo se 
niegue á hacer lo que ordena la ley. Su negativa no convertirá en 
contencioso este asunto, porque en él no se trata de la procedencia 
ó improcedencia de estas diligencia», sino tan sólo de constituir el 
depósito, y de que queden en salvo los derechos del que se crea 
perjudicado. Vencido el término señalado en atención á la distan, 
cia ó á la facilidad de las comunicaciones, podrá pedirse el embargo 
ó depósito definitivo ; bien entendido que si no se hubiere presen, 
tado el duplicado de la letra, se alzará el provisional. El término 
podrá prorrogarse por justa causa. 

En el caso del extravío ó robo, el tenedor de la letra deberá 
acudir ul Tribunal ó Juez del lugar donde fuese pagadera, haciendo 
relación de ku contenido y endosos, y acompañando los documentos 
ó pruebas que tenga y puedan justificar su pretensión, y el Tribu- 
nal ó Juez podrá acordar la retención del valor de cuenta y riesgo 
del que la pide, pero señalándole un plazo prudente para que pre. 
senté otro ejemplar, que deberá solicitar del librador si la letra es 
directa, ó á su endosante de quien la recibió, para que éste lo haga 
al suyo hasta llegar al mismo librador, siendo de cuenta de aquél 
los gastos que se ocasionen. Si en el entretanto veuciere la letra, 
el supuesto tenedor deberá requerir de pago al librado, y en su 
defecto, practicar la diligencia de protesto para poner á salvo sus 
derechoR. Obtenido el nuevo ejemplar con los mismos endosos, po. 
drá ya servirse de él como de la letra extraviada, y el librado, si 
antes no tuvo inconveniente en hacer el pago, ta(mpoco lo tendrá 
después ; mas, en el supuesto que el ejemplar perdido no estuviere 
aceptado, tendrá el tenedor que'afíanzar su valor á las resultas de 
la presentación del aceptado, y á falta de esta presentación durará 
la fianza mientras el pagador pueda ser responsable, ó sea hasta 
los cuatro anos en que prescriben todas las accionen que proceden 
de Lis letras de cambio, si antes no se hubiesen intentado. En el 
hecho de quebrar el portador, queda incapacitado para recibir 
el pago. 

4.° — Se entiende por averias, en la acepción legal de esta pala- 
bra, todos los daños que sufre la nave cargnda ó en lastre, antes 
de darse á la vela, durante el viaje ó después de fondeada en el 
puerto de su destino ; los que reciben las mercaderías desde su em- 
barqu0, en el lugar -de su expedición, hasta su desembarque; y los 
gasto9 extraoniinarios é imprevistos ejecutados durante el viaje 
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para la conservacioD de la nave, de la carga, ó de ambas junta- 
mente. 

En los casos ordinarios, no son averías los pilotajes de costas y 
puertos, ni los gastos de lanchas y remolques, alijo de la nave y 
derechos llamados de puerto, ni, en general, los gastos ordinarios 
de la navegación.' 

Las averias se clasifícan por grupos, y las hay ordiuarias, simples 
ó particulares, y gruesas ó comunes, cuya enumeración hace el 
Código, determinando sus distintos caracteres, responsabilidad é 
inaportancia. v 

En la calificación de las ordinarias no puede haber dudas, pues 
son de cuenta del naviero fletante, y deben f^atisfaceise por el Capi* 
tan, abonándosele la indemnización que se hubiere pactado ; y si 
no se hubiere pactado uua especial, se entenderán comprendidos 
en el precio de los fletes (13). 

En cuanto á las otras averías, deberá hacerse sü calificación 
por medio de peritos, así como la liquidación de la gruesa y con. 
tribución á la misma. 

Para la justificación, regulación y repartimiento de las perdidas 
y gastos que constituyen la avería común ó gruesa, el Capitán, des. 
pues de haber llegado al puerto <Ie la descarga, sea colombiano ó 
extranjero, y dentro de un breve término, que no excederá de 
Teinticuatro horas, presentará al Tribunal competente ó Juez del 
lugar el escrito de su solicitud con la protesta correspondiente ( la 
que contendrá la relación de todo lo ocurrido en el viaje ) y pedirá 
la licencia necesaria para abrir las escotillas. Se entiende por puerto 
de descarga, no sólo el del destino sino el puerto en que se desem. 
barque la mayor parte del cargamento, atendido su valor, y el en 
que concluya el viaje por innavegabilidad, revocación ó acorta, 
miento forzado del mismo, salvo que en el primero de estos tres 
últimos casos la carga sea conducida en otra nave. 

£1 Capitán acompañará á su escrito el Diario de Navegacián^ 
pues las averías deben justificarse con las actas de que tratan los 
artículos 291 y 292, siendo ratificadas por las personas que las 
hubieren suscrito, y su falta podrá ser suplida por cualquiera de los 
medios probatorios que sanciona la ley civil común. Al presentar-^ 
las, pedirá el nombramiento de peritos ó designará al efecto el que 
por su parte haya de asistir al acto, para que juranientados, rece 
nozcan y presencien la apertura, e informen acerca de lo que 
hubieren observado relativamente al estado de la nave y carga. 

El Juez, con audiencia instructiva de los interesados presentes^ 
ó de sus consignatarios, recibirá á los tripulantes y pasajeros las 
declaraciones que estime necesarias acerca de los hecnos narrados 
por el Capitán. No hallándose presentes todos los interesados, bas- 
tará la citación y audiencia de los dos principales consignatarios, ó 
las de un curador de bienes que gestione por aquéllos, á falta de 
las personas que representen á los interesados ausentes. 
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Practicada la información, ó en vista de las pruebas que rindan 
los mismos interesados, el Juez ó Tribunal competente declarará la 
legitimidad 6 ilegitimidad de la avería, y en este caso, condenará 
al Capitán al pago de los dafíos y perjuicio». En el primer caso, 
dará la licencia solicitada. 

La apertura de las escotillas requiere precauciones para evitar 
que se sustituyan á mercaderías buenas otras averiadas, y creemos 
que debiera verificarse no sólo á presencia del Capitán y de los 
peritos, sino de los interesados que quieran ó puedan concurrir 
á ella. 

Después de abiertas, los peritos tasadores harán constar el es- 
tado de la carga y estimarán las mercaderías perdidas y las salva- 
das, deducidos los fletes, derechos de importación y gastos ordina- 
rios. La especie y calidad de las mercaderías serán justificadas por 
los conocimientos, y en su defecto por las facturas ó cualquiera 
otra prueba legal. Las pérdidas y danos causados á la nave en su 
casco y accesorios, serán apreciados por el valor que tengan al 
tiempo de la avería los objetos sacrificatios. 

En consecuencia, hecha la calificación de las averíaí» y el jus- 
tiprecio de las mercaderías, de las pérdidas y danos sufridos, el 
Juez ordenará que los misinos peritos ó otros, practiquen dentro 
del término que les fije, la cuenta y liquidación de la gruesa; de 
todo lo cual se dará conocimiento á los interesados para que mani- 
fíesten su conformidad ó aduzcan las observaciones que tengan por 
conveliente. Las operaciones de la liquidación y prorrateo de la 
avería común, serán aprobadas ó modificadas, y la resolución apro- 
batoria prestará mérito para las ejecuciones. El Capitán hará efec- 
tivo el repartimiento y responderá á los interesados en él, de los 
dafíos y perjuicios que les cause su negligencia ó morosidad. Así, 
pues, los dueños de las cosas averiadas podrán acudir al Juez para 
que obligue al Capitán á cumplir con sus deberes, y será requerido 
con este objeto y apercibido de ic^ponsabilidad en el sentido 
indicado. 

El Capitán á su vez tendrá también derecho contra los contri- 
buyentes que no satisfagan sus cuotas dentro del plazo legal, esto 
es, dentro de setenta y dos horas contadas desde la que designe la 
notificación del auto aprobatorio del repartimiento, y no pagando 
los contribuyentes, podrá decretarse, á instancia del Capitán, el 
depósito y la venta en publica subasta de los efectos salvados, hasta 
la cantidad necesaria para cubrir las cuotas insolutas y los gastos 
de la ejecución (14). 

La resolución en que se apruebe ó modifique el dictamen peri- 
cial, es apelable en ambos efectos, porque ella comprende las ope- 
raciones finales; pero la apelación que se interponga del auto sobre 
la calificación, creemos que debe concederse en un solo efecto, por- 
que no habría razón para suspender el procedimiento que ha de 
practicarse con la mayor rapidez posible. 
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5.^ — El contrato de fletamento, en virtud del cual, el dueño ó 
capitán de una nave promete efectuar el trasporte de mercaderías 
6 de personas, mediante cierto precio, produce, como todo contrato, 
determinada» obligaciones que en parte se contraen en considera. 
ción al carácter especialísimo del comercio marítimo, puesto que 
éstas experimentan alguna alteración por consecuencia de los acci. 
dentes de mar. Estos accidentes, así como la misma complexidad 
de las operaciones de esto comercio, dan origen á multitud de 
casos en que la intervención judicial es nece<iaria, algunos de los 
cuales vamos á mencionar. 

Una nave puede fletarse total ó parcialmente. £1 fletamento de 
toda la nave se celebra por un precio alzado por el viaje, cual- 
quiera que sea sa duración, y comprende la ida. estada y vuelta, 
siempre que no üe acuerdo otra cosa ; y el parcial es puro y condi. 
cional. Es puro, cuando se trata por un precio alzado la conduc- 
ción de cierta cantidad de mercaderías consideradas á bulto, por 
una parte determinad¿L de la nave, por peso ó á tanto el quintal, ó 
por cabida ó á tanto la tonelada ; y condicional^ cuando el fletante 
se obliga á trasportar las mercaderías, caso que dentro de un deter- 
minado plazo consiga completar la carga, mediante el ajuste de 
otros fletamentos parciales. 

Esta especie de fletamento, cuando pueda celebrarse con uno ó 
más cargadores, y todos juntos llenaren el porte de la nave, se 
denomina á carga g&íieral ; y la condición se entiende cumplida 
desde que el fletante obtiene tres cuartas partes de la carga corres* 
pondiente á la capacidad del buque (15). 

Antes ó después de baber embarcado toda la carga ó parte de 
ella, el fletador podrá desistir del fletamento, sea total ó parcial, 
pagando la mitad del flete, y pagará también los gastos de descarga 
y los perjuicios. Los cargadores tienen derecho u oponerse á la 
descarga, haciéndose cargo de los efectos ó tomando por su cuenta 
las merecerías cargadas á precio de factura. El propietario de 
ellas estará obligada á dejárselas (16). 

Así, pues, cuando en los fletamentos á carga general, cual, 
quiera de los cargadores pretendiere descargar j los demás se 
opusieren, éstos deben acudir al Juez manifestando que ellos se 
hacen cargo de dichas mercancías y consignarán su iniport^. El 
Juez accederá á esta pretensión si estuviere arreglada á las pres* 
cripciones legales y mandará requerir al dueño para que reciba la 
cantidad consignada. Si no quisiere recibirla, se depositaní en un 
Banco ó establecimiento publico destinado al efecto, ó en persona 
de responsabilidad, quedando á salvo su derecho para ejercitarlo 
contra quien y como corresponda. De este modo, los opositores 
cumplen con los requisitos necesarios en uso de sus derechos sin 
tomarse la justicia por su 'mano. 

Los señores La Serna y fieus dicen a este respecto : " Los 
gastos que debe satisfacer el cargador, los perjuicios que debe 
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« 

indemuizar, la mitad det flete j la facultad que 8e da á los demás 
cargadores, 8on condi^nones muy estrechas que justifican la conce- 
fii6n qne otorga el Código de Comercio respecto á los fletamentos 
¡1 carga geue ral. Pero ¿deberu esta concesión quedar limitada al 
caso especial d que dicho Código se concreta, ó deberá considerarse 
como una regla general y reputarse las palabras los fletamentos á 
carga general puestas como ejemplo ? No están conformes con 
esto nuestros jurisconsultos, y nos parece que sin violentar la ley 
no puede extenderse á más casos que los que su letra expresa. 
Háse señalado la diferencia que existe entre unos y otros fletamen. 
tos, y en los que son á carga general el contrato en condicional, 
sin fijar el día de la salida, y sí^ sólo la época en que ha de estar 
completo el cargamento, debiendo el fletante por la descarga del 
fletador esperar algdn tiempo para completar la carga. Por otra 
parte no puede presumirse que entrara en la intención del legisla- 
dor para establecer uua regla general ou un Código en que tanto 
se generalizan los preceptos, comprender sólo un caso particular." 

En cualquiera de los casos dp arribaría, no podrá procederse á 
la descarga, faltando el consentimiento de los^ cargadores, sino con 
la autorÍ2ación judicial ó la consular. Para verificarla, el Capitán 
solicitará el reconocimiento del buque ó del calamento, con el fin 
de que los peritos puedan manifestar si fué 6 no necesaria la arri- 
bada para practicar las reparaciones ó evitar daño 6 avería, y si 
opinaren por ella, el Juez, al acordar la descarga, proveerá de lo 
necesario para la conservación del cargamento. 

Llámase arribada forzosa la entrada necesaria de la nave á un 
puerto ó lugar distinto del prefijado para el viaje, y es legítima ó 
ilegítima; legítima, es la que procede de caso fortuito inevitable ; 
é UegítÍ7na, la que trae su origen del dolo, negligencia ó impericia 
del Capitán. 

, La resolución de la arribada corresponde á la junta de oficiales, 
y se llevará á efecto lo que acuerde la mayoría, computada en los 
términos del artículo 289. Los cargadores presentes ó sobrecargos 
serán citados, y el acta será redactada, firmada y presentada en la 
forma que prescribe el artículo 291 ; y las protestas serán literal- 
mente insertas en ella (17). 

El Capitán no podrá descargar las mercaderías en el puerto de 
la arribada, sino en los casos siguientes : 

a) Si los cargadores lo exigieren para prevenir el dafío de las 
mercaderías ; 

b) Si la descarga fuere indispensable para hacer la reparación 
de la nave ; y 

c) Si se reconociere que ol cargamento había sufrido avería. 
En los dos últimos casos el Capitán solicitará la competente autori- 
zación judicial, y si el puerto de arribada fuere extranjero, del 
cónsul colombiano, ó en su defecto de la autoridad local (18). 

Ha de solicitar el nombramiento de peritos, uno que él desig- 
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nará j otro que nombrará el Ministerio público en representación 
de los cargadores ausentes, para que, previo reconocimiento de las 
mercaderías, informen acenca.de la naturaleza y extensión del daño 
causado, de los medios de repararlos ó evitar su propagación, y si 
será ó no conveniente su reembarque y conducción al puerto de la 
consignación. En vista del informe pericial, la autoridad que co- 
nozca del caso proveerá lo que proceda en derecho, Regiin viere 
convenir á los intereses del propietario ; y el Capitán llevará á 
efecto lo decretado, bajo au responsabilidad. 

No se olvide que cuando se trata de descargar géneros que per. 
tenecen á cargadores presentes, se estará á lo que éf¡tos resuelvan y 
se prescindií^ del reconocimiento, si hubieren dado «u coijsenti. 
miento. Es en beneficio de los ausentes que se ejecuta la descarga, 
7 por esto deberán abonar los gastos de la operación, porque e^ 
justo que deba sentir el daño aquél que siente el provecho. 

Al ordenarse la reparación y embarque, el Capitán empleará 
suoesivameote, para cubrir los gastos que tales operaciones denian- 
den, los arbitrios siguientes : 

a) Tomar de la caja la cantidad necesaria en calidad de rein- 
tegro y abono del interés corriente ; 

b) Contratar un empréstito á la gruesa sobre las mercade- 
rías, previa la autortaEacion que prescribe el número 8.^ del ar- 
tículo 89 ; y 

a) Solicitar de la autoridad competente la venta, en martillo, 
de las mercaderías averiadas, hasta la cantidad indispensable para 
cubrir los gastos. El Capitán ó dador en su caso, tendrá privilegio 
sobre todos los acreedores para ser reintegrado ; y decretándose el 
depósito, dará cuenta al cargador ó á su consignatario, para que 
acuerde lo que mejor le convenga ; pero si el mal estado de las 
/mercaderías ofreciere un inminente peligro de pérdida ó aumento 
de deterioro, pedirá se proceda á su venta, pagando'con el producto 
V de ella los gastos y los fletes devengados ; y depositará el resto á 
la orden del interesado, dándole el aviso correspondiente (19). 

El fletante no está obligado á recibir en pago del flete merca- 
derías sanas ó averiadas ; pero los cargadores podrán abandonarle 
por el flete los líquidos cuyas vasijas hubieren perdido más de la 
mitad de su contenido, pues el fletante no soporta disminución 
alguna en los fletes devengados con arreglo á la póliza, fuera de 
los casos expresados por la ley (2). , 

En el caso de este abandono para pago de fletes, si el fletante 
no estuviere conforme, podrán los cargadores solicitar del Juez que 
se proceda al peso ó medición de las vasijas que contengan los lí- 
quides que se abandonan, lo cual se verificará con la intervención 
del mismo fletante, y acordado el peso ó medición por peritos ó 
personas prácticas. Si resultare que las vasijas han perdido más de 
la mitad de su contenido, el Juez ordenará que se entreguen al fle- 
tante. Justa et esta excepción, porque el trasporte de los líquidos 
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fue la caiisa del contrato y las vasijas son un accesorio. Por esto, 
trasportados sólo en parte, la ley ha dejado al fletador en la 
alternativa, ó do abandonar los fletes u de abandonar su mercado- 
ría ; pero por una pequeña perdida, 6 cuando no alcanzare á la 
mitad del contenido, no se permitirá el abandono. 

El flete es debido y exigí ble deí>de el momento en que se ponen 
íl disposición del consignatario lan mercaderí&s porteada", y el Ca. 
pititn no podru retener u bordo la carga para asegurar el pago de 
los fletes ; pero podrá solicitar el depósito ile ella hasta que se le 
abone (21). 

Para autorizar esta intervención, el Capitán debeni Nolicitarla 
por escrito, y el Juez la acordar! de la manera (|ue produzca el 
menor vejamen posible. 

No se puede, pues, retener á bordo el cargamento á pretexto 
de receló sobre falta de pago tie los fletes ; pero si liubiere justos 
motivos para desconliar, podrá el Juez, á instancia «leí Capitán, 
si se demuestran esos motivos, autorizar la intervención de los 
efectos que se descarguen, hasta que ne hayan pagado los fletes. 

Siempre que los cargadores no puedan devolver los conoci- 
mientos, deberán otorgar fianzas á satisfacción del Capitán por el 
íntegro valor de la carga ; y no otorgándolas, aquél no podrá ser 
compelido á entregar las mercaderías, ni á firmar nuevos conoci- 
mientos para distinta consignación (22). 

Cuando proceda la fianza, el Capitán solicitará su otorgamiento, 
acompañando á su escrito la documentación de la que resulte el 
valor del cargamento, pues de esta iivanera el Juez podrá estimar 
con acierto, si procede ó no la fianza. En caso de que la acuerde, 
la fijará en la cantidad y calidad que se haya reclamado, en vista 
de esa comprobación. Si fuere en metálico, »e depositará. 

El afianzamiento tiene por objeto evitar contiendas y perjui. 
cíos. Exige necesariamente la intervención judicial, como que da 
margen á un acto de jurisdicción voluntaria. 

6.^ — De muy distinto carácter son los casos de la enajenación y 
apoderamiento de efectos mercantiles y de recomposición de naves. 
Ellos reclaman reglas claras y precisas, y dada su naturaleza y 
GODsiderado su objeto, las' garantías que deben ofrecer los actos de 
jurisdicción voluntaria eii el orden comercial, deben ser semejan, 
tes en la generalidad de dichos casos. Iremos recorriendo algunas 
disposiciones legales en el orden siguiente : 

a) Si ocurriere en los efectos encargados á un comisionista, al- 
guna alteración que hiciere urgente su venta para salvar la parte 
posible de su valor, y fuese tal la premura, que no haya tiempo 
para dar aviso al propietario y aguardar sus órdenes, acudirá el 
comisionista al Juzgado de la plaza, el cual autorizará la venta 
con las solemnidades y precauciones que estime tnás prudentes en 
beneficio del propietario (23). 

El Código adopta aquí la medida que es de presumir qué ádop« 
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taría él comitente, estableciendo precaucione» que alejen loa abu. 
sos, y de este modo se salvan en lo posible los inconvenientes que 
resultarían de esperar la respuesta. 

Deberá expresante en la solicitud el número j clase da los 
efectos que hayan de enajenarse y acompañar un estado que de* 
muestre las existencias, of reciemlo información acerca de las ges. 
tiones practicadas (¡iii resultado satisfactorio. 

b) Los capitanes, maestres y patrones no están autorizados por 
rasón de sus oficias, para enajenar las naves de su mando ; pero si 
la nave que estuviere en viaje llegare al estado de iunavegabilidad, 
podrán solicitar su venta ante el Juzgado del puerto de su primera 
escala ó arribada, ofreciendo justificación del dafío que hubiere su. 
frido y de que no puede ser rehabilitada para continuar el viaje. 
Comprobados estos extremos, el Juzgado autorizani la vento judi- 
cial, y esta se hará, encontrándose la nave en alguno de los puertos 
de la Union, en la forma que prescriben el artículo 35 y las leyas 
á que el se refiere: e.<< decir, se anunciará la venta por el término 
de diez y ocho días, por medio de carteles y avisos en los periódi. 
eos, si los hubiere, en el lugar del juicio, y pregonándose por espa. 
ció de tres horas en cada uno de los días primero, sexto, doce y 
diez y ocho. Los carteles serán fijados en los sitios acostumbrados, 
en el puerto donde se encuentra la navo, si éste fuere distinto del 
lugar del juicio, y en la puerta principal de la capitanía del puerto, 
haciéndose constar su fijación y la publicación de los avisos en el 
expediente, so peca de nulidad y de dafíos y perjuicios. £1 remate 
se celebrará con las solemnidades que prescriban las leyes del Es. 
tado respectivo para las ventas judiciales. 

Cuando la necesidad de vender la nave fuere conocida en un 

Suerte extranjero, la solicitud é información se harán ante el 
onsul colombiano, ó en su defecto, ante el Tribunal de comercio, 
y no habiéndolo, ante el Juez ordinario del lugar. 

Deberá otorgarse la autorización, encontrándose comprobados 
los dos hechos indicados (24). 

Como los capitanes, maestres ó patrones no son los dueños de 
la nave, ellos no pueden estar autorSsados para su venta, y para 
acreditar la necesidad de ésta, se pedirá el reconocimiento por pe- 
ritos y se acompañará el acta de visita ó fondeo y el Diario de 
Navegación^ para que el Secretario tome de él testimonio de lo 
conducente. 

Indudable nos parece que la cantidad obtenida en la subasta, 
deducidos los gastos, deberá depositarse. 

c) Los condueños de una nave están obligados á contribuir en 
proporción á su armamento, equipo, aprovisionamiento y reparo- 
cúme9,.toda vez que la mayoría haya acordado cualquiera de estas 
operaciones ; pero tratándose de refaccionar la nave, la mayoría' 
DO tendrá derecho de fijar á su arbitrio la naturaleza de las repa- 
raciones y su costo ; y desintiendo acerca de estos punto», podrá 
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exigir se forme un presupuesto por peritos, y que la obra se con. 
trate, en igualdad de condiciones, con la persona quo ofrezca rea- 
lizar la reparación por el precio más equitativo. oíóúi» 

En el caso de la necesidad de dichas reparaciones, y la mayoría 
las acordare, la minoría será obligada ú contribuir con la cantidad 
que le corresponda, en el perentorio termino de quince días, con- 
tados Aesde la notiñcación, ó ¿ que el gasto se haga bajo la garan- 
tía de la parte que tiene en la nave, ó u que se venda dicha parte. 
Y no eligiendo dentro de este plazo, se entenderá que ella renun- 
cia sus partes, en cuyo caso se procederá á adjudicarlas privada- 
mente á los demás partícipes por el valor que tengan á justa 
tasación, á no ^er que alguno de los interesados sea menor de edad, 
ó que sin serlo, solicite que la adjudicación >:c verifique en pilblica 
subasta. 

Antes de que principie la reparación, rc hura el justiprecio por 
perito» elegidos por las partes ó por el Juzgado competente, caso 
de que alguna de ellas rehuse hacer el nombramiento. 

Si la mayoría no aceptare la adjudicación de la parte ó partes 
de la minoría, podrá solicitar del mismo Juzgado la autorización 
necesaria para tomar sobre ellas dinero á la gruesa, ó pedir su em- 
bargo y venta, en la forma indicada. 

Siempre que la minoría, aunque la constituya un solo condue- 
ño, entendiere que el estado de la nave exige una pronta repara, 
ción, resistida por la mayoría, podrá solicitar su reconocimiento 
por peritos nombrados por el Juzgado ; y si éstos opinaren que es 
indispensable, ^erán obligados los disidentes ii contribuir con los 
fondos necesario», y no haciéndolo, la minoría podrá usar de los 
arbitrios arriba expret^ados ; pero si resultare que la reparación es 
innecesaria, los copartícipes solicitantes pagarán las cost-as (25). 

Fúndanse estas disposiciones en que no sería justo que la negli- 
gencia ó capricho de unos condueños perjudicara á los otros y en 
la inconveniencia que hay en que dos ó más en desacuerdo posean 
una nave. Se establece la exclusión del que se niega á contribuir 
á los reparos precisos para evitar cuestiones. 

Habrá de instruirse un excediente para hacer constar la nece- 
tidad de la reparación, el requerimiento al disidente y la autoriza, 
ción ; pero no existiendo tramitación señalada, lo más justo y urre- 
glado sería darle al caso de que se trata el giro de un juicio 
ordinario, porque no alcanzan á tanto los actos de jurisdicción 
voluntaria. 

d) Cuando el Capitán t^e halle sin fondos pertenecientes á la 
nave, ó á sus propietarios, para costear las reparaciones, reh:U)ili- 
tación y aprovisionamiento que puedan necesitarse, en caso de 
arribada, podrá tomarlos á riesgo marítimo ú obligación ala gruesa 
sobre el casco, quilla, y aparejos, si los corresponsales del naviero 
ó interesados en la carga no suministraren los suficientes; perO; 
deberá obtener antes la licencia del Juez del puerto, siendo terri. 
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torio colombiano, y en país extranjero, del Cónsul, si lo hubiere, 6 
no habiéndolo, de la autoridad local que conozca de las causat 
mercantiles, previa información de la necesidad del préstamo. 

No surtiendo efecto este arbitrio, podrá el Capitán echar mano 
de la parte del cargamento que baste para cubrir las necesidades 
urgentes y perentorias, vendiéndola en subasta pública con la mis. 
ma autorización judicial ó consular (26). 

La solicitud para obtener la licencia se hará ofreciendo iofor- 
mación ó presentando documentas que justifiquen la urgencia y 
que no se ha podido conseguir fondos por los medios indicados 
Deberá practicarse el debido reconocimiento para poder fijar la 
cantidad necesaria que las reparacione.<, rehabilitación y aprovisio- 
namiento requieran. 

Tan precisa es la licencia, que sin ella, supuesto el caso de que 
•1 Capitán no estuviere autorizado por el naviero, la obligación 
contraída no tendría la preferencia que la ley concede á estos 
préstamos, salvo en la parte de propiedad de la nave que tenga 
el Capitán. 

e) Si antes de llegar al puerto, se hubieren consumido las 
provisiones, podrá el Capitán, de acuerdo con los oficiales de la 
nave, obligar á los que tengan víveres por su cuenta particular, á 
que los entreguen para el consumo de todos, «abonando su importe 
en el acto, ó á lo más tarde en el primer puerto donde arribe, ó 
en el de la descarga, al precio corriente que los víveres tengan en 
aquél ó en éste (27). 

Cede en este caso el derecho de propiedad al de la conserva, 
•ion de las personas, y asi se concilian ambos derechos. Si los 
dueños de los víveres no se conformaren, porque entendieren que 
no ha existido la necesidad, ó porque no acepten el precio que el 
Capitán quiera pagarles, sé harán constar loff hechos promoviendo 
'la información judicial correspondiente en el primer punto donde 
arriben, y prestada, el Juez oirá á los interesados, dando por ter- 
minado el acto, en el caso de insistencia en el desacuerdo, con 
reserva á los dueñoft de la acción que les competa para que la 
ejerciten en juicio contencioso, según su cuantía. 

f) El cargamento está afecto privilegiadamente al pago de los 
fletes, capa é indemnizaciones, que deban los cargadores en razón 
del fletamento. £1 privilegio dura treinta díaf^, contados desde la 
conclusión de la descarcra ; y el fletante podrá solicitar dentro de 
ellos la venta judicial de las mercadería» que basten para cubrir 
los créditos enunciados, aun cuando el consignatario so haya cous- 
tituído en quiebra. 

Las mercaderías que, pendientiO aquel plazo, pasaren á tercera 
mano por un título legal, quedan libres de toda responsabilidad 
por el mero trascurso de lofii ocho días siguientes á la entrega de 
ellas. Vencidos los treinta díaH, los créditos del fletante se consi. 
deran en la clase de ordinarios, sin preferencia alguna (28). 
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De manera, pues, que hí el fletante quiere hacer uso de su 
derecho, pedirá al Juez que bo requiera al conngDatario para que 
pague eu el acto la cantidad adeudada por flete, y si no lo verifi- 
care, que se proceda á la venta de la parte necesaria de la carga 
en subasta pública. Esa parte mtíi designada por peritos y deposi. 
tada para el efecto indicado. 

En el caso de que el consignatario se opusiere á la venta, ¿ qné 
deberá hacerse con el precio? {Se entregará al fletante 6 se deposi- 
tará su producto ? Ed opinión de aleunos comentadores debe depo- 
sitarse hasta que se decida la cuestión en el juicio correspondiente, 
y otros sostienen el pago inmediato, debiendo resolverse la oposi- 
ción por los trámites de un incidente, y esto «in perjuicio de que 
en juicio ordinario se ventile la cuestión definitivamente. 

7.® — Hay otros casos que requieren la intervención judicial 
pe^entoria,^que se encuentran aislados entre sí, y que mencionare- 
mos, en parte, refiriéndonos á las disposiciones de la ley. Tales son: 

a) Cuando la facultad privativa de administrar y de usar de la 
firma de la Compañía haya sido conferida eu condición expresa 
del contrato social, no se puede privar de ella al que la obtuvo; 
pero si éste usare mal de esta facultad, y de sus gestiones resultare 
perjuicio nianifiesto á la masa común, podrán los demás socios 
nombrarle un coadministrador que intervenga en todas las opera- 
ciones, y promover la rescisión del contrato ante el Tribusal com- 
petente (29). 

Se comprende el objeto de esta disposición, que es el de evitar 
la ruina de la» compañías que imprevisivamente hicieren el nom- 
bramiento de socio administrador, en una persona que no tuviera 
la inteligencia, prudencia y probidad necesarias. Se sabe que no 
tenemos ley de enjuiciamiento en asuntos de comercio, y lo que en 
la antigua práctica se ha acostumbrado, en este caso, es proveer 
provisionalmente el cargo, y para su confirmación definitiva seguir 
luego un juicio ordinario, lo que'creemos inconveniente, porque 
este modo no satisface la necesidad de una sustitución inmediata y 
acertada. No en un juicio, sino en acto de jurisdicción voluntaria, 
debe nombrarse al coadministrador, adoptando los trámites más 
breves que se conformen con el acto de que se trata. 

Por tanto, los socios que creyeren que el encargado de adnii- 
uistrar y llevar la firma, usa mal de estas facultades, y quisieren 
nombrarle un coadministrador, se presentarán por escrito al Juez 
pidiendo se reciba información sobre el particular, y acreditados las 
heehos, que se confirme el nombramiento en la persona designada. 
Del escrito se conferirá traslado al administrador para que conteste 
y produzca la contrainformación que estime conveniente, ó pre- 
sente los documentos que acrediten su buena ge^ítión comercial. 
Según el resultado de las informaciones ó de las actuaciones, el 
Juez dictará el auto que corresponda, acordando haber ó no lugar 
al nombramiento, ó confirmando ó no la designación hecha. En el 
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caso de que el socio administrador alegare fundados motivos de 
oposición á la persona propuesta, })odrá recaer el nombramieoto en 
otra persona nuevamente designada por los mismos socios. 

Con este procedimiento quedan garantidos todos los intereses 
y salvados los inconvenientes á que el silencio de nuestras leyes 
dan lugar. 

b) Todo socio, sea ó no administrador, tiene derecho en las 
compañías colectivas, de examinar el estado de la administración 
y contabilidad do ellas, y de hacer las reclamaciones que creyere 
convenientes al interés común, con arreglo á los pactos hechos en 
la escritura de sociedad, ó á las disposiciones generales del derecho. 
SI Código determina que en ninguna especie de sociedad mercantil 
puede rehusarse á los socios el examen de los documentos compro- 
bantes de los balances que se formen para manifestar el estado de 
la administración social. 

En las sociedades anónimas ó pcHr acciones, podrá hacerse dero- 
gación á esta regla general por pacto establecido en el contrato 
de sociedad, ó por disposición de sus reglamentos (30). 

De este modo, los socios que no4idministrau, tienen los medios 
de evitar los males en que puedo verse envuelta, la sociedad, y en 
la práctica el derecho de que se trata se hace efectivo, acudiendo 
al Juez el socio interesado, para que aquél ordene en el acto la 
exhibición, y si el socio administrador se resistiere á la orden, 
podrá el Juez acordar las providencias necesarias para compelerle 
hasta conseguir dicha exhibición, como el apercibimiento, la muí- 
t^, y aun la formación de proceso criminal por desobediencia á la 
autoridad. 

Prescindiremos de los demás casos para no hacer demasiado 
exten.sa nuestra exposición. 

8.^ — ^Trataremos ahora del nombramiento de arbitros y de pe* 
ritos en el contrato de seguros, en consideración á su importancia. 

Luego que el estado de las negociaciones de una Compañía en 
liquidación, permita la división del haber social, y ésta se verificare, 
se comunicará á los socios, quienes, en el término de quince días, se 
conformarán con ella, ó expondrán los agravios con que se estimen 
perjudicados. Estas reclamaciones se decidirán por Jueces arbitros 
que nombrarán las partes en los ocho días siguientes á su presen- 
tación, y en su defecto, hará el nombramiento de oficio el Juea 
competente (31). 

Según algunas legislaciones, el arbitraje forzoso se ha esta^ 
blecido para dirimir toda diferencia entre los socios, hayase ó no 
estipulado, y advertiremos que no son de la competencia de los 
arbitros todas las cuestiones que en materia comercial pueden 
suscitarse, pues las que conciemen á la naturaleza y existencia 
legal de las sociedades, tiene que resolverlas el Juez competente, 
como de puro derecho y por los trámites ordinarios. 

Ocurre la cuestión de si este juicio arbitral puede ser de 
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amigables componedores, y en la práctica se ha hecho de este 
modo, sin inconveniente alguno. 

En este caso, cualquiera de los interesado» podrá pedir se se. 
ñale un termino prudencial para que el nombramiento tenga lugar, 
7 si trascurre el término sin verificarse el nombramiento, el Juez 
lo hará en personas que, según su concepto, sean peritas e impar- 
ciales para entender en el asunto ; y en cualquiera otro de los 
casos establecidos, si los interesados no se pusieren de acuerdo para 
el nombramiento de arbitros, podrá cualquiera de ellos acudir al 
Juez en solicitud de que los nombre. La intervención de este fun- 
cionario debe limitarse á hacer el nombramiento, puesto que así 
responde al desacuerdo de los interesados. 

Cuando no se haya expresado en la póliza el valor de las mer- 
caderías aseguradas, se ñjará por peritos, tomando por base el 
precio que ellas tengan, según lo dispuesto en el inciso 2.^ del 
artículo 413. Las partes podrán estipular que la prima será 
aumentada en caso de guerra, 6 disminuida sobreviniendo la 
paz ; y omitiéndose la fijación de la cuota, ésta será determinada 
por peritos, habida consideración al aumento ó disminución de los 
riesgos (32). 

El Código ha dejado á la voluntad de las parte.^ el señalar el 
premio ó prima del seguro, porque el legislador no ha podido des- 
cender á todas las eventualidades y riesgos á que se exponen lok 
aseguradores, y ha atendido á los inconvenientes que en el or. 
den económico traería la tasa de los intereses, reconociendo lo 
inútil ó vano del señalamiento legal. Así, cuando los aseguradoras 
no expresen su voluntad, se interpretará como se dispone en el 
artículo trascrito. 

Se entiende que el término del aumento de la prima, comienza 
á correr desde el rompimiento de las hostilidades, pues desde 
entonces comienzan los riesgos que ese aumento compensa. 

En el caso que deba hacerse el nombramiento de peritos, cree- 
mos que deberá designarse uno por cada interesado, si no se pusie. 
ren de acuerdo en la desígnaeióu de alguno, y acompañarse la 
póliza de seguro. El Juez nombrará el tercero, y fijada la cantidad 
en que haya de consistir el aumento, ordenará que se haga saber á 
quien corresponda, es decir, al asegurador y al asegurado, para los 
efectos legales. 

Es claro que cuando sea necesario hacer constar judicialmente 
el siniestro, ta»ar su cuantía y vender los efectos averiados por 
consecuencia del contrato de seguros, deberá practicarse lo que 
para casos análogos ya hemos indicado. 

KOTAS DEL CAPÍTULO XIII. 

(1) La ley espaiiola de 1881, dispone en su artículo S,lll, que cuando 
para los hechos de que se trate no se hajan establecido reglas especialef, 
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«demás de lai diaposicionoB generales aplicables, se observarán las si- 
^oientes : 

a) Cuando hubiere terceran personas á quienes las «tctuaciones puedan 
perjudicar, deberán ser citadas para que, si quieren, concurran á bu práctica, 
»in perjuicio de que pueda acudir á las mismas todo aquel que entienda le 
interesa el asunto : y el Juez rechazará de plauo toda pretensión deducida 
por quien notoriamente no tenga interés en ese asunto ; 

h) En loa casos en que las diligencias puedan afectar á los intereses 
públicos ó á personas que, presentes 6 ausentes, gocen de una especial pro- 
tección de las leyes, ó sean ignoradas, se citará á los Promotores fiscales y á 
los Fiscales municipales : 

e) Los Escribanos ó los Secretarios darán fe ó certificación del conoci- 
miento de las personas que reclamen la intervención judicial, y de los testi^ 
¿08 de las informaciones ; 

d) La intervención de las terceras personas y la de los Promotores ó 
FiecaleB, en su caso, se limitará á adquirir el conocimiento de quiénes sean 
los que intervienen, y á su capacidad legal ; y á este efecto ee les entrega- 
ran las diligencias, ultimadas que sean, para que expongan las que vieren 
convenirles ; 

é) Si las reclamaciones que hicieren ios terceros, los Promotores ó los 
Fiscales, versaren sobre faltas subsanables, el Juez decretará lo que corres- 
ponda para completar las diligencias ; 

f) El Juez, en vista de lo actuado, dictará auto en que se resuelva lo que 
proceda, y mandará que las diligencias se archiven, dándose á los interesa- 
dos testimonio de la parte que soliciten. 

(2) Art. 84 del Cód. de Com. del E. 

(3) Art. 85 del id. id. 

(4) Art. 183 id. id. 

(5) Alt. 187 id. id. 

(6) Art. 327 id. id. Véanse los artículos 184, 324 y 332 del 
mismo Código. 

(7) ArV 99 inciso 5.^ del Cód. de Com. para loa Estados unidos de 
Colombia. 

(8) Art. 190 del citado Código Federal. Véanse los artículos 176 y 177 
del mismo. Llámase estadía la cantidad que se paga al Capitán por vía de 
indemnización, cuand(» deja de cargar ó descargar en el plazo acordado, y 
esta cantidad puede ser alzada, ó ñjada á un tanto por cada día de detención. 
La Mobreestadía tiene lugar cuando ha trascurrido el segundo plazo fijado. 

(9) Art. 210 del citado Código Federal. Véanse los artículos 209 y 211 
del mismo. 

(10) Arts. 226 y 233, inciso 2.^ del citado Cód. Federal. Véase el ar- 
ticolo 252 del mismo. 

(U) Art. 344 del citado Cód. Federal. Véanse los artículos siguientes, y 
•I 289 del mismo. Además, en punto á los reconocimientos, consúltense los 
artículos 196 á 198. 

(12) Arts. 470 y 480 del Cód. de Com. del E. Véase el 530. 

(13) Arts. 277 á 280 del Cód. de Com. de la ü. 

(14) Arts. 281 á 295, 296 á 315 y 316 á 320 del ciUdo Cód. de Com. de 
Is ü. La ley vigente en España regula el derecho para hacer impugnaciones. 
Presentado el informe pericial, se pone de manifiesto por tres días, para que 
k>8 interesados puedan consignar la razón de sn impugnación ; y si alguno 
no estuviere conforme, al siguiente día de vencido el término, el Juez con- 
Toca s una oompareoencia, y en este acto recibe por vía de instrucción las 
justificaciones qse hicieren los interesados. 

(15) Arts. 161 á 164 del citado Cód. Federal. 

(16) Arts. 213 y 214 del mismo Código. 
<17) ArU. 328 á 333 del mismo Código. 
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(18) Art. 335 del mismo Código. Véanse los artículos 98, 336 y 337. 
(10) Arts. 338 y 339 del mismo Código. 

(20) Arts. 224 j 225 del mismo Código. 

(21) ArU. 223 y 226 del mismo Código. Véase el siguiente. 

(22) Art. 246 del mismo Código. Véase el articulo 29 en su parte final, 
y el 87 que habla también de la fianza. 

(23) Art. 114 del Cód. de Com. del E. 

(24) Arts. 33 á 35 del Cód. de Com. de la ü. 

(25) Arts. 48 á 51 del mismo Código. 

(26) Art. 69, incisos 5.^, iPy SP y 10 del mismo Código. Las Ordenan- 
zas de Bilbao preferían el medio de girar una letra á cargo del naviero, que 
es lo más justo y conyenionte. 

(27) Art. 89, inciso 11 del Cód. de Com. de la U. 

(28) Art. 228 del mismo Código. El privilegio es una especie de hipo- 
teca legal, semejante á la que tiene el dueño de una casa arrendada en todo 
lo en ella introducido. 

Se entiende por capa la gratificación que por costumbre se da al Oapitéin 
además del flete, como una recompensa por su mayor interés y cuidado en 
las expediciones, y consiste en un tanto por ciento del importe del flete. 

(29) Art. 272 del Cód. do Com. del E, 

(30) Arts. 273 y 275 del mismo Código, 

(31) Arts. 305 á 307 del mismo Código. Contray endones á los gastos de 
arribada que se hagan para descargar los efectos recogidos de un naufragio, 
se regularan, á juicio de arbitros, según el artículo 989 del C-ódigo de Comercio 
español, en el puerto de dicha descarga, teniendo en consideración la dis- 
tancia, la dilación y las dificultades vencidas para recogerlos, y los riesgos. 

(32) Arts. 416 y 429 del Cód. de Com. do la TT. El articulo 413 dice que la 
nave pu6d9 ser asegurada, deduciéndose previamente las cantidades toma- 
das á ;,la gruesa, y también el cargamento, previa esta deduccióo, por el 
íntegro valor que tenga en el puerto de la expedición, inclusos los gastos 
causados hasta ponerlo á bordo y la prima del seguro. Véanse los artículos 
17 y 18. 

Pueden consultarse con provecho el Código de Comercio de España, ano- 
tado y concordado por La Serna y Heus, séptima edición, 1878, y la Ley de 
JSnjtUeiamiento civil de 1881, concordada y anotada por la redacción de la 
Bevieta general de legislación y jurisprudencia, tomo 4.*^, 1882. 



CAPITULO XIV 

DE LA INTEBVENCIÓN JUDICIAL EN LA MOBILIZACIÓN DB LOS 

INMUEBLES. 

Bbsumen. — 1.^ Qué se entiende por mo&iZt2ar una j^nca raíz; propiedades 
mobilizables y las que no lo son ; efectos da la mobilización.<— 2.^ Trá- 
mites establecidos. — 3.^ Remate de las fincas; competencia de los Jue- 
ces para conocer de ciertas cuestiones. 

1.° — MohUizar uua fínca raíz es convertirla en un valor mue- 
ble, representándola en billetes 6 cédulas hipotecarias al portador 
6 á favor de persona determinada, con intereses 6 sin ellos, pagade- 
ros á presentación ó á plazos 6 por sorteos, y emitidos por un valor 
igual al de las dos terceras partes de U misnia. 
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Todas las propiedad raíces de más de quinientos pesos de 
valor, situadas en el Rstado, y aun las situadas en los otros Estados, 
siempre (\ue sus leyes lo permitan, son mobilizables por quien 
pueda hipotecarlas, bajo Las condiciones siguientes : 

a) Que los títulos con que haya poseído la finca el último pro- 
pietario, ó este junto con los anteriores dueño?, por el termino de 
veinte años, no contengan vicio de ninguna especie, que los in- 
validen ; 

h) Que no haya juicio pendiente en que se dispute sobre el 
dominio ó los linderos de la finca, ó no esté hipotecada, á menos que 
el duefío y el acreedor hipotecario hagan la solicitud ; 

c) Que si la finca es proindivisa, se presenten si mobilizarla 
todos los comuneros ; y 

d) Que el Tribunal Superior declare mobilizable la finca, y el 
Jurado apruebe la niobilización. 

No son mobilizables las casas de paja ni las de teja en ruina, 
ni se incluye en el avalúo de las fincas el valor de los aparatos, 
máquinas y semovientes que existan en ellas, ni lo que pueda des- 
truirse ó trasportarse. 

Emitidos los billetes, en parte u en el todo, la finca quedará 
afecta á su pago, y cualquier derecho ú obligación anterior 6 
ulterior será pospuesto, sin que por embargo, acción ó acto judicial 
ocurrido antes ó después de la emisión, pueda estorbarse el curso 
y la tramitación e^^tablecidos para hacer efectivo dicho pago con 
la venta de la finca. Puede, sin embargo, notificarse al Director 
de la oficina el embargo ó la acción intentada para evitar la reno- 
vación ó emisión posterior de billetes, una vez extinguida la ante- 
^or, y que no se entreguen los que existan aún, y para que en caso 
de remate se retenga el excedente del producto (1). 

2.^ — ^El individuo ó individuos que pretendan mobilizar una 
finca, 80 presentarán ante el Tribunal, acompañando la copia ó las 
copias de las escrituras de propiedad con que la hayan poseído 
durante veinte años, y si el Tribunal estimare, en Sala de acuerdo, 
que los documentos presentados acreditan las condiciones exigidas, 
librará un despacho dentro de setenta y dos horas al Juez del res. 
pectivo Circuito donde este radicada la finca, para que informe si 
tiene pleito pendiente, y un exhorto al respectivo Registrador, 
para que certifique sobre los actos que la afecten, durante dicho pe- 
ríodo. Ambos pliegos se diligenciarán dentro de cuarenta y ocho 
horas, bajo el apremio de una multa. 

A falta de títulos fehacientes, podrá acreditarse la posesión ú 
ocupación material del inmueble por treinta años no interrumpi- 
dos, de la manera como se comprueba en juicio la adquisición del 
dominio por prescripción extraordinaria ; y no será necesario res', 
pecto de bienes desamortizados, presentar los títulos anteriores á 
la escritura de venta ó traspaso otorgada por la Nación. 

Devueltos los despachos, el Tribunal resolverá en la mism% 
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Sala, dentro de setenta y dos hora?, si la finca es ó no mobilizable; 
j esta declaratoria deberá dictarse á lo más tarde dentro de los 
diez días posteriores A la fecha de la iniciación del negocio, cuando 
los despachos deban diligenciarse en el Circdito de Bogotá, 6 de 
Teinte, cuando se diligencien en los otros Circuitos, salvo los casos 
de demoras justificadas. 

Si HO declarare que los títulos no son suücientes, ó que la finca 
uo puede mobilizarse, podrii renovari^e la solicitud acompafíando 
nuevos títulos 6 subsanando los anteriores, ó si han desaparecido 
los inconvenientes resultantes de los certifícados; pero si se decla- 
rase mobilizable, la resolución acordada se hará registrar en el 
libro de hipotecas, siempre que en el tiempo trascurrido desde la 
fecha del certificado, no haya tenido lugar un nuevo acto que 
modifique la situación de la finca ó sus condiciones, pues en este 
caso con el informe del Registrador, el Tribunal revocarií la de- 
claratoria de que se trata. 

Practicada la inscripción, se remitirá el expediente al Director, 
para que ee practique el avalúo y se anuncie en dos periódicos por 
lo menos cinco veces en cada uno, que la finca va á mobilizarse, 
expresando sus linderos, la juri^icción en que radique y las demás 
circunstancias que la hagan conocer, así como la fecha en que 
tendrá lugar la mobilización, la que no podrá verificarse antes de 
noventa días contados desde la fecha de la publicación del primer 
aviso. Este se fijará también en la puerta de la oficina. 

Si durante el término de los noventa días, ocurriere alguno 
denunciando bajo de juramento que la finca tiene juicio pendiente, 
ó ha~ sido embargada ó hipotecada ó gravada de algún modo, ó que 
ella ha sido propiedad de menores ó de mujer casada, ó ilegalmente 
enajenada, o que adolece de otro vicio semejante, se suspenderá 
el curso del expediente y se remitirá de nuevo al Tribunal, para 
que el .denunciante pueda comprobar sumariamente, en el término 
de treinta días, los hechos en que se.funda, á fin deque se revoque 
ó ratifique por dicha Sala la condición de mobilizable que se 
dio á la finca, y pueda discutirse en juicio ordinario la cuestión 
suscitada. 

En el caso de revocatoria, el propietario podrá pedir ante el 
Juez competente que se obligue al denunciante á intentar este 
juicio, y si notificada personalmente la solicitud, no intentare su 
acci#n en todo el año siguiente ó manifestare desistir de los dere- 
chos que pudiera reclamar, continuará la mobilización su curso 
regular. Igual procedimiento podrán adoptar los propietarios ó 
tenedores reputados por tales, cuyos títulos se hayan declarado 
viciosos, con el fin de depurar eus fincas. 

Los denunciantes, en caso de falsedad, serán condenados con 
arreglo al Código Penal ; y serán responsables del perjuicio que se 
oauso u terceros, los que autoricen ó lleven á efecto cualquier mo- 
bilización después de dado el denuncio, sin que se haya declarada 
falso ó se hayan desvanecido los hechos en que te apoyo. 
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Devuelto eu este caso el expediente á la oñcina, se publicarán 
de nuevo los avisos por todo el término de los noventa días, y los 
denuncios que se hicieren se fundarán entonces en otras causas 
distintas de las alegadas antes. 

El avaluó se practicará por perito'^ nombrados por la oficina, 
quienes h»rán su exposición bajo juramento ante el Director de ella 
6 de la autoridad judicial ó administrativa que aquél comisione, si 
la finca estuviere situada fuera del distrito de Bogotá. La base de 
este avalúo será la cantidad que podría obtenerse por la finca al 
presentarse en venta, y si sobre esto no se acordaren los dos pri. 
meros peritos, y el tercero estuviere también en desacuerdo, so 
tomará la tercera parte de la suma i)e las cantidades fijadas por 
cada uno de ellos. 

El día que espire el término de los avisos, se procederá á la 
formación del Jurado, tomando tres nombres de una lista de cien 
personas notables del lugar, que formará anualmente el Goberna- 
dor, en el orden establecido. El Jurado, después de hacer un exa- 
men escrupuloso del expediente conforme ^e previene en la ley, 
dictará dentro de los diez días después de su instalación, la resolu- 
ción que estime procedente, aprobando la mobilización ó mandando 
subsanar las diligencias practicadas. Verificadas éstas con las sub. 
sanaciones correspondientes, podrá el Jurado dictar su aprobación, 
con lo cual se procederá á la emisión de billetes. 

La hipoteca que constituye el registro prescrito por el artícu- 
lo 9.^, cesará sólo cuando el Director comunique al Registrador 
que el propietario ha suspendido ó terminado la mobilización, y 
que la finca está libro (2). 

3.^ — ^Los remates de las fincas mobilizadas se celebran en la 
Oficina, cuya diligencia será firmada por el Director y Secretario 
de ella, y aprobada por el Jurado, se expedirá copia al rematador 
que será registrada dentro de 20 días y protocolizada dentro de los 
diez siguientes. 

Cuando el producto del remate ocasione déficit en el pago de 
costas, billetes é intereses, la Oficina procederá de oficio á embar- 
gar otros bienes del deudor, como lo hacen los Jueces de Circuito 
en los juicios ejecutivos, admitiendo tercerías y concediendo ape- 
laciones ; pero no habrá juicio de excepciones. 

En este caso, si el deudor fuere concursado para pagarse los 
acreedores con los bienes quo persiga la Oficina mobilizadora, 
entrará á conocer del asunto el ret^pectivo Juez de Circuito ; y los 
duefios de los billetes figurarán en el juicio como acreedores escri. 
turarios por el déficit no cubierto y el interá del seis por ciento 
desde la fecha del vencimiento ó de la suspensión de pago. No 
serán admisibles contra ellos otras excepciones qua las de compen- 
sación y falsedad (3). 
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NOTAS DEL CAPÍTULO XIV. 

(1) Arta. 1.° á 4.^ 65 á 75 de la ley 27 de 1879« sobre mobilización de 
la propiedad raíz en Oundinamarca, j 1.^, inciso 1.^ de la 24 de 1881. 

Sólo existe una Oficina en el Estado, en Bogotá, á cargo de su Director, 
quien tiene un Secretario que autoriza todos sus actos. Hay una Junta Di- 
rectiva compuesta de cinco personas respetables, que en unión de aquéllos, 
fiscaliza las operaciones mensual mente. 

La palabra mobilización viene de mueble^ y la ley usa de ella porque 
hace la ficción de que los bienes inmuebles se convierten en muebles, para 
los efectos de la misma ley. 

En efecto, la emisión de títulos hipotecarios, con fincas inherentes al 
pago de ellos, de un modo ineludible, da á las propiedades raíces la condición 
de valores muebles representados en cédulas equivalentes á las dos terceras 
partes de su avalúo. 

Publicada la ley se solicitó la suspensión del inciso 1.^, artículo 2.^, y la 
del articulo 5.^ La Corte Suprema no accedió á la solicitud, pues faltó la 
unanimidad constitucional requerida, y en el Senado, la Comisión encargada 
de emitir concepto en el asunto, sostuvo la validez de las disposiciones 
censuradas. Por cuanto no exceptuaron de la mobilización los bienes desa- 
mortizados, ni hacen á estos de peor condición que los demás inmuebles 
existentes en el Estado, m se desconoce la legitimidad de su procedencia, se 
declararon válidas dichas disposiciones. Véase el Diario del Senado de 31 
de Mayo de 1881, número 36. 

(2) Arts. 6.° á 30 de la citada ley 27 de 1879 ; 1.^, incisos 2.° y 3.°, y 
artículo 3.^ do la 24 de 1881. 

(3) Arts. 51 á 61 de la citada ley 27 de 187e. 



TÍTULO DÉCIMO QUINTO 



CAPITULO ÜNICO. 

DB LOS JUICIOS DE CUENTAS «N ASUNTOS DE HACIENDA PUBLICA. 

RwrcruBK. — 1.^ £n qué consiste el juicio de cuentas; cuándo comienza y 
cuándo termina ; se exige por este medio solamente la responsabilidad 
civil. — 2P Trámites establecidos para la presentación, examen y feneci- 
miento de las cuentas nacionales ; las mensuales j anuales ; cuentas 
militares y cuentas de agentes diplomáticos y consulares ; cuándo se cn> 
tienden hechas las notificaciones ; apelaciones; recusaciones; consultas; 
devoluciones. — 3.^ Besponsabilidad de los ordenadores ; el juicio civil 
de cuentas que éstos deben rendir se surte ante la Corte Suprema Fede- 
ral ; procedimiento que debe observarse ; fuerza y efecto de las resolu- 
ciones de la Corte. — 4.^ Finiquitos ; cuándo y quiénes los expiden. — 
5.^ Trámites establecidos para el juicio de cuentas en el Estado ; apela- 
ciones ; finiquitos. 

1.** — ^Trataremos en este capítulo primeramente del juicio que 
se sigue en la Oficina general de Cuentas y en seguida del que se 
sustancia en el Tribunal de esta clase en el Estado; porque, aunque 
se notan entre uno y otro algunos puntos desemejantes, am1x)s jui. 
cio8 persiguen los mismos fines y obedecen á los mismos principios 
que regulan su tramitación dentro del orden civil. 

Consisten en la obf^ervancia de ciertas reglas para averiguar si 
los responsables^ del Erario han llenado sus deberes en lo relativo 
á la recaudación de las rentas y contribuciones, al pago de los 
gastos públicos y á la formación, rendición y comprobación de sus 
cuentas. Comienzan de^^de que se presenta la cuenta mensual ó 
anual y terminan con el auto definitivo de segunda ó tercera ins- 
tancia, sea de fenecimiento ó sea elevando los cargos deducidos. en 
el auto de glosas á alcance líquido. 

La responsabilidad que se exige es puramente civil ó pecuniaria, 
y tiene por objeto poner á cubierto al Tesoro público de todo pago 
ó erogación ilegal, haciendo enterar en él por reintegro cualesquie- 
ra cantidades indebidamente extraídas, así como corregir las faltas 
cometidas en lo que á la contabilitiad se refiere (1). 

2.^ — En el orden federal, los responsables del Erario, excep- 
tnados los ordenadores, deben formar mensualmente sus cuentas y 
remitirlas á la Oficina general cotí un inventario por duplicado* 
para su examen y fenecimiento provisional, y al fin de cada afio 
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económico, su cuenta general que remitirán también á dicha Ofici- 
na con los libros originale», el balaoce y 8us comprobantes para su 
examen y fenecimiento definitivo. En la capital de la Unión, se 
rendirán las memuales el día último del mes siguiente al que co- 
rr^spondan las cuentas ; y fuera de la capital, se remitirán cuando 
más tarde por el primer correo posterior al día último del mes si- 
guiente al que corresponda la cuenta. Las a^ualen se presentarán 
dentro de los dos meses de terminado el año econótnico. 

Y por el sólo becho de no rendir ó remitirse una cuenta en los 
períodos i udicadoN, incurrirá el responsable en una multa de un 
peso por cada día de demora, que declarará y hará efectiva el Con- 
tador á quien corresponda su examen, sin perjuicio de Iok apremios 
que pueda imponer el Presidente de la Oficina. 

Disposiciones especiales rigen en lo que concierne á cuentas 
militares y á las que deben llevar los agentes diplomáticos y con- 
iiulares, todas relativas al respectivo presupuesto. 

Recibida una cuenta, «era comparada con su inventario, cuya 
confrontación hará el Secretario ; se acusará recibo de ello, se 
registrará y pasará al Contador á quien corresponda, y éste la ano- 
tara en su registro, procediendo á su examen ó reconocimiento, 
á fin de cerciorarse si se halla en debida forma, con sus libros y 
legajos de comprobantes. Si advirtiere alguna on;LÍAÍón ó falta 
sustancial, la devolverá al Presidente de la Oficina, para que se 
rehaga por el responsable, dentro del breve termino que señalará 
el mismo Contador, y bajo el apremio de una multa hasta de un 
peso por cada día de retardo que aquél le impondrá al responsable. 

Devuelta ó recibida la cuenta en debida forma, el Contador 
procederá á examinarla, por el orden cronológico de ella, adeu- 
dando al responsable por lo dejado de recaudar, si le fuere impu- 
table ; por los fondos recibidos de que no se haya hecho cargo ; 
por los pagos hechos sin orden competente ó liquidados sobre docu- 
mentos insuficientes ó ejecutados en virtud de órdenes ilegales no 
reclamadas ó que excedan del valor de las recibidas, ó desprovistas 
de los recibos de los acreedores ; por los errores aritmjáticoH que 
disminuyan falsamente el ingreso ; y, en fin, por toda diferencia en 
menoH que presente el saldo de Caja, el do pagarés ó al de cual- 
quiera otra cuenta activa del Tesoro ; y será acreditado por lo que 
se haya dejado <]e liquidar á su favor en la percepción de su 
•ueldo ; y por los errores^ aritméticos y las partidas de egreso com- 
probadas y no acreditadas. 

Si la cuenta de que se trata fuere mensual y estuviere arre- 
glada, xe fenecerá provisionalmente y no lo será definitivamente 
sino cuando pueda serlo la general á que corresponda ; pero si 
fuere anual, se fenecerá en definitiva y se mandará en consulta ala 
Sala de apelación. Los alcances deducidos en las cuentas mensua- 
les no se consideran provisionales ; pero no se llevarán á efecto 
sino cuando se declaren ejecutoriados los autos, ó cuando, apelados, 
se hayan confirmado. 
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£1 Contador que examine la cuenta, si de ella resultaren car. 
g08 ti objeciones fundadas, redactará el pliego de reparos ó de 
contracuenta, expresando la disposición legal en que se funden, 
7 de él se pasará copia por el Presidente al Gobernador ó Presi- 
dente «lel Estado ó primera autoridad política que resida en el 
lugar donde se halle el responsable, ó á cualquier empleado de 
Hacienda, para que lo ponga en conocimiento del iuteresado, u fin 
de que contente dentro del plazo asignado, que no excederá de 
quince días para la» cuentas mensuales, uí <ie un mes para las 
anuales. 

Por falta ó impedimento del responsable %n uotiñcará á «ue 

fiadores el pliego de reparos, y en defecto de é^tosi á sus herederos 

6 albaceas. Si ésto» no fueren hallados u «e ignorare quiénes sean 

los be rede ros, se surtirá la notiñcacicm por me<lio de un edicto 

publicado en el periódico oficial con treinta día» de anticipación, 

el cual se enviará ai lugar de la liltifita resi^leucia del responsable. 

Bastará notificar d uno de lo!< responsables cuando la obligación 

tea mancomunada y solidaria, quedando al notificado en saWo su 

acción de lasto contra los demás ; pero si 8on varios, y el cargo 

comprende á un Secretario de Estado, ó si la responsabilidad no es 

folidaria, se formará á cada uno su pliego de cargos. 

' Cuando el responsable principal ó subsidiario, no pudiere ser 

hallado para notificarle la orden de presentación de cuentas ó el 

auto de glosas, será citado por edictos públicos ó avisos insertos en 

los periódicos oficiales, en donde se presume que reside ; y con. 

cluído el término fijado para la contestación, se procederá á lo 

ulterior del juicio. Este auto y el de fenecimiento sin alcance se 

entenderán notificados sesenta días después de publicados, y el de 

fenecimiento con alcance á los noventa días, si el responsable resi- 

diere en territorio colombiano, y si en el extranjero, dentro de 

ciento ochenta días después. 

Recibidas las contestaciones, ó corrido el plazo y el de la dis- 
tancia, el Contador fenecerá la cuenta, absolviendo sí aquéllas 
fueren satisfactorias, ó elevando á alcance líquido el importe de 
los cargos no satisfechos. En este caso, se pasará copia del auto al 
Presidente ó Gobernador del respectivo Estado para su notificación 
al responsable ó á sus fiadores, herederos ó albaceas, y para que haga 
efectiva la consignación del alcance, si no se apelare. 

Todo auto de esta clase es apelable para ante la Sala de la 
Oficina, y si el recurso se interpusiere tientro de los cinco días si- 
guientes al de la notificación, será admitido. De la presentación 
del escrito en que ^e ap»*le. se pondrá nota por el empleado encar. 
gado de la notificación ó por su Secretario, expresando el día y 
hora en que tuviere lugar. 

Corresponde al Contador que dictíí el auto conceder la apelación, 
así como declarar ejecutoriado el auto ó desierto el recurso. A la 
Sala, en un caso» corresponde hacer igual concesión ó declaratoria. 
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Cuando de una cuenta aoiial resultare alcance líquido á cargo 
del Tesoro y d favor del responsable 6 de un particular, el Presi- 
dente do la Oficina dará aviso al Poder Ejecutivo con un tanto del 
auto de fenecimiento para que expida la correspondiente orden de 
paoro, e igual cosa se hará cuando f^e ordene la devolución á parti- 
culares por derechos exigidos indebidamente. 

Ninguna devolución podrá hacerse sino en el fenecimiento 
definitivo de una cuenta anual, 7 previa la aprobación de la Sala 
de apelación, & no ser en los casos sometidos al Jurado de Aduanas. 

Ejecutoriado el fenecimiento, ó fallada en última instancia una 
cuenta, se pasarán lo^ lihros Diario j Mayor j el Balance á la 
Contabilidad general para su incorporación en la general del Pre- 
supuesto y el Tesoro. 

La.4 notificaciones de los autos de fenecimiento de primera ins. 
tancia se harán de la misma manera que los de glosas, y cuando 
hubiere alcance, la notificación se entenderá hecha noventa días 
después de publicado el auto en el periódico oficial, si el respon- 
sable residiere en territorio colombiano, y si en el extranjero, cien- 
to ochenta días después (2). 

Interpuesta y concedida una apelación, el empleado que hizo 
la notificación del auto que determine el alcance ó el encargado de 
hacer el cobro, remitirá al Presidente de la Oficina el expediente 
creado para que dé curso á la a{ielación, verificando su envío por 
el primer correo. Si el alcance procede de falta de comprobantes, 
éstos serán admitidos por todo el tiempo que dure la apelación, y 
aun después de decidida ésta, podrán admitirse los que destruyan 
los cargos. ' 

La Sala de apelación se compondrá de los seis Contadores 
de número que no hayan intervenido en el examen de las cuentas, 
y en caso de recusación legal de uno de ellos, se nombrará por la 
Oficina uno ó más Contadores ad hoc, entre los empleados de Ha- 
cienda residentes en la capital ó particulares. Ninguno de los nom- 
brados podrá excusarse úxxo por impedimento legal comprobado; 
y cuando el Presidente de la Oficina f^e hallare impedido, presidirá 
el Vicepresidente, y en caso de impeilimeuto de éste, presidirá la 
Sala el que designe la suerte. 

El procedimiento para la recusación y decisión de ella, será 
el mismo que se observa para la de los Magistrado» de la Corte 
Suprema. 

Al examinar las glosas y b\s contestaciones, podrá la Sala for. 
mular nuevos cargos y pedir informes no sólo al responsable sino 
al mismo Contador que dictó el auto de primera instancia. 

Los Contadores disidentes podrán salvar su voto, pero firmarán 
en todo caso la resolución acordada. 

La Sala, en caso de consulta, procederá como si se tratara de 
uña apelación, y sus autos se llevarán á efecto, si no fueren apela* 
dos dentro de cinco días después de notificados. Los responsables 
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X>odTán además ocurrir de hecho ante quien corresponda, y se les 
admitirá el recurso aunque esté ejecutoriado el auto de que se 
trate, siempre que se comprueben motivos fundados que excusen 
lá omisión. 

Los autos absolutorios serán notificados al Procurador general, 
quien podrá apelar para ante la Corte Suprema Federal, den. 
tro de diez días de ^er notiñcados. También los responsables pue- 
den apelar para ante la misma Corte, dentro de cinco días, y se 
introducirá el recurso por conducto del empleado que hubiere 
becho la notiñcacióu. La Oficina de Cuentas, en caso de otorgarla, 
pasará el expediente á dicha Corte con todos los antecedentes, y 
ésta oirá al Procurador, observando el procedimiento prescrito 
para las apelaciones y consultas de autos interlorutorios en negó. 
cios civiles. Sus resoluciones como las de la Oficina de Cuentas 
qne estén ejecutoriadas, prestan mérito ejecutivo (3). 

La Oficina podrá adicionar, tnodifiear ó revocar sus providen- 
cias, si fueren reclamadas oportunamente, antes do ejecutoriarse. 
3.^ — En citante á la respon^^abilidad que se exige á los ordena, 
dores, los trámites del juicio son los siguientes: 

El Contador que atl virtiere en la cuenta que examine una or- 
denación ilegal de gastos y que remitida por los pagadores, aquéllos 
hubieren insistido en que se hagan, le pasará al responsable copia 
del auto de glosas para que las conteste ó dé las explicaciones 
conducentes dentro de quince días. Si no fueren contestadas, se 
enviará dicho auto á la Corte Suprema, y con previa audiencia del 
Procurador general, sin más actuación, se resolverá si se eleva ó no 
á alcance líquido el cargo deducido, y lo mismo se hará en el caso 
contestación. 

El efecto de esta resolución es obligar al ordenador á dar fianza 
por el importe del alcance, á satisfacción del Tesorero general, ó á 
consignar en la Tesorería dicho importe, que f^e mantendrá en de- 
pósito hasta que la Cámara de Representantes decida definitiva, 
mente. Con este objeto se le pasará el expediente con el informe 
que la Oficina de Cuenta^? debe evacuar relativo á la cuenta gene- 
ral del Presupuesto y el Tesoro. La responsahilidad de los Secre- 
tarios de Estado, en su carácter de ordenadores es solidaria con la 
del Presidente de la Unión. 

4.^ — Los finiquitos serán expedidos por el Presidente de la 
Oficina, autorizados con la firma del Secretario y con el sello oficial. 
Sin este documento no podrá cancelarse ninguna escritura de 
fianza ni devolveise á los interesados los documentos de crédito 
con que hubieren asegurado su manejo ; pero los finiquitos de los 
empleados en oficinas subalternas, los expeilirán los Jefes de las 
principales, en las cuales se hayan incorporado las cuentas de sus 
subordinados, después de fenecidos (4). 

5.^ — De los juicios de cuentas relativas al Tesoro y á la Ha- 
cienda del Estado, no pueden conocer sino exclusivamente los 

27 
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Contadores, y se llaman, por lo renpeotivo á estas funciones, con 
la deootninación general de CorUaoM^es^ los.exnpleados que tienen 
deberes y jurisdicción para examinar y fenecer cuentas, y liquidar 
y deducir alcances, tales como los Administradores de la misma 
Hacienda, etc., á quienes se les haya confiado una autoridad supe- 
rior para el coiiocimiento y resolución ñnal de dichas cuentas y de 
los demás asuntos quo 8on objeto de las leyes orgánicas (5). 

El término para la formación de las cuentas de los responsables 
del Erario, es el de treinta días, couU.dos desde el primero del mes 
siguiente al que corresponda la cuenta. 

Recibida una cuenta por el Cont-ador respectivo, procederá este, 
como en las cuentas nacionales, á comparar las piezas que la com* 
ponen con el inveutiirio, en caso ^e que sea de las que deban 
traerlo, y examinar si son las prevenidas por la ley. Eu el Tribu- 
,nal se hará esto por ante el Secretario y los interesados, si concu- 
rrieren. Si la cuenta se hallare corriente eu la forma y en los 
documentos, se acusará recibo, y se le dará entrada en el registro; 
y si en ella se notaren faltas que no sean sustanciales, se le partici- 
parán al responsable para que se enmienden en adelante ; pero si 
fueren sustanciales, de manera tal que la cuenta no pueda ser exa- 
minada, se exigirá que se subsanen, con señalamiento de uu tér- 
mino y devolución de la misma cuenta, si fuere indispensable, para 
la refacción, ó determinando los datos que el responsable debe 
suministrar ó puntos que debe esclarecer. En ciertos casos ee dejará 
copia de la cuenta. 

Trascurrido el termino, se cobrará la cuenta ya refaccionada 6 
aclarada, con apremio. 

Estando una cuenta preparada para su examen, se hará &te, 
según las reglas siguientes : En la de un pagador se examinará 
la legitimidad de las delegaciones ejecutivas, comparadas con el 
Presupuesto ; la exactitud de las descripciones de los créditos dele, 
gados ; la legalidad de cada crédito reconocido y la suficiencia del 
comprobante ; la exactitud de las operaciones aritmétioaR en la 
liquidación de cada uno ; la correspondencia del comprobante ; y, 
ñnalmente, la exactitud. también del resultado aritmético del débito 
y del crédito. En la de cualquier otro responsable, se examinarán 
los comprobantes de los reconocimientos hechos á cargo de los deu- 
dores ; si las partidas por recaudos están justificadas ; si las des- 
cripciones de cargo están conformes con las relaciones, documenta 
ó avisos recibidos ; si las partidas de egreso están legalmente com- 
probadas; si son exactos los resultados aritméticos; teniendo para 
ello en consideración el débito de caja, de fondos especiales y de 
vales ; si la diferencia entre iugresos y egresos es igual al saldo 
que arroja el balance ; y si la diligencia de visita ó el informe del 
responsable dan razones satisfactorias. 

Examinada una cuenta, si resultare corriente, se. fenecerá, y si 
no lo fuere, se formulará el pliego de glosas ; cuando el responsa- 
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Ue resididre en la capital, «1 Secretario bs^r^ la notifícación de ese 
pli^o, y si residiere en otro lugar, ^e enviará copia de dicho 
pliego al Prefecto respectivo para que se practique la notificación. 
Si 8e tratare de un Prefecto de fuera de la capital, se cometerá la 
notiñcacioD á un Juez de Circuito. Por falta ó/ impedimento del 
responsable, se hará á sus fiadores 6 á sus herederos ó albaceas. 

Los cargos, segilu se han prevÍKÍo por el Córiigo, se determina- 
rán con método, precisión numérica y claridad, señalando un plazo 
para que sean contestados, que no excederíi (ie quince días ; y ven. 
cido este téruiino y el doble de la distancia, sin recibir las centes. 
taciones, se tendrá por terminada la cau^a y se llevará u efecto el 
cobro del alcance deducido. 

Como sucede en los asuntos nacionales, en los casos de respon- 
sabilidad mancomunada y solidaria, l)astará la notificacióii á uno 
de lo!« responsables, quedándole íí salvo la acción de lasto contrj^ 
los otros ; pero si son varios y la responsabilidad no es solidaria, 
se formará á cada uno su pliego de cargos que se notificará por 
separado ; y cuando el responsable principal ó subsidiario no pu- 
diere ser hallado, será citado por edictos, según lo dicho antes res- 
pecto de aquellos asuntos. 

Concluido el término fijado para la contestación á ]oh reparos, 
término que no bajará de ocho ni excederá de treinta días, y que 
es prorrogable, se seguirá adelante en el juicio ; y recibidas las 
contestaciones, se procederá á nuevo examen, absolviendo ó ele- 
vando á alcance el valor de los cargos oo satisfechos. Se haní saber 
este auto de fenecimiento á los responsables, ó á sus fiadores, here- 
deros ó albaceas, á fin de que se consone su importe, por conducto 
del Prefecto ó Administrador departamental que corresponda. La 
consignación podrá hacerse efectiva ejecutivamente. 

Los autos de fenecimiento quedarán ejecutoriados nueve días 
después de su notificación, si no fueren apelados. 

Cuando resulte un alcance á favor de un responsable, se notifi. 
cara el auto al respectivo agente del Ministerio público,* dándosele 
traslado por cuarenta y ocho horas, para que pueda apelar de él. 

La apelación se interpone para ante el Contador de la segunda, 
tercera ó ci^arta instancia, y se dirige por conducto del Contador 
de la respectiva, ya terminada, ó del funcionario que haya hecho 
la notificación. Ninguna será admitida, si antes de interponerse 
no se comprueba que se ha depositado el valor del alcance ó no se 
constituye una fianza personal y abonada para satisfacer ese valor, 
dentro de los ocho días siguientes al de la notificación, pudiendo 
hacerse la consignación no sólo en dinero sino en documentos 
de crédito. 

Pero los atitos de glosas y fenecimiento que dicte cada Ministro 
del Tribunal, son apelables para ante el mismo Tribunal, cuya 
Sala de segunda instancia la compondrán los dos Ministros y el 
Procurador del Estado; y los fallos dictados en ella serán también 
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apelables á su vez para ante el Tribunal Superior de Justicia. Las 
apelacioDes se interpondráD dentro de las setenta y dos horas con. 
tadas desde la en que se notifique el auto. 

Los finiquitos se expedirán al quedar definitivamente fenecidas 
todas las cuentas que bajan sido de cargo de un minmo ref%ponAa. 
ble, durante un bienio económico, y un sólo finiquito las coui pren- 
derá á todas, haciéndose en él sus^jinta mención de todos los fene- 
cimientos, y expresándose estar satinfechos los alcances, si los 
hubiere habido. 

Todo Contador es responsable por los derechos del Tesoro 
vulnerados con el finiquito hasta tres años después de fenecida 
la cuenta (6). 



NOTAS DE ESTE CAPÍTULO. 

(1) Artfi. 1,997 á 2,000 del Código Fiscal de la Unión. 

(2) Arta. 2,002 á 2,028 del citaclt» Godizo y lev 58 de 1874. 

(3) Artd. 2.029 á 2,045 y 2,062 del citado Código FírchI de la U. 

(4) Arta. 2.046 ú 2,053 y 2,05^ á 2,061 del ciíado Cádigo FíhchI de laU. 

(5) Arta. 489 y 528 del Código PÍHcal del E. Según la ley 13 de 1884, 
que reforma la 14 de 1881 y reorganiza el Tribunal de Ciientaa del Eüta- 
áOf éste se compondrá de doa Miniatroa, un Secretario y dos eacri bien tea, y 
loB negocioa cuyo conocimiento le correaponde, aeran repartidoa por sorteo 
seroanalroente y tumo riguroso entre ellos. Por esta ley se suprimió el 
Ministro supernumerario. 

(6) Arta. 52^ á 671 del citado Código Fiacal del E., 8 ° y 9.** de la ley 23 
de 1877, reformatoria de la 5.* de 1876, y e.^' de la ley 13 da 1884. Según 
aquélla, loa (rdenadures no tienen obligación de rendir cuentaa. Éstna serán 
examinadas en las mismas de loa pagadores, en latí cuales deducirá el Tri- 
bunal los alcances líquidos que les resulten. 



TITULO VIGÉSIMO SEXTO 



CAPITULO ÚNICO 

DE LOS JUICIOS Ó PBOCBDIMIENTOS DE POLICÍA. 

Skbuhen. — 1.^ Significado de la palabra |9oJtcúi. — 2.^ Proced ¡míen tos esta» 
blecidos ; naturaleza de las resol aciones. — 3.^ Intervención de las auto- 
ridades de policía en materia de desahucius, y reglas á que deben suje- 
tarse ; disposición que no las coniprende. 

1.** — La palabra policía (politia), que procede de la griega j^oZi», 
y quiere decir ciudad, ó buen arreglo, gobierno y buen orden de uua 
ciudad ó república, significa, por esto mismo, acción protectora tanto 
sobre los interesen particulares como .sobre los interoBes colectivos ; 
BU objeto es la disciplina de las costumbres, la salud pública, la 
reforma de los abusos que puedan cometerse en el comercio, los 
víveres, la seguridad y tranquilidad general, la limpieza de las 
calles, y todo lo que concierne al bienestar de los moradores. Es 
parte de la administración que hace efectiva la ejecución de las 
leyes que garantizan el orden y la tranquilidad del E-^tado, el res. 
peto á las propiedade.^ y la seguridad de las personas ; y constitu* 
yeu la judicial las autoridades administrativas y sus subordinados 
encargados de esta seguridad y de la persecución de todos los 
delitos ó de algunos especiales. Entiéndese también por policía la 
entidad moral á quien se ha confíado esa protección, considerada 
en sus empleados colectiva ó individualmente (1). 

2.^ — Los procedimientos de policía son de tre» clases : ordina. 
rioSy verbales y administrativos. Lo'< ordinarios tienen lugar siem- 
pre que se trata de averiguar y castigar un delito ó contravención 
que tenga señalada pena de reclusión, arresto ó encierro correccio* 
nal por más de un iiies, ó concierto por más de tres meses, debiendo, 
además, considerarse tales, los establecidos por una ley reformato- 
ria para la seguridad de las propiedades ; los verbales^ cuando se 
trata de averiguar y ca<«tigar una contravención, cuya pena.no sea 
de las que quedan señaladas ; y los administrativos se dirigen á 
suspender la ejecución ú ordenar la demolición de algana obra 6 
su construcción, cuando de ella resulte algún perjuicio ó se trata 
de precaver un daño, ó cuando se trata del uso y aprovechamiento 
de las a&^as corrientes, etc., salvo las cuestiones que se susciten 
sobre constitución ó existencia de servidumbres, pues éstas son de 
la competencia de los Jueces ordinarios. 
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En general, el Jefe de policía citará al demandado, y oídas las 
partes, procurará ponerlas de acuerdo sobre el punto cuestionado, 
7 si los interesados no se conformaren en los ca«os enunciados, 
pasará con dos peritos que pixede nombrar, á practicar el reconoci- 
miento de la obra, y según el resultado, resolverá la cuesti^>n sus- 
citada. 

Si con motivo de la nueva obra fuese dudosa la Constitución de 
alguna servidumbre, y no se conformare el que se crecí perjudicado 
con la resolución dictada, se suspenderá la continuación de dicha 
obra y se prevendrá á los interesados que ocurran dentro de nueve 
días y el término de la distancia al Juez de Circdito á quien le co- 
rresponda el conocimiento. Si no comprobaren dentro del término 
doble haberlo así verificado, se llevará á efecto la resolución pro- 
ferida. Y si la obra fuere ruinosa, el Jefe de policía deberá pro- 
ceder de oficio. La demolición ó reparación, en sus casos, se hará á 
costa del dueño ; y si el peligro no fuere evidente, tratándose de 
precaver el daño, podrá suspenderse la demolición siempre que se 
preste una ñanza ó caución suficiente que responda de las con- 
secuencias. 

En cuanto á la seguridad de las propiedades, para hacerla efec- 
tiva, se han establecido los trámites siguientes : 

Presentada la demanda ó queja escrita y fundada, el funciona- 
río que deba conocer de ella, dará traslado á la parte contraria, por 
doce á setenta y dos horas, según la urgencia, para que conteste el 
cargo. Podrá nombrar peritos, practicar una inspección ocular y 
oír al Ministerio público. Dictará su resolución dentro de cuarenta 
y ocho horas, la que será notificada y es apelable dentro de las 
veinticuatro horas siguientes para ante el inmediato superior. 
Este, recibida la actuación, pondrá el hecho en conocimiento de 
las partes, y oídas por escrito, dictará su fallo dentro del termino 
indicailo antes. 

Estas resoluciones son transitorias por su naturaleza, y sola, 
mente sirven para mantener el estado en que están las cosas. La 
definitiva produce efectos permanentes en materia de servidum- 
bres rurales, urbanas y juicios posesorios, y corresponde pronun- 
ciarla al Poder Judicial, á no ser que las partes se conformen con 
la resolución de policía, y en este caso será registrada como cual- 
quiera sentencia, en la oficina á que pertenezcan las fincas sobre 
que versa la resolución. Pero si las partes no se conformaren, se 
les hará saber que deben presentarse ante el Juez competente ¿ 
ventilar sus derechos. El expediente- será remitido á éste dentro 
de veinticuatro horas. 

El mismo procedimiento se observará en materia de caminos, 
aguas corrientes, regadíos, etc. (2). 

3.^ — La policía en materia de de^^ahucios no tiene otra inter- 
vención, que la de cumplir lai* comisiones que clara y perentoria- 
mente le confieran los Jueces civiles. En la providencia que ésto» 
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«Licten sobre desahucio de uoa finca (véai^e el artículo 140 del 06- 
^igro de Policía), pe determinará sobre qué finca versa el desahucio, 
quién debe entregarla, y á quién ¿e debe entregar, señalándose el 
termino de su ejecución, que no bajará de setenta j dos horas des- 
pués de la intimación. 

Si el funcionario que debe ejecutar el desahucio de una habi. 
t&ción, encontrare en ella una persona gravemente enferma, reci- 
l>irá información jurada de dos médicos sobre el hecho, y á falta 
de éstos, nombrará otros peritos. Si se comprobare que la vida del 
enfermo puede comprometerse por hacerlo salir, suspenderá la di- 
ligencia de la desocupación, y fijará un término prudencial, de 
acuerdo con el dictamen pericial, dando cuenta con copia de su 
resolución al Juez comitente. 

A los funcionarios de policía no les comprende lo dispuesto en 
el artículo 69 de la ley 14 de 1869, reformatoria d«l Código (3). 



NOTAS DB EST^ CAPÍTULO. 

(1) Véase en Dou, tomo 3.^, páginas 340 á 343, todo lo que comprendo 
Ja palabra policía, 

(2) Arto. 210, 556 á 585 del Cód. de Pol. del £., y 8.^ y 9.^ de la ley 3 
<le 1883. 

(3) Art. 10 de la citada ley 3 de 1883, sobre policía. 

Nuestros Códigos procesales no han determinado el procedimiento que 
debe seguirse en los juicios de desalincio. Un proyecto de ley f do presenta- 
do hace algunos años en la Asamblea legislativa del Estado, que quedó 
pendiente en segundo debate, y recomendamos para el caso de que se discuta 
nuevamente, el estudio de la última ley de enjuiciamiento de España, que 
contiene sobre el particular un capítulo interesante por sus a<ertadas dÍBpo- 
siciones, pues atienden y protegen tanto los derechos del arrendador como 
los del arrendatario, en los diferentes caaos que suelen ocurrir. 



APÉNDICE NUMERO TERCERO 



FORMULARIOS V CASOS PRA0TICO8 

I 

» 

Bd Libro II, Título IX, Capítulo 1. — Del primer período del 

juicio ejecutivo. 

Escrito en que se pidí? un beco cocimiento ó confesión ju- 
dicial. — Señor Juez del Circuito. — All»erto Montenegro, á nombre 
de D.* Catalina Coronel, cuya representación acredito con el poder 
que presento y acepto, ante el Juzgado, conao mejor proceda, dis:o: 
Que mi representada posee un pagaré fírmatio por I). Emilio Du- 
rán, de % 5,000 y sus intereses desde el día del vencimiento, cuyo 
pagaré acompaño, por no haber si(io satisfecho (\ pesar de las cons. 
tantes gestiones que para su cobro he hecho ; y como quiera que 
se intenta preparar la acción ejecutiva contra dicho deudor, por 
aquella suma y otra cantidad de % 1,000, de la cual nu existe do- 
cumento alguno con que pueda acreditar su entrega, solicito del 
Juzgado que se haga compareceí^al señor D. Emilio Duran, vecino 
de esta ciudad, para que practique el reconocimiento de la ñrma 
y rúbrica que autorizan el pagaré, bajo el apercibimiento de darla 
por reconocida en su rebeldía, 6 por su no comparecencia; y 
para que manifieste á su vez : cómo es cierto que el día 7 de Mar- 
zo del pasado año, D/ Catalina Coronel le entregó á préstamo la 
suma de % 1,000, obligándose el compareciente á devolver psta 
suma el mif^mo día en que venciera el pagaré que presento. — ^Bo- 
gotá, 20 de Enero de 1885. — Alberto Montenegro. 

Providencia. — Juzgado 3.° del Circuito. — Bogotá, 21 de Enero 
de 1885. — Por presentado el anterior escrito con el poder y docu- 
mento acompañante ; cítese en forma á D. Emilio Duran, para que 
comparezca en el día siguiente lítil en que se le haga saber esta 
providencia, á las doce del mismo, con el objeto ele prestar la de- 
claración que se interesa, bajo el apercibimiento que se expresa. 

Téno;a»e á D. Alberto Montenegro como apoderado de D.^ Ca- 
talina Coronel, en el asunto de qut se trata, y póngase en cono- 
cimiento del deudor esta admisión, para los efectos legales, — 
Notifíquese. — Montalvo. — ^á^ánc^s?. Secretario. 

Demanda ejecutiva.— Señor Juez 3.° del Circuito. — ^Alberto 
Montenegro, apoderado de D.^ Catalina Coronel, en la forma legal, 
digo : Que en cumplimiento de las prescripciones de la ley, inter- 
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fK>ngo la preseote demanda por la vía ejecutiva contra D. Emilio 
Duran, vecino de esta ciudail donde reside, en reclamación de 
^ 5,000 por una parte y de $ 1,000 por otra, que fundo en los si. 
guientes puntos de hecho y de derecho. — Hf^choa. (Aquí se hará 
mencióu de ellos). — Fundarnentos de derecfio. (Se citarán las dis- 
posiciones aplicables). 

En consecuencia, y ejercitando la acción personal ejecutiva que 
nace del documento que se acompaña y confesión judicial practi- 
da, cuya diligencia también acompafío, suplico al Juzgado se sirva 
baher por presentada y admitida la actual demanda, y despachar 
el mandamiento de la ejecución, .en vista del reconocimiento de 
dicho documento y de la confesión rendida contra la pericona y 
bienes de D. Emilio Duran, en cantidad bastante á cubrir la suma 
de $ 6,000, los intereses estipulados (ó legales), vencidos y por 
vencer, y las costas del juicio. Hago protesta de abonar justos y 
legítimos pagos. — Firma del demandante. 

Podrá solicitarse la ejecución en el mismo escrito en 
que se pide el reconocimiento, y el Juez la despachará en 
éste como en el caso anterior, y el en que se acompañe 
una escritura pública, á no ser que se niegue la firma ó 
que el título esté defectuoso y no tuviere fuerza ejecutiva 
por no ser líquida la cantidad, ó no haber plazo cumplido. 
Reconocido el documento, en el caso primero, no permi- 
tirá el Juez que el deudor se ausente del Juzgado hasta 
que dictado el auto ejecutivo, se haya practicado su no- 
tificación. 

Las palabras itálicas no son esenciales ; pero la pro- 
testa se acostumbra para prevenir toda alegación del 
ejecutado, suponiendo que no es líquida la deuda. 

Dbcrbto ó auto de ejecución. — Juzgado 3.*^ del Circuito. 
Bogotá (día, mes y año). — Vistos : Por entablada la demanda con 
los documentos que se acompanau : 

Resultando: (Se consignan con claridad y la concisión posible 
los hechos en que la pretensión se funda). 

Y Conmderando : (Se aprecian los puntos de derecho ó se citan 
los artículos del Código ó disposiciones de la ley). 

£n coDsecuencia, este Juzgado, administrando justicia en nom- 
bre del Estado (ó de los Estados Unidos de Colombia, si el Juez 
conoce como nacional), ordena que D. Emilio Duran pague á 
D.* Catalina Coronel la suma de % 6,000 que le adeuda, con los 
intereses vencidos y los que se venzan hasta el día del pago, en 
cuyo día se liquidarán, y las costas. 

£1 deudor quedará por el mismo hecho de hacerle ^aber este 
auto y la intimación de pago que contiene, citado para nombrar 
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depositario y avaluador de los bienes que haya lugar á embargarlet 
y de que no nombrándolos en el acto de la notificación 6 novar 
brando á individuos que no residan en el lugar del juicio, ó qae do 
quieran 6 no puedan aceptar el nombramiento, los designará el 
Juez de la causa á el ejecutor, en su caso. — Notifíquese. — Luis 
Montalvo, — Secundhio Sánchez, Secretario. 

Notificado personalmente este auto al deudor, y prac- 
ticadas las diligencias de embargo, depósito y avalúo dé 
los bienes manifestados 6 denunciados por el acreedor, se 
citará para sentencia de remate. Se determinará en la di- 
ligencia de la notificación de este auto, la hora en que se 
hace, y dentro del término de las setenta* y dos horas si- 
guientes se podrá presentar escrito de excepciones. 

II 

Dd Titulo IX, Capítulo IL-Del segundo periodo del juicio ejecutivo 

Escrito de oposición ó de excepciones. — ^Sefíor Juez 3.*^ 

del Circuito. — Emilio Duran, en los autos ejecutivos incoados por 
D. Alberto Montenegro, como apoderado <)e D.' Catalina Coronel, 
sobre pago de peso^;, comparezco y digo : Que el Juzgado se ha de 
servir declarar no haber lugar á seguir la ejecución adelante con 
impoí^icion de costa» á la parte actora, fundado para ello en loa 
siguientes hechos y fundamentos de derecho. Hechos. (Aquí se ex- 
ponen núnuciosauíeute). Fundamentos de derecho. (Se exponen 
de la misma manera). 

Por estas consideraciones, excepcionando el pago, y en su caso 
la prescripción, suplico al Juzgado tenga por hecha mi oposición j 
admitidas las excepciones propuestas, recibiéndolas á prueba por 
el término legal. — Bogotá, etc — Firma el ejecutado. 

Providencia. — Juzgado 3.® del Circuito. — Bogotá (día, mes y 
afío). — Por opuestas las excepciones de pago y prescripción, se en- 
cargan á ambas partes los veinte días de la ley para la prueba. — 
Notifíquese. — Montalvo. — Sánchez, Secretario. 

La prueba se practica como la del juicio ordinario, y 
trascurrido su término, que es improrrogable, el Juez dic- 
tará sentencia después de los alegatos y previa citación, 
mandando llevar adelante la ejecución hasta hacer trance 
y remate de los bienes embargados, si no se justifican las 
excepciones. En caso contrario las declarará probadas, j 
terminará el juicio con el desembargo de los bienes. Pro- 
nunciará sobre costas. 

Acta db- subasta. — En la ciudad de Bogotá, á tantos de tat 
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roes y año, siendo la hora sefialada para celebrar la venta de los 
bienes embargados en estos autos, el señor Juez dispuso que fuera 
anuociada, como se practicó, daodo principio esta diligencia con la 
lectura de la relación de dichos bienes que aparece en la de em* 
bargo de ellos y de las condiciones bajo las que esta venta se rea- 
lizará, cuya lectura hice yo el Secretario. Abierta la subasta, y 
después de varias posturas que Fueron anunciadas y sucesivamente 
mejoradas por los concurrentes, hasta en cantidad de tanto, el señor 
Juez, en vista de que á pesar de haber sido pregonada tres veces 
esta illtima postura, sin que ninguno la mejorase, diá por termi* 
nado el remate, disponiendo la adjudicación de los bienes relacio- 
nados, á D. Joaquín Ibáñez, en la expresaida suma de y orde- 

Bando su publicación, como se hizo por voz del pregonero (ó el 
alguacil del Juzgado), á fin de que fuera conocido por todos los 
circunstantes el resultado de la subasta, firmando esta acta en 
prueba de conformidad y aceptación, el citado rematador con el 
deñor Juez, de que doy fe. — (Firmas del Juez, rematante y las 
partes, si hubieren concurrido y quisieren, y la del Secretario). 

III 

Del Titulo IX, Capítulo IV, — De las tercerías. 

Demanda de tercería bxclüyente ó de dominio. — Señor 
Juez 3.® del Circuito. — Gonzalo Díaz Menacho, vecino de esta 
ciudad donde reside como mejor proceda, expongo : Que en la eje- 
cución por cobro de pesos, que D.* Catalina Coronel sigue contra 
D. Emilio Duran, se ha embargado una finca raíz situada en el 
distrito de Funza, que me pertenece y que tenía dada en arriendo 
al deudor ejecutado. En esta virtud, interpongo en debida forma 
tercería de dominio, acompañando copia de la escritura pdblica 
que acredita mipropiednd sobre esa finca, y suplico á usted que, 
habiéndola por interpuesta, se sirva ordenar á su tiempo se alce 
el embargo de ella y se me entregue, previa la declaratoria de que 
es de mi dominio ó propiedad. 

Me fundo en los hechos siguientes : (Aquí lo que de la escri- 
tura resulta). Y en cuanto al derecho que me ánste, habrá de 
tenerse en cuenta lo que disponen los artículos tales del Código 
Civil. — Firma del tercerista. 

Providencia. — Juzgado 3.** -del Circuito de Bogotá (día, mes y 
año). — Por interpuesta la tercería, con la escritura que se acompa. 
ña, se admite y se abre á prueba el artículo sobre el dominio por 
el término común de tantos días. Suspéndase entre tanto el pregón 
y reñíate de la finca á que se dirige esta oposición. — Notifíquese. 
(Firmas del Juez y Secretario). 

Demanda de tercería coadyuvante ó de mejor derecho. 
Señor Juez 3.^ del Circiíito. — Guillermo Caicedo, vecino de esta 
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ciudad, ante \i.sted expongo : Que en la ejecución que se sigue con- 
ira D. Emilio Duran, á instancia de la señora Catalina Coronel, 
Be ha embargado una c«isa situada en el barrio de la Catedral, ca« 
rrera y calle tales ; y como el crédito de que procede la ejecución 
es meramente personal, y la casa expresada me está hipotecada 
por la cantidad da tantos pesos, segán consta de la escritura públi- 
ca que acompaño, número tal^ otorgada ante el Notario 2.° del 
Círculo de Bogotá, interpongo la correspondiente tercería de prc 
lación, fundándome en los hechos si^uienten: (se mencionaráo). 
Respecto al derecho que me asirte, alego las disposiciones tales. 

En consecuencia, suplico á usted, que habiendo por interpuesta 
esta tercería, en la forma indicada, se ^irva declarar á mi tiempo 
en conformidad con lo preceptuado en los artículos 2,571 y 2,579 
del Código Civil, que con el valor de la casa embargada debe pa- 
garse preferentemente el importe de mi crédito, con sus intereses 
y las costas del juicio. — Firma. 

Providencia. — (En los mismos términos que la anterior, en 
cuanto á la admisión y concesióu del término probatorio ; pero no 
se suspende el juicio ejecutivo y se difiere el pago hasta que se de- 
cida Ja prelación entre los acreedores). 

IV 

Del Título Xy Capítulos I y II, — Del concurso voluntario y del 

necesario. 

Escrito en que el deudor se presenta en concurso ó 

HACE cesión de BIENES. — Sefíor Juez del Circuito. — Aurelio Ga- 
larza y Lozano, vecino de esta ciudad, como eo derecho mejor 
proceda, á usted digo : Que la administración de mis bieues en los 
dos últimos anos, en sus recluitados no ha correspondido á mis 
deseos, á pesar de que jamás me he excedido eu mis gastos ni tras- 
palado los límites marcados por la prudencia al contraer ciertas 
obligaciones que consideraba de fácil cumplimiento, pero que hoy 
me abruman sin poder /satisfacerlas. Una serie de pérdidas ines- 
peradas, por causas inevitables, superiores á todo esfuerzo y previ, 
sión humanas, me han colocado en la situación en que me encuen- 
tro, las que han venido mermando mi fortuna como consta en la 
memoria (documento número 1.^), que acompaño, hasta el punto 
de quedar mi hacienda y caudal reducido jal estado que demuestra 
la adjunta relación de todos mis bienes (documento número 2.^), 
y como quiera qne é>tos quizú no alcancen ú cubrir á todos mis 
acreedores que cou>tan en la relación (documepto número 3.°), 
que también acompaño ; deseando que si estos experimentan algdn 
quebranto, éste sea menor sufriéndolo proporcional y equitativa- 
mente todos ellos, no veo otro medio ntejor para realizar el pro- 
pósito honrado que me anima, que presentarme en concurso» 
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haciendo cesión de todos mis bieoes en favor de mis acreedores 
para que éstos se los distribuyan en la forma correspondiente en 
pago de lo que les debo. 

Ed su virtud, y cumpliendo lo que previene el artículo 947 
inciso 1.^ del Código Judicial, suplico al Juzgado, que habiendo 
por presentado este escrito, y por hecha la cesión de mis bienes 
con los tres documentos de que he hecho mérito, se sirva tenerme 
I)or presentado en concurso y acordar la formación del juicio co- 
rrespondiente, así como lo demíís que proceda conforme & las pres- 
cripciones del citadb Código. — Bogotá, etc.-^Firma del cedente. 

La menioria y las dos relaciones juradas sobre bienes 
y deudas serán también firmadas por el deudor. Como las 
causas que hai^ disminuido la fortuna para el que sufre 
sus consecuencias son claras y sencillas de exponer, cree- 
mos innecesario mencionarlas. En la relación de bienes se 
dejarán sólo de incluir los que no pueden ser objeto de 
embargo, y en la de deudas se individualizarán éstas con 
expresión de la fecha y procedencia de cada una, y de los 
nombres y domicilios de los acreedores. 

ÉSCBITO EN QUE SE SOLICITA LA FORMACIÓN DE CONCÜHSO 

KECESABIO. — Señor Juez del Circuito. — ^Luis Carlos Restrepo, ve- 
cino de Medellín, y re<$idente en esta ciudad, ante elJazgado com- 
parezco y digo : Que D. Aurelio Galarza y Lozano, domiciliado 

en Bogotá, es mi deudor por la cantidad de segán la escritura 

número que fué otorgada y ahora presento ; y como quiera 

que la cantidad expresada no ha sido cubierta, & pesar de que el 
plazo en que debió hacerse el pago ya ha vencido con exceso, ni 
tal vez llegue volu otariamente á satisfacerla eo razón á que contra 
¿1 hay tres ejecuciones pendientes y á que no se haa encontrado 
bienes suficientes para cubrir integramente las deudas porque se 
le ejecuta, se está en el caso de acordar la formación del concurso 
de acreedores. 

Los dos extremos en que fundo la presente solicitud son fáciles 
de acreditar, supuesto que las ejet^uciones á que me refiero penden 
ante este mismo Juzgado, á instancia de (aquí se expresarán los 
nombres y apellidos de los acreedores y las cantidades por ellos 
reclamadas). 

Además, como los bienes del deudor han sido reembargados 
por el segundo y tercero de los acreedores mencionados, inútil 
sería intentar una cuarta ejecución, pues los bienes son insuficien. 
tes, y tal procedimiento no pro<luciría resultado satisfactorio. Por 
tanto, para poner en salvo mis derechos, el medio más acertado es 
el de solicitar la formación del concurso. T asi lo hago, suplicando 
al Juzgado que habiendo por presentado este escrito con la e.«cri- 
tura de la obligación ó el título del crédito que reclamo, se sirva 
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declarar en concurso de acreedores & los bienes de D. Aurelio 6a* 
larza y Lozano, una vez que consten las tres ejecuciones á que n>e 
he referido y que para las dos últimas no se haii encontrado bienes 
suficientes, lo cual exige que se proceda al embargo general y de- 
pócito cié todos ellos, retención de la correspondencia, ocupación 
de libros y papeles y acumulación de dichos auto» ejecutivos al 
juicio universal que solicito. — Bogotá, eic. — Firma el solicitante. 

Se ovdenaní en vista de este escrito traer á la vista los 
autos de que se hace mérito (5 que informe el Secretario 
sobre el paiticular, «i el solicitante no hubiere acompa- 
ñado la prueba de tales hechos. En caso afirmativo, se 
dictará el 

Auto en que se accede á la declaración díi concübso 

NECESARIO. — Juzgado 4.° del Circuito. — Bogotá («iía, mes y ano). — 
Vistos y 

Resultando : que en este Juzgado hay pendientes tres ejécu. 
cienes contra los bienes de D. Aurelio Galarza y Lozano, y que al 
practicar el embargo para llevar á efecto las dos dltimas ejecucio- 
nes instadas por los sefíores talea no se encontraron más bienes que 
los ya embargados en la primera promovida por 

Y que en tal estado se presento escrito por D. Luis Carlos Bes. 
trepo, pidiendo en coocepto de acreedor con título bastante, la 
declaración de concurso en los bienes del deudor ejecutado ; 

Y considerando que, según dispone el artículo 1,037, inciso 2.^ 
del Código Judicial, la declaración de concurso procede cuando la 
solicita un acreedor legítimo acompañando el título de su crédito 
con fuerza ejecutiva, y acreditando que existen tres ó más ejecucio- 
nes contra el mismo deudor, y nose han eneontraio bienes libres y 
conocidamente bastantes á cubrir la cantidad que se reclama, cuyos 
requisitos se han cumplido. 

Se declara, administrando justicia en nombre del Estado y por 
autoridad de la ley, en concurso necesario de acreedores, á .D. Au. 
relio Galarza y Lozano, á quien se hará saber inmediatamente esta 
declaración, para los efectos consiguientes. So previene al deudor 
que dentro de seis días presente las relaciones juradas de los bie- 
nes, derechos y acciones que ten^a y de sus créditos pasivos, con. 
forme lo previene el artículo 95 del mismo Código, y se ordena: 

1° El epibargo y depósito de todos los bienes del deudor con. 
cursado, para lo cual se nombra de depositario á D. Jacinto Cprre* 
dor, persona de crédito, responsabilidad y aptitud, á quien ^e releva 
de prestar fianza, y se I^ haüá saber este nombramiento para que, 
previa su aceptación, se encargí;^, de la conservación y administra- 
ción de los bienes ocupados basta que se nombren los síndicos ; y 
asimismo la ocupación de los libros y papeles de dicho deudor y 
retención de su oorrespondencia, á cuyo fin ae oficiará al Adminis- 
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trador geoeral (6 particular) de correos de esta localidad previ- 
Diéndosele que la poDga á disposiciÓD del Juzgado, eo donde podrá 
abrirla el deudor ; 

2.^ La «convocatoria por edictos á todos los acreedores citándo- 
los y emplazándolos para que dentro de treinta días comparezcan 
por sí ó por apoderado á estar á derecho en el juicio con los aper. 
oibimientos legales ; debiendo practicarse esta citación personal-* 
mente á los acreedores conocido--, cualquiera que sea la residencia 
de ellos, para lo cual se libraran los despachos correspondieptes. 
Los edictos contendrán la prevención de que trata el artículo 955 
del Código citado. 

Trascurrido el termino de la ley sin que se interponga apela, 
ción, dése cuenta. — Notifíquese. — Firma del Juez y Secretario. 

Notificado este auto al deudor, quedará incapacitado 
para la administración <le sus bienes, y luego que sea fir- 
me la declaración de concurso, dictará el Juez la siguiente 

Providencia, — Juzgado 4.® del Circuito. — Bogotá (día, mes y 
afío). — Habiendo sido consentida la declaración de concurso hecha 

en auto fecha , para proceder al nombramiento de Síndicos, 

se convoca á Junta general de acreedores, por edictos que se fijarán 
^n los sitios de costumbre y se insertarán en el Registro del Esta- 
do, expresándose en ellos que la Junta habrá de verificarse el día 
tal del mes tcd próximo (este sefíalamiento se hará para un día 
que no sea ni antes de treinta ni despu^ de cuarenta, desde que se 
hizo la declaración), á las doce, en la Sala de audiencia de este 
Juzgado. — Notifíquese. — ^Firmas del Juez y Secretario. ' 

En la práctica la convocatoria para la Junta se hace 
en el mismo auto que declara formado el coucurso ; pero 
no venios inconveniente en que se proceda como decimos, 
y por el contrario, consideramos más acertado este proce- 
dimiento. 

PbesbntaoiÓN de üN acbbbdob. — Sefíor Juez 4.® del Cir- 
cuito. — Gonzalo Larrabide, vecino y domiciliado en esta capital, 
ante- el Juzgado parezco y digo: Que soy acreedor del concursado 

S. Aurelio Qalarza y Lozano, por la cantidad de , como lo 

prueba la e^^critura de obligación que acompaño; y habiéndase ci- 
tado por medio de edictos á los acreedores de ó<te, á fin de que se 
presenten con los títulos justificativos de sus créditos para el nom- 
bramiento de Síndicos y obtener en sn día el pago correspondiente, 
me presento á usar de mis derechos. En su virtud, suplico al Juz- 
gado, se sirva haberme por presentado con el título adjunto, en el 
expresado concurso, pues así procede en justicia que pido, con las 
costas. — Firma. 

ProvideTwia. — ^Juzgado 4.° del Circuito. — Bogotá (día, mes y 
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afío). — Por presentado el' anterior eflcrito con el título del crédito 
que reclama esta parte, con el cual, j los que Bucesivamente se 
presenten, se fonnarií ramo separado. — Notifíqiiese. — Firmas. 

Diligencia de apertura de corrb8{»ondbncia. — En Bo- 
gotá (ú tantos (ie tal mes y año), y hora de las doce de la mañana 
que estaba señalada para abrir la correspondencia retenida á D. 
Aurelio Galarza y Lozano, compareció éste, presente yo el Secre. 
tario, ante el señor Juez que le entregó cinco cartas dirigidas á su 
nombre, para que la<« abriera (el Juez puede hacerlo), lo cual ve- 
rificó, y después de haberla*) leído, ro retuvieron tres de ellas en 
poder del infrascrito Secretario, por interesar al presente concurso, 
y hQ le entregaron al deudor las dos restantes que en nada tenían 
relación ni podían interesar á dicho concurso ; haciéndose constar 

que las tres cartas mencionadas estaban fechadas en , firma. 

das por re!*pectivamente, y trataban : la primera de tal cosa; 

la segunda de tal negocio ; y la tercera de (lo que sea). Y para 
que conste firma el concursado con el señor Juez, de que doy fe. 

Acta, de la Junta. — En la ciudad de Bogotá (á ta^ntos de tal 
mes y aíio), siendo el día y la hora señalados para la celebración 
de la Junta general de acreedores, ante el señor Juez y con asis- 
tencia de su Secretario, se presentaron los señores (se hará mención 
de los concurrentes) ; <lesignados cuáles de éstos tienen derecha de 
votar en las deliberaciones (y serán los acreedores que consten en 
la relación jurada del concursado ó resulten serlo por el balance y 
los libros, ó aquéllos que se hayan presentaiio con documentos que 
acroiliten sus créditos), el señor Juez declaró constituida la Junta. 
Se (lió conocimiento del balance ó listas formadas según se dispone 
en el artículo 972 del CiSdigo Judicial, haciéndose en el acto todas 
las comprobaciones que se creyeron convenientes con los libros y 
documentos del concurso. Se leyó en seguida el informe del depo- 
sitario sobre el estado de las depemleucias y nota de lo recaudado 
y gastado ; y leíilas Ía< disposiciones que tienen relación con el 
nombramiento de Síndicos, se procedió á practicar este nombra, 
miento en la forma establecida por el artículo 980, habienlo el 
señor Juez fijado de antemano el número de dos Síndicos. Hecha 
la votación nominal, resultaron elegidos por la mayoría de los vo- 
tos de los acreetlores concurrentes, los señores , comerciantes 

y mayores de edad, y después de extendida, leída y aprobada el 
acta de esta sesión, la firmaron el señor Juez, los acreedores coa- 
currentes, el «leudor (si hubiere asistido) y el Secretario que da 
fe de ello. — Finnan todos éstos. 

Si se hicieren proposiciones de convenio, se abrirá 
discusión sobre cada una de ellas, y se votarán nominal- 
mente, consignándose en el acta el resultado. En el caso 
de no admisión de las proposiciones, continuará el juicio 
y se procederá entonces al nombramiento de Síndicos ; 
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pero si fuesen aprobadas, se comunicará este resultado á 
los acreedores reconocidos que no hubieren concurrido. 
Creemos que debiera también publicarse en los periódicos. 



Del Titulo Xy Capitulo V. — De loa quiebras de comerciantes. 

EscBlTO Ó EXPOSICIÓN DEL QUESEADO. — Al Juzgado. — Acis- 
clo Montaña, apoderado de lo« señores Uribe y C/, comerciantes 
de esta plaza, cuya representación acredito con el poder que pre- 
sentó y acepto, como mejor proceda, expongo : Que mis represen, 
tados, por cauf^as que se especifican en la memoria que se acompaña, 
se encuentran en la imposibilidad de continuar en el ejercicio del 
comercio, habiéndose visto en la necesidad de sobreseer en el pago 
de sus obligaciones con fecha de ayer, por lo cual pretenden del 
Juzgado que se les declare en quiebra. 

JBn esta virtud, y en cumplimiento de los artículos 570 y si. 
galeotes del Código de Comercio, presento la memoria explicativa 
de las causas ori^narias de este estado con el balance general de 
los negocios, que comprende la descripción valorada de bienes y 
deudas, manifestando que los eseritofios de h, casa se hallan sitúa. 

dos en la carrera y calle. ...... número 95, así como los alma* 

cenes de sus efectos. 

Por tanto al Juzgado suplico que, habiendo por presentados 
los documentos relacionados, y por denunciada la quiebra, se sirva 
declarar ésta, y fijar la fecha de la cesación de pagos, disponiendo 
las diligencias necesarias y legales para la formalización y snstan- 
ciaeión del juicio. — ^Fecha y firma del apoderado. 

ESCBITO DE UN ACBEBDOB EN QUE SE PIDE LA DECLARACIÓN 

DE QUIEBRA. — A.1 Juzgado. — ^Horacio Gronzález, á nombre de D.* 
Elena Samper, de esta vecindad y residencia, según el poder que 
acepto y presento, ante el Juzgado, como mejor proceda, digo : 
Que por las letras protestadas y testimonio de ejecución que acom. 
paño, despachada contra los señores üribe y C* del comercio de 
esta plaza, resulta que no ha sido posible obtener su reintegro. La 
ejecución, sin embargo, hubiera sido sustanciada á pesar de la defi. 
GÍen(áa de los bienes embargados, si no tuviéramos noticia de que 
existen otros acreedores que nada han podido cobrar. La preten- 
sión de mi poderdante se extiende á que el Juzgado declare la 
quiebra de la mencionada sociedad, por hallarse comprendida en 
el primer extremo del artículo 578 del Código de Comercio, Ip que 
comprobaremos con las declaraciones de los mismos dependientes 
y con otros testigos que tienen el carácter de acreedores alimenti- 
cios. Por tanto, 

Al Juzgado suplioo se sirva haber por presentado este escrito 

28 
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COD lo8 documentos que justífícao mi personalidad y disponer la 
admisión de la prueba que ofrezco, relativa, á la cesación de pagos, 
declarando en su día el estado de quiebra de los sefíores Uribe y 
C.*; y adoptando las demás diligencias necesarias. — Firma. 

En caso de oposicidti del quebrado, se conferirá tras- 
lado de ella, al que insta los autos de quiebra como en los 
incidentes, y se recibirá á prueba el artículo por quince 
días; pero si el acreedor 6 los acreedores convinieren en 
la oposición, se repondm el auto. 

ESCBITO POR EL CUAL SE PIDE AL JUEZ OBLIGUE A LOS SÍN- 
DICOS Á SOLICITAB LA BETJBOACCIÓN DE LA QUIBBBA. — ^Al Juez 

de la causa. — Horacio González, á nombre de D/ Elena Samper, 

en loa autos de quiebra de y en la pieza do retroacción, como 

mejor proceda, digo : Que á pesar de haber trascurrido largo tiem. 
po desde que ^e^practicó el nombramiento y aceptación de los Sí d. 
aicos, éstos ninguna gestióo han llevado á cabo para retrotraer 
los efectos de la quiebra á fechas anteriores á su declaración y á 
contratos de tal carácter hechos por el quebrado, que por sólo su 
enunciación y sin gran esfuerzo se anularían. Conocemos uno espe- 
cialmente veriñcado en los treinta días .precedentes á la declara- 
ción, que adolece de vicios tan numerosos, que cualquiera de ellos 
lleva su inmediata nulidad. No sólo han dejado de gestionar fue^ra 
de autos para conseguir el reintegro de lo pagado fraudulenta- 
mente, sino que. ni siquiera han formado los estados legales de los 
actos del quebrado ; y como quiera que no han sido atendidas 
nuestras observaciones, recurrimos al medio de hacerlo en esta 
forma que suponemos más directa y eñcaz. Por tanto. 

Suplico al señor Juez se sirva acordar se requiera á los Síndi- 
eos, á fín de que formen los estados de retroacción á la mayor 
brevedad, autorizando á los miamos para que gestionen judicial y 
extra judicialmente el pronto reintegro de las cantidades distraídas 
á la masa por el quebrado, en operaciones fraudulentas. — ^Firma. 

Las demandas sol)re nulidnd de pagos (artículo 591 
del Código de Comercio), se presentarán con la prueba 
documental de haberse hecho el pago en tiempo inhábil, y 
que el vencimiento era posterior al auto de declaración. 
Creemos que en caso necesario, podrán pedir confesión 
judicial y también creemos que para el reintegro, se puede 
adoptar el procedimiento ^del interdicto de recobrar justi- 
ficando los Síndicos por la escritura del mismo contrato 
del quebrado, que se halla comprendido en el caso de la 
ley. Las providencias que se dicten para estos reintegros 
y aplicación de los artículos 591, 592 y 593 del citado 
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Codifico, deben ejecutarse aunque se interponga apelación; 
pero las demandas que se deduzcan sobre nulidad de estos 
contratos fraudulentos, deben sustanciarse por los trámites 
del juicio declarativo ordinario, según su cuantía. 

Demanda del quebrado para su rehabilitación. — Al 

Juzgado. — ^Jerónimo Ca.stellano!^, A uombre de , en la pieza de 

caliiicaciun de la quiebra de , digo: Que declarada dicha 

quiebra por sentencia fírine do las comprendidas en el Código entre 
las de segunda dase, y siendo mi.« representados irresponsables en 
absoluto, como »e desprende de !a misma calificación hecha, pre- 
sento las partas de pago y los recibos de los acreedores que no 
han sido pagados con el caudal concursado y que lo han sido poSr 
teriormente, demostrando así que sobre aquéllos no pesa crédito 
ni responsabilidad alguna, y por tanto que es procedente su reha- 
l>ilitación. 

Suplico, pues, al Juzgado se sirva disponer, previas las diligen. 
cias necesarias, la rehabilitación de , y que cese toda interdic- 
ción que sobre ellos pudiera pesar. — Firma. 

VI 

Titulo Xly Capítulo Ir^Del ábinteatato. 

Auto que declara yacente la herencia. — Juzgado 3.° 
del Circdito. — Bogotá, Septiembre 1.° de 1879. — Vistos: El diez 
de Marzo del presente año, falleció en el vapor Bismarck, anclado 
en el puerto de Caracoli, río Magdalena, el señor José Villafranca, 
.HtSbdito español^ que tenía establecida en esta ciudad la librería 
denominada *'La Ilustración Española y Americana," como agente 
de la casa de Montaner y Simón, de Barcelona. A instancia del 
agente del mencionado vapor, residente en Honda, el Juez de este 
Circuito practicó las diligencias conducentes a poner en seguridad 
los bienes del finado, los que depositó en poder del Vicecónsul 
francés señor Tomás H. Whitney, según consta en los autos, y ter. 
minadas, se declaró incompetente para conocer del juicio de suce- 
sión, porque el señor Villafranca tuvo su último domicilio en 
Bogotá, y ha muerto abintestato, de tránsito para España. En con- 
secuencia, remitió los autos á esta, ciudad, y repartidos, aprehendió 
este Juzgado el conocimiento de acuerdo con los artículos 115 y 
635 del Código Judicial. 

Por solicitud del señor Agente del Ministerio público se han 
practicado otras diligencias para la seguridad y conservación de los 
bienes existentes en esta ciudad, y se depositaron en poder del 
señor Pedro M. Mutis, apoderado del difunto y encargado de la 
librería expresada. 

T siendo llegado el caso que comprende el artículo 1,062 del 



436 APÉNBIGB NT3^MEB0 TBBOBBa 

citado Código, el Juzeado, administrando justicia, etc., declara 
yacente la herencia del sefior J. Y., supuesto que no se ha presen- 
tado ninguna persona optando derecho á ella como heredero ni 
albacea que represente la sucesión ó intervenga en la administra- 
ción de los bienes quedantes. En esta virtud se dispone : 

1.^ Nómbrase curador de la herencia al sefior Pedro M. Mutis, 
quien formará inventario de los bienes y prestará fianza dentro 
del término de 

2.^' Fíjense edictos por el término de sesenta días en Bogotá 
j en Honda, llamando á todos los que se crean con derecho á la 
sucesión ; 

3.^ Dése orden para que se presente el testamento ó los testa, 
mentes que el difunto haya otorgado ; 

4.® Emplácense personalmente á los herederos de que se tenga 
noticia si se supiere el lugar de su residencia, librando al efecto 
los despachos correspondientes ; 

5.^ Insértese este auto por tres veces consecutivas en el Re^ 
giatro del Estado y en otros periódicos. — ^Notif íquese. — ^Firmas. 

VII 

Título Xly Capítulo IV. — De la partición de bienea. 

Las operaciones del partidor sobre la división y adju- 
dicación de los bienes quedados al fallecimiento de la per- 
sona de que se trate, se consignarán en un escrito y bajo 
la circunstanciada relación de los bienes expresados en el 
inventario ; el partidor practicará desde luego la liquida- 
ción del caudal hei*edado, no sin antes establecer para 
evitar dificultades, las bases ó supuestos que por vía de 
ejemplo consignamos á continuación en párrafos separados 
y numerados, en los cuales se analizan los extremos dudo- 
sos, las bajas del caudal y el fundamento de la división» 
legados y clausulas testamentarias que ofrezcan alguna 
oscuridad. 

No podemos proponernos comprender en estos mode- 
los todos los casos que ocurren en las particiones, ni si- 
quiera algunos de los más frecuentes ó complicados, porque 
esto nos llevaría á dar una mayor extensión á esta parte 
de nuestro trabajo; pero para inteligencia de nuestros 
lectores, ofrecemos el siguiente 

ESCEITO DE PARTICIÓN. — ^Luíh Rubio, nombrado partidor para 
dividir, distribuir y adjudicar los bienes que quedaron por falleci- 
miento de D. Celestino Benavides, entre su viuda D.' M&ría Tadea 
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• 

Sabogal j los tres hijos de ambos, á saber : D. Mario, D. Faenado 

7 D. Belisario Benavides, segúo la escritura pública otorgada .^ 

fistos los autos y examinados todos los antecedentes, dedaro : que 
procedo á v^riñcar esta partición conforme á las disposiciones con* 
tenidas en los supuestos 6 artículos siguientes: 

1.^ De consentimiento de las partes, expresado en el escrito de 

fojas ,80 aprueba la cuenta de administración presentada por 

el ejecutor testamentario, tenedor de bienes, D. Juan XJricoechea. 
2.^ Conforme á lo dispuesto en los artículos 1,789 j 1,803 del 
Código Civil, debe formarse el cuerpo común de bienes con las 
partidas siguientes : primera, el valor de los fundos que quedaren 
en Bogotá j Cbapinero; segunda, el valor de los muebles; tercera, 
la cantidad que según la mencionada cuenta, se ha cobrado de 
varios ; cuarta, los intereses producidos por los capitales adeuda. 

dos y cobrados hasta el día , en que falleció D. C. B. ; quinta, 

las cantidades producidas por el arrendamiento de los fundos ex- 
presados hasta el mismo día. 

3.^ En virtud de lo dispuesto en los artículos 1,028 y 1,804 
del Código Civil, deben bajarse del cuerpo común de bienes las 
cantidades que á continuación se expresan : primera, diez mil pe. 
sos que en la cláusula 3.* de su testamento declaró D. C. B. haber 
recibido como bienes propios de su esposa D/ M. T. S. ; s^unda, 
ocho mil pesos que D. C. B. introdujo al matrimonio, s^ún decía, 
ración que hizo en la misma cláusula de su tastamento aprobado 
]>or las partes ; tercera, cinco mil pesos que dicho D. C. B., reci- 
bió por herencia de su madre durante el matrimonio, según la 
copia certificada que de la hijuela se ha presentado ; cuarta, ocho, 
cientos pesos de plazo no vencido que, según lo expuesto por los 
herederos en el escrito de fojas tal, debe la testamentaría á D. Fe- 
derico Patino ; quinta, doscientos pesos en que se regula el hono.' 
rario del i^lbacea; sexta, trescientos pesos en que el partidor 
estima su trabajo ; sétima, doscientos pesos que se reservan para 
subvenir á los gastos ulteriores. 

4.^ La cantidad que después resulte representará los ganan- 
ciales habidos en el matrimonio, y conforme á lo dispuesto en el 
artículo 1,838 del citado Código, se dividirá por mitad entre D/ 
M. T. S. por una parte y sus tres hijos por otra. 

5.^ Conforme á lo dispuesto en el inciso 2.^ del artículo 1,836 
del mismo Código, debe formarse el cuerpo común de frutos con 
los intereses y arrendamientos que los capitales y fundos pertene- 
cientes á la sociedad conyugal hayan producido desde el día del 
fallecimiento del testador. 

6.^ Se bajarán del cuerpo común de frutos : primero, doscientos 
pesos invertidos en reparaciones hechas en las casas de esta ciudad, 

según la partida de la cuenta; y s^undo, doscientos pesos 

pagados por el seguro de las mismas fincas. 

7.^ Teniendo presente : primero, que conforme á lo dispuesto 
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en loB artíouloB 197 y 1,731 del Código Civil, quedó disuelta la 
sociedad conjugal por la muerte de D. C. B. ; segundo, que ni la 
viuda ni sus hijos han pretendido que se separe de la masa de bie- 
nes algún cuerpo cierto por pertenecerles exclusivamente de con- 
formidad con lo prescrito en el inciso 3.® del artículo 1,402, y en 
el 1,840 del citado Código, declaro : que la cantidad á que ascien- 
den los frutos, hechas las deducciones indicadas, debe dividirse 
entre la viuda y sus tres hijos, á prorrata de sus haberes. 

8.° La parte de frutos que corresponde á la sucesión se unirá á 
la suma que el finado aportó al matrimonio y á la de sus ganan- 
ciales. El total es acervo partible entre «us hijos, previas las de. 
ducciones que se expresarán eD el artículo siguiente. 

9.^ Habrán de bajarse del caudal iaventaríado: trescientos 
pesos invertidos en pagar los derechos de cementerio y en sufra, 
gios por el alma del finado; segundo, mil pesos legados para la 
Sociedad de San Vicente de Paúl, en la cláusula sexta del testa- 
mento. 

10. La cantidad líquida que resulte después de hacer estas 
bajas, se dividirá por partes iguales entre los tres hijos y la viuda. 

11. En la hijuela que se forniará á cada uno de los herederos, 
m deducirá la cantidad necesaria por el pago hecho del impuesto 
en favor del Lazareto. 

12. En el supuesto de que aparezcan bienes pertenecientes á la 
sociedad conyugal, no considerados en esta partición, se dividirán 
los capitales é intereses ó frutos producidos hasta la fecha del fa. 
Uecimiento del testador, y los producidos desde esa fecha para 
adelante, proporcionalmente como se ha dicho. 

13. Teniendo presente : primtíro, que de los créditos activos, 
unos son de fácil y otros de difícil cobro, de manera que algunos 
se perderán en parte ó en su totalidad ; segundo, que tanto por 
esta razón como por las variaciones que puedan ocurrir en las for. 
tunas de los deudores, no pueden distribuirse con la igualdad que 
previene el inciso 7.° del artículo 1,401 del Código Civil, declaro : 
Que todos estos créditos deben recaudarse por cuenta de la viuda 
y herederos, en común, y partirse con la debida proporción entre 
ellos, los cobrados, con arreglo á los antecedentes ó bases estableci- 
das. Procedo en consecuencia á formar la partición en los termas 
nos siguientes, principiando por la 

LIQUIDACIÓN. 

CUERPO COlróN DE BIENES. 

1.° Treinta y cinco mil pesos en que se adjudicó 
la quinta Orrantia, en Chapinero, á D.* M. T. S., 
por acuerdo de los interesados $ 35,000 ... 

2.^ Diez mil en que se adjudicó á D. C. B. la 



• • • 



• • • 



■ • • 
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casa DÚmero 27, Carrera 3.' al Oriente v calle 1.* al 
Occidente, en Bogotá 10,000 

3.^ Cuatro mil quinientos pesos, que según tasa- 
ción que consta en autos, importa la casa número 15, 
situada en la misma Carrera, calle 2.* al Occidente.. 4,500 

4.® Mil pesos en que se adjudican á la viuda, por 
consentimiento de sus hijos, los muebles inventa- 
riados 1.000 

hP Veintiséis mil pe$os que, según la cuenta ad- 
ministratoria presentada, se han cobrado de varios, 
por capitales adeudados á la testamentaría 26,000 

6.^ Mil doscientos cincuenta pesos que de los 
intereses cobrados, pertenecen al cuerpo común de 
bienes, según liquidación anterior 1,250 

7.^ Cuatrocientos pesos producidos por arrenda- 
mientos de las casas de Bogotá y de la quinta Orran- 
tia, 7 que pertenecen al cuerpo común de frutos 400 ... 

Suma $ 78,150 ..• 

BAJAS DEL CUERPO COHÚK DS BIENES. 

1.® Diez mil pesos que D. C. B. declaró en la 
cláusula 3.* de su testamento, haber recibido como 
bienes propios de su esposa % 10,000 ... 

2.^ Ocho mil pesos que D. C. B. introdujo al 
matrimonio, según declaración consignada en la mis- 
ma cláusula 8,000 ... 

(Se extenderán aquí las demás partidas expresa- 
das en el artículo 3.^ de los antecedentes ó supues- 
tos anteriores) 



•••».. •• • 



Suman las bajas % 24,550 ... 

DEMOSTBACIÓK PBIMEBA. 



• • • 



Importa el cuerpo común de bienes % 78,150 

Id, las bajas generales 24,550 ... 

Resultan de gananciales % 53,600 . . . 

Mitad para la viuda D.» M. T. S % 26,800 ... 

Id. para los herederos de D. C. B 26,800 ... 

Total igual % 53,600 ... 



Según la anterior demostración, asciende el cuerpo común de 
bienes á % 78,150, y las bajas generales á % 24,550. Quedan, de 
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consiguiente, por gananciales, $ 53,600, y la mitad, ascendente á 
$ 26,800, le ha correspondido á cada cónyuge. 

CUBEPO COMTÍlff DE FEUTOS. 

1.^ Setecientos treinta pesos que de los intereses cobrados des. 

Í)ués de la muerte de D. C. B. corresponden al cuerpo común de 
rutos, según liquidación anterior, agregada á los 

autos número 1.® $ 730 ... 

2.^ Seiscientos pesos que, según liquidación nu- 
mero 2.^, han producido los arriendos de los fundos 
después de la muerte del testador 600 ... 

Suma $ 1,330 ... 

BAJAS DEL GÜEBFO COICÚN BE FEUTOS. 

1.*^ Doscientos pesos pagados por reparaciones 
de las casas de Bogotá $ 200 ... 

2.° Doscientos pesos por el seguro de las mis. 
mas fincas 200 ... 

Suman las bajas $ 400 ... 

DEMOSTSACIÓN SEGUNDA. 

Importa el cuerpo común de frutos f 1,330 ... 

Id. las bajas del mismo 400 ... 

Quedan por dividir proporcíonalmente entre los 
cónyuges ^... $ 930 ... 

De esta suma corresponde á D.^ M. T. S., por sus 
haberes, esto es, los $ 10,000 que llevó al matrimo. 
nio y los $ 26,860 que le corresponden por ganan- 
ciales, en todo $ 36,800 $ 446-78 

Id. á los herederos por sus haberes, es ú saber, 
los $ 13,000 que su padre introdujo al matrimonio 

y loa $ 26,800 por gananciales, en todo, $ 39,808. . . 483-22 

- 

Total igual $ 930 ... 

CAUDAL DE D. CELESTINO BENAVIDES. 

1.^ Ocho mil pesos que aportó al matrimonio. $ 8,000 ... 
2.^ Los cinco mil pesos que, durante el matri- 
monio, recibió por herencia de su madre 5,000 . . . 

3.^ Su mitad de gananciales 26,800 ... 

4.° Su parte proporcional de frutos • . 483-22 

Suma $ 40,283-22 
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BAJAS DB ESTE CAUDAL. 

1.^ Trescientos pesos invertidos en pa^r los de- 
recbos de cementerio y en funerales 6 sn&agios por 
el almadelfínado $ 300 ... 

2.^ Mil pesos liados en la cLíusuIa 6.* del tes. 
lamento 1,000 ... 



Suman las bajas $ 1,300 ... 

DEMOSTRACIÓK TEBCEBA. 

Asciende el caudal de D. a B. á $ 40,283-22 

Importan las bajas de este caudal 1,300 ... 



Qaedan para los tres herederos por iguales par- 

$ 38,983-22 



Corresponde a D. Mario Benavi. 

das. $ 12,994-40 

Id. á D. Facundo 12,994-40 

Id. á D. Belisario 12,994-42 38,983-22 



COMPEOBAOIÓK. 

Importa el cuerpo común de bienes $ 78,150 ... 

Id. el cuerpo común de frutos 1,333 ... 



Total $ 79,480 ... 



Importan las bajas generales... ^ 24,550 ... 

Id. de gananciales 53,600 ... 

Id. las bajas de los frutos 400 ... 

Id. los frutos líquidos 930 ... 79,480 ... 



DISTBIBUCIÓK. 

Hijuela de Z).* María Tadea Sabogal. 
Ha de haber : 

1.® Por lo aportado al matrimonio $ 10,000 . . . 

2.° Por su mitad de gananciales 26,800 ... 

3.® Por su parte propotcional de frutos 446-78 



Total haber de D.* M. T. S $ 37,246-78 

ENTERO : 



1.^ Los treinta y cinco mil pesos en que se le 
adjudicó la quinta Orrantia en Chapínero. Esta 
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quinta tiene una superficie de tantas hectaras y tan- 
tas milésimas de otra, y limita : al Norte, con la de 
D. Eliseo Arbeláez ; al Oriente, con la de D. Eladio 
ürizarri ; al Sur, con fincas de Gonzalo Jiménez y 
Pedro de la Bastida ; y al Poniente, camino público 
en medio, con quinta de D.* Carmen Carbonell de 
Moreno ; y tiene derecho á un turno de tantas horas 
cada nueve días en el canal de £eí¿at;Í9¿a $ 35,000 ... 

2.^ Los mil pesos en que se le adjudicaron los 
muebles: partida 4.' del cuerpo general de bienes.. 1,000 ... 

3.^ Los trescientos pesos que ha tomado de los 
mil doscientos cincuenta percibidos por intereses, 
según partida 6.* de id 300 ... 

4.^ Setecientos cuarenta y seis pesos setenta y 
ocho centavos, que percibirá de los fondos deposita, 
dos en el Banco Nacional 746-78 



Total $ 37,246-78 

Queda así. enterado el haber de esta señora. 

Hijuela de D, Mario Benavides. 

Ha de haber : 

Por la herencia de su padre, según la demostra- 
ción tercera $ 12,994-40 



ENTEEO : 

1.° Los diez mil pesos en que se le adjudicó la 
casa número 27, situada en Bogotá: partida 2.* del 

cuerpo común de bienes. Esta casa, situada en 

deslinda por el Norte (se expresan sus lin- 
deros) $ 10,000 ... 

2.° Los mil pesos que recibió de los capitales co- 
brados 1,000 ... 

3.° Mil novecientos cuarenta y dos pesos cuaren- 
ta centavos que percibirá de los fondos depositados 
en el Banco Nacional 1,992-40 



(Concluye como la anterior). 

Hijuela de D, Facundo Benavides, 
(Como la anterior). 

ENTERO : 
1.° 

2.® Los tres mil doscientos pesos que recibió de 
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los fondos depositados eu el Banco NacíoDal $ 3,200 ... 

3.° Cuatro rail quinientos pesos, importe de la 

csisa numero , situada en (se expresaran sus 

linderos), que se le adjudicó conforme á lo acordado. 4,500 ... 



(Termina como la anterior). 

Hijuela de D. Belisario Benavides, 

(Como las anteriores). 

Lote ó hijuela de deudas. 

Se asignan para esta hijuela mil quinientos pe- 
sos de los fondos depositados en el Bauco Nacional. ^ 1,500 



Se entera: 

1.° Con ochocientos pesos que se deben a D. Fe- 
derico Patino. .. .. $ 800 ... 

2.° Con doscientos pesos honorario del albacea. . 200 , . . 

3.® Con trescientos pesos honorario del partidor, 300 ... 

4.^ Con doscientos pesos que se reservan para 
gastos ulteriores 200 . . . 

(Concluye como las otras). 

DECLAEACIONES : 

1.* Al liquidar los intereses para determinar cuántos debían 
considerarse en el cuerpo de bienes y cuántos en el de frutos, se 
han «calculado solamente los que correspondían al tiempo corrido 
desde la muerte de D. C, B., y restándolos de los cobrados, y de 
este modo se ha obtenido los que deben considerarse frutos. 

2.^ No se han liquidado los intereses correspondientes á las 
deudas de Obregón hermanos, de Castello y Dickson, nideThomp. 
son y Vargas, porque, no habiendo datos suficientes para hacerlo, y 
siendo dudoso el pago de ellas como lo creen los herederos, la li- 
quidación actual no habría hecho más que aumentar el trabajo y 
los costos sin resultado satisfactorio. 

Estando hecha la división que se me encargó, distribución y 
adjudicación de los bienes que quedaron por fallecimiento de 
D. C. B., y por consiguiente, terminado el trabajo, tengo la honra 
de someter la partición formada á la aprobación judicial, en con- 
formidad con lo dispuesto en el artículo 1,406 del Código Civil. — 
Firma entera del partidor. 

Suelen formarse, antes de la partición, operaciones 
auxiliares sobre la liquidación, que servirán de justifica- 
ción á la cuenta final. Así se podrá determinar todo lo 
que debe incluirse en el cuerpo común de bienes. 

Se IlamA ordenata en el foro la liquidación y distribu- 
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cidn de los bienes, que se redacta en la forma que precede, 
con las modificaciones que reclama cada caso. 

Si los bienes adjudicados á alguno de los partícipes ó 

asignatarios excedieren á la parte que le corresponde, se 

dispondrá del exceso á favor de los otros, y en este caso, 

en la misma hijuela se formará una cuenta en esta forma : 

Pago del exceso. 

I."" A D. K N., tanto, etc. 

No debe olvidarse que las hijuelas de cada heredero 
deben ser, en cuanto es posible, análogas, teniendo para 
ello en cuenta las manifestaciones que hubieren hecho 
los herederos en cuanto á la adjudicación de bienes. 

Como las costas comunes se consideran entre las ba- 
jas generales, se incluirán en la hijuela 6 el lote de deu- 
das, la cual puede formarse, 6 con cantidades de dinero 6 
con especies que se dejan en poder del ejecutor testamenta- 
rio, si tiene el encargo de pagar deudas 6 de alguno de 
los herederos que sea solvente. Si no hubiere deudas de 
otra procedencia, se hará constar esta circunstancia por 
declaracidh de los mismos herederos 6 del albacea. 

Auto apbobatoeio db la fabtioión. — Juzgado 4.*^ del Cir. 
cuito. — (Lugar y fecha). — ^Vistos : Formada por el partidor la 11. 
quidaciÓD y distribucióu de los bienes de la sucesión de D. C. B., 
y presentado este trabajo al Juzgado, se di6 traslado de todo lo 
hecho á cada uno de los coasignatarios, quienes, dentro del termi- 
no sefíalado, al evacuarlo, expusieron que convenían en ellas ; y 
como la partición está arreglada al mérito de los autos y á las 
prescripciones leales, el Juzgado, administrando justicia en nom- 
bre del Estado y por autoridad de la ley, la aprueba, y ordena: 

1.^ Que se protocolice en la Notaría 3.* de este Círculo (ó en 
la que las partes de comúu acuerdo hayan sefíalado) ; 

2.^ Que se expida á favor de cada uno de los partícipes la co- 
pia de su hijuela ; y 

3.^ Que se entregue á cada uno de estos la parte de los bienes 
de la sucesión que le haya correspondido. — Notifíquese y déjese 
copia. — Firma entera del Juez y Secretario. 

Creemos que esta sentencia debe registrarse y convie- 
ne que antes se pida al Juez que la declare ejecutoriada. 

Vlli 

Título XIV, Capítulo III. — Del interdicto de retener. 

Demanda. — Señor Juez. — Ruperto Lorenzana, vecino de esta 
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ciudad, ante usted expongo : Que hace mía de un afio que estoy en 
posesión de unos terrenos denominados " Gnalaoday,'' situados en 

tal parte j lindantes por el Norte con , por el Oriente ... etc., 

según aparece de la escritura pública que acompafio. 

Desde que adquirí el dominio sobre estos terrenos mi posesión 
ba sido tranquila hasta hace pocos días, que D. José Travecedo, 
también de esta vecindad, manda cortar lefia de los árboles de mi 
propiedad, sin mi consentimiento, penetrando sus peones en mis 
terrenos. Como han sido inútiles todas las amonestaciones amiga. 
bles que le he hecho para que se abstenga de perturbarme en el 
goce quieto y pacífico de lo que me pertenece, me veo en la nece- 
sidad de demandarlo, d fin de que, acreditada mí posesión y los 
- actos de perturbación de que me quejo, según la información que 
también acompaño, se digne usted ampararme en aquélla y preve- 
nir á D. J. Travecedo que se abstenga en lo sucesivo de violar mis 
derechos y que preste una fianza, n satisfacción del Juzgado, de no 
repetir los hechos que constituyen la perturbación.— Fmna. 

IX 
Tüido XXIV, Capítulo IL — De la declaración de muerte preeurUa. 

EscKrro paka PBaJiE la declabación. — Señor Juez. — Ro- 
berto Arbeláez, vecino de Bogotá, ante usted digo : Que hace más 
de ocho años que se ausentó del país mi hermano Arturo, cuyo úl- 
timo domicilio fué esta ciudad. Durante su permanencia en Italia, 
cuidó de instruir de su paradero y de su» negocios á la familia; 
pero desde el 20 de Julio de 1876 no se ha vuelto á saber de él, 
pues en carta de esa fecha, que acompaño, nos anunció que partía 
dé Roma para San-Petersburgo, é infructuosas han sido las diligen. 
cias que, por medio de personas privadas, y de los Cónsules y Mi. 
nistros diplomáticos colombianos, se han practicado para adquirir 
nuevas noticias de él. Esto nos persuade de su muerte, y á fin de 
que ésta sea judicialmente declarada, presento una información 
sobre los hechos, practicada cod citación del Ministerio público, y 
á usted suplico se sirva nombrar defensor al ausente y preceder á 
citarlb en debida forma, dictando la declaración que solicito y fi- 
jando como día de la muerte presunta el 20 de Julio de 1878, tras. 
Gurridos que sean cuatro meses despué» de la última citación; todo 
de conformidad con el artículo 7§ del Código Civil. — ^Firma. 



Título XXIV, Capítulo XIL — De la apertura y publicación de 

un testamento cei^ado. 

•Escrito paka pedirlas. — Señor Juez. — Virginia Mallarino, 
vecina, ante usted comparezco y digo : Que entre les papeles de 
mi finado esposo D. Gonzalo TJrdaneta, que tuvo su último domi- 
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cilio ou esta ciudad, y falleció ol día tal del corriente mes, según 
aparece del acta de su defunción que acompaño, 8e ha encontrado 
el testamento cerrado que presento. 

A fin de conocer las últimas disposiciones de mi marido para 
proceder cuanto antes d darles cumplimiento, ocurro á usted supli. 
candóle: se sirva ordenar que, previos los trámites necesarioss, se 
proceda á la apertura y publicación de ellas, y se decrete su proto. 
colización.—Firma. 

DbclaeacióN de üN testigo. — En (lugar y fecha), compa. 
recio ante el señor Juez, el testigo D. Benito Suárez, con el objeto 
de practicar el reconocimiento ordenado y bajo el juramento que 
presto en forma, se le presentó el testamento exhibido, y expuso : 
Que es de su puño y letra la ñrma que con su nombre aparece en 
la cubierta del testamento que se le presenta ; que vio firmar al 
testador, á los testigos y al Notario que autoriza; que estas firmas 
fueron puestas en uu mismo acto y son las mismas que aparecen 
en este documento, y que el testador, u juicio del declarante, se 
encontraba en aquel momento en el uso completo de sus facultades 
intelectuales. Ao:rega el testigo que el pliego que se le pone de 
manifiesto se halla en el mismo estado en que lué presentado por 
el testador al Notario, y que esta ciudad fue el último domicilio 
de D. Gonzalo Urdaneta. Leída que le fué esta declaración, se ra- 
tificó en ella, dijo ser mayor de edad, y firmó con el señor Juez, 
de que doy fe, — Firmas. 

Auto definitivo. — (Juzgado, lugar y fecha). — ^Vistos: Con 
el mérito de las diligencias que preceden, y conforme á lo dispues- 
to en el artículo 1,100 del Código Civil, se declara testamento de 
D. Qpnzalo Urdaneta la memoria contenida dentro del pliego que 
se ha acompañado y obra á fojas tantas. Precédase á su protocoli- 
zación con todo lo actuado en la Notaría 3.* de este Círculo. — 
Notifíquese. — Firmí^s. 

XI 

Título XXIV, Capítulo XIII, — De la jurisdicción voluntaria en 

asuntos de comercio, 

Esceito en que se solicita el depósito de efectos mer- 
cantiles y la venta de los que sean suficientes para cubrir el im- 
porte de los gastos suplidos por el comisioDista. — ^Señor Juez. — 
Emiliano Azuela, comisionista domiciliado en esta ciudad, ante 
el Juzgado parezco y como en derecho mejor proceda digo: Que 
el día 1.*^ del presente mes recibí uua carta fechada en Cartagena, 
y firmada por D. Joaquín Pombo, vecino de aquella ciudad, que 
acompaño, en la cual me mauifíesta quedar enterado de otra mía 
en que rehusaba el encargo que me bacía, de vender en comisión 
en esta plaza tales efectos, y me dice que mientras proveía de nue. 
vo encargado que se hiciera cargo de ellos, continuara conservan- 
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dolos en mis almaceoes. Así lo he hecho ; mas debo declarar los 
fundados temores que tengo de que en lo sucesivo, dado que las 
condiciones de mis almacenes han variado haciéndose excesiva- 
mente húmedos por efecto de ciertas filtraciones de agua que, 
procedente de una fuente próxima, se han manifestado en su suelo 
y sus paredes, me hallo en el caso de procurar que los mencioaa- 
dos efectos existente» en mi poder se depositen en otra persona, 
y á mí se me reintegre de los gastos que he tenido necesidad de 
hacer en el recibo y conservación de aquéllos. 

La relación, al pormenor ó detallada, de los efectos cuyo depó. 
sito solicito, está hecha con sólo indicar que i^on (aquí se hant 
mención de ellos) ; y respecto de la persona que haya de ser el 
depositario, creo que no habrá ninguno u^ejor que D. Liborio Sán- 
chez, comerciante de esta ciudad. Acompaño los documentos justi- 
ficativos de los gastos hasta por valoi de , según la relación 

adjunta. 

En virtud de todo lo expuesto, y haciendo uso de la facultad 
qne ma concede el artículo 84 del Código de Comerdo, suplico al 
Juz^ido, que teniendo por presentados, los documentos u que me 
refiero, se ¿rva decretar el depósito de en la persona indica- 
da, 6 en quien el Juzgado estimare más conveniente nombrar, y 
que se v^adau los suficientes para cubrir el importe de dichos 
gastos. — Firma. 

Auto que puede bsgaeb. — (Juzgado, lugar y fecha). — ^Por 
presentado el anterior escrito con los documentos que se acompa- 
ñan; y 

liesuUando: (Se consignan con claridad y concisión las pre. 
tensiones deducidas y los hechos en que se fundan). 

ConsideraTido : (Se aprecian los puntos de derecho). 

Por tanto, administrando justicia, etc., precédase á depositar 
los efectos que existen en los almacenes de D. E. A., de propiedad 

de D. J. P., nombrándose al efecto depositario á D ; y pro. 

cédase también á la venta de los que se estimen suficientes para 

cubrir la suma de , suplida por el primero en el recibo y con- 

servación de dichos efectos ; cuya venta se hará en subasta pública, 
previa tasación de un perito nombrado ( por el dueño ó su apode- 
rado, y á falta de éstos, por el Minif^terio público), y de otro que 
será D. José Alzamora, nombrado por este Juzgado. Anuncióse la 

subasta con plazo de por edictos que se fijarán en los estra. 

dos (y que podrán publicarse en el Begütro del Estado y otros 
periódicos). — ^Notifíquese. — ^Firmas. 

ESCBITO EN QUE SE FIBE EL DEPÓSITO FBOYISIOKAL DEL 

VALOB DE UNA LETBA DE CAMBIO.— Sefíor Juez. — J. B., domici- 
liado en esta plaza, ante el Juzgado parezco y digo : Que habién- 
doseme extraviado una letra de cambio, extendida por D. J. O. en 

Santa-Marta, á 18 del corriente mes, por valor de , girados á 

mi favor contra D. C. M., que los ha de pagar en esta ciudad, en 
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donde tiene sa domicilio, 7 no babiéndonoe podido poner de aeaer* 
do en la designación de La persona que haya de ser depositario de 
la suma que dicho señor M. está dispuesto á depositar prorisioiíal- 
mente, para hacer pago eo «n día á la mencionada letra, si parece, 

6 á otra segunda en su caso ; procede, 7, en uso de las facultades 
que me concede el artículo 480 del Código de Comercio, suplico al 
«Juzgado se sirva designar la persona que haya de ser el deposita- 
rio de la cantidad expresada. — ^Firma. 

Pbovidbncia. — (Juq^ado, lugar 7 fedia). — Hágase saber á 
D. J. R, que para que presente la segunda letra de cambio, ó pida 
en el juicio correspondiente el embargo definitivo de su valor, se 
fija el termino (uno prudencial), con apercibimiento de que, tras- 
currido sin haberlo verificado, se alzará el depósito provisional. — 
Notifíquese. — Firmas. 

Escrito de protesta en que se pide licencia paba abkib 

LAS escotillas. — Sefíor Juez. — F. M., Capitán del vapor Bclioia 

7 de descaiga en el puerto de esta ciudad de Panamá, ante el Juz- 
gado de la misma parezco 7 digo : (se hace relación de lo eeurrido 
en el viaje). Eo virtud de lo expuesta, suplico que, habiendo por 
presentado el diario de navegación (7 en su caso las diligencias de 
protesta que en otro puerto de arribada se hubieren instruido), 
se sirva recibir declaración á los tripulantes 7 pasajeros que esti« 
me conveniente acerca de los hechos narrados, 7 dar licencia para 
abrir las escotillas del JBoJma, á CU70 efecto designo á D. L. B. A., 
como perito que por mi parte ha de asistir al acto de la apertura. 
— Fecha 7 firma. 

El Jueí decretará de conformidad, y con citaci<$n y au- 
diencia de los interesados presentes 6 de sus consignata- 
rios, recibirá la declaración solicitada en el número que 
estime conveniente. Extendida el acta de la apertura, se 
presentará la cuenta y liquidación de la)s averías. Las 
gruesas ó comunes se dividirán en las operaciones ó esta- 
dos que los peritos formarán con arreglo á lo que ordena 
el Código de Comercio. Es la misma cuenta que ponen 
Baulay-Pathy, Dalloz, Escriche, La-Serna y Reus y otros, 
la cual está sacada de las observaciones del Tribunal de 
Casación de Francia. Véanse los Formularios de J/ Mel- 
ares M. y S. Arribas de la Cantera. Madrid.— 1381.-— 
^aginas 486 y siguientes. 

Aquí terminaremos este apéndice. Demasiado extenso 
es el campo de las actuaciones para que podamos com- 
prender en nuestra obra todos los formularios que ellas 
reclaman. Sería necesario formar un tomo ó redactar otra 
obra con tal objeto. 
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REFORMAS LEGISUTIVAS. 

En laB sesiones legíslatiyas de la Asamblea del Estado, en 1883, 
se discutió y aprobó un proyecto de organización del Poder Judi- 
cial. La ley 19 de ese afío (5 de Diciembre), no contiene sino 
muy pocas innovaciones que trascribiremos. 

Segdn esta ley, ó sea el nuevo Código sancionado, son atribu. 
ciones del Tribunal Superior, entre las que estableció el Código 
Judicial anterior, las de conocer de las causas de responsabilidad 
contra el Prefecto general de Policía, los Jueces del Estado en 
asuntos criminales y los Ministros del Tribunal de Cuentas ; de 
las apelaciones en los juicios de cuentas en que este Tribunal pro. 
cede como Contador de primera instancia, y en los juicios sobre 
incapacidad para desempeñar destinos públicos y sobre incompati- 
bilidad para desempeñarlos, cuando los empleados sean de aquellos 
cuyo nombramiento corresponde al Poder Judicial. (Artículo 35, 
incisos 2.^ 6.^ y 28). 

Para sustanciar y decidir ciertos negocios, la citada ley creó 
dos Salas en el Tribunal, compuestas de tres Magistrados. Estas 
Salas han sido suprimida^ por el acto 11.^ de 188Í4, reformatorio 
de la Constitución. 

Se dividió el Estado en nuevos Circuitos judiciales, y se esta- 
blecieron en el de Bogotá seis Jueces, cuatro para lo civil y dos 
para lo criminal. Además, un Juez ejecutor para los asuntos civi. 
les. (Artículo 65). 

Los exhortes que deban cumplirse fuera del Estado, pueden 
dirigirse directamente al Juez comisionado por el correo del Estado 
ó de la Nación, ó por correo particular, si así lo dispusiere el comí, 
tente y lo costeare la parte interesada. ( Art. 104). No es necesario 
que se remitan por conducto de los empleados nacionales. 

La Asamblea puede remover libremente al Procurador y al 
Fiscal del Estado y sus suplentes. (Artículo 142). 

Se ha sustituido el juramento de no dar audiencia extrajudicial 
á las partes >K)r el de no emitirles concepto acerca de los negocios 
pendientes. (Artículo 159). 

Han sido restablecidas las .vacaciones de la Semana Santa. (Ar- 
tículo 175). 

La informalidad en la posesión de los eq;ipleados judiciales y 
de los Notarios y Registradores de instrumentos páblicos no afee 
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tara la validez de los actos ejecutados por ellos, y que el nombrado 
legalmente para el ejercicio de funciones públicas, siendo incapaz 
para ello, ó que desempeñe destinos incompatibles, 6 sin haber 
tomado posesión, incurrirá en responsabilidad criminal ; pero los 
actos que ejecute en ejercicio de estas funciones no serán nulos. 
(Artículos 192 y 193). 

Y en las sesiones del afío próximo pasado, la misma Asamblea 
expidió dos actos reformatorios de la Constitución. Por el primero 
se declaró que la ley puede crear ó suprimir Circuitos judiciales, 
variar sus límites y crear ó suprimir los Juzgados existentes ; y 
por el segundo volvió á reorganizarse el Tribunal Superior, com- 
puesto ya de cuatro Magistrados, siendo su período de cuatro afíos. 

El acto 11 de 1884 ha sido censurado en una petición elevada 
á la Corte Suprema, por cinco de los Magistrados cesantes, y coad- 
yuvada por el Procurador general, pretendiendo que se suspendan 
sus efectos, por considerarlo inconstitucional. Véase la Revista 
Judicial números 223 y 224. 

La ley 24 de 1884 dispone que los que no pueden ejercer des- 
tinos públicos tampoco podrán ejercer poderes judiciales. Esta ley 
se refiere exclusivamente á los ministros de los cultos religiosos, 
que no son ciudadanos en Colombia. 

La excepción es odiosa é irritante, porque el goce de los dere- 
chos políticos como el de los derechos civiles es independiente de 
las confesiones religiosas ; ella viola el principio de la igualdad 
republicana, y no se apoya en ningún principio de justicia : se ins. 
pira tan sólo en el odio al Catolicismo. 
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